INDICE ALFABETICO 
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MATERIAS 



A 

ABSOLUCION DEL ACUSADO. Ver: Acción civil, 1, 2. 

ACCIDENTES DEL TU Alt AJO. Ver: Jurisdicción y competencia, 
7j Recurso extraordinario, 23. 

ACCION CIVIL i 1 ). 

1 . SÍ bien el principio establecido por el art. 1103 del C. Civil 
no es aplicable en materia adnancrn y de impuestos internos, 
el fisco no puede sostener en lo civil la existencia do loa he- 
chos sobre los cuales hubiera muido nt]uélla, sin justifi- 
carla con elementos probatorios distintos de los allegados 
al juicio criminal. Página 348. 

2. A falta de otras pruebas que las acumuladas ea el expe- 
diente administrativo y en la cansa criminal instruida paro 
la aplicación de la multa, ya consideradas en el fallo que 
en esta última absolvió al abusado por considerar inexis- 
tente el hecho imponible que originaría la obligación de 
satisfacer el tributo y la pena —existencia en más de ci- 
garrillos y tabacos que la importada por el contribuyente — 
procede la repetición del impuesto interno que resulta, asi, 
indebidamente cobrado. Página 348. 

ACCION DE REPETICION. Ver: Acción civil, 2; Falta de ac- 
ción, 1, 2; Impuestos Internos, 7; Jurisdicción y Competen- 
cia, 6, 10 j Pago; Prescripción, 0; Recurso extraordinario, 10. 



(l) Ver también: Cosa juzgada. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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AOKNTE8 MARITIMOS 



ACTOS PUBLICOS Y PROCEDIMIENTOS JUDICIALES (»). 

La val i tíi'/. y eficacia de la derlfi ra loria do herederos dic- 
tada por juez competente sólo puede ser desconocida por 
piulo legitima unte el miamo y, mientras tanto, merecer* 
ante todos los tri Inmuta del país I» mismn fe y crédito que 
Bogña Ihs leyes le corresponda ante él tribunal qne la dictó, 

ADJUDICACIÓN DE MESES. Ver: Exhorto. 

vltftM.Y.-l (2). 
/mpor/íirjorf. 
Lilirp du derechos. 
Cmoh vario*. 

1. Ijk nnlfjiiiiifls lirapiadonti «.Jasiu«-ndora,, separadora, y dea- 
iniWtndorn de. ^.-niil l¡i~¡ 110 nlilizaihs para la industrial! na- 
ción do ira ñus, no se liall-m comprendidas en la exención 
de derecho* m huí ñeros pivvisla por c) arf. :i:t de la ley 
12,348, pero A en la cpie cstnhlcco el nrL 4 de la ley 11.281 
respecto de las máquinas con o sin motor para (a «gri- 
i-nhiini. Página tóL 

J nrimiicviñh if competencia. 

2. Ijíi autoridad administrativa pare* . de competencia para 
imponer pcmis por contrallando cuando h\s mercaderías íum 
sjilido del recinto de las aduanas o de lo* puertos en que 
ellas funcionan. Página 385. 

AGESTE DE HETESCIOW Ver: Falta de acción, 1; Impuesto a 
to* réditos, 11, 12, 13. 

AGESTES MARITIMOS. 

El aírenlo marítimo no es respondí de. por la infracción a 
las leyes de impuestos internos cometida por tripulantes 
del tinque que 1c fue consignado. Página 188. 



(■) Ver también: Cf.n.-Uitianñn Nuptunnl, 2H. 




Ver también: Acción cívit, í, 2; Exhorto: Recurso extraer* 
33; Reeuno ordinario de »] >t?la don, 2. 



CAMINOS 



48 J 



ALEGATO. 

Es improcedente In testación de la» ie Jeremías contenidas 
en el niégalo rcsjHH'to de documento* tuvo desglose y devo- 
lutiva se ordcnn. Página tíH, 

ALL ÍNA M IENTO A LA DEMAS DA. Ver: Costas, ], 2; Deman- 
da; Intereses, .1. 

APREMIO, Ver: Recurso extraordinario, 28, 20, 311, 31, 3& 
AmiESTO. Ver: Constitución Nacional, 51. 

.4¿Tvl/í^£*M. Ver: Rodega del Estado de fían Juan, 1; Jurisdic- 
ción y competencia, 13. 



B 

BANCO MUNICIPAL DE PRESTAMOS. Ver: Impuestos Inter- 
nos, 13. 

BODEGA DP1L ESTADO DE SAN JCAN. 

1. La Hortera del Estado de San Juan no en una repartición 
uutáríjuiea facultada para actuar pública y privadamente 
en las condiciones previstas por el C. Civil. Página 129. 

2. La Provincia de San .Tuan es responsable por las obliga- 
ciones validamente contraídos por la administración ge- 
neral de ln Hodcg» del Estado representada por el Ministro 
de Hacienda de aquélla conforme :< las leves 439 v 625. 
Página 129. 



c 

CAMARA FEDERAL. Ver: Constitución .üuional, 22; Recurso 
ordinario de apelación, 2; Superintendencia. 

CAMINOS. Ver: Constitución Nocional, 29, 30. 
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COSJÜECEB 



CESION DE DERECHOS (*). 

1. La escritura pública de cesión de derechos y acó iones so- 
bre la parte indivisa de un inmueble es oponible al cedente 
mientras no so haya declarado su invalidez en juicio con el 
cesionario; cuestión que es previa a la demanda sobre la 
división de condominio promovida por el cedente contra un 
tercero con posterioridad a la cesión. Página 403, 

2. La cesión de acciones y derechos sobre un inmucblo no re- 
quiere la tradición de este para su validez. Pagina 403. 

COBRADOR FISCAL. Ver: Ley de sellos. 

COMISO. Ver: Impuestos internos, 11, 12; Jurisdicción y compe- 
tencia, 22. 

COMPRAVENTA. Ver; Impuesto* a las ventas, 2. 
CONCESION, Ver: Prescripción, 5. 

CONCURSO CIVIL. Ver: Jurisdicción y competencia, (í, 22, 23, 
CONCURSO DE DELITOS. Ver: Impuestos Internos, 12. 

CONDOMINIO í s ). 

1. Desconocido por el demandado el condominio invocado por 
el actor que ejerce la acción de división del mismo, ésta 
se trueca en una acción reivindicatoría, Página 403. 

2. Es improcedente la demanda sobre división del condomi- 
nio promovida contra una provincia por quien ha cedido 
en forma vúlida las acciones y derechos de que era titular 
con respecto al inmueble, aunque sostenga que fué simu- 
lada ln transferencia hecha al cesionario, a quien no se 
dio* intervención en el juicio. Página 403. 

■ 

CONFISCACION. Ver: Jurisdicción y competencia, 10 . 

CONJUECES PARA EL AÑO 1944. 

Acordadas del 25 de diciembre de 1943. Páginas 5, 6 y 7. 



O) Ver i-.nhi.m: Condominio, 2; Prescripción, 1, 
<*) Ver tombiíu: Cesión ,1c derechos, h 
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CONSTITUCION NA C ION AL ( ' ) . 
Principios generales, 

1. Los fines perseguidos por las autoridades, por hudable» 
que H'mi. no bastan para consolidar las transgresiones a 
la Constitución Nacional, fuera de la cual no cabe esperar 
sino la anarquía o In tiranía. Página 80. 

Derechos y garantías. 
Defensa en juicio. 
Principios generales. 

2. No existo impedimento constitucional para que por una 
misma in (Tardón so impongan sanciones de diverso ca- 
rácter en la misma sentencia. Página 220. 

3. La defensa en juicio requiiro indispensablemente, aun en 
juicios especiales, como ios de faltas, eme se oiga al acusa- 
do y se le dé alguna oportunidad para producir su prueba 
de desearlo. Página 467, 

4. La garantía do ln defensa en juicio, impone, como regla 
general, (pío los terceros ajenos al pleito, no pueden ser 
desposeídos ni pri vados de sus derechos patrimoniales, sin 
que se lia ya seguido contra ellos el debido procedimiento 
judicial, dándoles oportunidad de ser oídos y justificar los 
extremos en que basan sus pretensiones. Página 90. 

5. Cuando el fallo apelado declara que median las circuns- 
tancias que, según derecho, atribuyen a una sentencia va- 
lor de cosa juzgada, rcsjweto de terceros, su ejecución 
contra éstos no es víulatoria de la defensa en juicio ni 
da lugar al recurso extraordinario. Página 90. 



Procedimiento y sentencia. 

6. El procedimiento por el cual un organismo administrativo, 
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, aplica una 
multa «1 supuesto infractor sin halterio juzgado rm parcial* 
mente ni notificado la existencia de la causa, ni dado opor- 
tunidad de Bor oído y de probar de algún modo los hechos 
que creyere conducentes & su descargo, es violatorío del 
art. 18 de la Constitución Nacional. Página 79. 



(i) Ver también: Impuestos Internos, 15, 
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La simple y i"iijÍ4íi cttHeum del supuesto inf motor a las 
leyes del tnibujo para que. comparezca a la comisarla local, 
no constituyo un medio razonablemente adecuado para no- 
tificarle la existencia de la causa administrativa en contra 
«uva ni el latió roen ¡do en la misma, y rio es suficiente 
a los Hnes di* la inviolabilidad de la defensa en inicio. 
Pagina 79. 

T-;i rechazo -!e plano por el respectivo organi-mn adminis- 
trativo en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, de 
los recursos de reposición, nulidad y apelación interpuestos 
por el supuesto infractor condenado sin habérsele notifi- 
cado la existencia de las actuaciones, y la denegación en 
el juicio do apremio, por razones formales, de las peti- 
ciones forma la dns por aquél en el ojen-icin del derecho de 
defensa de que fué privado, no significa haberle dado la 
audiencia que requiere la inviolabilidad de la defensa, por 
lo qu© la apertura a prueba de la ejecución no invalida ol 
procedimiento. Página Til, 

Tji aplicación de mnltn o arresto por escándalo, ebriedad 
y portación do a rmas, hecho en la sentencia inapelable 
del juc?: de paz do un territorio nacional sin linber oído al 
«íteausado cttya comparencia fué ordenada y considerada 
después innecesaria ante tas eouelnsinnc- a que se arrihd 
en la in formación suinnria agregada, autoriza a fundar el 
recnr-n extraordinario en H art. 1S de la Constitución 
Nacional e impone la revocación de la sentencia eoiidona- 
loria por violación de ta deleita en juicio. 1 'fitina 4f!T. 
El ejercicio de | a facultad judicial de dictar tus medidas 
liara mejor proveer autorizadas por ' ley procesal res- 
pectiva no es incompatible con el principio de igualdad 
ni contrario a la defensa en juicio. Página f>ó. 

La nntif ¡ración tle la resolución condenatoria dictada por 
la Administración de ím puestos internos, practicada re- 
gularmente por corroo y en forma de pieza certificada no 
es violatoria del derecho de defensa de los contribuyentes. 
Pagina 220, 

Si bien la exigencia del pago de ta mulla previo a la 
fipelnción no es violatoria de la defensa en juicio cuando 
el monto de aquélla permite atribuir la privación de la 
defensa a la actitud discrecional del litigante, no ocurre lo 
mismo en los casos en que el monto de la penalidad hace 
admisible la imposibilidad del pago inmediato. Página 403. 
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13. Ln existencia do una musa legal de interrupción de la 
prescripción como la que, por aplicación del nrt. 3' de la 
ley 11.585, resalla de la contestación fiscal a la demanda 
ronteneiosn autorizada por ln ley 11.G83, no es violntoria 
del (fererho de defensa en juicio, Páyíiia 214, 

Ley anterior y jueces naturales. 

14. La concesión de facultades jurisdiccionales a funcionarios 
de organismos administrativos con el objeto de amparar 
derechos cuya tutela es de interés público es frita. Pó- 
gina 79. 

15. Eb _ constitución luiente rali la ln cnm'c?ión de facultades 
.jiirisdict-innoles a funcionario* u organismo! ndmiuislrnti- 
vns con el objeto de amparar dcrecbns cuya tutela os do 
interés público, entre ellas las del E*l«do para la correcta 
percepción de la renta pública. Página 142. 

Derecho do propiedad. 

16. Ln redacción de nn embarco t ni lindo sobre rentas muni- 
cipales en cumplimiento ile resol Liciones anteriores a las 
que el tribuna] de la causa no atribuye fuerza de cosa juz- 
gada, a nn porciento compatible con ln necesidad de pres- 
tar servicios públicos, im posterga bles y la liberación en 
difba medida de las sumas depositadas en autos* por aquel 
concepto, no es violatoria de los arfs. 14 y 17 de la Cons- 
titución Nacional. Página 458. 

igualdad. 

17. La igualdad :mte la ley no obliga a lo inmutabilidad de 
los gravámenes*, en las distintas épocas de su aplicación; 
por lo que no puede fundarse la impugnación de un im- 
puesto en ln c ireunstauem de (pie en un período posterior 
baya afectado en forma unía lieninna a otro con tribu venle 
de la misma categoría que al recurrente. Página 112* 

IR. La circunstancia dé que en algunos casos las autoridades 
administrativos bayan eximido a otras de la obligación 
legal exigida al recurrente, no importa violación del art. 16 
de la Constitución Nacional. Página 214. 
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Cowtitucionalidad e inconstitucianatidad. 
Leyes nacionales. 

Administrativa.*. 

19. La ley 12.571) tm nvn imn situación desigual violatoria 
del art ¿(i do la Constitución Nacional en perjuicio de! 
magistrado judicial jubilado antes de su sanción qne pre- 
tende obtener el beneficio previsto en el art. 1* de aquella 
sin aceptar ln condición impuesta para ello por el art- 2* de 
la misma. Página 283. 

Impositivas. 

Impuestos Internos. 

20. El art. 30 de la ley 3704 — T. O,, 27— no es violatorio de 
los arta. 17, 18 ni 05 de la Constitución Nacional. Pági- 
na 142. 

21. Ln aplicación del gravamen creado por ta ley 12.345 a las 
sedas que habían calido de ta aduana o de las fábricas y 
estaban en el siró comercial cuando ella fué promulgada, 
no es violatoria del :irt. :i v del C. Civil ni del art. 17 do 
la Constitución Nnciounl. Página 95. 

Procesales. 

22. El art. 4* de la ley 7055, no es violatorio de loa arte. 14 y 
1Ü de la Constitución Nacional. Página 320. 

Decretos nacionales. 

Impuestos n los réditos y a bus transacciones. 

23. El art. 18 del decreto reglamentario tlel impuesto a los ré- 
ditos de 2 de enero de 103!), en cuanto dispone que "cuan- 
do el deudor posea distintos bienes, aunque parte de éstos 
produzcan renta exenta del impuesto, la deducción de los 
intereses de sus deudas se efectuará de los beneficias brutos 
que produce cada uno do ellos, en la misma proporción en 
que se baile el valor de tales bienes con relación al total*', 
contraría lo establecido en loa nrts. 5 ? , inc. b) y 0* de la 
ley 11.682 (T. O.) y es, por ello, inconstitucional. Pági- 
na 258. 
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Impuestos internos. 

24. El art. 32 del decreto reglamentario del 22 de enero de 
1937, al fijar en un peso el impuesto a pagar por todos 
loa tejidos do seda en circulación se ajusta, a lo dispuesto 
por loa arts. 51 y 54 de la ley 12.345 y no es violatorio 
del art, 8íi, iiic. 2*, de la Constitución Nacional. Página 95. 

Varios. 

25. El art. 123 del decreto reglamentario de la ley 4687, en 
cuanto establece el requisito del depósito previo de la mul- 
ta para que prot.dan los recursos de nulidad y apelación 
contra la resolución que la impuso, no importa una restric- 
ción inconstitucional a la defensa en juicio que puede ser 
ejercida libremente una vez cumplida dicha exigencia. 
Página 120 

Leyes provinciales. 
Mendoza. 

215, L¿i ]irt'srri[ letón úv la arción \i:uu iiti| lom-r lunllii por in- 
fracción a las disposiciones de la* leyes 371 y 1002 de la 
Prov. do Mendosa sobre descanso dominical se ludia regi- 
da por el Penal, no obstante lo que al respecto dis- 
pongan las leyes provinciales que no pueden reglamentar 
ese punto sin violación de los art>. <Ñ. ine. 11 y 108 de 
Jjl Constitución Nacional. Página 139. 

Impuestos y contribuciones provinciales 
Transmisión gratuita. 

27. El art. (>*, ine, ti', ap. a) de la ley 4350 <lc la Prov. de 
Buenos Aires, interpretado y aplicado en el sentido dp que, 
a los electos de establecer el activo uelo imponible, no 
autoriza a deducir la doudn del can-ante ¡i favor de eier- 
tns herederos, no obstante tratarse de una deuda real, pro- 
hada y admitida por todos los Herederos, es contrario al 
art. 31504 del C. Civil y violatorio, por lo tanto, a los arts, 
«7, iiiw. 11 y lti, y 31 de la Constitución Nacional. Pági- 
na 323. 

28. El art. 1* de la ky 4350 de bi Prov. de Buenos Aires, en 
cuanto fija el momento en que se exterioriza la transmi- 
sión hereditaria a los efectos del respectivo impuesto, no 

■ 
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modifica el C. Civil ni contraria los arta. 7, 31, ni 6 \ me, 
11, de la Constitución Nacional. Página 153. 

Vaxkw. 

29. No contraría lu Impuesto en él art. 15 de In ley 750 i/2, y 
no es por ello inconstitucional, la aplicación de la tasa 
establecida en el orí. 11 de la ley 313S de la Prov. de 
Entro Ríos a una empresa de servicios telefónicos inter- 
províncialcs, con respecto a los posten, varillan o parantes 
colocados en caminos de dicha provincia. Página lfl, 

30. La Prov. de Entro Itíos no puede constiiueionalmente 
aplicar a una empresa de servicios telefónicos inWpro- 
vinciiiles la tasa establecida por el art. 11 de la ley 3130, 
•ti cuanto a loa postes, varillas o parantes colocados por 
dicha compañía en caminos nacionales. Página 19. 

Ordenanzas mu ni cipa les. 

31. La ordenanza 1:2.355 de la Municipalidad de L Ciudad de 
Buenos Aires, en cuanto impone n Jos propietarios de ga- 
rages, bajo pena de multa, la obligación de solicitar per- 
la i «1 para guardar automóviles procedentes del interior del 
país, (pie 50 concede gntuitamente y sin dificultades, no es 
violatorio de los principios constitucionales de la libertad 
do tránsito y de comercio; como tampoco lo e* del princi- 
pio de la igualdad por la circunstancia de que, mediante 
convenio con el gobierno de la Prov. de Buenos Aires, se 
permite la entradn a los coches procedentes de ésta sin otro 
contralor que el míe ella misma tiene reglado, si no re- 
sulta que acuerdos similares hayan sido negados a otras 
provincias. Página 122. 

Resoluciones administrativas. 

3*2. La facultad de interpretar las disposiciones de la ley en 
los casos generales, que el art. 3* de la ley 11.G33 (T. 0-j 
acuerda al Consejo do la Dirección (Icueral det Impuesto 
a los Kcditos, no lo autoriza a modificar la ley, como lo 
ha hecho mediante la norma reglamentaria Jel art. 7% inc. 
1) da la ley 12.143 dictada el 13 do octuiire de líttí), p ag i. 
na (15. 

33. No es violotorin del art. 1K de lu Constitución Nacional 
la resolución condenatoria dictada por el Administrador de 
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Impuestos íntemos en el sumario administrativo sobre in- 
fracción a las leyes respectivas, instruido uin intervención 
del interesado, que ha ocurrido a la justicia federal por 
la vía contenciosa correspondiente. Página 310. 

CONSUL EXTRANJERO. Ver; Jurisdicción y competencias, 11, 12. 
CONTRABANDO. Ver: Aduana, 2. 

CONTRA! O DE EDICION. Ver: Impuesto a las ventas, 2. 
CONTRATO DE IMPRESION. Ver; Impuesto a los ventas» 2, 

COSA JUZGADA ('). 

La sentencia de la justicia del crimen que se limita a man- 
tener el secuestro de valores en una causa sobre falsifica- 
ción do los mismos, sin pronunciarse acerca de la proceden - 
lia de su restitución por considerar que ello debe ser decidido 
por la justicia civil, no produce ante ésta efecto de cosa 
juzgada. Página 387. 

COSTAS. 

Denarrollo del litigio. 
Allanamiento. 

1. Corresponde imponer el pago de las costas del juicio a la 
pnrte que hizo necesaria ta interposición de la demanda a 
la cual se allanó en su contestación, aunque la artera haya 
aceptado deducir do su reclamación una suma, reducida obje- 
tada por In demandada. Página 13. 

2. Ln diligencia con quo se haya procedido en el expediente 
administrativo iniciado a raíz de la demanda judicial, no 
hasta pura eximir del pago do las costa, a In provincia que t 
si bien so allanó a las pretensiones del actor, hizo necesario 
el pleito con su actitud anterior. Página 122. 



(>> Ver también: Acción civil, 1, 2( Constitución Nacional, 5; Ho- 
norario», ItecurHü extraordinario, ]5 ( 20, 22. 
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D 

DANOS Y PERJUICIOS, Ver: Falta de acción, 3; Jurisdicción y 
competencia, 5, 15; Prescripción, 6. 

DE BE NT URES. Ver: Impuestos a los réditos, 2. 

DECLARATORIA DE HEREDEROS. Ver; Actas públicos y pro- 
cedimientos judiciales. 

DEFENSA ENJUICIO. Ver: Constitución NmioiMd, 2 v sigtes., 20, 
26, 33; Recurso extraordinario, 7, 8, 11, 17, 31, 

DEFENSOR. Ver: Recurso ordinario de apelación. 4. 

DEFRAUDACION. Ver: Exhorto; Impuestos Internos, 1, 2, 3, 4, 
5, 6, 8, 9, 10, 11, 12, 14. 10, 17; Jubilación de empleados báñ- 
ennos; Recurso ordinario di- upclarión. ¿ 

DEUTOS CONTRA LA SEGURIDAD DE LOS MEDIOS DE 
TRANSPORTE Y COMUNICACION Ver: Jurisdicción v com- 
petencia, 8. 

DELITOS. 

El carácter continuo di< una infracción resulta del hecho o 
do lu hipótesis contemplados en la disposición legal, a cuyo 
efecto es menester distinguir el estado permanente que aque- 
lla produce, de las consecuencias ulteriores que derivan de 
toda infracción. Página 214. 

DEMANDA. 

Contestación a ta demanda. 
Efectos. 

Habiéndose ni lana ¡lo la provincia demandada n Ja arcióu 
sobre cobro do cupones vencido* tle lílidos di< un emprés- 
tito emitido por aquella, procede, condenarla a pagar la suma 
adeudada, sin intereses. Página 13. 

DEMANDA CONTENCIOSA. Ver: Impuestos Internos. 7; Pres- 
cripción, l$j Recurso extraordinario, 27. 



EXCEPCIONES 



DEPARTAMENTO X ACION AL DE HIGIENE. Ver: Constitución 
Nacional, 25; Recurso extraordinario, J]. 

DESECHO DE EXTRAR, PERMANECES, TRANSITAR Y SA- 
LIR. Ver: Constitución Nacional, 31. 

DERECHO DE PROPIEDAD. Ver: Constitución NVional, 16, 20, 
21; Jubilación y pensión. 

DESCANSO HEBDOMADARIO. Ver: Constitución Nacional, 2C; 
Multan. 

E 

EMBARGO (% 
Btene» embargabhs. 

1. Los embargos fio las rentas provinciales o municipales de- 
ben limitarse :i las que no resulten necesaria* para la sub- 
sistencia y normal desarrollo de Iji entidad deudora y para 
la correcta atención de los servicios públicos. Página 4fiS. 

EMPRESTITO. Ver: Obligaciones de dar sumas de dinero. 

E NRI QUECIMI EX TO SIN CAUSA. Ver: Gobernador de Provin- 
cia, 2. 

ESCRIBANO. Ver: líccurso extraordinario, 21. 

ESCRITURA PUBLICA. Ver: Cesión de derecho*, 1 ; Jurisdicción y 
competencia, 6. 

EXCEPCIONES, 

2) Defecto legal, 

Es improcedente la excepción de deleito le^al opuesta res- 
pecto de la demanda que contiene los elementos necesarios 
paru saber lo que en concreto pide el actor, contra quién 
dirige su reclamo y en qué se funda. Página 237- 



(i) Ver también: Constitución Nacional, 16 j Jubilación de emplea- 
dos nacionales, 3; Juriadicción y competeneis, 25. 



FALTA DK ACCION 



Falta do personería. 

Ea improcedente la excepción de falta de por-onería que 
no se tunda en la incapacidad del actor para estar en jui- 
cio n¡ en defectos de ta representación invocada sino en la 
falta de derecho o do acción. Página 237. 

EXHORTO i 1 ). 
Cumplimiento, 

No procede dar curso al exhorto en el cual el juez, provin- 
cial ante quien tramitó y fué aprobada I» adjudicación de 
bienes insista en solicitar el levantamiento de la inhibición 
del dendor decretada en una causa sobre defraudación adua- 
nera por el tribunal federal requerido, si ésto ha resuelto en 
forma definitiva que el levantamiento pedido es improce- 
dente. Página 44. 

EXPROPIACION. Ver; Jurisdicción y competencia, 13. 

F 

FALTA DE ACCION (*>. 

% Es ¡nefiear. la defensa de falta de acción opuesta contra 
el agente de retención que demanda la repetición del i m pues* 
to a loa réditos indebidamente pagado. Página 50. 

2. Es improcedente la falta de acción opuesta por el Fisco 
respecto de In demanda de repetición promovida por la so- 
ciedad que satisfizo el impuesto a toa réditos correspondien- 
te* a dividendos pagado» después de 1D32 mediante acciones 
integradas con utilidades obtenidu» antes de esa fecba. Pá- 
gina 457. 

3. Es improcedente la demanda promovida contra una provin- 
cia por un concesionario de la misma, sobre indemnización 
úv lifá daños que lo han ocasionado la actitud obat mecionista 
do una municipalidad do aquella y el hecho cometido por 
uu pretendido empleado provincial cuya calidad no se ha 
probado en el juicio. Página J iT. 



(l) Ver también: Juriwlicción y competencia, 1, 24. 
(>> Ver también : Kxcepeioaei, 2. 



HONORARIOS 

FALTAS Y COSTRA VENCIONES, Ver: Constitución Nacional, 3. 

FERROCARRILES DEL ESTADO. Ver: Gobernador de Provin- 
cia, 2. 

FISCAL, Ver: Impuesto a los réditos, 4; Inmunidades; Recurso or- 
dinario de apelación, 1, 4. 



GOBERNADOR DE PROVINCIA. 



I. 



2. 



Los actos de los gobernad ore» sólo obligan n las provincias 
cuando aquéllas han obrado dentro de los límites de ios 
facultades constitucionales y legales. Página 120. 
Las notas por la* cuales el Gobernador de la Prnv. de San 
Juan, por *í >ulo, sin autorización legal ni acuerdo de mi- 
nistros, solicitó del Ministerio de Obras Públicas de la Na- 
ción 1a reposición de un desvío por los Ferrocarriles del 
Estado y se comprometió a pagar Ja mano de obra con 
fondo* provinciales por una suma superior a la que la ley 
local de contidiilidad de 1880, entonces vigente, le autori- 
zaba n invertir sin aquellos requisitos, no obliga a la pro- 
vi n< ia ul pago de suma alguna, ni aun a título do enriqueci- 
miento sin causn, por los gastos realizados por Ferrocarriles 
del Estado para hacer los planos y el presupuesto de los 
trabajos que no llegaron a realizarse por desistimiento del 
gobierno provincial subsidíente. Página 129. 



H 

HIPOTECA. Ver: Jurisdicción y competencia, fi, 

HONORARIOS (»). 
Regulación. 

La regulación de honorarios practicada por la vía legal, en 
el juicio en que han sido devengados, tiene fuerza de cosa 
juzgada en cnanto al monto de los mismos. Página 91. 



(i) Ver lombit'n: Iiiqme-ítw a loa redil oj, 10; .lurisdiccUa j 
patencia, 1, 21, 23, 24, 25. 



IMPUESTO 



HOyOJiAtltOS HE PE HITOS. 

Iji circunstancia que h lalmr parietal oh jeto de una 
rotulación do honorarios firme, haya *ido tenida en eimsi- 
ílrrm ii'm on un pleito posterior, consecuencia de aquél en que 
los trabajos se practicaron, nn autoriza «na nueva regula- 
ción de himorarios. Página 01. 

I 

lOVALDAlK V«tí Constítncién Nacional. 10, 17» lfl, 22, 31. 

IMPUESTO (i) 
Prinvijtitw ijrnerttfos. 

1. Kl concepto do impuestos, que rom premie los tributos o las 
cargas públicas sancionadas para hacer frente a los gastos 
generales de la administración, no se extiende a la retribu- 
ción de servicios que no exige general c indistintamente a 
todos ]<>* habitantes de una provincia o de un municipio 
por el hedió de srr!o n de poseer propiedades allí, sino a lo* 
que reciben el servicio particular que se le- cobra. Página Í0. 

Interprrtaritín t!r «nrmn.* impostotras. 

2. Iji interpretación de las leyes impositivas debe ser restric- 
tiva en cnanto a las exeneiunes y privilegios establecidos por 
Ina mismas. Página lfl. 

3. Ll interpretación de tas ¡eyes impositivas no puede exten- 
derse más allá de >n texto y su espíritu a fin de que su pro- 
pósito si- cumpla dentro de los principios de una razonable 
y discreta interpn-l ación, y, .en caso de duda, en favor del 
deudor. Página 193. 

Canfi,*, ikwh. 

i. La patente que grava actividades que podrían ser suprimidas 
por el Estado en ejercicio del poder de policía, como la de 



(I) Ver también: Constitución Nacional, 15, 17, 20, 31, 2.1, 24, 27, 
23; Jurisdicción y competencia, lfl, 16; Prescripción, 10 j Recurso vitr*- 
□rdínftrin, 10; Rctroactividnü ; Tasas. 
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pre-tamUta a interés usurario, no puede ser cuestionada por 
razón de su elevado monto. Página 112. 

IMPUESTO A LA TRANSMISION GRATUITA (»>. 

El C. Civil no determina las formas y condiciones en que la 
transmisión gratuita do bienes operada en una jurisdicción 
so exterioriza o adquiere publicidad en otras a loa fines del 
impuesto respectivo, porque ineumbe a las provincias legislar 
sobre esa materia. Página 153. 



IMPUESTO A LAS VENTAS (=). 



1. 



2. 



3. 



4. 



5. 



El nrt. V tle ln ley 12.143 .sóln grava las ventas y lo hace 
de manera que el tributo recaiga sobre una sola de las eta- 
pas de que es objeto la negociación de cada mercadería. 
Página 193. 

El contrato de impresión en quo el impresor suministro, 
además de su trabajo, el papel y la tinta, no se confunde 
con el contrato do edición y, aun cuando podría estar com- 
prendido en el concepto tle transacciones, no es un contrato 
do compraventa sino de locación de obra no incluido en el 
art. 1» de la ley 12.143. Página 193. 

Para determinar el monto del impuesto a las ventas corres- 
ponde deducir, conforme ni art. 7\ inc. c) de la ley 12.143, 
el importo de las compras de petróleo y lubricantes por las 
que antes se pagó dicho gravamen, (pie han sido empleados 
en el proceso de elaboración do los productos que la fábrica 
adquirente industrializa pura la venta, aun cuando no for- 
men parte do ellos físicamente. Página C5. 
La ley 12.143, de impuestos a las ventas, no califica téc- 
nicamente a los productos quo grava o exime de imposición 
fiscal, aunque los enumera y se refiere a Ins respectivas 
leyes técnicas u orgánicas. Página 209. 
Los vinos gen niños que menciona la ley 12.143, son los 
que las leyes 4303 y 12.372 consideran tales, con preso in- 
deneia de lo que al respecto disponga la reglamentación de 
ha leyes do impuestos internos, en la cual se apoya el «- 



(1) Ver también: Constitución Nacional, 27, 28. 

(2) Ver también: Recurso c-itraorduinrlo, 3. 
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«■aírente para sostener que la sidra debe *er considerada 
un vino genuino exento del impuesto a las vculaa. Pagina 299. 

mPÜESTO A W$ REDITOS ('). 
Principio» genérate*. 
Contribuyentes, 

1. A los efectos del impuesto a los réditos, las sociedades no 
son contribuyentes; mus H i los socios que deberán presen- 
tar au declaración individual referente a su renta anual 
en la forma y plaxo fijados por la Dirección. Página 446. 

Capital y Rédito. 

2. La prima de rescate tic deben ture* no e¿ un rédito y. por 
lo tanto, c*tá exenta del pago de impuesto a loa réditos, 
Página 50. 

Extneione*. 

3. Ln«* rédito* producidos con anterioridad al V de enero de 
1932 no están sujetos al impuesto estableeido en la ley 11.682, 
aunque se distribuyan entre los acción U tas después de 
aquella fecha. Páginas 50 y 457. 

4. Los fiscales de bu cámaras de apelación de la justicia ordi- 
naria de la Capital Federa! no catán exentos del pago del 
impuesto a los réditos sobre ana sueldos. Página 340. 

Deducciones, 
Comercio o Induatiia. 

5. Es procedente la devolución del impuesto a los réditos que 
el contribuyente pagó por habérsele computado en »u ba- 
lance impositivo, en cumplimiento deí art. 18 del decreto 
reglamentario del 2 de enero de 1939, los réditos prove- 
nientes de los intereses de valores que están exentos de 
Impuesta Página 258. 

6. Ea improcedente toda deducción en concepto de la amorti- 
zación por la pérdida de capital proveniente de la baja 
de valores de eaaas y terrenos prevista en loa arta. 24, 
inc. j) y 25, inc. c) de la ley 11.682, si el contribuyente 

■ . 

(>) Ver taml.tín: Constitución Nacional, 13, 23, 32; Fnlta de acción, 
12; Ley d« rellea; Pftjp,; PreuripeiAn, 2, 3, 4, B, 12, 13; Becur» wtrm* 
ordinario, 2. 22, 25, 30, 
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do ha hecho profesión habitual del comercio de dichos bie- 
nes ni hn justificado la efectiva deavaiorinación de los mis- 
moa. Página 251. 

Réditos del comercio, de ¡a industria, profesiones, ele, 

7. El impuesto a los redito» provenientes del ira ha jo personal 
se liquida sobre la base de ln renta percibida en coda pe- 
ríodo fiscal. Página 58. 

8. El art. I4tí de la reglanicnlaciúu general del impuesto a los 
réditos, al establecer que en los casos que prevé el impuesto 
se liquidará sobre ln parte proporcional al tiempo transcu- 
rrido desde el l v de enero de 1932, significn que lu liqui- 
dación del» hacerse de acuerdo con la importancia de los 
servicios que originnn los réditos. Si ello no fuera posible 
por falla de elementas, deberá efectuarse a prorrata. Pá- 
gina 59. 

0. La liquidación de los réditos provenientes de los servicios 
médicos prestado* ni i-a usante de una sucesión fintea y 
después del 1* de enero de 1032 y percibidos después de 
esta fecha mediante una transacción judicial, no debe ha- 
cerse a prorrata sino con arreglo a la importancia de los 
servicios prestados en cada período fiscal y especificados 
por el propio contribuyente en su demanda sobre cobro de 
loa mismos. Página 59. 

10. Es improcedente la repetición del impuesto n los réditos 
retenido a un litigante sobre lia suma correspondiente a 
honorarios que pagó a «u letrado si el importe de la reten- 
ción lo fué acreditado en la liquidación definí tivii del im- 
puesto. Página 59. 

Infracciones y penas. 

11. Lu falta do retención del impuesto n los réditos al pagar 
comisiones a terceros importa una infracción al art. 28 de la 
ley 11.682 (T. O.). Página 214. 

12. Ln infracción a la ley ll.(i82 consistente en no haber ac- 
tuado como agente do retención al pagar réditos a tercero 
es de carácter instantáneo y queda cometida en el momento 
en que el acto omitido debió realizarse, es decir al efectuar 
el pago. Página 214. 

13. La infracción a ta ley 11.682 consistente en no haber depo- 
sitado a la orden le la administración fas retenciones efee- 
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tuadas, es de carácter instantáneo y queda cometida en el 
momento en que el acto omitido debió realizarse, es decir 
a los cinco A írh hábiles posteriores al pago, fecha desde la 
cuhI comienza a correr lo prescripción de la acción para 
imponer la mulla pertinente. Página 214. 

Procedimiento ij recursos. 

14. La obligación de una sociedad de presentar la declaración 
jurada de sus réditos correspondiente a su ejercicio anual, 
coincida éste o no con el año calendario, es de carácter in- 
formativo y no altera el término dentro del cual los socios 
deberán presentar la declaración individual de sus réditos, 
en 1a que deberán figurar en la categoría correspondiente, 
tanto los que hayan obtenido rn una o más sociedades, cuan- 
to los demás réditos, cualquier» sea la fuente de donde pro- 
vengan, con todos los cuales so fijará la renta global y 
anual imponible. Página 440. 

lo. No procede exigir a la Dirección General del Impuesto a loa 
Réditos la presentación en un juicio entre otras personas, 
do las copias de las declaraciones juradas de la que , «licita 
dicha medida, ai no resulta que su expedición no afecta a 
terceros n ni parados por el secreto establecido por el nrt. (¡9 
de la ley 11.683 (t. o.). Página 310. 

IMPUESTOS IXTKIt.XOS 
Régim en rep resi ro. 
Defraudación y simples infracciones, 

1. En presencia de la materialidad de la infracción a las leyes 
y reglamentos de impuestos internos, puede presumirse la 
intención de defraudar, en cuyo .-aso queda a cargo del in- 
teresado probar su inocencia. Página 310. 

2. El expendio de artículos aparentemente comprendidos entre 
los gravados por las leyes de impuestos internos y provis- 
tos da la denominación que les corresponda como tales —así 
el caso de la venta de sal marina en bolsitas con el rótulo 
l'espeeiñl para baño"— justifica el cobro del tributo y la 
Imposición de ta multa respectiva por omisión de su pago, 

(J) Ver tainhifn; Arción civil, I, 2; Agentes marítimos; Constitución 
Nacional, 11, 2u, ai, 24, 33; Jurisdicción y competencia, 22: Prescrin- 
lÜSón < ° " tmün,inntio - 4 > 5 > Wi »í Becurso ordinario de ape- 
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a menos que el contrbuyente pruebe acabadamente que no 
se trata del artículo sujeto al gravamen. Página 310, 

Poseedores. 

3. El nrt. 30 de la ley 37<>4 no impide la absolución del posee- 
dor do efectos en infracción, cuando éste demostrare .su des- 
conocimiento e inocencia respecto de la maniobra tendiente 
a defraudar el impuesto interno, o las constancias de autos 
autorizaren a considerarlo ajeno a la misma. Pagina 307. 

4. La circunstancia de qne la infracción al art. 145 del texto 
ordenado di* la» leyes tle impuesto» internos haya sido come- 
tido por los em jileados del contribuyente no exime a éste de 
responsabilidad en cnanto a la pena de multa aplicable. 
Página 380. 

5. Siendo írrevisible por medio del recurso extraordinario la 
sentencia apelada en cnanto considera probada la intención 
do defraudar de quien compró tabaco en infracción a los 
arls. 05 y 71, ine. f) do la Reglamentación General, debe 
concluirse que procede aplicarle la penalidad establecida por 
el arfe 27 del texto ordenado de bis leyes de impuestos inter- 
nos en su calidad de poseedor prevista en el art, 20, sin 
perjuicio de la -sanción aplicada ni vendedor. Página 143. 

Procedimiento. 

Percepción del Impuesto. 

0. En el proceso «obre defraudación de impuestos internos no 
corresponde dictar resolución en cuan Lo al ptiqo del impues- 
to defraudado. Página 200. 

7. El juicio ordinario do repetición es el procedimiento ade- 
cuado para decidir judicialmente lo relativo n Ja proceden- 
cia del pago de lo- impuestos i litemos liquidados por la 
administración, y no comprendidos en la demanda conten- 
ciosa autorizada por el art. 17 del texto ordenado. Pági- 
na 348. 

Alcoholes, 

8. La multa aplicable al fabricante clandestino de alcohol ví- 
nico no industrial de producción nacional y destilación di- 
recta, cuyo destino para el consumo aparece enmo induda- 
ble, debe ser calculada con arreglo a lo dispuesto en los 
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arta. 59, 62 y 88 del texto ordenado de las leyes de impues- 
to* internos. Página 206. 

9, El art. 1* de la ley 4205 <?n cuanto dispone que será consi- 
derado como uno de los casos de grave defraudación ln ela- 
boración clandestina de alcoho??s, o sen la efectuada sin la 
autorización o intervención de la Administración respectiva 
que según el caso hubiera correspondido, reproducido en el 
art. 82 del T. O. tic las leyes de impuestos internos, ha 
sido implícitamente derogado por el art. 35 de la ley 12.148, 
dentro de cuyo sistema carece de razón de ser. Página 295. 

10. El art. 35 de ln ley 12.148 ( 82, T, O,) se apiña no sólo a 
los fabricantes clandestinos de alcohol fino también a todas 
las ]>cr<Hiiiíis que intervienen «*n las maniobráis de evasión 
impositiva a que aquélla da lugar, ya sea como adquiren- 
tes, poseedores, depositarios, etc. del producto mencionado. 
Página 183. 

11. Ln posesión de un alambique y de una escasa cantidad de 
alcohol en infracción y de vino no identificado desprovisto 
do los correspondientes valores fiscales, unida a otras cir- 
cunstancias como el tizne de la caldera y la ausencia de 
polvo en las bolsas que envolvían las piezas constitutivas 
ilel rnenc i miado aparato, bastan para considerar probado el 
welito previsto en el art. 82 del texto ordenado de las leyes 
de impuestos internos e imponer al autor, además de la 
mulín y el comido correspondiente, la pena de seis meses de 
prisión en forma emidit ional en atención a sus antecedentes 
favorables y la de inhabilitación por doble tiempo. Pági- 
na 220. 

12. La posesión de dos alambiques y la elaboración clandestina 
de alcohol en un tercero, previstas resptvt iva mente por lo< 
art*. 74 y 82 del texto ordenado de las leyes de impuestos 
in'ernofl, constituyen un concurso mal erial de delitos que. en 
atención a los buenos antecedentes personales del procesado 
y a las eircunslatir-ias de ln causa, deben ser reprimidos con 
seis meses de prisión e inhabilitación por doble tiempo en 
forma condicional, además de la multa correspondiente y 
del comiso del alcohol y de los alambiques y útiles empleados 
para su elaboración, l agina 200. 

13. Hallándose gravado por el art. 115 del texto ordenado de 
las leyes de i ni pues Ins internos el tráfico de In.s joy.-*s y ob- 
jetos i|ue menciona, en lo- términos del art, H", ines, I* y 2* 
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del C. de Comercio, y siendo irreviaibles por medio del re- 
curso extraordinario tas conclusiones del tribunal de la 
causa respecto de la naturaleza jurídica de las negociaciones 
de pólizas de empeño del Banco Municipal de Pr ¿atamos» pro- 
cede confirmar la sentencia que declara comprendida en el 
citado precepto impositivo la compraventa de pólizas de 
empeño, por entender que dicha operación equivale a la ven- 
ta de la alliaja representada por ese documento. Página 307. 

Artículos de tocador. 

14. N'o habiéndose probado, según la sentencia apelada por re- 
curso extraordinario, que la sal ofrecida en venta al publico 
y sujeta como sal marina al trihuto establecido en el art. 108, 
inc. 11, ap. h) del texto ordenado de las leyes de impuestos 
internos, no lo sen efectivamente, es innecesario resolver 
si la venta de sal gema con etiqueta que la présenla como sal 
para baño, está por esa sola circunstancia sujeta a gravamen, 
y corresponde imponer a su poseedor la multa prevista en el 
art, 27 del texto ordenado. Página 310. 

Nafta y aceites lubricante». 

15, Siendo irre visible mediante el recurso extraordinario la con- 
clusión de la sentencia apelada según la euítl no se lia pro- 
bado en el juicio que el aceite lubricante recuperado cons- 
tituya un produelo distinto del originario que tributó el im- 
puesto establecido por el nrt. 12, inc. 2», de la ley 12,625, 
y fundándose la defensa del representante fiscal en que el 
artículo do referencia es una especie nueva comprendida en 
esa disposición, conforme a lo establecido en el art. 1*, 
inc. c) del decreto 59,830 del 12 de nbril de 1940, corres- 
prmdc confirmar ln sentencia que declam inaplicable el gra- 
vamen legal a los aceites usados e inconstitucional el de- 
creto que lo impone. Página 1G8. 

Finos. 

l(í, La circunstancia de que la bebida bailada sin valores fis- 
cales estuviera en fermentación y no fnera susceptible de 
expendio, no obsta a la aplicación de la pena establecida en 
el art. 27 del lexti» ordenado de Ins leyes de impuestos in- 
ternos si se comprueba la existencia de mnmohras tendientes 
n eludir el pago del impuesto interno correspondiente. Pá- 
gina 174. 
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17. A falta de prueba de que el vino (talludo sin valores f ja- 
cales en poder di'l recurrente estuviera destinado íil uso per- 
sonal del mismo, «iiio lo elaboró sin haber requerido el per- 
miso exigido por el nrt. 75 del decreto del 14 de enero de 
1935, debe concluirse que \ui mediado el iraude reprimido 
por el nrt. 27 del texto ordenado de los leyes de iin puestos 
interno*. Página 174. 

IN HimaoS. Ver: Kxliorto, 

INMUNIDADES ('). 

Los fiscales de lus cámara* de apelación de la justicia or- 
dimirta de la Capital Federal no están amparados por la 
inai.^joilidnd de Loa sueldos que establece el nrt. 90 de la 
Constitución Nacional para \m jueces de la Curie Suprema 
y de los tribunales inferiores de la Nación. Página 340. 

INSANIA. Ver: Jurisdicción y competencia, & 

INTiUiDlC t'O. Ver: Recurso extraordinario, 20. 

INTERESES 

Hétación jurídica entre las parta. 
Casos varios. 

1. Los ¡ntt>reses de la suma re el ainada en Ull juicio conjunta- 
jiieiiie ton otras cuyo papo por el demandado originó el 
desistimiento del nitor ron la reserva, aceptada por aquél, 
<le la aerión correspondiente para perseguir el eobro de la 
expresada cantidad en otro juicio, son debidos por el deu- 
dor condenado en ésle, n partir de la uofificnción de la 
primera demanda. IViiriiiu 12!). 

Liquidación. 
Tipo do los intereses. 

2, Los, intereses correspondientes a la simia que se manda de- 
volver en un juicio sobre repetido*) delicn ser liquidados 
a estilo de los que eobra el Hamo de la Nación Argentina; 



(») Ver HiinLiiéu: Cunsiitucii'm Nacional, 19; Jubilación d» emplea- 
dus n:icÍint:i!,-4. '2, 

<*i Ve: lamida: JuMíaelán da empleados ferroviario!.? jj lícivin- 
alenelótt' 
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pero s» In sentencia fué consentida por el actor, dicho tipo 
sólo se aplicnrá si fuese interior ni señalado en ello. Pági- 
na 348. 

Anatopismo. 

3. Habiéndose allanado In provincia demandada a la acción 
«obre <-obro de cupones vencidos de títulos de un emprés- 
tito emitido por aquélla, procede condenarla n pagar la suma 
adeudada, sin intereses. Página 13. 



J 

JURIL ArtOS t>E EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULA- 
RES, Ver: lícvurso eMraordinnrio, 29. 

Jf fílLACiOS DÉ MAGISTRADOS JUDICIALES. Ver: Consti- 
tución Nacional, 19; Jubilación de empleados mi (ion a lew, 2, 

JURi LACIOS V PENSION. 

Mientras In jubilación no baya sido concedida, el afiliado 
que la .solicitó sób tiene un derecho rn expectativa, que 
puedo ser modificado por la ley exigiendo otros requisitos 
para obtener el beneficio. Página 10". 

JUBILACION DE EMPLEADOS RASCA RIOS. 
Devolución de aporte** 

La circunstancia de que el empleado hum-arin que cesó en 
Bits fundones por liquidación de ta empresa en la cual pres- 
tidla sus servicios, baya sido sometido después n un proceso 
por defraudación que concluyó por nn sobreseí miento defi* 
nitivo en razón do haberse operado la prescripción de la 
acción penal, no le priva del derecho a In devolución de 
los aportes autoriznda por el arl. 57, inc. a) de la ley 11.575. 



JÜBtLACION DE EMPLEADOS NACIONALES 



JVBiLAClON DE EMPLEADOS FERROVIARIOS («). 
Fondo* ti« la Caja, 

1. El afiliado a la Caja Ferroviaria (pío. en cumplimiento de 
lo dispuesto en el nrt. 48 de la ley 10.U50 modificada por 
la ley 12.825, solicita la formarinn del enrgo correspondíen- 
te a los aporte* no ingresado», 00 tiene derecho para ser 
eximido do los respectivos intereses aun cuando, con ante- 
rioridad a la reforma, hubiera solicitado la formación drl 
cargo sin haberla obtenido en rníón de lo que entonces dis- 
ípala la ley. Página 307. 

Jubilaciones* 
Clases. 
Ordinaria. 

2. El empleado ferroviario que, üín desistir del pedí Jo de ju- 
bilación ordinaria* fonmilado con arreglo al nrt, IB de la 
ley 10.650, obtuvo su jubilación extraordinaria apremiado 
por su precario estado de fallid y por ía suspensión de la 
aplicación de aquel artículo, dispuesta por decreto del 
24. do abril de 1041 , no puede invocar válidamente derechos 
adquiridor para oponerse a la ley 12.825, dictada entre 
tanto, por la cual se reformó la ley 10,050, fijándose en 
55 años la edad mínima necesaria pura obtener la jnbiloeión 
ordinaria. Pagina 107. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES, 
Personan comprendidas. 

1 . Iji ley 4H40 y sus eonnmlnnies no han incluido entre los 
beneficiarios de lu Cuja de .Inhibiciones Civiles a Jos prác- 
ticos y baqueanos de río; por lo que corresponde restituir- 
les los descuentos <pie le fueron hechos por aplicación del 
decreto N* 125.571. Pá-rina :?50. 



JnbilitfÍotu>* t 

Dctermiriiniórt del monto. 

2. Kl beneficio e-tahleeiib) por la ley 12.570 es optativo y no 
idcan/a ¡i Ins mairist rudos judiciales jubilados con iuiterio- 
ridud a SO sanción. Página 283. 



(1> Wr (üniIm.-ti: Pn-wrijM'i.'ji, 7. 
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Devolución de aportes. 

3. El empleado tinción al despedido por no levantar un em- 
bargo .sobre su sueldo no tiene derecho a la devolución de 
aporte* prevista cu el art. 27 de la ley 4640. Página 230. 

JUECES. Ver: Constitución Nacional, 10; Jubilación de empleados 
nacionales, 2. 

JUICIO DE APREMIO. Ver: Constitución Nacional, 8; Recurso ex- 
traordinario, 28 y üigtcs. 

JUICIO EJECUTIVO, Ver: Jurisdicción y competencia, 23, 25; Re- 
curso extraordinario, 28 y «jgtes. 

JURISDICCION V COMPETENCIA 
Prórroga. 

Trámites judiciales. 

1. No importa prórroga de jur indicción In circunstancia, de 
que el litigante que solicitó el exhorto se notifique de la 
resolución por la cual el juez exhortado 1c mandn consti- 
tuir domicilio con motivo del pedido de regulación de bo- 
norariOfl formulado aníe el mismo por las persona* que lo 
diligenciaron. Página 7b\ 

Conflictos entre jucect. 

2. En improcedente la cuestión fundada en el nrt. 38 del C. de 
Proc. Criminales, que el juey, federal ante quien tramita 
una causa penal plantea a un juez provincial con el objeto 
do obtener 1n anulación de la sentencia firme dictada por 
éste en otro juicio contra el mismo proeesndo, por un de- 
lito anterior y sin tener conocimiento de la existencia do 
aquella causa. Página 321. 

CuextifiHrs tif competencia. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

3. Es improcedente la cuestión de competencia por inhihitoria 
promovida por un ¡u-nno declarado tal por sentencia firme. 
Página :m. 



(i) Ver también: Aduana. Recurso cxtra«r ( J murió, 1*6; Remi- 
siim de mitos. 
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Competencia territorial. 
Locación de 



4. A falta de lugar convenido expresamente para el cumpli- 
miento de las obligaciones eme rúenles de la locación de un 
inmueble, competo al juez del lugar en que éste se halla 
situado y se ha recibido el importe de los alquileres, co- ser 
en el juicio sobre cobro de pesos por dicho concepto, con 
prescindeocia del domicilio de la parte demandada. Pági- 
na 320. 

* 

Locación de obra. 

6. El juez del lugar en que debía construirse la obra y donde 
el respectivo contrato tuvo principio de ejecución es, a falta 
de convenio expreso de las partes y con prescindeneia del 
lugar de celebración del contrato y del domicilio de aqué- 
llas» el competente para conocer en la causa sobre rescisión 
e indemnización de daños y perjuicios promovida contra el 
constructor. Página 231. 

Competencia federal. 
Por la materia. 
Causas regidas por normas federales. 

0. La circunstancia de que en el concurso del deudor ejecu- 
tado por un acreedor hipotecario se haya declarado que 
dicho i-rédito goza de preferencia sobre el de Obras Sanita- 
rias de la Nación por los servicios prestado», no priva a 
esta repartición del fuero federal que, por haber actuada 
en cumplimiento de leyes generales para todn la Ifepública 
o especiales para pro vi tinas determinadas, le corresponde 
con respeto al juicio de repetición promovido contra ella 
por el Rireedor hipotecario que, no obstante la mencionada 

* resolución favorable, pa^ó bajo protesta el gravamen para 
obtener la escrituración del inmueble rematado. Página 48. 

Por las personas. 
Distinta nacionalidad. 

7. Corresponde a lo justicia federal conocer en la demanda 
sobre indemnización de daños y perjuicios fundada en la 
ley 9688, promovida por actores argentinos contra el ex- 
tranjero concesionario del servicio público de transporte de 
pasajeros de una ciudad de provincia, cEnniistaniia ísta 
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última i¡ue no hitluyc sobre la nacionalidad del demandado. 
Página 1 ">■ 

Causas penales. 
Violad ó n do no mías federales. 

8. En atención n Iji naturaleza del hecho denunciado, y con 
prescinden eia de las cuestiones referentes n su existencia, 
calificación y disposición penal aplicable, debe declarara 
competente a la justicin federal para rom . er en una denun- 
cia formulada por el abonado a mi aparato «ir una com- 
pañía telefónica sujeta a la jurisdicción nocional,, con mo- 
tivo do llamados reiterados efectuados por personas deseo- 
nocidas que luego dejan cortada la comnnicnción por largo 
tiempo. Página 439. 

Delitos contra el orden público, In seguridad de la Nación, los 
poderes públicos y el orden constitucional. 

9. No competo a la justicia federal sino n la ordinaria cono- 
cer en el sumnsio instruido contra varias personas a quie- 
nes so imputa baher cometido el delito de sedición por 
haber, unas, incitado a varios vecinos ti denunciar ante el 
gobierno provincial procederes agraviantes de las autori- 
dades policiales, y otras, omitido concurrir a una reunión 
de comerciantes convocada por un sub-comisario. Página 353. 

Competencia originaria de la Corte Suprema. 
Agentes diplomáticos y consulares. 

10. Corresponde a la Corte Suprema conocer originaria mente en 
el proceso sobre lesiones reciprocas promovido contra el agre- 
gado comercial a la legación do un país extranjero en la Re- 
pública Argentina. Página 18. 

Cónsules extranjeros, 

11. Compete a la Corte Suprema conocer originariamente en 
la causa penal incoada con motivo di' haberse atentado con- 
tra un cónsul extranjero y sus empleados en el local del con- 
sulado y por motivos emergentes del desempeño de las fun- 
ciones do los mismos. Página 126. 

12. Compete a la Corte Suprema conocer originariamente en 
la demanda promovida contra nn cónsul extranjero por tri- 
pulantes de buques de su país detenidos en el puerto de la 
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Capital a raíz do la guprrn, sobre cobro de aneldos que, 
mientras no fueran repatriado*, debía pagarles wn fondos 
que a ese afecto le entregaría el Banco Central. Página 278. 

Cansas en que es parte una provincia. 
Generalidades. 

13. La circunstancia de que una provincia pueda tener interés 
en, el juicio de expropiación promovido por una repartición 
de Ja misma, no hasta para que proceda la competencia 
originaria de la Corle Suprema, mientras no se demuestre 
que ambos bou susceptibles de ser identificadas por eareeer 
la segunda de autonomía suficiente para estar en juicio 
eomo actora o demandada y de personalidad legal distinta 
n ía del Estado, Página 277. 

Cansas civiles. 

Causa* regí ti as por el derecho común. 

14. CnmpHe a la Corte Suprema conocer originariamente en 
la causa civil promovida contra una provincia por un ve- 
cino de otra, sobre restituciún de título* y valores seeues- 
t nidos por la justicio del crimen de aquélla, que expresa- 
mente omitió pronunciarse acerca de esa cuestión por enten- 
der que carecía de competencia para ello. Página H87. 

Causan que versan sobre normas locales y netos de las autorida- 
des provinciales regidas por aquéllas. 

15. La Corte Suprema es iiieomijetcute pura conocer origino- 
rinmeute en la demanda promovida contra una provincia 
por un concesionario de la misma, sobre indemm/at ió;i de 
fin ños y perjuicios provenientes del cobro ilegal y abusivo de 
impuestos provinciales y de las multas respectivas* Pági- 
na 237. 

Cansas que versan sobre cuestiones federales 

16. La Corto Suprema carece de competencia para conocer ori- 
ginariamente pn una demanda contra una provincia por 
repetición de un impuesto fundada, por una parte, en que 
ésto ha sido fijado mediante procedimientos administrativos 
eontrnrios a las disposiciones de la resjwetiva ley provin- 
cial y, por la otra, en que dicho gravamen es confiscatorio 
y, por lo tanto, viola torio del art. 17 de la Constitución 
Nacional. Página 298. 



JURISOICION Y COMPETENCIA 



su 



17. La manifestación formulada jior la parte actora después del 
llamamiento de autos pnra definitiva consentido en una cau- 
yft tramitada originariamente ante la Corte Suprema, en el 
sentido de que desiste de tas cuestiones de orden local en 
que fundó la demanda y mantiene Un sólo la de orden 
federal, no basta para modificar los términos en que fué 
trababa la litis, ni obsta n la declaración de la incompe- 
tencia originaria Je la Corte Suprema. Página 2S)tt. 

Sucesión. 

Domicilie del causante. 

18. 1a jurisdicción territorial que establece el art 32S4 del C. 
Civil no es prorrogare ]mr voluntad de las partes. Pági- 
na 301. 

10. El juez del lugar en que el causante tíuiía establecida su 
familia, y no el del lugar en que ejercía sus actividades y 
falleció, es el competente pura conocer en el respectivo jui- 
eio sucesorio. Página 3G0. 

20. Resultando de las constancias de autos que cun el fin de 
atender la enfermedad que le produjo el fallecimiento, el 
causante bahía trasladado definitivamente su domicilio a 
la Capital Federal, donde murió, debe declararse competen- 
tes n tos tribunales de ta misma para conocer en el respec- 
tivo juicio sucesorio. Página 301. 

Fuero de atracción. 

Acciones personales de los acreedores. 

21. El juez de la sucesión en que no lia mediado división de 
la herencia es el com[>etente para conocer en la causa so- 
bro cobro de ro misión u honorario por la venta de un bien 
perteneciente a aquella efectuada por los herederos. Pá- 
gina 235. 

Concurso civil. 
Fuero de atracción. i 

22. El concurso civil del infractor al art 35, ines. a) y c) de 
la ley 12.14$ no atrae la causa criminal ea que aquél fué 
condenado a multa y comiso, en la cual deberán hacerse 
efectivas dichas penalidades. Página 74. 



LEY DE SELLOS 



Incidente» tj cuestione» conejeas. 
Costas y honorarios. 

23. El juicio m&km. por cobro de honorario* devengado* en un 

juicm M-euulo -ontra r>l causante do nn« sneeaión debe tra- 
mitar n „, r | JtIW! f|Uf , ,. nn0re pn ífltn y no ps ntraHo 

el concomí mil de uno de los herederos. Página 274. 

24. El juez tío k cansa en ,, uo f u ¿ ordenado e] exhorto es el 
competente para conocer en lo relativo a la ninilnfíon v 
*'"bro d„ los honorario, rorresnoodiéntes a las personas que 
lo rhligencniron. Página T<1. 

25. El jw* de la suí-eHÍÓn del marido, auto quien tramita un 
juicio ejecutivo por cobro dé honorarios v gastos devenga- 
do, por el administrador de aquélla, en r¡ cual se ha tra- 
1 ►mío ^embargo "obre ttn hien que, según los herederos, per- 
tenecía ü la esposa, cuya sucesión tramito ante el juez de 
otro tagne, es el competente para eonoeer v decidir lo re- 
lativo a e.si eut'slíón. Página 01. 

JUSTICIA DE PAZ LETRADA. Ver: Iíe.wso extraordinario, 16. 



LEGISLACION COMUX p.)í. 

La* presunciones legales enn.-tituyen un medio de prueba 
ai-erra del «-nal incumbe ni gobierno nacional, en primer 
termino, teghdar mediante leyes comunes o administrativa, 
a las que deben ron forma rae las normas de derecho público 
provincia]. Página 323. 

LEY. Ver: Constitución Nacional, 32; impuesto, 2, X 

LEY DE SELLOS (% 
Exencionen. 

Loa funcionarios designados por la Direeeión General del 
Impuesto a loa Redi loa de acuerdo a lo dispuesto en el art. 60 



(>) Ver también: Constitución Nacional. 2(í, 27 t 28 
(*) Ver también: jíveurao extraordinario, P. ' 
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de ?n ley 11.083 (T, O.) se ballun exentos del uso del sello 
establecido en el ari. 28 de lo ley 11-290 en los juicios 
en <jue actúe» en aquel carácter. Página 270. 

LIBROS DE COME liCIO, Ver: Recurso extraordinario, 33. 

LITIS CONTESTACION, Ver: Jurisdicción y competencia, 17. 

LOCACION DE COSAS. Ver: Jurisdicción y competencia, 4. 

LOCACION DE O BUA, Ver: X ¡puesto a las venta», 2; Jurisdicción, 
y Competencia, 5. 

M 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER, Ver: Constitución Jimio- 
nal, 10. 

MONEDA. Ver; Obligaciones de dar sumas de dinero. 
MUJER CASADA. Ver: Recurso extraordinario, 21. 

MULTAS 

Las multas aplicad™ por infracción a las disposiciones de 
las leyes 371 y 1002 de la Prov. de Mendoza sobre descanso 
dominical revisten carácter penal. Página 139. 

MUNICIPALIDAD. Ver; Falta de acción, 3, 

MUTUO. Ver: Impuesto, 4. 



N 

NOTIFICACION. Ver: Constitución Nacional, 7, 8, !>, 11; Recurso 
de queja; Recurso extraordinario, 8. 



(l) Ver tniúbífa: Constitución Nacional, 6, 9, 12, 25, 2fi; Impues- 
to* Internos, 4, 5, S, II. 12, 14, 16; ,1 iui*diccÍAn y Competencia, 15, 22; 
Precios mínimos; liecurao extraordinario, 7, 11, 25, 29, 31, 32, 34, 35. 
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PERF.NCION DE IKBTANCJA 



o 

OBLIGAMOS ES DE DAR SUMAS DE DINERO. 

I*a aroptaH ó n en silencio durante muchos años, antes y 
después del cierro de la Caja de Conversión, del pago de 
los servicios de un empréstito emitida a pesos oro o fran- 
«'<« por una provincia, i u papel moneda al tipo de pesos 
2,2727 fijado por Iji ley :íS71, debe interpretarse en el sen- 
tido de ipie ese ha -sido el tipo pactado por tas partes. 
Página 369. 

P 

PAGO. 

El requisito de la protesta no es nccesaii i para la proce- 
dencia de la repetid Su autorizada imr el art. 41 del texto 
un leñado de la ley 11.683 sobre impuesto a tos réditos. Pá- 
gina 50. 

PA TES TE. Ver: Impuesto, 4; Recurso extraordinario, 14, 

PESAS, Ver: Aduana. 2; Constitución Nacional, 2, ti. í); Multas; 
Kft-urso ordinario de apelación, 4. 

PESS ES M /UTA RES. 
Bxpédiéitmario* al rlexirrto* 

Las leyes 10.315 y 11.203 si bien mejoran el beneficio de 
Jos pensionistas a tjui* se refieren, no modifican la escala 
o proporción establecida por la ley con arreglo a la cual 
tes fué a en nía da la pensión que, en el raso de uutos, es 
!a n* 162, art, 21, ine. 1* Pagina 302. 

PE RE Si IOS DE ISSTASMA. 

Kl convenio por el cual la* parles, con el objeto de tratar 
un arreglo extra judicial, resuelven paralizar el trámite de 
la causa hasta une. cualquiera de ellas vuelva a instar el 
procedimiento, de acuerdo con la otra o previa notificación 
de la misma, ca válido e impide la jicrciición de la ins- 
tancia, sin que oliste a ello el aspecto potestativo del hecho 
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da que se liizo depender U reanudación del trámite, que no 
t temió a Je jar la instancia indefinidamente en .«tuncntui 
Página tió. 

PERITOS. Ver: Prueba. 

POD£H P/í POLICIA ('), 

El Estado puede, en ejercido del pndrr de policía, rei*]fl- 
menfar y limitar eierlns actividades ron miras a la defensa 
y afianzamiento de la moral, la salud y la conveniencia 
colcctivns, y ann suprimir al ejercicio de las que no hieran 
honorables o rornno.idamenle útiles, como las de pre&ta- 
iuimus a interés usurario. Página 111. 

PREVIOS MAXIMOS (% 

La apelación '-al «ólo e ferio devolutivo" que entallar el 
art. !t de la lev ]2.~>m permite la inmediata ejecución for- 
zuda de la resolución recurrida, pero ía concesión del re- 
curso no requiere el previo cumplimiento de 1u condena 
impuesta; inteligencia que, además, concuerda mejor con 
la garantín de la defensa en juicio cuando se trata de 
multas cuantiosas de impide satisfacción inmediata. Fú- 
fíina 463. 

PRESCRIPCION <3). 
Principio* genérale». 

1- Es improcedente la defensa de prescripción de la noción 
do simulación de una escritura de cestón de derechos efec- 
tuada por el actor a un tercero, opuesta por el demandado 
en un .juicio en que no es parte el tercero. Página 4(KÍ. 

PRESCRIPCION {*). 

2. El plazo de la prescripción de la an ión del Fisco para 
impugnar Ins declaraciones juradas del impuesto a los ré- 
ditos presentadas por el contribuyente antes del veneinticn- 



<I> Ver tii m liten: Impuesto. \. 

< 2 ) Ver taailiién: Itecum» extraoriJinnrio, 7. 

(*) Ver tamílica: Otmsf Unción Naeioiial, i::, 20; lni]mestn a lo* 
rédito*, 13; .JiibilnH.'.n <fe Kmpleoilíw rWruios ; Recudo MtriioMianrin, 
22, 2S, 32; licivindicnriAn. 
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to del término fijodo para su presen tac ión, comienza a 
correr desdo que aquél las prei-entó. Página 386. 
El plazo de la prese ripción de. la acción del Fisco para 
exigir ln presentación de declaraciones juradas y el pago 
del impuesto a los réditos comienza a correr desde el ven- 
cimiento del plazo fijado por la Dirección para cumplir 
eso* obligaciones. Página 4-1*;. 

El plazo de la prescripción de la acción del Fisco parn 
impugnar las declaraciones juradas del impuesto a los ré- 
ditos presentadas jwr el contribuyente antes del vencimiento 
del término lijado para su presentación y exigir el pago 
do la diferencia, comienza a correr desde la fecha de pre- 
sen taeión de aquélla*. Página 44ü. 



Tiempo tJe la prescripción, 
Materia Civil. 
Prescripción decenal. 

5. Prescrita a tos diez años J a acción de indemnización de 
daños y perjuicios dirigida contra nnn provincia y fun- 
dada en heelins y circunstancias que ¡r» portarían /según 
el actor, la violación del contrato de concesión celebrado 
entre auihiM parle.. Página 237. 

Leyes Especiales. 

impuesto a los Réditos. 

ü. Presen he a los diez años m acción tendiente a obtener la 
devolución del i ni puesto indebido mente cobrado sobre ré- 
ditos producidos enn anterioridad al V de enero de 1Í132 y 
disi ribaldos ,-nn posterioridad a esta fecha. Pagina 457. 

Jubilación de empleados ferroviario*. 

7. U acción tendiente a obtener el acrecimiento de una pen- 
sión ferroviaria se halla redda por la prescripción bienal 
establecida en il a*t. 1*, ine, „) de la lev 12.154. Púri- 
na 1(36. 

Preterí prión ad'iuhiliva. 

H. fícsnlt.'indo de la niiiiiciai ióii de Tos liantes contenida en la 
escritura de adquisición del inmueble y de la circunstancia 
de que la renuncia n favor de la demandada sólo tiene por 
objeto dererlios y acciones que no se concretan sobre in- 
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muebles cuyas medidas y linderos se determinen en forma 
precisa, que aquella no ha podido tenor la creencia sin 
duda alguna de que el renunciante fuera el verdadero 
señor de la cosa, debe rechazarse la defensa de prescrip- 
ción adquisitiva fundada en el art. 3999 del C. Civil. Pá- 
gina 403. 

9. No babiendnso completado liostn el día de la demanda sobre 
división de condominio el plazo establecido en el art. 4015 
del C. Civil, por la suspensión correspondiente a la mino- 
ridad do la nctora, corresponde rechazar la defensa de pres- 
cripción treintañal opuesta por la demanda. Página 403. 

Prescripción en materia panal. 
General ida des. 

10. La ley 11.583 es do carácter general y rige tanto para los 
impuesto» vigentes en la fecha en que fué sancionada como 
para los creados después, salvo que las leyes posteriores 
derogaran espedid mente sus disposiciones. Página 214. 

Interrupción. 

11. La ley 11.585 no lia modificado el nrt. 67, 2* apartado del 
Cé Penal que es, a -4, nplicablc n las causas sobro infrac- 
ción a las leyes de impuestos internos. Página 380. 

12. La ley 11.S83 no lia derogado el art. 3 de In ley 11.585, 
que es aplicable a las infracciones previstas en la ley de 
impuesto a los réditos. Página 214. 

13. La contestación a la demanda contenciosa deducida con 
arreglo a la ley 11.683, \ .r lo cual el representante fiscal 
sedicita su rechozo y el mantenimiento de la multa aplicada 
al infractor, interrumpe ln prescripción de la acción. Pá- 
gina 214. 

PR ES UNCI O y ES. Ver: Legislación común. 

PRIVILEGIOS. Ver: Jurisdicción y Competencia, G. 

PROTESTA. Ven Pngo; Recurso extraordinario, 10. 

PROVINCIAS, Ver: Bodegn del Estado de San Juan, 2; Falta de 
acción» 3; Onherrnnlor de Provincia. 1, 2; Impuesto a la 
Transmisión Gratuito; Legislación tomón. 
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PRUEBA (»). 
Apreciación. 

La circunstancia de que, a juicio de una de las partes, loe 
puntos propuesto» por la otra a los efectos de una pericia 
de, contabilidad constan en cuestiones de carácter legal, 
no basta pura excluirlos de aquella, sin perjuicio de lo que 
oportunamente se resuelva sobre su procedencin. Página 403. 

R 

REBEIAOS. Ver: Recurro ordinurio ib 1 npelneión, 3. 

RECONVENCION. Ver: íie i vindicación. 

RECURSO DE NULIDAD. Ver; Constitución Nacional, 25. 

RECURSO DE QUEJA. 

( "nrrcspunde mitinear por nota l;i providencia deíictjntoria 
del recurso extraordinario dc> u pedición interpuesto para 
ante ta Corte Suprema. Púcina 299. 

REU UÜSO E X TRA URDÍS ARIO < * ) . 
Requisitos comunes. 
Tribuí)»] d<' Justicia. 

1 . Ks impiiHedcoli- el rei-ur-n exlraordinurui deúucido en un 
expeliente udiriínistnilivo snbre iiutnento de pensión militar 
e.mtm una decisión d.-l I» E. de la Nación que desconoce 
la priMini-ría invocarla por el recurrente y fundado por 
r'*te en la iiu-itnslitU''íoUulidnd del decreto del 18 de nctiibre 
ile 1S!)7 reirbimentiino de la ley .'¡~>Dt, que sirve de base 
a la resolución apelad». l'iíjrina Üol!. 



<') Ver t;mibicii: Legífblíión eomún. 

(-) Ver Lambí ¿o; ' >iii- iitnfiún Nae¡uii.it, *, !>; linjmesloji Inter 
no», 3, 13, Í5j Kcrur*" d*- queja. 
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Requintos propios. 
Cuestión federal 
Cuestiones federales simples. 

Interpretación do ta Constitución Nacional. 

2. Es procedente el recurso extraordinario contra la sentencia 
definitivo que desconoce el derecho a la exención del im- 
puesto a los réditos fundada por el recurrente en los arta. 
45, 51, 52 y 06 de la Constitución Nacional. Página 340. 

Interpretación de las leyes íccdrales. 

3. Es apelable por recurso extraordinario la sentencia con- 
traria a la interpretación de la ley federal 12.143 en que 
el recurrente funda su derecho. Páginas 65 y 193. 

4 Es procedente el recurso extraordinario fundado en la in- 
terpretación del ort. 35 de la ley 12.148 ( 82, T. O.) con- 
tra lo scnteniiíi definitiva que. aplica al recurrente las penns 
previstas en dicha disposición. Página 183. 

Leyes federales de carácter procesal. 
5. 1* resolución que verso sobre el término para interponer 
el recurso contencioso previsto en el art, 27 de la ley 3764 
(18. T. O.) y la posibilidad de su ampliación por razón 
de la distancia es de carácter procesal, por lo cual no es 
susceptible de recurso extraordinario. Página 182. 
tí. Iji reglo general segón la cuul la interpretación de las 
leyes federales de carácter procesal no hasta paro sustentar 
el' recurso extraordinario porque sólo ntnñe al ordenamiento 
del juicio, admito excepción cuando lo resuelto afecta la 
supremacía constitucional y las instituciones fundamentales 
que dicha apelación está destinado a garantizar. Página 463. 

7. Procede el recurso extraordinario contra la resolución del juez 
federal que, interpretando el art. 9 de la ley 12.591, declara 
qtw es requisito previo al conocimiento .judicial por vía de la 
apelación previsto en dicho artículo el pago de uno multa 
cuantiosa —$ HHUWlO %r> impuesta al recurrente no ohs- 
tnnte la intcli-encio contraria sustentada por el mismo, que 
«,> funda, adema.-, en el ort, 1K de la Constitución Nacional 
y en la Imposibilidad admisible de satisfacer de inmediato 
la -nina exigida. Pinina -Hi:t, 

8. La cuestión referente a la iWma en rpi. deben praetienrsc 
l.s ihitiii.-fi.i.tms es carácter procesal >. aunque su so- 
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lucían dependiera de la interpretación de norman federales, 
no bastaría para fundar el recurso extraordinario mientras 
no mediara agravio al art. 18 de la Constitución Nacional. 
Página 220, 

Leyes de carácter federal y local. 

0. Es procedente el recurso extraordinario fundado eu la in- 
terpretación del art. 28 de la ley 11.290, apiñado en un 
.inicio en trámite unto Ja justicia federal Fáginu 270. 

Interpretación de otra* normas y actos federales. 

10. La sentencia que, por falta de protesta suficiente, rechaza 
una demanda sohre repetición de impuestos impugnados de 
i neonst i tur tonalidad no resuelve cuestión federal alguna y, 
por lo tanto, no en suscep tilde de recurvo extraordinario, 
ni aun sobre la base de la consideración como actos de 
autoridnd nm-iomil de los fallos de [a Corte Suprema refe- 
ren tea n ese requisito. Página 145. 

Cuestiono federales complejas, 
ítuuiistitu. ionalidad de normas y actas nacionales. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en que el art. 
128 del decreto reglamentario de la ley 4087 es violatorio 
de la defensa en juicio en cuanto exige el depósito previo 
de la multa parn recurrir de la resolución que la impone, 
contra la senternia que desestima dicha impugnación. Pá- 
gina 120. 

rnconstitucionalidad de normas y netos provinciales. 

12. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
ndmiie la validez de una ley provincial impugnada como 
violaloria del C. Civil y de la Constitución Nacional. Pá- 
gina :i2."t. 

13. Procede el recurso extraordinario contra, la sentencia que 
minute la valide?, de una ley provincial impugnada como 
contraria ni C. Penal y a lo» arR 07, inc. 11 y 108 de la 
CoiHtitm-KÍn Nacional. Página 130. 

Cuestiones no federales. 

rntepretmii'n ilc rntrnui* y arto» locnUs en general, 

1-1. I*i cucalón rr*:civnli> ;i l:i iulerjirefaciún de las disposicio- 
nes d» las leve* 11.288 y 11.ÓS2 que reírla mcii tan el impues- 
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to local de patente», para determinar si comprenden el can 
dot apelante que sostiene habérsele cobrado un gravamen 
sin ley que lo autorice, es ajena al recurso extraordinario, 
por medio del cual no procede revisar la solución no arbi- 
traria ni insostenible del fallo recurrido. Página 111. 

Interpretación de normas locales de procedimiento*. 

15. La cuestión referente a la existencia de cosa juzgada no 
reviste carácter federal. Página 458. 

16. El decreto 4555, sobre reformas en materia de justicia de 
paz letrada, no reviste carácter federal*, por lo cual la in- 
terpretación y aplicación de una de sus cláusulas no da 
lugar al recurso extraordinario ni aun so color do perse- 
guirse la unificación de lu jurisprudencia existente al res- 
pecto. Página 18. 

Relación directa. 
Normas extrañas al juicio. 

17. No resultando de loa mitos que baya mediado privación 
efectiva o restricción substancial do la defensa en perjuicio 
do los recurrentes, no procede el recurso extraordinario fun- 
dado en el art. 18 de ln Constitución Nacional. Página 458. 

18. Habiéndose resuello que la ley impone al recurrente la obli- 
gación de qi*e se consideraba exento, es ineficaz la invo- 
cación del art. 10, 2* apartado, de la Constitución Nacio- 
nal. Página 214. 

Sentencias con fundamentos no redórales, o federales consentidos. 

19. La jurisprudencia referente a los casos en que la decisión 
de puntos de beeho, de dereclto local o común lia tendido 
a frustrar un derecho federal correr ta mente invocado en la 
causa, supone que la sentencia apelada sobre los aspectos 
no federales del pleito sea insostenible, tendenciosa o evi- 
dentemente insuficiente para sustentar el pronunciamiento 
recurrido. Página 145. 

Fundamentos de orden común. 

20. La sentencia que rechaza un interdicto declarando que la 
anteriormente dictada en un juicio rei vindicatorio seguido 
contra otro tiene fuerza de cosa juzgada contra los actores 
en aquél, cuyos derechos reconocen el mismo origen que el 
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do por reivindicación, no es arbitraria oí suscep- 
tíhJe de recurso extraordinario fundado en la violación de 
la defensa en juicio. Página 90. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
se ha dado preferencia a una ley provincial' sohre el C. 
Civil, contra la sentencia que, interpretando las disposicio- 
nes de éste y de la ley 11.357, declara que ninguna de ella* 
eorao tampoco las de la ley orgánica de loa tribunales pro- 
vinciales acuerdan a la mujer menor de edad ca^da, ca- 
pacidad l»ra ejercer la profesión de escribano y deniega, 
por ello, el pedido de inscripción cti ia matricida provin- 
cial. Página 87. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación del art. 23 de la ley 11683 <t- «.) contra la 
sentencia que, por aplicación del art. 3987 del C. Civil 
y por haber desistido el fisco de su demanda anterior, tiene 
por no sucedida la interrupción de la prescripción de Ja 
acción establecida en el citado art. Si y declara operada 
dicha prescripción por el transcurso del periodo legal. Pá- 
gina -186. 

Fundamentos do orden pro« esal. 

23. Es improcedente el recurso extraordinario fundarlo por la 
compañía «lema miada por indemnización de enfermedad pro- 
fesional en que Iti sentencia inndenaloria de la justicia ordi- 
naria de la Papila! Federal desconoce In existencia de la 
cosa juzgada emergente de una resolución anterior del De-, 
partamento del Trabajo de ta Provincia de Buenos Airea, si 
el tribuna] de la causa lia decidido, por razones procesales, 
que no ex ¡Me cosa juxguda. Página 203. 

Fundamentos do hecho. 

24. Ex improcedente, el recurso extraordinario fundado en la 
interpretación del art. 1H de la ley 11.252 {130, t o.) con 
tra la sentencia que, en atención a Ja naturaleza de 
subsidios acordados por una entidad, declara que no 
hallan comprendidos entre las operaciones de seguro gra- 
vadas ]>or dicho precepto. Página 385. 
E* improcedente el recurso extraordinario fundado por el 
representante fiscal, en que la Dirección < ¡enera) del Impues- 
to ¡i los [{¿ditos íiplii-ó al netor la multa previ 4 g en el art. 
Iti de la ley 11,1)83 | t. o.) y la decisión judicial revocatoria 
es contraria a ta valide/, de ese precepto, «i | a resolución 
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administrativa se ha fundado en los arte. 16 y 18 de dicha 
ley y Ja sentencia no fie pronuncia sobre la invalidez de 
lo* mismos sino que Te v oca dicha resolución por una razón 
de hecho, como la do que no se haya demostrado plenamente 
la exactitud de que se ha evadido dolosamente el pago del 
impuesto. Página 378. 

Resolución Contraria. 

26 é Es improcedente, por fnlta de resolución contraria al dere- 
cho federal, el recurso extraordinario interpuesto contra la 
sentencia que declara la competencia do la justícin federal, 
aun cuando el recurrente pretenda que previamente debo 
conocer en ln cnnsn nnn entidad administrativa como la 
Ailminíst ración de Impuestos Internos. Página 100. 

27. Es procedento el recurso extraordinario contra la sentencia 
de la Suprema Corte de Juftticm de la Prov. de Buenos 
Aires que rechaza la demanda contencioso-udministrativa 
promovida ante ella, finn ennndo haya omitido pronunciarse 
Bolire las cuestiones federales planteadas, por considerarlas 
ajenia a su jurisdicción. Página 31. 

Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a Jn sentencia definitiva. 
Juicios de apremio y ejecutivos. 

28. Tiene fuerza de definitiva y es susceptible de recurso ex- 
traordinario !;i sentencia dictada en juicio de apremio qu$ 
declara preseripta ta acción del Fisco por interpretación 
de una ley nacional e impide que ésta pueda ser útilmente 
discutida en el juicio ordinario. Página 386, 

20. Procede el recurso extraordinario fundado en disposiciones 
de la ley 11.110 y de la Constitución Nacional contra la 
se riten <■ i a que, al ordenar la prosecución del apremio pro- 
movido por el fisco provincial por valor de $ 170.000 mo- 
neda nacional, ocasiona un gravamen irreparable a la re- 
currente contra la cual sigue, además, el mismo fisco, otras 
ejecuciones similares por cantidades aun mayores prove- 
nientes de acumulaciones Je multas que unitariamente sólo 
alcanzan a $ 100 Página 290. 

30, Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dictada 
en un juicio de apremio que ocasiona al recurrente gra- 
vamen irrciMirable. Página 18. 



«i 



BIOUBBO EXTRAORDINARIO 



31. Ei procedente el recurso extraordinario interpuesto en jui- 
cio de apremio por cobro de una multa que por su monto 
— $ 82,400 importa el desapoderamiento del ejecutado, 
contra la sentencia que ocasiona a éste gravamen irreparable 
en cuanto ordena proseguir el juicio, desestimando las ex* 
cepejones del demandado, entre ellas la de incoa sü tu e tona- 
lidad, fundada en que el procedimiento seguido para aplicar 
la multa es riolatorio de la defensa en juicio. Pagina 78. 

32. Tiene fuerza de definitiva y es susceptible de recurso ex- 
traordinario la sentencia dictada en juicio de apremio que 
rechaza la prescripción fundada en una ley nacional e im- 
pide que pueda ser discutida en el juicio ordinario de re- 
petición. Página 446, 

Varios. 

33. La resolución que, en una causa sobre defraudación de la 
renta aduanera, ordena et examen de los libros y papelea 
de una sociedad implicada en la denuncia, no es sentencia 
definitiva a los efectos del recurso extraordinario fundado 
en el art. 18 de ta Constitución Nacional, que podrá ser 
deducido contra el fallo condenatorio que ponga fin al 
juicio. Pagina 106. 

• 

Tribunal Superior. 

34. Es procedente el recurso extraordinario fundado en la in- 
terpretación de los liria. 20 y 27 del texto ordenado de laa 
leyes de impuestos internos, contra la resolución del Ad- 
ministrador Uencrnl de la repartición que desestima el re- 
curso de revocatoria, interpuesto por el recurrente contra 
nna decisión que le imponía una multa menor de cien pe- 
sos. Página 143. 

35. ha circunstancia de que la resolución administrativa que 
impone multa por infracción a las leyes de trabajo sea 
apelable por recurso extraordinario, no obsta a la proce- 
dencia de este en el respectivo juicio de apremio, si la 
forma en que tramitó el expediente administrativo ha cons- 
tituido un obstáculo para la interp n s¡ciún de aquel recurso 
en el mismo. Página 78. 
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Requintos formales. 

Introducción de la cuestión federal. 
Quienes pueden hacerlo. 
36. Es procedente el recurso extraordinario fundado por la 
Dirección General del Impuesto a loa Ródítos en el art. 69 
de la ley 11.683 (t. o.) contra el fallo que, por no ser 
aquélla parto en el juicio, le desconoce personería para 
oponerse a dar los informes que se le requieren y le im- 
pono la obligación do expedirlas frustrando así et derecho 
federal invocado por dicha repartición. Página 316, 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION (»). 

Tercera instancia. 
Sentencia definitiva. 
1. No es sentencia definitiva ni, por lo lanto, susceptible de 
ser apegada por recurso ordinario, la que haee lugar a 
la excepción de falta de personería del procurador fiscal 
que, sin hallarse autorizado por decreto del P. E,, sino 
por resolución áe) respectivo ministro, ha promovido en 
nombre de la Nación una demanda sobre cobro de gastos 
do salvamento de un buque. Página 106. 

Causas criminales. 
2* El principio de que las decisiones de las cámaras federales 
compuestas de cinco miembros causan ejecutoria en ma- 
teria criminal es aplicable cu las causas sobre defraudación 
de rentas nacionales — entre ellas, las aduaneras— sin dis- 
tinguir los casos en que el qunntm del tribunal apelado 
no alcanza efectivamente al máximo legal. Página 320. 
3* Es improcedente el recurso ordinario de apelación para ante, 
la Corto Suprema en la causa sobre instigación a cometer 
el delito de rebelión, prevista rn el art. '2UÍ) del C. Penal. 
Página 145. 

4. Interpuestos sin restricciones los recursos ordinarios de ape- 
lador concedidos al procurador fiscal y at defensor del 
procesado pur infracción a las leyes de impuestos internos, 
la circunstancia de que ambos se hayan manifestado con- 



(l) Ver tarotiifti; Crnistitucinn Nacional. 22, 26: Precios máximos; 
Recurso Extraordinario, 7. 
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formes con U penu corporal impuesta en la sentencia ape- 
lada no obsta a su reducción por la Corte Suprema. Pa- 
gina 206. 



REIVINDICACION (»). 

Ea procedente la acción de restitución, con sus intereses, 
Jo los valorea secuestrados ea una cansa f riniinal y en- 
tregados a la provincia demandado, deducida por quien 
era tenedor de aquéllo* a cuyo favor se dictó sobresei- 
miento por baber prcscripto la acción penaj, sin que baya 
contra el mismo ¡sentencia que declarase su participación 
en el delito, ni demanda ni reconvención. Página :J87» 

SEMISION DE ACTOS. 

Es improcedente la remisión a la Corte Suprema de loa 
autos en que un tribunal provincial ba hecho lugar a la 
excepción de incompetencia por entender qne la cansa co- 
rresponde a la jurisdicción originaria de aquella. Pági- 
na ?8L 




SETRO ACTIVIDAD 

El art. 3 del C, Civil sólo «c refiere a las relaciones de 
derecho privado; no comprende las de derecho público, 
como son las contempladas por las leyes impositivas, que 
pueden afretar situaciones anteriores siempre que no agra- 
vien derechos adquiridos. Página 95. 



SEXTAS PUBLICAS, Ver: 



Emb-rgo. 
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JÜhlííL V V tümh ™: CoiiatitacUS* Nacional, 21; Jubilación 7 pensión; 
fWm ación du empicados ferro vi arios, 2. 
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S 

SECRETAR I O DE JUZGADO. Ver: Superintendencia. 
SEDICION. Ver: Jurisdicción y Competencia, 9. 
SEGUROS, Ver: Recurso extraordinario, 24. 
SENTENCIA. Ver: Constitución Nacional, 5; Precios máximos. 

SENTENCIAS ARBITRARIAS. Ver: Recurso extraordinario, 19, 
20. 

SERVICIO MILITAR. 

1. El ciudadano que, por incapacidad del esposo de su ma- 
dre natural, atiendo a la subsistencia de ésta, no está com- 
prendido en la excepción del senifio militar prevista en 
el art. 63, inc. b) de la ley 4707. Página 202. 

2. El art, 63, íne. e) de la ley 4707 tiene por objeto evitar 
que dos hermanos de la misma cla.se o de «lases sucesivas 
so encuentren prestando el servicio militar ordinario Con- 
juntamente, como consecuencia del becbo del nacimiento y 
del juego normal de las disposiciones referentes a dicha 
obligación i prescindencin de la voluntad de los intere- 
sados. Página 103, 

3. La circunstancia de que el hermano mayor deba continuar 
en el ejército para completar el período de un año de cons- 
cripción jmr halfrr sido reprobado en el examen de aspi- 
rante a oficial de reserva, no exime del servicio militar al 
hermano menor n quien, por nwón de su edad, te corres- 
pondo comenwir a prestarlo mientras aquél sigue bajo ban- 
deras. Página 103. 

SIDRAS, Ver: Impuesto a las Ventar, 5. 

SIMULACION. Ver: Condominio, 2; Prescripción, 1. 

SOBRESEIMIENTO. Ver: Jubilación de Empleados Bancarios; 
Reivindicación. 



SOCIEDAD. Ver: Impuesto n los Réditos, 1, 14. 



TERMINO 



SUCESION. Ver: JuriadicciÓn y Competencia, IB, 19, 20, 21, 23, 25. 
SUELDO. Ver: Inmunidades. 

SUPERINTENDENCIA, 

No incumbí* a ln Corlo Suprema por vía de superintenden- 
cia, sino a la Cámaro Federal » ni jwx respectivo*, aplicar 
la Mtncióu «juc correspondo al secretario de juzgado que 
antedata * \ cargo de im escrito. Página 57. 

T 

TASAS {'). 

Kl concepto de impuestos, que comprende los tributos o 
laa cargan públicas -aiiciouadns para hacer frente a los 
Ka.sUis ui-ueralt'» de hi administración, tm se eMicnde a la 
retribución Jo servicios fjue no ge exige general e indLs- 
tiutninente a lodos Um habitantes de muí provincia o do 
un municipio por el hecho de *erlo o de poseer propieda- 
des allí, sino ti loa que reciben el servicio particular que 
so les eohtu. Pújrina 19. 

TELEFONOS (í). 

La exención establecida en et art. 15 de la ley 7fi0 \/, ¿ no 
comprende a la- tama o retribuciones de servicios. " Pá- 
gina 19. 

TERCERO (*). 

La interveitrií'ui cu juic-in de terceros » teclados, por una 
decisión recaída en él, debe hit admitida cuando es la uní- 
r«\ forma en que pueden defender su derecho vulnerado. 

Pagina 316. 

TERMINO. Ver: Recurso extraordinario, 5. 



(!) Ver también : Jm jai este, 1; TVtífnniwi. 

<-) Ver también: OOttftlfaíMOn Nficmniit, >9, 3U ; Jurinlirción j 
Competencia, 8. 

(i>) Ver ttimbii'n: *r»'n\\¡ ■]<< [icrMuw, I; (*nh. ti. minio, -J ; Cumtitu- 
cirtn Nacional, 4. Bj l'r«crq*tnn, 1. 
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TRADICION. Ver: Cesión de derechos, 2. 

TRANSACCION. Ver: Impuesto a los réditos, 9. 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO. Ver; ConsliLufiÓn NacíouaTj 
7, 8, 14, 15; Recurso axtraordinnrio, 34, 35. 

U 

USURA. Ver: Impacsto, 4; Poder do policía. 

V 

VINOS. Ver: Impuesto a las vuníus, 3. 
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ACUERDOS de LA CORTE SUPREMA 



DESIGNACION DE CONJUECES DE LA CORTE SUPRE- 
MA Y DE LA CAMARA FEDERAL DE APELACION 
DE LA CAPITAL PARA EL AÑO 1944 

En Buenos Aires, a veintinueve de diciembre de mil no- 
vecientos cuarenta y tres, reunidos en su Sala de Acuerdos el 
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
doctor don Roberto Repetto y los señores Ministros, doctorea 
don Antonio Sarama, don Luis Linares, don Benito A. Nazar 
Anchorena y don Francisco Ramos Mejía, con el fin de formar 
para el año mil novecientos cuarenta y cuatro la lista de Con* 
jueces para esta Corte Suprema a que se refiere el art. 23 de la 
ley de procedimientos y el ¡nc. 3°, art, 1*, de la ley 4162, la 
cual es extensiva a ]a Cámara Federal de Apelación de la 
Capital, atento lo dispuesto en el inc. 3* art. 2*. de la citada 
ley 4162, se practicó la respectiva insaculación, resultando de- 
signados los doctores : Jorge Figueroa Aleorta, Salvador Oria, 
Rodolfo Corominas Segura, Rodolfo Bullrich, Ramón S. Cas- 
tillo, Faustino Legón, Miguel Laphítzondo, Pedro F. Agote, 
Jorge E. Col], Carlos Saavedra Lamas, Diógenes Tahoada, Ale- 
jandro Rayces, Octavio S. Amadeo, Leopoldo Meló, Alberto 
Ilueyo, Alfredo L. Palacios, Miguel O, Méndez, Ramón Porcel 
de Peralta. Agustín N. Matienzo. Lorenzo Barros, Alejandro 
Usain. Emilio F. Cárdenas, Clodomiro Zavalía, Carlos M. Rue- 
da y Mariano Drago. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blícase y registrase en el libro correspondiente, por ante mi 
de que doy fe. — Roberto Repetto. — Antonio Sttgarna. — Luis 
Linares. — B. A. Katar Anchorena. — F. Ramos Mejía, — 
Ante mí: Ramón T. Méndez. 
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DESIGNACION DE CONJUECES DE LAS CAMARAS 
FEDERALES PARA EL AÑO 1944 

En Buenos Aires, a veintinueve de diciembre de rail no- 
veeientos cuarenta y tres, reunidos en su Sala de Acuerdos el 
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, doctor don Roberto Rcpetto y los señores Ministros, 
doctores don Antonio Sagarna, don Luis Linares, don Benito A. 
NazAr Anchorena y don Francisco Ramos Mejía, con el objeto 
de formar para el año mil novecientos cuarenta- y cuatro la 
lista de Conjueces para las Cámaras Federales de Apelación 
do La Plata, Bahía Blanca, Paraná, Córdoba, Rosario, Men- 
doza y Tucumán, a que se refiere el inc. 4* art. 2?, de la ley 
41B2, se practicó la respectiva in«: -ulación resultando desig- 
nados : 

Para la Camaha Federal de La Plata : 

Los doctores Julio B. Eeheparay, Dalmiro E. Alsina, Julio 
P. Aramburú, Julio C. Diehl, Enrique V. Galli, David Las- 
cano, Julio Bnllina Benítez, Julio O. Quijano, Francisco Orio- 
ne e Ismael Erriest, 

Para la Cámara Federal de Bahía Blanca: 

Los doctores Carlos E, Cuneros, Francisco Cei vini, L, Raúl 
Echegoyen, Juan Guido Pastorino. Raúl E. Bagur, Fermín M. 
MoUá. Luis M. Mcdús, Adriano Pillado, Oustavo Ferramón y 
Mario Olaeiregui. 

Para la Cámara Federal de Parasí a s 

Los doctores Luis Calderón Hernández, Filemón Díaz de 
Vivar, Ramón C. Ferreyra, Angel Gómez del Río, Arturo S. Guz- 
man, Humberto Pietranera, Benjamín Pifión, Amadeo Pona, 
Bernardo T. Aguüar Torres y Arturo J. Etehevehere. 

Para la Cámara Federal de Córdoba : 

Los doctores Emilio Soferas, Luis Ednardo Molina, Manuel 
E. Paz. Francisco Beltrán Posse, Pedro J. Frías, Carlos R. 
Meló, Pablo Lozada Echenique, José María Crespo, Rolando 
A. Pinto y Manuel Torrea Cabrera, 
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Para la Cámara Federal de Rosario: 

Los doctores José N. Antelo, Rafael Bielas, Joan J. Colom- 
bo Berra, Juan Luía Ferrarotti, Ricardo Foster, Faustino In- 
fante, Calixto Lassaga, Fernando Lejarza Machain, Ju venal 
Machado Doncel y Quintín Manucc. 

Para la Cámara Federal de Mendoza : 

Los doctores Mario Arenas, Melitón Arroyo, Edmundo Co- 
rreas, Alberto A. Day, Carlos Julio Ponce, José Ramiro Podetti, 
Salvador Luis Reta* Rafael César Tabauera, Adolfo A. Vic- 
chi y Cruz Vera. 

Para la Cámara Federal de Tucuman : 

Los doetores Carlos María Santillún, Sixto Terán, Felipe S. 
Pérez, Roque Raúl Aragón, Adolfo Piossck, Arturo de la Ve- 
ga, Juan B. Terán, Eudoro D. Aráoz, Eduardo Frías Silva 
y Máximo Nougués. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí do 
que doy fe. — Roberto Repelió. — Antonio Ságoma. — Luía 
Linares. — B. A. Nazar Anchor cna. — F. Ramos Mejia. — 
Ante mí ¡ Ramón T. Méndez. 



DESIGNACION DE LOS ABOGADOS QUE DEBEN SU- 
PLIR EN SUS FUNCIONES A LOS JUECES FEDERA- 
LES LEGALMENTE IMPEDIDOS Y RECUSADOS 

En Buenos Aires, a veintinueve de diciembre de mil no- 
vecientos cuarenta y tres, reunidos en su Sala de Acuerdos el 
señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, doctor don Roberto Repetto y los señores Ministros doc- 
tores don Antonio Sagrirna, don Luis Linares, don Benito A. Na- 
zar Anctiorcna y don Francisco Ramos Mejía, acordaron formar 
la lista de abogados que, con arreglo a la ley de veinticuatro 
de setiembre de mil ochocientos setenta y ocho deben suplir 
en el año mil novecientos cuarenta y cuatro a los Jueces Federa- 
les de Sección legalmente impedido» o recusados y ejercer laa 
funciones de Fiscales ad hoc : 
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Para la Capital Federal : 

Los doctorea Benjamín García Victoriea, Teodoro Becü, Ri* 
cardo Marcó del Pont, Leocadio Paz. Pedro Ledesma, Rodolfo 
Cruce 1! as, Pedro Breuer Moreno, Walter Villegas, Juan José 
Diaz Arana y Laureano Landaburu. 

Para La Plata: 

Los doctores Eduardo J. Bullrich, José María Monner Sana, 
Manuel Orús. Horacio Morixc, Benjamín Zubiaur, Julio Aure- 
lio Amoedo, Tomás R. García, Luís M. Larrain, Aníbal Mar- 
tínez Sosa y Espiridión Sánchei. 

Para Bahía Blanca: 

Los doetores Florentino Ayestaran, Jorge Berm tules, Ro- 
dolfo J. Dillou, Roberto Isnardí, Arnaldo Lejarraga, Joaquín 
López Jáuregui, Luis D. Márquez. Gustavo Perramon, Rodolfo 
Tesone y Antonio Tridenti (hijo). 

Para Mercedes: 

Los doctores Guillermo Acuña Anzorcna, Santiago L. Bala- 
do, Horacio Cárdenas, Alberto Espil. Guillermo T. Hernández, 
Julio O. Ojea, 3, Florencio Ortiz, Julio Sarategui, Guillermo 
San Martin y Roberto Tamagno. 

Para Azul : 

Los doetores Alfredo Prat, Agustín J. Oarús, Jnnn Carlos 
Peralta Reyes. Héctor Ricardo Soler. Bartolomé J. Roneo. Is- 
mael López Merino. Carlos A. Leiva, Ernesto de Urquiza, Feli- 
pe G. Ricci y Enrique Carlos Squirru. 

Para San Nicolás : 

Los doctorea Juan B. Aramlmru. Natalio Carvajal Palacios, 
Miguel A. Inchausti, Vicente Solano Lim¿, José Cruz Pérez 
Galarraga, Juan B. Podestá, Juan Carlos Rodríguez, Román 
Subiza, Francisco Tristán Rossi y Joaquín Vargara Campos. 

Para Rosario: 

Los doetores Domingo Marracó Mármol, Benigno T. Martí- 
nez, Pedro Giménez Meló, Angel Ortiz Grognet, Miguel Avalle, 
Absalón D. Casas {h ), Manuel Causíno, Juan Godfrid, Camilo 
J. Muniagurria y Enrique Rosai. 
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Para Santa Fe ¡ 

Los doctores Fernando A. Albornoz, Sixto Bayer, Francisco 
B. Caminos, Domingo Arteaga Solá, Manuel M. Cervera. Fran- 
cisco H. Gscbwind, Nicanor Molínas, Mario Mosset, Moisés I. 
Soriano y Marcial B. Montaraz. 

Para Paraná; 

Los doctores Víctor Ferrari, Valentín Elena, Eduardo Sal- 
gado, Bernardino O. Hornes, Julio M. Calderón, Juan S. So- 
lar!, Manuel Ruis Moreno, Manuel Soñez, Oréete IV Aló y Ber- 
nardo Degani, 

Para Concepción del Uruouat : 

Los doctores José Haedo, Fabián E. López Meyer, Hóctor 
B. Sauret, T. Dante Devoto, Moisés Cosarinsky, Luis María 
Rodríguez, Delio Pnnizza, Juan E. Laca va, Pedro I. Mas y En- 
rique M. Codina. 

Para Corrtentes; 

Los doctores Blas B. de la Vega, Ernesto R. Menbe, 
Julio V. Iznguirre, Justo Alvarez Hay es (b.), Raúl F. Arha- 
11o. Roberto Rillinghurst, Adolfo Conté (b.), Armando Meabe, 
Augusto Millán y Ramón Díaz Ulloque. 

Para Córdoba: 

Los doctores José Antonio Allende, Simón Aleaga Pueyrre- 
dón, Carlos Astrnda Ponce, Iléctor Cámara, Ernesto Cordeiro 
Alvarez. Luis Garzón Funes, David Linares (hJ, Alfredo 
Orgaz, Miguel Angel Rodríguez de la Torre y Carlos S. Taglc, 

Para Bell VillE: 

Las doctores Luis A. Agüero Nieto, Luis M. Aliaga 
Orostegui. Tomás Florencio Avalos. Tibaldo Berijallo Andrade, 
Gustavo Gavier, Angel II. Ortiz Uernández, Linamón Ortiz 
Soria, Guillermo E. Renny, Sem M. Rodríguez y Enrique 
Velazco. 

Para Río IV ¡ 

Los doctores Alfredo J. Alonso, Roberto A ven da ño, Oetavio 
Capdevillo, Clodomiro E. Carranza, Ricardo González (b.), 
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Julián Maidana, Eduardo Rizzo Falco, Horacio Turdera, Ju- 
lio A. Zavala y Teobaldo Zavala Ortiz. 

Para Santiago del Estemo : 

Los doctores Víctor M. Abalos, Rodolfo A ruedo. Bernardo 
Canal Pcijó. Antonio Castiglione, Emilio Arturo Christensen, 
Octavio A. Fernández, Luciano Figueroa, Luía Herrera, Ma- 
riano R. Paz, Luis F. ¡Soria. 

Para Tucuman: 

Los doetorrs Eduardo Frías Silva, Mario Colombres Gar- 
mendia, Miguel A. Arúoz, Miguel Andreozzi, Carlos B. Uribiiru, 
Miguel P. Díaz. Marcelo Ponsaa, Luis N. Rossi, Miguel Angel 
González y Bernardo Colombres. 

Para San Jvan: 

Los doctores Rodolfo II. Qui roerá Echegarny, Luía María 
Mtilleady, Arturo Storni, Alberto Lloverás Albarracín, Jorge 
Williams Carnet, Mariana Ramos Mejía, Alberto C. Videla. Car- 
los Virgilio Yanzóu, Elio Tello Quiroga y Francisco Aguijar. 

Para San Luis: 

Los doctores Francisco M. Tula, Alfredo Zavala Ortiz, José 
C. Olmos Gómez, Julián Barroso Rodríguez, Juan Carlos Saa, 
Alejandro García Quiroga. Emilio L'IInilIicr, Gilberto Sosa 
LoyoJa, Moisés Montero Mendoza y Pablo P. Despuy. 

Para Mendoza: 

Los doctores Carlos E, Aguinaga, Noe" Bi ritos, Tloraeio Ber- 
mejo, Carlos Alberto Cano. Pedro Caprcdoni, Angel Ernesto 
Funes, Alejandro Mathus Hoyo, Arturo Ruiz Villanueva, 
Benjamín ílugalde Tonza y Alfredo Vitólo. 

Para San Rafael: 

Los doctorea Elias Boakinn, Angel B. Rústelo, Adolfo Car- 
son. Francisco J. Gallardo, Angel Augusto Vázquez Avila, 
Eduardo Silvetti, Clemente Machado, Nicolás Guiñazú Si- 
cardi, Luis Julián Agüero y Emilio García. 

Para La Rioja i 

Los doctores Enrique S. Chnmbita, Miguel Angel Carrizo 
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Pon ce, José Ignacio Fernández del Moral, Germán Kammerath 
Gordillo, Elias Busleiman Cabrera, Roque Joaquín Roldan, 
Roberto M. Cáccres, Ranulfo José Benjamín Bazán Dávila, 
Isaac Baltasar Camión a Valentini y Manuel Armando San- 
tirso. 

Para Catamarca : 

Los doctores Ramón C. Ahumada, Armando Acuña, Gui- 
llermo Franco, Julio César Rodríguez, Leovino M, Córdoba. 
Severo Vera, Adolfo Ramón Castellanos, Alejandro Agustín 
Art-e y Pablo E. Robledo. 

Para Salta : 

Los doctores Guillermo Villegas Oliva. José Arias Almagro, 
Afilio Cornejo, Arturo B. Torino, Marcos Alsina, Santiago 
Fleming. Lidoro Almada Leal, Angel J. Usandivaras, Vicen- 
te Tu mayo (h.) y Arturo Fígueroa. 

Para Jujuy : 

Los doctorea Eduardo TJriondo Tochón, Pedro Bu í trago, 
Héctor Carrillo, Edmundo S. Méndez, Damián Pnch, Héctor 
María González Llamazares, Jorge González López, José B. Ba- 
rre i ro, Esteban Rey y Mario C. Romano. 

Todo lo cual diapusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mf de 
que doy fe. — Roberto Rcpetto. — Antonio Sagarna. — Luis 
Linares, — B, A. Nazar Anckorena. — F. Ramos Mejía, — 
Ante mí; Ramón T. Méndez, 
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Año 1944 — Febrero 



ENRIQUE DANIEL SOBS v. PROVINCIA DE 
SANTIAGO DEL ESTERO 

DEMANDA : Contestación a Ja demanda. Efectos, 
INTERESES: Liquidación. Anatocismo. 

Habiéndose allanado la provincia demandada a la acción 
sobre cobro da cupones vencidos de títulos de un emprés- 
tito emitido por aquélla, procede condenarla a pagar la 
suma adeudada, sin intereses. 

COSTAS i Desarrollo del litigio. Allanamiento. 

Corresponde imponer el pago de las costas del juicio a 
la parte que hizo necesaria la interposición de la demanda 
a la cuat se allanó en su contestación, aunque la actora 
haya aceptado deducir de su reclamación una suma redu- 
cida objetada por la demandada, 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte í 

El caso actual corresponde a la jurisdicción origi- 
naria de V, E., por tratarse de causa civil entre un ve- 
cino de Paraná y la Provincia de Santiago del Estero. 
Así resulta de la información sumaria rendida a fs. 18 
y 23, conforme se admitió en la providencia de fs. 
23 vta. 

Por lo que respecta al fondo del asunto, desde el 
allanamiento de la demandada a fs. 32, quedó reducido 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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a establecer quién debe pagar las costas; cuestión de 
orden procesal, ajena a mi dictamen. Buenos Aires, 
agosto 27 de 1943. — Juan Alvar ez. 
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Buenos Aires, 2 de febrero de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Sors En- 
rique Daniel contra Santiago del Estero, la Provincia, 
sobre cobro de pesos ' \ de la que resulta : 

Que a fs. 15 se presenta D. Carlos Gesino, apode- 
rado de D. Enrique Daniel Sors iniciando demanda con- 
tra la Provincia de Santiago del Este /o por cobro de 
la suma de m$n. 3.621,29 importe de cupones impagos 
de títulos de la deuda pública provincial, con sus inte- 
reses, más el valor de los impuestos nacionales que 
corresponda abonar, y las costas del juicio. 

Expresa que por ley núm. 1447 — y su decreto re- 
glamentario — autorizóse a la demandada a emitir tres 
series de títulos, de los cuales la "B" alcanzó el monto 
de mfn. 4.000.000, con cupones pagaderos el 15 de mar- 
zo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Estos 
títulos — en parte adquiridos por el actor — so decla- 
raron exentos de todo impuesto nacional, provincial o 
municipal, tomando la Provincia a su cargo cualquier 
gravamen existente o que en lo futuro se creara sobre 
el capital y su renta. 

Que el 15 de marzo de 1940 el interventor federal 
en la provincia demandada, doctor Bonastre, dictó un 
decreto mandando suspender el pago de los servicios de 
los títulos que menciona, entre los cuales figuran los de 
Sors. Esta resolución, mantenida luego por el gobier- 
no legal, se funda en razones inadmisibles. Porque laa 
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provincias no necesitan autorización del P. E. Nacio- 
nal para emitir empréstitos, ni la falta de cotización en 
la Bolsa de Comercio puede ser causa bastante para 
el incumplimiento del pago de los intereses de los títu- 
los emitidos. 

Que la deuda por que demanda proviene de cupo- 
nes vencidos e impagos, que acompaña y especifica en 
las planillas adjuntas, los que tienen carácter de docu- 
mentos de crédito al portador, como resulta de lo dis- 
puesto en los arts. 748 y sigtes. del C. de Comercio y 
en los que menciona de la ley 1447 y de su decreto re- 
glamentario. 

Termina pidiendo que, en definitiva, se condene a 
la Provincia en la forma especificada en el exordio. 

Que a fs. 22 el mismo Gesino amplía la demanda 
en la suma de m*n. 421,79, por cupones vencidos con 
posterioridad a su iniciación, elevándose así el capital 
reclamado en la misma a $ 4.043,08 m/n. 

Que corrido traslado de la acción a fs. 23 vta,, la 
contesta a fs. 32, D. Salvador Corminas, apoderado de 
la provincia demandada, el que expresa : 

Que de acuerdo con las constancias de las actua- 
ciones administrativas que acompaña, su representa- 
da reconoce la legitimidad del título invocado en Ja 
demanda. 

Que objeta, sin embargo, la reclamación de la suma 
correspondiente a los cupones vencidos del 15 de diciem- 
bre de 1939 ai 15 de marzo de 1940, cuyo importe está 
depositado en el Banco de Avellaneda —agente paga- 
dor, cuya calidad de tal no desconocía el actor— a la 
disposición de éste. 

Que lia existido así plus petitio correspondiendo, 
por consiguiente, la imposición de las costas del juicio 
a Sors. 
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Termina pidiendo que se tenga por contestada la 
demanda y se provea lo que por ley corresponda. 

Que a fs. 35, D. Carlos Cuno manifestó, a nom- 
bre del actor, que acepta el hecho del depósito que la 
contraparte menciona, para hacer frente a los cupones 
núms. 6 y 7 de la planilla de fs. 10, aunque no la plus 
petitio que del mismo se hace derivar, sobre la base de 
jurisprudencia y doctrina no aplicable al caso, y que en 
cualquier supuesto no eximen a la demandada del pago 
de la diferencia de m$n. 4.003,05, a cuya satisfacción 
debe ser condenada, con intereses y costas. 

Que abierta la causa a prueba por auto de fs. 36 
vta., se produjo la agregada a los autos, a cuyo respec- 
to certifica el Secretario a fs. 45. A fs. 47 y 48 se agrega- 
ron los alegatos de las partes, dictaminando el Sr. Pro- 
curador General a fs. 50. A fs. 50 vta. se llamaron autos 
para definitiva. 

Y considerando: 

Que no es discutible, luego de las man if estaciones 
contenidas en la contestación de la demanda — reite- 
radas a fs. 47 — y en el escrito de fs. 35 — ratificado a 
fs. 48 — que debe condenarse a la Provincia de San- 
tiago del Estero, a pagar al actor la suma de mfn 
4.003,05, en concepto de cupones vencidos de los títu- 
los a que se refiere la causa — arts. 86 y sigtes. de 
la ley 50. 

Que esos mismos antecedentes autorizan a concluir 
que ella debe rechazarse, por la suma de m|n. 40,03, 
respecto de Ja cual loa escritos de fs. 35 y 48 importan 
la conformidad del demandante con la observación for- 
mulada por la contraparte. 

Que tampoco procede la reclamación de intereses, 
de acuerdo con lo dispuesto en el art. 623 del C. Civil 
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y conforme al criterio admitido por el Tribunal en Fa- 
líos: 154, 402; 188, 116 y 118 entre otros; v. también 
Salyat, Obligaciones, 3* ed. pág. 211, núm. 505.- 

Que las costas del juicio deben ser satisfechas por 
la provincia demandada. Desde luego porque el alla- 
namiento no eximo de su pago, si de los antecedentes 
de la causa resulta que fué necesaria la iniciación do 
la misma para el reconocimiento del derecho del actor 
—Palios; 194, 293; 196, 403 entre otros—. Y porque 
la aceptación por el demandante de la procedencia del 
cobro extrajudicial de muy reducida parte de la suma 
demandada no bonifica, en lo demás, la actitud de la 
provincia deudora. 

Que no corresponde pronunciamiento del Tribu- 
nal sobre ningún otro punto, atentos íos términos de 
la petición formulada a fs. 35, y por no existir cues- 
tión concreta planteada en autos. 

En su mérito y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Sr. Procurador General se hace lugar en parte a 
la demanda y, en consecuencia, se declara que la Pro- 
vincia de Santiago del Estero deberá pagar al actor, 
en el término de treinta días la suma de pesos cuatro 
mil tres con cinco centavos moneda nacional. Con cos- 
tas. Hágase saber, repóngase el papol y archívese, 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — B. A. Nazae An- 
chorena — F. Ramos Mejía. 



II 
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NICOLAS KAPUSCINSK1 v. WOL SRUBCHIK 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* 
no federales. Interpretación de normas locales de procedimiento. 

El deereto 4555, sobre reformas en materia de justicia de 
paz letrada, tío reviste carácter federal; por lo cual la 
Interpretación y aplicación de una de sus cláusulas no da 
lugar al recurso extraordinario ni aun so color de perse- 
guirse la unificación de la jurisprudencia existente al 
respecto. (9 de febrero de 1944). 



LUS GUSTAVO DILLON Y RAQUEL BENITEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de ta Corte Suprema, Agentes diplomáticos y 
consulares. 

Corresponde a la Corte Suprema conocer originariamente 
en el proceso sobre lesiones recíprocas promovido contra 
el apresado comercia] a la legación de un país extranjero 
en la República Argentina. (9 de febrero de 1944). 



PROVINCIA DE ENTRE RIOS v. CIA. ENTRERRIANA 

DE TELEFONOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisito* propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Juicios 
de apremio y ejecutivos. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia dic- 
tada en un juicio de apremio que ocasiona al recurrente 
gravamen irreparable. 

IMPUESTO: Interpretación de normas impositiva*. 

La interpretación de las leyes impositivas debe aer restric- 
tiva en cuanto a las exenciones y privilegios establecidos 
por las mismas. 
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IMPUESTO'. Principios gentraht. 
TASAS. 

El concepto de impuestos, que comprende los tributos o 
las cargas publicas sancionadas para baeer frente a Tos 
gastos peñérales de la administración, no se extiende a la 
retribución de servicios que no se exige general e indis- 
tintamente a todos los habitantes de una provincia o de 
un municipio por el hecho de serlo o de poseer propieda- 
des allí, sino a loa que reciben el servicio particular que 
se les cobra. 

TELEFONOS. 

La exención establecida en el art. 15 de. la ley 750 y 2 na 
comprende a las tasas o retribuciones de servicios. 

CONSTITUCION NACIONAL: Cowtitueionahdad e inconstitucio- 
nalidad. Impuestos y contribuciones pro*- huíate». Varios. 

No contraría lo dispuesto en el art, 15 de la ley 750%, y 
no es por ello inconstitucional, la aplicación de la tasa 
establecida en el art. 11 de la ley 3130 de la Provincia de 
Entre Ríos a una empresa de servicios telefónicos ínter- 
provinciales, con respecto a los postes, varillas o parantes 
colocados en caminos de dicha provincia. 

CONSTITUCION NACIONAL: Coustitucionnlidad e inconstitucio- 
natidad. Impuesto» y contribuciones provinciales. Varios. 

La Provincia de Entre Ríos no puede constitucional monte 
aplicar a una empresa de servicias telefónicos interpro- 
vinciales la tasa establecida por el art. 11 de la ley 3139, 
en cuanto a los postes, varillas o parantes colocados por 
dicha compañía en caminos nacionales. 



Sentencia del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos 

En la ciudad de Paraná, capital de la Provincia de Entre 
Ríos, a 23 de setiembre de 1942, reunidos los vocales de la 
Excma. Sala en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal 
de ♦Justicia, para conocer de los recursos deducidos en los 
autos caratulados: "Fisco de la Provincia e. Compañía En- 
trerriana de Teléfonos S. A. - Apremio", respecto de la sen- 
tencia de fs. 99 a 104 vta„ se practicó el sorteo de ley re- 
sultando que la votaeión debía tener lugar en el orden 
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«guíente : doctores Juvenal F. de ta Puente, Héctor E. Ardoy, 
B. T. Aguilar Torrea. 

Estudiados los autos, la Exorna. Sala planteó las si- 
guientes cuestiones a resolver: 1" 4 Qué pronunciamiento co- 
rresponde respecto del recurso de nulidad 1; 2 V {Es ajustada 
a derecho ta sentencia apelada! 

A Ja primera cuestión el vocal Dr. de la Puente, dijo : No 
habiéndose Lecho mérito del recurso de nulidad, corresponde 
tenerlo por desistido — art. 268 del C. de Procedimientos—, 
Así voto, 

Los vocales Dres. Ardoy y Aguilar Torres adhieren al 
procedente voto. 

A la segunda cuestión el vocal Dr. de la Puente, expuso; 
La defensa de inconstitucionalidad puede ser alegada también 
en los juicios de apremio, 110 obstante la disposición expresa 
del art. 5IS del O. de Procs. Civiles, según doctrina consagrada 
por la Sala (auto de mayo 14 de 1937, in re "Municipalidad 
do Paraná c/. Ferrocarriles de Entre Ríos - Apremio"; ver 
J. de E. H., año 1937, pág. 279). Pero entiendo que la senten- 
cia recurrida no s? ajusta a derecho en cuanto declara incons- 
titucional el art. 11 de la ley provincial 3139, porque, confor- 
mo lo demostraré a continuación, ambos poderes legislativos 
— el nacional y el provincial — han obrado dentro de sus órbi- 
tas respectivas. 

En efecto: la ley nacional 750 ! .£ establece» en el art. 15 
que: "Las línens telegráficas nacionales existentes en la Re- 
pública y las que en adelante se estableciesen, serán libres de 
todo impuesto nacional o provincial, con excepción de los mu- 
nicipales, por el término de diez años contados desde la pro- 
mulgación de la presente ley o desde el día de su. estableci- 
miento"; y el art, 1' de la ley nacional 4408 declara compren- 
didas en las disposiciones de la ley de telégrafos nacionales 
de 7 de octubre de 1S75 (ley 7501/*) a las empresas de telé- 
fonos y de radiotelegrafía que liguen un territorio federal con 
una provincia, dos provincias entre si, o un punto cualquiera 
de la Nación con un estado extranjero". Tal lo estatuido por 
el II. Congreso sobre la materia, en uso, precisamente, de las 
facultades acordadas a él por el art. 67, ines. 12, 16 y 28 de la 
Constitución Nacional. 

La Legislatura de la Provincia ba establecido por su par- 
te, el gravamen impugnado, o sea — a estar a los términos de 
la ley respectiva — "una tasa anual de un peso por cada poste, 
parante o varilla emplazados en la vía pública del dominio o 
jurisdicción de la provincia" (art. H de la ley 3139). Tal lo 
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dispuesto por la rama legislativa del gobierno local en ejer- 
cicio, también, de atribuciones que le son propias a tenor de 
los nrts, 104, 103, 106 y 107 de la Constitución Nacional y 
art. 81, inca. 7 y 8, de la Constitución de la Provincia. 

Basta pues, el simple cotejo de las disposiciones trans- 
criptas para advertir que no existe el conflicto de leyes de- 
nunciado por la demandada. Tanto el H. Congreso cuanto la 
H. Legislatura, en ejercicio de facultades constitucionales con- 
currente» —pero no privativas de ninguno de ellos — han 
procedido: a eximir de impuestos — el primero — y a sancionar 
una t *fff« í * i ta segunda. No es la oportunidad entonces, de 
hacer funcionar el art. 31 de la Constitución Nacional. Tam- 
poco es necesario, por virtud de ta simplicidad del caso, hacer 
ía exégesis eonsütueional respectiva. 

No se ha cuestionado en ñutas ni nadie podría cuestio- 
narla valederamente, la amplísima facultad del Congreso para 
eximir de impuestos provinciales (como lo hace la ley 750 1 / &). 
No podría tampoco euesi ion arse idéntica facultad del Congre- 
so para eximir también de tasas y cualesquiera otros graváme- 
nes provinciales. Pero es el caso que, por el órgano de la ley 
750% el H. Congreso sólo ha vsado de dicha facultad en el 
sentido de eximir^ únicamente de. impuestos. De aquí que la 
H. Legislatura de la Provincia hayn podido sancionar, como lo 
ha hecho, la "tasa*' impugnada, sin excederse en el ejercicio 
de su potestad legislativa, ni contravenir ninguna "ley su- 
prema'* de la Nación; pues no podría cuestionarse tampoco 
—-como no se ha cuestionado en autos — la facultad constitu- 
cional de la Legislatura para imponer gravámenes en tanto el 
Congreso de la Nación no dicte una ley exonerando del p;>go 
de los mismos. 

Pero si bien no se ha cuestionado en autos la facultad 
de la H. Legislatura para imponer gravámenes, se pretende, 
en cambio, comprender a la tasa sancionada por el art. 11 
do la ley provincial 3139 dentro de los "impuestos nacionales 
y provinciales" cuya exoneración consagra ía ley nacional 
750Vt. Así lo ha declarado el a gno, haciendo suya la argu- 
mentación de la demanda, pero, a mi juicio, erróneamente. 

Insisto en que el contexto de Ta ley nacional 750% ea 
ab*i,' atañiente claro. Nada autoriza, entonces, una interpreta* 
eión al margen de su expresión literal. El art. 16 del Cód. 
Civil, que rige en genera 1 la aplicación de la ley, así lo esta- 
blece al otorgar p relación a las palabras de la misma para re- 
solver las cuestiones suscitadas; y no otra cosa prescribía el 
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Di gesto al decir: "In fraude m facit qui, salvia verhis le gis, 
Mtentiam ejus ctrcnnve ntt ". (Lib. I, tít. III, ley 30). 

Prescindo, por inconsistente, del argumento que atribuye 
a. simple sutileza la diferenciación entre impuesto y tasa; 
pues, a la luz de la ciencia financiera, no es posible confundir 
hoy estos do» gravámenes, aunque ambos estén comprendidos 
en la denominación genérica de recursos derivados. 

En mérito de las razones aducidas con anterioridad, pres- 
cindiré también del debate sobre el art. 15 de la ley 750^ 
realizado en el II. Senado de la Nación (Diario de Sesiones, 
año 1875, págs. 437 y sigtes. de la reimpresión de 1930). 

Interesa, sin embargo, determinar la naturaleza del gra- 
vamen impugnado — al cuul califica de " tasa " la ley respec- 
tiva — , ya que "atenerse a los términos de la ley'* — en el caso, 
la de 3139 — "para precisar la índole jurídica del gravamen, 
importaría librar a la misma autoridad que lo impone, la in- 
terpretación que debe liársele, a los efectos legales correspon- 
dientes" (Sup, Corte Nac, Fallos: É. 127, pag. 28). 

Opino que no se trata de una tosa stricto sen&tt. No es 
tanipooo. un impuesto, porque no satisface la condición espe- 
cífica ele la qentroüdad, ni tiene por objeto servicios acumu- 
lan ros, ni grava la riqueza poseída (Conf. Bielsa, "Derecho 
Administrativo". N* 503 ía fine). En suma, $c trata de una 
contribución especial, que puede ser una "compensación re- 
munerativa" exigida por la Provincia a los que ocupen la vía 
pública con postes, parantes o varillas, por el liecbo de ocupar 
un bien extraño al patrimonio de los ocupantes; o bien, "sim- 
plemente una especie de compensación por la ocupación de la 
vía póhliea. una especie de arrendamiento" (Conf. G. del P,, 
año 1926. pág. 6!»; Snp. Corte Nacional, t. 127, págs. 18 a 34 
y J. A.: t. 52, págs. 449 y siguientes). 

Pero cualquiera sea la denominación atribuida al grava- 
men impugnado, demostrado que él no es un "impuesto" 
propiamente tal. resulta incuestionable la facultad de la pro- 
vincia para crearlo, porque es doctrina en esta materia, consa- 
grada por la Corte "que una exención no debe consideran» 
sobreentendida cuando el lenguaje empleado por el legislador 
admite otra rnzonahle interpretación: porque semejante inten- 
ción debe ser *Trrr*ada en términos claros e inequívocos o debe 
«urgir por necesaria implicancia del lenguaje usado, porque 
es principio firme que una sitnaeión de excepción que se re- 
clama bajo un régimen legal debe ser interpretado estricta- 
mente en contra del interesado y a favor del Estado. Las 
excepciones nunca se presumen y el que las invoca debe pro- 
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barias claramente, no pudiendo ereáraelan por implicancia o 
inferencia, sino que deben aparecer fuera de razonable duda 
(Sup. Corte de la Nación: fallo N Q 2688 ¡ t. 178, pág. 75 j U 
Ley. t. 6, pág. 1047). 

Por lo demás, la mismo Suprema Corte de la Nación tie- 
ne resuelto que "el hecho de que el telégrafo explotado aea 
nacional en virtud del recorrido de sus líneas, no lo pone fue- 
ra del alcance de la* reglamentaciones locales, en cuanto al uso 
y goce de los bienes del dominio público" y que ' 'la inviola- 
bilidad de la propiedad, consagrada por el art. 17 de la Cons- 
titución Nacional, no puede ser afectada por un gravamen 
que importa la retribución de un servicio recibido' 1 (Conf. 
fallo registrado en J. A., t. 27, pág. 1287 y ley nacional 4408, 
art, 1»). 

Con relación a loa postes emplazados en tos caminos na- 
cionales, también es constitucional el gravamen impugnado, a 
tenor del art. 18 ífl fine de la ley nacional 11.658, que dice 
textualmente: "Este derecho de propiedad" (se refiere a la 
propiedad exclusiva de la Nación respecto de dichos caminos, 
sus ensanches y obras anexas) " no afectará el derecho de la* 
provincias y municipalidades dentro de sus respectivas juris- 
dicciones". 

En cuanto se relaciona con el decreto emanado del P. B. 
de la Provincia en 1» de marzo de 1932, cabe observar lo si- 
guiente : 

Constitucionalmente, es facultad privativa de la Legisla- 
tura la de crear gravámenes (Conet prov., art. 81, inc. 7*); 
consiguientemente, lo es también la de eximir de ellos (mismo 
artículo, inc. li). Sobre el P. E.. en cambio, pesa la obliga- 
ción de hacerlos recaudar (art. 135, inc. 12). En teoría, pues 
— y según prescripción expresa de la ley fundamental — el 
P. K. de la Provincia no habría podido eximir a la demanda- 
da del pago de contribuciones, cuyo establecimiento y cuya 
exención son materia de ley, sin salirse del marco de sus atri- 
buciones y sin faltar al cumplimiento de sus deberes. Cual- 
quier decreto en tal sentido, del poder administrador sería 
nulo, entonces, por no satisfacer uno de los requisitos esencia- 
les del acto administrativo, o sea la competencia (conf. Bielsa, 
Derecho Administrativo, N 9 33, punto c) y nota 44). 

Pero, en el caso, el decreto de marzo 1» de 1932, raya 
validez se sostiene en la sentencia recurrida, se limita única- 
mente a acatar las disposiciones de las leyes nacionales 750% 
y 4408 en cuanto exoneran del pago de "impuestos" — ja 
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■can nacionales, ya provinciales— a las empresas telegráficas 
y telefónicos que reúnan las condiciones de empresas naciona- 
les a tenor de Ta ley 750y 2 . Por é¡, atento lo estatuido por 
las leyes del Congreso que Ic sirven de fundamento, la de- 
mandada estaría liberada solamente de la obligación de pagar 
"impuesto*" provinciales durante el término de diez años a 
contar desde el 1* de marzo de 1932. Sobre eato no existe, ni 
podría existir, cuestión alguna. Más como en autos se persigue 
el cobro de una contribución especial, que no es un impuesto 
— conforme se ha demostrado precedentemente — resulta obvio 
que dicho decreto, aunque válido en la forma circunscripta en 

aue se lo considera, no puede oponerse con éxito al progreso 
e la presente acción. 

Por lo demás, aceptada — como ha sido — la constitucio- 
nal ¡dad del gravamen impugnado, carece de objeto pronun- 
ciarse, sobre la fecha en que empezaría a correr el término de 
una liberación no acreditada en autos. 

En mérito de cnanto dejo expuesto, voto por la negativa. 
Los vocales Dres. Ardoy y Apuilar Torres adhieren al 
precedente voto por análogas consideraciones. 

Por los fundamentos del acuerdo que antecede, se tiene 
por desistido el recurso de nulidad y se revoca la sentencia 
apelada, condenándose a la demandada al pago de la cantidad 
cuyo cobro se persigue, con más los intereses a estilo de Banco 
desde la notificación de la demanda. Las costas por su orden, 
por tratarse de un caso de interpretación — art. 87 del C. de 
Procds. — Héctor E. Ardoy. — B. T. Agiiilar Torres. — J«- 
venal F. de la Puente. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Con arreglo a las leyes 750*4 (art. 15) y 4.408 
(art. 1), las líneas telefónicas que conecten a una pro- 
vincia con otra, o con territorios federales, o con el 
extranjero, estarán libres durante diez años de todo 
impuesto nacional o provincial, con excepción de los 
municipales. Vigente ese sistema, como ocurriera que 
la Compañía Entrerriana de Teléfonos conectaba sus 
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alambres con otros de servicios extraprovinciales, e! 
l. i. de dicha provincia declaró, por decreto del 1* 
de marzo de 1932, que a partir de entonces comenza- 
rían a contarse los diez años de la exoneración (Bol 
Oftc. f agregado a fs. 39). 

Varios años más tarde, la ley provincial 3139, de 
presupuesto para el año 1937, estableció tasa anual 
de un peso por cada poste, varilla o parante emplaza- 
dos en la vía pública del dominio o jurisdicción de la 
Provincia (art. 11) ¡ y al exigirse judicialmente el pago 
de tal gravamen a la Compañía Entrerriana de Te- 
lefonos, lia sostenido ésta que se trata de uno de los 
impuestos exonerados, en tanto que la Provincia alegó 
que lo cobrado no era impuesto, sino precio de un ser- 
vicio Por sentencia que obra a fs. 128 de estos autos, 
la bala en lo Civil y Comercial del Superior Tribunal 
de Entre Ríos, condenó a Ja Compañía a pagar lo que 
por tal concepto se le cobraba, y con tal motivo trae 
ahora la parte demandada un recurso extraordinario 
ante \ . E., cuya procedencia emerge de haberse puesto 
en tela de juicio la interpretación de una ley especial 
del Congreso. 

Por lo que respecta al fondo del asunto, V. E. 
tiene resuelto en 127: 18 ("The United River Píate 
Telephone C* Ltd. v. Municipalidad de la Capital Fe- 
deral") que la exigencia de una contribución por ocu- 
par vías públicas con postes de teléfono no es impuesto 
sino pago de servicio. Supuesto que la exoneración se 
refiere a impuestos, y como todas las de su clase, ha 
de ser interpretada restrictivamente, pienso que la ju- 
risprudencia aludida sería aplicable al caso sub-judice. 

Ciertamente el funcionamiento normal de una línea 
telefónica requiere colocar postes en las vías públicas, 
y huelga decir que si el precio de esa ocupación quedase 
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librado al criterio exclusivo de las legislaturas provin- 
ciales, pudiera ocurrir que una elevación arbitraría de 
la tasa perturbara el servicio y aun lo hiciese imposi- 
ble; pero en parecida situación se hallan todas las em- 
presas que utilizan la vía pública y es normal que pa- 
guen algo por ello. La propia ley 750 % admite se cobre 
no sólo tasas sino también impuestos municipales a las 
de teléfonos. Si el precio exigido resultare excesivo o 
confíscate rio queda et remedio de atacar su constitu- 
clonalidad por ese motivo y no porque la provincia 
careciera de jurisdicción para imponerlo; confiscación 
o exceso referibles en todos los casos a cuestiones de 
hecho, libradas por completo a la apreciación de los 
jueces. 

En eu mérito, y como aunque el pago de osa tasa 
disminuya algo las utilidades de la empresa, no resul- 
ta quo llegue a obstaculizar el buen funcionamiento de 
la compañía demandada, corresponde mantener, por 
sus fundamentos, el fallo de fs. 128. Buenos Aires, di- 
ciembre 29 de 1942, — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 10 de febrero de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario interpues- 
to por la Compañía Entrerriana de Teléfonos contra 
el fallo de la Sala en lo Civil y Comercial del Superior 
Tribunal de Justicia de Entre Ríos, que hace lugar a 
la demanda de la misma sobre cobro por apremio de 
sumas de pesos moneda nacional provenientes de tasas 
que afectan a la aludida compañía por los postes, pa- 
rantes o varillas de sus líneas, emplazados en la vía 
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pública <art. 11 de la ley 3139, de presupuesto de la 
actora), y 

Considerando : 

I) Que consentida por la demandada la jurisdic- 
ción provincial que en el escrito de responde observó, 
arguyendo el fuero fcrjerul — fs. 4*1 — y que el Juez de 
1* Instancia rechazó — fs. ííi) — las cuestiones a resolver 
por esta Corte en función del recurso extraordinario 
del art. 14 de la ley 48, son las siguientes: a) proceden- 
cia de dicho recurso contra una sentencia, como la de 
autos, dictada en juicio de apremio; b) alcance a tasas, 
como gravamen fiscal, de la exención de impuestos 
establecida por la ley naeional 750 % en su art. 15; c) 
capacidad constitucional de la Provincia de Entre Ríos 
para gravar como "tasa'' o "retribución de servicios" 
la ocupación con postes, varillas o parantes de la com- 
pañía demandada de caminos de propiedad nacional. 
Las demás cuestiones discutidas son extrañas al reme- 
dio federal, pues no cabe a la Corte decidir si el Poder 
Ejecutivo Provincial pudo o no, sin ley dentro de su 
régime. constitucional, eximir a la compañía de impues- 
tos o lusas; y notoriamente fué introducida fuera de 
oportunidad la defensa de la recurrente pobre facultad 
naeional exclusiva de reglar el comercio interprovin- 
cial, de acuerdo con el art. 67, inc. 12, de la Constitu- 
ción —Cap. II del memorial ante la Corte de fs. 162— 
pues en el curso del pleito en las instancias provincia- 
les no se mencionó ese argumento y los jueces no pudie- 
ron pronunciarse a su respecto (Fallos: 175, 262; 179, 
54 entro muchos otros en constante jurisprudencia). 

II) Que ni las partes contendientes ni el Ministe- 
rio Público han formulado — directa ni indirectamen- 
te — observación alguna referente a la procedencia del 
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recurso extraordinario contra una sentencia en juicio 
de apremio, ya que el art, 14 de la ley 48 se refiere a 
sentencias definitivas de última instancia de tribunales 
provinciales y no se comprenden en ellas, en general, 
las ejecutivas o do apremio que dejan abierto al vencido 
el juicio ordinario; precepto establecido en el Código 
de Procedimientos Civiles de la nctora (art. 497). Pero, 
se lia invocado por la recurrente la circunstancia del 
agravio irreparable que causa a la misma un fallo que, 
computados los seis años corridos con posterioridad a 
la demanda, importa casi trescientos mil pesos y que, 
además, es de flagrante violación al art 31 de la Cons- 
titución Nacional ; cita a tal efecto varios fallos de esta 
Corte, 154, 78; 107, 423; 98, 309; 103 ; 373. (Otrosí del 
memorial de fs. 162). 

En efecto, a razón de $ 42.351, desdo 1D37 a 1943 
inclusive, importan $ 290.317 más los que se sumarán 
en el curso del juicio ordinario de repetición, cantida- 
des que, a ser justa la defensa, causarán un agravio 
irreparable que puede llegar basta la perturbación del 
buen servicio de la compañía, lo cual se tuvo en cuenta 
en el caso Bazán Smith contra San Juan — 158,78 — 
Compañía líidro Eléctrica de Tucumán contra Muni- 
cipalidad de Tucumán —167, 423— Ferrocarril Central 
Argentino contra Municipalidad de La Banda — 182, 
293 — y otros similares. 

Por ello se declara procedente el recurso extra- 
ordinario. 

III) Que el distingo económico financiero y con- 
siguiente discriminación jurídica entre impuestos y ta- 
sas o retribución de servicios ha sido categórico y cons- 
tantemente decidido por epta Corte (Fallos: 113, 165; 
114, 298; 115,174; 116,260; 118,268; 119,122; 121,74; 122, 
56, 100 y 232 ; 123, 201 ; 120, 372; 127, 18; 183, 181 y 190, 
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y oítob) y también ha decidido el Tribunal que en ma- 
teria de exenciones y privilegios respecto de las leyes 
de impuestos la interpretación debe ser strictissimi juris 
(Fallos: 113, 165 y otros concordantes) ¡ de manera que 
si la ley 750 % exime de impuestos y la ley entrerriana 
discutida crea una tasa, "ontraprestación por un ser- 
vicio que realiza el Estado; y si no se ha disentido, ni 
menos probado la inexactitud del carácter mencionado 
en el gravamen» justo os que so reconozca el derecho 
que asiste a la demandante para cobrarlo a la deman- 
dada. "Impuestos. , puede considerarse que compren- 
de a los tributos o cargas públicas sancionadas para 
hacer frente a los gastos generales de la administra- 
ción, y no se extiende a la retribución de servicios que 
no se exige general e indistintamente a todos los habi- 
tantes de itin municipio" (o de una provincia) "por el 
hecho de serlo o de poseer propiedades en él, Bino a 
los que reciben el servicio particular que se les cobra** 
(Palios: 120, 372; 127, 18). 

IV) Que la facultad provincial de establecer y 
hacer efectivo el gravamen establecido en el art. 11 de 
las leyes 3159 y 3180, se reconoce, en términos genera- 
les,. Corresponde, a su turno, decidir si osa tasa o retri- 
bución de servicios, puede referirse y alcanzar a los 
"postes, varillas o parantes" que la Compañía Entre- 
rriana do Teléfonos ha fijado en caminos nacionales, 
de propiedad exclusiva nacional, a pesar de la salvedad 
hecha por el art. 18 de la ley nacional 11.658 al precep- 
tuar:... "Este derecho de propiedad no afectará el 
derecho de las provincias y Municipalidades dentro de 
sus respectivas jurisdicciones"; y la demandada ha 
sostenido, en todo el curso del pleito (fs. 51 vta. y 
sigtes. letra d) ; 87 vta., 169, Cap. III) que es incom- 
patible el cobro que se persigue, el que tendría como 
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fundamento, según el fallo recurrido — fs. 130 vta. y 
131— el pago de una especie de arrendamiento o com- 
pensación por la ocupación do la vía pública, porque 
la vía pública que se ocupa no es de la provincia sino 
de la Nación. Tal os, en efecto, la justa doctrina y re- 
sulta ineficaz la cita de fallos de esta Corte registrados 
en el tomo 127, pág, 18 y J. A. t. 52, pág. 449, porque en 
ambos la propiedad de la vía pública era del poder que 
había establecido el gravamen, con derecho, por lo tan- 
to, a cobrar un servicio prestado, una especie de arren- 
damiento, la compensación por el uso de un bien de sn 
pertenencia, pero en el caso en examen, Entre Ríos, 
no presta ningún servicio, no cede ningún uso de cosa 
propia; y los derechos que la ley nacional 11,658 le 
reconoce sobre los caminos nacionales, son los de juris- 
dicción y policía que mencionan los arts. 104, 105 y 106 
do la Constitución Nacional. Esta Corte ha decidido 
que la Municipalidad puede cobrar tasas por servicios 
prestados on la propiedad de una institución nacional 
(Banco do la Nación Argentina contra Municipalidad 
de la Ciudad de Buenos Aires, Fallos: 192, 20 y 53} 
pero, naturalmente, se trataba de servicios efectivos 
— alumbrado, barrillo, limpieza; inspección de instala- 
ciones mecánicas— que el Banco no atendía por si 
mismo y que no afectaba la propiedad de loa inmuebles 
gravados. 

En su mérito y de conformidad, en parte, con el 
dictamen del señor Procurador General, se confirma la 
sentencia recurrida en lo principal, declarándose que 
la Provincia de Entre Ríos puede establecer tasas co- 
mo la que se ejecuta en autos por la colocación de pos- 
tos, varillas o parantes de la Compañía Enterriana de 
Teléfonos en los caminos de propiedad provincial, y 
se la revoca on cuanto se refiere a esa colocación en 
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caminos de propiedad de la Nación. Hágase saber y 
devuélvase, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Saoarna. — B. A. Nazar 

AncIIORENA. 



PABLO BARDIN Y CÍA. v, PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAOUDIXAIilOi Requintos propios. Resolución 
contraria. 

Es procedente el recurso extraordinario contra la senten- 
cia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de 
Buenos Aires que rechaza la demanda eontencioso-admi- 
nistrativa promovida ante ella, aun cuando haya omitido 
pronunciarse sobre las cuestiones federales planteadas, por 
considerarlas ajenas a su jurisdicción. 



Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires 

En la ciudad de La Plata, a 26 de octuhre de 1943, reuni- 
da la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para 
pronunciar sentencia definitiva en Ta causa "Pablo Bardin y 
Cía. Sociedad Mercantil en Comandita contra Poder Ejecutivo. 
Demanda contencioso-administrativa 1 ', se procedió a practicar 
la insaculación de ley, resultando que en la votación debía 
observarse por los Sres. jueces el orden siguiente : Pres. Casas 
Peralta, Pació, Mnurice Ecliagüe, Morena Huevo, Argañaraz, 
Brunct (h.) t Quijano. 
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Antecedentes 

El Dr. Manuel Vales, en su carácter de apoderado de la 
sociedad Pablo Bardin y Cía., se presenta ante esta Corte en- 
tablando demanda contencioso-administrativa contra el P. E. 
de la Provincia. 

Manifiesta el aetor que su mandante había celebrado con- 
tratos de representación con algunos farmacéuticos estableci- 
dos en esta provincia, realizados al amparo de las prescripcio- 
nes de la ley 4534 y al amparo de los derechos conferidos en 
los códigos Civil y Comercial y en las constituciones Nacional 
y Provincial, 

En ese estado, la Dirección Oeneral de Higiene de la Pro- 
vincia, con fecha 14 de julio de 1942, dicta una resolución por 
la cual declara en infracción a disposiciones de la ley 4534 a 
los que hubieren firmado tales contratos con la sociedad de- 
mandante y emplazándolos, para que en el término de 10 días 
rescindan los mismos. 

Apelada dicha resolución ante el Ministerio de Obras Pú- 
blicas, éste se espide el 16 de agosto de 1942, confirmando en 
todas sus partes la resolución recurrida. 

Considera el actor que: la resolución de la Dirección Ge- 
neral de Higiene no tiene facultades para impedir que loa 
farmacéuticos establecidos con farmacia autorizada acepten 
esa claso de representaciones; luego, es ilegal; que es también 
ilegal la resolución del P. E„ pues éste entiende que se trata 
do un monopolio, de un "trust" inexistente, pero que, aún en 
el caso de existir, no es fea la rama de gonierno que tiene com- 
petencia para reprimirlo, sino los tribunales de justicia. 

Por tanto, solicita la anulación de las resoluciones de la 
Dirección General de Higiene y del P. E. de la Provincia. 

Corrido traslado al Sr. Fiscal de Este do, éste lo evacuó 
solicitando el rechazo de la acción instaurada, con costas. 

Llamado autos y hallándose la causa en estada de dictar 
sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las si- 
guientes cuestiones: 1») ¿Es procedente Ja demandaí Caso afir- 
mativo: 2*) ¿E fundada f 



Votación 

A la primera cuestión el Sr. Juez Dr, Casas Peralta dijo: 
La Dirección Oeneral de Higieue, por resolución de fecha 
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14 de julio dé 1942, declaró en infracción a las disposición*» 
de la ley 4534 a varios farmacéuticos establecidos en la Provin- 
cia que habían suscripto con la firma aetora —propietaria de 
Ja Droguería, Laboratorio y Farmacia Franco Inglesa de la 
Capital Federal— un contrato por el cual ésta les acordaba 
su representación; disponiendo al propio tiempo hacer saber 
a Jos alcanzados con la medida que debían proceder a la resci- 
sión de los contratos en el término de diez días y retirar de la 
vista del público los letreros, afiches, publicaciones, etc., que 
señalen a sus farmacias como representantes de aquella firma. 
.Apelada tal resolución fué confirmada por el P. E. por decre^ 
to de fecha 1S de setiembre de 1942, contra el cual la sociedad 
actora deduce la presente acción contencioso-admimstrativa. 

El Sr. Fiseal de Estado, al responder la demanda, pide 
su rechazo por consideraría improcedente en razón de que, a 
su juicio, no existe un derecho administrativo preexistente es- 
tablecido en favor de la demandante que resulte vulnerado 
por el acto del Gobierno. 

Así lo entiendo también. La sociedad actora formalizó los 
contratos a que acabo de aludir con propietarios de farmacias 
establecidos en la Provincia acordando, como dije, su repre- 
sentación y el Gobierno, considerando que tales contratos in- 
fringían la ley 4534 por las razones que dió, tomó las medidas 
que juzgó necesarias psra impedir los resultados que en con- 
creto apuntó en la resolución impugnada. ¿Vulneró con tales 
medidas un derecho administrativo establecido en la citada ley 
en favor del reclamante T Y en eu caso: iCuál sería ese de- 
recho f 

La demanda da solución a las dos preguntas, manifestan- 
do que la ley 4534 no le impide realizar tales contrataciones y 
que de esa falta de prohibición expresa surge su derecho ad- 
ministrativo "consagrado por la ley 4534 sobre ejercicio de la 
farmacia" que es el vulnerado por la resolución cuya revo- 
catoria persigue; añade que dicha resolución vulnera asimis- 
mo los arts. 14 y lí> de la Constitución Nacional y 24 de la 
Provincial, pero tales cuestiones, ajenas a la acción intentada, 
no pueden ser consideradas por el tribunal, ya que no se plan- 
tea demanda de inconstitucinnnlidad (ver escrito de fs. 34) 
ni podría plantearse con referencia a clausulas de la Carta 
Fundamental de la Noción. (Art. 140, inc. 1* de la Constitu- 
ción). 

Y bien; no es necesario mayores consideraciones para 
poner en evidencia que en el caso está ausente el requisito bá- 
sico que, con razón a mi juicio, niega el Sr. Fiscal de Estado. 
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ÍA libertad de trabajo, la libertad de ejercer toda industria 
Mcita la libertad de comerciar, a qne alude el reclamante en 
m demanda no es materia que pueda invocarse como razón 
en una demanda de esta naturaleza y las reatas de derecho 
privado, a laa que también se remite la adora, tampoco pueden 
ier motivos fundaméntale* de esta acción. . 

ta sociedad demandante no tiene farmacia establecida 
en el territorio de la Provincia y por eso no puede estar alean- 
zada por las disposición™ de la ley 4534 que se ha dictado con 
el fin de reglamentar el ejercicio de la farmacia y demás artes 
de curar dentro de la Provincia y no fuera de ella y cuyo 
art. 1* sujeta tal ejercicio a lo que prescribe esa ley y a ios 
reglamentos que dicte el P. E. con intervención de la Direc- 
ción General de Hi-iene "a quien corresponde velar por su 
cumplimiento". Por tanto, ninguna disposición de esa ley ña 
podido establecer un detecho administrativo en favor de una 
sociedad extraña a la Provincia, ya que no ha legislado para 
ellas. 

Por lo demás, si la "Franco Tnsrlesa" celebró con propie- 
tarios de farmacias establecidas en lo Provincia un contrato, 
euvo cumplimiento habría de traerle beneficios económicos de 
importancia que no se han producido, dirimo la sociedad tos 
resultados de esas contrataciones con sus co-eon trotantes, pe- 
ro no con la Provincia que nada convino cbn ella y cuyo Poder 
Administrador, al dictar la resolución que se objeta, no tuvo 
otra mira que la de proceder como autoridad rectora, apar- 
tando de la gestión farmacéutica, dentro de su territorio, acti- 
vidades, que considero al mnnren de la ley reglamentaria. Si 
a raíz de esa resolución sufrió la actora un perjuicio de carác- 
ter patrimonial, tal perjuicio habrá obedecido a su propia 
actitud o a la asumida por el farmacéutico de la Provincia 
que procedió fuera de sus atribuciones y. en este caso, busque 
frente a él su reparación. T sí la medida adoptada ha impor- 
tado, en su opinión, atentar contra sus derechos de índole 
constitucional, reclame por la vía pertinente ante quien co- 
rresponda pero no por la eonteneioso-administrativa, a la qne 
solo puede servirle de fundamento un dereebo de earñcter 
ndministrativo que anuí no ar-arree. f Art. 140, inc. 3» de la 
Constitución y art. 1* del Cód. Cont. Admmist. y nota de 

Por estas consideraciones estimo improcedente la demanda 

Y así lo voto. _ _. 

A la primera cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Fació 

dijo: 
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Adhiero a lo manifestado por el Sr. Juez Dr. Casas Pe- 
ralta en cuanto conceptúa que la ley 4534 reglamenta el 
ejercicio de la farmacia y demás artes de curar dentro de la 
Provincia solamente. 

La Franco Inglesa es una sociedad ajena a la jurisdicción 
provincial, no tiene establecimiento ni sede dentro de la misma, 
y al amparo de la interpretación que sostiene, no ya de la ley 
4534, sino de su silencio, pretende actuar en el territorio de 
la Provincia por intermedio de sus re presen I antes gozando de 
los derechos que pudiera otorgarle sin compartir las responsa- 
bilidad™ que apareja o haciéndolo en menor escala que Jas 
farmacias establecidas dentro deí territorio de la Provincia 
que la soportan íntegramente. 

El P. E. en uso de facultades que le son privativas ha 
resuelto prohibir los contratos prealndidas para evitar que por 
medio de las representaciones que allí se establecen se pro- 
duzca una infiltración económica contraria al espíritu de la 
ley 45Í14 pues ello implicaría "subaitornizar la actuación del 
farmacéutico al perder éste individualidad, y en parte, res- 
ponsabilidad, transformándolo en casi un simple vendedor 
por cuenta de tercero 11 (resolución de 14/7/42 confirmada 
por el P. E. exp. S. 247/1942 M. de O. P.). 

Debe tenerse en cuenta, como se puntualiza en la misma 
resolución que la ley 4534 "preconiza y busca que al frente 
do las farmacias esté un profesional competente y responsa- 
ble" y que con el sistema quedaría implantado, de aceptarse 
los contratos de representación, la grave responsabilidad emer- 
gente del ejercicio de un arte o comercio en el que está intere- 
sada la fallid pública, podria diluirse y hasta hacerse imposible 
de determinar, dada la imposibilidad de establecer las respec- 
tivas órhitas de actuación de representante y representado. 

No debe olvidarse que en el ejorc'cio de una profesión 
liberal, como la que reglamenta la l^y 4534, el factor humano, 
desempeña una función personal básica y sustancial, que siem- 
pre será preponderante cualquiera sea la magnitud de la acti- 
vidad económica que pueda desarrollarse en torno suyo. 

En la más favorable de las interpretaciones podría conce- 
derse que ante el silencio de la ley, se haya creído facultada 
a pactar los contratos que celebró por falta de una norma 
prohibitiva expresa, pero también es indudable que una vez 
producido el conflicto entre un derecho que se pretende fincar 
en el silencio de la ley, por una parte, y el espíritu de la 
misma por el otro, el P. E. ha podido y debido por los resor- 
tes administrativos a su alcance, proveer a que aquel no se 
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wa desvirtuado procediendo en consecuencia a resolverlo "sin 
otra mira que la de proceder como autoridad rectora, apar- 
tando de la gestión farmacéutica, dentro de su territorio, acti- 
vidades que consideró al m arpen de la ley reglamentaria" co- 
mo acertadamente lo destaca el Sr. Juez Dr. Casas Peralta, y 
movilizando en favor de la colectividad toda "el sistema de 
los principios jurídicos que regulan la actividad del Estado, 
para el cumplimiento de sus fines" (Orlando "Príncípíí di 
Dirii to A mminisíra tivo"). 

Opino pues» que la demanda es improcedente por cuanto 
la AociedHd recurrente carece de derecho para invocar los be- 
neficios de la ley 4534, por estar ajena a su jurisdicción. 

No así en lo referente a la existencia y planteamiento del 
caso administrativo en sí. pues las disposiciones de lew nrts. 1» 
y 28, ine. invocados por el Sr. Fiscal de Estado no pueden 
ser (sotaventes m materia tan compleja y frondosa como es 
el contenido del derecho administrativo, cuya doctrina se am- 
plifica y divide continuamente por la íntima vinculación que 
aquel tiene con la noción de estado, y que ha hecho decir a un 
eminente tratadista que "por de pronto reina la más completa 
anarquía en cuanto a Ta fijación de los límites más generales 
de la materia que debo tratarse en el derecho administratvo" 
(Pos\DA. Derecho Administrativo, T. I), 

Es indudable pues que el caso administrativo ha podido 
generarse en el presente caso, pero alcanzaría tan sólo, a las 
otras partes contratantes, que han acatado la resolución del 
P. E. que no son parte en esta demanda, y no a la sociedad 
recurrente. 

Por ello, adhiero a los fundamentos de la opinión del Sr. 
Juez Dr. Casas Peralta y voto también por la negativa. 

El Sr, Juez Dr. Man rice Echatrúe, votó también por la 
negativa aduciendo fundamentos idénticos a los expuestos por 
los Sres. Jueces Dres. Casf„í Peralta y Fació. 

A la primera cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Moreno 
Huevo, dijo: 

Estimo como los Sres. jueces preopinantes que en SU 
a#preto contoncioso-ndniiuistrotivn esta demanda no ha podido 
deducirse por la sociedad aetorn que no tiene establecimientos 
en la Provincia y a la que por consiguiente no podrían apli- 
carse las disposiciones de la ley 4534. B»jo este punto de vis- 
ta, si nlp-ún derecho acordado por tea ley hubiera sido desco- 
nocido o menoscabado por las decisiones administrativas que 
se cuestionan, la acción respectiva correspondería exclu/iva- 
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mente a los farmacéuticos locales cuya representación no co- 
rresponde a la actora. 

Y si se alegara que dichas decisiones violan o desconocen 
derechos de otra índole en cuanto atenían contra la libertad 
de contratar establecida por la Constitución Nacional y regla- 
mentada por tos códigos de fondo, es obvio que la reparación 
do tales agravios no podría buscarse por la vía elegida desde 
que el caso no encuadraría en lo dispuesto por el art. 1» del 
Código Contencioso Administrativo, según se ba resuelto rei- 
teradamente en situaciones análogas (ver entre otras Serie 
XVI, T. 10, pág. 20; T. VII, pág. 473 ¡ Serie XVII, T. 7, 
pag. 179; T. IV, pág. 450, etc.). 

Voto por la negativa. 

A la primera cuestión planteada el Sr, Juez Dr. Argaña- 
rax, dijo: 

Considero también que corresponde linear lugar a la ex- 
cepción de falta de jurisdicción que. como defensa de fondo, 
ba opuesto el Sr. Fiscal de Estado al contestar la demanda, y 
paso a dar los fundamentos de mi voto para dejar a salvo 
conceptos ya vertidos en casos anteriores neerca del "caso con- 
tencinso-administrativo", pues la definición contenida en el 
art, P del código de la materia no tendría a mi juicio el alcan- 
ce limitado quo resulta de la literalidad de sus términos. 

Para que ocurra el caso de conflicto oontencioso-adminis- 
trativo que esta Corte debe dirimir con arreplo a lo dispuesto 
en el art. 149, inc. 3» de la Constitución, no es indispensable 
que el derecho del particular vulnerado por el acto adminis- 
trativo sea un derecho que tenga su fuente en "una ley, un 
decreto, un reglamento u otra disposición administrativa pre- 
existente", spgún lo expresa el texto legal citado, fijando un 
concepto general del caso contencioso-administrativo, aunque 
no excluyen te de otros que no podrían tener otra solución ade- 
cuada que por la vía querida por el precepto constitucional al 
instituir el tribunal de lo contencioso-administrativo. 

Tal sucedería, por ejemplo, cuando el acto de autoridad 
que lesiona el derecho del administrado, lo ha sido en ejercicio 
de una actividad que haya sido relinda por las normas admi- 
nistrativas que encuadran y limitan ese ejercicio y amparan 
de ese modo el derecho individual frente a la administración. 

Son situaciones que han sido contempladas por el mismo 
Código Contencioso Administrativo, como así resulta de lo es- 
ta mVeido en los arta. 2* y 30, y que el propio Codificador ha 
admitido al reproducir acertados conceptos de Vivten y reco- 
nocer que el contencioso-admínistratív-o nace, no tanto de la 
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circunstancia de ser el derecho lesionado un derecho recono- 
cido al particular por una ley o una disposición administrativa 
preexistente cuanto de la violación de las normas que reglan 
la actividad administrativa; por lo que la materia contencioso- 
adminifttrativa "se compone de todas las reclamaciones funda- 
das en la violación de las obligaciones impuestas a la adminis- 
tración por las leyes o reglamentas que la rigen, o por los con- 
tratos que ella suscribe*'. 

Es la teoría desenvuelta en los fallos del Tribunal: Serie 
4», T. IX, pág. 473; Serie 5* T, X. pág. 523; Serie 6% 
T. Ilí, páír. 91 ; Serio 12*, T. IV. páff. 154; Serie 11% T. III, 
pág. 532; T. VI, pág. 5t>4; Serie 17*. T. VI, pág. 305. 

Por consiguiente: no habría sido dudosa la procedencia 
de la acción si la hubiesen deducido los farmacéuticos al can- 
sados por la resolución prohibitiva de la Dirección General de 
Higiene acerca de \m contratos celebrados con la actora, pues 
ae habría recl timado de un acto administrativo que había hecho 
aplicación de la ley 4534 que regla el ejercicio del arte de cu- 
rar por los que la pmetiean dentro de la Provincia y «e hayan 
sujetos a la fiscalizaron que incumbe a la autoridad guber- 
nativa en uso de fus poderes de policía. 

En cambio; no podría reconocerse igual personería a la 
sociedad demandante, m cuanto ella no se halla comprendida 
en la ley administrativa citada, dado que como bien lo pun- 
tualiza él Sr. Juez Dr. Casas Peralta, dicha sociedad no tiene 
farmacia establecida en el territorio de la Provincia y por 
eso no puede estar alcanzada por lns disposiciones de la ley 
4534 que se ha dictado con el fin de reglamentar el eiercicio 
de la farmacia dentro de la Provincia y no fuera de ella". 

Así, pues; si la resolución de la Dirección General de Hi- 
giene, confirmada por el P. E., ha podido lesionar al recu- 
rrente, en cuanto afretaría el ejercicio de su derecho de con- 
tratar. Ta impugnación tendría que ser por otra vía que la 
elegida. 

Pnr ello y consideraciones concordantes aducidas por el 
Sr. Jue¿ de primar voto, doy también el mío por la negativa. 

A la primera cuestión planteada el Sr. Juez Dr. Brunet, 
dijo: 

Por las consideraciones de las Sres. Jueces Dres. Casas 
Pera'ta y Moreno Hneyo y las concordantes de los votos de 
los jueces Dres. Fació y Árgaííaraz, voto por la negativa. 

El Sr. Juez I)r. Ouijano, votó por la negativa, por las 
consideraciones de los Sres. Jueces Dres. Casas Feralta y Mo- 
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reno lluevo y las concordantes de los votos de los Sres. Jue- 
ces Dren, Faeio y Argañaraz, 

Atento a la forma como ha sido resuelta la cuestión pri- 
mera, el tribunal resolvió no ocuparse de la segunda cuestión 
planteada. 

Sentencia 
Y vistos : Considerando x 

Que no existe un derecho administrativo preexistente es- 
tablee i (Jo en favor de la demandante que resulte vulnerado 
por el acto que se impugna (art. 149, inc. 3' de la Constitu- 
ción y 1* del Código Contencioso Administrativo). 

Que si la resolución vulnera los arts. 14 y 19 de la Cons- 
titución Nacional y 24 de la Provincial como se pretende, 
dichas cuestiones son ajenas a la acción intentada, piies, no se 
ha promovido demanda de ineonstitucionalidad ni podría plan- 
tearse con referencia a cláusulas de la Carla Fundamental de 
la Nación (art. 149. inc. 1* de la Constitución); 

Por ello y demus fundamentos del acuerdo que antecede 
so desestima por improcedente la demanda interpuesta. — Ca- 
sas Peralta. — Argañaraz, — Fado. — Maurice (A.). Quu 

jano. — Brunet. — Moreno Hueyo, 



Dictamen del Procuhador General 

■ 

Suprema Corte: 

Los fundamentos del proveído de fs. 72 vta. de loa 
autos principales son suficientes para justificar la de r 
negación que contiene del recurso extraordinario de ape- 
lación interpuesto para ante V. E. Se ajusfa, por lo 
demás» dicho fallo a la doctrina de la Corte Suprema 
en causa "Compañía Sud Americana de Servicios Pú- 
blicos contra la Municipalidad de Olavarría, ineonstitu- 
cionalidad de una ordenanza' 1 sei* ¿encía del 3 de julio de 
1936, de acuerdo a mi dictamen. 

Aquí, como allí, no existe lesión irreparable para 
el recurrente toda vez que sus derechos puede hacerlo» 
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valer en juicio ulterior donde discuta por la vía que 
corresponde la inconstitucionalidad que ahora no ha ar- 
ticulado, según lo afirma a fs. 34, donde somete el caso 
a la vía contcneioso-administrativa en la que solamente 
puede decirse acercu de la interpretación y aplicación del 
derecho local. La sentencia de fs. 52/57 ha desestima- 
do, en efecto, por razones del preindicado carácter. 

Corresponde, pues, desestimar el presente recurso 
directo. — Buenos Aires, diciembre 29 de 1043. — Juan 
Alvares. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de febrero de 1944. 

Vista la precedente queja caratulada "Recurso de 
hecho deducido por Ir parte aetora en los autos Bardin 
Pablo y Cía. Sociedad Mercantil en Comandita e/. Po- 
der Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires*', para 
decidir sobre su procedencia ; y 

Considerando : 

Que fundándose en la ley 4534 reglamentaria 'del 
ejercicio do la medicina, farmacia, etc., de la Provincia 
de Buenos Aires y en concordantes preceptos legales y 
constitucionales — nacionales y provinciales — la recu- 
rrente dedujo demanda contcneioso-administratíva con- 
forme a los arts. 1 y siguientes del código de la mate- 
ria contra el Superior Gobierno de la Provincia de 
Buenos Aires pidiendo nulidad y revocatoria de la re- 
solución que, confirmando una do la Dirección General 
de Higiene, anuló contratos celebrados con varias far- 
macias establecidas en la provincia para la represen- 
tación de la aetora, provisión de medicamentos, drogas, 
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etc. La invocación expresa de la ley 4534 está hecha en 
las fs. 14, 18, y la crítica de la resolución gubernativa 
en cuanto invoca los nrts. 16, 17 y 19 de dicha ley está, 
asimismo, amplia y claramente hecha a fs. 18 v. a 21 
y 27 v. y siguientes, y en los capítulos VII y VIII 
plantea varias cuestiones do inconstitneionalidad de- 
jando preparado el recurso ante esta Corte Suprema. 

Que la Suprema Corle provincial desestimó la de- 
manda de Bardin y Cía. porque no estando dicha so- 
ciedad establecida en la provincia no le afecta la ley 
4534 que sólo contempla las farmacias, droguerías, etc. 
que tienen tal radicación; porque la aetora no podía 
invocar un derecho surgido de una ley, decreto o reso- 
lución administrativa conforme al art 1* del Código 
de Procedimientos de lo Contencioso Administrativo 
quedándole expedita la vía judicial ordinaria por in- 
constitucionalidad que creyere pertinente — fs, 52 de 
los autos principales — por lo cual no se pronunció so- 
bre esas cuestiones y consiguientemente negó el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 61. 

Que se trata de una sentencia definitiva de única 
instancia de las previstas en el art. 14 de la ley 48; 
que las cuestiones constitucionales han sido oportuna y 
debidamente planteadas conforme a lo preceptuado en 
el art. 15 de dicha ley y jurisprudencia constante de 
esta Corte. La omisión del pronunciamiento provincial 
sobre esas cuestiones no es óbice al progreso del reme- 
dio federal, pues el silencio o la expresa o tácita ne- 
gativa de los tribunales provinciales o nacionales (ley 
4055, art. fi 9 ) no puede anular los fines superiores que 
lo informan conforme al art. 31 de la Constitución Na- 
cional; y, entre otros varios casos, así lo dijo expresa- 
mente esta Corte en uno similar al presente registrado 
en el tomo 176, pág. 330 —último considerando— que 
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dice así: "Que en este último raso, aun cuando la Su- 
prema Corte provincial no se huya pronunciado sobre 
las 'jucst iones federales que le fueron planteadas decla- 
rando no hallarse habilitada pira hacerlo, el recurso 
debe abrirse» pues en tal supuesto ella viene a ser el 
tribunal de última instancia a que se refiere el art. 14 
de la ley 48. De no resolverse la cuestión en esta forma, 
prácticamente todos los litigios derivados de sentencias 
que puedan afectar- a particulares por obra de leyes, 
reglamentos li ordenanzas administra i i vos sancionados 
en la Provincia de Buenos Aires quedarían sustraídos 
a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte y priva- 
dos, por consiguiente, de las garantías a que se refie- 
ren la Constitución Nacional y el art. 31 de la misma 
cuya electividad se obtiene en todo el territorio de la 
República por medio de los ar's. 14 y 15 de la ley 4S". 

Jface poco tiempo —diciembre 27 de 1043 — la Cor- 
te conoció y resolvió varios casos semejantes al pre- 
sente, pues se trataba de sentencias dictadas por la Su- 
prema Corte de .Justicia de Mendoza en función coate n- 
cioso-administrativa, en un pioito por aplicación de la 
ley local referente a funcionamiento de farmacias (m 
re Roberto Cavalieri contra Mendoza y otros más). 

Que no es eficaz —a los efectos de la denegación 
del recurso extraordinario — el argumento de la apelada 
referente a la acción de iuconstitucionalidad que Bardin 
y Cía. podrían entablar por los hechos y fundamentos 
que menciona en la presente demanda, pues tratándose 
de actos de gobierno realizados en su carácter de poder 
público, no solamente es clara ía procedencia del recur- 
so contencioso-adiumistrntivo según los arts. 1 y 3 del 
código de la materia y notas de su ilustrado autor, sino 
que esta Corte así lo resolvió, entro otros, en el caso 
Gómez Molina contra Rueños Aires —Fallos: 184, 72— 
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diciendo: "Que lo dicho demuestra que la demanda sólo 
importa traer a la revisión do la Corte actos del Go- 
bierno de la Provincia de Buenos Aires ejecutados en 
su carácter de poder público administrativo cumplien- 
do funciones relativas a sus tierras fiscales dentro do 
las cuales es soberana con arreglo a lo dispuesto por los 
arts, 104 y 105 de la Constitución Nacional"; y en el 
último considerando agrega : "Si en el curso adminis- 
trativo o judicial de los procedimientos..., se advir- 
tieran infracciones o agravios de la Constitución, leyes 
del Congreso o tratados con las naciones extranjeras, 
queda el remedio expedito —como se menciona en el 
considerando precedente— del art. 14 de la ley 48 re- 
glamentario del r.t 31 de la Constitución Nacional". Y 
así se comprende bien que si Bardin y Cía. hubieran 
intentado demanda judicial contra Buenos Aires como 
se lo sugiere el tribunal de cuya sentencia se apela, 
habría venido a esta Corte en demanda originaria por 
ser vecino de esta Capital (art. 100 de la Constitución 
y art 1* T inc. 1% do la ley 48) pero ella habría desesti- 
mado el procedimiento por corresponder la jurisdic- 
ción a la provincia conforme a lo decidido en el caso 
precedentemente mencionado con la salvedad, si pro- 
cediere, del remedio federal. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General, se 
declara procedente Ir» queja y el recurso extraordinario 
denegado. En consecuencia, autos y a la oficina a los 
efectos drl art. 8* de la ley 4055. Scñálanse los lunes y 
jueves o el siguiente día hábil si alguno de aquéllos no 
lo fuere para notificaciones en Secretaría. 

ROBEBTO REPETTO. — ANTONIO 

Saoaena. — B. A. Nazab 
Anchoeena. 



44 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



MARTINEZ Y CAMARERO 

EXÍI OltTO ; Cum plim Unto. 

No procede dar curso al exhorto en el cual e] juez pro- 
vincial ante quien tramitó y fué aprobada la adjudicación 
de bienes insiste en solicitar el levantamiento de la inhi- 
bición del deudor decretada en mía causa sobre defrau- 
dación aduanera por el tribunal federal requerido, si este 
ha resuelto en forma definitiva que el levantamiento pe- 
dido e« improcedente. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, (setiembre 22 de 1043. 

Vistos, en acuerdo, los nntos "Juez de Primera Instancia 
6» Nominaron, Dr. Jaime Me. (Juire ( juicio í Martínez y Ca- 
marero —adjudicación de bienes) solicita se cancele inhibi- 
ción". 

Y considerando que: 

Iniciado el juicio de convocatoria de acreedores de Martí* 
nez y Camarero el 27 de marzo de 1ÍK13 según careo del escrito 
de presentación que se tiene a la vista, ti tramite debió se- 
guirse bajo el imperto de la anti«ua lev 4156 de acuerdo a lo 
dispuesto por el art. 20S de la 11.710. 

Si bien en aquella fecha no se había iniciado la cama 
fiscal por defraudación; no es menas cierto que ella se inicia 
el * de febrero de IÍÍ34 sejrún consta del respectivo exnediente 
Martínez y Camarero" ley de aduana; y Camilo Martínez 
tiene la primer nntiein el mismo día por ia diligencia de ís. 
9 v. de las autos referidos. 

Posteriormente el II de mayo son indagados Camilo Mar- 
tínez y Félix Camarero; por lo que ya no tenían dudas de la 
reclnmacioti del fisco nacionnl que debieron poner de inme- 
diato en eonoeimiento del juez de la convocatoria. Al no ha- 



cerln aun cuando estuviera en disensión su procedencia y 
monto, obraron evidentemente de mala fe permitiendo que fie 
abultara el activo y se burlara la acreencia privilegiada del 
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En estas condiciones no es posible permitir que el fisco 
quede burlado con tales maniobras y cancelar la inhibición 
que en defensa de su derecho anotó. 

Por tanto y de conformidad con el Sr. Fiscal de Cámara 
se resuelve revocar el auto apelado y no hacer lugar al le- 
vantamiento de inhibición, con costas en ambas instancias 
Insértese, hágase saber y devuélvanse los autos. — Jorge Fe- 
m, — Julio Marc. — Santos J. Saceone {cu disidencia). 

Disidencia 

Por los fundamentos del auto apelado y asimismo por los 
motivos concordan tes expuestos a hojas 6-7, oído el Sr Fiscal 
de t ámara, se resuelve confirmar la resolución obrante a fs 5 
que hace lugar al exhorto del Sr. Juez de Primera Instancia 
en lo Cm y Comercial de la 6* Nominación, para que se 
ordene el levantamiento de la inhibición general de bienes 
anotada contra don Camilo Martínez. — Santos J. Saceone. 



Kesoutción de la Casi aba 

Rosario, octubre 30 de 1943, 

Vistos y considerando que: 

i álLJb «^procedente el recurso del art. 3* inc. 2» de la 
ley 4055, pues no estamos dentro de la causa fiscal, terminada 
oportunamente por sentencia definitiva, sino en una rogatoria 
do un juez provincial, aunque refiere a diligencia relacionada 
con dicha causa. Tampoco puede entenderse que el recurso se 
propone por parte legítima. 

2* La situación debe entenderse comprendida en la pre- 
visión del art. 9», inc. a), ley citada, si bien su resolución no 
ha de buscarse por vía de recurso apelatorio, y menos ann 
ejercido por quien ostenta una personería limitada a la tra- 
mitación del exhorto. La cuestión suscitada excede las facul- 
tades conferidas a ese fin concreto, por amplias que ellas fue- 
ran, supuesto que consiste esencialmente en una divergencia 
entre jueces de distinto fuero, Ln efecto, tratase de un exhorto 
a cuyo dilipenciamiento se niega la justicia requerida, habién- 
dose agotado lns instancias dentro de ella; y es evidente que 
planteadas así las cosas, no existe otra posibilidad legal de 
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tanja r el conflicto que ocurrir al criterio dirimente de la 
Corte Snprema de Justicia. Es lo que ésta ha resuelto en for- 
ma reiterada, interpretando racionalmente el precepto mencio- 
nado de la ley 4055 (Palios: t. 148, pag. 317; t. 153, púg. 55; 
t 154, pág, 431). 

3» En consecuencia, corresponde devolver el exhorto al 
juez respectivo parn que éste tome conocimiento de la decisión 
denegatoria dictada por la jurisdicción federal, y, en su caso, 
ee dirija a la Corte Suprema, con remisión de las actuaciones 
pertinentes, para que eu definitiva decida si ha de cumplirse 
o no la rogatoria; con lo cual se contemplan los derechos 
particulares eventualmente afectados. 

So resuelve denegar los recursos interpuestos, debiendo 
procederse como se exprrsa en el considerando 3 9 . — Julio 
Marc. — Santos J, Sacconc. — Emilio R. Tasada. 



Dictamen- del Procuüapou Gexeral 
Suprema Corte: 

Las razones aducidas por ol Ministerio Fiscal y 
aceptadas por la Cámara Federal de Apelación de Ro- 
sario (fs. 14) son suficientes para que V. E. decida la 
presente cuestión jurisdiccional derla raudo que os ajus- 
tada a derecho la oposición formulada por dicho minis- 
terio para que se levante la inhibición que se solicita en 
el presente exhorto, sin que al respecto se sustancie y 
resuelva el correspondiente incidente entre las partos 
interesadas. "Por la vía adoptada no cabe privar al Fis- 
co Nacional, sin ser oído, del derecho que le asiste para 
mantener inliihido a su deudor por cansa criminal de 
defraudación do impuestos aduaneros. 

Corresponde» pues, ordenando el procedimiento, 
decidir que los interesados discutan ante el Juzgado 
competente sus derechos sobre el particular. Mientras 
tanto no debo darse cumplimiento a lo solicitado en el 
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exhorto. — Buenos Aires, febrero 14 tic 1944. — Juan 
Alvares. 




Buenos Aires, 18 de febrero do 1944. 

Autos y Vistos; Considerando: 

Que el levantamiento de la inhibición anotada a 
nombre do Camilo Martínez en la causa seguida contra 
Martínez y Camarero por infracción a la ley de Adua- 
nas, pedido por el exhorto de fs. 1 con motivo de ha- 
bérsele otorgarlo carta de pago en el juicio sobre adju- 
dicación de bienes, ha sido expresnmente denegado a 
fs. 1 í por decisión de la Cámara Federal de Rosario, 

Que tal decisión tiene carácter definitivo y así lo 
reconoce el propio solicitante del exhorto al interponer 
a fs. 120 el recurso ordinario, donde así lo sostiene, y el 
cual fué desestimado por auto de fs. 24. 

Que tampoco se trata en el presente de alguno de 
los casos de interpretación extensiva del art. 9 de la 
ley 4035» desde qne los jueces lejos de oponer objecio- 
nes a la tramitación del exhorto, han admitido la juris- 
dicción exponiendo las razones en cuya virtud entendían 
que no correspondía ordenar el levantamiento. 

En su mérito y do conformidad con lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General, se declara que no co- 
rresponde dar curso de nuevo al exhorto de la referen- 
cia. Devuélvanse las presentes actuaciones al Sr. Juez 
en lo Civil y Comercial de Rosario, G" Nominación, 2* 
Secretaría, 

ROBEHTO RePETTO, ANTONIO 

Saoarna. — B. A. Nazar 
Anchorexa. 
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BANCO DE ITALIA Y RIO DE LA PLATA v. OBRAS 
SANITARIAS DE LA NACION 

JURISDICCION Y COMP&TEXC1A : Competencia federal. Por la 
materia. 

La circunstancia de que en el concurso del deudor ejecu- 
tado por un acreedor hipotecario se haya declarado que 
dicho crídito poza de preferencia sobre el de Obras Sa- 
nitarias de la Nación por los servicios prestados, no priva 
a esta repartición del fuero federal que, por haber actuado 
cu cumplimiento de leyes peñérales para toda la Repú- 
blica o especiales para provincias determinadas, le corres- 
ponde con respecto oí juicio de repetición promovido con- 
tra ella por el acreedor hipotecario que, no obstante la 
mencionada resolución favorable, papó bajo protesta el 
prava men para obtener la escrituración del inmueble re- 
matado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Denegado por resolución definitiva de un tribunal 
de provincia el fuero federal que oportunamente invo- 
cara en estos autos el recurrente, procede el recurso 
extraordinario ante V. E. 

lio aquí los antecedentes. Un acreedor hipotecario 
ejecutó determinado bien de su deudor, ante la justicia 
ordinaria de Paraná; más tarde, fué concursado allí 
mismo ese deudor; rematado el bien, su producto no 
alcanzó para pago de los diversos créditos existentes 
— uno de ellos a favor de Obras Sanitarias de la Na- 
ción, y se declaró entonces, por fallo, tener preferencia 
el crédito hipotecario. Ello no obstante, como para la 
escrituración del inmueble debía acreditarse el paffo a 
Obras Sanitarias, el acreedor hipotecario abonó bajo 
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protesta lo que la justicia había declarado hallarse en 
segundo término de prelaciónj y ahora el mismo acree- 
dor, para resarcirse de tal desembolso, mantiene acción 
de repetición contra Obras Sagitarias, siempre ante los 
tribunales provinciales. 

¿Pudo el demandado acogerse al fuero federal en 
esas condiciones f A mi entender sí pudo, ya que pro- 
piamente hablando no había prorrogado la jurisdicción. 
El concurso atrajo obligatoriamente a todos los crédi- 
tos; pero la actual demanda ordinaria eontra Obras Sa- 
nitarias, ni se ha deducido como cumplimiento de la 
sentencia dictada en el concurso, ni tiene por qué con- 
ceptuarse incidente del mismo. En el nuevo pleito, nada 
tienen que hacer ya el deudor concursado, el síndico y 
los demás acreedores. 

No mediando prórroga de jurisdicción, y pues re- 
sulta claro el carácter de repartición nacional que 
debe asignarse a Obras Sanitarias en cuanto respecta a 
las que construye o administra en las provincias, co- 
rresponde revocar el auto apelado, obrante a fs, 62. — 
Buenos Aires, mayo 28 de 1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de febrero de 1944. 

Y vistos r Por los fundamentos del precedente dicta- 
men del Sr. Procurador General y lo declarado por este 
Tribunal en el sentido de que son de la competencia 
de la justicia federal los juieios en los que Obras Sa- 
nitarias de la Nación actúa en cumplimiento de leyes 
generales para toda la República o especíales para pro- 
vincias determinadas, nomo es el caso sub lite, se revo- 
ca la sentencia de fs. 62 en la parte que ha podido 
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#er materia del recurso extraordinario. Declárase, en 
consecuencia, que el conocimiento de la présenle causa 
corresponde a la justicia federal. Xotifíquesc y devuél- 
vanse reponiéndose el ptopel en el tribunal de proce- 
dencia. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — B. A. X AZAR 

Alí CHOREN A. 



CIA. TIERRAS DEL OESTE v. NACION ARGENTINA 

F ALTA DE ACCION. 

Es ineficaz la defensa de falta de acción opuesta contra 
el agente de retención que demanda la repetición del im- 
puesto a loa réditos indebidamente pagado. 

PAGO: Pego indebido. Protesta. Generalidades. 

El requisito de la protesta no es necesario para la proce- 
dencia de la repetición autorizada por el art. 41 del 
texto ordenado de la ley 11.683 sobre impuesto a los 
réditos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS, Exenciones. 

Loa réditos producidos con anfr íoridad al V de enero 
de 1932 no están sujetos al impuesto establecido en la ley 
11.682, aunque se distribuyan entre los accionistas des- 
pues de aquella fecha. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Principios generales. Capital y 

La prima de rescate de debentures no es un rí-díto y, por 
- lo tanto, está exenta del pago de impuesto n los réditos. 
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Sen'Ten'cfa del Juez Federal 

Bytfnoe. Aires, julio 2 de 1948. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Cía. 
Tierras del Oeste contra Gobierno de la Nación sobre repeti- 
ción", de loa que resulta: 

V Que a fs. 5 se presenta la aetora deduciendo formal 
demanda contra ü Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de las sumos de $ 12.362.68 m/n. y la de $ 525 m/n., 
que le lis exigido indebidamente la Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos, en mérito a las siguientes consideraciones í 

Dice que Ja primera de las sumas indicadas le ha «ido eli- 
gida en concepto de impuesto correspondiente a los años 1932, 
1033 y 1934 por dividendos distribuidos en esos ejercicios pero 
que habían sido devengados con anterioridad al 1* de enero 
de 1932, Que en las condición res expuestas y de conformidad 
con lo dispuesto por el art. 1» de la ley 11.682, la improceden- 
cia de tal exigencia resulta evidente. Hace una serie de consi- 
deraciones en este sentido y sostiene que la personería para 
reclamar la repetición perseguida no le puede ser desconocida. 
Que en cuanto a la suma de $ 525 que también motiva el 
reclamo intentado, ella proviene del pairo de impuesto sobre 
1» prima de rescate de debentnres. Se afirma que en lo que a 
ella respecta, tampoco corresponde el pago de impuesto algu- 
no, puesto quo <*a prima de acuerdo a la ley y dentro del 
concepto económico no representa un rédito. Hace al respecto 
varias enmaderaciones més, y pide en definitiva que se baga 
Jugar a la demanda con intereses y costas. 

2> Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al Sr. Procurador Fiscal, Dr. Paulncci 
Cornejo, a fs. 20 se presenta contestando y dice : 

Que la demanda es improcedente. Que no se ha acreditada 
el pago y que las protestas interpuestas, no reúnen los requi- 
sitos que la jurisprudencia exige como para asignarlas Ja efi- 
cacia atribuida. Opone la defensa de falta de acción en cnanto 
desconoce la personería invocada por la demandada. T en 
cuanto baee aí fondo del asunto cuestionado, sostiene que la 
liquidación practicada por la Dirección de Réditos, no ha he- 
cho más que ajustarse a las disposiciones legales, fundándose 
para ello en las pertinentes disposiciones contenidas en la ley 
11 682. Sostiene contrariamente a lo expresado cu la demanda 
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que la prima de róscate de dcbenfures constituye un verdadero 
beneficio reditual afectando en consecuencia al impuesto cues- 
tionado. Hace luego una serie de consideraciones más sobre 
estas cuestiones y pifie e»i definitiva el rechozo de la acción 
con costa?. ) 

Considerando : 

I o Que la defensa de fnlta de acción que entre otras ar- 
ticula la demandada en el escrito de responde (£s. 20) soste- 
niendo que la actnra en su «arácter de agente de retención 
carece de personería para reclamar la devolución del impues- 
to cuya carga es soportada en definitiva por los accionistas y 
no por la «ntidad que se presenta, debe desestimarse. 

La jurisprudencia interpretando ajustadamente el punto 
analizada, ha resuelto ya en forma definitiva que quien pa?a 
es quien tiene la acción para repetir lo que ha abonado demás 
lo que no debía (ver 8. 0. fallas: T. 170, pág. 158, etc. . . . ). Y 
en el caso particular que se analiza (repetición de réditos) ía 
Suprema Curte de ]g Xaeión í« re; "Banco de la Provincia de 
Rueños Aires y. Gobierno de la Nación", dijo: "Que de acuer- 
do con lo dispuesto por los arts. 25. 26 y «7 de la ley 11.683 
(T. O.) tienen personería para ejercitar las acciones' acorda- 
das a los contribuyentes por el art. 42 de la misma, todas las 
personas responsables por el cumplimiento de la ley, y entre 
otras, tos atientes de retención, los directores, gerentes i/ demás 
representantes de las entidades o compañía* que, con indepen- 
dencia de su propia responsabilidad comprometen la de las 
personas jurídicas en cuyo nombre actúan (ver fallos: T. 186, 
pag. 170. Queda eon ello resuelta la articulación precedente- 
mente considerada y el Juzgado se remite a los fallos señala- 
dos para desestimarla definitivamente. 

2» Que las objeciones formuladas respecto a los hechos 
(pago y protesta), tamiweo pueden tomarse en consideración. 
Si debemos referirnos a la prueba del pago, su rechazo se 
impone ante las constancias administrativas y judiciales, que 
demuestran acabadamente su existencia así eomo el monto de 
la suma cuestionada. Y en lo que se refiere a la forma de la 
protesta su improcedencia es manifiesta ante las terminantes 
disposiciones de la ley 11.693 (art. 41) que autoriza expresa- 
mente la acción intentada en este juicio sin sujeción a normas 
o formulismos especiales míe la jurisprudencia ha creado para 
otro* supuestos (repetición de impuesto eu general). Deben 
en consecuencia desestimarse los reparos formulados en cuanto 
a los puntos analizados y así se declara. 
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3* Respecto al fondo de la cuestión debatida, la proce- 
dencia del reclamo en la parte qne se refiere a la distribución 
de las reservan producidas con anterioridad a la sanción de 
la ley 11.682 (1* de enero de 1932) j«ro que fueron distribui- 
das por la aetora en los años 1932,' 1933 y 1934, en razón de 
que en esos periodos la sociedad recurrente no produjo bene- 
ficios, extremo que acepta la demandada y que se ha probado 
en autos con la pericia contable que corre a fs. 69/73, es indis- 
cutible, de conformidad con lo expresamente diapuesto por la 
ley (art. 1* y 25. inc. b), de la ley 11.682) y lo resuelto por la 
jurisprudencia en el paro análogo "Lubricantina S, A. v. Go- 
bierno de la Nación* 1 (ver O. P., Juriap. Ara:., t. 76. páp. 118) 
razón por la que el Juzgado cree innecesario insistir sobre el 
particular para deeidirse por la aceptación de la demanda en 
los términos del escrito de fs. y así se declara. 

4* Que en cuanto ai rubro de la suma de $ 525 abo- 
nado en concepto de impuesto sobre la prima de rescate de 
debentnres, a juicio del suscripto también debe prosperar la 
demanda. 

Esa prima abonada a los dchenturistaa de conformidad 
con lo convenido en el respectivo contrato de los debentures 
cuyo testimonio se halla agregado en autos a fs. 30/33 y 36/58 
(ver cláusula 6*, fe. 55) no constituye, ni dentro de la ley ni 
tampoco dentro del concepto económico un "rédito". En el 
caso particular qne se estudia la "prima" abonad i carece de 
aquellos elementos distintivos que hace la diferencia, muchas 
veces difícil de establecer, entre el "capital" y la "renta". 
Paitan en el supuesto la periodicidad, la permanencia de la 
fuente y m habilitación como para permitir asegurar con 
relativa seguridad que se trata do un rédito (conf. Allix- 
Leoebcle, t. 1. págs. 166/8 (ver también fallos de la Suprema 
Corte, in re "Petróleo de Oballneó S. A. v. Gobierno de la 
Nación", 7 de diciembre de 1938). 

Los conceptas vertidos precedentemente y el criterio acep- 
tado por el Superior Tribunal en el fallo señalado, deciden al 
suscripto por la aceptación del reclamo en la parte que motiva 
estas reflexiones, y así lo declara. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: Declarando 
que el Gobierno de la Nación deberá devolver a la Cía. Tie- 
rras del Oeste la suma de $ 12.887,68 m/n., más sus intereses 
al estilo de los que percibe el Banco de la Nación Argentina 
desde la fecha de la interpretación de la demanda, con costas, 
en razón de los precedentes de jurisprudencia existente. — 
Alfonso E. Poccarfh 
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Sentencia de la CAmajm Federal 




IB de noviembre de 1942. 



T Vistos: 

Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la senten- 
cia recurrida de fu. 8!>, que declara que el Gobierno de la Na- 
ción (Dirección General de Impuestos a los Rí ditos) debe 
devolver a la Compañía de Tierras del Oeste la suma de pe- 
sas 12,887.68 Tn/n., con sus intereses desde la fecha de la 
interposición do la demanda. Devuélvase. — Carlos del Cam- 
pillo. — Juan. A. González Calderón, — Eduardo Sarmiento. 
— Carlos Herrera. 



Y vistos? Los seguidos por la Compañía Tierras 
del Oeste contra el Gobierno de la Nación, sobre repe- 
tición do impuesto a los réditos venidos de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, por recurso ordi- 
nario concedido a la parte demandada. 

Considerando: 

Que el Sr. Procurador General en representación 
de la Nación, se limita a insistir en las defensas opues- 
tas por los representantes lépales de la Nación a obje- 
to de que esta Corte se pronuncie en definitiva sobre 
la tesis sostenida en esta causa por el Fisco Nacional. 

Que dichas defensas consisten en la falta de acción 
de la actorn en su enráeter de aérente de retención para 
reclamar la devolución del impuesto, a la falta de prue- 
ba del paso y protesto, y a la distribución de reservas 
producidas con anterioridad a la sanción de la ley 
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11.682 (1» de enero de 1932) pero que fueron distri- 
buidas en los años 1932, 1933 y 1934 en razón de que 
en esos períodos la sociedad recurrente no produjo be- 
neficios ; y en cuanto a la sumá^ de ♦ 525, — m/n. abo- 
nada en concepto de impuesto sobre la prima de rescate 
de debenturcs. 

Que como lo resuelve la sentencia de primera ins- 
tancia, confirmada por sus fundamentos por la Cámara 
Federal, las defensas antes indicadas han sido recha- 
zadas de acuerdo a la jurisprudencia sentada por esta 
Corte en los casos citados y en otros (Palios: 194, 108, 
345, 408) por lo que se dan por reproducidos los fun- 
damentos espresados en primera instancia. 

Que en cuanto al rubro de $ 525 m/n. abonado 
en concepto de impuesto sobre la prima de rescate de 
debentures, la improcedencia de su cobro es manifiesta 
desde que ese pago no constituye un rédito, como lo 
sostiene la sentencia apelada y de acuerdo a la doctrina 
de esta Corte in re "Petróleo Challacó S. A. Neuquén 
Ltda. v. la Nación" (Fallos: 182, 417). 

En su mérito sg confirma por sus fundamentos y 
con costas la sentencia de fs. 95. Hágase saber y de- 
vuélvanse, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Refetto. — Antonio 
Sagarna — B. A. Nazar 
Anchorena. 



FALLOS de la CORTE SUPREMA 



Año 1944 - Marzo 



EMILIA BERGONZELLI DE FERRARI v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

SUPERINTENDENCIA. 

No incumbo a la Corte Suprema por vía de superintenden- 
cia, sino a la Cámara Federal o al juez respectivos, aplicar 
la sanción que corresponde al secretario de juzgado que 
antedata el cargo de un escrito. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De lo actuado en este espediente se desprende 
imputarse al Secretario del Juzgado Federal de Men- 
doza Dr. Juan Faustino Lo rente haber antedatado el 
cargo de un escrito presentado por el Sr. Procurador 
Fiscal Dr. Pedro Andino {interinamente a cargo de la 
Fiscalía de Cámara) interponiendo recurso extraordi- 
nario en los autos "Emilia Borgonzelli de Ferrari v. Di- 
rección General de Impuestos a los Réditos". La Cá- 
mara de Mendoza somete a consideración át V. E. tales 
actuaciones por considerar que, atenta ia gravedad del 
hecho aludido, escapa a sus facultades disciplinarias 
reprimirlo (art. 2*, ley 7009). 

A mi juicio, si antedatar el cargo importó delito, 
correspondería al Sr. Juez Federal de Mendoza incoar 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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U causa respectiva; si era falta de tal gravedad que 
mereciera destitución esa facultad estaría encomendada 
al mismo juez por el art. 18 de la ley 27, y si se enten- 
diera que lo ocurrido sólo es pasible de multa u otra 
corrección disciplinaria, entraría en las atribuciones de 
la Cámara de Mendoza aplicarlas. 

Por lo que respecta al Sr. Procurador Fiscal, la re- 
nuncia que de su cargo ha hecho dicho funcionario, y 
cuya aceptación comunicó a V. E. el Ministerio de Jus- 
ticia de la Nación por nota de 24 de enero ppdo. hace 
innecesaria ya la intervención que se solicita de la Cor- 
te Suprema. — Buenos Aires, febrero 18 de 1944. — 
Juan Alvares, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* do marzo de 1944. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del 
Sr. Procurador General y, en consecuencia, devuélvase 
con oficio las actuaciones a la Cámara Federal de 
Mendoza. 

Roberto Repettc. — ■ Antonio 
Saoabna. — B. A. Nazak 

A 5ÍCHOEEN A. 



ARMANDO CAPLANE v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del comercia, áe la indus- 
tria, profesiones, etc. 

El impuesto a los réditos provenientes del trabajo perso- 
nal se liquida sobre la base de la renta percibida en cada 
período fiscal. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Rédito» del comercie, de U indus- 
tria, profesiones, tic. 

El art. 146 de la reglamentación general del impuesto a 
loa réditos, al establecer que en los casos que prevé el 
impuesto se liquidará sobre ta parte proporcional al tiem- 
po transcurrido desde el 1» de enero de 1932, significa 
que la liquidación debe hacerse de acuerdo con la impor- 
tancia de los servicios que originan los réditos. Sí ello 
no fuera posible por falta de elementos, deberá efectuarse 
a prorrata. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del comercio, de ta indus- 
tria, profesiones, etc. 

La liquidación de los réditos provenientes de los servicios 
médicos prestados al causante de una sucesión antes y 
después del l 9 de enero de 1932 y percibidos después de 
esta fecha mediante una transacción judicial, no debe 
hacerse a prorrata sino con arreglo a la importancia do 
los servicios prestados en cada período fiscal y especifi- 
cados por el propio contribuyente en su demanda sobre 
cobro do los mismos. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rédito» del comercio, de la indus- 
tria, profeniones, etc. 

Es improcedente la repetición del impuesto a los réditos 
retenido a un litigante sobre la suma correspondiente a 
honorarios que pagó a su letrado si el importe de la re- 
tención le fué acreditado en la liquidación definitiva del 
impuesto. 



Y vistos: Para resolver estos autos caratulados Ca plañe 
Armando contra Gobierno do la Nación, sobre repetición, de 
los que resulta: 

l 9 Que a fs. 6 se presenta el actor, deduciendo formal 
demanda contra el Superior Gobierno de la Nación por devo- 
lución de la suma de $ 10.495.14 o la que en definitiva 
■o fije y que se deje sin efecto la multa que indebidamente 
le ha exigido la Dirección de Réditos, en mérito de las signittt- 
tes consideraciones; 




Buenos Aires, octubre 30 de 1942. 
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Dice que la suma expresada anteriormente le fué exigida 
en concepto de impuesto por los ejercicios 1934-1935. Que la 
liquidación por él practicada no fué aceptada, lo que motivó 
una, contraliquidación que acusa la diferencia anotada. Que la 
disparidad de criterios en la determinación del impuesto pro- 
viene de la discriminación de unos honorarios devengados entre 
el año 1929 y el año 1934 (16 de octubre), fecha en que falleció 
la persona a quien prestó asistencia médica el actor. Se sostiene 
que ta liquidación practicada por la Dirección de Réditos es 
arbitraria y errónea, puesto que no se ajusta a la realidad do 
loa hechos ni a las normas legales que rigen el caso. Se hace 
una serie de consideraciones más en este sentido y se pide en 
definitiva la devolución de la suma reclamada, con intereses 
y costas. 

2* Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al Procurador Fiscal a fe. 22, se presenta 
el doctor Paulucci Cornejo contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Que la liquidación im- 
pngnada por la actora en el presente juicio se ha ajustado en 
un todo a las normas legales y de justicia que el caso imponía. 
Agrega que no se ha hecho protesta en el momento del pago, 
lo que inhabilita en la actualidad intentar acción tendiente a 
obtener la devolución pretendida. Niega en definitiva todo de- 
recho para repetir la suma cuestionada y se sostiene qne la 
actora carece de acción para intentar acción alguna en la parte 
relativa a los $ 1.380 que se abonaron por los honorarios 
del doctor Reffino Pereyra. Se pide en definitiva el rechazo 
de la acción, con costas. 

3» Abierta la causa a prueba por todo el término de ley, 
se produjo la certificada por el actuario a fs. 61 vta., infor- 
mando sobre su mérito ambas partes a fs. 64 y fs. 69, con lo 
qne se llamó autos para sentencia a fs. 70 vta. ; y 

Considerando : 

1* Que la defensa que en primer término opone la de- 
mandada en lo que se refiere a la falta de protesta, debe deses- 
timarse. La jurisprudencia ya lo ha resuelto en casos análogos 
que ese requisito no es necesario cuando se trata de repetir una 
suma proveniente del pago del impuesto a los réditos, porque 
en lo que a ello se refiere, la ley (art. 41, ley N* 11.683, T. O.), 
ha puesto en manos del contribuyente esta acción sin sujetarla 
al requisito pretendido (ver C. Federal, Standard Oií Co. v. 
Fisco, 20/5/42). Corresponde en consecuencia, desestimar la 
articulación analizada y así se declara. 
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2* Que en cuanto hace al fondo del asunto cuestionado» 
el suscrito entiende que en principio debe prosperar el criterio 
sostenido por el actor. 

De la prueba rendida al efecto resulta claramente estable- 
cido lo siguiente: a) que los honorarios cuestionados en el 
presente juicio son los que devengó el doctor Capia ne por la 
asistencia médica prestada a la señora de Pradere, entre el 
año 1929 y el año 1934 (16 do octubre) fecha del fallecimiento 
de la asistida; b) que la transacción que puso punto final al 
juicio que promovió el doctor Caplane — actor en este juicio — 
contra la sucesión de Pradere por cobro de honorarios no tuvo 
en cuenta para nada la discriminación que éste hizo en su do- 
manda (ver testimonio de fs. 43/4) sobre la que no recayó 
pronunciamiento judicial de ninguna naturaleza. 

Ello demuestra acabadamente que no existe en el presente 
elemento de juicio concreto que permita establecer sobre una 
base razonable la discriminación de los honorarios que motivan 
esta "litis". El perito de demanda presentado por el doctor 
Caplane en la sucesión de Pradere no puede en el caso surtir 
los efectos pretendidos por la demanda : 1' porque esa demanda 
fué desconocida y contradicha por la defensa; 2" porque no 
recayó sobre el particular pronunciamiento judicial alguno y 
& porque como se ha señalado anteriormente, el arreglo que 
puso fin al juicio no tuvo en cuenta para nada el criterio dis- 
criminattvo adoptado en la demanda. 

El convenio celebrado entre las partes (ver fe. 43) dispuso 
lisa y llanamente aceptar una suma determinada en forma 
global en pago de los honorarios que se discutían. La razón de 
este arreglo, se advierte desde luego sin esfuerzo alguno que, 
respondió a la dificultad que hubiera presentado para la actora, 
la prueba del número de sus visitas así como su naturaleza 

(ordinarias, extraordinarias, permanencias nocturnas, etc ), 

imponiéndose por otra parte del lado de la demandada la im- 
posibilidad de negar la asistencia módica prestada por el doctor 
Caplane. 

Que evidenciándose así, a juicio del proveyente, la falta 
de todo elemento de juicio lo suficientemente serio como para 
aceptar la discriminación de los honorarios en base al referido 
escrito de demanda, la regla que se impone para el caso es la 
de la proporcionalidad al tiempo que consagra el art. 146 del 
decreto reglamentario de la ley 11.682. Correspondiendo en su 
mérito que se proceda a una liquidación de conformidad con 
el recordado art. 146 a los efectos de poder determinar el 
monto de los honorarios imponibles y como consecuencia la 



rixu» ra la com suprima 



sama que indebidamente se ha abonado en concepto de impuesto, 
8* Que en cnanto a la parte de la demanda relativa * 
ka $ 1.380 — qne le retuvo el Banco de la Nación al actor 
■obro loa $ 46000— reconocidos al letrado doctor Reffino 
Pereyra en concepto de honorarios en el juicio "Caplane A. 
T. sucesión Pradere", extremo que la actora reconoce expre- 
samente (ver constancias del expediente administrativo agre- 
gado por cuerda floja, Caplane A, v. Dirección del Impuesto 
a loa Réditos) el reclamo debe prosperar. 

Demostrado como resulta do las manifestaciones hechas 
por la demandada que esos $ 46.000 %, no son de propiedad 
del actor, es indudable que el impuesto retenido por esa suma 
debe reintegrarse. 

Por las precedentes consideraciones, fallo declarando que 
el Gobierno de la Nación deberá devolver al doctor Armando 
Caplane la suma que resulte de la liquidación a practicarse 
en el considerando II de esta sentencia a la que deberá su- 
marse la indicada en el considerando III, más sus intereses 
Al estilo de los que percibe el Banco de la Nación (6 %) 
desde la fecha de notificación de la demanda. Costas por su 
orden atento a qne la demanda prospera sólo parcialmente. — 
Alfonso E, Voceará. 

SeCTEN'CIA DE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, agosto 18 de 1943. 

T vistos: Estos autos seguidos por Armando Caplane 
contra el Gobierno de la Nación, sobre repetición; y 

Considerando : 

Que dentro del régimen de la ley N« 11.682, el impuesto 
a los réditos correspondiente a contribuyentes que obtienen 
beneficios provenientes de su trabajo personal, se liquida so- 
bre la base de la renta que ha percibido en cada periodo fia- 
cal (art. 8* inc. b) de la reglamentación general). 

Que conforme a este principio, cuando un profesional 
debe impuesto por varios años — períodos fiscales — no pro- 
rratea el total de los honorarios percibidos por el número de 
años a liquidar, sino que establece el monto de lo percibido 
en cada período fiscal y de acuerdo con ese monto se liquida 
el impuesto correspondiente a cada año. En el "sub-lite", 
la inclusión por la Dirección General de los Réditos obtenidos 
por el actor, de la sucesión de la señora de Pradere, entre loa 
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correspondiente» a loa años 1935 y 1936, se ajusta a esos prin- 
cipios» por cuanto ésos fueron los años en que el demandante 
los percibió o quedaron a su disposición. 

Que «1 arfc 146 del decreto reglamentario de la ley, de- 
termina el criterio a seguir cuando un contribuyente —como 
ocurre en el caso del actor — percibe honorarios por un traba- 
jo que comineó con anterioridad al año 1982, estableciendo 
que, en ese caso "el impuesto se liquidará sobre la parte pro- 
porcional al tiempo transcurrido desde el r de enero de 1932". 

Que al expresar dicho artículo "sobre la parte propor- 
cional al tiempo transcurrido", no significa a prorrata, sino 
de acuerdo con la importancia de los servicios que originan 
réditos en la proporción del tiempo transcurrido con poste- 
rioridad al año 1932. 

Que una interpretación contraria llevaría en muchos ca- 
sos a liquidaciones evidentemente injustas. De ahí que sólo 
cuando fuese imposible, por falta de elementos que evidencien 
el trabajo realizado, corresponde prorratear los honorarios en 
la forma que determina el fallo recurrido. 

Que en el caso del actor, los servicios profesionales que 
prestara a la Sra. de Pradere se encuentran especificados deta- 
lladamente en la demanda que promoviera ante la justicia 
ordinaria, no siendo admisible que aquella manifestación ju- 
dicial pueda luego ser negada, por entender que no conviene 
a sus intereses. 

Que, de consiguiente, pudiéndose establecer — por propio 
reconocimiento judicial del contribuyente — cual es la impor- 
tancia de los trabajas profesionales prestados, no corresponde 
el prorrateo de los honorarios percibidos, sino que debe tenerte 
en cuenta la importancia, que dentro de cada período fiscal, 
han tenido los servicios realizados por el actor, criterio segui- 
do, en el caso, por la Dirección General, al formular las liqui- 
daciones impugnadas. 

Que tampoco puede prosperar la demanda en lo que sa 



el actor a su letrado en el juicio antes aludido, desde que al 
importo de esa retención ya le fué acreditado por la Direc- 
ción General del Impuesto a los Réditos al formular Ja liqui- 
dación definitiva de fe. 68 del expediente administrativo. 

En mérito de lo expuesto, se revoca la sentencia apelada 
do fs. 71 y en consecuencia, se rechaza la demanda instaurada. 
Con las costas de ambas instancias. — Carlos del CampüU. 
— B. Villar Palacio. — J. A. Gomóles Calderón. — Cario* 
Herrera. 
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Buenos Airea, 2 de marzo de 1944, 
Y vistoa : La cansa iniciada por Armando Caplane 
contra el Gobierno de la Nación sobre repetición venida 
por recurso de apelación ordinario contra la sentencia 
pronunciada por la Cámara Federal de la Capital; y 

Considerando : 

Que los réditos cuya devolución parcial se solicita 
corresponden al valor de servicios profesionales pres- 
tados por el actor a la señora de Pradere en el tiempo 
comprendido entre los años 1929 a 1934. La gerencia 
del Impuesto para liquidarlo discriminó el honorario 
médico con arreglo a las proporciones que el Dr. Ca- 
plane fijó por bí mismo en la demanda judicial y no 
tomó en cuenta la parte que correspondía al año 1932 
anterior a la vigencia del gravamen. Es decir ajustó 
en liquidación a lo prescripto por los arts. 1* de la ley 
11.682 y 1» de la ley 12.147 y a lo dispuesto por el art. 
146 del decreto reglamentario cuando ordena que en el 
caso de trabajos comenzados antes del año 1932 **el 
impuesto se liquidará sobre la parte proporcional al 
tiempo transcurrido desde el 1° de enero de 1932", que 
no es precisamente a prorrata sino de acuerdo con la 
importancia de los servicios. 

Por estas consideraciones y las bien fundadas de 
la sentencia apelada se la confirma en todas sns partes. 
Con costas. Notifíqnese y devuélvase, reponiéndose el 
papel en el juzgado de origen. 

Roberto Kepetto. — . Antonio 
Saoabna. — B. A. Nazar 
Anchorena. 
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SAID MADKÜB v. PROVINCIA DE TÜCUMAN 

PERENCION DE INSTANCIA. 

El convenio por el cual las partes, con el objeto de tratar 
un arreglo extrajudicial, resuelven paralizar el trámite 
de la causa hasta que cualquiera de ellas vuelva a instar 
el procedimiento, de acuerdo con la otra o previa noti- 
ficación de la misma, es válido e impide la perención da 
la instancia, sin que obste a ello el aspecto potestativo 
del hecho de que so hizo depender la reanudación del trá- 
mite, que no tiende a dejar la instancia indefinidamente 
en suspenso 



8, A. SIMON MATTALM LTDA. v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de las kyss 
derales. 

Es apelable por recurso extraordinario la sentencia con- 
traria a la interpretación de la ley federal 12.143 en que 
el recurrente funda su derecho. 

131 PUESTO A LAS VENTAS. 

Para determinar el monto del impuesto a las ventas co- 
rrespoiulo deducir, conformo al art. 7, inc. c) de la ley' 
12.143, el importe de Jas compras de petróleo y lubricantes 
por las que antes se pagó dieho gravamen, que han sido 
empleado* en el proceso de elaboración de los productos 
que la fabrica adquirentc industrializa para la venta, aun 
cuando no formen parte de ellos físicamente. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitueionalidad e inconstit H e¡o- 
nulidad. Resoluciones administrativas. 

La facultad de interpretar 'as disposiciones de la ley en 
los casos generales, que el art. 3 do la ley 11,683 {T. O.) 
acuerda al Consejo de la Dirección General del Impuesto 
a los Réditos, no lo autoriza a modificar la ley, como lo 
ha hecho medíante la norma reglamentaría del art. 7, inc. 
c) de la ley 12143 dictada el 13 de octubre de 1939. 



(i) 2 de marzo de 1M4. FgJloa; 138, 387. 



pillos ni la corra surau 



Sdítencia del Jüex Federal 

Buenos Aires, julio 4 de 1942. 

T vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por la 8, A. Mattaldi Simón Ltda. c./ el Fisco Nacional (Di- 
reeeión General del Impuesto a los Réditos) sobre demanda 
contenciosa, ley 11.683 (T. O.) ; y 

Resultando : 

Que la sociedad actora manifiesta que en las declaraciones 
trimestrales formuladas a la Dirección General del Impuesto 
a loa Réditos, por concepto a las ventas concernientes a los años 
1935 á 1939 inclusive, procedió a descontar del valor de venta, 
las turnas correspondientes al importe de las compras efectua- 
das de petróleo y lubricantes que ya habían abonado con an- 
terioridad el impuesto de venta y que habían sido empleadas 
m el proceso de elaboración de los productos que dicha sociedad 
fabrica en su fábrica situada en Bella Vista (Provincia de Bue- 
nos Airea). 

La Dirección General del Impuesto observó esas declara- 
ciones y procedió a su rectificación, intimando a la sociedad 
procediese al pp-o de la suma de $ 10.593.62 % que correspon- 
día a la diferencia qi'- a eu juicio debía abonarse por el des- 
cuento del valor del combustible adquirido. 

En vista de ello, la sociedad procedió a depositar el im- 
porte reclamado y entabló el recurso de reconsideración y re- 
petición de la suma depositada. 

Estos recursos fueron resueltos por la Dirección General 
del Impuesto no haciendo hipar a la deducción de los impor- 
tes de compra de lubricantes, pero, no obstante, por razones 
é» equidad se admitió la repetición del impuesto correspondien- 
te a las compras de combustible efectuadas con anterioridad 
al 19 de octubre de 1939, fecha en que fué publicada una reso- 
lución de la mencionada Dirección General. 

El impuesto correspondiente a las compras de combusti- 
bles efectuadas con antcricHdad al 19 de octubre de 1939, as- 
ciende a la suma de $ 9.S04.31 % 

De modo que la Dirección General del Impuesto a los Ré- 
ditos no ha hecho lugar a las deducciones efectuadas con pos* 
tsrioridad al 19 de octubre de 1939 ascendiendo a la cantidad 
de # mal % la diferencia hasta completar la cantidad origi- 
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La cuestión i resolver versa sobre si el petróleo j lubri- 
cante que ha adquirido para ser utilizado en el proceso de ehv 
boración de loa productos que fabrica y por el cual a» ka 
abonado el impuesto correspondiente de venta, debe o no dedu- 
cirse de las ventas que a su ves se efectúen de los productos 
«n suya elaboración se ha empleado ese combustible. 

Sostiene, que las disposiciones contenidas en la ley 12.14$ 
son bien claras y autorizan a hacer el descuento, tal cual lo 
ha practicado. 

Eu efecto, el art. 1* de la ley 12,143, establece, que el im- 
puesto a las ventas se aplicará sobre las ventas de mercaderías, 
frutos y productos, realizadas en todo el territorio de la Na- 
ción Argentina en forma que incida sobre una sola de las etapas 
de que es objeto la negociación de cada mercadería. 

A su vez el art. 7» establece cuáles serán las deducciones 
que se efectuarán para determinar el monto del impuesto a 
pagar sobre las ventas que se hayan realizado. 

Entre las deducciones autorizadas se establece por el inc. 
c) la siguiente: "El importe de las compras de mercaderías 
gravadas con el impuesto de esta ley, adquiridas en el mer- 
cado interno o importadas en las condiciones del art. 6°, por» 
ser elaboradas o transformadas, agregadas o utilizadas pava 
producir o industrializar mercaderías para la venta' \ 

De modo que basta que las mercaderías adquiridas hayan 
sido empleadas e« uno de los fines indicados, con el objeto de 
producir o industrializar nuevas t rcaderías para las ventas, 
para que se tenga derecho al descuento. 

En el presente caso, la adquisición de petróleo y lubri- 
cante ha tenido por objeto su '* utilización" en el proceso o in- 
dustrialización de los productos que fabrica la sociedad, tales 
como alcohol, gas carbónico, vinagre, etc. 

La Dirección General de Réditos, sostiene, sin embargo, que 
para que se tenga el derecho al descuento, es necesario que Isa 
mercaderías adquiridas sean agregadas e integren loa elemen- 
tos del nuevo producto obtenido. 

Es equivocada la argumentación desenvuelta por la Di- 
rección sobre este particular. La ley no impone ningún requi- 
sito de que la mercadería adquirida sea necesariamente em- 
pleada como intégrente del nuevo producto. Basta que eaa 
mercadería haya sido "utilizada" para "producir" un nuevo 
producto, para que deban considerarse cumplidas las condicio- 
nes exigidas por la ley. 

El petróleo y demás lubricantes utilizados en el proceso 
de elaboración de sus productos, no puede de ningún modo 
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equipararse a laa maquinarias y repuestos. Eso petróleo y lu- 
bricante se han consumido en la producción de los nuevos 
productos, transformándose en calorías que han permitido el 
proceso necesario para la elaboración de los nuevos productos. 
Quiere decir, que el petróleo y lubricante integran los ele- 
mentos de los nuevos productos, ya que mediante su empleo se 
ha podido obtener el proceso de elaboración. 

Es entonces evidente, que el petróleo y lubricante al ser 
utilizados en la producción de los productos que elabora la 
sociedad, quedan comprendidos en la exención que establece 
el mencionado inciso c) del art. 7 V de la ley 12.143. 

Por todo lo expuesto solicita se revoque la resolución de 
Ja Dirección General del Impuesto a los Réditos y se condene 
al Pisco Nacional a devolverlo 1q suma de setecientos ochenta 
y nueve pesos con treinta y un centavos %, con intereses y 



Que el señor representante de la Nación, al contestar Ja 
demanda, so refiere en primer término a la ineficacia de Ja 
protesta que se efectuó ni realizar el papo cuya repetición se 
persigue, pues los términos en que ella estft concebida no se 
ajustan a lo que al respecto ha establecido la Corte Suprema 
de Justicia. 

Y entrando al fondo del asunto cííec, que, conforme al art. 
3» de la ley 11.683 (T. O.), el Consejo de la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos tiene "la función de interpretar las 
disposiciones de la ley en los casos generales. . . " 

Según la misma demandante expone, el Consejo dictó una 
norma general estableciendo que "a los fines del pago del 
impuesto a las ventas sólo podrán deducirse aquellas mercade- 
rías que han sufrido el gravamen y se adquieren para ROme- 
terlas a los procesos de industrialización y siempre que formen 
parte físicamente del producto a venderse". 

Evidentemente esa norma, dictada dentro de facultades 
expresamente atribuidas por la ley, uene tanta fuerza como 
la ley misma, desde que ni siquiera se dice que sea inconstitu- 
cional o ilegal ni que se baya recurrido para ante el Minis- 
terio de Hacienda. 

Planteada así la cuestión, es indiscutible que las deduc- 
ciones de compras posteriores a la publicación de esa norma, 
no proceden ni, en consecuencia, ta repetición que se intenta 
(ley 11.683, art. 3" T. O.; Código Civil, art. 2 o ). 

Pero, aun en ausencia de tal norma, siempre serían im- ' 
procedentes las deducciones pretendidas. 
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La ley 12.143, en su art. V sólo se refiere a las mercada- 
rías que el contribuyente "venda'*. 

Conforme a ese principio, el art. 7* inc. c), contempla úni- 
camente sq aellas mercaderías que hayan de incorporarse al 
producto que "venda" el contribuyente; prescindiendo, en 
consecuencia, de otros elementos — tales como el combustible— 
que aunque se relacionen con la industria, no se "incorporan" 
al producto vendido. 

No puede caber duda al respecto, desde qne la ley 12.143 
se refiere objetivamente, a las "ventas" del contribuyente, 
prescindiendo de todas las erogaciones, de todos los gastos ge- 
nerales de su industria o comercio. 

Y no se diga que, por interpretación, puedan extenderse 
las deducciones, desdo que importando otras tantas exenciones, 
debe estarse a la aplicación literal de la ley y, en caso de 
duda», resolverlo siempre en contra del interesado y a favor 
del Estado (Corte Suprema, tomo 178, pág. 75). 

Por lo demás, la interpretación auténtica de la ley 12.143 
en el sentido que expone, resulta de su proyecto y discusión 
parlamentaria, 

Por todo lo cual, solicita el rechazo de la demanda, con 
costas. 

Y considerando: 

Que de loa términos en que lia quedado trabada la "litis", 
se establece que la cuestión a decidir consiste en saber, si la 
deducción qne acuerda el inc. c) del art. 7» de la ley 12.143, 
es aplicable al petróleo y lubricante, que han sido materia 
del impuesto por parte de su enajenante j que se emplean, en 
el establecimiento industrial de la netora, como elementos ne- 
cesarios para el funcionamiento de las máquinas utilizadas en 
el proceso de preparación de mercaderías para la venta. 

Ei inc. c), materia de ia interpretación cuestionada, expresa 
que la deducción comprenderá "el importe de laa compras de 
mercaderías gravadas con el impuesto de esta ley, adquiridas 
en el mercado interno, para ser elaboradas o transformadas, 
agregadas o utilizadas para producir o industrial izar mercade- 
rías para la venta". 

Si el concepto del legislador hubiera «ido el de acordar la 
exención a cualquiera mercadería, por el solo hecho de estar 
destinada a un establecimiento industrial, con prescindencía 
de toda idea de aplicación directa en el proceso de industrial!* 
zación de la mercadería, que ha de ser objeto de venta, es ra- 
zonable admitir que la discriminación hecha en su texto de as* 



pactas todos relacionados con el proceso de su elaboración, 
transformación, agregación o utilización pan producir o indas* 
tffialixar mercadería* para la venta, carecería de sentido, puesto 

r\ más directo y preciso hubiera sido aludir al simple ingreso 
mercaderías a las fábricas que se hallen en las condiciones 
del ine. e) citado. 

El alcance discriminatorio con que está concebido el texto 
cuestionado, con la idea de especificar respecto del proceso 
mkmo de las mercadería» adquiridas y tas producidas para 
k Tenía, aleja a juicio del suscrito, toda posibilidad de que 
•I legislador ha querido acordar una deducción general por 
el solo hecho de que las mercaderías hayan sido introducidas 
«1 establecimiento donde se industrializan mercaderías para 
U venta. La amplitud de este concepto, llevaría a extremos 
de deducción, que por ira monto excedido, podrían llegar hasta 
amular el gravamen, desde que la deducción podría compren- 
der todo lo que en el establecimiento es materia integrante de 
tas instalaciones y del proceso mecánico necesario para la in- 
dustrialización. 

Coincidente con el criterio restrictivo que debe regir para 
admitir lss deducciones del inciso c), es la opinión del pe- 
rito técnico designado en autos, en cuanto expresa como conclu- 
sión en su dictamen agregado a fs, 58, que el combustible y el 
aceite lubricante no forman parto integrante, ni están incor- 
porados a loa productos que vende la sociedad actora. 

Que dentro de la precedente interpretación, que el suscrito 
considera como auténtica, cabe resolver que, )u norma regla- 
mentaria dictada por el Consejo de Ja Dirección General del 
Impuesto, en fecha 13 do octubre de 1939 y cuya aplicación 
ha motivado la acción M sub lite", es ajustada al espíritu que 
trasciende del texto legal cuestionado, como así también que 
la resolución denegatoria de Gerencia de fecha 24 de julio de 
1M0, por la que se desestima el recurso deducido por el actor, 
por sus bien fundados considerandos, debe ser confirmada. 

Por tanto y lo expuesto fallo: desestimar la demanda con- 
tsaetosa "nub lite 1 ' deducida por Mattaldí Simón Ltda. S. A. 
contra el Fisco Nacional, por repetición de sumas pagadas, 
con costas en el orden cansado, a mérito de la novedad del 
caso plsntesdo. Notifíquese, repóngase el papel y archívese 
previa devolución del expediente administrativo. *— E> L, lían- 
sáta. 
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Sentencia de la Cámara Fedebai* 



Buenos Aires, diciembre 11 de 1942. 

T vistos: Por bus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 74, que desestima la demanda contenciosa pro- 
movida por Mattaldi Simón Ltda. S. A. contra el Fisco Na- 
cional, por repetición de sumas pagadas. Las costas de esta ins> 
Uncía en el orden cansado, por no encontrar el Tribunal mé- 
rito para su imposición. — Carlos del Campillo. J. A. Gon- 
zález Calderón. — Eduardo Sarmiento. — R. Villar Palacio 
(En disidencia). 



Disidencia : 

Considerando : 

Que del informe pericial de fs. 52, resulta que el combus- 
tible, por el ,:ttal se pagó el impuesto cuyo importe se repit* 
en este juicio, ero indispensable quemar petróleo, pues sin ello 
no habría producción de vapor y sin éste, !a fábrica no fun- 
cionaría". 

t Que el texto del inc. c) del art. V de la ley 12.143 auto- 
riza la deducción de las mercaderías adquiridas, no sólo parm 
su elaboración, transformación o agregación del y al producto 
que so fabrica o industrializa, sino también del que se utiliza 
en los referidos procesos de fabricación o industrialización j y 
es indudable que era indispensable utilizar et combustible de 
referencia, para esos objetos. 

Que de ello se sigue, sin esfuerzo, que el petróleo quemado 
por la actora, esté comprendido dentro de la exención legal 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada 
Con coBtas, — R. Villar Palacio. 
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Buenos Aires, 3 de marzo de 1944. 

Y vistos : Los seguidos por Mattaldi Simón Ltda. 
S. A. cvntra el Pisco Nacional (Dirección General dtl 
Impuesto a los Réditos) sobre demanda contenciosa» 
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venidos de la Cámara Federal de la Capital, por recur- 
vo extraordinario concedido a la parte actora ; y 

Considerando: 

En cuanto a la procedencia del recurso: 
Que la sentencia de fs. 97 es definitiva y contraria 
a la interpretación del art. 7» de la ley 12,143 en que la 
actora lia fundado su derecho. El recurso es, pues, pro- 
cedente de acuerdo con el art. 14, inc. 3*, de la ley 48, 
Y en cuanto al fondo de la cuestión: 
Esta consiste en decidir si la actora se Italia auto- 
rizada a descontar del impuesto a las ventas las sumas 
correspondientes al importe de las compras de petró- 
leo y lubrica n tes que ya habían abonado con anteriori- 
dad el impuesto a las ventas y que han sido empleados 
en el proceso de elaboración de los productos que la 
fábrica de la actora industrializa, de acuerdo al art, 7', 
inc. c), de la ley 12.143, que establece: "Para determi- 
nar el monto de impuesto a pagar sobro la venta en el 
mercado interno, se practicará una liquidación sobre la 
base del total de las ventas, efectuándose las siguientes 
deducciones:... inc. c) El importo de las compras de 
mercaderías gravadas con el impuesto de esta ley, 
adquiridas en el mercado interno o importadas en InH 
condiciones del art 6 9 para ser el iboradns o transfor- 
madas, agregadas o utilizadas para producir o indus- 
trializar mercaderías para la venta". 

Que la sentencia apelada no hace Jugar a la deman- 
da por considerar que el combustible y el aceite lubri- 
cante no forman parte integrante ni están incorporados 
a los productos que vende la sociedad actora, aceptan- 
do así la norma reglamentaria dictada por el Consejo 
de la Dirección General del Impuesto con fecha 15 do 
octubre de 193P, pero sin desconocer que los citados 
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artículos han sido utilizados para producir o industria- 
lizar las mercaderías para la venta, como expresamente 
lo establece el inc. c) antes citado* 

Que dicha reglamentación del Consejo de la Direc- 
ción General del Impuesto, transcripta en la contesta- 
ción de la demanda establece: "A los fines del pago 
del impuesto a las ventas sólo podrán deducirse aque- 
llas mercaderías que han sufrido el gravamen y que se 
adquieren para someterlas a procesos de industriali- 
zación y siempre que formen parte físicamente del pro- 
ducto a venderse'*. 

Como se ve, la ley ha establecido con toda claridad 
cuáles son las mercaderías cuyo importe de compra 
puede deducirse, esto es tanto las destinadas a ser ela- 
boradas o transformadas, cuanto las que Be agreguen 
o se utilicen para producir o industrializar mercaderías 
para la venta; pero no lia exigido que todas esas mer- 
caderías deberán formar parte físicamente del pro- 
ducto a venderse. Basta, pues, con que sean utilizadas 
en el proceso de producción o industrialización, para 
que la deducción sea legalmente procedente, aun cuan- 
do ellas no estén incorporadas a los productos desti- 
nados a la venta. 

Que la facultad "de interpretar las disposiciones 
de la ley en los casos generales" que el art, 3' de la ley 
11.ÍÍ83 (T. O.) acuerda al Consejo de que hace mérito 
la demandada, no la autoriza a modificar la ley, supri- 
miendo deducciones que ésta incluye expresamente, co- 
mo tampoco puede hacerlo el Presidente de la Nación 
al usar de su facultad reglamentaria, pues al hacerlo 
"ha de cuidar de no alterar su espíritu con excepcio- 
nes reglamentarias" (art. 8G, inc. 2», de la Constitución 
Nacional). 

Por los fundamentos expuestos se revoca la sen- 
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tencia apelada en cuanto ha sido materia del recurso. 
Hágase saber y devuélvase, reponiéndose el papel en 
el tribunal de procedencia. 

Roberto Repetto, — Antonio 
Sagauna. — B. A. Nazab 
Anchorena, 



VICENTE LUMACCA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Concurso civil Futro de 
«tracción. 

El concurso civil del infractor al art. 35, inca, a) y c) 
de la ley 12.148 no atrae la causa cr rainal en que aquél 
fué condenado a multa y comiso, en ia cual deberán ha- 
cerse efectivas dichas penalidades. 

Dictamen dei. Procurador General 
Suprema Corte: 

Por sentencia firmo, de focha 30 de mayo de 1942 
(fs. 47), la Cámara Federal de Mendoza declaró pros- 
criptas las ponas de prisión e inhabilitación que habían 
sido impuestas a Vicente Lu macea como infractor al 
art. 3f>, inca, a y c de la ley 12.148; dejando subsisten- 
tes, al mismo tiempo, las de comiso de los aparatos y 
productos secuestrados, y multa de eineo mil pesos. 

í Falliendo solicitado Limmeen su concurso volunta- 
rio ante la justicia ordinaria de la misma provincia, 
se plantea almra contienda de compotencia entre un juez 
de lo civil y nÚW% y el de dicha sección. Primero, el 
juez del concurso pidió al federal lo mandase el proce- 
so en que se estaban haciendo efectivas la multa y el 
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comiso (f 8 . 52). El exhortado accedió a ello <fs. 53 vta ) • 
pero más tarde, el exhortante ueeidió no admitir la de- 
claración de incompetencia aludida (fs. 57). Como aho- 
ra insisten ambos en sus respectivas actitudes, viene a 
V. E., para ser dirimido, el conflicto negativo de juris- 
dicción resultante. 

A mi juicio, está actualmente en lo cierto el Sr. 
juez del concurso aunque no lo estuviese al principio 
No se acumulan al juicio universal los procesos de ca- 
rácter penal, ni podrían ser materia de reparto entre 
los acreedores de Lumaeca el alambique y los produc- 
tos secuestrados. De otra suerte sería muy fácil para 
los delincuentes que incurren en pena pecuniaria, elu- 
dirla contrayendo deudas, doctrina peligrosa y que no 
considero abonada por el Código Penal, ni por la ju- 
nsprudencia de V. E. El fallo 192:188, citado por el 
Juez Federal a fs, 61, admite simplemente que la pres- 
cripción de las penas corporales no se rige por el siste- 

o^scSo 1 7 11585 ' niateda dÍStÍnta de 10 a< * ní 

nraf ° n i Íder , O r r T en0 q ™ la eonfic »<l« debe dirimirse 
ordenando al Sr. Juez de Sección vuelva a ejercitar 
la jurisdicción de que se ha desprendido. - Buenos 
Aires, febrero 24 de 1944. - Juan Alvarcz, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de marzo de 1944. 
Autos y vistos : Por los fundamentos del preceden- 

uerfrX" 01 ^"^^^ ^'¿ÜS^ 
n ? Tí 1,0 com P rende i™ -Ncios de natura- 
leza penal, se declara que el Sr. Juez Federal de Men- 
doza debe ejercitar nuevamente Ja jurisdicción de que 
se ha desprendido en la causa seguid, por -Fiscal Fe- 
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deral contra Vicente Lumacca por infracción a loa arta. 
35 y 42 de la ley 12.143" y a quien, por consiguiente, 
le aera remitida, haciéndose saber en la forma de esti- 
lo al Sr. Juez en lo Civil y Minas de Mendoza. 

Roberto Kepetto. — ¡ Antonio 
Sagarka. — B. A. Nazar 
Anchorena. 



JOSE T. OILOTAUX v. EVARISTO Y ENRIQUE BAX 

■ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Incidentes y cnettione* co- 
nexa*. Costas y honorarios. 

El juez de la causa en que fu¿ ordenado el exhorto es el 
competente para conocer en lo relativo a la reculación y 
cobro de los honorarios correspondientes a las personas que 
lo diligenciaron. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites É# 



dates 



No importa prórroga de jurisdicción la circunstaneia de 
qu- el litigante que solicitó el exhorto se notifique de la 
resolurión por la cual el juez exhortado le manda consti- 
tuir domicilio con motivo del pedido de regulación de 
honoraria formulado ante el mismo por las personas que 
lo diligenciaron. 

Dictamen DEL Procurador General 
Suprema Corte: 

Eu un juicio radicado ante los tribunales de esta 
Capital, se libró exhorto n Mendoza partí In practica 
de ciertas diligencias, designándose por el juez exhor- 
tante, a pedido de parte, ni abogado y al procurador 
que debían gestionarlas. Cumplidas que fueron y de- 
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Vuelto el exhorto, ambos profesionales se presentaron 
al juez de Mendoza pid ; endo regulación; y con tal mo- 
tivo, viene a V. E. una contienda do competencia tra- 
bada entre los dos jueces, pues ambos se consideran 
competentes para fijar el monto de los honorarios de- 
vengados y para resolver las cuestiones relativas a sn 
cobro. 

Aunque el caso se preste a dudas, pienso que co- 
rresponde dirimir la contienda a favor del Sr. juez de 
la Capital. Los profesionales de Mendoza aceptaron un 
encargo dado po- dicho juez, e implícitamente subor- 
dinaron la validez y el alcance jurídico de sus traba- 
jos a lo que aquél resolviera en definitiva. Sabido es 
que toda regulación de honorarios puede motivar re- 
clamos y apelaciones de la parte contraria, como que 
esos honorarios formarían parte, cu su caso, de la con- 
denación en costas que dicté el juez de to principal. 
Ciertamente se causa molestias a los profesionales uti- 
lizados en Mendoza» obligándoles a pedir regulación en 
Buenos Aires: mas también se las causaría, y aun más 
imprevistas, a la parte contraria, obligándola a trasla- 
darse ante cada uno de los jueces a quienes se libre 
exhorto, u otorgar mandato en su defecto para contro- 
lar regulaciones motivadas por diligencias del contra- 
rio; máxime, si el exhorto procediera del extranjero. 

Con arreglo a la jurisprudencia sentada por V. E. 
en casos equiparables, no resulta acreditado que la par- 
te demandada consintiese tácitamente en la prórroga 
de jurisdicción al notificarse del decreto del Sr. juez 
de Mendoza que le ordenaba constituir domicilio en 
aquella localidad (abril 24 de 1942, fs. 15, oxp. 28.037); 
proveído que no significó correrle traslado del pedido 
de regulación, sino de diligencia meramente prepara- 
toria. Buenos Aires, febrero 24 do 1D44. — Juan Al- 
vares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de marzo de 1944. 

Autos y vistos: Por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Procurador General» se declara que 
ea competente para conocer en el incidente sobre recu- 
lación de honorarios correspondientes a un exhorto di- 
ligenciado en la ciudad de Mendoza, el Sr. Jmz de 
Comercio de esta Capital que lo libró. Hágale saber 
esta decisión al Sr. Juez de Mendoza en la forma de 
estilo. 

TÍOBERTO TÍErETTO — A N TON 10 Sa- 

GARNA — B. A. Nazar An- 

CHOttENA. 



PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO v. ENRIQUE 

N. COMPAGNO 

MECI USO EXTRA ORDINARIO: Requisito* propio*. Senter.-ia de- 
finitiva. Resolticfoneif anteriores a la sentencia definitiva. Jaieios de 
apremio tj ejecutivo. 

Es procedente el recurso extraordinario interpuesto en 
juicio de apremio por cobro de una multa que por su 
monto — $ 82.400 % — importa el desapoderamiento del 
«jecutndn, contra la .semencia que ocasiona a éste grava- 
men irreparable en cuanto ordena proseguir el juicio, de- 
sestimando los cxcendom'4 del demandado, entre ellas la 
de inconstitucional ¡dad, fundada en que el procedimiento 
Bepuido para aplicar la multa es v rotatorio de la defensa 
en juicio. 

MBCVRSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Tribunal su- 
ptnor. 

La circunstancia de que la resolución administrativa que 
impone multa por infracción a las leyes de trabajo se* 
apelable por recurso extraordinario, no obsta a la proce- 
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deneia de éste en el respectivo juicio de apremio, ai la 
forma en que tramitó el expediente administrativo ha cons- 
tituido un obstáculo para la interposición de aquel recurso 
en el mismo. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces natural, $. 

La concesión de facultades jurisdiccionales a funcionarios 
de organismos administrativos con el objeto de amparar 
derechos cuya tutela es de interés público es lícita. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

El procedimiento por el cual un organismo administrativo, 
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, aplica una 
multa al supuesto infractor sin haberle juzgado ímpar- 
cialmente ni notificado la existencia de la causa, ni dado 
oportunidad de ser oído y de probar de algún modo los 
hechos que creyere conducentes a su descargo, es viola- 
torio del art, 18 de la Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La simple y única citación del supuesto infractor a las 
leyes del trabajo para que comparezca a la comisaría lo- 
cal, no constituye un medio razonablemente adecuado 
para notificarle la existencia de la causa administrativa 
en contra suya ni el fallo recaído en la misma, y no 
es suficiente a los fines de la inviolabilidad de la defensa 
en juicio. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Defensa en 
juicio. Pro- ¿dimiento y sentencia. 

El rechazo de plano por el respectivo organismo admi- 
nistrativo en ejercicio de sus funciones jurisdiccionales, 
de los recursos de reposición, nulidad v apelación inter- 
puestos por el supuesto infractor condenado sin habér- 
sele notificado la existencia de las actuaciones, y la dene- 
gación en el juicio de apremio, por razones formales, de 
las peticiones formuladas por aquél en el ejercicio del 
derecho de defensa de que fué privado, no significa ha- 
berle dado la audiencia que requiere la inviolabilidad de 
la defensa, por lo que la apertura a prueba de la ejecu- 
ción no invalida el procedimiento. 
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CONSTITUCION NACIONAL. Principio, ¡jeneralfs. 

Loé fines perseguidos por las autoridades, por laudables 
que sean, no bastan para consolidar las transgresiones a 
la Constitución Nacional, fuera de la tual no cabe esperar 
sino la anarquía o la tiranía. 

Dictamen* del Pbocubadob General 
Suprema Corte: 

A fs. 16 solicitó se suspeudiera el trámite del pre- 
sente recurso basta tanto fuese resuelta una apelación 
llevada por el demandado ante el Superior Tribunal de 
Justicia de Santiago del Estero. Así lo dispuso la Pre- 
sidencia. Posteriormente (fs. 18), el interesado bace 
presente que dielia apelución fué ya materia do fallo; 
y lo acredita el certificado obrante a fs. 88 de los autos 
principales donde consta que el recurso fué desestima- 
do. Procede, pues, continuar la tramitación en esta 
instancia. 

La sentencia de fs. 75/77, dictada en juicio de apre- 
mio, deja al demandado abiertas las vías del procedi- 
miento ordinario para que baga valer sus derechos; 
de suerte que, bajo ese aspecto, no se trataría de fallo 
definitivo. Resta, sin embargo, considerar si aun en 
tales condiciones teóricas, el perjuicio de que reclama 
el recurrente se tornaría prácticamente irreparable, 
caso este último en que V. K. ha abierto algunas veces 
el recurso. Tratándose do circunstancias de hecho, li- 
bradas por completo a la apreciación exclusiva de la 
Corte, correspondería a V. E. contemplarlas con cri- 
terio propio (167: 423; 18o : 188; 188: 286). Buenos 
Aires, diciembre 31 de 19+3, — Juan, Alvares, 
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Buenos Airea, 3 de marzo de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el demandado en los autos Pis- 
co de la Provincia de Sontiago del Estero c./ Compag- 
no Enrique M." para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que este recurso tiene los siguientes antecedentes : 

Por intermedio de la subsecretaría de gobierno, el 
Ministro do Gobierno, Justicia, Culto e Instrucción Pú- 
blica de la Provincia de Santiago del Estero, Coronel 
D. Alfredo Dopetris, encomendó al Director del De- 
partamento Provincial del Trabajo, D. Anadio Olmos 
Castro, la investigación de las denuncias formuladas 
contra la firma Enrique M. Compagno, referentes a 
abusos cometidos en el cobro de mercaderías y a circu- 
lación de " fichas-monedas ,? — fs. 1 del exp. adm. agre- 
gado. 

El referido funcionario, para dar cumplimiento a 
esa comisión, sin providencia ni trámite alguno, se cons- 
tituyó en Ottavia, Distrito Albuainpa, Departamento 
Moreno de la Provincia, donde está situado el obraje do 
Compagno, y procedió a reunir los documentos — notas 
de venta, libretas, boletas, recibos, etc., y "fichas mo- 
nedas" — agregados al sumario administrativo, y a 
asentar las declaraciones que, con los mencionados ins- 
trumentos, obran de fs. 2 a fs. 316 inclusive de esas 
actuaciones 

A renglón seguido — fs. 317— y ya en Santiago del 
Estero, el Rr. Olmos Cnstro, también sin trámit í algu- 
no previo, dictó resolución en la que declara probados 
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los hechos coya denuncia motivó el sumario, amén de 
otras inf rácelo -íes que detalla, decidiendo en consecuen- 
cia "aplicar a la firma patronal Enrique AL Compag- 
no una multa de $ 37.000 m/n. por infracción reiterada 
a la ley nacional núm. 11.278; do $ 37,000 m/n., más la 
devolución de $ 6.000 m/n. por la ley nacional núm. 
9€38; de | 8.000 m/n. por la ley nacional núm. 11.317 
y de $ 400 m/n. por la ley nacional núm. 11.544, cons- 
tituyendo una multa total que alcanza a la suma de 
.ochenta y ocho mil cuatrocientos pesos moneda nació- 
Tial ($ 88.400 m/n. c/L), o en su defecto un arresto de 
8.840 días por cada diez pesos de multa". 

A continuación ordena — punto 3* de la parte dis- 
positiva de la providencia de fs. 317 — que la resolución 
se notifique con entrega de copia de la misma al patrón, 
D. Enrique M. Compagno, por intermedio de la Jefatu- 
ra Política del Departamento Moreno. Esta, a su vez, 
dió por cumplido su cometido con la recepción de un 
telegrama firmado por Compagno — fs. 323— en que 
manifiesta no poder acudir al llamamiento que le hicie- 
ra el comisario de Alhuampa para comparecer ante el 
mismo, con lo que a fs. 328 el expediente es elevado a 
la Fiscalía de Estado. 

A fs. 329 comparece al sumario por primera vez 
D. Enrique M. Compagno, interponiendo los recursos 
de reposición, nulidad y apelación, que son todos deses- 
timados a fs. 333 en razón de no habérselos intentado 
en término y por omitirse el depósito previo de la 
multa impuesta. Elevados, sin embargo, los autos al 
Ministerio de Gobierno por el propio director del De- 
partamento Provincial del Trabajo — fs. 334 — la multa 
es mantenida por el Interventor Nacional — fs. 338 — 
si bien su monto se reduce a $ 82.400 m/n. 

Así las cosas, D, Cecilio Eamírez —abogado auxi- 
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liar de la Fiscalía de Estado — ocurre ante el Juez en 
lo Civil y Comercial de Tercera Nominación de Santia- 
go del Estero y sobre la base de los antecedentes que 
resultan del expediente administrativo a que se ha he- 
cho referencia, inicia ejecución contra D. Enrique M. 
Compagno, por la suma de $ 82.400 m/n., intereses y 
costas. A ella concurre Compagno — fs. 8 — que citado 
de remate opone las excepciones — fs. 15— de inhabili- 
dad y falsedad de título ; nulidad e inconstitucionalidad, 
fundada esta última, entre otras razones t en que el 
procedimiento que se le ha seguido atenta contra la ga- 
rantía de la inviolabilidad de la defensa en juicio con- 
sagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional. 

La causa se abrió a prueba por cinco días — fs. 
44 — y fué fallada a fs. 75, rechazando las excepciones 
opuestas — por ser el título extrínsecamente hábil y 
auténtico; haberse cumplido los trámites legales en 
materia de ejecuciones; y no corresponder la conside- 
ración de cuestiones constitucionales en juicios de apre- 
mio — mandándose llevar adelante la ejecución. Los 
recursos interpuestos a fs. 80 — entre los cuales figu- 
raba el extraordinario para ante esta Corte — fueron 
desestimados a fs. 84, por no ser "recurrible la senten- 
cia dictada en autos". 

Que sobre la base de estos antecedentes y por lo 
que respecta a la procedencia del recurso extraordina- 
rio denegado corresponde establecer: 

Que el monto de la multa aplicada es, en el caso, 
lo suficientemente elevado como para que la imposi- 
ción de su pago, aunque fuera susceptible de repetición, 
importe el desapoderamiento del ejecutado — conf., 
fs. 27, 45 y 46 de la ejecución y fs. 310 del expediente 
administrativo — y produzca por consiguiente, grava- 
men irreparable —Fallos: 185, 288 y los allí citados—* 
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En tales condiciones el recurso extraordinario es pro- 
cedente respecto de sentencias dictadas en juicios eje- 
cutivos o de apremio —Fallos: 188, 286; 196, 254 y 
otros. 

Que no es éste un juicio tendiente a la ordinaria 
percepción tic la renta pública, sino una cansa que pre- 
senta particularidades tale? que autoriza a encuadrar- 
la en los supuestos de excepción contemplados en Fa- 
llos 188, 286; 19L 43; 194, 284; 196, 254 entre otros. 

Que aun de haber sido apelable la resolución del 
Director de! Departamento Provincial del Trabajo —en 
los términos de los precedentes de Fallos 193, 408; 195, 
439; 196, 118 entre otros— la forma en que tramitó el 
expediente administrativo ha constituido un obstáculo 
para la interposición regular del recurso extraordina- 
rio. No es aplicable así la jurisprudencia de Fallos 
194, 409. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 80. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que esta Corte en Fallos 143, 405, recapitulando su 
jurisprudencia anterior y analizando la doctrina per- 
tinente sobre la materia, declaró admisible que cierto 
tipo de infracciones — entre las que se cuentan las de 
las leyes del trabajo — por razón de la naturaleza pú- 
blica de los intereses cuya tutela se procura, sea juz- 
gado por organismos administrativos. Añadió entonces 
el Tribunal que la facultad así atribuida coloca a aqué- 
llos en la necesidad elemental de respetar en el ejerci- 
cio de sus funciones jurisdiccionales, las garantías y 
derechos que consagra la Constitución Nacional y en 
particular, la de la inviolabilidad de la defensa en jui- 
cio. De manera que en tales supuestos ninguna persona 
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sea objeto de sanción, sin que su caso haya sido conside- 
rado por funcionarios i .upa reíales ; sin haber sido noti- 
ficada de la existencia del procedimiento que se le sigue 
o ha seguido, y sin que además se le dé oportunidad de 
ser oída, y de probar de algún modo, los hechos que 
creyere conducentes a su descargo. 

Que en Ci caso en estudio no se ha respetado nin- 
guno de los requisitos arriba mencionados. 

Que así no puede considerarse imparcial al Direc- 
tor del Departamento Provincial del Trabajo, que ha 
procedido en los autos a *' multar sin consideración" 
al recurrente, siguiendo — según paladinamente lo ma- 
nifiesta, fs. 334 del espediente administrativo — los con- 
sejos del Ministro de que depende, Y que en el mismo 
documento califica con innecesaria violencia de "re- 
cursos cu Háleseos *' los interpuestos contra su reso- 
lución. 

Que ni en el curso de la investigación administrati- 
va ni después de ella se ha hecho saber su existencia 
al interesado. El procedimiento arbitrado para su no- 
tificación —una única citación a comparecer a la comi- 
saría de Alhuampa— no constituye un medio razonable- 
mente adecuado para hacer conocer la investigación y 
bu fallo — no cumple lo dispuesto expresamente en el 
mismo, fs. 317, disposición 3*. ni basta, por consiguien- 
te, n los fines de la garantía de la inviolabilidad de la 
defensa — Conf. Wtllouohby, On the Constitution, t. 3 # 
pág. 1709, parág. 1123. 

Que tampoco se ha dado audiencia a Compagno, 
porque no constituye tal el rechazo de plano, por ex- 
temporáneas, de sus peticiones posteriores al pronun- 
ciamiento final, en lo administrativo, y su desestimación 
por razones formales en la ejecución judicial. Por esa 
circunstancia la apertura n prueba por el juez de la 
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causa — y que éste se abstiene de considerar en sn sen- 



tios: 192, 308). 

Que conviene aún agregar que en la curiosa nota 
de fs. 334, el Sr, Olmos Castro invoca en apoyo de su 
resolución, la circunstancia de que la misma "ha ser- 
vido para que todos los obrajeros de la provincia pro- 
cedan a una revisión de sistemas de trabajo más hu- 
manos, por lo que miles y miles de obreros alaban y 
bendicen tanto el nombre del señor ministro como el 
del señor interventor nacional, que han establecido la 
justicia y la equidad en bien de la clase humilde ". 

Que es aquí del caso recordar que la circunstancia 
de perseguirse propósitos tan laudables como la defen- 
sa y dignificación de los trabajadores oprimidos, y la 
justa sanción de las infracciones de las leyes dictadas 
para su tutela, no basta para bonificar la transgresión 
constitucional cometida. Pues aparte de no ser necesa- 
ria para el cumplimiento del fin perseguido, vulnérase 
así el más elevado bien de la República, constituido por 
el respeto de sus instituciones, en primer término de su 
Constitución, fuera de la cual "no cabe esperar sino la 
anarquía o la tiranía" (Fallos: 191, 197). 

Que debe aún añadirse que así como está vedada 
la intervención de los jueces, so color de inconvenien- 
cia, error, o injusticia cuando los poderes públicos ejer- 
citan facultades que les lian sido constitucionalmente 
conferidas — eonf., Coolet, Constitutional Limitations, 
t 1, pág. rS4í> ; Bouvier's Law Dictionanj, t. 1, verbo 
"Constitutional", pág. 641; Willoughbt, ob. cit., t. 1, 
pág. 30 a 33, parág. 20 y 21 — tampoco les es dado a 
los tribunales validar los actos cometidos en violación 
de la Constitución, pnr causa de las miras perseguidas 



tencia — no convalida tampoco el 
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En su mérito se declara que el procedimiento se- 
guido no se ha ajustado a las garantías del art. 18 de 
la Constitución y, por consiguiente, se revoca la senten- 
cia de fs. 75 y se rechaza la ejecución. 

Hágase saber y devuélvanse, reponiéndose el papel 
en el tribunal de su procedencia, 

o auna — B. A. Nazab An- 

CHOHEfTA. 



JUANA A. MARBOT DE ALCAHAZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: ifoyirúfa* propros. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentó* no federales o federales consen- 
tido*. Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que se ha dado preferencia a una ley provincial sobre el 
Código Civil, contra la sentencia que, interpretando laa 
disposiciones de éste y de la ley 11.357, declara que nin- 
guna de el laa como tampoco laa de la ley orgánica de los 
tribunales provinciales, acuerdan a ln mujer menor de 
edad casada, capacidad para ejercer la profesión de es- 
cribano y deniega, por ello, el pedido de inscripción en 
Itf matrícula provincial. 

Dictamen del Procreador General 
Suprema Corte: 

La Sra. Juana Adriana Marbot de Alcaraz, argen- 
tina, de diecinueve años, casada, exhibiendo diploma 
de escribano público expedido a su favor por la Uni- 
versidad Nacional del Litoral, ha pedido al Superior 
Tribunal de Justicia de Corrí cutos la habilite para ejer- 
cer su profesión, e inscriba dicho diploma en la matrí- 
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ouU provincial. Esa petición ha sido denegada, por 
dos razones : 

a) Los arta. 82 y 83 de la ley orgánica de Iob 
tribunales de Corrientes, exigen el requisito de mayoría 
de edad para la inscripción; 

b) Ni la ley 11.357, ni las disposiciones concor- 
dantes del Código Civil, acuerdan a la mujer menor de 
edad» casada, capacidad jurídica suficiente para el ejer- 
cicio de dicha profesión. 

Contra esa denegatoria, trae la señora de Alcaraz 
un recurso extraordinario, que si bien resultaría ad- 
misible a tratarse simplemente de una colisión entre la 
ley local y el Código Civil, no lo es en cuanto se re- 
fiera a la interpretación de disposiciones de este último, 
o de su ley complementaria, núm. 11.357. Paréceme 
claro que, aun a falta de toda disposición al respecto 
en los aits. 82 y 83 de la ley u -gánica de Corrientes 
(tal como quedaron redactados a raíz de la reforma 
del 25 de agosto de 1914), bastaba esa interpretación 
dada por el tribunal local a la ley 11.357 y al código 
citado, para desestimar lo que la recurrente gestiona, 
esto es, que se la "habilite" para ejercer su profesión. 

Hago notar a V, E. que el recurso no se funda en 
la .interpretación que deba darse a la ley 10.861, que 
oreó la Universidad Nacional del Litoral, ni a otra ley 
o decreto de los que organizan la enseñanza en el orden 
federal. 

Corresponde, cu consecuencia, declarar mal conce- 
dido al recurso. Buenos Aires, marzo 3 de 1Ü43. — Juan 
Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Airea, 8 de mano de 1944. 

Y vistos : Los del recurso extraordinario de Juana 
Adriana Marbot de Alcaraz contra el acuerdo del Su- 
perior Tribunal de Justicia de Corrientes, que denegó 
la inscripción del título de Escribano Público de dicha 
señora en la matrícula respectiva, por no ser mayor 
de edad — fs. 4 y y 

Considerando : 

Que la Sra, Marbot de Alcaraz, aunque menor de 
edad — fs. 1— se acogió a los beneficios de ta ley nacio- 
nal 11.357 porque, casada, quedó equiparada a las mu- 
jeres mayores de edad para el ejercicio de los derechos 
civiles — art. 7 de dicha ley; fs. 2 y 6— ; y, en conse- 
cuencia, la negativa del Superior Tribunal de Justicia 
de Corrientes, al invocar los arts. 82 y 83 de la ley 
orgánica de los tribunales de la provincia que exigen 
mayoridad, da preferencia al estatuto local sobre el 
nacional, contrariando el art. 31 de la Constitución Na- 
cional. 

Que, como lo expresa el Sr. Procurador General, 
la justicia correntina, si bien menciona los recordados 
artículos de la ley local, invoca también el Código Ci- 
vil y la ley de los derechos civiles de la mujer, que lo 
integra, al deeir que la emancipación emergente del ma- 
trimonio contraído no modifica su situación de minori- 
dad, desde que, las personas en tal situación, no gozan 
de la plenitud del ejercicio de los derechos establecidos 
por el Código Civil, no pudiendo, así, hacer efectivas 
las responsabilidades que pudieran surgir en el desem- 
peño de su profesión con la amplitud que el caso exige. 
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En tal situación, el art. 15 de la ley 48 excluye el caso 
de antos del remedio federal. 

En su mérito y concordantes del Sr, Procurador 
Genera!, se desestima el recurso extraordinario. Há- 
gase saber y devuélvanse, reponiéndose el papel en el 
tribunal de su procedencia. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
zar Anchorena — F. Ramos 
Mejía. 



JUAN C. ROM v. JOSE P. POLETTI 

CONSTITUCION NAVIOS AL: Derecho* y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La garantía de la defensa en juicio, impone, como regla 
general, que los terceros ajenas al pleito, no pueden ser 
desposeídos ni privados de sus derechos patrimoniales, 
sin que se haya seguido contra ellos el debido procedi- 
miento judicial, dándoles oportunidad de ser oídos y jus- 
tificar los extremos en que basan sus pretensiones 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos tJ garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

Cuando el fallo apelado declara que median las circuns- 
tancias que, según derecho, atribuyen a una sentencia 
valor de cosa juzgada respecto de terceros, su ejecución 
contra e>tos no es víolatoria de la defensa en juicio ni 
da lugar al recurso extraordinario 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito» propios. Relación di- 
recta. Sentencias enn fundamento* no fedérate a o federales consen- 
tidos. Fundamentos dé orden común. 

La sentencia que rechaza un inte-dieto declarando que la 
anteriormente dictada en un juicio reivindicatorío se- 



(1) 8 de mnrjo do 1ÍML Fallos: 128, 417; 131, 400; 157, 
173, 240; 17S, 170 : 194, 99. ' 

< a ) Falloí; 192, 437; 187, (328; 188, 9; 190, 182; 193, 524. 
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guido contra otro tiene fuerza de cosa juzgada contra los 
actores en aqué!, cuyos derechos reconocen et mismo orí- 
gen que el demandado por reivindicación, no es arbi- 
traria ni susceptible de recurso extraordinario fundado 

en la violación de la defensa en juicio (*). 



JUAN LAPLACETTE —su sucesión— y. PROVINCIA DE 



HONORARIOS: Regulación, 

La regulación de honorarios practicada por la vía legal, 
en el juicio "n que han sido devengados, tiene fuerza do 
cosa juzgada en cuanto al monto de los miamos 

HONORARIOS DE PERITOS. 

La circunstancia de que la labor pericial objeto de una 
regulación de honorarios firme, haya sido tenida en con- 
sideración en un pleito posterior, consecuencia de aquél 
en que los trabajos se practicaron, no autoriza una nuera 
regulación de honorarios. 



SEVERO GUTIERREZ DEL CASTILLO 

JVRISDÍCCÍON Y COMPETENCIA: Incidentes y cuestionen co- 
nexas. Castas y honorarios. 

El juez de la sucesión del marido, ante quien tramita 
un juieio ejecutivo por cobro de honorarios y gastos de* 
vengados por el administrador de aquélla, en el cual ta 
ha trabado embargo sobre un bien que, según los here- 
deros, pertenecía a la esposa, cuya sucesión tramita ante 
el juez de otro lugar, es el competente para conocer y 
decidir lo relativo a esa cuestión. 



(i) Fallos: IfiO, (!?[ v los allí rítados. 

(3) 3 <k- manso de 1B4+. Fallos; 183, 309» 
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Dictamen del Procurador General 

■ 

Suprema Corto: 

Ue estudiado detenidamente estas voluminosas ac- 
tuaciones, en las que aparece planteada una confusa 
cuestión de competencia entre un juez en lo civil de la 
Capital Federal y otro t* s igual clase de Mendoza. 

Ante este último se inició la sncesión del doctor Se- 
vero Gutiérrez del Castillo y, posteriormente, ante el de 
esta Capital, el de Da. Carmen Calderón de Gutiérrez 
del Castillo, esposa de aquél. 

En la sucesión del marido, un acreedor por hono- 
rarios obtuvo sentencia favorable (fs. 363 y fs. 393 del 
expediente N* 33.585 sobre rendición do cuentas), y 
ejecntándola f consiguió se trabase embargo en bienes 
que parecen pertenecer (fs. 446 vta. exp. citado) al 
haber sucesorio de la esposa, exclusivamente. 

Es por este motivo que se ha trabado la aludida 
contienda, ya que el juez de la Capital sostiene que 
dicho acreedor debe concurrir a esta jurisdicción para 
hacer valer sus derechos, y el de Mendoza mantiene 
su competencia por tratarse de demanda deducida con- 
tra la sucesión de Gutiérrez del Castillo, radicada an- 
te él 

Tal es, en síntesis, la cuestión que a % E. corres- 
pondo dirimir r.tento lo dispuesto por el art. 9 de la 
ley 4055. 

Planteado así el caso, y separando las demás cues- 
tiones que innecesariamente lo complican, resulta de 
fácil solución. 

En los términos del art. 3284, inc. 4» del C. Civil, 
corresponde al juez de Mendoza conocer en la causa alu- 
dida. 



DE JUSTICIA DE La NACIÓN 



Se trataría, por lo demás, de un embargo indebi- 
damente trabado, según se afirma, en esta Capital, cu- 
yo levantamiento deben solicitarlo los interesados ante 
el juez qne lo ordenó; máxime en el caso de autos en 
que intervienen las mismas personas como herederas de 
ambas sucesiones. 

Así parecen haberlo entendido en los autos de la 
Capital cuando su apoderado ha solicitado y se le ha 
concedido (fs. 916 y 917 vta.) autorización para repre- 
sentar en Mendoza los intereses de la sucesión que tra- 
mita en Buenos Aires. Allí podrá discutirse el valor 
del convenio celebrado entre aquéllos a fa. 555 de los 
autos de la Capital, anulado a fs. 843 y subsistente en 
el juicio sucesorio del esposo, expediente N* 18.740 de 
Mendoza (fs. 606); todo lo que parece ha constituido 
el motivo de esta desinteligencia entre dichos herede- 
ros y el acreedor ejecutante. 

Por virtud de lo expuesto soy de opinión que corres- 
ponde dirimir la presente contienda en favor de la 
competencia del Juez en lo Civil de Mendoza. Buenos 
Aires, febrero 29 de 1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 10 de marzo de 1944. 

Y vistos: La contienda de competencia trabada 
entre el Sr. Juez del Segundo Juzgado en lo Civil y 
Minas de la ciudad de Mendoza y el Sr. Juez de Pri- 
mera Instancia en lo Civil de Ja Capital Federal. 

Considerando: 

Que nnte el 3r. Juez de Mendoza tramita la suce- 
sión de Severo Gutiérrez del Castillo, en cuyo juicio 
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Alfredo Videla sigue ejecución como cesionario de Car- 
men Gutiérrez del Castillo de Osorio, persiguiendo el 
cobro de un crédito proveniente de honorarios y gastos 
devengados por la cedente como administradora de la 
sucesión. 

Que en dicha ejecución se ha trabado embargo en 
un bien situado en la Provincia de Mendoza, que se pre- 
tende sea de propiedad exclusiva de Carmen Calderón 
de Gutiérrez del Castillo, esposa del primero, cuya su- 
cesión tramita ante el Juzgado en lo Civil de esta Ca- 
pital. 

Que se trata, en consecuencia, del cobro de bono- 
*.nos y gastos judiciales, cuya ejecución constituye 
WU i idéate do la causa en que han sido devengados, de 
l i t jinpetcncia del juez que entiende en el juicio princi- 
pí i, según lo ha resuelto la jurisprudencia constante de 
esta Corte (Fallos: 184, 219; 189, 338; 194, 64), 

Por estos fundamentos y los del dictamen del 
Sr. Procurador General de la Nación, se declara que 
debe seguir conociendo en el juicio el Sr. Juez del Se- 
gando Juzgado en lo Civil y Minas de la ciudad de 
Mendoza, a quien se remitirán los autos, con conoci- 
miento M Sr. Juez en lo Civil de la Capital, a quien 
le serán remitidos los autos de la sucesión de Carmen 
Calderón de Gutiérrez del Castillo, agregados sin acu- 
mular a fs. 460 vta. Repóngase el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
g ajina — Luis Linares — B. 
A. Nazab Anchorena — F. 
Ramos Mkjía. 
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BIENES ZUBELZU ARBIDE S. A. v. COMISION DE 
FOMENTO DE ROLDAN 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

El ejercicio de la facultad judicial de dictar las medidas 
para mejor proveer autorizadas por la ley procesal res- 
pectiva no es incompatible con el principio de igualdad 
ni contrario a la defensa en juicio (*}. 



ABADI, CASABE T CIA. v. NACION ARGENTINA 

RETRO ACTIVIDAD. 

El art. 3 del C. Civil sólo se refiere a las relaciones da 
derecho privado; no comprende las de derecho público, 
como son las contempladas por las leyes impositivas, que 
pueden afectar situaciones anteriores siempre que no agra- 
vien derechos adquiridos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nal idad. Leyes nacionales. Impositivas. Impuestos Internos. 

La aplicación del gravamen creado por la ley 12.345 a las 
sedas que habían salido de la aduana o de las fábricas y 
estaban en el giro comercial cuando ella fué promulgada, 
no es violatoria del art. 3 del C. Civil ni del art, 17 de la 
Constitución Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitudo- 
nulidad. Leyes nacionales. Impositiva». Impuestos Internos. 

El art. 32 del decreto reglamentario del 22 de enero da 
1937, al fijar en un peso el impuesto a pagar por todo* 
los tejidos de seda en circulación se ajusta a lo dispuesto 
por los arta. 51 y 54 de la ley 12.345 y no es violatorio del 
art. 86, ine. 2», de la Constitución Nacional. 



<l) 10 de nano de 1944. FsJU»: 189, 30*. 
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Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, julio 10 de 1942. 
Y vistos: Para resolver en defintiva eate juicio seguido 
por a Sociedad Abadí, Casabó y Cía. contra la Nación?sobre 
devolución de impuestos, y resultando: 

Que Ja soeiednd actora manifiesta que la Administración 
Oral de Impuestos Internos de la Nación le ha cobrado la 
suma de $ 5.146.40, que abonó con protesta, en concepto de 
impuestos cobre los tejidos de seda existentes en su poder el 
ij de febrero de 1937, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 
32 del dec. regí, de la ley 12.345 de impuesto a la seda. 

La ilegalidad e inconstituoionalidad del impuesto que se 
le obligó a pagar es evidente a poco que se lo analice. 

Es norma fundamental de nuestro régimen impositivo na- 
cional, que los impuestos sólo pueden ser creados por ley, y 
es asimismo norma sustancial de nuestro régimen iurídíco ciue 
im leyes sólo rigen para el futuro. ' 

La ley 12.345 no ha establecido el impuesto de $ 1 por 
cada kilogramo de tejido de seda existente en poder de los co- 
limantes al 1» de febrero de 1937, que se consigna en el art. 
32 del dec. regí, de la misma. 

En efecto: la ley 12.345 fué promulgada el 9 de enero 
de 1937 y no podía disponer que los tejidos de seda que al I» 
de febrero del mismo año se encontraran en poder de los comer- 
ciantes, debían abonar el impuesto de $ 1 por cada kilogramo 
porque, en todo caso, ese impuesto sólo podría regir sobre los 

i j 8 que 86 ad< l aieran co * posterioridad a la pro- 

mulgación de ta misma ya que de lo contrario, sería retroac- 
tivo, vale decir, ilegal o inconstitucional. 

Por otra parte, la ley 12.345 ha establecido el impuesto a 
los tejidos de seda, en forma condicionada a su procedencia y 
calidad, fijando la suma de f 1, por cada kilogramo, única- 
mente para los de fabricación nacional, circunstancia que de- 
muestra en forma indiscutible, que el impuesto único de $ 1 
por cada kilogramo de seda existente en poder de tos comer- 
ciantes al 1* de febrero de 1937, establecido por el art. 32 del 
dee. regí., sin distinción de procedencia o calidad, importa una 
verdadera alteración del sistema establecido en la ley regla- 
mentaria y una patente creación de un impuesto por decreto, 

^ión Ña^jonaJ díspueflt0 en el wt 86 ' inc ' ü de Ia CoMrti * 
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Abunda luego en otras consideraciones para demostrar ta 
ilegalidad del impuesto que se le obligó a pagar y en mérito 
de todo lo expuesto, solicita se condene a la Nación a devolverte 
•l importe del mismo, o sea la suma de $ 5.146. 40, con intere- 
ses y costas. 

Que el 6r, representante de la Nación al contestar la de- 
manda dice que la disposición del art. 32 del dec. regí de la 
ley 12.345, ha sido dictada por el P. B. en virtud de lo dis- 
puesto por el art. 54, de la ley cit., que lo faculta expresamente 
para determinar la forma, condición y plazo en que las exis- 
tencias comerciales acreditan el pago del impuesto a la seda. 

Por otra parte, dicha disposición legal es armóniea con lo 
que disponen los arta, 50 y 51 de la ley 12.345 y por tentó, 
el P. E., al establecerla ha obrado dentro del mareo de atribu- 
ciones que le confería la ley y que le acuerda la Constitución. 

Además, el gravamen tampoco ha sido aplicado con efecto 
retroactivo, por cuanto ta ley que lo creó v el decreto que fijó 
el plazo para su extgibilídad, han sido anteriores a la fecha 
con referencia a la cual se aplica el impuesto. 
, . . Por V ltimo a^ega, que ann en el supuesto que el impuesto 
hubiese sido aplicado con efecto retroactivo, ello no daría pie 
para alegar la inconstitucional idad de la lev, va que el prin- 
cipio de la irretroaetividad no es de la Constitución sino de 
la ley (art. 3», C. C), salvo en materia penal. 

Por todo lo cual, solicita el rechazo de ta demanda con 
costas. ' 

Considerando: Que de acuerdo a los términos en que ha 
quedado trabada la litis, las cuestiones a resolver se resumen 
en las de saber: 1' Si el art. 30 del dec. regí, de los arts. 50, 51, 
o3 y 54 de la ley 12.345, ha creado al margen de la ley un 
nuevo impuesto de aplicación retroactiva y 2* Si Jos impuestos 
creados con efecto retroactivo, son inconstitucionales. 

Que en cuanto a la primera cuestión, el art. 51 de la ley 
12.345, expresa textualmente: "Todo tejido de seda de la clase 
a que se refieren los arts. 50 y 53. que se encuentre en circula- 
ción sin acreditar el pago del impuesto interno, se considerara 
introducido del extranjero y su poseedor abonará, además del 
impuesto interno y las multas que se impongan, el derecho do 
importación correspondiente. A los efectos del pago del im- 
puesto interno para el tejido importado o que se considere 
importado, serán aplicables las normas de clasificación de te- 
jidos, vigente en la Aduana". 

Reglamentando esta norma legal, el art. 30 del decreto 
num. 9872 de enero 22 de 1937, dice: "Los importadores de 
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tejido, de leda deberán inscribirse en la Adm. Gral. de Im- 
SdtM Internos y llevarán libros de modelo oficial. Las im- 
SorUeione* se efectuarán en la forma determinada en los arta. 
5? al 36 del título I de la Reglamentación General; pero en 
«outto ae refiere a la aplicación de ío establecido en el art. 33, 
la Adm. de Impuestos Internos podrá hacer obligatoria la f i- 
Jteion de los instrumentos de valor fiscal en los mismos de- 
pósitos aduaneros. 

«'Loa importadores deberán declarar en las p anillas de 
importación, además de los datos esenciales que en las mismas 
«Vequierañ, tara8 de los ? ™ volturas de laS 

niftiff' 1 

Del cotejo gramatical de ambos textos legales como de su 
alcance impositivo, no se advierte, como lo sost.ene la firma 
MtoraVque con dicha reglamentación se haya creado un nuevo 
gravamen al margen de la ley. 

La disposición legal del art. 50, como claramente surge de 
tu texto, instituye un impuesto interno, sobre los tejidos de 
seda o mezcla de ceda y otro textil. 

Como norma impositiva general, lógicamente su vigencia 
debía comprender toda la existencia de seda puesta en circu- 
lación, sin la debida justificación del pago del impuesto in- 
terno. Toda seda que no estuviera en aquellas condiciones, es- 
taba exenta de todo gravamen e intervención fiscal. 

Por virtud de los principios de la uniformidad y genera- 
lidad que son de la esencia de todo gravamen, el legislador de- 
bió prever una posible evasión, con respecto a las existencias 
de sedas de origen clandestino o de existencia licita por adqui- 
rieres efectuadas con anterioridad a la vigencia del gravamen 
creado por el art. 50. En tales casos, no hubiera resu tado usto 
nilícitoVque por omisión de ese criterio previsor el impuesto 
rigiera parcialmente. , 

Tal ha «ido el espíritu que rigió al concebirse el texto del 
art. 51 de la ley y el art. 30 del dec. regí. No ea como se ar- 
me en la demanda, la creación de un impuesto con vigencia 
«¿©activa, lo que tampoco dentro de los preceptos de la Cons- 
titución hubiera sido un vicio para su valides. Dichos preceptos 
impositivos sólo crean una presunción legal juna tanfum acerca 
deque toda seda encontrada en circulación que no acredite el 
«Jo del impuesto interno, "se presume" introducida del ex- 
trojero, en cuyo caso solamente, soportaría el pago de loa 
derechos a que alude el mismo art 51. . 
Nada de injusto y arbitrario puede verse en esta previsión 
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legal, desde que la presunción creada no priva al tenedor o 
propietario del tejido implicado en ella, pruebe o "acredite 
como la ley, el pago del impuesto interno, en cuyo caso, de 
hacerlo, no es pasible del gravamen cuestionado. 

Como se ha visto del cotejo de textos efectuado preceden, 
temente, en nada altera este principio de la "presunción del 
art. 51, la redacción dada al art. 30 del dec. regí, que el P. B. 
ha podido dictar, no ya por su potestad privativa conferida 
por el art. 86, ine. 2», Const. Nac, sino por la expresa autori- 
zación establecida por el art. 54 de la ley 12.345, para deter- 
minar la forma, condición y plazo en que las existencias co- 
merciales acrediten el pago del impuesto a la seda. 

Que en cuanto a que el art. 30 del dec, regí., tenga el al- 
cance de un gravamen retroactivo y por tanto eonfiscatorio, 
en que se funda la acción sub lite, cabe expresar que, si tal 
característica y alcance tuviera el impuesto, no sería por efecto 
del decreto, sino propiamente por el art, 51 de la ley, en cuanto 
podría gravar tejidos adquiridos con anterioridad a la vigencia 
del impuesto creado por el art. 51, toda vez que no acreditaran 
el pago del impuesto interno, o sea, que la presunción de legal 
se haría efectiva. 

Si como lo alega la firma actora, al impuesto que cuestiona 
pudiera reconocérsele efecto retroactivo, ello ante la doctrina 
constitucional no constituiría un vicio de invalidación. 

El mero hecho do que una ley de impuestos tenga carácter 
retroactivo, ha dicho la Corte Suprema, no constituye un» 
causal de invalidación de la misma, porque a falta de otra» 
objeciones la legislatura puede hacer de los hechos pasados la 
base de su acción, tanto como de los que todavía no han su> 
cedido (Grat, limitaciones al poder de tasar, par. 1828 ; 184- 
U. S. -156). Y en el mismo sentido esta Corte ha declarado 
que "aun bajo el imperio de cláusulas constitucionales de ma- 
yor amplitud que las nuestras en lo relativo a la prohibición 
de retroactividad, como son las consignadas en la Constitución 
de los EE. UU. de América, se ha considerado que los impuestos 
pueden ser retroactivos porque en sus efectos prácticos some- 
ten al gravamen las propiedades sujetas a él para responder a 
exigencias del Estado, y ea lícito a la legislatura hacer de una 
manera indirecta lo que está facultado para hacer directa- 
mente (17 - How . 456; 184 - U. S. - 156; 219 - U. S. - 140)" 
{Corte Suprema Fallos, t. 117, p. 22). 

Por estos principios de derecho público, concluye la Corte 
estableciendo que, una ley retroactiva creando impuestos o 
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ampliando o alterando los ya existente* no pugna con el prin- 
cipio do la inviolabilidad de la propiedad siempre que ae man- 
tonga dentro de las condiciones que constitucionalmente lo de- 
finen, esto es, cuando es razonable, no es opresivo en su ma- 
nera de actuar, ni es confisca torio (Corte Suprema "Fallos", 
t. 152, p. 268 y t. 161, p. 270). 

Que de la aplicación de los principios expuestos, no puede 
tino establecerse la improcedencia de lu impugnación en que Ge 
basa la demanda. 

El legislador, a fin de evitar la evasión del impuesto en 
situaciones susceptibles de gravamen, es que ha instituido el 
principio de la "presunción" a que se ha hecho referencia en 
ios considerandos precedentes, o sea, que ha hecho de una ma- 
nera indirecta lo que está facultado para hacer directamente; 
gravar los tejido* de seda o mezcla y otro textil, que se encuen- 
tran en circulación sin acreditar el pago del impuesto interno. 
Como no es presumible que esos tejidos se hayan fabricado en 
«1 país y hayan salido a la circulación sin el contralor de la 
autoridad fiscal y previo pago de los impuestos internos, lo 
lógico era crear una presunción jurt's tantum que los hiciera 
gravadles, salvo prueba en contrario de haberse abonado el im- 
puesto interno. 

En autos consta que, al actor se le han encontrado teji- 
do* de seda existentes en su poder, el 1» de febrero del año 
1937, ejercicio fiscal, en que el impuesto de la ley 12.34f , es- 
taba en vigencia. 

El actor, durante la secuela de este litigio no ha probado, 
para destruir la presunción del art. 53, haber abonado el im- 
puesto interno, por lo que resulta ajustado a la ley 12.345, el 
«obro de $ 5.146.40 que la Adm. de Impuestos Internos le ha 
requerido en pago, siendo improcedente la repetición que pre- 
tende, lo que así se resuelve. 

Por tanto y lo expuesto, fallo desestimar la demanda de- 
ducida en contra do la Nación por Abadí, Casabe" y Cía., sobre 
devolución de la cantidad de $ 5.146.40, en concepto de im- 
puestos internos por sedas importadas, encontradas en su po- 
der en 1* de febrero de 1937, sin haber pagado el impuesto 
interno establecido por el art. 50 de la ley 12.345, con costas. 
— Emilio L. González. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, diciembre 14 de 1942, 

»n*l3 V ÍÍÍ°r ?S r Bm fQnda *"™t™, se confirma la sentencia 
¡£ aÍL r n 3 L en ^ ant0 desestima la demanda promovida 

por Abadj, Casabe y Cía. contra la Nación; avocándosela reí 

M , 9? e en atencion a Ia naturaleza de Im 

cuestión debatida, se declaran en el orden causado en ambas 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de marzo de 1944. 
Y vistos: Los del recurso de apelación ordinario 
de Abadí, Casabe y Cía. contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de Apelación de la Capital, que desesti- 
mo la demanda de aquella sociedad contra la Nación 
por devolución de derechos de aduana; y 

Considerando : 

T) Que son dos las cuestiones —ambas de dere- 
cho- que planteó la demanda y sostiene en el recurso 
ante esta instancia: a) si el Estado puede dar efecto 
retroactivo a las leyes de impuestos, atenta la disposi- 
ción del art. 3 del 0. Civil y el art. 17 de la Constitución 
Nacional; b) el P. E. no pudo, reglamentando la ley 
í40 > ÍJ J ar eI "npuesto de un peso moneda nacional 
por cada kilo de seda ya en circulación comercial al 
sancionarse aquella ley, contrariando la letra y el espí- 
ritu del art 50 y concordantes de dicho estatuto, dado 
lo categórico del me. 2* del art. 86 de Ja Constitución 
Nacional (fs. 11, 25, 41 v 58). 
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, II) Que, en su constante jurisprudencia, esta Cor- 
te ha decidido que el precepto del art. 3 del C. Civil 
se refiere solamente a las relaciones de derecho pri- 
vado qne dicho Código regla; y no a las relaciones de 
derecho público administrativo, como son las qne con- 
templan y resuelven las leyes de impuestos, las cuales 
pueden afectar actos y situaciones anteriores siempre 
que no agravien derechos adquiridos, cuya in tangibili- 
dad debe considerarse como la propiedad misma y am- 
parada, por lo tanto, por la garantía del art 17 de la 
Constitución (Fallos: 185, 165; 187, 306; 197, 569). En 
consecuencia, la ley 12.345 pudo aplicarse a las sedas 
que ya habían salido de la Aduana o de las fábricas 
nacionales y que estaban en el giro comercial cuando 
ella fué promulgada. Ello está, por lo demás, acorde 
con lo resuelto en un caso semejante por esta Corte 
— Fallos: 129, 405, considerandos penúltimo y ultimo. 

III) Que el art. 54 del estatuto legal faculta ex- 
presamente al P. E. para determinar la forma, condi- 
ción y plazo en que las existencias comerciales acredi- 
ten el pago del impuesto a la seda, es decir, de las que 
ya estaban en el giro comercial, como se dice en el 
anterior considerando, o de las que, en adelante, sa- 
lieran de ía Aduana o de las fábricas. Ello está con- 
forme con el art. 51 que dice: "Todo tejido de la clase 
a que se refieren los arts. 50 y 53 que se encuentren en 
circulación sin acreditar el pago del impuesto inter- 
no..." etc.; y por consiguiente, el art. 32 del decreto 
reglamentario de enero 22 de 1937, al fijar en un peso 
— el mínimo de la ley — el impuesto a pagar por todos 
los tejidos en circulación, no ha transgredido la norma 
del art, 86, inc. 2*, de la Constitución Nacional. Debe 
advertirse que el recordado art. 51 de la ley ¿e refiere 
a los infractores y sanciona penas para Jos mismos, 
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mientras que el 32 del reglamento contempla la situa- 
ción de los que, a la fecha de la ley —enero 9 de 1937 
o veintidós días después, 1» de febrero- tuvieren mer- 
caderías, se pusieran en condiciones legales pagando el 
impuesto -no la pena- y sin discriminar si dicha mer- 
cadería entro del exterior o es producto interno (art. 50 
me. 1 y 2 de la ley 12.345) por las dificultades de in- 
vestigación y la equidad de equiparar a los que, sin ley 
fiscal anterior tenían tejidos de seda, impone el gra- 
vamen mínimo de un peso, señalando aún dieciséis días 
mas para la declaración jurada de existencia. 

En su mérito y concordantes fundamentos de los 
filloa anteriores, se confirma la sentencia apelada 
Oostas también por su orden en esta instancia. Hágase 

reponerse el papel en el 

tribunal de origen. 

Antonio Saoarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazah Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



OSCAR HORACIO BERROCAL 
SERVICIO MILITAR. 

flVnJh ínC 0) i de , Ia ley 4707 * e P° r objeto evitar 

se encuentren prestando el servicio militar ordinario con- 
juntamente como consecuencia del hecho del nacimiento v 
3É|gSg normal ^ m ^Posiciones referentes a á caí 
oblación con presidencia de Ja voluntad de los intere- 
sa JÍK/C/0 MILITAR. 

Síf^ n ° ia ú& que el hc ™*™ mnyor deba continuar 
»° ir C °?! T,,etar 61 P e ^o de un año de conl 
cnpcion por haber sido reprobado en el examen de «pT 
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rante a oficial de reserva, no exime del servicio militar al 
hermano menor a quien, por razón de su edad, le correa* 
pondo comenzar a prestarlo mientras aquél sigue bajo 
banderas. 

Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, diciembre 7 de 1943. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Berrocal Oscar Horacio 
— excepción militar", y 

Considerando, que: 

1*) La situación de hecho que determina esta solicitud 
de exención al servicio militar, está claramente expuesta en 
los autos. Migue! Angel Berrocal, de la clase 1922, requirió 
autorización para prestar servicios en carácter de aspirante a 
oficial de reserva. El curso limitado en esa condición, fué sa- 
tisfecho desde el 2 de enero hasta el 30 de marzo del corriente 
año; mas como no aprobara las pruebas reglamentarias al fina- 
lizar aquél, debe completar ahora el período de un año que le 
corresponde. Este servicio complementario ha de satisfacerlo 
juntamente con la clase siguiente, de 1923, pues con ésta fué 
torteado a raíz de su desaprobación como oficial de reserva. 
Lo cual originará la simultaneidad de servicio, durante nueve 
meses, con el hermano menor, clase 1923 ; circunstancia en 
que se funda la presente gestión ; con areglo a lo previsto en 
el iuc. "o", art. 63, ley 4707. 

2*) Surge de lo relacionado, que aunque, ateniéndose al 
texto formal del preeepto, éste pareciera amparar el derecho 
ejercitado, no es así en realidad, a poco que se consulte su 
espíritu verdadero y el propósito inequívoco tenido en vista 
por la ley. Lo que ésta ha querido, con la previsión de refe- 
rencia, es que dos hermanos de la misma clase o de clases 
sucesivas, no se encuentren prestando servicios conjuntamente, 
siempre que se trate en ambos casos de servicio ordinario y 
que sea la consecuencia del hecho natural del nacimiento. 
Esto es, cuando la conjunción se opera, por el juego normal 
de las reglas establecidas para el servicio militar obligatorio 
y con total preseindencía de lo voluntad de los ciudadanos 
interesados. El análisis de los antecedentes expuestos, permite 
afirmar que no es eso lo que ocurre aquí y. para comprobarlo, 
basta destacar que de no haber mediado la actividad aludida 
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del hermano mayor, y su rechazo ulterior, no se habría produ- 
cido el conflicto que ahora se intenta remediar. Cada uno ha- 
bría prestado su servicio ordinario en años consecutivos, sin la 
menor dificultad. Es cierto que la situación no es imputable 
al peticionario; pero no se trata de deslindar responsabilidad 
des, ni tal consideración debe influir en la correcta aplicación 
de la norma legal. 

3*) Parece innecesario recordar los principios fijados por 
una constante interpretación judicial, orientada en la conoci- 
da jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, acerca del 
sentido estricto que corresponde atribuir a la ley militar, en la 
parte relativa a las exenciones al servicio de las armas. Y de 
ahí que, coincidentemente, con lo antes expuesto, y por apli- 
cación de las mismas reglas, se hayan decidido en forma nega- 
tiva, algunos casos que guardan cierta analogía con el que nos 
ocupa. Así Be ha resuelto que la permanencia en las filas del 
ejército del hermano mayor, no sería motivo legal para eximir 
al solicitante de la obligación de incorporarse con los de su 
clase, si aquélla obedeciera: a) a tener que purgar una con- 
dena como infractor a una ley militar — níims. 4707 u 11.396 — 
(C. S., t. 13G, p, 335) ; b) a haberlo dispuesto así el P. B. 
Nacional, en virtud de la facultad de convocatoria que le acuer- 
da el art. 15 de la ley 4707 (C. S. t. 193, p. 68) ; c) a que 
no se encuentre en Las fitas del ejército nacional prestando 
servicio militar obligatorio, sino en calidad de estudiante, co- 
mo cadete, en procura de una profesión y de un título, el de 
oficial del ejército (Cámara Federal de la Capital, noviembre 
18 de 1937. Jurisprudencia Argentina: t. LX, pág. 390). Los 
dos primeros supuestos han motivado también fallos concor- 
dantes de esta Cámara, que resulta inoficioso mencionar en 
detalle. 

4') En consecuencia, piensa el Tribunal que corresponde 
desestimar la petición er. trámite, dado que la situación del 
recurrente no encuadra exactamente en la disposición legal 
invocada, conforme a la recta inteligencia que a ésta debe 
atribuirse. Así lo reclaman también los funcionarios del Mi- 
nisterio Fiscal, en ambas instancias. 

Se resuelve revocar la resolución apelada, obrante a fs. 14, 
declarando que el ciudadano Oscar Horacio Berrocal, no se 
halla comprendido en la causal de excepción contemplada en 
el inc. "o", art. 63 de la ley 4707, — Juan Carlos Lubary. — 
Julio Marc. — Santos J. Saccone. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire», 15 de marzo de 1944* 

Y vistos: el recurso extraordinario concedido en los 
autos "Berrocal Oscar Horacio —excepción militar". 

Por sus fundamentos; la doctrina sustentada por 
«ata Corte tu re : C. S. 136, 335 > 193, 68, y porque cual- 
quiera de las dos situaciones que contempla el art. 63 
inc e de la ley N* 4707 es ajena a la de Oscar Horacio 
Berrocal, bg confirma la sentencia apelada de fs. 18 en 
cuanto ha podido ser materia de recurso. Hágase saber 
y devuélvanse. 

Antonio Saoarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazar Ancbot- 
bena — F. Ramos Mejía. 



STAUDT Y CIA. 

¡tECORSO EXTRAORDINARIO: RtftHÍsit09 propio*. Sentencia d«- 
ftmítiva. RttolHcUmea anteriores a la sentencia definitiva. Vario», 
La resolución que, en una c^usa sobre defraudación de 
la renta aduanera, ordena el examen de los libros y pape* 
les de una sociedad implicada en la denuncia, no es sen- 
tencia definitiva n los efectos del recurso extraordinario 
fundado en el art. 18 de la Constitución Nacional, que 
podrá ser deducido contra el fallo condenatorio que ponga 
fin al juicio. (17 de marzo de 1944). 
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ANTONIO GARIBOTTI v. CAJA DE JUBILACIONES 
DE EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION 7 PENSION, 

Mientras la jubilación no haya sido concedida, el afiliado 
qne la solicitó sólo tiene un derecho en expectativa, que 
puede ser modificado por la ley exigiendo otros requisito* 
para obtener el beneficio. 

JUBILACION DE EMl IEADOS FERROVIARIOS; Jubilado* i 
Clases. Ordinaria. 

El empleado ferroviario que, sin desunir del pedido de 
jubilación ordinaria, formulado con arreglo al art. 18 de 
la ley 10.650, obtuvo su jubilación extraordinaria apre- 
miado por su precario estado de salud y por la suspensión 
de la aplicación de aquel artículo, dispuesta por decreto 
del 24 de abril de 1941, no puede invocar válidamente 
derechos adquiridos para oponerse a la ley 12.825, dictad* 
entre tanto, por la cual se reformó la ley 10.650, fijándose 
en 55 años la edad mínima necesaria para obtener la 
jubilación ordinaria. 

Sentencia de la CAmara Federal 

Buenos Aires, 3 de noviembre de 1943. 

Considerando : 

De las constancias de autos resulta que cuando Garibotti 
solicito su jubilación ordinaria el 21 de octubre de 1941 ae 
asilaba por su edad y antigüedad de servicios en las condicio- 
obtenlrta " P ° r d 8rt 18 ' inc de la le y 10 650. para 

■ j *?< recoftJ ada disposición legal, según la resolución ape- 
lada, no se hallaba en vigor por haber sido suspendida mi 
aplicación mediante el decreto del P. E. de la Nación del 24 
de abril de 1941» 1 ; y luego se sancionó la ley 12.825, modifica» 
ton* de la _ 10.050, que aumentó la edad y los años de servicios 
para la jubilación ordinaria, disponiendo, además, en el art. 2» 
que a partir de su promulgación la Caja "acordará los bene- 
ficios únicamente en los casos en que resulten acreditadas las 
condiciones estipuladas en Ja presente ley" 
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Corresponde destacar que Garibotti apremiado por au 
estado fínico y en presencia del decreto aludido, pidió y obtuvo 
au jubilación extraordinaria por invalide*, de cuyo goce actual- 
mente disfruta y, en consecuencia, dejó el servicio, reserván- 
dose expresamente el derecho de reclamar oportunamente el 
beneficio mayor es decir, la jubilación ordinaria. 

Reiní ciado el trámite para conseguir ésta, el directorio 
de la Caja, aplicando el art. 2° de la ley 12.825 y el ort. 18 de 
la ley 10.G50 reformado, la deniega porque Garibotti no tiene 
cincuenta y cinco años de edad. 

Conviene también, tener presente que los requisitos de 
edad y antigüedad, deben cumplirse en el ejercicio del cargo, 
según la constante jurisprudencia de la Corte Suprema y este 
Tribunal, y esa exigencia no podrá llenarla el recurrente, por- 
que, como se ha expuesto, se halla separado de su puesto y 
físicamente impedido de desempeñarlo. 

Por atendibles y urgentes que hayan sido las ones de 
Índole económica que fundamentaron el decreto (Je 24 de abril 
de 1941 -V. jando en suspenso la concesión de algunos benefi- 
cios concedidos por la ley, lo cierto es que dentro del régimen 
institucional de la Nación, las leyes sólo pueden ser suspendi- 
das, modificadas o derogadas por otras leyes. 

De ello se infiere que el aludido decreto carece de validez 
para suspender los efectos de la fey 10.650, de forma tal, que 
luego, como en el caso sub judice, esa suspensión produzca una 
situación irremediable y enerve un derecho adquirido como el 
que Garibotti tenía para lograr su jubilación ordinaria. 

Cabe agregar por otra paite, que la situación de déficit 
o aun de falencia de la Caja Ferroviaria, tampoco justificarla 
la suspensión de los beneficios de la ley 10.650 y sus comple- 
mentarias, porque et art. 8* de la misma (art 1*, inc. d, ley 
11.308) establece que "cuando los recursos calculados no alcan- 
zaran a cubrir et importe total de las jubilaciones y pensiones 
que deberán ser satisfechas durante el año, la Nación contri- 
huirá con la diferencia". 

Por estas consideraciones, se revoca la resolución apelada 
de ffl. 31 vía. y se concede a Antonio Garibotti, la jubilación 
ordinaria que solicita» debiendo cesar en el goce de la por 
invalidez de que disfruta. — Ricardo Villar Palacio. — Carlos 
del Campillo. — Juan A. González Calderón. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario ea procedente, por ha- 
berse puesto en tela de juicio la inteligencia de dispo- 
siciones de las leyes especiales 10.650 y 12,825 y ser la 
sentencia definitiva contraria al derecho invocado por el 
recurrente. 

En 21 de octubre de 1941 D. Antonio Garibotti so- 
licitó de la Caja Ferroviaria jubilación ordinaria; pero 
el 19 de febrero subsiguiente, alegando estar incapaci- 
tado para el trabajo, pidió se dejara en suspenso esa 
solicitud, y tramitara el caso como jubilación por inva- 
lidez; una vez acordada esta última, deberían tenerse 
en cuenta sus derechos a la ordinaria gestionada antes 
(fs. 8). En consecuencia, se le concedió la jubilación 
por invalidez (fs. 10 vta,, marzo 26 de 1942), 

En abril del corriente año, Garibotti quiso hacer 
efectiva su reserva relativa a la jubilación ordinaria; 
y no se ha accedido a ello, porque el art. 18, ine. 1% de 
la ley 10.650, modificado por la ley 12.825, de octubre 
14 de 1942, exige ahora para obtener ese beneficio la 
edad de 55 años (fs. 31 vta.). Tal resolución fué revo- 
cada por la Cámara Federal, tribunal en cuya opinión 
el decreto del P. E. de abril 24 de 1941 no pudo suspen- 
der válidamente los efectos de la ley 10.650, enervando 
"un derecho adquirido como el que Garibotti tenía 
para lograr su jubilación ordinaria" (fs. 43 vta.)» 

A mi juicio, en el sub judice no puede hablarse de 
" derecho adquirido", pues como lo ha resuelto reitera- 
damente V. E., mientras la jubilación no sea acorda- 
da, sólo existe un derecho en expectativa, susceptible 
de ser modificado por leyes posteriores que exijan nue- 



ráum de la oom nmau 



vos o distintos requisitos para otorgar la jubilación 
(181: 127 y los allí citados). Resolta de aatos que la 
gestión tendiente a reiniciar el trámite del pedido de 
jubilación ordinaria es muy posten ■ a la sanción de 
la ley 12.823. 

Corresponde, pues» revocar el fallo apelado en cuan- 
to podo sor materia de recurso. Buenos Aires» diciem- 
bre 17 de 1043. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de marzo de 1944. 

Y vistos: Los autos "Garihotti Antonio v. Caja 
Ferroviaria, sobre jubilación por invalidez*', venidos 
da la Cámara Federal de la Capital por vía del recurso 
extraordinario; y 

Considerando : 

Que el empleado ferroviario Antonio Qaribotti, 
lis desistir de 1 pedido de jubilación ordinaria que había 
solicitado, obtuvo la jubilación extraordinaria apre- 
miado por su precario estado de salud y porque el P. 
£. había suspendido la concesión de aquellos bene- 
ficios. 

Que posteriormente pretende acogerse a los bene- 
ficios de la jubilación ordinaria, pero la Caja le niega 
•1 beneficio oponiéndole la ley 12.825, sancionada en- 
tretanto, que aumenta a cincuenta y cinco años la edad 
para la jubilación ordinaria, y como la Cámara Fede- 
ral revoca dicho pronunciamiento por considerar que 
al aludido decreto carece de validez y no puede enervar 
un derecho adquirido, se trae el caso a conocimiento 
de esta Corte. 
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Que este Tribunal ha dejado establecido en reite- 
radas oportunidades, que mientras no se haya acorda- 
do la jubilación, el afiliado que la solicitó, sólo tiene 
nn derecho en expectativa que pnede ser modificado 
por la ley exigiendo otros requisitos para obtener el 
beneficio —Fallos: 152, 259; 153, 127; 178, 349; 180, 
261 ; 181, 127. 

Que cabe observar, por último, que Garibotti al 
gestionar su jubilación por invalidez no objetó en nin- 
gún momento la validez constitucional del decreto del 
P, E. suspendiendo la concesión de jubilaciones. 

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Sr. Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. 13 en cuanto pudo ser materia de recurso* 
Hágase saber y devuélvanse. 

Antonio Sagarna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazab Ancho- 
ebna — P. Ramos Mejía. 



MANUEL E. RAMOS MAS v. NACION ARGENTINA 

> i .... ' 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Cuestiems 
na fedérale: Interpretación de normas y actos locales en general. 

La cuestión referente a la interpretación de las dispari- 
ciones de las leyes 11.288 y 11.582 que reglamentan e] im- 
puesto local de patentes, para determinar ai comprenden 
el caso del apelante que sostiene habérsele cobrado un 
gravamen sin ley que lo autorice, es ajena al recurso extra- 
ordinario, por medio del cual no procede revisar la solu- 
ción no arbitraria ni insostenible del fallo recurrido. 

PODER DB POLICIA. 

El Estado puede, en ejercicio del poder de policía, regla- 
mentar y limitar ciertas actividades coa miras a la de- 
fensa y áJp^PMBüteien to de la moral, la salud y la coa ve* 
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nieneia colectivas, y aun suprimir et ejercicio de las que 
no fueran honorables o reconocidamente útiles, como laa 
de prestamistas a interés usurario. 

IMPUESTO: Confiscación. 

La patente que grava actividades que podrían ser supri- 
midas por el Estado en ejercicio del poder de policía, como 
la de prestamista a interés usurario, no puede ser cuestio- 
nada por rarón de su elevado monto, 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Igualdad. 
La igualdad ante la ley no obliga a la inmutabilidad de los 
gravámenes en las distintas épocas de su aplicación ; por lo 
que no pueJe fundarse la impugnación de un impuesto 
en la circunstancia de que en un período posterior haya 
afectado en forma más benigna a otro contribuyente de la 
misma categoría que al recurrente. 



Sentencia de Primera Instancia 

Buenos Aires, setiembre 15 de 1942. 

T vistos estos autos de los cuales resulta : 

Qne a fs. 4 se presenta, por intermedio de apoderado don 
Manuel E. Ramos Mas, demandando al Fisco Nacional por 
repetición de la suma de $ 18.000 m/n„ intereses y coatas. 
Manifiesta que ante el juzgado a cargo del Dr. García, secre- 
taria Lassaga, el Pisco le siguió un juicio por cobro de paten- 
tes por el importe indicado, rechazándose sus defensas debido 
a no corresponder en un juicio de trámite breve (ley 50), por 
to que pagó bajo protesta y con reserva de sus acciones para 
repetir. Durante los anos 1935/6, realizó particularmente 
prest amofi por 1 12.000 m/n,, actividad no gravada con impues- 
tos por las leyes 11.288 y 11.582; no basta la boleta de patente 
■no que debe existir clasificación firme, lo que no ocurre en 
su caso, pues de la improcedente clasificación que se le hizo 
en 1938 reclamó sin lograr resolución hasta ahora. La ejecu- 
•aón que se 1c siguió fué nula por lo expuesto y otras razones 

y s agrega, por lo que termina pidiendo se falle condenando 
Fisco a pagarle $ 18.000 m/n., intereses y costas. 
Como la demandada no contestó la demanda, se la declaró 
rebelde y considerándose el juzgado competente para entender 
tn este juicio, lo recibió a prueba por el término de ley; duran- 
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te bu transcurso, se produjo la prueba que el actuario certi- 
fica a íb. 166 v. ; araba» partea alegaron y a fa. 192 vta., lla- 
móse autoa para sentencia ; y 

Considerando : 

1* Que en el juicio Flaco Nacional contra Ramos Mas, 
a íb. 112, constan las boletas por cobro de patentes a casas de 
pristamos del demandado, $ 6.000, con multa de $ 3.000, años 
1935/36. 

2» Que en autos resulta bien probado el carácter de pres- 
tamista —a altos intereses— de E. Ramos Mas, como también 
que tenía instalada su empresa en el Joca! Moreno 1575 (Casa 
Mas) —ver fs. 118/23, 144— (arte. 26 de la ley 4128 y 205 
del Cód. de Procds.). * 

3» Que la aplicación de principios legales por analogía, 
además de estar autorizada en la propia ley y bien interpreta- 
da por decretos, está dispuesto en el derecho común (art, 16 
del CÓd. Civil y leyes 11.288 y 11.582), es por ello que el 
suscrito no encuentra inconveniente el procedimiento seguido 
por la Dirección General del Impuesto a los Réditos para cla- 
sificar la patente que corresponde al actor en el uso discutido; 
en cuanto al monto, aparentemente excesivo en relación con 
el fijado al sucesor de Mas, José Galván, las explicaciones da- 
das sobre el punto por el agente fiscal son acertadas; se trata 
de nna actividad no acreedora de tolerancia impositiva por 
redundar en muchos casos en perjuicio de la comunidad, j 
siendo así, sin llegar a constituir una confiscación, se justifica 
su monto como sana medida de orden moral. 

4 9 Que aceptándose la procedencia de la patente, y ante 
la situación de su incumplimiento por el interesado, la multa 
es justa. Respecto de las costas del expediente traído ad effec- 
tum vúiendi, ellas son las consecuencias de los trámites nece- 
sarios para que el Fisco percibiera lo que se le adeudaba 7 
como tal, mal puede pretenderse su devolución (art. 221 del 
Cód. de Procds.). 

Por tales fundamentos, constancias y citas legales, fallo 
rechazando la demanda, con costas. — J\ Barroetaveña, 
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Sentencia de la Cámara Comercial 

Buenos Airea, setiembre 27 de 1943. 
Y vistos: Considerando: 

Que en el correspondiente juicio de apremio, el deman- 
dante debió abonar al Fisco Nacional la suma de # 18.000 por 
impuesto de patente y multa, con relación a los años 1935 y 
1936, en la condición de prestamista que le fué atribuida por 
Im Dirección General de Impuestos a los Réditos. 

Que la presente 'demanda por repetición de pago indebido, 
tiene por objeto recuperar todo lo abonado en aquel concepto, 
y se apoya fundamentalmente en que al actor se le ha obligado 
a pagar una patente, y sobre ella una multa, sin que tal pro- 
ceder estuviere autorizado por ley alguna, fuera de que, con 
relación al ctpital en giro, el impuesto resulta confisca torio, 
vulnerando el principio que consagra el art. 17 de la Consti- 
tución Nacirnal y en pugna con las garantías que a todos los 
habitantes de la Nación acuerdan los arta. 14 y 16 de dicho 
código político, en la materia comprendida en este litigio. 

Que, a juicio de este Tribunal, las pretensiones del peti- 
cionante han sido rechazadas con toda justicia por el fallo en 
recurso, ya que los extremos de la demanda no aparecen 
en manera alguna ¿unificados, y las constancias del expediente 
administrativo agregado como elemento de prueba, que expli- 
cóla suficientemente el procedimiento ajustado a la ley y a la 
realidad de la situación que se siguió en la emergencia, no 
remitan desvirtuadas por la prueba traída a estos autos por 
ti demandante. 

Que con respecto a la cuota en concepto de patente por 
tos años 1935 y 1936, impuesta al actor, como a la pena que se 
la aplicó de conformidad con el art. 39 de la ley 11.289, el 
Tribunal no encuentra en estos obrados base alguna que auto- 
rice a desechar las conclusiones del decreto dictado por el 
P. E. de la Nación a la. 74 del expediente citado, cuyos fun- 
damentos, ajustados a la situación contemplada y a la W 
aplicable, se tienen por reproducidos. 

Que, en efecto, de acuerdo con el art. 2» de la ley 11.582, 
cuando se realice una actividad comercial no enumerada en la 
ley de patentes, procede la clasificación del comercio, siempre 
que por sus características pueda ser considerado análogo a 
otro de los gravados. En el caso de autos, como lo expresa la 
mencionada resolución del P. E., las actividades del recurren- 
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te durante los años 1935 y 1936 eran semejantes a laa que gra- 
vaba en esa época el inc. 29 del art. 1" de la ley 11.288 proce- 
diendo en tal virtud su clarificación en ese inciso. La cuota se 
aplicó en atención al giro comercial del negocio y de acuerdo 
con loa coeficientes que la dirección del ramo estableció para 
todos los contribuyentes de ese rubro. 

Se comprobó asimismo — y esta» actuaciones no destruyen 
la comprobación — que el actor ocultó su comercio de presta* 
mos, haciéndolo figurar como operaciones relativas a la venta 
de artículos de "sport", por Jo cual quedó comprendido en el 
inc. 3* del art. 38 de la ley 11.288, con la calificación de de- 
fraudador y la obligación de pagar la multa establecida por 
«1 art. 39 de dicha ley. 

Que el decreto de enero 19 de 1032, aprobado por la ley 
11.582, introduce ciertas modificaciones a la ley de patentes 
11.288. La ley 11.582 no es en suma sino un complemento de 
la ley 11.288 y, por consiguiente, el aludido art. 2?, que esta- 
blece la clasificación por analogía, se refiere tanto a la enu- 
meración del art. 1» de dicha ley como a la del art. 1* de la 
11.288. El comercio de préstamos del demandante pudo ser, 
por lo tanto, legítimamente clasificado con arreglo al N» 29 del 
art. r de la ley 11.288, con una tasa impositiva comprendida 
entre mil y veinte mil pesos. 

Que, en consecuencia, la alegación del recurrente, al pre- 
tender que se le impuso una contribución y aplicado una 
multa sin ley que lo autorizara, carece de fundamento. 

Que en cuanto al carácter arbitrario, desigual y confisca- 
torio del impuesto, este Tribunal juzga que en el caso de autos 
no se han violado las garautias constitucionales que invoca el 
recurrente. Se remite a este respecto a las constancias del ex- 
pediente administrativo mencionado, a los fundamentos del 
fallo en recurso y a las consideraciones de loa escritos de fe. 
187 y fe, 209 del representante legal del Fisco, acerca del carác- 
ter usurario, y por consiguiente, reñido con la moral de laa 
operaciones de préstamo que constituían ta actividad habitual 
del demandante, Cabe recordar, acerca de este particular, que 
i la Corte Suprema de U Nación ha tenido oportunidad de de- 
clarar que en nuestro país hay impuestos protectores restricti- 
vo*, liberaciones de impuestos con esos fines subsidiarios, pero 
que, como tales, no subvierten las normas fundamentales da- 
los arta. 4*. 16 y 67 de la Constitución Nacional. Ha declarad» 
también que la duplicidad que resulta del ejercicio de facul- 
tades impositivas diferentes no limitadas por disposición coas- 
títucioual alguna, no es causa de invalidez del impuesto ; que 
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la igualdad establecida en la constitución como base del im- 
puesto, no impide la formación de categorías con tasas diver- 
sas, siempre que no ge hagan distribuciones o distinciones 
arbitrarías y las clasificaciones de los bienes o de Isa personas 
afectadas reposen sobre una base razonable, y, finalmente, que 
«1 Poder Judicial no tiene facultades para invalidar los gra- 
vámenes en razón de su injusticia o inconveniencia, del exceso 
da su monto o de las formas de percepción, mientras de ello 
no resulte una violación de las disposiciones constitucionales. 

Que la regulación de honorarios del agente fiscal, que en 
concepto de costas ha practicado el Juez es arreglada a dese- 
cho» pues aquél no interviene en el juicio como funcionario 
Judicial en orden a la ley 1893, sino como representante ad koc 
del Fisco Nacional en virtud de un decreto del P. E. por el 
cual se le encomendaba asumir dicha representación, según 
consta a fs. 10 del expediente administrativo agregado (nú- 
mero 45.503). 

Por estos fundamentos, los del fallo en recurso, las consi- 
deraciones de los escritos de fs. 187 y fs. 209, de acuerdo con lo 
dictaminado por el señor Fiscal de Cámara, se confirma dicha 
sentencia corriente a fs. 193. — Faré. — Zambrano. — García. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

A D. Manuel E. Ramos Mas le siguió el Fisco Na- 
cional juicio por apremio para cobrarle patentes locales 
que adeudaba como prestamista y las multas consi- 
guientes (expediente agregado por cuerda floja). Pide 
ahora en juicio ordinario devolución de lo pagado; y 
por sentencia de fs. 214 dictada por la Cámara de Ape- 
laciones en lo Comercial de la Capital Federal se han 
desestimado sus pretensiones, confirmándose el fallo 
de primera instancia de fs. 193. 

A fs. 217 ha interpuesto para ante V. E. recurso 
extraordinario de apelación contra lo resuelto a fs. 
214, habiéndosele concedido dicho recurso. 

Lo funda : en que no existe ley que autorice el co- 
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bro de la patente; en que ésta es confisca tona; y en 
que por ser desigual, según expresa, es violatoria del 
art. 14 de la Constitución Nacional. 

Respecto a lo primero, la sentencia se limita a in- 
terpretar y aplicar leyes locales sobre patentes» den- 
tro de cuyas disposiciones clasifica la actividad co- 
mercial del actor de acuerdo a la prueba producida. 
Por ello la patente exigida y la multa aplicada. 

Ninguno de los fundamentos al respecto del fallo 
apelado -^suficientes para sustentarlo— involucra 
cuestión federal. 

La interpretación que los tribunales locales bagan 
de sus propias leyes locales — de patentes en este ca- 
so — no autoriza, como es notorio, la intervención de 
V. E. en instancia extraordinaria; máxime cuando esa 
interpretación tiene fundamentos de hecho y prueba 
igualmente irrevisibles en la instancia requerida (art 
14, ley 48). 

No existe, por lo demás, tacha expresa de incoas- 
titnc:onalidad; el actor se encarga de demostrarlo cuan- 
do afirma que el impuesto de patente no nace de 1 
ley sino de la interpretación de los funcionarios ( 
219 vta.). 

En lo que respecta al carácter confiscatorio de la 
patente con relación al monto del capital sobre que re- 
cae, se trata de una cuestión de hecho y prueba acerca 
de la cual V. E. tiene decidido que no cabe revisión 
por no constituir materia federal. 

Y en cuanto al último punto de la impugnación de 
fs. 217, desigualdad impositiva, debo hacer notar que 
ésta se refiere al diferente trato fiscal que el actor sos- 
tiene ha recibido comparado con el de otro contribu- 
yente que afirma estuvo en sus mismas condiciones* 
No es éste, como es obvio, el concepto de la desigualdad 
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a qne alude el art 14 de la Constitución Nacional y la 
doctrina al respecto de la Corte Suprema. Encuentro 
innecesario insistir sobre el particular atento la cla- 
ridad del caso. 

Por todo lo expuesto considero que el presente 
recurso no puede prosperar, por lo que pido a V. E. se 
sirva desestimarlo. Ceso de admitírselo, corresponderá 
confirmar por sus fundamentos el fallo apelado. Buenos 
/ Aires, diciembre 4 de 1943. — Juan Alvaree. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de marzo de 1944. 

Y vista la precedente cansa caratulada "Ramos 
Has, Manuel E. contra Pisco Nacional *\ para conocer 
en ella por vía del recurso extraordinario concedido a 
fs. 223, respecto de la sentencia de fs. 214. 

Y considerando : 

Que con el recurso extraordinario interpuesto y con- 
cedido en estos autos se someten al Tribunal los tres 
puntos siguientes: 

o) La imposición de un gravamen — con multa — 
sin ley que lo autorice. Invócase con este motivo los 
arts. 4, 19, 67, inc. 2» y 86, incs. 2* y 13, de la Constitu- 
ción Nacional ; 

b) El carácter confisca torio del impuesto aplica- 
do — art. 17 de la Constitución Nacional; y 

c) La desigualdad que se dice mediar en la forma 
con que se ha gravado al recurrente — art, 16 de la 
Constitución Nacional. 

Que por lo que hace al punto primero, conviene se- 
ñalar que el impuesto de que trata el pleito, reviste ea- 
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rácter local -Palios ¡ 192, 289 y ios que allí se citan— 
por manera que la interpretación y aplicación de las 
disposiciones legales que lo reglamentan —y de acuer- 
do con Jas cuales la ley impositiva existe y comprende 
el caso del recurrente— no son susceptibles de traerse 
a la consideración de esta Corte por la vía del recurso 
extraordinario. No basta a ese efecto la invocación de 
disposiciones constitucionales, que no guardarían con lo 
decidido por el tribunal de la causa, relación directa a 
inmediata, si no fuera exacto que la solución del fallo 
apelado fuera arbitraria e insostenible —Patios- 117 
7; 178, 98; 194, 220 y los allí citados- lo que esta Corte* 
no encuentra que suceda en la especie. 

Que no es el presente un caso semejante a los que 
contempló y resolvió esta Corte y que se registran en 
los ta. 155, págs. 290, y 163, pág. 155, de su colección de 
fallos, pues en éstos se trataba de impuesto también a 
los prestamistas, sin ley en virtud exclusivamente de una 
resolución del Poder Ejecutivo que creó un impuesto 
especial a pretexto de reglamentar la de patentes o a 
mérito de una ley ad hoc t la núm. 18, que adoptó el mismo 
impuesto a partir del año 1927, sin que de sus términos 
m infiera que el legislador pretendió darle efecto re- 
troactivo para operaciones realizadas con anterioridad 
a su vigencia j pues como el recurrente mismo lo cita, 
el art. 1' de la ley 11.582, que es de fecha junio 13 de 
1932 y aprobó el decreto del Gobierno Provisional de 
19 de enero de 1932, vale decir, es anterior a las opera- 
ciones de aquél, ha establecido que "Todo negocio co- 
mercio o profesión no especificado en la enumeración 
precedente se clasificará por analogía". Dicha ley am- 
?J*- Ü( ! dero * a ~ la 11.288, como que dice en su art. 
1 Quedan gravados con el impuesto de patentes a que 
se refiere la ley 11.288 los comercios, profesioi 




dnstrias enumeradas en los siguientes incisos" y no 
repite las actividades mencionadas en el art. 1» de dicha 
ley 11.28$. 

Que, en tales términos, es indudable que no está 
al margen del inc. 2* del art. 86 de la Constitución, la 
equiparación por analogía de préstamos comunes a los 
hipotecarios o de descuentos y giros, inc. 21 del art. 1* 
de la ley de patentes de noviembre 29 de 1923; no hay 
creación de impuesto sin ley que pudiera decidir un 
pronunciamiento análogo a los que decidieron los fallos 
de los tomos 155 y 163 que se han mencionado anterior- 
mente. 

Que la alegada confiscatoriedad del gravamen ob- 
jeto del pleito, tampoco permite la modificación del fa- 
llo apelado porque la base de la imposición es el capital 
en giro, según la interpretación de la ley local, y ese 
capital sería mny superior al que menciona el actor. 

Que es principio admitido por la jurisprudencia de 
esta Corte, que asiste al Estado la facultad de reglamen- 
tar y limitar ciertas industrias y actividades, con miras 
a la defensa y afianzamiento de la moral, salud y aun 
de la conveniencia colectivas — Fallos: 128, 85; 195, 
106 ; 197, 569. Y cuando la afectada no es profesión ho- 
norable ni reconocidamente útil —como sucede con la 
de prestamista a interés del 2 y 3 % mensual como en 
el mejor de los casos según propio reconocimiento, sería 
el recurrente, fs. 226; se mencionan casos de 15 %, fs. 
48 y 49 del expediente administrativo — ese poder de 
policía alcanza hasta su supresión — doctrina de Fallos ¡ 
150, 419 — sin que pueda ser objetado de inconstitucio- 
nal como arbitrario o irrazonable. Porque la garantía 
del art. 14 de la Constitución Nacional ampara las *' in- 
dustrias lícitas", carácter de que carecería la que en 
tales condiciones fuera objeto de prohibición. La justi- 
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cía ordinaria de la Capital en fallos ilustrado» declaré 
usurarios los préstamos a más del 12 y 14 % anual —La 
U y> t 8, pags. 705, 848 y 1222— y más recientemente 
a los que exceden del 10 % —La Ley, t. 20, pág. 233- 
Junsp. Arg., tomos 69, 431; 71, 47; 73, 678 ; 74, 112 i 
1943, II, 445; Gaceta del Foro, 150, 51; 151, 30. 

Que el precedente raciocinio es suficiente ¿ara sus- 
tentar la imposición de un gravamen elevado a las acti- 
vidades de ta naturaleza de las contempladas en el pre- 
cedente considerando —cuyo ejercicio está así válida- 
mente supeditado al cumplimiento de las leyes que la 
reglamentan -Fallos: 128, 85- y que no puede evitar- 
se invocando el art. 17 de la Constitución Nacional. 

Que debe también desestimarse la tacha de desigual- 
dad. La garantía de la igualdad ante la ley a los fines 
del impuesto a las cargas públicas, que consagra el art 
16 de la Constitución Nacional impide ciertamente que se 
exija de unos lo que no se requiere a otros en equiva- 
lentes circunstancias —Fallos: 197, 51S-. Pero desde 
luego no obliga a la inmutabilidad de los gravámenes y 
contribuciones, en períodos distintos de su aplicación. 

En ra mérito y por los fundamentos concordantes 
del precedente dictamen del Sr. Procurador General se 
confirma la sentencia apelada de fs. 214 en lo que ha 
podido sor objeto de recurso extraordinario. Hágase sa- 
ber; devuélvanse al tribunal de su procedencia; repón- 
gase el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagabna — Ltas Lena* 
bes — B. A. Nazab Ancho- 
eena — F. Ramos Metía. 



EUGENIO M TREVISI v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 



COSTAS: DtsarroUo del litigio. Allanamiento. 

L» diligtucia con que se haya procedido en el expediente 
administrativo iniciado a raíz de la demanda judicial» no 
basta para eximir del pago de tas costas a la provincia 
que, si bien se allanó a las pretensiones del actor, hizo ne- 
cesario el pleito con su actitud anterior í 1 ). 



PEDRO S. F. VIDIELLA 

CONSTITUCION. NACIONAL: ContiitncionaUdad e ¡neomtitucio- 
mmüdad. Ordenanzas municipales. 

La ordenanza 12.555 de la Municipalidad de la Ciudad 
de Buenos Aires, en cuanto impone a los propietarios de 
garatas, bajo pena de multa, la obligación de solicitar 
permiso para guardar automóvil^ procedentes del interior 
del país, que se concede gratuitamente y sin dificultades, 
no es violatorio de los principios constitucionales de la li- 
bertad de tránsito y de comercio ; como tampoco lo es del 
principio de la igualdad por la circunstancia de que, me- 
diante convenio con el gobierno de la Provincia de Bue- 
nos Aires, se permite la entrada a los coches procedentes 
de ésta sin otro contralor que el que ella misma tiene re- 
glado, si no resulta que acuerdos similares hayan sido ne- 
gados a otras provincias. 



Dictamen del PaocuRAnoa General 
Suprema Corte: 

Procede en este caso el recurso extraordinario por 
haberse puesto en tela de juicio la constitucionalidad 
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de la ordenanza municipal 12.355, de esta Capital» por 
cuya virtud se multó en cincuenta pesos a D. Pedro 
Santiago Francisco Vidiella, a causa de no haber soli- 
citado permiso para guardar en su garage autos pro- 
cedentes del interior del país. 

Fúndaselo, en que la disposición impugnada es 
vi ola t cria de las garantías constitucionales relativas a 
la libertad de tránsito interprovineial, y a la igualdad 
ante la ley (fs. 13). 

Respecto de lo primero, y como lo hace notar el 
Sr. Intendente Municipal en su resolución de fs, 6, no 
se trata aquí de obstáculos impuestos al tránsito, pues- 
to que los vehículos del interior pueden circular, y cir- 
culan, libremente por las calles de la Capital; tampoco 
se ha multado, ni entorpecido en forma alguna la circu- 
lación, a los dueños de dichos vehículos. La medida en 
cuestión lo es de simple vigilancia y control, y se hace 
efectiva sobre los propietarios de garages que no so- 
licitan permiso, pese a que éste se les otorga gratui- 
tamente con arreglo al propio artículo objetado. 

En cuanto a la desigualdad de trato, emergería 
según el recurrente, de que por virtud de un convenio 
celebrado entre la Municipalidad y el gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires, se exima de tal permiso 
a los vehículos automotor $ con patente expedida por 
dicha provincia. Tampoco encuentro comporte ello 
quebrantamiento de normas básicas. La celebración de 
tratados interprovinciales, con fines de administración 
o de utilidad común, está autorizada por el art. 107 de 
nuestro Estatuto Fundamental; y no resulta de autos, 
directa ni indirectamente, que el convenio aludido pue- 
da bajo concepto alguno interpretarse como acto de 
guerra económica destinado a favorecer a los contra- 
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tantea en desmedro o perjuicio de otras provincias ar- 
gentinas. 

Conceptúo, pues, que no se ha demostrado la tacha 
de inconstitucional ¡dad fundamento del recurso, por lo 
cual, corresponde confirmar la sentencia del Sr. Juez 
en lo Correccional obrante a fs. 11. Buenos Aires, di- 
diciembre 3 de 1943. — Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de marzo de 1944. 

Y vistos : Los del recurso extraordinario interpues- 
to por Pedro Santiago Francisco Vidiella contra la sen- 
tencia del Juez Correccional de esta Capital que, con- 
firmando una resolución del Intendente Municipal de 
la Ciudad de Buenos Aires, lo condenó a pagar cincuen- 
ta pesos de multa o quince díps de arresto por guarda 
de dos automóviles procedentes de Córdoba en contra- 
vención al art 370 del texto ordenado de la ordenanza 
impositiva —fu. 6 y 11—; 

Y considerando: 

I) Que en el escrito de interposición del recurso 
extraordinario, el recurrente, invocando los arts. 10, II, 
14, 16 y 18 de la Constitución Nacional, lo funda en d.»s 
agravios de carácter constitucional ; a) violación de los 
principios de la libertad de tránsito y de comercio; b) 
violación del principio de igualdad al exigir permiso de 
tránsito para los automotores de una localidad que no 
se exige para los de otras. A estos dos puntos debe li- 
mitarse el pronunciamiento de la Corte de acuerdo con 
su constante doctrina. Fallos: 185, 12 y 151; 186, 336, 
337 y 491; 187, 79; 195, 529. 
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II) Que en la ordenanza y en la resolución muni- 
cipal no se reglamenta ni se restringe el tránsito inter- 
provincial con agravio de los arts. 10, 11 y 67, inc, 12, 
de la Constitución Nacional; se refieren a la guarda, 
cuidado de automóviles de fuera de la Capital Federal 
sin el permiso consiguiente de entrada, que Be concede 
gratuitamente y sin ninguna dificultad alegada ni me- 
nos probada; es, como observa el Sr. Procurador Ge- 
neral, una medida de contralor y policía municipal que 
no agravia ningún derecho, declaración o garantía cons- 
titucional. 

III) Que la libertad de comercio, como la de tra- 
bajar, ejercer toda industria lícita y demás actividades 
que menciona el art. 14 de la Constitución, está condi- 
cionada por las leyes que reglamenten su ejercicio, 
siempre que ellas no alteren su letra ni su espíritu —art 
28—; y es notorio que el contralor sobre los vehículos 
que entran a la Capital, en forma que no impide esa 
entrada ni su guarda, no incurre en el exceso del art 
28, ni siquiera en el del inc. 2*, del art. 86, partiendo del 
supuesto .que el gobierno municipal, como delegado del 
Poder Ejecutivo de la Nación, haya reglamentado la 
Ley Orgánica de la Municipalidad. 

IV) Que tampoco existe infracción a la garantía 
de igualdad constitucional —art 16— por la circunstan- 
cia de que, mediante acuerdo con el Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires, los vehículos de esta pro- 
cedencia entran sin otro contralor qne el que ella misma 
tiene reglado, pues no se ha argüido ni probado que la 
Provincia de Córdoba u otra hayan intentado y no ob- 
tenido acuerdos similares, contrariándose así la norma 
interpretada por la jurisprudencia constante de esta 
Corte —Fallos: 184, 392 y los allí citados. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
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por el Br. Procurador General, se confirma la resolu- 
ción apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. 
Hágase saber y devuélvase. 

Antonio Saqarna — Luis Lina- 
bes — B. A. Nazae Ancho 
bena — F. Ramos Mejía. 



ELIAS GERSMAN 

RECURSO EX TRA ORDINA RIO : Requisitos propios. Cuestiones />- 
torales complejos, Inconstitueionahdad de normo» y actos nacionales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en que el art. 
128 del decreto reglamentario de la ley 4687 es violatorio 
de la defensa en juicio en cuanto exige el deposito previo 
de la multa para recurrir de la resolución que la impone, 
contra la sentencia que desestima dicha impugnación. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad c incotutitucio- 
malidad. Decretos nacionales. Varios. 

El art. 128 del decreto reglamentario de la ley 4687, en 
cnanto establece el requisito del depósito previo de la mul- 
ta para que procedan los recursos de nulidad y apelación 
contra la resolución que la impuso, no importa una restric- 
ción inconstitucional a la defensa en juicio que puede ser 
ejercida libremente una vez cumplida dicha exigencia 



ESTEBAN VA1RO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Agentes diplomáticos y consu- 
Ures. Cónsules extranjeros. 

Compete a la Corte Suprema conocer originariamente en 
la causa pena! incoada con motivo de haberse atentado 

(i) 29 do mano de 1944. FoIIob: 162, 363. 
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contra un cónsul extranjero y tm empleados en el local 
del consulado y por motivos emergentes del desempeño de 
las funciones de los mismos. 

' Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Del estudio de las presentes actuaciones nc surge 
la jurisdicción originaria qne a V. E. se atribuye en 
la sentencia de fs. 44, toda vez qne en ningún momento 
aparecen discutidos los privilegios o exenciones, en su 
carácter publico, del cónsul de Italia en la ciudad de 
Córdoba como para que resulten de aplicación los arte. 
101 de la Constitución Nacional, 1% inc. 4°, de la ley 48 
y 21 del Código de Procedimientos en lo Criminal. Ni si- 
quiera la persona del referido representante comercial 
resulta afectada. 

Se trata de la represión de nn delito común per- 
petrado dentro de las oficinas del consulado, llevado 
a cabo por un particular qne disparó un revólver con- 
tra empleados qne allí se encontraban, imaginando 
fuese uno de ellos el citado cónsul. 

No alcanza, pues, a éste — que ni siquiera ha to- 
mado intervención en el proceso — el privilegio de la 
jurisdicción originaría ante la Corte Suprema que, si 
para los diplomáticos procedería en casos similares al 
de autos como resulta de los términos en que V. E. 
decidió la causa 183, 156. 

Aplicando en lo pertinente dicha doctrina, corres- 
ponde declarar que es ajeno a V. E. el conocimiento 
de la presente causa. Buenos Aires, febrero 28 de 1944. 
— Juan Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de marzo de 1944. 

t vistos : La incompetencia decidida por el Juez 
Federal de Córdoba para entender en el proceso con- 
tra Esteban Vairó por lesiones, por tratarse do nn de- 
lito contra el cónsul italiano en dicha ciudad, cuyo co- 
nocimiento compete originariamente a esta Corte Su- 
prema — Íb. 44 — j y 

Considerando : 

Vairó atentó contra el cónsul y empleados depen- 
dientes, en el local del consulado y por motivos emer- 
gentes del desempeño de las funciones de los mismos; 
y es así nn caso previsto en el inc, 4, del art. 1* de la 
ley 48 reglamentaria de los arta. 100 y 101 de la Cons- 
titución Nacional; y así lo resolvió esta Corte en las 
causas semejantes a que se refieren los fallos de los 
ta. 10, págs. 324 y 123, pág. 152. 

No es aplicable la doctrina sentada en el caso del 
t 183, pág. 156, porque allí se trata na de un delito co- 
mún — falsificación de cheque — sobre bienes que no 
resultaban oficiales, ni la falsificación ejecutada en la 
oficina oficial, ni afectación de inmunidades inheren- 
tes al cargo del damnificado. 

En sn mérito y fundamentos de la resolución del 
Juez Federal, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la resolución de aquél y se declara que corres- 
ponde a esta Corte entender en el caso en función de 
§u jurisdicción originaria. Hágase saber, y vuelva al 
Procurador General para que solicite lo que conceptúe 
procedente. 

Antonio Sao auna — Luis Lina- 
res — B. A. Nazah Ancho- 
mena — F. Ramos Mejía, 
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FERROCARRILES DEL ESTADO v. PROVINCIA DE 

SAN JUAN 

GOBERNADOR DE PROVINCIA. 

Loe actos de loe gobernadores sólo obligan a las provincia* 
cuando aquéllas han obrado dentro de los límites de sus 
facultades constitucionales y legales. 

GOBERNADOR DE PROVINCIA, 

Las notas por las cuales el Gobernador de la Provincia de 
fcan Juan, por sí solo, sin autorización legal ni acuerdo 
de ministros, solicitó del Ministerio de Obras Públicas de 
la Nación la reposición de un deavío por los Ferrocarriles 
del Estado y se comprometió a pagar la mano de obra con 
fondos provinciales por una suma superior a la que la ley 
local de contabilidad de 1880, entonces vigente, le autori- 
zaba a invertir sin aquellos requisitos, no obliga a la pro- 
vincia al pago de suma alguna, ni aun a título de enrique- 
cimiento sin causa, por tos gastos realizados por Ferro- 
carriles del Estado para hacer los planos y el presupuesto 
de los trabajos que no llegaron a realizarse por desisti- 
miento del gobierno provincial subsiguiente. 

BODEGA DEL ESTADO DE SAN JUAN. 

La Bodega del Estado de San Juan no es una repartición 
autárqmca facultada para actuar pública y privadamente 
en las condiciones previstas por el C. Civil. 

BODEGA DEL ESTADO DE SAN JUAN. 

La Provincia de San Juan es responsable por las obliga- 
ciones válidamente contraídas por la administración Se- 
ñora de la Bodega del Estado representada por el Minis- 
tro de Hacienda de aquella conforme a las leyes 439 y 525. 

INTERESES: Relación jurídica entre las partes. Casos varios. 
Los intereses úe la suma reclamada en un juicio conjun- 
tamente con otras cuyo pago por el demandado originó el 
desistimiento del actor con Ja reserva, aceptada por aquél, 
de la acción correspondiente para perseguir el cobro de 
la espresada cantidad en otro juicio, son debidos por «1 
deudor condenado en éste, a partir de la notificación de 
la primera demanda. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La jurisdicción originaria de V. E. para conocer 
en este asnnto, emerge de tratarse de cansa civil en la 
que es parte demandada la Provincia de San Juan. 

En cuanto al fondo del litigio, versando como ver- 
ía sobre cuestiones de derecho común, o de hecho y 
prueba, escapa a mi dictamen. Buenos Aires, febrero 
11 de 1943. — Juan Alvar ez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de marzo de 1944. 

Y vistos: El juicio de jurisdicción originaria se- 
guido por la Administración General de los Ferroca- 
rriles del Estado contra lu Provincia de San Juan, so- 
bre cobro de pesos. 

Resultando : 

Que a fs. 11 se presenta Alejandro J. Segura, por 
la Administración citada, demandando a la Provincia 
dff San Juan por cobro de f 410,10 "%., sus intereses y 
las costas del juicio. Dice: que la suma reclamada la 
constituye la de | 370,10 '%. por los trabajos de res- 
tauración del desvío en Kilómetro 910/673,30 a 2 que se 
efectuaron por orden y cuenta del Gobierno de San 
Juan, y el saldo, cuarenta pesos, es el importe que adeu- 
da la Provincia por sellado de habilitación del contra- 
to firmado el 13 de diciembre de 1933 entre su mandante 
y la Administración General de la Bodega de Estado 
de San Juan; que las obras de rehabilitación del des- 
vío fueron solicitadas por nota del 2 de noviembre de 



M JUSTICIA DC LA NACIÓN 



1920 firmada por el Gobernador de la Provincia D. 
Amable Jones, ratificada por telegrama del 17 de oc- 
tubre del año siguiente, dando, además, conformidad 
con los gastos en otra nota del 29 de octubre de 1921 ; 
que esas obras fueron autorizadas por el expediente 
14.229/6726 y motivaron una abundante actuación ad- 
ministrativa que a la larga resultó inútil dada la acti- 
tud remisa de los gobiernos provinciales posteriores 
para reconocer bu validez y eficacia; que su mandante 
incurrió en los gastos y ante el fracaso de sus gestio- 
nes administrativas para el cobro, denegado en reite- 
radas ocasiones, se ve obligado a iniciar la demanda; 
que el importe de $ 310,10 % estuvo incluido en la de- 
manda que inició ante esta Corte el 26 de setiembre 
de 1935 contra la Provincia, acción que fué desistida 
en razón del pago que por cuenta del gobierno provin- 
cial efectuó la Nación, salvo en cuanto a la partida 
que ahora reclama, por la que su parte hizo la reserva 
consiguiente, que fué aceptada por el representante de 
la Provincia; que la suma de cuarenta pesos se refiere 
al sellado de habilitación del contrato a que se ha refe- 
rido, cuyo original acompaña ; que el art. 24 del con- 
trato pone a cargo de la Bodega el pago de la mitad 
del impuesto de sellos por cnanto del pago de la otra 
mitad está excluido su mandante en virtud del art. 18 
de la ley 6757, habiendo pagado su mandante la mitad 
correspondiente a la Bodega; que con respecto a la 
primera partida invoca los arts, 1627, 1629, 1637, 1638, 
1644 del Código Civil y sus concordantes y en cnanto 
a la segunda los arts. 728, 729, 768 inc. 3« del mismo 
código y sus concordantes; que para establecer la vincu- 
lación entre la Bodega del Estado y el gobierno de- 
mandado se remite a las leyes provinciales 439 y 535. 
Termina pidiendo se haga lugar a la demanda y se 
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condene a la Provincia de San Juan al pago de la su- 
ma reclamada, bus intereses y las costas, haciendo cons- 
tar en nn otrosí que los intereses corren desde la noti- 
ficación al deudor de la demanda que se interpuso ante 
esta Corte, a la que ya ha hecho referencia. 

Que corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
testada a fs. 25 por José Antonio González, en repre- 
sentación de la Provincia de San Juan. Dice: que la 
partida de $ 310,10 % no proviene de materiales o 
mano de obra empleados en obras de la Provincia o 
suministrados a ella, sino que han sido invertidas en 
mejorar instalaciones de propiedad de la actora y, por 
tanto, que se han convertido en su provecho exclusivo, 
si es que realmente se lian realizado, y sólo pueden ser 
a cargo de la Provincia si ésta, expresamente y de 
acuerdo con las formalidades legales, se hubiera com- 
prometido a pagarlas, no existiendo decreto alguno 
del gobierno de la Provincia por el que se haya hecho 
cargo de pagar la suma reclamada; que el único an- 
tecedente que existe en la Provincia es aJverso a las 
pretensiones de la actora, pues resulta que los mismos 
representantes de los Ferrocarriles del Estado han re- 
conocido que las obras fueron paralizadas, de lo que 
resulta que ni siquiera está probado que se hayan efec- 
tuado los trabajos cuyo importe se reclama; que la no- 
ta del 29 de septiembre y el telegrama del 17 de octu- 
bre de 1921 carecen por sí solos de eficacia para obligar 
a la Provincia, si no se justifica la existencia del acuer- 
do de ministros o del decreto por el cual ésta se com- 
prometió a hacerse cargo del gasto, pues los funciona- 
ríos sólo pueden obligar a la Provincia mediante los 
actos celebrados en el ejercicio de sus funciones y re- 
vestidos de las formalidades que la ley establece; que 
un acto que supone una inversión de fondos sólo puede 
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ordenarse por medio de un decreto en la forma en que 
establecían los arts. 17, 19 y concordantes de la ley de 
contabilidad del 11 de septiembre de 1880 vigente en 
la época de la nota y telegrama mencionados y some- 
tido al control previo de la Contaduría General qne 
establecía el art. 20 de la misma ley, sin lo cual no ha 
podido tener validez; que la nota y telegrama referidos 
escapan a la intervención de la Contaduría General, a 
la publicidad de los actos oficiales que establece el art. 
2* de la ley de creación del Boletín Oficial y al registro 
de los actos oficiales y no pueden ser considerados por 
sí solos actos que obliguen a las Provincias ; que res- 
pecto a la partida de cuarenta pesos tampoco procede 
el pago, porque la obligación había sido contraída con 
anterioridad a la fecha en que se sancionó la ley 578, 
que dispuso que los fondos para atender la Bodega 
del Estado se incluirían en el Presupuesto General de 
la Provincia, habiendo sido anteriormente todas las 
obligaciones a cargo de dicha repartición en virtud de 
la autonomía que le otorgaba la ley 439 con el goce 
de la personería jurídica dispuesta por los arts. 15 y 
17 de dicha ley, por lo que no existe relación de derecho 
entre la actora y la demandada; que en cuanto a los 
intereses, la pretensión de la actora es improcedente 
pues sólo podrían deberse desde la fecha en que se no- 
tificó la presente demanda, pues si el juicio anterior 
fué desistido no ha podido tener por efecto constituir 
en mora a la Provincia, porque el desistimiento anula 
los efectos de la demanda anterior, qne se tendrá por 
no sucedida, como lo establece el art. 3987 del Código 
Civil; que la demanda es improcedente desde cualquier 
punto de vista; qne niega que su mandante haya auto- 
rizado los trabajos por su cuenta y que tales trabajos 
le hubieran proporcionado beneficios; que si algún 
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compromiso hubiera contraído el gobernante de San 
Juan en contra de la ley de contabilidad, sólo a él obli- 
garía, pero de ninguna manera al Estado; que niega 
que el Gobierno de San Juan esté obligado a pagar 
ningún sellado por un contrato celebrado por una re- 
partición absolutamente autónoma; que desconoce el 
derecho de reclamar intereses, sobre todo desde la fe- 
cha de la demanda anterior. Termina solicitando el re- 
chazo de la demanda, con costas. 

Que recibido el juicio a prueba se produjo la que 
indica el certificado de fs. 60, las partes alegaron a 
f s. 63 y 69; a fs. 73 se expide el Sr, Procurador Gene- 
ral de la Nación sobre la jurisdicción de la Corte y a 
fs. 73 vta. se llama autos para sentencia. 

Considerando: 

Que el caso, como lo dictamina el Sr. Procurador 
General de ia Nación, corresponde a la jurisdicción 
originaría de la Corte por tratarse de una causa civil, 
tener la actora su domicilio en esta Capital y ser la 
demandada una provincia. Arts. 100 y 101 de la Cons- 
titución Nacional; art. 1% inc. V, ley 48; art. 2\ ley 
4065. 

Que con relación a la primera partida reclamada 
de $ 370,10 % están probados los siguientes hechos: 
el 2 de noviembre de 1920 el Sr. Gobernador de la Pro- 
vincia de San .luán se dirige al Sr t Ministro de Obras 
Públicas de la Nación solicitándole se ordene la repo- 
sición del desvío de los Ferrocarriles del Estado que 
conduce a las canteras de Pie de Palo; tramitado el 
pedido en la Administración General, ésta se dirige 
al Sr. Gobernndor haciéndole saher el presupuesto re- 
lativo a la obra en dos partidas, una correspondiente a 
materiales a cargo de la Administración y otra corres- 
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pónchente a mano de obra por cnenta de la Provincia, 
partida ésta que asciende a | 1.915,04 el Sr. Go- 
bernador, por nota del 29 de setiembre de 1921, fir- 
mada también por Abraham Tapia, acepta satisfacer di- 
cha suma y por telegrama del 17 de octubre siguiente 
afirma haber firmado el convenio indicado por la Ad- 
ministración, convenio que no ha sido agregado a loa 
autos; en diciembre 2 del mismo año, el Consejo de 
Administración autoriza la construcción del desvío; en 
30 de abril de 1923 aun no se había firmado el convenio 
entre actor y demandada, pues el Sr. Ministro de Ha- 
cienda de ésta no encontraba ningún antecedente ad- 
ministrativo, y el 20 de junio siguiente ya el O 'bienio 
de San Juan había manifestado su falta de interés por 
la obra; la obra no fué ejecutada y la partida recla- 
mada la constituyen los gastos de oficina centrales, 
gastos por certificados y gastos de contaduría. Con- 
fróntese fs. 8, 9 y 10; expediente administrativo agre- 
gado, especialmente las fs. 15, 17, 18, 50, 54, 56, 58 a 62, 
68, 76, 77, 81, 119, 124, 130, 159 a 164. Se trata, pues, del 
cobro de gastos realizados para hacer los planos y el 
presupuesto de una obra solicitada por el Gobernador de 
San Juan, obra que no llegó a construirse por desisti- 
miento del Gobierno, 

Que dada la forma en que so ha trabado la litis, 
toda la cuestión estriba en resolver si la corresponden- 
cia cambiada, simple nota del Gobernador de la Pro- 
vincia al Ministro de Obras Públicas de la Nación so- 
licitando la obra, y nota del mismo Gobernador, con 
la firma, además, de Abraham Tapia, aceptando satis- 
facer la suma correspondiente a mano de obra, ya ci- 
tadas, obligan a la Provincia al pago de la suma que 
se reclama. 

Que es jurisprudencia de esta Corte que los actos 
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de los gobernantes sólo puedan obligar a los estados 
federales cuando aquellos funcionarios ban obrado den- 
tro del límite de sus facultades constitucionales y lega- 
les, de conformidad con lo establecido por los arts. 33, 
35 y 36 del Código Civil. (Doctrina de los Fallos: 151, 
72; 153, 304; 179, 329; 186, 137; 192, 152). Extremos que, 
negados por la demandada, ha debido probar el actor 
y no lo ba hecho. La Constitución de la Provincia de 
San Juan vigente en la época de los hechos establece 
que el despacho de todos los negocios de la Provincia 
estará a cargo de dos ministros secretarios que refren- 
darán los actos del Gobernador, sin cuyo requisito ca- 
recen de eficacia, que los ministros son solidariamente 
responsables con el Gobernador de los actos que lega- 
licen, prohibe dar a las rentas una inversión distinta 
de la que les está señalada por la ley, (Arts, 110, 113 
y 116, i nc 8'), La ley de contabilidad vigente en la mis- 
ma época establece ser facultad del P. E. ordenar los 
gastos públicos conforme al presupuesto y demás leyes 
de inversión que dicte la legislatura, siendo únicamente 
deudas del Estado las obligaciones contenidas en el 
presupuesto o en leyes especiales; establece, además, 
que para celebrar privadamente un contrato cualquie- 
ra, mayor de trescientos pesos fuertes, es necesario 
autorización del Gobernador, dada en acuerdo de mi- 
nistros, y que el gobernador puede autorizar, en el re- 
ceso de la Legislatura, los gastos que requieran las 
circunstancias en acuerdo de ministros. (Arts. 13, 14, 
1J, 42 y 75, ley del 11 de setiembre de 1880, que recién 
fué derogada por la ley 629 del 23 de febrero de 1935, 
art. 129 — fs. 55—). Es evidente, pues, que sin la prueba 
de la autorización legislativa o del acuerdo de minis- 
tros autorizando el gasto o la firma del contrato, care- 
cen de valor para obligar a la Provincia tanto la nota 
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de fs. 8 con la sola firma del Gobernador, como la de 
fe. 10 con la misma firma y la de Abraham Tapia» de 
quien no se han probado f ñera ministro. Cabe agregar, 
a mayor abundamiento, qoe según resulta del expe- 
diente administrativo — fs. 50 y 54— se preparó un 
proyecto de contrato que, enviado al Gobierno de San 
Juan, no aparece haya sido firmado, ni aprobado por 
la Legislatura o por acuerdo de ministros. Correspon- 
de rechazar la acción. El caso no es como el de S. A. 
Braceras contra Provincia de Salta, que cita la actora 
en su alegato — Fallos : 146, 357 — pues en éste se tra- 
taba del cobro de mercaderías cuyo recibo, valor y mon- 
to de la adeudado había reconocido la demandada. En 
el caso presente la Provincia nada ha recibido y no 
puede invocarse ningún enriquecimiento sin causa. 

Que la segunda partida corresponde al sellado del 
contrato de fs. 1, suscripto por )a actora y la adminis- 
tración general de la Bodega del Estado representada 
por el Sr. Ministro de Hacienda de la Provincia de 
San Jnan de acuerdo con la ley 525, según en el mismo 
se expresa; en el art. 24 de dicho contrato se establece 
la obligación de abonar la mitad del sellado por la ins- 
titución concesionaria. No se discute el importe de ese 
sellado, ni se opone excepción de pago. Sólo se alega 
que la obligación es a cargo de la citada institución, 
que es autárquica, y no de la Provincia, negándose to- 
da relación de derecho entre actor y demandada. 

Que la ley 439 de la Provincia de San Jnan al 
crear la Bodega del Estado, si bien creó un organismo 
con alguna autonomía bajo la dirección de un Consejo 
Directivo, no creó una repartición autárquica con fa- 
cultad para actuar pública y privadamente en las con- 
diciones que establece el Código Civil, pues no le otorga 
tales facultades; es el P. E. el autorizado para adqui- 
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lir loe vinos —art 1*— es el P. E. quien fija loa pre- 
cios, da la uva y del vino que se elabore — art 4«— ea 
el P. EL quien autoriza el cambio de los vinos —art. 

y fué el P. E. el administrador de la Bodega en 
virtud de las autorizaciones concedidas por las leyes 
466, 479 y 521 y por último la ley 525 puso a cargo de 
los Ministros de Hacienda y do Obras Públicas esa ad- 
ministración. Esta Corte pudo decir, por lo tanto, en 
el caso que se registra en el t. 181 de sus fallos, 166, 
'♦...el hecho de que la ley 439 no le baya atribuido 
autonomía total y la dependencia de su administrador 
respecto del Gobierno, autorizan a considerar a la lla- 
mada Bodega del Estado, como una repartición de éste, 
a los efectos del presente juicio. (Fallos : 144, 14, con- 
siderando tí*)". En consecuencia, corresponde hacer lu- 
gar a la acción porque es la demandada la que se ha 
obligado al pago. 

Que de acuerdo con los arts. 508 y 509 del Código 
Civil, la demandada debe los intereses sobre esta suma 
desde la fecha del requerimiento judicial realizado en 
el juicio cuya agregación ee ordena a f s. 35 vta. ; expe- 
diente letra R, n' 111, libro VIII, ano 1935. El desisti- 
miento formulado a fs. 25 de dichos autos no perjudica 
los efectos de Ja interpelación por cuanto él se refiere a 
la suma mayor reclamada, que había sido pagada, y el 
actor hizo la reserva expresa de su derecho a cobrar 
dicha suma, reserva aceptada por la Provincia. (Doc- 
trina de los Fallos: 192, 152 y 399; 196, 457). 

Por estos fundamentos se hace lugar en parte a 
la demanda, condenándose a la Provincia de San Juan 
a pagar a la actora, dentro del término de diez días, 
cuarenta pesos moneda nacional y sus intereses a es- 
tito de los eme cobra el Banco de la Nación Argentina 
desde el diecisiete de noviembre de mil novecientos 
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treinta y seis, y se la rechaza en lo demás. Sin costas 
dadas las conclusiones de la sentencia. 

Notifique se, repóngase el papel y oportunamente 

archívese. Antonio Sagabna — Luis Lina- 

res — B. A. Nazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



LAZARO RAB1NOVICH E HIJOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestión fe- 
deral Cuestiones fedérale» complejas. Inconstitucionalidad de norma» 
y actos provinciales. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de una ley provincial impugnada como 
contraria al C. Penal y a los arta. 67, inc. II y IOS de la 
Constitución Nacional. 

MULTAS, 

Las multas aplicadas por infracción a las disposiciones de 
las leyes 371 y 1002 de la Provincia de Mendoza sobre 
descanso dominical revisten carácter penal. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconslitucúma- 
lidad. Leyes provinciales. Mendota. 

La prescripción de la acción para imponer multa por in- 
fracción a laa disposiciones de las leyes 371 y 1002 de la 
Provincia de Mendoza sobre descanso dominical se halla 
regida por el €. Penal, no obstante lo que al respecto dis- 
pongan las leyes provinciales que no pueden reglamentar 
ese punto sin violación de los arta. 67, inc. 11 y 108 de la 
Constitución Nacional. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Con motivo de una infracción a la ley de descanso 
dominical vigente en la Provincia de Mendoza, el De- 
partamento del Trabajo de dicha provincia aplicó a la 
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firma Lázaro Rabinovich e hijos ana multa de $ 1.020. 
Llevado el caso en apelación ante la justicia correccio- 
nal, Rabinovich alegó prescripción de la acción, fun- 
dándose en el art. 65, inc. 5' (es 62, ine, 6*) del Código 
Penal ; y para el caso de no hacerse lugar a ello, tachaba 
de inconstitucional a dicha ley. Resucito por el juez que 
debía aplicarse el art. 42 de la ley provincial 1.376 {dos 
años para la prescripción de la acción), Rabinovich trac 
ahora nn recurso extraordinario. Lo conceptúo bien con- 
cedido (fs. 22 vta.), atentos los antecedentes expuestos. 

En cuanto al fondo, pienso que si bien las provin- 
cias están facultadas para sancionar ciertas leyes regla- 
mentarias del trabajo —materia no regulada por el Có- 
digo Penal— y reprimir las infracciones, ello no significa 
estén facultadas también para modificar las normas 
del Código Penal en materia de prescripción, que por sn 
carácter general deben ser dictadas por el Congreso 
Nacional (arts. 67, inc. 11, y 108 de la Constitución). 

Aun con referencia a materia civil, V. E. tiene rei- 
teradamente resuelto que las provincias no pueden mo- 
dificar válidamente los plazos de prescripción estable- 
cidos en el Código (193: 231 y los allí citados). 

En mérito de lo expuesto, corresponde revocar la 
sentencia apelada en cuanto pudo ser materia de re- 
curso. — Buenos Aires, marzo 2 de 1944. — Juan Al- 
varee. 
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Buenos Aires, 31 de marzo de 1944, 

Y vistos : El recurso extraordinario de Lázaro Ra- 
binovich e hijos por infracción a las leyes del trabajo, 
contra la resolución del Juez Correccional de Mendoza 
que, dando preferencia a la ley provincial sobre el Có- 
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digo Penal, desestimó la prescripción de la acción invo- 
cada por aquéllos en base al inc. 5', del art. 65 de la 
precitada ley nacional; 7 

Considerando : 

Que a los recurrentes se les imputó violación a las 
leyes núms. 371 y 1002 de Mendoza porque, como ellos 
lo reconocieron expresamente — fs. 4 — hicieron traba* 
jar a su personal obrero en día domingo y se les aplicó, 
por el Departamento Provincial del Trabajo, pena de 
un mil pesos de multa (ís. 7); los multados apelaron 
ante el Juez Correccional y sostuvieron que, tratándose 
de una sanción penal, debía aplicarse el ari 65, inc 5', 
del código nacional de la materia — fs. 12 — dejando, 
desde ya, para el caso de aplicación de la ley provin- 
cial, planteada la incoustitucionalidad que surge del 
art 31 de la Constitución Nacional. El Juez desestimó 
la defensa y declaró aplicable el art 42 de la ley núm. 
1376 de Mendoza, que fija en dos años la prescripción 
de la acción — f s. 16 — . 

Que procede, indudablemente, el recurso extraor- 
dinario porque se ba dado validez y preferencia a uta 
ley provincial sobre la nacional y la cuestión federal 
fué oportunamente planteada —art. 14, inc. 2» y art. 15 
de la ley 48. 

Que la sanción aplicada, a Rabinovich e hijos, es 
de carácter penal, pues las multas funcionan — en casos 
como el presente — como penas, no como indemnización, 
y son sanciones ejemplarizadoras e íntimidatorias in- 
dispensables para lograr el acatamiento de las leyes 
que, de otro modo, serían burladas impunemente — Fa- 
llos : 185, 251, 

Que, en consecuencia, el Código Penal es aplicable 
pues a él incumbe legislar sobre extinción de acciones 
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7 penas, sin perjuicio del derecho de las provincias al 
establecimiento de particulares infracciones y penas en 
asuntos de interés puramente local, como lo ha decidido 
la conitante jurisprudencia de esta Corte {Fallos ; 191, 
345; 195, 319). Leyes especiales ue la Nación pueden 
también fijar plazos especiales para la prescripción pe- 
nal, civil o comercial (Fallos: 151, 293; 160, 13; 165, 
319; 185, 251). Pero no pneden hacerlo las provincias 
pues el art 67, inc. 11 de la Constitución se lo prohibe 
(Palios: 182, 364; 183, 143; 193, 231). 

En su mérito, los fundamentos del memorial de fs. 
30, y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, se 
revoca la resolución apelada en cnanto pudo ser mate- 
ria del recurso. Hágase saber y devuélvanse, reponién- 
dose el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagabna — Luis Lina- 
*eb — B. A. Nazab Anoho- 
bena — F. Ramos Mbjía. 



ALEJANDRO SAJON v. IMPUESTOS INTERNOS 

CONSTITUCION NACIONAL; Derechos y garantía». Defensa en 
jmieia. Ley anterior y jueces naturales. 

Es comí itucionaJ mente válida la concesión de facultades 
jurisdiccionales a funcionarios u organismos administra- 
tivos con «1 objeto de amparar derechos cuya tutela es de 
interés público, entre ellas las del Estado para la correcta 
percepción de la renta pública. 

CONSTITUCION NACIONAL: Coustitucionalidad e intomtituchna- 
atfsdL Leyes nacionales. Impositivas. Impuestos internos. 

El art. 36 de la ley 3764 — T. O., 27— no es violatorio de 
los arta. 17, -18 ni 95 de la Constitución Nacional. 
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BECÜMSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal 5»- 

Es procedente el recurso extraordinaria fondado en la 
interpretación de los arta. 20 y 27 del texto ordenado de 
las leyes de impuestos internos, contra la resolución del 
Administrador General de la repartición que desestima el 
recurso de revocatoria, interpuesto por el recurrente con- 
tra una decisión que le imponía una multa menor de den 

IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Poseedores. 

Siendo i rre visible por medio del recurso extraordinario la 
sentencia apelada en cuanto considera probada la inten- 
ción de defraudar de quien compró tabaco en infracción a 
los arta. 65 y 71, inc. f ) de la Reglamentación General, 
debe concluirse que procede aplicarle la penalidad esta- 
blecida por el art. 27 del texto ordenado de las leyes de 
impuestos internos en su calidad de poseedor prevista en 
el art. 20, sin perjuicio de la sanción aplicada al vendedor. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de marzo de 1944. 

Y vista la precedente cansa caratulada 4 'Sajón 
Alejandro — Imp. Int. 959-1-942", para conocer en ella 
por vía del recurso extraordinario concedido a fe. 
€3 vta. 

T considerando: 

Que la imputación de inconstitncionalidad contra 
el art. 36 de la ley 3764, se basa en en pretendida incom- 
patibilidad con loa arte. 95, 17 y 18 de la Carta Funda- 
mental, y debe, desde luego, desestimarse. Porque, a 
parte de que es jurisprudencia de esta Corte que la 
concesión de facultades jurisdiccionales a funcionarios 
u organismos administrativos es lícita, cuando de esa 
manera se trata de amparar derechos cuya tutela es 
de interés público y entre las cuales figuran las del 
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Estado para la correcta percepción de la renta publica 
(Fallón: 187, 79; 1SH, 85 y 514; 193, 408) ; y la sentencia 
tn re "Fisco de la Pfovincia de Santiago del Estero 
v. Compagno Enrique" dictada en 3 de marzo del co- 
rriente año — la impugnación carece de toda consisten- 
cia si — como en la especie — la intervención del funcio- 
nario administrativo no impide la revisión a novo de 
lo actuado, en todas las instancias judiciales. El proce- 
dimiento es usual en materia de leyes impositivas (art. 
36, ley 3764; 73, ley 11.281; 42, ley 11.683 T. O.— y su 
oonstitucionalidad está fuera de razonable duda. 

Que por lo que hace a la inteligencia de los arts. 
30 y 36 de la ley 3764, el Tribunal no encuentra que la 
que sustenta al pronunciamiento apelado se aparte de lo 
decidido por esta Corte en casos análogos. Por lo con- 
trarío, el caso de autos es similar al de Fallos: 196, 
118 donde, como aquí, se admitió por el Superior Tri- 
bunal de la causa que la compra de tabaco — artículo 
notoriamente sujeto a tributo interno— sin impuesto 
permite presumir la intención de obviar el pago del gra- 
vamen y hace pasible al adqnirente de la multa del art. 
36 de la ley 3764 —27 del T. O.— sin perjuicio de la 
sanción que pueda corresponder al vendedor. 

En su mérito se confirma la resolución de fs. 60 
en lo que ha podido ser objeto de recurso extraordina- 
rio, liágase saber; devuélvanse los autos al tribunal de 
su procedencia; repóngase el papel en el juzgado de 

* 

origen. 

Antonio Saoabxa — Luis Lina- 
bes — B. A. Nazar Ají cho- 
ren a — F. Ramos Mejía. 
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ARMANDO BARBOSA Y OTROS 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Cau- 
sa» criminales. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema en la causa sobre instigación a 
cometer el delito de rebelión, prevista en el art. 209 del 
C. Penal, (31 de marzo de 1944). 



FRIGORIFICO ARMOITR PE LA PLATA v. 
MUNICIPALIDAD DE ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación d¡- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales j fedérales consentido*. 
La jurisprudencia referente a los casos en que la decisión 
de puntos de hecho, de derecho local o común ha tendido 
a frustrar un derecho federal correctamente invocado 
en la causa, supone que la sentencia apelada sobre loa as* 
peetos no federales del pleito sea insostenible, tendenciosa 
o evidentemente insuficiente para sustentar el pronun- 
ciamiento recurrido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de otras normas y 
actos federales. 

La sentencia que, por falta de protesta suficiente, rechaza 
una demanda sobre repetición de impuestos impugnados 
de inconstitucionalidad no resuelve cuestión federal algu- 
na y, por lo tanto, no es susceptible de recurso extraor- 
dinario, ni aun sobre la base de la consideración como 
actos de autoridad nacional de los fallos de la Corte Su- 
prema referentes a ese requisito. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La sentencia de segunda instancia — obrante a fs. 
272 del expediente principal — rechaza una demanda 
iniciada por la S. A. Frigorífico Armour de La Plata 



Mi 



TAUm tm LA 008TS BUPUMA 



contra la Municipalidad de Rosario, sobre repetición 
de turnas de dinero. La demanda Be fundaba inequívo- 
camente en ser inconstitucionales los impuestos motivo 
del pleito ¡ pero la Cámara no ha entrado al estudio de 
eaa cuestión federal, por conceptuar protesta insufi- 
ciente la contenida en las escrituras públicas de fe. 5 y 
7, el telegrama de fs. 62, Con tal motivo, trae ahora 
Armonr ante V. E. un recurso extraordinario por vía 
directa, denegado porque dícba Cámara consideró ser 
materia de derecho civil lo resuelto sobre ineficacia de 
las protestas (fs. 279), 

Ciertamente no hay pronunciamiento sobre la cons- 
títucionalidad de los gravámenes impugnados, y ade- 
más, puede sin esfuerzo reputarse cuestión de hecho la 
de establecer si las protestas se ajustaron o no a los 
requisitos que de ordinario exige V, E. para concep- 
tuarlas eficaces ; pero paréceme dudoso se trate de mera 
interpretación de textos del Código Civil, ya que tales 
requisitos emanan de la jurisprudencia de la Corte y 
sólo rigen tratándose de pagos hechos a la administra- 
ción pública, 

V. E. tiene reiteradamente establecido que cuando 
el fallo de la cuestión de hecho fuera insostenible y con- 
dujera a frustrar el derecho federal oportunamente in- 
vocado, nada obsta a que la Corte estudie si hubo mo- 
tivos suficientes para no resolver la cuestión de fondo 
(190: 50 y 228; 192: 308 j 193: 61, 135 y 481; 194; 220). 

No veo dificultad, entonces, para que aplicando 
una vez más tal doctrina, abra V. E. el recurso al solo 
efecto de decidir si la Cámara Federal de Rosario debió 
pronunciarse también sobre la cuestión federal plan- 
teada. — Buenos Aires, marzo 22 de 1944. — Juan 
Alvares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de marzo de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el actor en los autos Frigorífico 
Armour de La Plata c. Municipalidad de Rosario", para 
decidir sobre bu procedencia. 

Y considerando: 

Que según resulta de las constancias de los autos 
principales, elevados a requerimiento del Si\ Procura* 
dor General, la sentencia de la Cámara Federal de Ro- 
sario de fs. 272 no trata las cuestiones de constituciona- 
lidad en que se funda la demanda. Se limita a decidir 
el punto relativo a las protestas que invocó la actora, 
que declara insuficientes, por aplicación de la doctrina 
de varios precedentes de esta Corte que analiza el fallo 
confirmado de primera instancia. 

Que esa sentencia no es objetable so color de ar- 
bitrariedad, ni cabe aplicar al caso la jurisprudencia 
referente a supuestos en que la decisión de puntos de 
hecho, de derecho local o común ha tendido a frustrar 
un derecho federal correctamente introducido en la 
causa. Esa doctrina supone en efecto, que la decisión 
apelada sobre los aspectos no federales del pleito sea 
insostenible, tendenciosa o evidentemente insuficiente 
para sustentar el pronunciamiento recurrido, lo que no 
sucede en la especie. 

Que es jurisprudencia indiscutida de esta Corte 
que, para la procedencia del recurso extraordinario se 
requiere que la sentencia resuelva — u omita indebida- 
mente resolver— una cuestión federal de las contempla- 
das en el art. 14 de la ley 48 (Fallos: 101, 70; 136, 46 f 
141; 148, 62; 158, 159 entre otros). 
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Que lo decidido en loa autos principales no vena 
■obre la inteligencia de norma o acto federal alguno, ni 
decide cuestión de validez constitucional de disposición 
nacional ni local, ni de ningún acto de las autoridades, 
susceptible de encuadrar la causa en los supuestos con- 
templados en el texto que menciona el considerando 
precedente. Las antecedentes de esta Corte, totalmente 
ajenos al derecho litigado en la causa fallada según la 
doctrina de aquéllos, no autorizan la apertura del re- 
curso extraordinario sobre la base de la consideración 
de las sentencias de esta Corte como actos de autoridad 
nacional. A este respecto es indiferente que los funda- 
mentos de la protesta en tales precedentes sean de de- 
recho público (Fallos: 99, 355; 100, 5). Los casos de Fa- 
llos: 188, 9; 180, 292; 193, £24 y otros análogos, se re- 
fieren a supuestos en que se discutía un derecho espe- 
cíficamente acordado por una sentencia del Tribunal, 
cosa que desde luego no se pretende que haya ocurrido 
en autos. Por lo demás, la tesis contraria convertiría en 
cuestiones federales todas las que hubieran sido trata- 
das por las sentencias de esta Corte, lo que es manifies- 
tamente inadmisible. 

En su mérito se desestima la queja interpuesta 
por el Frigorífico Armour de La Plata. 

Hágase saber; devuélvanse los autos elevados a 
esta Corte al tribunal de su procedencia con copia del 
presente pronunciamiento. Repóngase el papel y ar- 
chívese. 

Antonio Sagabna — Luis Lina- 
bes — B. A. Nazab Ancho- 
bena — F. Ramos Mejía. 
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GERARDO STOLTZ PE TERSEN v. CAJA DE JUBILA- 
CIONES DE EMPLEADOS B ANUARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS BANCAItlOS; Devolución d* 
aportes. 

La circunstancia de que el empleado baneario que cesó 
en sus f unciones por liquidación de Ja empresa en la cual 
prestaba sus servicias, haya sido sometido después a un. 
proceso por defraudación que concluyó por un sobresei- 
miento definitivo en razón de haberse operado la prescrip- 
ción de la acción penal, uo le priva del derecho a la de- 
volución de tos aportes autorizada por el ort. 57, inc. a) de 
la ley 11.575. 



Dictamen del Phqcuradür Genehal 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente, por 
haberse puesto en tela de juicio la interpretación de 
disposiciones tic una ley especial del Congreso y ser 
la sentencia definitiva de fs. 26 contraria al derecho 
invocado por el apelante. 

En cuanto ni fondo del asunto, he aquí el caso. Don 
Gerardo Stoltz Petersen, ex-di rector del Banco Escan- 
dinavo Argentino, cesó en sus funciones el 16 de enero 
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de 1936, por Labor entrado cu liquidación dicho banco. 
Poco después fué sometido a proceso por defraudación 
o infracción a los arts. 300 y 301 del Código Penal, 
causa que fué sobreseída definitivamente con fecha ju- 
lio 17 do 1942, por haberse operado la proscripción de 
la acción penal estando aquél prófugo. 

Pretende ahora Sloltz Potorsen que !a Caja Ban- 
caria le acuerde la devolución de sus aportes, atento lo 
dispuesto por el art. 57 inc. a) de Ja ley 11.575; 
cióu ésta que la Caja primero (t's. 13 vta.), y 
Federal después, (fs. 25), han desestimado. 

Pienso que ambas estuvieron en lo cierto; por lo 
que corresponde confirmar el fallo apelado cu cuanto 
pudo ser materia de recurso. — Buenos Aires, diciem- 
bre 30 de 1943. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 do abril de 1914. 

Y vistos los presentes nulos "Stulla Petersen Ge- 
rardo contra Caja Banear¡u t sobre devolución de apor- 
tes", venidos de la Cámara Federal de la Capital por 
vía del recurso extraordinario, y 

Considerando: 

Que el recurrente ha solicitado a la Caja Banca ría 
la devolución <V .sus aportes autorizada por el art. 57 
inc. a) do la ley 11.575 y ésta y la Cámara Federal le lian 
denegado el beneficio porque su actuación en el Banco 
Escandinavo Argentino motivó un proceso por defrau- 
dación ante la justicia do instrucción, < ireunstaneia ésta 
que impide tal devolución en presencia 
por los arts. G7 y GS de la ley. 
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Que de autos resulta que el aludido proceso se re- 
solvió por prescripción de la acción penal a favor de 
Stoltz Petersen (testimonio fs. 6), y en tales condiciones, 
no media impedimento de orden legal que obste a la 
concesión del beneficio, desde que la ley la autoriza una 
voz terminada la causa criminal (art. G7 t ley 11.575). 

Por ello y oído el señor Procurador General, se 
revoca la sentencia de fs. 2G en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. llágase sabor y devuélvanse. 



infiel o dora do semillas nn mil izadas para !a industriali- 
zación do «rimes, no so hallan eoin prendidas on la exen- 
ción do derechos aduaneros provista por el art. H3 do la 
loy 12.345. poro su on la quo osiabloce oí art. 4 do la ley 
1 1 .281 rfcspeeto do las máquinas oon o sin motor para 
la agricultura. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1- de abril de 1044. 

Y vistos: los présenlos autos "Molinos Fénix S. A. 
— Aduana 1001 -G-l 939* \ venidos do la Cámara Pe 
doral de la Capital por vía del recurso extraordina- 
rio, y 



Antonio Saüabna — B. A. Na- 
zar Ancuokkxa — P. Ramos 
Mejía. 



S. A. MOLINOS FENIX v. ADUANA 
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Considerando: 

Que la adora introdujo al país: una máquina lim- 
piadora clasificadora de semillas; una máquina sepa- 
radora de semillas y una máquina desinfectadora de se- 
millas, solicitando la liberación do derechos de acuerdo 
con la franquicia establecida por el art. 33 de la ley 
12.345. 

(¿ue acordada la liberación, so denuncia que las alu- 
didas máquinas no se ut ¡fizan un la elaboración de ma- 
teria prima de producción nacional, sino que se desti- 
nan para clasificar y curar semillas que se ponen a la 
venta, en un local dependiente del mismo molino. 

Que la Aduana de la Capital resuelve sobreseer a 
fs. lí(J en el sumario instruido, por considerar que las 
máquinas lian sido bien denunciadas y se hallan en 
un establecimiento que elabora materia prima nacio- 
nal, ya que allí se transforma en harina el trigo cose- 
chado en el país, aunque desempeñen una función acce- 
soria pero necesaria para mejorar ía calidad del pro- 
ducto» 

(¿no el Ministerio de Hacienda revoca a fs. 42 la 
aludida resorción comisando las máquinas de referen- 
cia, por considerar que la función que realizan — clasi- 
ficación, cura, etc. de semillas para la siembra — oa 
ajena al proceso industrial propio del molino. Las sen- 
tencias de fs. %d$ vta. y 122 confirman a su vez dicha 
resolución. 

Que cabe observar, en primer termino, que si en el 
caso Jas referida^ máquinas no se utilizan para la in- 
dustrialización de los arranos. lo que impide considerar- 
las exentas del jmí?o do do roe] ios (art. .TI, ley n' llí.,'i4í>) f 
a ellas las alcanza en cambio la franquicia que esta- 
blece el art. 4* de la ley 11.281 para las "máquinas con 
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o sin motor para la agricultura, y piezas de repuesto", 
ya que esas son Jas dos únicas finalidades a que pue- 
den ser destinadas hts referidas máquinas. (Véase in- 
formo do la Escuela Industrial de la Nación, fs. 76), 
Esa defensa ha sido invocada por Jos 51 olíaos Fénix 
durante loda la substanciación del juicio. 

Que la franquicia establecida por el ait. 4* do la 
ley 11.281, después de referirse a las n inquinas agrí- 
colas en general, se particulariza con otras que se des- 
tinan a faenas rurales, tales como tractores, máquinas 
de trillar, segadoras, espigadoras, desgranadoras, des- 
elialadoras, etc., todo lo rual hace suponer que la libe- 
ralidad es determinada por los servicios que las refe- 
ridas máquinas prestan a la agricultura del país, sin 
¡imitación alguna derivada de la utilización exclusiva 
de ellas para la la li ranga. Es esa, también, la opinión 
de algunos de los funcionarios do la Aduana que lian 
intervenido en el caso. (Ver fs. 12). 

Por ello so revoca la sentencia apelada de fs. 122 
en cuanto pudo ser materia de recurso, liábase saber y 
devuélvanse al tribunal de procedencia, donde se re- 
pondrá el papel. 

Antonio Saoauna — B. A. Na- 
zar Anchores a — F. Ramos 
Mejía. 



FIÍANCISCO PIIÍIA. MARTA E. FRAXZ DE PÍPlÍA Y 
FRANCISCO J. PIRIA — si:s sucesiones 

IMPUESTO A LA TRAXSMISIO.X GR ATP IT A. 

El C. Civil na determina las formas y condiciones en cinc 
la transmisión gratuita de bienes operada ra una juria- 
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dicción so exterioriza o adquiere publicidad en otros a 
los fines del impuesto respectivo, porque incumbe a las 
provincias legislar sobre esa materia. 

CONSTÍTUCfOX XACfOXAL: ConttitueíonaUdad e inconstitnciona- 
lidad, Impnc&t»* \j contribuciones provinciales. Transmisión t/ratuita. 

El art. 1* de la ley 4:>30 de la Prov, de Buenos Aires, en 
cuanto fija el momento en que «c exterioriza la transmi- 
sión hereditaria n los efectos del respectivo impuesto, no 
modifica el C. Civil ni contraría los nrts. 7, 31, ni G7 f inc. 
11, de la Constitución Nacional. 



Fallo de la Suprema Corte df, Justicia de Buenos Aires 

La Plato, Ift de diciembre de 1942. 

Reunida la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordi- 
nario para pronum ,: ar Sentencia definitiva en la cansa cara- 
tulada: "Piria. dnu Francisco (testamentaría), Franz de Pi- 
ria, duna María Emilia (testamentaría), Piria. don Francisco 
José (sucesión)- Inscripción"; se procedió a practicar la in- 
saculación de ley. resultando que en la votación debía obser- 
varse por los señores jueces el orden siguiente: Dra. Ameghino, 
Argana raz, Quiroga, Moreno. 



Antccr tic rites 

El Jugado en lo Civil y Comercial N n 1 del Dcp. de la 
Cap. dictó senlejícia en estos autos declarando .satisfecho el im- 
puesto a la transir: i -i órt pratuita di 1 bienes, de conformidad a 
las proscripciones contenidas en la ley 4100. sin costas. 

La Cámara Segunda de Apelación. Sata II del mismo 
departamento confirmó e*e pronunciamiento en su totalidad. 

El representante de la Dirección Ueuernl de Escuelas 
dedujo recurso de inaplicabiluliid de ley. 

Llamado au!os y hallándose l¡i causa en estado de dictar 
sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar las si- 
guientes cuestiones: 

1' ¿ Es fu ud ¡n lo el recurso de inaplieabi lidad de ley de- 
ducido con respecto a la sentencia de la Excma. cámara que 
establece la ley aplicable para la liquidación del impuesto tt 
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la transmisión gratuita* 2» ¿Lo es en cnanto ataca la parte 
del pronuncia miento que establece el valor del campo de 
Punta Lnraí 3« jQué decisión corresponde í 



Votación 

A la primera cuestión planteada, el señor juez doctor 
Ameghino dijo: 

Gira el debate del presente caso sobre la interpretación 
del acto exteriorizante a efecto del pago del impuesto a la 
transmisión gratuita. 

Declara la Excma. cuma ra que rige la ley 4190 para la 
liquidación de dicho impuesto en el caso anh júdicc, de acuer- 
do con lo sostenido por los herederos de don Francisco Piria, 
don Francisco José Piria y doña Emilia Franz de Piria. 

Se funda el tribunal en que aunque la presentación de 
los herederos tuvo lugar eu el mea de febrero do lí>42 se 
había recibido anteriormente en la Provincia (agosto de 1935) 
el exhorto cuyo testimonio corre a fs. 2, en el que se solici- 
taba el inventario de les bienes dejados por doña Emilia Franz 
de Piria, conyugo y h< redora de don Francisco Piria; y el 
informe relativo al avalúo de dichos bienes. 

La exteriuri/aeión que determina el nacimiento de la obli- 
gación de abonar gravamen, agrega el tribunal, no consiste 
únicamente en el pedido de protocolización a que se refieren 
especialmente las leyes respectivas sino también en cualquier 
otro acto o gestión de hw. interesadas que ponga en conoci- 
miento de la repartición competente la existencia de la trans- 
misión gratuita sobre la cual lia de liquidarse aquél; y si la 
solicitud de posesión material de altrunns de los bienes de- 
jados por el causante basta, a juieio del tribunal y de la Snp, 
Corte que confirmó su decisión (Fallos, serie 17, t. 3, p. 289) 
para tener por cumplido el requisito con mué lia muyor razón 
ha de darse ese alermee al pedido de inventario y avalúo que 
aun cuando pudiera considerarse según la expresión del re- 
presen lauto escolar ''comunes y sin mayor trascendencia", 
consliluye un trámite indispensable del juicio sucesorio, pone 
de manifiesto su existencia y habilita a la repartición corres- 
pondiente con cuya intervención se despacha (fs, 4) para el 
ejercicio de sus derechos fiscales. 

Se agravia la l>ir. Oral, de Escuelas, según la cual la 
ley aplicable es la núin. 4:í. r >f>, "vigente en la fecha en que se 
solicitó la inscripción", de acuerdo con el art. 6*, iuc. 8» de 
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la mencionada ley por tratar.se de una sucesión tramitada 
fuera de lu Provincia a la que debe aplicara**, según dicho 
precepto, la ley que rija en la misma cuando se exteriorice 
en ella Ja declaratoria o el testamento o sea la presentación 
ante sus autoridades judiciales requiriendo la protocoliza- 
ción y abona oda el importe. 

So invoca violación o errónea apreciación aparte del pre- 
cepto niüw mencionado: a) de los arts. Ü> v 12, inc. 8 V , do 
la ley 41UÜ; b) de las arts. 4 , \ W t inc. i)>, v §*, ine. 1», apart. 
a) de la ley A'AÓO; el arts. 118* inc. 1', 118.3, 1187 y con es. 
y 1823 del Géá. civil $ d) art. 1* de las ieye.s 411)0 v 4350; 
e) doctrina establecida por Ja Sup. Corle en materia* de ex- 
teriortzaciún. 

Creo por mi parte, siguiendo la opinión de Luqui y luego 
de nueva y detenida reflexión «obre la materia (pie* la de- 
terminación del momento impon ¡lile debe formarse con ma- 
teriales de la ley misma y evitando la órbita d>-l derecho pri- 
vado, salvo en sus principios fúndame niales, porque sus pre- 
ceptos son insuficientes para proporcionar base exacta a la 
interpretación de un vínculo del derecho público (Juan C. 
Luqui, Categorías jai hiten* y categorías reonómiem ra ma- 
teria de (xteriorización, "La Ley** abril 21 de 1U42, nota). 

Con tal criterio acepto la conclusión de ote comenta- 
rista que define cuino acto que exterioriza la transmisión 
aquél uuo proporciona la posibilidad inmediata de fijar el 
monto de la obligación fiscal, pues de otra manera no tendría 
sentido Ja expresión "transmisión" en que Ja ley tiene un 
valor esencialmente económico fiscal. 

Agregaré, por mi parte, a lo expuesto, (pie la ley con- 
firma la precedente teoría y que aunque se llegase a definir 
con perfección e| acto exteriorizante no .se alcanzaría con 
eJIo a llenar las condiciones legales exigidas para determinar 
la oportunidad del pago ni como lógica consecuencia la ley 
aplicable o el principio i\? la prescripción. 

La ley 4350 (y también la 4U>0) establece, en efecto, en 
su art. 1", tres liases cuya existencia aparece indispensable 
para la exigibílidad del impuesto.* I'). un acto que exterio- 
rice la transmisión gratuita; 2"), el valor transferido; 3*) 
el grado de parentesco. 

Los das últimos elementos deben computarse de acuerdo 
con una escala progresiva creciente, según la fortuna, y de- 
creciente, según el parentesco. 

Cualquier solución que concrete, pues, a determinar 
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sólo uno de aquellos elementos y hafra abstracción de los otros 
dos estará lógicamente expuesta n erróneas conclusiones. 

La regla conten id a en el art. 6*, inc. 8' de la ley 4350, 
invnrada por el recurrente, análoga al arl. 12, inc. S v de la ley 
4100, ccmfírmn la norma general del art. 1*, pues fija el 
momento en el pedido de la protocolización " abonando el 
impuesto*' lo que supone el conocimiento o presencia de las 
mencionadas liases 2) y 3). 

La extcriorizncic'm compuesta do los (res elementas men- 
cionados os, en consecuencia, ineludible para sostener que se 
ha producido la articulación entre el Estado y el contribu- 
yente que Imlii lita al primero para el ejercicio de un derecho 
y fija el punto de partida a todas sus consecuencias. 

Mientras es.i demostración no se produzca es imposible 
sostener que el Estado se encuentra habilitado para el ejer- 
cicio de SUS derechos a na ser fpie se afirme que debe salir 
de su jurisdicción para ir a recoger anteceden 'tes a otras ju- 
risdicciones extrañas para contrarrestar la negligencia o la 
malicia del deudor. Pero ello ii api icaria establecer una mora 
del acreedor que determinaría como consecuencia, en contra 
del Kstado. la ley aplicable y el punto inicial de la prescrip- 
ción, sin ningún fundamento jurídico ni legal que lo justi- 
fitpTc (Ralvat, Obliyachnc* en general, 2» ed., aftas. 111 
y Bigts.). 

La armonía de estos principios con tos preceptos cons- 
titucionales es también indudable por ser facultativo de las 
b'frisl aciones I oíales determinar el instante para la percep- 
ción (Corto Kup. Xae. Fallos, t. 52, p. 14, y t. 156, p. 54). 

El exhorto de fs. 2 t invocado como elemento exteriori- 
zante por jos h" rederos y en el pronunciamiento de 2* ins- 
tancia no conforma las exigencias legales y debe prevalecer, 
en consecuencia. para fijnr las recíprocas relaciones entre las 
partes la presentación ele fs. Tíi de lo qn- deriva la aplicabi- 
lidad de la ley |:)50. Voto por la afirmativa. 

A la primera cuestión planteada, el señor juez doctor 
Ai, lañarás dijo: 

Cuestiónase en autos si la ley aplicable, a los fines de 
Je. liquidación y poyo del impuesto a la transmisión gratuita 
de bienes, es la ley 41WI vipente a ta época en que, según el 
exhorto testimoniado de fs. 2, se pidió ante la autoridad 
judicial de la Provincia el inventario de tos bienes sucesorios 
sitos en ella, o si debe serlo la ley 4351). vidente al iniciarse 
las presentes actuaciones acompañando testimonio de los tes- 
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tomentos, declaratoria de heredero» e hijuelas que han sido 
desglosadas a £s 1G1 vta. 

En su pronunciamiento de fs. 212 la cámara de apela- 
ciones ha apreciado que las diligencias de inventario y avalúo 
requeridas en el exhorto testimoniado a fs. 2 constituían un 
acto exteriorizante de la transmisión hereditaria y hacían, 
por ello, aplicable la ley 4190, 

De ello se agravia el apelante sosteniendo la aplicnbilidad 
de la ley 4350 por Jas razones que exprosa al fundar el primer 
motivo del recudo de fs. 217. 

Considero fundado el agravio. Lo que Ja ley impositiva 
local tiene en cuenta para gravar la transmisión gratuita de 
bienes es el neto "exteriorizante" de esa transmisión. Lo dice 
aaí el art. 1' de la ley 4190 y lo repite el mismo texto de 
la ley 4350. 

Y es "neto exteriorizante" de la transmisión por causa 
de muerte a los fines expresados, o la declaratoria de herede* 
rea o la aprobación del testamento, secón las casos. Lo esta- 
blece así el art. 12, inr. 8 B de la ley 4190 y lo repite el art. 
6 f , inc. 8* de la ley 4350. de acuerdo con ía jurisprudencia 
que esta Corte había sentado con anterioridad. 

Tratándose de sucesiones abiertas y tramitadas fuera de 
Ja Provincia, pero con bienes en ella, los mismos textos lega- 
les han dispuesto que el acto exteriorizante (esto es. la de- 
claratoria de herederos o la aprobación del testamento) surte 
•un efectos en Ja Provincia a los fines de la ley impositiva 
aplicable, desde que tal acto es presentado ante sus autorida- 
des judiciales. 

Si bien las mismas leyes especifican la protocolización 
de la declaratoria de henderos o del testamento aprobado 
como la oportunidad en que la exteriorizaran se opera on la 
Provincia, eso no obstante, cabe admitir que no es imperioso 
sea ese el único medio de traer a las autoridades judiciales 
de la Provincia el conocimiento del acto exteriorizante; como 
así lo juzgó esta Corte en el fallo de la serie 17», t, 3. p. 2H9 f 
al establecer que ese conocimiento podía operarse mediante un 
exhorto en que se pedía la posesión de los bienes de la he- 
rencia. 

Pero claramente se dijo en dicho fallo qne la interpre- 
tación extensiva era legítima en el caso, pues el exhorto sobre 
la posesión de los bienes contenía la transcripción de la parte 
pertinento del testamento del causante, del auto aprobatorio 
del mismo y de la declaratoria de herederos dictada por el 
jues de la sucesión; o sea, las actes exteriorizantes de la trans- 
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misión que venían a hacerse públicos en la Provincia por 

ese medio. ... 

Eso no oeurre en el caso presente, pues ningún testimo- 
nio de declaratoria de herederos o de auto aprobatorio del 
testamento aparece acompañado con el exhorto sobre inven- 
tario de los bienes hereditarios, o transcriptos en el mismo 
exhorto. 

De ahí que no sea aplicable la jurisprudencia de esta 
Corte en el caso Wilson citado y que no corresponda la in- 
terpretación sustentada en el fallo recurrido, en cuanto al- 
tera el concepto de "acto exter'jrizaiitc" precisado en la 
lev impositiva y en ln jurisprudencia del tribunal. 

Es, pues, la ley 4350 la aplicable en el caso a los fine» 
ya expresados. Por' e..tos motivos, voto por la afirmativa en 
esta cuestión. 

El señor juez doctor Qniropra, por las consideraeionesadn- 
cidas por los señores jueces doctores Amcghino y Argafiarás 
en lo que son concordantes, votó también por la afirmativa. 

El señor juez doctor Moreno, por los mismos fundamentos 
aducidos por el señor juez doctor Areañarás y las consideracio- 
nes concordantes expuestas por el señor juez doctor Ameghino, 
votó también por ln afirmativa. 

A la mnmda cuestión planteada, el señor juez doctor 
Ameghino dijo: 

Discrepan las partes sobro el valor de uno de loa bienes 
do la testamentaría a efecto de la liquidación del impuesto, 
sosteniendo, por un lado, los herederos, que debe computarse 
el de $ 1. 808.523 %. importe de la tasación mayor que el 
avalúa fiscal y, por el otro, la Dir. Oral, de Escuelas, quo 
habiendo celebrado los herederos una operación con el Jockey 
Club de la Provincia pnr la cual le venden una fracción de 
dicha tierra a mayor precio que dicha tasación, debe incluirse 
como valor la suma superior que de ello resulte. 

Afirma la Excma. cámara que la mencionada operación 
no había sido perfeccionada por lo escritura al liquidarse el 
impuesto, se-íún lo reconoce el recurrente y surge, por lo 
demás, de estos autos, que no tratándose tampoco del caso 
previsto por el art. 4* de la ley 4100, desde que la venta no 
fnÓ judicial sino privada, aquella disposición no podría invo- 
carse contra los herederos. 

Es evidente, a mi juicio, la corrección del pronuncia- 
miento apelado en cnanto niega por los mencionados motivos 
a la Dir. Oral, de Escuelas la liquidación del impuesto te- 
niendo en consideración el precio de venta. 
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La inaplieabilidad de Tas disposiciones invocados por di- 
«ha repartición (aris. 1184, inc. Y\ 11S5 v 1187, (Jód civil- 
violación de los arta. 1323, 6\ inc. í) v . leí 43.10; 3*. inc 
apart. aj ¡ 4°, ley 4350, f ululado en el 11* de la ley 4190) para 
atacar la decisión de 2* instancia no resolta convincente, a 
mi juicio, no sólo porque no se ha impugnado la declaración 
do la Excmo. cámara a que antes me he referido, el recono- 
cimiento de que la venta no se habría perfeccionado por la 
encritura, de manera que lo único que existía en el momento 
de la liquidación era un bolero cinc BÓIo daba lugar « pedir la 
escrniiraeión (art, 1185, Cfld, eivih, bino también porque 
aun Siendo exacto i[iie los valores deben ser determinados en 
el momento de practicarse la liquidación, como lo ategn la 
parto recurrente y resulta de una de las disposiciones "cuya 
flotación sostiene, ello debe ser 'Me acuerdo con la presente 
ley .según expresa la misma; y las demás disposiciones que 
también se consideran violadas en el recurso se refieren o a 
una "tasacii'u judicial de mayor importe" (art. 3» inc f 
apart al), o a la "venta judicial antes dé abonarse H im- 
puesto (art. 4") constituyendo así sit unciones legales en vos 
extremos no se comprueban en el sub jihh'cc fAes y Sentfl 
sene lñ. t. ]. p. 317, y serie 17, t. 2, p. 403. niciicionada<* pol- 
la Exema. jamara). 1 

Y habiendo abandonado el recurrente el argumento for- 
mulado en la expresión de agravios (Fs. lí)7 in fine) sobre 
la base del art. 8' de la ley 4350 en cuanto se refiere a la 
venia a mayor precio anterior a la partición, carece esta Sup. 
U>rte de .jurisdicción para considerarlo (art. 32fi, (Vid. de 
Froced.). Por las razones expuestas voto por la negativa. 

Los Peñorcs j uceen doctores Argañar¡¡s, Quirojia v Mo- 
reno,_por las consideraciones aducidas precedentemente por 
el señor juez doctor Ameghino. votaron en igual sentido. 

A la 3» cuestión planteada, el señor juez doctor Ameghino 
dijo: 

Corresponde, a mi juicio: 1«) Revocar Ja decisión de la 
Excma. cámara en cuanto n la 1* cuestión, declarando que 
rige en el caso la ley 4350. 2>) Confirmar el pronunciamiento 
apelado en cuanto al valor dd bien de Punta Lara, de acuerdo 
con los resultados de ta votación a la 2* cuestión. 3') Devolver 
el expediente a la Kxcnin. cámara de origen para que. te- 
niendo en cuenta el presente fallo y la influencia que pueda 
reflejar Robre el monto de la liquidación del impuesto se 
resuelva la cuestión pendiente sobro inconslitneionaiidad in- 
coada por la parte de los herederos. Asi lo voto. 
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Los Biflores jueces doctores A r pallarás, Quiroga y Mo- 
reno, por las consideraciones aducidas precedentemente por 
el señor juez doctor Ameghiuo, votaron en igual sentido. 



Sentencia 

La Plata, diciembre 15 de 1942. 

Vistes y Considerando: 

1") En cuanto a Ja ley aplicable para la liquidación del 
impuesto. 

Que lo (pie lu ley impositiva local tiene en cuenta para 
gravar la transmisión gratuita de bienes es el acto exteriori- 
zante de esa transmisión (art. 1», ley 4190, art. l\ ley 4350) ; 
y es "acto exteriorizan le" de la transmisión por causa de 
muerto a los fines expresados la declaratoria de herederos o 
la aprobación del testamento (art. V2, inc. 8. ley 4190; art. 6» 
inc. 8\ ley 4350). 

Que t ra lú udii.se de sucesiones tramitadas fuera de la pro- 
vincia pero con bienes en ella el "acta exteriorizante" surto 
sus efectes aquí a Jos fines de la ley impositiva aplicable, 
clrsde que tal acto es presentado ante sus autoridades judi- 
ciales. 

Que el exliorto tcsl imantado a fs. 2 no lia Denado esta 
exigencia legal por lo que debe estarse a la presentación de 
fs. 7(i para la aplicnhilidad de la l -y 4350. 

2*) Respecto a la determinación del valor del bien. 

Que la conclusión del fallo Robre la liquidación del im- 
puesto (que toma por base la tasación judicial —mayor que 
el avalúo i'iseal) y desestima la pretensión del recurrente do 
que se compute el mayor precio de la operación de venta a 
que alude, debe permanecer firme y es correcta: ni .existe 
venta judicial ni se ha justificado que aquella opernción ee 
haya perfeccionado íarts. 3, 4, G. Ley 4350; 1185 C. C, etc.). 

Por estos fundamentos y los demás expuestos en el 
acuerdo que antecede, hc linee lusrar al recurso traído en lo 
relntivo a la determinación de la ley aplicable para la liqui- 
dación del impuesto ; y «o le desestima en sus otros motivos. 
Vuelvan los autos a la cámara de origen para que. teniendo 
en cuenta el presente fallo y la influencia que pueda reflejar 
sobre el monto do la liquidación del impuesto, se resuelva la 
cuestión pendiente sobre ineonst i tuc tonalidad, incoada por la 
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parte de los herederas. — Manuel J. Art/añarás. — César 
Ámeghino. — Julio Moreno. — redro ¿2, Quiroga. 



Y vistos: El recurso extraordinario de los suceso- 
res de Francisco Piria contra el fallo de la Suprema 
Corte de la Provincia de Buenos Aires, que decido la 
aplicación de la ley de impuesto a la transmisión gra- 
tuita {le bienes en vigencia cu el momento en que dicha 
transmisión se exterioriza mediante el pedido de ins- 
cripción en el Registro de la Propiedad del testamento 
del causante declarado válido por el juez de la suce- 
sión; y 

Considerando; 

I) Que la parte recurrente sostiene la inconstitu- 
cional i dad del fallo apelado porque la ley que se aplica 
y tal como se aplica — art. 1*, ley 4330 de Buenos Aires- 
viola el Código Civil en canillo rectifica y modifica los 
preceptos de dicha ley nacional que, rigiendo en mate- 
ria propia (art. í¡7, ine.ll, do la Constitución Nacional) 
lia fijado el momento en que se exterioriza la transmi- 
sión hereditaria, sea por testamento, sea intestada; cita 
los arls. ;i410, :í412 y ¡¡417 deí Código Civil y deduce que 
la declaración de herederos o la aprobación del testa- 
mento exteriorizan ta transmisión; y viola también la 
garantía del art. 7 de la Constitución Nacional en cuanto 
desconoce la validez e imperio de lo resuelto por el 
juez de la sucesión en lo atinente a la validez del testa- 
mento de D. Francisco Piria que exterioriza la traus- 
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misión, sin necesidad de supeditarla a su presentación 
ante las autoridades provincia leu para su protocoliza- 
ción o registro (memorial de fs. 284 concordante con 
los alegatos de primera, segunda y tercera instancias). 

II) Que, como también so arguye por los hercUe- 
ros de Piria el valor de exteriorizuüión del exhorto do 
fs. t % por el cual el juez de Buenos Aires pedía a su 
colega de La Plata el inventario y avalúo fiscal de 
varios bienes de la sucesión Píria y Franz do Piria, 
procede advertir, sin entrar por ello en cuestiones ati- 
nentes a la prueba y los procedimientos do la causa ex- 
traños al remedio federal, que en tal carta rogatoria no 
se invoca, ni siquiera so menciona, declaración heredi- 
taria, aprobación de testamento ni posesión de la he- 
rencia que sería .i, según la tesis de los herederos, los 
actos de legítima exteriorizaekm y así lo hace constar 
el Sr. Juez de la Suprema Corte de Buenos Aires Dr, 
Argaíiarás a fs. 245. No habría, pues, sobre esa base, 
contradicción entre la ley nacional y la jurisdicción del 
juez de la sucesión, por una parte, y la ley provincial 
43iM> por la otra a los efectos del art. 7 de la Constitu- 
ción Nacional; lauto menos cuanto que debiendo gravi- 
tar el impuesto sobre la bijuela y no sobre el haber 
sucesorio, según lo ha establecido la jurisprudencia 
constante de esta Corte —Fallos: ISIi, WWX- la simple 
mención, cu el exhorto de fs. 2, del fallecimiento de Piria 
v de los bienes dejados por el causante en la Provincia 
de Buenos Aires, no definen la transmisión gratuita 
sobre lo que la icy local puede actuar dentro de su ju- 
risdicción. 

ITT) Que esta Corte ha definido, clara y categóri- 
cam< nte, el derecho th> las provincias para fijar las con- 
diciones de cxWiorizneíón, en ollas, de la transmisión 
gratuita de bienes a los fines del impuesto consiguicn- 
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te; y nsí, cu ol Pallo del 1. 152, pág. 24, dijo: " Que la ley 
impugnada (la misma o similar a la que so discuto 
ahora}... no hace gravitar el impuesto por ella esta- 
blecido sobre la transmisión o el derecho sucesorio en 
sí, sino sobre los actos que exteriorizan toda transmi- 
sión a título gratuito y, por consiguiente, ninguna re- 
lación tiene, con la cuestión debatida, la de saber el 
día en que los adqui rentos obtuvieron la posesión here- 
ditaria de los bienes, ni el momento en que el derecho 
sucesorio se abrió, ni cuándo la aceptación do la heren- 
cia se hizo irrevocable, porque no obstante todas osas 
provisiones do la ley civil, la provincia, ejercitando sus 
facultades ¡ni ¡positivas, lia podido elegir, como lo ha 
hecho, sin afectarlas ni desconocerlas, ol instante en 
que el tribuí t» ¿febe hacerse efectivo y fijar las reglas 
con sujeción a las cuales han de computarse los valo- 
res": y esa doctrina ya establecida en el fal'o del mismo 
tonto, pág. 26*8, fué refirmada en la sentencia del t. 1 ;")(>, 
pág. 48 en los término* siguientes: "Desde luego, la 
interpretación que los tribunales locales den a la locu- 
ción "actos do interiorización de la transmisión gra- 
tuita" es irrevocable por esta Corte, sea que se la con- 
templo como fórnm'a procesal y administrativa dictada 
y aplicada por imperio do la autonomía provista en el 
art. 103 de la Constitución; son que se la considere 
como interpretación y aplicación del Código Civil (art. 
67, ¡tic. 11, do la Constitución, art. 13, última parte de 
la ley 48 y jurisprudencia invariable; Oonf. Fallos: t. 
115, pág. 27!); 117, 237; 118, .'ilí)¡ 110, 175; 121, 223; y 
muchos otros). Xo lia y, bajo este punto de vista, con- 
tradiceión, antítesis n oposición entro ta ley nacional 
y la ley provincial, porque el Código Civil no legisla 
sobre tas formas y condiciones en que la transmisión 
gratuita de bienes operada en una determinada juris- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



165 



dicción, nacional o provincial, se exterioriza o adquiere 
publicidad en otras jurisdicciones, porque eso es tie 
carácter adjetivo reservado a la organización procesal 
o administrativa, como ya queda dicho"; etc., etc. 

IV) Que no se puede sostener, fundadamente, que 
el acto legal, judicial o administrativo producido en 
Jujuy o Santa Cruz o en Los Andes es do inmediato co- 
nocido o exteriorizado auténticamente en el resto de la 
Nación; en el orden general, el Código Civil establece 
que las leyes son obligatorias odio días después de pu- 
blicadas en las capitales de provincia (art. 2), pero en 
el caso de autos no se trata de la ley, ni se lia sostenido 
siquiera que el acto invocado por los recurrentes — 
aprobación del testamento de Piria realizado en la Ca- 
pital Federal — baya sido publicado en La Plata y, por 
lo tanto, que lo conociera el fisco provincial para im- 
poner el gravamen pertinente sohrc los bienes situados 
en su jurisdicción y que antes del documento de fs. 76 
bahía n seguido figurando en los registros públicos a 
nombre del causante. No se agrava ni desmedra la unión 
nacional, ni la unidad jurisdiccional del mismo carác- 
ter — como se arfeuye por los recurrentes — con la exi- 
gencia por cada provincia autónoma, de que se le dé 
noticiu en forma de los actos [tasados fuera de su iu- 
risdicción para cumplirlos, observarlos o ejercer sobre 
ellos o como consecuencia de ellos, las funciones qne 
le son privativas. 

En su mérito se confirma la resolución apelada fin 
cuanto pudo ser materia del recurso. Hágase saber y 
devuélvanse, reponiéndose el papel en el tribunal de 
su procedencia. 

Antonio Sagarna — B. A. Na- 
zaii Anchohena — F. Ramos 
Mejía. 
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NACION ARGENTINA v. CIAD DO CAPPAGLI 

RECURSO ORDINARIO DE APELAdUN : Tercera infancia. 
Sentemia definitiva. 

No es sentencia definitiva ni, por lo tanto, susceptible 
de ser apelada por recurso ordinario, la que hace lugar 
a la excepción fie falta de personería del procurador 
fiscal que, sin hallarse autorizado por decreto del P. E., 
sino por resolución del respectivo ministro, ha promovido 
en nombre de la Nación una demanda sobre cobro de 
gastos de salvamento de un buque. (17 de abril de 1944). 



CESAR MÜLATTEUI v. CAJA DE .11 Mi ILACIONES DE 
EMPLEA DOS FE li 110 V IAKI OS 

PRESCRIPCION: Tiempo de ta prescripción. Leyes especíale*. Ju- 
bilación de empleados ferroviarios. 

La acción (endiente a obtener el acrecimiento de una 
pensión ferroviaria so halla regida nnr la prescripción 
bienal establecida en el art. V, ine. a) de la ley 12.154. 

Dictamen mu Vuocvuxuon Censual 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario resulta procedente, por 
haberse puesto en tola de juicio Iri interpretación del 
art. 1*. ine. c) de la ley especial 1J.1ÍV4, y ser la senten- 
cia definitiva contraria al de rocho invocado por el re- 
currente. 

Por fallecimiento de D. César Chin ff redo Mulatte- 
ri la Caja Ferroviaria acordó pensión a su cónyuge y 
dos hijas solteras. En febrero de 1P33, una de éstas 
obtuvo de dicha Caja jubilación por invalidez, renun- 
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ciando a su parto de pensión; y muchos años más tarde 
— noviembre de 1942, fs. (il — la oí ra hija solicitó el 
acrecimiento do esa parte, a lo que ia Caja se ha nega- 
do. Otro tanto hizo la Cámara Federal, al llevársele re- 
curso, pues, a su juicio, debe aplicarse al caso la pros- 
cripción de dos años estatuida por el nrt. F, ínc. c) quo 
acabo de citar. 

Pienso quo el tribunal apelado estuvo en lo cierto. 
El derecho de acrecer no es distinto del derecho a pen- 
sión: simplemente permite obtener ampliación del bene- 
ficio. En consecuencia, lógico resulta que el plazo para 
solicitar esa mejora, este sujeto a los mismos principios 
generales quo rigen para la pensión inicial. 

Corresponde, entonces, confirmar el fallo apelado 
en cuanto pudo ser materia de recurso. — Hítenos Aires, 
marzo 27 de 1944. — Jnen Alvares. 



FALLO Di; LA CHKTE SUPi EMA 

Buenos Aires, 17 de abril de 1944. 

Y vistos : Los autos: "César Mulaftcri — sus suco- 
sores— v. Caja Ferroviaria", venidos de la Cámara Fe- 
deral de la Capital por vía del recurso extraordinario, y 

Considerando: 

Que la prescripción de dos años que establece el art. 
1*, inc. c) do la ley 12,154 encuentra aplicación lógica en 
los casos de acrecimiento de una pensión ferroviaria, 
desdo que ellos son una ampliación del referido beneficio. 

Por ello; lo dictaminado por el Rr. Procurador Ge- 
neral y fundamentos do la sentencia en recurso, so la 
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confirma en cuanto piulo ser malcría de recurso. Hágase 
saber v devuélvanse al tribunal tic proced encía. 

Antonio Saoaiína — lí, A. NV 
zaj¡ Anchobkna — V. Ramos 

M E J ÍA, 



SELMAN TUNDI CK v. 1M IT ESTOS INTE UNOS 

IMPUESTOS 1 NT RUNOS: Xaftn >, aceites Uthrintnteti. 

Siendo irrevtiible mediante el recurso extraordinario la 
conclusión tlf la sentencia apelada según lu euai no .se ha 
probado en el juicio que el aeeite lubrieante recuperad*» 
constituya un producto distinto del originario que tri- 
butó el impuesto es ebleeido por el nrt. 12. ine. 2 Í \ de 
)i ley 12.G2Ó, y fundándose la defensa del representante 
fi:eal en <pie el artículo de referencia es una especie nue- 
víi comprendida en esa disposición, conforme « ¡0 esta- 
blecído en el art. I*. ine. e) del decreto 59:830 del 12 
de abril de 1040, corresponde confirmar la sentencia que 
d ce Jura inaplieable et gravamen legal a los aceites usados 
o inconstitucional el decreto que lo impone. 



Sentencia hel Juez Federal 

Lo Plata, mayo 31 de 1043. 

Y vistos: Para resolver el recurso de apelación interpuesto 
por Sclman Pundicti contra la resolución dictada por el Sr. 
Administrador General de Impuestos Internos de la Nación. 

Y considerando: 

1* Que, en Ja localidad ae Valentín Alsina, el 11 de julio 
de 1940, inspectores de Impuestas Internos se constituyeron 
en el domicilio del recurrente, quien loa atendió como dueño 
del establecimiento, manifestando no poseer libros de comer* 
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cío rubricados, pero mediante uno revisación de facturas y 
notas de rcmilo establecieron que hnbia s* lo expendido a partir 
del 15 de abril do 1040 1 insta el 311 de junio del mismo año, 
aceites lubricantes usados recuperados sujetos al gravamen 
proscripto en el art. 1* inc. c) del decreto 50.830, por la can- 
tic! nd de 53.403 litros, según pin ni lia que detallada se adjunté 
ni acta. Eu esa oportunidad Pundick entregó una boleta de 
deprsito por un valor de £ 8^0 n ion oda nneionnl, correspon- 
dientes al impuesto de los aceiten combustibles y lubricantes 
que so hallaban en existencia en fabrica verificada por em- 
pleados de til Administración General de Impuestos Internos 
el día 15 de abril del mismo ano 1010. 

Continuando las net naciones, se formuló cargo al recu- 
rrente por ta suma de £ 3.030.70 m 'n.. como importe del im- 
puesto interno correspond irrite a 30 307 litros de aceite recu* 
peradr-.; expendidos durante aquel término, sin que se hubiera 
abonado en sil oportunidad, pues so estimaron satisfechos los 
correspondientes a la ex'steneia eon-M" filada el 15 de abril y 
ñ la partida do 14206 litros adquiridos por Pundick a don 
Jorge ííukermaim, 

Además fueron liquidados a fs. 10 vía., intereses puni- 
torie.i por haberse efectuado el ]ia¡; fuera del plazo estable- 
cido cu el decreto 50.830. 

2" Que prosiguiendo el sumario, el Kr. Administrador Ge- 
lieral dictó la resolución cor r ion le a fs. 21. por la cual, invo- 
cando el art. 27 del T. O., áulico a Pundick la multa de 
$ 301107 m/u.. equivalente al décuplo del impuesto omitido. 

3* Que interpuesto el recurso de apelación el reewr rente 
expresa agravio* a fs 34. sosteniendo que se trata de un im- 
puestu inexistente, porque lió apareee establecido por la ley 
aillo 1 «ir un decreto del P. K., y qU" el gravamen fué abonado 
por el aceito que, inutilizado por su uso, se somete luego a 
un proceso do recuperación sin agregadas de ninguna nntura- 
lezn. reeoTistiínvéndoln a .^vis pnuóedadi* primitivas, no siendo 
posible l;i nplieai*'nn de un doble gravamen, pues las leyes 
impositivos Kon de aplicación estricta. 

Afirma que es inconstitucional el impuesto y lo resuelto 
por la Administración al imponer un doble castigo, con viola- 
ción del art. 18 de la Constitución Nacional. Alega que se le ha 
impuesto la multa con violación ilel derecho de def-nsa. pues 
solo se le había intimado por resolución de 4 de setiembre de 
104O al pago del impuesto bajo apercibimiento de juicio de 
apremio, de nudo que al conferírsete vista nada pudo alejrar 
en su defensa, por no haberse formulado otro cargo en bu contra. 
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Aduce consideraciones pora demostrar que lo ha sido aplica- 
da una doble pena por un mismo concepto, pues se le aplica- 
ron intereses punitivos del 2 % y la inulta, y se señala 
además ln desigualdad ¿leí impuesto con relación a los distin- 
tos casos que pueden presentirse en la recuperación v consumo 
de los aceites en tonira de la igualdad impositiva amparada por 
la Constitución en su nrt. 16 Destaca los inconvenientes quo 
pueden ofrecer las disposiciones del gobierno, de tal modo que 
originarán el trastorno de esta nueva industria que ha permiti- 
do el aprovecha mif no de aceites que antes eran considerados 
residuos y. como taVs. desperdicias sin Aprovechamiento. 

4* Que el Sr. Procurador Fiscal, contestando ln expresión 
de agravios del recurrente, sostiene que el impuesto impugna- 
do no emana del decreto citado, muo do la ley 12.fi*>"i, modifica- 
toria de la 11.658, que a los efectos de la formación del fondo 
do Vialidad, establece entre otros recursos, el "impuesto inter- 
no de diez centavos por litro sobre todos los aceites lubricantes 
que tengan la viscosidad y demás características do los destina- 
dos a vehículo* y motores en general, cualquiera que sen ku 
destino", pues no establece diferencia alguna cutre los aceites 
nuevos y los recuperadas, de modo que el decreto reglamenta- 
rio 59.830 ha podido señalar, y lo lia hecho, como incluidos 
dentro de ese mismo gravamen los aceites recuperado* que ten- 
ían la viscosidad exigida pura los aceites nuevos. Afirma que 
aun cuando la materia empleada haya pagado el impuesto, la 
recuperad. m posterior cuando ya bahía perdido las condicio- 
nes requeridas, tuvo el efecto de crear un nuevo producto su- 
jeto a imposición de acuerda a la ley, por tener el nuevo pro- 
ducto la viscosidad que determina* el régimen legal vidente 
para el pago del impuesto. 

5* Que estudiados Irs fundamentos del recurso, debe des- 
estimarse la alegación fundada en la violación del derechn de 
defensa, pues ¡it recurren le |c fui conferida, en la estación 
oportuna del Ruinarlo administrativo, la vista de las actuacio- 
nes, como con.sta a fs. 17 para que alegara su defensa por es- 
crito, y muía hizo cu esp sentido. Por lo demás, ln decisión 
administrativa le ha permitido ocurrir, como lo ha lucho, ante 
la justicia federal, a fin de dilucidar su responsabilidad con 
toda amplitud y hasta ha llegada a renunciar al término de 
prueba del recurso, lo que demuestra que «o ha habido viola- 
ción alguna de los derecho* de la de^nsa. 

6'' Que. no obstante el alcance limitado del recurso in- 
terpuesto, dado loM fundamentos que se invocan, debe conside- 
rarse la validez constitucional del impuesto que se dice defrau* 
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dado, pues es por su omisión que se aplica la multa en recurso, 
y de su validez dependerá el mantenimiento de la penalidad 
aplicada. 

Es! as actuaciones se han originado en base a la compro- 
bación de expendio t!e aceites lubricantes recuperados, invocán- 
dose en el acta inicial el gravamen dispuesto por el decreto del 
P. E. Nacional, 53,830, de 12 de abril de 1ÍW0, cuyo art. 1* dice 
así: "Quedan gravados con los impuestos establecidos en el art. 
146, ines. i», 2' y íl* del texto ordenado de las leyes de im- 
puestos internos. Ion siguientes artículos de producción nacio- 
nal o importadas : . . . b) Aceites lubricantes, senn o no do 
origen mineral, de viscosidad no inferior a 200 segundos me- 
dida en el aparato Sayhnlt ('ni versal a la temperatura de 
37,8° C. ; c) nos aceites lubricantes que .íp obtengan por pro- 
cesos de recuperación de aceites -isa dos, cu va viscosidad esté 
comprendida dentro del límite de! ¡neiao anterior;...". 

El texto le- al de la ley 12.G2ÍÍ, modificatoria de la ley 
11.658, sobre vialidad, invocada por ei Fist-al dice: "...art. 
12, El fondo nacional de vialidad se formará con los siguien- 
tes recursos:... 2 g Impuesto interno de 10 centavos por litro 
Robre todos los aceites lubricantes (pie tengan la viscosidad y 
demás curaet cris ticas de los destinados a vehículos y motores 
en general, cualquiera (pie sea su destino;...", 

t'omo se ve, de la transcripción de ambos textos, e! decre- 
to de! I*. ÉL Jiace una especificación de aceites Inbricantcs. no 
contenido en el lexlo Legal, que tiene por resultado incluir a 
esos mismos productos que ya hahían tributado impuesto por 
la ley, por el lieclin de haber sido sometidos a un proceso de 
recuperación, luego de haber sido usados. 

Estimo que es manifiesta la ineonstitucionnlidnd del inc. c) 
del art. 1* del decreto, desde (pie excede de las facultades cons- 
titucionales acordadas al l\ E. por el art, 86. inc. 2» de nuestra 
Carta Fundamental pues no lia podido por vía de interpreta- 
ción ni d" regí n m en I ación, llcvnr el texto legal más allá de 
una normal y recta interpretación. 

Es cierto que los impuestos internos son impuestos al con- 
sumo, pero no se infiere del texlo legal que la previsión normal 
del legislador baya ido más allá de gravar el aceite nuevo 
y no al de segundo uso, máxime desde que nada acredita, en el 
caso de autos, que el proceso de recuperación se obtenga en 
bast a la mezcla con aceites nuevos o con otro producto que no 
hubieran tributado gravamen, o (pie el aceite recuperado se 
obtenga por combinaciones químicas dando por resultado un 
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producto que, bajo aquella de nominación, constituya otro dis- 
tinto del originario. 

La tesis del Si*. Procurador Fiscal en el sentido de qne la 
recuperación posterior del aceite tuvo por efecto crenr un nue- 
vo producto, no tiene fundamento k<ral, desdo (|ne rl producto 
o* el mismo, adío que recobrando sus con die iones primitivas, es 
objeto de un sejrundo uso. cuya eNcieiu-ia sólo podrán deter- 
minar pericias Nenien*?, que no .se han producido y que no es 
tampoco del cuso dilucidar. ( Corte Suprema, tomo 195. pá>. 59), 

7* Que la argumentación relativa a la procedencia de 
la multa por haber sido yn objeto de p-na al sancionar inte- 
rese.s punitivos del 2 '/„ sobre el impuesto adeudado, debe des- 
cstimnrse, pues aqucjlos intereses constituyen una ranciún de 
carácter puramente civil ci¡uipiii-aria fil resarcimiento de daños 
y perjuicios, por tío baber Nido satisfecho el impuesto en su 
debida oportunidad y la inulta cn una sanción de carácter pe- 
na* considerada necesaria en defensa de un acto u omisión de- 
lictursa. 

8' Que las conclusiones relativas n la ¡nconstiturinnalidad 
del impuesto que ha dado licrar u la inulta, hneeu innecesario 
avocarse a los ntros aspectos secundarios del recurso interpues- 
to, el que debe declararse procedente. 

Por tanto, fallu haciendo lugar al recurso interpuesto y, 
en consecuencia, se revoca la resolución dictada por el Sr. Ad- 
ministrador General de Impuestas Internos, y se absuelve li- 
bremente a don Jaime Selmau Puudiek de la multa de $ :{í>397 
moneda nacional, equivalente a' decuplo del impuesto omitido 
«1 expendio de aceiten lab ritan tes usados recuperados. — Jorge 
Bilbao La Yuja. 



Sl-N-TENCtA DE LA CAMARA FfcDKIÍAr, 

La Plata, agosto 23 de 1943. 

T vistos: Lrs de esta rnitMi P. 29:>ti "Puudiek Selmau - 
recurre resolución de Impuestos Internos*', procedente del Juz- 
gado Federal de esta Sección. 

Por sus fundaiie ntos y. conforme a la doctrina que emer- 
ge del fallo de la Curte Suprema, rciri«t rado en el t. 195, 
pág. 59, se confirma la sentencia en recurso de fojas cuaren- 
ta y ocho. — Nntifíquese y devuélvase, — V baldo Henci. — 
Adolfo Latea no. — Jorge (Jarcia González, 
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PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A ¡ros, 17 de abril do 1944. 

Y vista la precedente cansa cara tullida "Pundick 
Scíman, interpone recurso de apelación c. resolución do 
la Ad. tiene ra! de Impuestos Internos* 1 para conocer en 
ella por vía del recurso extraordinario concedido a fs. 
t!2 vta. 

Y considerando : 

Que la objeción contra la aplicación al caso de la 
doc trina de esta Corte sentada en Fallos 105; 5Í>, se basa 
en la circunstancia íh que, a diferencia de lo que ocurría 
en el precedente citado, cu el caso, el artículo gravado es 
una especie nueva, resultado de una transformación do 
substancias, tendientes a obtener un producto puro, el 
aceite recuperado, id (pie sería aplicable el impuesto del 
ari í% ine. *>Uey 11Í.G25. 

Que entretanto la sentencia apelada — fs. GO — al 
confirmar por bits fundamentos la de primera instancia 
— fs. 48— afirma que se trata de un mismo producto, 
conclusión que por ser de bocho es irrevisiblc por esta 
Corte en instancia extraordinaria. 

Que en tales condiciones Ja resolución apelada debe 
confirmarse por ser n justada a la doctrina del preceden- 
te que en ella se invoca. 

En su mérito se confirma la sentencia de fs. fiO en 
lo que ha podido ser objeto de recurso extraordinario, 
llágase sabor y devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia. 

Antoxio Sao auna. — B. A. Na- 
zar Anciiobrna. — F. Ramos 
Mkjía. 
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JOSE AUPAN I v. IMPUESTOS INTERNOS 
IMPUESTOS 1K TERSOS: Vinos. 

A falla fio prueba de que el vino hallado sin valores fis- 
cales en poder ild remírente estuviera destinado al uso 
personal del mismo, que lo elaboró sin haber requerido 
el permiso exigido por el art. 7~i del decreto del 14 do 
enero de 19;í5, debe concluirse que ha mediado rl fraude 
repiiniido por el art. 27 del texto ordenado de las leyes 
de impuestas internos. 

IMPUESTOS INTERNOS; Vinos. 

ha circunstancia de que la bebida lia] bula sin valores fis- 
cales estuviera cu fermentación y no fuera susceptible 
de expendio, no obsta a la aplicación de la pena estable- 
cido cu el art. '¿1 del texto ordenado de las leyes de im- 
puestos internos, si se comprueba la existencia de man So- 
bras tendiente*) a eludir el pago del impuesto interno 
correspondiente. 



Semencia del Juez Federal 

Mendoza, diciembre 31 de 1942. 

Y vistos: Estos autos caratulados : "José Aruani contra 
Impuestos Internos por recurso contencioso administrativo", 
de los que resulta : 

Que con Fecha i) de nbríl de 1910 empleada de Impuestos 
Internas practicaron una inspección en el negocio de almacén 
que don José Aruani posee en calle San Francisco del Monte 
del Distrito Jesús Nazareno del Departamento de Guaymallún 
de esta Provincia, constatando la existencia, en uua habitación 
por medio del almacén, de una damajuana conteniendo diez 
litros de bebida alcohólica anisado, de nueve damajuanas con- 
teniendo noventa litros de vino criollo y de cinco bordclesaa 
conteniendo 975 litros de vino que carecían de los instrumen- 
tos fiscales que acreditasen el pago del impuesto. Asimismo, 
constataron en dependencias de la casa habitadas por don Sil. 
verio Ba rabona, bi existencia de seis borde lesas conteniendo 
1.170 litros de vino que según manifestaciones de éste y de 
Aruani, fueron elaborados por ambos. Analizado, posterior- 
mente, el vino contenido en las damajuanas y en las once bor- 
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delesas, resultó 70 litros vino ronuino y el resto "comprendi- 
do en el nrt. 11, inc. a) de la ley 12.372 Bebida Artificial, 
art. 13, inc, n) de la ley 12.372 comprendido 011 c-l art. 106 del 
T. Ordenado", según la clasificación de la Oficina Química 
Nacional. 

Instruido el sumario de práctica y evacuada por Aruani 
v Baraliona la vistn que se les confiriera tiara que alegaran 
en su defensa, h Administración, por rosolnciún de focha 19 
de acostó de 1041, te impuso a José Ar-uniu una multa de 
$ 2.(¡38,50 equivalente al décuplo del impuesto correspondien- 
te a los productos encontrados en su negocio y solidariamente 
con Silveno llandiona otra multa de $ 2.025 equivalente al 
décuplo del impuesto eorrospoudienie ni vino encontrado en 
las dependencias ocupadas por éste y que fuera elaborado por 

ambos. T 

Disconforme con la sanción impuesta, se presento don Jo- 
sé Aman i ante este Jugado interponiendo el presente recur- 
so contencioso administrativo, y 

Considerando : 

I. Que al fundar el recurso manifiesta en su defensa 
haber cumplido con las disposiciones de los decretos 73.311 de 
20 de diciembre de 103 ."i y 100.014 de ó de marzo de 1037, 
declarando a la Administración de Impuestos Internos, den- 
tro del término establecido por ellos, la cantidad y proceden- 
cía de la uva empleada en la elaboración y la cantidad de 
vino obtenido. Espíesa además que la bellida intervenida no 
estaba a la venta ni en circulación y que por lo tanto no les 
corro*] ion día papar ningún impuesto desde que éste debe abo- 
narse cuando la mercadería fwlc al consumidor. Finalmente 
señala como irregularidad de Impuestos Internos las diversas 
clasificaciones que ha merecido, durante la tramitación admi- 
nistrativa, parte del vino contenido en las damajuanas. 

lt Que si bien como lo afirma el recurrente las leyes 
no gravan los producías mismos sino su circulación y en efecto 
es en el momento de la salida de los vinos de ln fábrica o 
bodecra para ser expendido, que se exige el pupo del impuesto, 
no es menos cierto, que conforme lo disponen los arts. ¿2 y 
75 dd (ít. VII de la lí. General, los fabricantes de vinos deben 
inscribirse bajo la denominación de bodegueros en la forma 
establecida por los arts. 2 y siguientes del tít. V de la Regla- 
mentación, con excepción de los que efectúen una elaboración 
anual de vinos oue no exceda de cincuenta mil litros, quienes 
deben solicitar de la Administración el permiso correspon- 
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diente para la elaboración a efectuar, debiendo abonar del 1» 
al 3t de aposto el impuesto correspondiente a la partida ela- 
bórelo, presentando a este objeto una sola declaración jurada 
de elaboración única. 

El decreto n» ÍM.311, citado p r el recurrente no es de 
aplicación a este respecto, yn (pie por el mismo se exigen de- 
terminadas declaraciones de li s rlaboradorcs de vinos con el 
objeto, expresado en su considerando, de tener un conocimien- 
to periódico de la producción de la uva y fin destino, necesa- 
rio pura una conveniente rcgu'aeión de" la industria vitivi- 
nícola. Corresponda i>j\v,t\ c<>nsii[enu-i¡'.n respecto del Decreto 
8* 100.944 citado también por el recurrente y por el cual se 
modificó el plazo fijado en e? anterior. 

En consecuencia, no habiendo el recurrente cumnlído en 
su oportunidad con los requisitos exigidos por la U. General, 
es procedente la aplicación tic la sanción establecida por el 
art. 27 del T. O. d<* las leyes de Impuestos Internos, pues de 
no haberse efectuado en .su domicilio la inspección de que 
informa el acia de f.s. 1 del sumario, ¡ P habría eludido el paso 
del impuesto. 

Kn cuanto ¡\ la oli^-rvac-fón f ti miniada por el recurrente 
acerca, de las distintas clasificaciones del vino contenido en 
Ia« damajuanas, es de hacer untar que ello se ha debido a fa 
necesidad de la Administración de establecer la calillad de 
genuino o artificial del mismo a fin de determinar la tasa del 
impuesto que Je correspondía tributar, pudiémhrc aerennr a 
osle respecto que en oportunidad de darse vista al recurrente 
sobre el resultado de las anal jal*, no manifestó su disconfor- 
midad. 

Por eatas consideraciones resuelvo no hacer lugar al re- 
cur^o contencioso administrativo interpuesto por D. José 
Ama ni y en consecuencia, man tico ese ) a multa de $ 2 638,50 
moneda nacional impiio-ta al mismo como también la de 
$ 2.925 m/n. aplicada solidariamente con D. Rilvcrin Bara- 
hom por resolución f ¡c fecha 1ÍJ de agosto de 1941, con castas 
— //. Ba?:a González. 



HCNTENriA DE LA CAMARA FrPERAL 

Mendoza, julio 31 de 1943. 

Vistos y considerando: 

En cuanto ni recurso de nulidad : Que éste se funda en que, 
no obstante habenso sostenido en forma expresa y categórica en 
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el escrito de fs. 4, que el recurrente se había acogido a los 
beneficios acordados por la ley 12.372 en .sus arts. 12, ine. e) 
y 31, ine. e), pidiendo se te f 1' clarase exento de responsabi- 
lidad, el a-qno uo ha considerado tal defensa, ni .se ha pronun- 
ciado sobre ella, con violación de lo dispuesto por el art. 495, 
3* cláusula, del Cód, de l'rtc. en lo Criminal, establecida en 
garantía de la libre defensa en juicio, amparada a su vea 
por el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Que .si bien es verdad que a~quo nu lin merituado ni pro- 
nunciádose sobre dicha defensa, lo que indudablemente cons- 
tituye un defecto de la sentencia, ello no es bastante, sin em- 
bargo, pura anularla, por cuanto c^a defensa nu tiene relación 
con las muí ¿as aplicadas por la Administración y sobre las 
que versa el presente recurso contencioso, pues ellas se fundan 
exclusivamente en haberse realizado las elaboraciones de los 
productos encontrados ni la inspección practicada en la pro- 
piedad del recurrente, sin el previo permiso de elaboración 
exigido por el art. 75 del decreto de H de enero de 1035. 

Que en consecuencia, ni) se ha violado la disposición eon- 
tenidu en el citado art. 405 del Cód. de Procedimientos, que 
se refiere a las formas sustanciales de las sentencias, y espe- 
cialmente en lo que respecta a los "hechos" sujetos a proceso; 
en cuya virtud no es procedente el recurso de nulidad inter- 
puesta, a los términos del art. Oíüi del mismo código. 

En cuanto al de apelación: Que la Administración de 
Impuestos Internos ha aplicado al rrcurr-nte una multa de 
$ 2.(338.50 equivalente al decupló del impuesto no abonado, 
correspondiente a una partida de 075 litros de vino elabora- 
do por aquél sin previo permiso de elaboración; y otra de 
£ 2.0-25 solidariamente con D. SÜverio ltarahona, equivalen- 
te* al décuplo del impuesto correspondiente a otra partida de 
1.170 litros de vino elaborada entre ambos, en iguales con- 
diciones. 

Que el recurrente funda su apelación en que, conforme a 
distintas disposiciones de las leyes de impuestos internos, ellas, 
no gravan los productos miniaos, sino su circulación; y como 
las partidas mencionadas no estaban en venta ni en circula- 
ción, ningún impuesto correspondía pagar, y por tanto, no 
procedía aplicar penalidad alguna, ya que no se le puede 
imputar que haya intentado defraudar al Fisco; y que por 
otra parte, ha dado cumplimiento a los decretos 73.311 y 
100.044, al denunciar su elaboración antes del 31 de mayo de 
1040, no siéndole aplicable el art. 75 del decreto de 14 de 
enero do 1035, por referirse él a los "bodegueros", teniéndose 
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Er tales a los que posea q bodega, y no a los simples particu- 
■es que elaboran pequeñas cantidades de uva. 
Que los decretos 73.311 y 100.9-14 son reglamentarios de 
las leyes 12.137 y 12.335, sobre creación de la Junta Regula- 
dora de Vinos y su modificación, esto es, de carácter indus- 
trial; en tanto que el decreto de 14 de enero de 1035, al que 
pertenece el eiludo art. 75, lo es de las leyes tle impuestos 
internos. De ello deriva, que el plazo fijado por el artículo 6* 
del primero de i helios decretos, modificado por el segundo, para 
hacer las declaraciones de elaboración, es al solo efecto de la 
regulación de la industria vitivinícola, quedando subsistente 
el art. 75 del decreto de 1935 relativo a las obligaciones y 
formalidades que deben llenar los "elaboradores únicos", a 
los fines de la fiscalización administrativa para la percepción 
del impuesto respectivo, entro cuyas formalidades eslá ¡a de 
solicitar de la Administración General (Ir Impuestos Inter- 
nos, el permiso para la elaboración 11 a" efectuar", declarando 
la procedencia y cantidad de uva "a emplear" en la misma. 

Que habiendo omitido tal exigencia, establecida para to- 
dos los elaborado res únicos, por cantidad inferior a 5.1)00 li- 
tros, sin baecr distinción entre los que posean bodega mon- 
tada o no, debe considerarse que el recurrente ba querido 
eludir el contralor fi-eal, y por i-onsiguienle, que esa omisión 
ha tenido por mira defraudar el impuesto, haciéndose con ello 
pasible do la sanción establecida por el art, 27 del Texto Or- 
denado de las leyes de impuestos internos, como lo ha resuelto 
reiteradamente este Tribunal en casos análogos; sin que obste 
a ello, la denuncia hecha por el recurrente en 10 de abril de 
1D40, según prrs^utaeinn de f.s. 7 drl sumario adjunto a los 
autos, porque ella no ha sido espontánea, sino provocada por 
la inspección practicada el día anterior. 

Que los arts. 12, íne. e) y 31 ine. e) de la ley 12.372, que 
Be cita por el recurrente, no tienen relación alguna eon las 
multas aplicadas, sino con la tcnt-m-ia d> v viuus avrriíidos, que 
no han determinado la imposición de dichas sanciones. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, so 
la confirma en todas sus partes, con costas, con la declara- 
ción de que no adolece de nulidad. — J, Vera Valle jo. — José 
E. Rodríguez ÍSaa. — Agustín de la Rda. (En disidencia de 
fundamentas). 
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Disidencia de fundamentos 



Considerando ¡ 

En cuanto al recurso de nulidad : 

Que al expresar agravios se solicita sea declarada nula 
la sentencia en rceurso, a mérito de que habiendo» a*«ndp 
¡apresamente en el escrito de ta. 4, punto X, que el reeurrea- 
te se había acogido a les beneficios que le acuerda la lev UM* 
en sus art*. 12, inc e) y 31, me. e), correspondía se le decla- 
rara exento de toda responsabilidad ; que no habiendo eia-quo 
considerado tal defensa ni habiéndose pronunciado sobre el 
particular, ello constituye un vicio de las formas P^criptas 
para lo» pronunciamientos de sentencias definitivas, art 4U» 
del Cód. de Proa Criminal, que trac aparejada la nulidad 

dd \o°obstante lo que se sostiene por la parte de Aruyni al 
fundar el rceurso, el atino en ti considerando II, párrafo Ul 
do la sentencia apelada, lia considerado expresamente tal de- 
fensa, rechazándola, cuando dice: "En consecuencia, no na- 
biendo 4 recurrente cumplido en su oportunidad con los re- 
quisitas íxigidos por la Reglamentacioa General, es Pueden- 
te la aplicación de la sanción establecida por el art ¿7 del 
T O de las leves de impuestos internos". 

Los requisitos que en párrafo transcripto se dicen omiti- 
dos inr Aruani, son las que el a-quo señala en el párrafo I 
del considerando II y que consisten en la obl. tinción que tienen 
Ins fabricantes de vinos, de inscribirse bajo la denoniinacipn de 
Ijodi-ueros en la forma establecida por el art. 2 fl y siguientes 
del St 1 de la Reglamentación General, conforme lo disponen 
los arta. 22 y 75, tít. Vil de la expresada reglamentación. 

Que siendo c'lo así, la sentencia no adolece de los vicios que 
le imputan, habiéndose ajustado en cambio a las reglas que 
pora el caso determina el art, 495 del Cód de Proa. Criminal. 

En virtud de lo dicho y no advirti.-ndose otra causal de 
nulidad, la sentencia es válida y así se declara. 

En cuanto al de apelación ¡ 

Al fundar la apelación, pide el recurrente se revoque a 
sentencia que condena a su parle al pago de impuestos y mvk 
ta sosteniendo que las leyes de impuestos m ternes „o gravan 
los productos mismos, sino su circulación agregando que 
vino que fuera elaborado no ha sido puesto en comercio ya 
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quo el día de I a iaspocción aún estaba fermentando y que el 
mismo estaba destinado al consumo de su familia. 

Al resolver el pedido de nulidad se ha dicho cuales son 
las obligaciones que la l<y impune a bu personas que aunque 
Sea ocasionalmente, se dedican a Ja fabricación de vinos, 
entre ellas se lia mencionado el requisito de la inscripción en 
Impuestos li.lernoi antes de iniciar .sus operaciones, art. 2* 
do la lícglameiituctoii General. 

Según consta de autos el recurrente recién efectuó tal 
inscripción al día siguiente de haberse realizado la inspección 
de que da cuenta el acia labrada por ha empleados de Im- 
puestos Internos, o sea. cuando el vino va estaba hecho; por 
tal circunstancia debe ser considerada en con; ra veneión a Ja 
ley, ya quo la inscripción es previa a toda elaboración. 

El vino es un artículo que está sujeto al pago de impues- 
tos internos, los que deben ser abonan * de acuerdo a lo dis- 
puesto por el art. 17 de Ja Jey 37G4, que establece que "La re- 
caudación mensual se luirá por el expendio, entendiéndose 
por tal, para los esos rn que no se fije una forma especial, 
toda salida de l*s especies de fábrica o de los productos fe- 
cales . 

Habiéndose sostenido por rl recurrente, según queila es- 
presado, que el vino que fuera elaborado no habría sido 
puesto en comercio ya que el día de la inspección aún estaba 
fermentando y que el mismo es! aba d< si infido al consumo de 
la familia del actor, cabe expresar que si bien es exacto que 
la ley no grava loa producios sino su circulación y que el 
impuesto debe ser abonado a la salida del vino de la fábrica 
o bodega, ello es cuando se trata de una elaborac u realizada 
de acuerdo a la ley o sea la que efectúa la persona que antes 
de la elaboración se ha inscripto como bodeguero o como cla- 
borador cuya producción no excede de ¡10.000 litres. caso en 
que el pago del impiresio debe hacerse del 1" al 31 de agosto 
del año de la fabricación. 

En el presente y a estar a lo dispuesto por el referido 
«rt. 17 de la .ley ;t7*¡4 por el hecho de haberse elaborado el 
vino .según se sostiene para el consumo de la familia del fa- 
bricante, j=e trata también del expendio a que se refiere la 
disposición citada, y por lo tanto, el producto se encuentra 
comprendido en el concepto amplio, de toda salida, emplea- 
do por la ley. 

En virtud de lo que se deja expuesto y habiéndole acre- 
ditado que el recurrente no ha dado cumplimiento en su opor- 
tunidad a las obligaciones impuestas por la Reglamentación 
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General a í¡ue se hn hecho referencia, corresponde tal como 
lo resuelve el a-ano, se le aplique la sanción determinada por 
el art 27 del T. O. de las leyes de impuestos internos. 



Pnr esln.s consideración»; y las de la sentencia apelada, 
se la confirma, con castas. — Agustín de ta licta. 



Y vista la premíente causa caratulada "José 
Aruani eontrn Impuestas Internos, recurso contencio- 
so administrativo" para conocer en ella por vía del 
recurso de apelación concedido a fs. 51. 

V considerando: 

Que el tribunal no encuentra justificada la cir- 
cunstancia de que el vino de qno trata la causa estu- 
viera destinado al uso personal del recurrente. A este 
respecto no existe nías prueba catciroriea que la de- 
claración de Salvador Di fresco — fs. ló, contestación 
5 ? — que contradice la "presunción que surge de la can- 
tidad di' hcliida elaborada — algo más de dos mil litros j 
v. art. fíí), tít. Vil, Reirían icnt ación General — ; del ne- 
gocio del apelante —almacén— adjunto al lugar en que 
so lo halló; y de la circunstancia que Aruani es confesa- 
dainente infractor respecto del anisado que dijo haber 
comprado u un turco — fs. 4 y sigtcs. del cxp. adm. 
adjunto. 

Que, en consecuencia, nr> es do aplicación la ju- 
risprudencia s"inín la cual el vino destinado al uso per- 
sonal de su fabricante otr'i exento de impuestos internos 
—Fallos: 180, 2u7>; 181 t 400— ni es del caso encarar 
nuevamente la cuestión entonces decidida en presencia 
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Buenos 




, 17 de abril de 1944. 
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de lo dispuesto en el art. 61) del tít. VII do la Reglamen- 
tación General de fecha posterior a los precedentes ci- 
tados. 

Que la circunstancia de tratarse de una bebida en 
fermentación y no susceptible de expendio, no impide 
que pueda aplicarse la sanción prevista en el art, 36 de 
la ley 3 764 —27 del T. O.— si se comprobara a su res- 
pecto la existencia tic maniobras tendientes a evitar el 
pago del impuesto correspondiente. Esa es la doctrina 
de Fallos: IStí, 70; 187, 19ú; lííf>, 158; de indudable 
aplicación al caso. 

Que el tribunal encncntrn ajustnda a derecho y a 
las modalidades de la causa la aplicación que el pro- 
nunciamiento apelada — voló de la mayoría— liace del 
art 75 del tít. VII de la Reglamentación General. 

En su mérito se confirma la sentencia de fs. 44, en 
lo que lia sido objeto de recurso. llágase saber, devuél- 
vase al tribunal de su procedencia, repóngase el papel 
en el juzgado de origen. 

Antonio Saca i; na. — B. A. Na- 
ssau Anchores a. — R Ramos 
Mkjía. 



MANUEL LKMOS (ir.) v. IMPUESTOS INTERNOS 

RECURSO EXTltAO!WiSARI0¡ Jfcgj,fcíf<w propio*. Catión fe- 
deral. Cuntían* (tthmles himple*. Intrrpretneün de l as leyes fe- 
derales. Leyet f nitral ta de eartiiter procesal. 

La iTsnlui'iú't que versa solí re el (¿pinino para interponer 
el_ recurso contencioso previsto en el art. 27 de la * ley 
37l¡4 (ts, T. ci.j y ]¡i posibilidad de su ampliación por 
razón de la distamsifl es de carácter procesal, por lo cual 
no es tiiiM'eptihk» ile recurso ext rai.nl ¡nario (*), 

(i) 17 de abril do IM, Pullo»: m, 104; 193, 490.. 
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MARIA DELIA PIZZI 
RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisito* propio». Cwtttíán /tf- 

Es procedente el recurso extraordinario fundado en la 
interpretan iún del firt. 35 de la ley 12-148 (b'2, T. O.) 
contra la sentencia definitiva que aplica al recurrente las 
penas prevista en dicha disposición. 

IMPUESTOS I S TERSOS: Alcoholes, 

El art. 35 de la ley 12.143 (82, T. O.) se aplica no sólo 
a los fabricantes clandestinos de alcohol sino también a 
todas las personas que intervienen en las maniobras de 
evasión impositiva a que aquélla da lugar, ya sea como 
adquirontes, poseedores, depositarías, etc. del producto 
mencionado. 



Sentencia del Jl-esí Federal 

Santa Pe, noviembre 6 de 1943. 

Y vistos: Esla causa seguida contra M;trí;i Drlia Piz/.i, 
argentina, de treinta y seis años, soltera, farmacéutica, y con 
domicilio en San Vicente, Depto. Castellanos, por infracción 
al art. ¡tf de hi ley l'J.HS (SJ, T. O. de las leyes de Impuestos 
internos de la Nación ), de la (pie residía: 

Que eou fecha VA de agosto de IÜ42, empleo dos de Im- 
puestos Internos, en pira de inspección, practicaron una re- 
visación en el negocio de la imputada, sito en el hipar de su 
domicilio, comprobando en su transcurso la existencia en di- 
cho negocio de una lata conteniendo nueve litros y medio de 
alcohol puro sin los valores fiscales y sin señales de haberlos 
tenido. En el mismo acto so extrajeron muestras de dicho 
alcohol. 

Que a fs. 4 obra el acta de análisis respectiva en el que 
consta (pie el alcohol de referencia es inapto para el consumo, 
por tratarse de alcohol revivido o desnaturalizado. 

Que. a fs. 8 presta declaración la imputada y. luego de 
ratificar los términos del acta de fs. 1, manifiesta que esc 
alcohol lo compró a una persona desconocida que se lo vendió 
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a tres pesos más o menos el litro; que no hizo uso del pro- 
duelo, porque al m uí irle el olor se le hizo sospechoso; que 
creyó que el bajo precio » que se lo ■ r reeieron obedecí» a que 
el producto no había panado los impuestos, fiscales. 

Que con techa junio (> del año cu curso se dictó auto- de 
prisión contra la prevenida, declarándola procesada por in- 
fracción al art. . l ¡."» de la ley 12.148. 

Que el Sr. I 'roturador Fiscal formula acusación contra la 
procesal la por infracción al art. ¡13 de la ley 12.1 18 (s2. T. O.) 
pidiendo que en del indi va la condene ni comiso de alcohol, 
multa equivalente a quince veces el monto del impuesto, prisión 
de seis meses e inhabilitación por doble tiempo de esta ultima 
pena, ion papo de costas judiciales. 

Que el Sr, Defensor solicita la absolución de culpa y carpo 
de Su defendida por la.s razones que expone m ml escrito de 
fs. 1*. 

Vencidos los dem** términos del plcnario se llaman loa 
autos. 

Y considerando : 

fp Que el hecho origen de esla causa .se encuentra plena- 
mente probado con las netas ile fs. I y 1 ; declaración de la 
imputada y d ciñas constancias de untos, 

2" Que la culpabilidad de la imputada en el hecho pro- 
hado surpe de un pronia ih-ela ración, que reúne los requisitos 
lépales para surtir el efecto de la confesión. Las maní flotaciones 
BOU que la procesad» califica mi confesión son inaceptables como 
tales por las siguientes razones: 1*> Ks inaceptable que no 
conociera al vendedor del producto y es inverosímil que en 
un necoeio de e-»a naturaleza se compre un producto como el 
alcohol sin niinjuna paran tí» sobre su calidad; 2 T ) La proee- 
sada en ningún momento demostró el más mínimo interés por 
conocer el resultada del análisis practicado; :í r> ) El precio 
papado, muy inferior al corriente en pía /a, debió lógicamen- 
te hacerla sospechar, máxime si se tiene en cuenta que en su 
Confesión manifiesta que eso bajo precio, obedecí» a que se 
trataba de un prodtieto que se vendía en violación de las leves 
de impuestos. 

3* Que todas están circunstancias constituyen presun- 
ciones graves, que tienen fuerza proba* <ri». de conformidad 
Con las disposiciones ríe lo? art 4 * ííó" y del (\ de Proc. en 
lo Criminal, y que, eu consecuencia, permiten dividir la con- 
fesión en Ta forma prescrínta en la úlliniu parte del apartado 
2* del arl. *!*■! eódipo citado. 
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4* Que el hecho probado y del que ch responsable la 
procesada encuadra cu la disposición del inc. c), del art. 82 
del T. 0. de Impuestos Internos. 

Hay que tener en cuenta para la pra dilación de la pena 
las circunstancias de lus arK 10 y 11 del Cód. Penal. 

Por lo expuesto, definit ivamente jn/iraudo, fallo: Cnnde- 
nnnflo n la procesada María Helia Pizzi. por infracción al 
inc. e) del ¡ni. Mi dH Texto Ordenado de las l*>ye.s de impues- 
tos internos a sufrir la pena de seis íneses de prisión, inha- 
bilitación por dublé licinpd del de la petlfl dé prisión, enni'so 
del alcolml y multa equivalente a quince veces el monto del 
Impuesto def randado, cuya liquidación deberá solicitarse a la 
Administración de Impuestos Inlcrnos. Con costas. 

Y haciendo uso de la facultad conferida por el art. 26 
del Cód. Penal, déjase en .suspenso la pena de prisión im- 
puesta a la proi'.vsiiila, como también la de inhabilitación. — 
Salvador .1/- Ihiun Mantona, 



Sentencia de la Cámara Fi:m:ii\t. 

líosario, diciembre 10 de 1P43. 

Vistos y considerando que: 

P La cuestión a «pie refiere esle proceso, ha sido exa- 
minada iu c.\*"tiso por esta Cámara eon motivo de articula- 
ciones di* inrompeteneíü de la justicia iederal para entender 
originariamente, en todas los .su puntos comprendidas en el 
art. 82 del T. O. Como las decisiones recaídas, en razón de 
discutirse la ¡ntclipcnria de una ley de Congreso, han eidú 
materia del remiro extraordinario, todas las causas se hallan 
actuídmente ante la Corle Suprema de Justicia. 

2' Xo es c! caso de repetir aquí di' ha argumentación, 
bastando remitirse a los conceptos expresados por la Cámara, 
en los fallas míin. IS.-IM y 1S4:IÍ1, in re "Ernesto Antonio 
Loreiui y líafael Ferrari"*, resumidas luego, en muchos otros, 
para dejar sentado que. a juicio del Tribunal, el hecho impu- 
tado cae Lijo los ínchos K ) y e) del art. S2, T. O., por haber- 
se sustraído alenhol al pasm del impuesto correspondiente y 
utilizando malicio aiiieiii.' al< bnl en situación de fraude, pro* 
veniente de una destilación clandestina, pues Sfl trata de al- 
cohol desnaturalizado parcialmente revivido, 

3* Coneepl úuse indiscutible euloneea, la competencia de 
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estos tribunales federales para juzgar el caso sometido a bu 
conocimiento. Ahora bien, en cuanto a la responsabilidad que 
en el misino cuadre a la acusada, las constancias del expedien- 
te y las considerac iones del a-quo t son suficientes para dar 
fundamento legal ni pronuncia miento condenatorio adoptado, 
que, por tanto, corresponde ratificar, si bien atenuando pru- 
dentemente tas p* rías impuestas. 

De c-nfnrmidud al Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve con- 
finar la b* *"iteia apelada, obrante a fs. 20-21 declarándose 
a María De i *¡7„i, autora de la infracción prevista en los 
incisos c) y el '.A art. 82, T. C. de las leyes de impuestos in- 
ternos, y con en ándesele a tres meses de prisión, inhabilita- 
ción por dol *e tiempo, multa de diez veces el importe del 
impuesto defraudado v comiso del producto. Déjanse en sus- 
penso las penas de prisión e inhabilitación con arreglo al art. 
26 del Cúd, Penal. Con costas. — Juan Carlos Lttbary. — Ju- 
lio Marc. — tía utos ./. Sueconc. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de abril de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "María De- 
lia Pizzi por infracción al art. 3¡í de la ley 12.148 (art. 
82, T. O." en la que se ha concedido el recurso extra- 
ordinario a fs. 33. 

Y considerando respecto de la procedencia del re- 
curso extraordinario : 

Que los preso ufes autos difieren de los similares en 
que en In techa se declara improcedente el recurso ex- 
traordinario, en la circunstancia fundamental de que 
en éste se ha dictado la sentencia final de la causa., El 
pronunciamiento apelado versa así no sólo sobre la com- 
petencia de la justicia federal para conocer en el jui- 
cio, sino también sobre la inteligencia del art. 35 de 
la ley 12.148 —82 del T. O.— a los efectos de la apli- 
cación a la recurrente do las penas previstas en el 
mismo, que la sentencia final le impone efectivamente. 
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El recurso extraordinario es así procedente por 
virtud de lo dispuesto en el ine. 3* del arl 14 de la 
ley 48 —Fallos: 192, 219. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que la jurisprudencia de esta Corle que menciona 
el Sr. Procurador General en el dictamen a que hace 
referencia en el de fs. 35, es concluyen te en el sentido 
de que eí art. 82 del T 4 O. — art. 35, ley 12.148— se 
aplica no sólo a los fabricantes clandestinos de alcohol 
sino también a todas las personas que intervienen en 
las maniobras de evasión impositiva a que aquélla da 
lugar, ya sea como adqui rentes, poseedores, deposita- 
rios, ete, del artículo mencionado — Fallos: 191, 233; 
192, 219 — . A ello no es obstáculo la circunstancia de 
que el propósito del legislador fuera impedir la ela- 
boración ilícita de alcohol, porque desde luego concurre 
eficazmente a ese fin la persecución de quienes deli- 
beradamente aprovechan de la misma y la convierten 
así en operación lucrativa. Comprendidos como están 
estos supuestos en los términos de varios incisos del 
art. 82 citado — e, e, h, — no cabo excluirla de la san- 
ción allí prevista, so color del fin de la ley, que es como 
se ha dicho, claramente compatible con la tesis susten- 
tada en los precedentes recordados. 

Que no es el caso decidir en estos autos si escapa 
a las sanciones del art, 82 del texto ordenado el su- 
puesto de tenencia excusable de alcohol clandestino, 
que en todo caso no impediría la intervención origina- 
ria de la justicia federal conforme a lo resuelto por 
esta Corte en Fallos: 186, 365. Ese supuesto no es el 
de autos, en que la adquisición se l a hecho con con- 
ciencia del origen ilegal del producto, y por quien no 
podía ignorar el régimen fiscal al respecto vigente. 



FALLOS DE LA CORTK SUl'KKMA 

En bu mérito se confirma la sentencia apelad') de 
fs. 30, en lo que ha sido olí joto de recurso exlrnordi- 
nario. llágase saber, devuélvase al tribunal de su pro- 
cedencia, repón^so el papi-1 en el judíalo de origen 

Antonio Sao a» xa. — 15. A. Xa- 
zar Anchoíikxa. — F. Ramos 



AMERICAN SirEAMSHIP AGENCIES INT. v 
LMlTKKTos INTEUXO.S 

El agente marítimo no es responsable por bi hirmccióú a 
las leyes de impuestos Internos cometida por tripulantes 
del buque que le fui 



do, .Jvr.z Federal 
Buenos Aires, aposto 25 de 1942. 

Que la Administración de Impuestos I ufemos ¡inte el he- 
eho comprobado do una Calta de cigarrillos «obre la lista de 
rancho del vapor "West ííotomska" prestían 1 su venia en 
infracción a las leyes impositivas vigente* y re.suclve aplicar 
ana multa por defraudación de impuestas ñ 4, lw agentes del 
barco". 

Evidentemente e-i rt os una extensión de In responsabili- 
dad de estos representantes legales que no está fundada en 
disposición legal alalina y ese f nudamente» no existe dado que, 
en materia penal, ta responsabilidad no puede reeaef sobre 
pSIttonas ajenas por «¡tern a! hecho que .se inrratipa. 

Los agónica marítimos un introducen ui venden cigarri- 
llos y si alguien lo hiciera sacándolus de tos barcos "que ellos 
Jfepreeentan al sólo efreto de ciertas tramites*' no puede im- 
ponérsele» (-a neión penal alguna. 
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El delito fiscal de evasión de impuestos, exipe una inten- 
ción de defraudar, la existencia de un dolo: ello no existo 
en el agente niarílhuo a quien se juzga por un hecho que ni 
ha conocido ni hit estado cu sus manos el evitarlo. 

Muchos son los principios que impiden castigar un lieeho 
que no se lia cometido: tal es el easó de este agente marítimo 
a quien se le impone multa por una introducción clandestina 
de ciparrillos que un lia realizado. 

Que Jos leves de carácter penal no se aplican por exten- 
sión: las ordenanzas de aduana en ciertos casos y condiciones 
admiten la responsabilidad de los agentes marítimos: Jas le- 
yes de carácter impositivo interno no lo hacen, por el contra- 
rio, la excluyen, si no .son autores del hecho reputado en fraude, 

Por ello, se revoca la resolución administra! iva recurrida 
y se ¡disuelve ;i American Steamship Agencies !nc, T de la de- 
fraudación imputada, — M¡<jttrl /.. Juntas. 

SüXTENClA DE I A CÁMARA Fo>t:iUL 

Buenos Aires, junio 2 de 1943. 

Y vistos: 

Por .sus fundamentos, «e confirma la sentencia apelada de 
fs. fifi, «pie absuelve a American Hlraiuship Agencies Ine, de la 
defraudación imputada. ~ fi iva nía Villar Val avio. — Carlos 
dil CtímjuVo. — Juan A. (¡ofíztth z Qaídi rón, — Carlos Herrera. 

FALLO HE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 do abril do 1044, 

Y vista la precedente causa carat ilndft ''Ameri- 
can Stéamslup Agencies Ine. v. Impuestos Internos 
17íi:)-l.íl 412", para conocer on la misma por víu del re- 
curso extraordinario concedido a fs. 65* 

V considerando: 

Que ninguna de las disposiciones legales invocadas 
en los autos trata de la responsabilidad del agente ma- 
rf linn » en raso de infracción a las leyes de impuestos 



190 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



internos, cometida por tripulantes del buque que le ha 
sido consignado» ni contempla un supuesto general en 
que la situación de aquél pueda encuadrarse. 

Que sólo podría condenarse a los actores aplicando 
por analogía textos que contemplan casos distintos; y 
que son ampliatorios del régimen general de la respon- 
sabilidad en beneficio del Fisco. 

lín su mérito se confirma la sen f ene i a apelada de 
fe. 63. Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su pro- 
cedencia. 

Antonio Sao atina. — B. A. Na- 
zar Anciíouhna. — F. Ramos 
Metía. 



RAFAEL FERRARI 

RECritfiO EXTJtAOTWIXAltrO: fírquirítm propio?, RemhtcMn 
contraria. 

Es improcedente, por falta de resolución contraria «1 de- 
recho federa!, <*I recurso extraordinario, interpuesto contra 
la sentencia tjuf* declara la competencia de la justicia fede- 
ral, aun cuando el reenrrente pretenda que previamente 
debe conocer en la causa una entidad administrativa co- 
mo la Adminwt lición de Impuestas Internos (*). 



(i> En la misinn fVdm fiaron resueltas en ígntí sentido laa 
«s icguídas [»or: Carlos Tiruirmnti; Jm& Alba; .losé María Cim- 
btrniit; Carlim A. Liarhctti; IlíjiúJito Ifcnéndei y ntros; Vicrorio I, 
iloncta ¡ Luis B. M;m>na; Félix A. MosaHIi; Ti'rr-jia l^vin do Poj : 
Fortunato Piufetti; Etic Sehueid y Eduardo J. Trognot. 
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Dictamen del Phocuradou General 
Suprema Corto : 

La sentencia de fs. 36/50, materia del recurso ex- 
traordinario, se limita a establecer que el conocimiento 
do esta causa corresponde a la justicia federal j declara- 
ción que no liace sino mantener lo resuelto antes al 
confirmar el mismo tribunal a fs. 21 el auto de prisión 
preventiva, donde quedó inequívocamente establecido 
que se procesaba al querellado por infracción al art. 35 
de la ley 12.14$. 

Durante el plenario, la defensa lia intentado sus- 
traer el proceso a tal jurisdicción, a fin de que conozca 
en primer término la Administración do Impuestos In- 
ternos; y así, so color de cuestión previa, se trate el 
caso a V. E. Pa réceme claro, sin embargo, que no existe 
hasta este momento fallo definitivo, y que, decidir si 
el procesado violó o no dicho art. 35 t es materia que 
bóIo podrá resolverse al dictar sentencia sobre el f olido 
del asunto, con arreglo a lo que oportunamente resulte 
de lu prueba a rendirse. No cabe grestionar la absolución, 
por vía de una contienda de competencia, inadmisible 
como tal ya que la Cámara admite ser procedente el 
fuero federal. 

Correspondo, pues, declarar mal concedido el re- 
curso extraordinario. 

Subsidiariamente, y para el caso de que V. E. de- 
cidiere abrirlo, solícito se confirme por sus fundamen- 
tos la resolución. Ella aplica acertadamente la doctrina 
de V. E. en 191:233 y 192:219. — Buenos Aires, octu- 
bre 20 de 1943. — Juan Alvarcz. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALW l)K LA COI? TE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 tío nbril de 1944, 

Y vista la precedente causa seguida contra Rafael 
Ferrari, por infracción al art. 35 cíe la ley JJ.14S, e n la 
cual se ha concedido a fs. 5: i el recurso extraordinario. 

Y considerando; 

Que es jurisprudencia de esta Corte que las reso- 
luciones que acuerdan el fuero federal, son insusccpti- 
Ules de recurso extraordinario —Fallos: 181, KÍ7; l!)l, 
471; líííí, 175 entre otros. 

Que no modifica la doctrina de esos pronunciamien- 
tos, fundada en la inexistencia en tales supuestos, de 
resolución contraria a derecho o privilegio federal algu- 
no, la circunstancia de que se pretenda que correspon- 
de entender en los ñutos a una entidad administrativa, 
cuando como en la especie, ello no impediría conocer 
luego en los mismos a la justicia federal. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
pelamen del Sr. Procurador General se decía ra mal 
concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 52. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su proce 
dencin. 

Antonio Sagarjía. — R A. Na- 
sas AxcnoiiKNA. — F. Hamos 
MejÍa. 
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MARCELO G TAITA v, 1)1 HK* '('ION (¡EX ERAL DEL 
IMIM'ESTO A LOS REDITOS 

RECUItSO ESTRA0RMNAH10: Mqiwitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestione* fctfrrvlc* simales. Interpretación tie las leyes fe* 
demies, 

Procedí 1 el recurso extraordinario contra la sentencia que, 
1 tir iuterpivtaei.'m del art. V de Ja ley 12.143. desestima 
el derecho Ewkdádo por el recurrente en esa disposición. 

IMPUESTO A LAS VES TAS. 

El art. T de la ley 12.1 -13 sitio -ra va las venias y lo haee 
de ni a lie ra que el tributo recaiga sobre una sola de las 
etapas de que es objeto la negociación do cada merca- 
dería. 

IMPUESTO A LAS V ESTAS. 

El contrato de impresión en que el impresor suministra, 
además de su trabajo, el papel y la tinta, no se confunde 
con el contrato de edición y, aun cuando podría estar 
comprendido en el concepto de transa ce iones, no es un con- 
trato de compraventa sino de locación de obra no incluido 
en el art. 1' de la ley 12.143. 

IMPUESTO: Interpretación tic normas ¡ntpo*itirn*. 

La interpretación de las leyes impositivas no puede ex- 
tenderse más allá de su texto y su espíritu a fin de que 
mi propósito se cumpla dentro de los principios de una ra- 
zonable y discreta interpretación. f¿ en caso de duda, en 
favor del deudor. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de 'abril de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
n la luirle demandada en los autos ííuatta Marcelo v. 
Fisco Xacional ( Diroeeiiui General del Impuesto a los 
Iíéditos) sobre demanda conieueinsa, venidos do la Cá- 
mara Federal de la Capital. 
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Considerando : 

Que el recurso es procedente por haberse cuestio- 
nado en autos la inteligencia del art. V de la ley nació- 
nal 12.143 y ser la sentencia de la Cámara Federal de- 
finitiva y contraria al de red i o invocado por el apelante, 
que lo funda en diclm disposición legal {art. 14, inc. 3*, 
do la ley 48). 

Y en cuanto al fondo de la cuestión : 

Que ésta consiste en determinar si el contrato de 
impresión en que el impresor además de su trabajo su- 
ministra el papel y la tinta, es un contrato de locación 
de obra no comprendido en el art. 1» de la ley 12.143, 
como lo sostienen las sentencias de primera y segunda 
instancias, o si lo es de venta de mercaderías compren- 
dido en la citada disposición legal, que dispone: "Es- 
tablécese un impuesto que se aplicará sobre las ventas 
de mercaderías, frutos y productos, realizadas en todo 
?l territorio de la Nación Argentina, en forma que in- 
cida sobre una sola de las etapas de que es objeto la 
negociación de cada mercadería". 

El texto es claro, en el sentido de que sólo so han 
gravado las ventas; y a estas en forma de que el tributo 
recaiga sobre una sola de las etapas de que es objeto la 
negociación de cada mercadería. Si el contrato do edi- 
ción o el de impresión como le llaman las sentencias de 
primera y segunda instancias, importara uno de venta, 
para determinar el monto del impuesto, ludiría que de- 
ducir el importe de las mercaderías compradas que ya 
abonaron el impuesto a la venta — el papel y la tinta, 
en eí caso — según lo dispone el art. 7*, inc. 7 9 , a objeto 
de que el impuesto "incida sobre una sola de las etapas 
de que es objeto la negociación", pues sólo así se elimi- 
na toda posibilidad de caer en la doble imposición que 
la ley probibe. Y siendo así, es patente que eliminada 
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del gravamen )a materia suministrada por el editor o 
el impresor, el tributo afectaría solamente el trabajo 
de éste, o sea exclusivamente la locación del servicio, 
para el cual, quien. lo encarga, tiene muy en cuenta la 
competencia, lealtad y responsabilidad de quien lia de 
prestarlo, 

Nuestro codificador, al colocar el art. Ifi2i), que tra- 
ta de la ejecución do un trabajo o de la ejecución de una 
obra, en el eapit alo VII que atañe a la locación de ser- 
vicios y no en el que se refiere al contrato de compra- 
venta, parecería inclinarse a considerar a aquél como 
a un contrato distinto al de compraventa, aun cuando 
en la nota que pone al art. 1G29 —después de citar el 
Código de Austria, las leyes romanas y de Partidas y 
las controversias de los autores franceses que han dis- 
currido extensamente acerca de la naturaleza jurídica 
del contrato de locación de obra, cuando el obrero o 
empresario suministra la materia además de su traba- 
jo— dice: " No exigiendo nuestro sistema judicial, como 
lo exigía el Derecho Romano, la designación del contra- 
to en virtud del cual la acción es intentada, no es nece- 
sario indagar si es venta o arrendamiento el contrato 
por el cual un obrero se obliga a liaccr una obra* po- 
niendo su trabajo y los materiales, o la materia princi- 
pal para la obra, como el terreno en la construcción de 
una casa". 

Que refiriéndose el art, 1* de la ley 12.143 a las 
pentas de mercaderías, frutos y productos, no es «cep- 
table que esa disposición legal, por ser de derecho pú- 
blico, al establecer un tributo a las ventas, no ha tenido 
en cuenta lo que la legislación común dispone para 
caracterizar el contrato de compraventa, como lo sostie- 
ne el representante del Fisco en la contestación a la 
demanda. Puesto que ni esa ley, ni otra de carácter 
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impositivo se lian referido a un *' contrato do venta 1 ' 
con carne te res distintos al de "compraventa" que se 
conoce en ta legislación común. 

La disposición del art. 3', ines, h) y e), y art. 6* de 
la ley 12.143 citados por el Procurador Fiscal, al esta- 
blecer que son responsables del impuesto los importa- 
dores por el impuesto a las venias de mercaderías im- 
portadas por cuenta propia o de terceros {art. 5', inc. 
b) ; los exportadores, por el impuesto correspondientes 
a las mercaderías que salen del país por cuenta propia 
o de terceros {art. 5"\ inc. c) : y que los importadores 
cuando introduzcan al país mercaderías por cuenta de 
terceros, respecto al ingreso del impuesto desde el mo- 
mento en que las mercaderías son retiradas de los de- 
pósitos de la Aduana (art. (i-), nada tienen que hacer 
con la cuestión que cu estos autos se controvierte. El 
contrato de impresión, no es otro que el contrato de 
locación de obra a quejse re riere el Código Civil, en el 
cual no deja de llamarse locador al que hace el trabajo 
y provee los materiales, como lo ponen de manifiesto 
los arta. K¡'?3, al disponer <|iie aunque encarezcan et 
valor de los materiales y de la mano de obra, el locador 
bajo ningún pretexto puede pedir aumento en el precio, 
y 16*40, al obligar a los lie rede ros del locatario de los 
servicios a pairar n los herederos del empresario (o lo- 
cador) en proporción del precio convenido, el valor do 
la parte de la obra ejecutarla y de los materiales pre- 
parados si éstos fuesen úí ; les a la obra. Pues el contrato 
de locación de obra se resuelve por fallecimiento del 
locador o empresario y no por el fallecimiento del lo- 
catario, como lo dice la primera parte de este artículo. 
Además, el art, líUn hace responsable al locador no 
solamente de su trabajo defectuoso, sino también de la 
mala calidad de los materiales. Llerejía, (Concordancias 
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y comentarios del Código Civil Argentino, t. V, pág. 
379), comentando el art. 10'29 sostiene que en las dos 
hipótesis legisladas en él, el contrato es de locación sea 
que el que ejecute la obra ponga sólo su trabajo o su 
industria o que también provea la materia principal. 
Machado, {Kj-posición y comentario del Código Civil 
Argentino, t. IV, pá¿. 4:20), que participa de ía misma 
opinión al referirse al art. lu'2íí, sostiene que el princi- 
pio de reputar el contrato de obra como uno de locación, 
sea que el locador ponga o no la materia principal, no 
se debe considerar en absoluto, sino limitándolo a las 
obras que no estuvieren hedías. % después de citar la 
opinión de Tuoi»loxg (Locación II, n* 966) que combate 
la opinión de Duveiwikk. (XVIII, n* 335), dice: "Que 
nuestro Código Ja lia rechazado, decidiendo que hay 
locación, aun cuando el obrero ponga la materia. Véase 
Goyena art. lf>2!>'\ El Proyecto de reforma del Código 
Civil, que legisla el contrato de obra en su art. 10S7, en 
título distiuto al contrato de trabajo y al de compra- 
venta (v. arts. 1073 y 902) agrega, en el segundo pá- 
rrafo, que podrá convenirse que el empresario ejecute 
solamente el trabajo o que suministre también los ma- 
teriales. Y, por último, el Anteproyecto de Reformas al 
Código Civil Argentino presentado por el Dr. Bibiloni 
a la Comisión o afargada de redactarlo —que lo ha he- 
cho como acaba de indicarse en el párrafo anterior — lo 
llama contrato de obra tanto al que el empresario eje- 
cuta solamente el trabajo cuanto al que, además de éste, 
suministra también los materiales. 

Cuanto antes se expresa parece que permitiría afir- 
mar que el contrato de impresión — que no debe con- 
fundirse con el de edición porque en éste pueden caber 
las más distintas formas de contrato — se configura en 
nuestra legislación civil como un contrato de locación 
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de obra, no de venta. Como lo sostiene eon acierto el 
profesor de la Universidad de liorna, Maulo L. Deveau, 
en el contrato de edición, en su denominación genérica, 
pueden caber los siguientes contratos: de locación de 
obra, en el caso del autor que encarga a una imprenta, 
simplemente, la impresión de su obra, o del editor que 
encarga a un autor la compilación de un libro o de una 
traducción por un precio determinado; de locación de 
servicios, si la misma imprenta u otra persona se encar- 
ga de distribuir la obra por cuenta del autor mediante 
cierta retribución periódica o una comisión; de compra- 
venta, en el caso de eesión de los derechos del autor, 
total o limitada a cierta edición; de sociedad, cuando el 
autor y el editor se asocian para publicar y difundir 
una obra determinada ; y otras formas mixtas de estos 
distintos esquemas contractuales (v. La Ley, 11 de 
abril de 1944), 

El contrato de qnc se trata en el caso en examen 
tampoco no podría considerarse comprendido en el de 
compraventa mercantil, como !o sostiene la parte de- 
mandada, como es patente que no lo estarían los contra- 
tos del pintor, escultor, castre o constructor que sumi- 
nistraran, además de sus servicios, el material necesa- 
rio para hacer las obras. Podrían estarlo en el concepto 
de ** transacciones", puesto quo. en el amplio campo 
de éstas, podría calió r la locación de obras. 

Que el fallo de esta Corte del t. 175, pág. 392 a que 
se refiere el señor Procurador General, no es de apli- 
cación al caso en examen, porque en aquél se trató de la 
ap^cación hecha por la Administración de Impuestos 
Internos del art 14 de la ley 11.252 de impuestos inter- 
nos, que difiere de la ley 12.143 de impuesto a las ven- 
tas. En dicho fallo se dijo: "cuando la ley menciona 
(el citado art, 14) "el precio de los artículos de venta 
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al público" debe entenderse, como lo lian hecho los 
tribunales de primera y segunda instancias, que sólo 
comprendo la actividad comercial del tráfico de joyas 
y alhajas de cierta importancia, con el concepto y al- 
cances del art. S», ines. 1» y 2 o , del Código de Comercio, 
y no al trabajo manual o mecánico que el i. Tustriat o 
el orfebre pone en la operación, sobre materiales que el 
cliente le proporciona, en donde no ha ti venta al público, 
ni precio de venta para nadie en particular. 

En el contrato de impresión no puede decirse que 
haya venta al público, ni precio de venta, aun cuando 
el impresor haya puesto el papel y la tinta indispensa- 
bles para cumplir el contrato de locación de obra. 

Mas si alguna duda quedara en el espíritu acerca 
de la naturaleza jurídica del contrato de impresión — 
cuando el impresor provee el material — si este se 
encuentra o no configurado en el eont*\ 4 ' de locación 
de obra, acerca de cuya naturaleza, la discusión se re- 
monta al derecho romano y no ha terminado aún hoy 
entre los tratadistas del derecho francés, italiano, ni del 
nuestro, esa duda se disipa leyendo el Mensaje del P. 
E. con que acompaño el proyecto de la ley — que al 
sancionarse lleva el núm. 12.143 — y las palabras del 
miembro informante de la mayoría de la comisión. En 
el primero, dice el P. E. ( —ya próxima a producirse la 
caducidad de la ley del impuesto a las transacciones, 
limitada en su duración—; "Que el P. E. ha propuesto 
la prórroga del impuesto a las transacciones para el 
año 1935, pero desistiría de este propósito si V. H. con- 
virtiera en ley este proyecto, pues el impuesto cubriría 
la cantidad de $ 18.000.000. . . .El impuesto que se pro- 
pone constituye un gravamen a la primera venta de que 
es objeto una mercadería fabricada en el país o impor- 
tada del extranjero. No tiene por lo tauto semejanza 
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alguna con el de las transacciones. Las normas genera- 
les dentro do las cuales se encuadra, son las siguientes: 
Circunscribir su alcance a la sola venta de mercaderías, 
frutos y productos, quedando por tanto al margen de 
él todas las demás transacciones comerciales" Lo que 
corrobora el miembro informante de la Comisión que 
despachó el proyecto, diputado Bustülo, al decir "que 
el impuesto a las ventas que se proyecta es de alcana 
más limitado" que el impuesto a las transacciones que 
ese año caducaría. "El impuesto a las ventas incidirá 
solamente sobre la venta de mercaderías, quedando al 
margen de él todas las demás operaciones comerciales 
que no implican venta de mercadería. En el impuesto 
a las transacciones, en cambio, están sujetas a gravamen 
todas las operaciones comerciales, tengan o no como 
objeto la venta de mercaderías. También está compren- 
dida dentro del impuesto a las transacciones la loca- 
ción de servicios vinculados a la actividad comercial". 
(Diario de Sesiones de Ja Cámara de Diputados, año 
1934, reunión mím. 6S, págs. 772 y sigtes.). 

De los antecedentes expuestos se infiere sin esfuer- 
zo que los propósitos del P. E. y del Congreso, que 
intervinieron en la formación y sanción de la ley, al 
usar el vocablo venta, confluyen en el sentido de refe- 
rirse al contrato de compraventa y no al de locación 
de obra, definidos en la ley común. Pues si el propó- 
sito de esos poderes Imbiese sido el de apartarse de 
las instituciones del derecho privado con el objeto do 
crear en esa ley una figura jurídica sui gemñ$ t como 
institución del derecho público, a fin de gravarla con 
un tributo, lo más natural y lógico habría sido decirlo 
expresamente; y con toda claridad, puesto que la in- 
terpretación do las leyes impositivas no puede exten- 
derse más alia do su texto y espíritu a fin de que su 
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propósito se cumpla dentro de los principios de una 
razonable y discreta interpretación {Fallos: 179, 337 j 
180, 360) y, en caso de duda, en favor del deudor (23, 
360). 

Y, por último, el art. 25 del decreto del P. E. re- 
glamentario de la ley 12.143, do 25 de febrero de 1935, 
dispone que: "No so considerará procesos de produc- 
ción o industrialización la confección de prendas de 
vestir hechas a medida, por encargue directo del con- 
sumidor; la elaboración de recetas medicinales y de 
óptica, etc.", cuya naturaleza jurídica no difiera del 
contrato de impresión, puesto que en ambas operacio- 
nes el locador suministra la materia principal. La re- 
solución general del Consejo de la Dirección del Im- 
puesto a los liéditos de 20 de setiembre de 1940, en 
cuya virtud se rechazó el recurso del contribuyente y 
cuya aplicación al caso y validez legal sostiene el Fisco 
en este pleito, no sólo no encuentra amparo en el texto 
y espíritu de la ley 12.143, como antes so expresa, sino 
que está en contradicción con el texto y espíritu del 
art. 25 del decreto reglamentario que antes se cita. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 54 en cuanto ha podido ser materia del 
recurso extraordinario. Notifíqnese y devuélvanse, de- 
biendo reponerse el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Saoakna. — B. A. Na- 
zar Anciiorena. — F. Hamos 
Mejía. 
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SEGUNDO C. MOLINA 

BRrUItSO EXTBA RDINA RIO : Requisitos comvnes. Tribunal d, 
Justtcta. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido en un 
expediento administrativo .sobre aumento de pensión mi- 
litar contra una decisión del F. E. d c \ iX Nación que dea- 
conoce la personería invocada por el recurrente v fun- 
dado por este en la ineoastitucionalidad del decreto del 
18 de octubre de 1897 regí a menta rio de la lev 3594 que 
sirve de tui.se a la resolución apelada. (19 de abril de 1944) 



ROSENDO MENDEZ 

SERVICIO MILITAR. 

El ciudadano que, ñor incapacidad del esposo de bu ma- 
dre natural, atiende a la subsistencia de ésta, no está com- 
prendido en la excepción del servicio militar prevista en 
el art. 63, inc. b) de la ley 4707. 



Sentencia de la Cámara Federal 

Rosario, febrero 26 de 1944. 

Vistos, en aeuerdo, los autos "Méndez Rosendo — excep- 
ción del servicio militar" (exp. N* 9800 dc entrada). 

Y considerando que: 

1* La Corte Suprema lia dicho en pronunciamientos rei- 
terados que no corresponde otorgar los beneficios de la ex- 
cepción del servicio militar al ciudadano que atiende a la sub- 
sistencia de la madre que ha contraído segundas nupcias, aun- 
que el padrastro se encuentre incapacilado (t. 86, pá>' 29" 
t 164, pa» 107, y caso dc .lasé Aníbal Benavídez resuelto en 
diciembre 23/930. que no aparece en la colección respectiva 
—tomo 176— pero puede verse en Jitrisp. Arg., t. 56, pág. 720), 

2* El presante guarda estrecha analogía con esos casos. 
Se trata tic un hijo natural cuya madre contrajo enlace en el 
•fio 1941, y su esposo de 72 anos de edad tiene reducida en 
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un 60 % su capacidad física normal para el trabajo (informe 
médico legal de fs. 15). 

3* El inc. "b" del art. 63 de la ley 4707 al acordar los 
beneficios de la excepción al hijo natural, lo hace en la inte- 
ligencia de que la madre permanezca soltera. Suponer lo con- 
trario es acordarle una situación privilegiada con respecto a 
los hijos legítimos. 

Por ello y oído el Sr. Fiscal de Cámara se resuelve revo- 
car la resolución de fs. 20 y vta., y declarar que el ciudadano 
Rosendo Méndez, no lia comprobado hallarse comprendido en 
la causal de excepción prevista en ol art. 63, ínc. "b'\ de la 
ley 4707; eximióndoHHe d' l pngo de sellado. — Julio Mure — 
Sanios J. Saccone — Juan Carlos Lnbary. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de abril de 1944. 

Y vistos: Los autos "Méndez Rosendo, excepción 
del servicio militar'*, venidos por vía del recurso ex- 
traordinario de la Cuma ra Federal de Rosario. 

Por sus fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fojas 24 en cuanto pudo ser materia de 
recurso. líágase saber y devuélvnnsc al tribunal de pro- 
cedencia, 

Antonio Sagauna. — B. A. Na- 
zah Anchorena. — F. Ramos 
Mejía. 



BRONISIíAVO CTIMYLKO v. Cf.v. DE SEGUROS 
LA COMERCIAL DE ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de orden procesal. 

Ea improcedente el recurso extraordinario fundado por la 
compañía demandada por indemnización de enfermedad 
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profesional en que la sentencia condenatoria de la justi- 
cia ordinaria de la Capital Federal desconoce la existencia 
de ta cosa jugando- emerpvntp ú« una resolución anterior 
del Departamento del Trabajo de la Provincia de Buenos 
Aires, si el tribunal de lu cansa ha decidido, por razones 
procesales, que no existe casa juzgada. 



Dictamen kel PaootraADOB General 
Suprema Corto: 

Se trae ante V, E. recurso extraordinario contra 
el fallo dictado a fs. 88 de los autos por la Cámara en 
lo Criminal de esta ciudad, que condona a la Compa- 
ñía do Seguros La Comercial de Rosario, a pagar a 
D. Bronislavo Clmiylko $ 1.803.70 más intereses y cos- 
tas, en concepto do indemnizan ón por enfermedad pro- 
fesional contraída mientras trabajaba al servicio de la 
razón social Calles, Fraga y Chermisky. El recurso se 
funda en que dicho fallo tlcseonoce la existencia de cosa 
juzgada, emergente de una resolución dictada anterior- 
mente por el Departamento del Trabajo de la Provincia 
de Buenos Aires, al ordenar el archivo do las actua- 
ciones. 

La Cámara en lo Comercial, examinando el mérito 
de eso mismo argumento, llega a la conclusión de no 
haber existido cosa juzgada, porque el Departamento 
del Trabajo no se pronunció acerca de la aceptación o 
el rechazo de las pretensiones del obrero. Sobre ello 
versa et debate. 

¡Tiene o no fuerza de sentencia definitiva la pro- 
videncia "Archívese", puesta a fs. 55 vta,t A mi juicio 
«ería excesivo atribuirle tal carácter, pues ni aparece 
eonsentida, ni, con arreglo a lo dispuesto en el art. 55, 
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inc. a), de la ley provincial 4548 so ajusta el trámite 
en que dicha providencia pudiera hacer cosa juzgada, 
o sea, haberse hecho la intimación previa de que se da- 
ría fin a las actuaciones si no mediaba reclamo en el 
plazo de 180 días. Por el contrario, consta a fs. 54 vta. 
(25 vta. del exp, administrativo), la expresa disconfor- 
midad de Chmylko. 

No hay entonces "cosa juzgada", con arreglo a la 
ley provincial. Y tampoco podría V\ B. encarar el caso 
como contienda de competencia a dirimir entro dos tri- 
bunales de distinta provincia, puesto que tal contienda 
no se ha planteado "n forma por dichos tribunales, ni 
atañe a la procedencia del fuero federal En tales con- 
diciones, y sea cual fuero el alcance del art, 72 de la ley 
citada en lo que respecta a determinar cuál es el juez 
competente, no puede esa cuestión ser resuelta por vía 
del recurso extraordinario. 

Conceptúo, pues, que dicho recurso fué mal conce- 
dido, y que así corresponde declararlo. — Buenos Aires, 
agosto 19 de 1943. — Juan Alvar cz. 
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Buenos Aires, 19 de abril de 1944. 

Y vistos: Los autos «'Chmylko Bronislavo v. La 
Comercial de Hosario, por accidentes de trabajo 1 ' veni- 
dos por vía del recurso extraordinario. 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
Sr. Procurador General y porque cñ el caso, la cuestión 
de saber si existe o no cosa juzgada aparece decidida 
por una razón de orden procesal, se declara que el re- 
curso extraordinario intentado a fs. 90, no procede. 
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Hágase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia, 
donde se repondrá el papel. 

Antonio Saoarna. — B. A. Na- 
zak Anchor en a. — F. Ramos 
Mejía. 



CARLOS A. MASOME 

IMPUESTOS INTERNOS; Alcohola. 

La multa Aplicable ni fabricante clandestino de alcohol 
vínico no industrial de producción nacional y destilación 
directa, cuyo destino para el consumo aparece como inda- 
dable, debe ser calculada con arreglo a lo diupucsto en 
loa arts. 59, 62 y 88 de' texto ordenado do las leyes de 
impuestos internos. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION; Tercera instancia. Can- 
•u criminales. 

Interpuestos sin restricciones los recursos ordinarios de 
apelación concedidas al procurador fiscal y al defensor 
del procesado por infracción a las leyes de impuestos in- 
ternos, la circunstancia de que ambos se hayan manifes- 
^ tado conformes con la pena corporal impuesta en la sen- 
tencia apelada tío obsta a su reducción por la Corte Su- 
prema. 

IMPUESTOS INTERNOS: Alcoholes. 

El art. V de la ley 42*15 en cnanto dispone que será con- 
siderado como uno de los casas de pravo defraudación la 
elaboración clandestina de alcoholes, o sen la efectuada 
sin ta autorización o intervención de la Administración 
respectiva quofie<níii el caso hubiera correspondido repro- 
ducido en el art. 82 del T. O. de las leyes de impuestos 
internos, ha sido implícitamente derogado por el art. 35 
de la ley 12.148. dentro de cuyo sistema carece de razón 
de ser. 
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IMPUESTOS INTEÜXOS: Alcoholes. 

La posesión de dos alambiques y la elaboración clandes- 
tina de alcohol en un tercero, previstns respectivamente 
por los arts. 74 y 82 ti el texto ordenado de los ley es de 
impuesto» internos, constituyen un concurso material de 
delitos que, en atención a los buenos anleccdentcs perso- 
nnles tJ§1 procesado y a las circunstancias de la causa, 
deben ser reprimidos con seis meses de prisión e inhabili- 
tación por doble tiempo en forma condicional, ademas de 
la multa correspondiente y del comiso del alcohol y de loa 
alambiques y útiles empleados para su elaboración. 

IMPUESTOS IXTERNOS: Procedimiento. Percepción del impueeto. 

En el proceso sobre defraudación de impuestos internos 
no corresponde dictar resolución en cuanto al pago del 
impuesto defraudado. 



Sentencia del Juez Letrado 

General Roca, setiembre 8 de 1943, 

Y vistos : Esta causa seguida por infracción a la ley 12.148, 
a Carlos Antonio Mañane, argentino, de treinta años de edad, 
soltero, jornalero, sabe leer y escribir, domiciliado en Luis 
Beltrán, en cuya causa el Mi nigerio Fiscal acusa a fs. 23, 
solicitando se le aplique la pena de un año de prisión, con más 
la do $ 15.487 m/n. en eoncepto de multa, la defensa a £s. 30, 
pide se le condene al mínimum de la pena correspondiente, y 

Considerando : 

Que por el acta de fs. * u 3, testimonios de Carlos An- 
tonio Mañone fs. % peritaje de Juan Pedro Maglianesi fs. 7 f 
informes de fs. 16, 17, liquidación de fs. 20, se comprueba la 
existencia del cuerpo del delito y la individualización de su 
autor, arts. 207 y 316 del Cód, de Proc. Criminales. 

A fs. 1, y sigtcs. obra el acta levantada por los inspec- 
tores de Impuestos Internos de la Nación, quienes constatan al 
inspeccionar el domicilio del encausado dos alambiques con aua 
correspondientes accesorios, dos bordelesas y dos barriles con- 
teniendo 600 Its. de alcohol vínico, sin tener los correspondien- 
tes instrumentos fiscales, todo lo cual secuestran dichos fun- 
cionarios. 
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A fs. 5 presta declaración indagatoria Carlos Antonio Ma- 
fione, mu n i í estando que los tres alambiques que se le encon- 
traron los fabricó el declarante personalmente y que la grappa 
contenida en las bordelesas intervenidas Ja elabora él. "sin 
haber vendido ninguna cantidad. 

La confesión del encausado está corroborada por todas loa 
elementos de juicio del proceso, por lo que corresponde consi- 
derarla «imple e indivisible, arta, 316 y 317 del Cód. de Proc, 
Criminales. 

Esta confesión unida al secuestro del alcohol y de loa ele- 
mentos que se ha valido para bi elaboración de la grappa, 
constituyen la plena prueba del hecho, arl.s. 321 del Cód. de 
Proc. Criminales» 

La infracción como acto dolietual lo constituye el haber 
destilado el alcohol utilizando para eflo instrumentos sin que 
haya tenido ni requerirlo la previa Autorización de la autori- 
dad respectiva, por lo que ratas actividades están en infracción 
a las disposiciones fiscales que reglamentan esta materia. 

En consecuencia las hechos cometidos por el encausado 
están penadas con prisión, multa y comiso del alcohol fabri- 
cado y de los instrumentes utilizados en su elaboración, arta 35 
de la ley 12 148 y 36 de la 37*1-4. 

La bebida en fraude sr>góit el aeta de fs. 1, consiste en 
600 Its. de alcohol vínico, clasificado como apto para el con- 
sumo, análisis de fs, 16, conteniendo 56,4 % de alcohol. 

El alcohol vínico tributa un impuesto de $ 0,03 por litro 
y por prado de alcohol que enntcnpa la hebida, además de 
una sobretasa de $ 0.50 ptir litro, cuando contenga de 40" a 
65' prados, dentro de cuyo margen está comprendido el de 
•Utos (arts, 33 y 43 inc. D. ley 12.148). 

Liquidación de impuesto: 

600 litros do bebida alcohólica a $ 0,50 

el litro $ 300.— 

339 litros de alcohol contenido en la 

bebida a $ b.OQ el litro ....... . „ 1.017,— 



Total de impuesto que corresponde $ 1.317. — 

Que tratándose de delitos primarios los cometidos por el 
encausado y no revistiendo la gravedad de elaboración en 
grande escala para considerar una destilería la utilizada por 
el infractor» corresponde aplicarle el mínimum de las penas 
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establecidas por el art. 35 de la ley 12.148, o sea una multa 
del décuplo del impuesto que corresponde a la bebida en in- 
fracción, pena corporal y comiso del alcohol y los elementos 
utilizados para su fabricación. 

Que en cuanto a la tenencia de alambiques, para la ela- 
boración de alcohol, que le fueran secuestrados al encausado, 
de cuya tenencia no estaba autorizado por nutoridnd compe- 
tente, en infracción al art. 42 de la ley 12.148, es facultad del 
Administrador General de Impuestos Internos, resolver a este 
respecto atento lo dispuesto por el art. 54 de la citada ley. 

Todo esto es sin perjuicio de los impuestas fiscales co- 
rrespondientes a la bebida en infracción, cuya liquidación y 
cobro compete ejercerla a la Administración de Impuestos In- 
ternos, por ser materia extraña a la decisión judicial. 

El encausado no es reincidente ni registra otros antece- 
dentes judiciales ni policiales, según así resulta de las plani- 
llas de fs. 15 y 18, la información de aliono de fs. 8 le es 
favorable por el buen concepto de que goza, circunstancias 
atenuantes a la causa. 

Por estas consideraciones, atento lo dictaminado por el 
Ministerio Fiscal, lo alegado por la defensa y lo dispuesto por 
las arts. 40, 41. 54 del (\>d. Penal, y M de la ley 3764 y 35 
de la 12.148, juzgando definitivamente esta causa, fallo con- 
denando a Carlos Antonio Mañone, por infracción a las le- 
yes 3764 y 12.148, a sufrir la pona de un año de prisión, 
accesorios legales y cosías, dejando en suspenso su cumplimien- 
to por aplicación del art. 26 del mismo código y a pagar en 
concepto de multa, la suma de $ 13.170 m/u., comiso y cos- 
tas. — Agustín Ñores Martínez, 



Sentencia de la CAmara Federal 

Bahía Blanca, diciembre 1¡3 de 1943. 
Vistos y considerando : 

Quo mediante la inspección realizada por empleados^ de 
Impuestos Internos en la propiedad de Enriqueta Martines 
ubicada en la Isla Bertrán, Territorio de Río Negro, se com- 
probó la existencia de una destilería clandestina de alcoholes, 
quo hacía funcionar el arrendatario Carlos Antonio Mañone. 

La constatación plena del hecho delictuoso y la responsa- 
bilidad del inculpado Mañone, están probados con el acta res- 
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pectiva obrante a fs. 1 y con lo declaración indagatoria de 
fs, 5 f ratificada ante el juzgado a fs. 13, que reúne los extre- 
mos proscriptos por el att. 316 del CM. de Proc. Criminales y 
constituye una confesión con la fe probatoria que le asigna 
el art 321 del mismo. 

Que la calificación legal del delito, es la que prescriben 
loa arts. 1 de la ley 4295, 33 de la ley 12.148 y la pena im- 
puesta al procesarlo, se ajusta a las constancia* riel sumario, a 
la falta de malos antecedentes y buen concepto de que goza 
el infractor. 

Que no es procedente aplicar multa por deparado por la 
posesión de los alambiques, porque en el caso de autos, esoa 
aparatos eran instrumentos con loa cuales el acusado hacía la 
elaboración clandestina de alcohol, y el hecho en conjunto y 
por su naturaleza y circunstancias como fué ejecutado, en- 
cuadra en las p rene ri pe iones legales citadas. 

Por ello y por los fundamentos de la sentencia venida en 
apelación, se confirma, con costas. — Luis González Warcal- 
de. — Ernesto Sourrouille (en disn'-ncia parcial) — Benja- 
mín de la Vega, 

Disidencia 
Vistos y Considerando: 

Que el procesado fue" sorprendido en la tenencia de efec- 
tos destinados a la destilación clandestino de alcohol vínico 
y do 600 litros de alcohol vínico correspondiente a la muestro 
general de fs. 2fi, cuyo análisis figura a fs. 16, resultando opto 
paro manipular y con graduación de ófi.4 prados O. L. — Mani- 
festó que los había elaborarlo personalmente, destilando orujo 
y qne todavía no había vendido ninguna cantidad. 

Quo no habiendo antecedente en contrario y de acuerdo 
con las clasificaciones de lo ley 12.372, el producto interveni- 
do debe ser por consiguiente clasificado como groppa o aguar- 
diente de orujo (art. 7, inc. j). 

Que no estando autorizada esta elaboración, el aeto en- 
cuadra en el orí. 82, inc. o) del T. O. de leyes de impuestos 
internos. 

Que para la aplicación de las penas correspondientes, no 
e» posible regirse por las liquidaciones de fs. 20 y 28 confec- 
cionadas por el Jefe del Departamento en lo Contencioso, por- 
que ello significaría agravar lo pena en base de una aprecia* 
ción del impuesto correspondiente, liquidado en ellas -en la 
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suma de $ 1,317 m/n. De acuerdo con los arts. 59, C2 y 88 
del T. O,, lo que corresponde cobrar es; 

Tasa <3et art. 5!), .sobre alcohol vínico fab. 
nac. a razón de $ 0.01 por litro y por 
(irado centesimal G. L. (600 lts. a 
56,5" = 330 Its. a 100°) $ 339.— 

Sobre tasa del art. ti'¿ a razón dié $ 0.15 

por litro y grado .... „ 508.50 

Sobre tasa del art. 88 como aguardiente 
de más de 40" fab. nue. para ser con- • 
sumido como bebida sin ninguna ma- 
nipulación posterior a $ 0.25 por ti. 
sobre 600 lis 150. — 



Total de impuestos a pagar como aguar* 

diente de orujos S 997.50 

Que en efecto, aunque el resultado del análisis consig- 
ne que esle producto destilado es "apto para manipular ", 
sería salirse de Jos principios que deben regir en materia de 
aplicaciones penales decidirse, en la duda de si el aguardiente 
de orujos ha de ser consumido como tal, o ha de ser sometido 
a manipulaciones que lo conviertan en otro producto, resol- 
verla en la forma más gravosa para el infractor, máxime cuan- 
do en el caso ningún elemento de la investigación apoya otra 
clasificación que la que el tribunal establece. En consecuen- 
cia, la multa de diez tantos d*l impuesto defraudado es de 
$ 9.975 m/n. 

Que en lo relativo a la pena corporal aplienble. el penúl- 
timo apartado del art. 82 de la ley (T. O.) no admite que sea 
menor de trece meses y medio y es la que debe aplicarse, tra- 
tándose de primera infracción y no comprobándose circuns- 
tancias dé agravación, 

Quo en relación a los alambiques, como instrumentos de 
la elaboración clandestina, corresponde su comiso c incluirlo 
en la condenación (art. 82, citado). Su tenencia no es en este 
caso sino un concurso ideal del art. 54 del Cód. Penal y no 
corresponden las sanciones independientes de los arts. 74, apar- 
tado final y 84 del T. O. 

Por ello, refórmase la sentencia recurrida y se condena a 
Carlos Antonio Matíoue a trece meses y medio de prisión, con 
accesorias legales, cuyo cumplimiento déjase cu suspenso y ñ 
la multa de aplicación efectiva de $ 9.975 m/u., al comiso del 
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producto elaborado y de los elementos de elaboración secues- 
trado» y a las costos det proceso. En cuanto al impuesto, se 
pagará del producto del comiso conforme a la liquidación que 
en definitiva establezca la autoridad administrativa. — Ernesto 
Sourrouüle. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Mañone 
Carlos Antonio s./ infracción ley 12.148", en la cual 
se ha concedido a fs. 45 el recurso ordinario do apela- 
ción. 

Y considerando: 

Que los hechos que han dado motivo a la formación 
de la presente causa, consisten en la elaboración clan- 
destina con tres nlainhiqucs, empleados sucesivamente, 
de 600 litros de alcohol vínico — "grappa" — con 56,4 Jo 
de graduación, por Carlos Antonio Mañone, arrenda- 
tario de Da. Knriqueta Martínez, en Isla Bcltrán, te- 
rritorio de Río Negro. La sentencia de fs. 42, confirma 
con costas la do fs. 32, que impuso a Mañone la pena 
de un año de prisión, accesorias legales y costas — que 
deja en suspenso — y multa de "trece mil ciento seten- 
ta pesos m/n. ( comiso y costas". 

Que contra ella apelan el Procurador Fiscal y el 
Defensor Oficial, siendo de observar que ambos se han 
manifestado conformes con la pena corporal aplicada 
— fs. 36 y 37 bis; 47 y 4S— pero el primero sostuvo 
que debía imponerse la inhabilitación prevista en el 
art 35 de la ley 12.148 —82 del T. O.— y aumentarse 
la multa, mientras que el secundo entiende que la últi- 
ma debe reducirse. 
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Que, desde luego, el agravio fiscal en lo referente 
a la pena de inhabilitación, es justo, porque la misma 
está expresamente establecida en el art. 82 del T, O. 
—35 de la ley 12.148—. 

Que en cuanto a la multa el tribunal encuentra que 
por virtud de lo dispuesto en los arts. 59, 62 y 88 del 
T. O. — 26, 29 y 44 de la ley 12.148— el mínimo de diez 
tantos a aplicar es de $ 9.975 m/n. Trátase en efecto 
de alcohol vínico — no industrial — de producción na- 
cional y destilación directa, cuyo destino para el con- 
sumo aparece como indudable. 

Que la sentencia apelada al condenar a Mañone a 
un año de prisión, pese al propósito de imponerle el 
mínimo de las penas previstas en el art. 35 de la ley 
12.148 — 82 del T. O. — aplica sin duda su apartado 
penúltimo que está, sin embargo, derogado — Fallos: 
182, 392; 183, 216; 192, 236. 

Que habiéndose interpuesto sin restricción las ape- 
laciones otorgadas en la causa, el tribunal puede mo- 
dificar también en este punto la sentencia en recurso 
—Fallos : 197, 286. 

Que no procede resolución alguna respecto del 
impuesto defraudado, que es punto ajeno a la materia 
de la causa. 

Que la posesión de dos alambiques — penada por el 
art. 74 del T, O. {42 de la ley 12.148)— y la elaboración 
clandestina de alcohol en un tercero — penada por el 
art 82 del T. O. (35 de la ley 12.148)— constituyen un 
concurso material de delitos reprimidos con la misma 
especie de pena —art. 55 del Código Penal—. 

Que en el caso y partiendo de la baso que los ante- 
cedentes personales del procesado y las circunstancias 
do la causa, auto rizan la aplicación del mínimo de laa 
penas previstas en el art. 35 de la ley 12.148 —82 del 
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T. O,— la regla del art, 55 del Código Penal influye 
poco en la sanción a imponer a Mañone. 

En mérito de lo expuesto se decide: reformar la 
sentencia apelada de fs. 42, y condenar a Carlos An- 
tonio Mañone a seis meses de prisión c inhabilitación 
por el doble de ese tiempo, que se dejan en suspenso; 
al comiso del alcohol vínico, y de los alambiques y útiles 
utilizados para su elaboración; a pagar ^una multa de 
nueve mil novecientos setenta y cinco pesos moneda 
nacional y las costas del juicio. llágase saber, devuél- 
vanse los autos al tribunal de su procedencia, repóngase 
el papel en el juzgado de origen. 

Antonio Sagarna. — B, A. Na- 
zaii Anchorena. — F. Bamos 
Mejía. 



CARLOS DELOAD1NO v. DIRECCION GENERAL "DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

DELITOS. 

El carácter continuo de una infracciói. resulta del hecho 
o de la hipótesis contení piados en la disposición legal, a 
1 cuyo efecto ee menester distinguir el estado permanente 
que aquélla produce, de las consecuencias ulteriores que 
derivan de toda infracción. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Infracciones ;/ penas. 

La infracción a la ley 11.682 consistente en no haber ac- 
tuado como n gen te de retención al pagar réditos a tercero 
es de carácter instantáneo y queda cometida en el momen- 
to en que el acto omitido debió realizarse, es decir al efec- 
tuar el pago. 

tüPVESTO A LOS REDITOS: In fraccione* y penas. 

La infracción a la ley 11.682 consistente en no haber 
depositado a la orden de la administración las retenciones 
efectuadas, es de carácter instantáneo y queda cometida 
en el momento en que el acto omitido debió realizarse, es 
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decir a los cinco días hábiles posteriores al pago, fecha 
desde la cual comienza a correr la prescripción' de la 
acción para imponer la multa pertinente 

PRESCRIPCION: Prescripción en materia penal Generalidad*». 
La ley 11.585 es de carácter general y rige tanto para los 
impuestos vigentes en la fecha en que fué sancionada como 
para los creados después, salvo que las leyes posteriores 
derogaran especialmente sus disposiciones. 

PRESCRIPCION [t Prescripción en materia penal. Interrupción. 
La ley 11.683 no ha derogado el art. 3 de la ley 11.585, 
que es aplicable a las infracciones previstas en ¡a ley do 
impuesto a los réditos. 

PRESCRIPCION ; Prescripción en materia penal Interrupción. 
La contestación a la demanda contenciosa deducida con 
arreglo a la ley 11.683, por la cual el representante fiscal 
solicita su rechazo y el mantenimiento de la multa aplicada 
al infractor, interrumpe la prescripción de la acción. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantía». Defensa en 
juicio. Principios generales. 

La existencia de una causa legal de interrupción de la 
prescripción como la que, por aplicación del art, 3 de la 
ley 11.585, resulla de la contestación fiscal a la demanda 
contenciosa autorizada por la ley 11.683, no es violatoria 
del derecho de defensa en juicio. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Infracciones y penas. 

La falta do retención del impuesto a los réditos al pagar 
comisiones a terceros importa una infracción al art. 28 da 
la ley 11.682 (T. O.). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación dí- 
recta. Normas extrañas al juicio. Arts. 18/19 de la Constitución. 
Habiéndose resuelto que la ley impone al recurrente la 
obligación de que se consideraba exento, es ineficaz la 
invocación del art 19, 2' apartado, de la Constitución 
Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Igualdad. 
La circunstancia de que en algunos casos las autoridades 
administrativas hayan eximido a otros de la obligación legal 
exigida al recurrente, no importa violación del art. 16 de 
la Constitución Nacional. 
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Sentencia del Jvm Fedeiul 

Santa Fe, noviembre 10 de 1942. 

Y vistos : 

Estos autos caratulados; "Carlas Dclgadino contra Fis- 
co Nacional ¡Dirección General del impuesto a los Réditos)" 
■obre deinuiida contenciosa,, ile los que resulta: 

a) Que en 12 de julio de 1041 se presentaron los Sres. An- 
gel P. Maurinu y Francisco l'eha en representación del actor a 
mérito del poder agregndo a fojas y 2, entablando la demanda 
contenciosa autorizada por el art 42 de la ley I1.GS3 pidiendo 
que en definitiva se deje sin efecto una resolución dictada 
en su contra por la Dirección General del Impuesto a los Rédi- 
tos por la que le impone una multa de $ 1.300 m/n. La insti- 
tución recaudadora, dice, imputa til recurrente dos infracciones: 
a) no haber ingresado a In Dirección el impuesto retenido en 
oportunidades en que actuó como agente de retención ai abonar 
comisionen a terceros durante los unos 108$ 1937, 193S y 1939; 
y b) no haber actuado como npente de retención al papar a ter- 
ceros comisiones (salvo las consideradas cu el punto anterior)» 
e intereses por cuenta dé la sucesión de Antonio Chichi rilo, 
durante los mismos años. 

Invoca en descargo de la primera imputación la circunstan- 
cia do haberso dirigido oportunamente en consulta a la Oficina 
del Impuesto a los Réditos eon asiento en ésta, quien se expidió 
en forma ¡mln-isa. que se podra retener el impuesto hasta tanto 
la Superioridad se expidiera con carácter peñera 1, por lo que, 
para ponerse a cubierto de ln insolvencia de algunos dependien- 
tes para cuando la Dirección de Réditos entendiera que debía 
relener. les descontaba el 2 % sobre los importes que les papa- 
ba, haciéndoles constar que dicha suma quedaba en depósito 
con carpo de entregárselas si las autoridades del Impuesto a 
Ion Réditos resolvían con carácter general que no correspondía 
retenerles. Además, afirma que los dependientes que trabaja- 
ban a sus órdenes no alcanzaban a ser contribuyentes; y que 
aun en el caso d.* no mediar las razones precitadas, el Sr, Del- 
gadino tenía razón para creer que, circunstancias especiales de 
m caso, iban quedando automáticamente ingresadas al Fisco 
las retenciones que bacía, debido a que su cuenta eon la Direc- 
ción arrojaba saldo a su favor. 

En cuanto a h\ segunda imputación, sostiene que no cons- 
tituye infracción penada por el art. 13 de la ley 11.(583 puesto 
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que, para que sea aplicable este artículo debe estar probada ta 
intención dolosa, ya que no castiga la sola violación formal 
do las leyes y reglamentos. Además nost iene que la multa como 
accesoria del impuesto, quedó extinguida al abonarse éste sin 
protesta de parte del Pisto. Por todo ello pide se revoque la 
resolución recurrida, con costas. 

b) Que declarado procedente el recurro y competente el 
Juzgado, mí corrió traslado al Sr. Procurador Fiscal, quien a 
fs. 17 contestó que el actor, por la actividad a que se dedica, 
estaba obligado a actuar como agente de retención del im- 
puesto al abonar réditos a terceras, de acuerdo a lo dispuesto 
por los arts. 17, inc. b y 28 de la ley 11.682. Que está probado 
en el espediente administrativo que en unos casos no retu- 
vo el impuesto, y en otms, que hizo la retención, no lo ingresó 
a la administración. Que por tanto la resolución administra- 
tiva es justa y debe confirmarse, no p adiendo el recurrente 
excusarse en la ignorancia de la ley, ni invocar como prece- 
dente el temperamento adoptado por otms contribuyentes. 

Que, por otra parte, la aplicación que el actor pretende, 
de disposiciones del C. Civil, es fuera de lugar, pues no se 
trata de cuestiones de derecho privado, sino regidas por el 
derecho público. Además de que, desde ningún punto de vista 
puede equipararse una multa, que lienc carácter penal, con 
una obligación accesoria, de naturaleza esencialmente civil. 
Por ello, pide el rechazo de la demanda contenciosa, con 
costas. 

Considerando : 

1') Que la resolución recurrida contempla dos clases de 
infracciones de distinta naturaleza, por las que impone multa 
al recurrente-, a) no haber actuado corno agente de retención 
al pagar réditos a terceros durante los años 1936, 1937, 193Í1 
y 1939; y b) no haber depositado a la orden de lo Adminis- 
tración retentares efectuadas, en otros casos, durante los 
mismos anos. 

Tales infracciones están probadas en el expediente admi- 
nistrativo y han sido expresamente reconocidas por el actor 
en distintas oportunidades en esln instancia. 

2?) Que la Exma. Cámara Federal de Rosario, en causa: 
"Cía. Industrial del Norte de Santa Fe S. A. contra Fisco 
Nacional", interpretando la ley 11.683 en cuanto ni régimen 
de penalidades por ella establecido, ha hecho distingo de la 
mera infracción formal, prevista por el art. 16. y la defrau- 
dación fiscal, mucho más grave, y por ende, castigada con 
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penas más severas por el art. 18 ; y ha establecido que la sola 
omisión de actuar como agente- de retención del impuesto, si 
no está calificada por circunstancias agravantes, cae dentro 
de los previsiones del art. lfi, que reprime con multa de hasta 
$ 2.0UO m/n. 

3 V ) Que, en cambio, no depositar a la orden de la Ad- 
ministración e! impuesto retenido a un tercero reviste mucha 
mayor gravedad, a juicio del suscripto, porque como hace 
notar la resolución recurrida, queda el infractor en posesión 
de un valor que no le pertenece y cuya retención por más 
tiempo que el acordado, en ningún caso puede justificarse. 

Las razones dadas por el recurrente a este respecto no 
lo eximen de responsabilidad, ¡mr* ni la ignorancia de la 
ley es excusable, n¡ Ja forma condicional en que. dice, hizo 
las retenciones, está autorizada por la ley; además de que, 
hechas las retenciones en esa forma, lo natural v correcto 
era dar cuenta inmediata o la Administración, consultando 
el caso, y no dejar pasar más de cuatro años, es decir, pró- 
xima.* ya a la prescripción algunas partidas, hasta que llegan 
los inspectores a revisar sus libras. La consulta que el actor 
afirma haber hecho a ta delegación local t\o la Dirección Gene- 
ral del Impuesto a los Kéditos, y la contestación imprecisa 
de eV¡ta. no ha sido probada, y por tanto, carece de valor como 
eximente o atenuante de la pena por la omisión constatada. 

Tampoco lo eximía de la obligación de depositar lo rete- 
nido el hecho de tenor saldas n su favor en la Administración, 
porque tales saldos o excedentes pertenecían a su cuenta par- 
ticular como contribuyente, y no a la de aquéllos a quienes 
había retenido cf impuesto. Además que, quedando tales saldos 
en esa forma, en su cuenta personal, en cualquier momento 
podía solicitar devolución o que se le imputara el impuesto 
que él debiera abonar en lo futuro, y la Administración ha- 
bría estado obligada a acceder; con lo que el impuesto rete- 
nido a terceros habría quedado siempre impago, vale decir, 
M [ habría defraudado al fisto, a un haber mediado la inspec- 
ción que puso tales hechos en descubierto. 

4*) Que en cuanto al elemento intencional que según 
pretendo el actor debe ser concretamente probado para que 
la infracción enmadre en las previsiones del art. 18, entiende 
el suscripto, y a*í lo ha sostenido en la causa antes citado, 
apoyándose en la opinión de autores como Stenglein, Lóbe, 
Meisel, ííronkc, List, Bauer, Harburger, etc., que no juega 
otro papel que en la graduación de la pena, por el carácter 
objetivo de esta clase de sanciones, y por la naturaleza del 



DE JUSTICIA DE La. NACIÓN 219 

bien jurídico que tiende a proteger (Repertorio de Santa Fe, 
año 1, n* 5, p¿íg. 3, considerando II). 

Pero aun dándole más alcance, aun en la hipótesis -— que 
el proveyeute no acepta — de que probando la buena fe del 
contribuyente, pudiera eximirse de pena o caer en las mas 
benignas del arl. 16, en el caso de autos, las circunstancias 
quo lo rodean —reiteraciones sin límite, monto del impuesto 
retenido v no pagado al Pisco, y tiempo transcurrido sin dar 
cuenta— con Irar restan toda la prueba " portada a ente res- 
pecto. 

5<0 Que en cuanto al argumento formulado por el re- 
currente de que, abonado el impuesto sin objeción de parte del 
Fisco, se ha extinguido el derecho de éste a imponerle multa, 
por ser ésta una obligación accesoria que sigue la suerte de 
la principal, es de a ti veri ir en primer lugar que, como el 
mismo actor lo reconoce, la multa es de carácter penal y el 
impuesto en cambio es una deuda financiera, por lo que aque- 
lla no puede ser considerada como accesoria de ésta, como 
las multas de mora propiamente dichas o loa intereses pnm- 
toríos, que establece para otro supuesto el art. 20 de la misma 
lev, y en consecuencia, no se extingue por el pago sin reserva 
de eíla, de acuerdo a lu dispuesto por el art. 525 del C. Cml, 
quo legisla únicamente para las relaciones civiles. La obliga- 
ción de oblar la multa surge independien teniente de la obli- 
gación principal que pesa sobre el contribuyente, que es la 
de pagar el impuesto, por la presencia de los presupuestos de 
hecho que dan lugar a las sanciones pecuniarias, de carácter 
administrativo o de carácter penal, según el criterio que al 
respecto se sustente; por consiguiente, se extingue también 
independientemente de ésta. Aunque ambas obligaciones ten- 
gan el mismo origen y naturaleza, de oblinaciones fx ierje, que 
hacen en el momento mismo en que se verifican los supues- 
tos particulares esta Mecidos por los normas impositivas, aun- 
que distintos, tienen también distinto objeto y finalidad: la 
multa en que se incurre por el incumplimiento de las obliga- 
ciones del ton tribu ven te surge por 1a simple verificación de- 
una situación objetiva prevista por la ley. y tiene una exis- 
tencia aparada e ivdeprnilirntc de la obligación de pagar el 
impuesto. Es indiscutible que ambas se relacionen pero son 
scparahkt; pueden cumplirse y ejecutarse separadamente; 
puede haber urgencia — v la hay supuestamente— en cobrar 
el impuesto, recurso ordinario y previsto del Estado, de cuya 
regular percepción depende en gran parte la marcha de la 
administración pública, no así la multa, recurso eventual del 
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Estado. Por otra parte si la recepción sin reservas del impor- 
te de la obligación principal puede tenor el efecto que le asi* 
na el art. 5Ü.> del C. Civil respecto de la obligación accesoria 
es \mr que ésta se puede fuii- 1 >r en la presunción de un acto 
tácito, pero deliberado, do remisión de esta última por parto 
dej acreedor; circunstancia que, dada la forma en que ol paco 
del impuesto «e realiza -^a mi t.-n-em, el Banco— no se pre- 
senta aquí, atento el carácter del acreedor, persona jurídica 
P existencia necesaria, que no se entera del pairo realizado 
«no mucho después de haberse hecho y que no participa sino 
de un modo mecánico en la percepción; 

Por estos fundamentos, falto rechazando la demanda con- 
tención interpuesta por D. Carlos Dalgadino. con costas, 
KoWíquese, inscríbase y repóngase. — Salvador M. Dana 
Montano, 



Sentexcia de la Cáhara Federal 

líosario, may 10 de 1943. 

Vistos, en acuerdo, los autos: "Carlos Delgadlno contra 
Pisco Nacional (Dirección ííeneral del Impuesto a los Rédi- 
tos) sobre recurso contencioso" v 

Considerando que: 

1») Debe analizarse en primer termino la defensa de 
prescripción opuesta en el informe de la instancia. Conforme 
lo tiene resuelto el tribunal en varios casos anteriores, la 
prescripción de la acción para perseguir infracciones a la ley 
4« réditos fde tal se trata en el sub judícc, pues la multa no 

&^i^l a ,r^ tutoriada - °* s - N in rc: iíobba - j 

« Jb¿4— J3/3/4J) se opera a loa cinco años, término que se 
Interrumpe con los aetos judiciales de procedimiento, según 
la ley \ Jos aetos interruptivos son únicamente aque- 

llos emanados del Fisco, medíante los cuales se mantiene la 
pretensión punitiva, pura no puede asignarse esa eficacia n 
los provenientes del propio deudor. Este criterio de la Cámara 
ha sido ratificado recientemente por la Corte Suprema ¡ti re- 
Noel y Cía. — Marzo 17 de 1D4.1. 

En el presente caso, la infracción ee habría cometido al 
no ingresar en tiempo las retenciones efectuadas a diversas 
personas. Como la reglamentación general, art. 34, coucede 
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cinco días a tal efecto, vencidos estos, comienza a correr el 
plazo de la prescripción; y como el primer aeto hábil para 
determinar su interrupción es la respuesta fiscal de fs. 17-19, 
que lleva fecha setiembre 10 de 1041, sólo deben, reputarse 
proscriptas las infracciones alud idus, anteriores en cinco años 
a la misma. Queda establecido así que, contrariamente a la 
pretcnsión del recurrente, no están alcanzadas por ta pres- 
cripción, las violaciones consumadas desde cinco días después 
del 10 de septiembre de 1936, ni con mayor razón las de los 
años 1037 y 38; sí bien debe decidirse lo opuesto respecto de 
las precedentes ii esa fecha. 

2") Después de la interpretación dada por el Tribunal 
a los nrts. 10' y 1H de la ley 11.683 en varios juicios y del 
pronunciamiento confirmatorio de la Corto Suprema, resulta 
inoficioso volver sobre el particular. La simple omisión de 
retener constituye típicamente una infracción prevista en el 
primero de esos artículos. En cuanto a la falta de ingreso de 
los impuestas retenidas, repetida largamente y sin la menor 
comunicación a la oficina fiscal, cree lu Cámara, como el 
Juez a qtto, (pie cae dentro de las provisiones del art. 18, Los 
argumentos traídos para explicar y justificar esa conducta, 
bagados principalmente en la ausencia presunta de perjuicio 
fiscal, no son convincentes por las razones dadas en el fallo 
recurrido; pero, a juicio del Tribunal, autorizan a reducir 
la penalidad impuesta. Computando esta circunstancia y lo 
expresado antes acerca de algunas infracciones caídas en pres- 
cripción, la Cámara considera justo Fijar en $ 800 la 
multa que deberá abonar Delgadino por las violaciones en que 
incurriera. 

3*) La defensa consistente en el carácter accesorio de 
la multa, que se habría extinguido al abonarse el impuesto, 
ha sido corred a mente desechada, y así lo tiene decidido el 
Tribunal en varias oportunidades, como también la Corte Su- 
prema do Justicia. Sin duda, por ello no ha sido sustentada 
en segunda instancia. 

De conformidad parcial al Sr. Fiscal de Cámara, se re- 
suelve: confirmar en general la sentencia apelada, haciéndase 
lugar en parte a la acción promovida pur D. Carlos Delga- 
di no contra la Dirección (! en eral del Impuesto a las It editas. 
Fíjase en $ 800 %. la multa aplicable al actor, quedando de 
este modo modificada la resolución administrativa que moti- 
vara la presente demanda contenciosa; debiendo abonar aquél, 
asimismo, las das terceras partes de las costas de ambas ins- 
tancias. — Jorge Fem. — Julio Marc, — Santos J. Saccone. 
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Buenos Aires, 21 de abril du 1944. 

Y vistos: Loa recursos extraordinarios deducidos 
por el Ministerio Público y por Carlos Delgadino con- 
tra la sentencia dictada ñor la Cámara Federal de Ape- 
lación de Rosario, en la demanda contenciosa deducida 
por el segundo contra el Fisco Nacional, Dirección Ge- 
neral del Impuesto a los üéditos. 

Considerando: 

Que la Delegación Rosario de la Dirección General 
del Impuesto a los Tí ¿di los lo i ni puso a Del ya di no una 
multa de mil trescientos pesos moneda nacional, por no . 
haber ingresado a la Dirección el impuesto retenido en 
las oportunidades en que actuó como agento de reten- 
ción al abonar comisiones a terceros durante los años 
1936, 11)37, 1ÍK.ÍS y VXW y, fuera de los casos anteriores, 
por no haber actuado como tal agente al pagar comi- 
siones a terceros o intereses por cuenta de la sucesión 
Antonio Chichi rilo, durante los mismos años. 

Que la sentencia recurrida declara proscriptas so- 
lamente las infracciones anteriores pn cinco años a la 
contestación de la demanda por el Sr. Procurador Fiscal, 
aplicando la ley 11.585, y por considerar que el térmi- 
no de la prescripción comenzó a correr en la fecha del 
vencí miento del plazo fijado por la reo-lamentación ge- 
neral para el ingreso de las cantidades retenidas; con- 
sidera probadas las otras infracciones, aplica el art. 16 
de la ley 11. (¡83 a la simple omisión de retener, el art. 18 
a la falta de ingreso de las sumas retenidas y reduce, 
por último, la pena a ochocientos pesos moneda na- 
cional. 
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Que contra esta sentencia interponen ambas partes 
recurso extraordinario. El Sr. Fiscal de la Cámara k> 
funda en que las infracciones imputadas son de carác- 
ter continuo por cuanto al no depositar las sumas rete- 
nidas en el término fijado, éstas quedaron en poder del 
infractor hasta !a fecha de su deposito, ó de diciembre 
de ií>3í>, focha en que se dejó do cometer la infracción 
y desde la que recién empieza a correr el término de 
prescripción. EL infractor lo funda en varios agravios: 
a) en que la ley 11.583 no es aplicable por ser anterior 
a la ll.é83 v no puede variar el término de prescrip- 
ción fijado por el art. 23; b) la contestación a la de- 
manda no es un acto interruptivo de la prescripción, 
porque se trata de actos de procedimientos iniciados 
por el infractor; c) la interpretación contraría seria 
violatoria del íirt. 18 de la Constitución Nacional por 
cuanto obstruye la libre defensa del imputado; d) los 
arts. 7, 8, 9 } 17, inc. b) t 28, ines. a) y b) de la ley 11.682, 
arts. 16 y 18 do la ley 11-683 y arts. 34, 38 y 133 del 
decreto reglamentario, no lo obligan a retener a las per- 
sonas a quienes hizo los pagos; c) el fallo viola el prin- 
cipio de igualdad del art. 16 de la Constitución Nacional 
en cuanto en casos análogos se ha admitido la no reten- 
ción; f) el fallo vulnera el art. 1U de la misma Cons- 
titución al obligarlo a hacer lo que no manda la ley. 

(lúe las infracciones imputadas al contribuyente 
son las de no haber ingresado a la Dirección General 
del Impuesto a los Réditos las sumas retenidas como 
agente de retención en unos casos y en otros de no ha- 
ber retenido las sumas correspondientes al efectuar 
pagos. Ambas infracciones se cometen por omisión, son 
de carácter instantáneo y quedan consumadas en el 
momento en que el acto omitido debió realizarse por im- 
perio de la ley. Es decir al efectuar el pago cuando no 
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se retuvo; cuando debió ingresar lo retenido, que en 
la reglamentación actual es a los cinco días hábiles pos- 
teriores al pago — nrt 28 T. O, ley 11.682; art. M del 
decreto regla menta rio del 2 de enero de 1939— . Es la 
doctrina de la Corte que surge de sus fallos: 187, 617; 
193, 4«ü; 196*, 473; 19Ó, 56 y 119. El carácter instan- 
táneo o continuo de una infracción resulla del hecho o 
de la hipótesis que la disposición legal contempla y es 
preciso no confundir las consecuencias ulteriores que 
toda infracción produce, con el estadn permanente que 
se prolonga en el tiempo, característico do la infracción 
continua. La disposición legal citada obliga a realizar 
un acto preciso en un momento determinado o en un 
término fijo, omitido el acto en el momento oportuno 
la infracción queda consumada. Esta conclusión no es 
contradictoria con lo resuelto por la Corte en el caso 
de José Adid —194, 194— citado por el Sr. Fiscal de 
Cámara y por el Sr. Procurador General de 'a Naeión, 
pues allí, aparte de que no se resolvió expresamente el 
carácter de la infracción, que no había sido discutido, 
se invocaba el art. 8 de la ley 11, «83 que declara sub- 
sistente la obligación del contribuyente de denunciar, 
en el caso a que so refiere, el impuesto verdadero. En 
cambio, en el caso de S. A. Noel y Cía. Ltda. —195» 
119 — la Corte declaró que la infracción consistente en 
la falta de retención del impuesto a los réditos de la 
tercera categoría se cometía ai efectuarse los pagos 
motivo de la retención. 

Que la ley 11. .185 es una ley de carácter general 
para todos los impuestos y multas por infracción a las 
leyes de impuestos y rige, por lo tanto, no sólo para los 
impuestos vigentes cuando ella fué sancionada sino- 
también para Jos creados con posterioridad, salvo dis- 
posiciones especíales en las leyes posteriores que dero- 
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guen sus disposiciones. Como la ley 11.683 sólo con- 
tiene la disposición general derogatoria do las dispo- 
siciones que so opongan a olla — art, 73 T, O. — y nada 
contiene contrario a lo dispuesto por el art. 3' de la 
ley 11.5S5, resulta claro que dicho artículo es aplicable 
a las infracciones previstas en la ley de impuesto a los 
réditos. 

Que respecto al carácter interruptivo de la pres- 
cripción que la sentencia apelada le atribuye a la con- 
testación de la demanda contenciosa por e! señor Pro- 
curador Fiscal, ella se ajusta a la doctrina de esta Cor- 
te establecida en el caso de M. A. Gutiérrez (lujo) v. Im- 
puestos Internos —Fallos; 197, 276— n cuyos funda- 
mentos basta referirse para resolver el punto en el 
presente caso en el mismo sentido en que lo hace la sen- 
tencia apelada. 

Que ha quedado establecido como cuestión de he- 
dió, irrevisiblc por vía de recurso extraordinario, que 
el recurrente lia omitido retener el impuesto al pagar 
comisiones a terceros. Se trata, pues, de réditos de la 
tercera categoría sujetos al impuesto y que el recurrente 
estaba obligado n obrar como agente de retención al 
efectuar los pagos. La claridad de los arts. 21 y 26 
T. O. de la ley núm. 11.682 hace innecesaria mayor de- 
mostración. 

Que las objeciones de carácter constitucional for- 
muladas carecen do consistencia. No se explica cómo la 
existencia do una causa legal de interrupción de la pres- 
cripción pueda vulnerar la libertad de la defensa en 
juicio, cuando el recurrente lia agotado todos los me- 
dios de defensa que la ley le otorga y lia sido oído en 
todas las instancias. Establecido que la ley lo obliga 
a retener el impuesto, cae por su base toda invocación 
del art. 19 do la Constitución Nacional, En cuanto a la 
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violación del principio do igualdad fundado en que en 
casos análogos se lia admitido la no retención también 
debe sor desestimada; la ley es general para todos los 
que están en igualdad de condiciones; el error, si ha 
existido, en algún caso particular, no puede obligar a 
aplicar el mismo criterio en todos los casos bajo el pre- 
texto de igualdad ante la ley. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 196 en cuanto ha podido ser materia del 
recurso extraordinario. 

Notifíquesc y devuélvanse, debiendo ser repuesto 
el papel en el juzgado de origen. 

Antonio S agatina — B. A, Na- 
zau Anchoiiejía — F. Ramos 
Mejú. 



SALVADOR WUSCOFF v. IMPUESTOS INTERNOS 

BECUnSO EXTfíAOrWlXAltlO: Requisitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales imples. Interpretación de las leye$ fede- 
mles, Leyes federales de carácter procesal. 

La cuestión referente a la forma en míe deben practicarse 
Jas notificaciones es de carácter procesal y, aunque su 
■elución dependiera de Ja interpretación de* normas fede- 
rales, no bastaría para fundar el recurso extraordinario 
mientras no mediara agravio al art. 18 de la Constitución 
Nacional. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa m 
jutetó. Procedimiento y sentencia. 

La notificación de la resolución condenatoria dictada por 
la Administración do Impuestos Internos practicada re- 
gn lamiente por correo y en forma de pieza certificada 
no es violatorin del derecho de defensa de los contribuí 
yentes. 
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Sentencia del Juez FEDERAL 

Buenos Aires, 25 de marzo de 1943. 

Vistos y considerando: 

Que la resolución administrativa fué notificada al o pe- 

de la Mea* el 1" de mareo del corriente ano (recibo de * 
carta certificada de fe. 22 vta. y cargo Mewtt» di f|. W). 

Que, por consiguiente y por aplicación del ar . 17 Ufl 
T. del cuerpo de leyes de Impuestos ^^^JgSoS 
perentorio término de cinco días para ocurrir ante ]§J Wp 
Federal, la apelación ha .ido interpuesta fuera 

Que en cuanto a la falta de volor de j*J*¡™#^ 
certificada, ella ha sido resuelta negativamente para la parto 
accionante tanto por este Juzgado como por ¡k h*an. U- 
mará Federal en el caso: Alvares Manuel, fallado poi é«* 

bueno dejar con«Une|j 

del abandono que del juicio ha hecho *1 tpirt; « 

un período de mas de tros años, a pesar de ^J£«J{^£ 

mulera Impuestos Internos, como resulta de su prestación 

d ° f por 8 estas consideraciones resuelvo desestimar cotí costa* 
el recurso deducido por Salvador Woseoff. 

Sentencia de la CAmaha Federal 

Buenos Aires, septiembre 27 de 1943. 
Vistos y considerando: 

Que el recurrente -Salvador Woseoff- fué notificólo 
de la resolución administrativa de ^«¿¡"¡J» ™JT *?i¿ 
dariamente el pago de una multa de $ 5.700 el 3 de ju o 
dS 1940, mediante la pieza certificada cuyo recibo 16 acredite 
con el documento agregado a fs. 22 vta. 

Que la validez de esta clase de notificaciones ha «do W- 
conoci a por el tribunal al resolver el caso de M. Alvertt , 
«ptTembre P 8 do 1941, en el c,ue declaró que e! deerfto W 
Poder Ejecutivo que las reglamenta, no vulnera en for me 
alguna el derecho de defensa ni contraviene precepto» legawe, 
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ZlmkaJZ 3764 110 e0nÜellí, sob ™ formas de 

I» JS' y P ,° r , SlL ? r " Iulnrf >rntos l se confirma, con costas, 
^ ,0 f lc !" a P (>Ia ^ ^ fn- 64. _ Ricardo Yil'ar Palacio - 
Juan A, üomalcz Calderón. — Curios Herrera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1044. 

Y vista la precedente causa caratulada "Woscoff 
Salvador T. Internos 31>Í)4-I-Í)3í)" para conocer en ella 
por vía del recurso extraordinario concedido a fs. 74. 

Y considerando; 

Que es jurisprudencia de esta Corte que los pronun- 
ciamientos que deciden cuestiones de naturaleza proce- 
sal no pueden ser objeto de recurso extraordinario, aun 
cuando Ja ley que rija los procedimientos sea federal 
—Palios: 187, 370 entre otros. 

Que esta Corte ha decidido igualmente que es un 
punto procesal, ¡iisusceptiblc de fundar la apelación ex- 
traordinaria, el referente a la forma en que se practican 
las m dificaciones — Palios: lí)2, 104; lí)3, 263 v 490; 
causa " Arpida María Agueda v otros v. Otero Luengo 
Agustín A." fallada en 12 del corriente mes y año. 

Jfúe si bien es exacto que el Tribunal lia admitido 
también que por medio de una notificación innpro, iada 
o insuficiente puede lesionarse la garantía de la inviola- 
bilidad de la defensa en juicio — v. cara "Fisco de la 
Provmcin de Santiago del Estero vj Comparo Enri- 
que" resuelta en ,1 de marzo del corriente ano— no es 
menos cierto que la practicada regularmente por correo 
y en forma de pieza cerl ¡finada, no adolece de los vicios 
mencionados. Es, por lo contrario, un medio razonable 
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de poner en conocimiento del interesado el pronuncia- 
miento que lo afecta, y su práctica en las causas admi- 
nistrativas similares a la que motiva el recurso, no ha 
traído aparejada dificultad para el ejercicio del dere- 
cho do defensa de los contribuyentes — conf., Fallos: 
191, 514 — , No media así tampoco en la espeue agravio 
suficiente al art. 18 de la Constitución Nacional que per- 
mita fundar en el mismo la procedencia del recurso ex- 
traordinario denegado — Fnllos: 194, 280. 

En su mérito se deelara mal concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 73. Hágase saber ; de- 
vuélvanse los autos al tribunal de su procedencia ; repón- 
gase el papel en el juzgado de origen. 



IMPUESTOS INTERNOS: Alcoholes. 

La posesión tic un alambique y de una escasa cantidad de 
alcohol en infracción y de vino no identificado despro- 
visto de los correspondientes valores fiscales, unida a 
otras circunstancias como el tixnc de la caldera y la au- 
sencia de polvo en las bolsas que envolvían las piezas 
constitutivas del mencionado aparato, bastan para consi- 
derar probado el delito previsto í»n el art. 82 del texto 
ordenado de las leyes de impuestos internos e imponer 
al antor, además de la multa y el comiso correspondiente, 
la pena de seis meses de prisión en forma condicional en 
atención a sus antecedentes favorables y Ja de inhabili- 
tación por doble tiempo (*). 




i A. Na- 



z\n Anchorena — F. Ramos 
Metía. 



RAFAKL PEREZ RUEDA 



(l) 21 de abril do 1944. Fallo* : 183, 216. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa m 
juicio. 

No existe impedimento constit lición al para que por uua 
misma infracción se impon gurí sanciones de diverso ca- 
rácter eu la misma sentencia (»). 



AGAPITO DI TOMASO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS CIVILES 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Devolución de 
aporta. 

El empleado nacional despedido por no levantar un em- 
bargo tabre su sia*)do no tiene derecho a la devolución de 
aportes prevista en el art. 27 de la ley 4349. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

El recurso extraordinario resulta procedente por 
haberse puesto cu tela de juicio la interpretación del 
art. 27 de la ley nacional 4349, y ser la sentencia defi- 
nitiva contraria al derecho invocado por el recurrente. 

En cuanto a la cuestión de fondo, estriba en resol- 
ver si un empleado nacional despedido por no levantar 
un embargo que pesaba sobre su sueldo, tiene derecho 
a la devolución de aportes prevista en el artículo citado. 
La Cámara Federal lia resuelto el punto negativamente, 
ajustándose así a la jurisprudencia de esta Corto Su- 
prema en 101: 240; 1Ü4: 126 y 183: 457. 

En presencia de tales antecedentes y no obstante las 
dudas a que este caso se presta por las espccialísimas 
características hechas notar en el fallo de primera ins- 



(1) Fallos: 191, 233. 
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tancia, corresponderá confirmar el apelado de fs. 89 en 
cuanto pudo ser materia de recurso, siempre que V. B. 
mantenga dicha jurisprudencia. Buenos Aires, marzo 14 
de 1044, — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril de 1944. 

Y vistos: los autos: "Agapíto Di Tomaso v./ Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, sobre de- 
volución de aportes'', venidos de la Cámara Federal de 
la Capital por vía del recurso extraordinario. 

Por sus fundamentos ; lo dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General y la doctrina sustentada por esta Corte 
en las causas invocadas, se confirma la sentencia de 
fs. G9 en cuanto lin podido ser materia de recurso. Há- 
gase saber y devuélvanse al tribunal de procedencia, 
donde se repondrá el papel. 

Antonio Sagauna -- B. A. Na- 
zab Anchoiiena — F. Ramos 
Mejía. 



MIGUEL IÍIVAS v. HUMBETíTO IÍUGGTANO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competida territorial. Lo- 
cación de obra. 

El juez del hipar en que debía construirse la obra y 
donde el respectivo contrato tuvo principio de ejecución 
es, a falta de convenio expreso de Ins partes y con pres- 
cindeneia del hipar de celebración del contrato y del do- 
micilio de aquéllas, el competente para conocer en la cau- 
sa sobre rescisión c indemnización de daños y perjuicios 
promovida contra el constructor. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Por virlutl ile lo dispuesto en el art. í) de la loy 4055 
corresponde u V. K. dirimir la presente contienda tra- 
bada entre el Juez de Sección de Paraná y uno de co- 
mercio de la Capital Federal, para conocer en la causa 
que Miguel A. Uivas sigue contra Humberto Kuggiano 
sobre rescisión de contrato e indemnización de per- 
juicios. 

De los expedientes acompañados se deduce que: 

a) En la expresada Capital firmaron las partes el 
contrato de construcción de una casa, en Paraná. 

b) Ambos contratantes tenían en esc momento su 
domicilio en dicha Capital. 

c) El contrato tuvo principio de ejecución, abomin- 
dose al demandado, en Buenos Aires, la primera cuota 
en efectivo. 

d) Respecto n las demás cuotas, no se convino fue- 
sen abonadas en otra parte. 

e) El demandado tiene actualmente su domicilio en 
la Capital Federal. 

En presencia de estos antecedentes, cabe afirmar 
que se trata del ejercicio de una acción personal cuyo 
juzgamiento compete al juez del domicilio del deman- 
dado, o sea, el de comercio de la ciudad de Buenos Aires ; 
y corrobora tal conclusión el licclio que ningún trabajo 
realizara en Paraná el constructor. 

Corresponde, pues, dirimir la contienda en favor de 
la competencia del Juez de Comercio de la Capital de la 
Nación. Buenos Aires, marzo 29 de 1944. — Jua?i Al- 
vares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de abril de 1044. 

Y vistor: La contienda do competencia por inhibito- 
ria entre cí Juez Fe'loral de Paraná y el Juez do Comer- 
cio do esta Capital, para conocer en la causa iniciada 
por D. Mtgüél A. Tíivas contra P. Humberto líuggiano 
por rescisión de contrato y cobro do pesos ¡ y 

Considerando: 

I) Que el Juez Federal se turnia en que, tratán- 
dose de una locación de obra — construcción de una rasa 
en Paraná — es el juez de dicho lugar quien tiene potes- 
tad Jurisdiccional para conocer en el pleito por pie ese 
es el implícita y naturalniontu convenido para el cumpli- 
miento del fin principal del contrato conforme al apar- 
tado 3" del art. 4 del Código de Procedimientos Civiles 
de la Capital Federal y art. 1212 del Códim, Civil; y 
afirma el Juez do Comercio que se trata de una acción 
personal, que el contrato fué celebrado en Buenos Aires 
con domicilio en dicha ciudad de ambos contratantes, 
domicilio que conserva el demandado —(última parte 
del aitarlado 3' del art 4 del Código de Procedimientos 
Civiles de la Capital Federal ; conf., fs. 47 del expedien- 
te del Juzgado federal y fs. 14 del expediente del Juz- 
gado de comercio mmi, 1 do la Capital Federal), 

II) Que, como lo sostiene el Sr. Juez de Sección 
do Paraná, se trata de una locación eje obra, de la eje- 
cución de una casa en dicha ciudad (art. W m 29 del Código 
Civil) y naturalmente no puedo ser otro oí lngar de 
cumplimiento def contrato cualesquiera fuese el domi- 
cilio de las partos, el sitio de celebración del acuerdo de 
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voluntades y aunque expresamente nada se dijera sobre 
aquel particular —art. 1212, 2' supuesto del Código Ci- 
vil y art. 4<\ apartado 3' del Código de Procedimientos 
en lo Civil y Come reí al de la Capital. 

Que no liuho principio de ejecución o cumplimiento 
dol contrato en la Capital Federal, derivado de la entre- 
ga de quinientos pesos por parte del Coronel Kivas al 
firmarse aquél pues, como lo dice expresamente en el 
art. 3* del contrato de fs. l t esa cantidad fué entregada 
como seña que es decir, como garantía "para asegurar 
el contrato osu cumplimiento" —art. 1202 del Código 
Civil — y el verdadero principio de ejecución en cuanto 
al pago de la obra tuvo lugar en Paraná mediante el 
préstamo con garantía hipotecaria cuya escritura se pre- 
paró en la escribanía Balbarrey de dicha ciudad y que 
no so realizó por incumplimiento del constructor Rug- 
giano — fs. 7 y S del expediente del Juzgado Federal de 
Paraná. 

TU) Que la constante jurisprudencia de esta Corte 
ha decidido qn;> el luírar explícita o implícitamente con- 
venido para cumplir la obligación es el que fija la juris- 
dicción en el pleito por ese concepto —Fallos: 180. 310; 
183, 222; 130, fií>— y más precisamente aplicable al caso 
de autos, decidió que el juez del lugar donde debían 
realizarse las obras, con prescindencia del domicilio real 
del demandado, es competente para conocer en el juicio 
referente al cumplimiento del contrato y a la responsa- 
bilidad del constructor por mala ejecución de las obras 
—Fallos: 1S8, 418. 

En su mérito y ofdo el Sr. Procurador General se 
resuelve que es competente para entender en esta cansa 
el Sr. J uez Federal de Sección de Paraná a quien so 
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remitirán loa autos, haciéndose saber ni Sr, Juez de Co- 
mercio de la Capital en la forma de estilo esta resolución. 

Antonio FUíjarna — B. A. Na- 
zar Anchoüena — F. Ramos 
Mejía. 



RODOLFO A. PANT ALEONE v. VICENTE GARCIA 
MEDINA —SU SUCESIÓN o sus herederos 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Sucesión. Fuero de atracción. 

Acciones personales de los acreedores. 

El juez de la sucesión en que no ha mediado división de 
la herencia es el competente para conocer en la causa so- 
bre cobro de comisión u honorario por la venta de na 
bien perteneciente a aquélla efectuada por los herederos. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte ; 

A objeto de dirimir la presente contienda de com- 
petencia, cabe tenerse en cuenta los términos en que se 
ha otorgado la escritura de venta de fs. 35/42 (expte. 
22.153-1942 del Juzgado de Paz de Chaeabuco —Provin- 
cia de Buenos Airea—), referible a un bien ubicado en 
dicha localidad. El expresado bien —una farmacia—, 
aunque aparece denunciado como haber sucesorio en el 
juicio respectivo de D. Vicente García Medina tramitado 
en la Capital Federal, lia sido transferido por sus here- 
deros, directamente, como valor heredado en razón de 
la correspondiente declaratoria dictada en dicha su- 
cesión. 
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Como lo que se demanda ante ol Juez de Paz de 
Chacabuco es ol importe de una comisión por la inter- 
vención en dicha venta, resulta claro que la deuda recla- 
mada no es sucesoria, como para que la acción destinada 
a su cobro deba acumularse al juicio universal precita- 
do» Se trata de una demanda contra los herederos, ex- 
clusivamente, en razón de haber actuado con indepen- 
dencia del juicio sucesorio al disponer de un bien que 
en el mismo les correspondió como tales. 

Opino por ello que la presente contienda debe deci- 
dirse en favor de la competencia del Juez de Paz de Cha* 
cabuco. Buenos Aires, marzo 2í) de 1944. — Jittjn Al- 
vares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

- * 

Buenos Aires, 24 de abril de 1944. 

Y vistos: La cuestión de competencia por inhibito- 
ria entre el Juzgado de Paz de Chacabuco, Provincia de 
Buenos Aires, y el Juzgado de t ! Instancia en lo Civil 
do esta Capital para conocer en el juicio de Pauta 1 cono 
Randolfo íl. contra la sucesión de Vicente C. Medina o 
sus herederos, sobre cobro de pesos ; y 

Considerando: 

Que Pantakone demandó ante el Juzgado de Paz de 
Chacabuco '*a la sucesión de don Vicente García Medi- 
na" o a "los herederos do la misma Da, .Josefina Castro 
de García Medina y otros'*, por cobro de comisión u 
honorario resultante de la venta de una farmacia de la 
sucesión —poder de fs. 1 y de nía mía do fs. 5 del ex po- 
diente del juzgado ipie so menciona — ; y como el juez 
de la sucesión, de Buenos Aires, de acuerdo con el art. 
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3284 del Código Civil y de conformidad con la parte 
demandada sostuvieron su competencia — fs. 189 v. del 
expediente sucesorio de Vicente García Medina— quedó 
planteada la cuestión mencionada en el exordio. 

Que no se ha alegado ni menos probado que haya 
existido división de la herencia del causante, por lo cual, 
ante el juez de la sucesión debió entablarse la demanda 
de Pantaleono por cobro de pesos derivado de opera- 
ciones sobre bienes de la sucesión (art. 3284, inc. 4', del 

Código Civil). 

Por ello, la constante jnrUprudcnna de esta Corte 
y oído el Sr. Procurador General, se declara que es 
competente para entender en la causa el Juez de la su- 
cesión do Vicente García Medina a cargo del Juzgado 
de V Instancia en lo Civil de la Capital, a quien se remi- 
tirán los autos, haciéndose saber en la forma de estilo 
al Sr, Juez de Paz de Clmcabiu-o, Provincia de Buenos 

Antonio Sagauna — B. A. Na- 
zaií Anciioiiena — F. Ramos 
Mkjía, 



JOSE SANCHEZ FERNANDEZ v. PROVINCIA DE 

SAN JUAN 

EXCEPCIONES: Clase*. Defecto legul 

En improcedente la exeepeLÍm «lo defecto le<ral opuesta 
respecto de la demanda que contiene los elementos nece- 
sarios para saber lo que en concreto pide el actor, contra 
quién dirige «» reclamo y en qu¿ se funda, 

BXCEPCIOSE'S: Clines. Fulla de persourrta* 

Es improcedente la excepción de falla de personería que 
no *e funda ea lu incapacidad del actor para estar en 
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juicio ni en defectos de 1a representación invocada sino 
en la falta de derecho o de acción. 

PRESCRIPCION: Tiempo de ¡n prescripción. Prescripción decenal. 
Prescribe a los diez afioa la acción de indemnización de 
daños y perjuicio dirigida eonlra una provincia y fun- 
dada en hechos y c¡ reí mst anchis cpie importarían, sep-ún 
el actor, la viola ri ún del contra tu de concesión celebrado 
entre arabas partes. 

FALTA DE ACCION. 

Es improcedente la demanda promovida contra una pro- 
vincia por un concesionario de la misma, «obre indem- 
nización de los daños nuo le han ocasionado Ja actitud 
obstruccionista de una municipalidad de aquélla y el he- 
cho cometido por un pretendido empleado provincial cuya 
calidad no se ha probado en el juicio. 

JfVRISDICCIOS Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Catira* en qne en parte una 
provincia. Cansan titile*. Cautas rpte venían nttitrc normas locales y 
actos de ta» autoridades provinciales regidas por aquéllas. 

La Corte Suprema es incompetente para conocer origi- 
nariamente en la demanda promovida contra una provin- 
cia por un concesionario de la misma, sobre indemniza- 
ción de daños y perjuicios provenientes del cobro ilegal 
y abusivo de impuestos provinciales y de Jas multas res- 
pectivas. 



DfCTAMEM DEL PROCURADOR OeSEBAL 

Suprema Corte: 

El Sr. José Sánchez Fernández demanda a la Pro- 
vincia de Sun .luán por cobro de seiscientos mil pesos, 
«urna a la €juc f según expresa, ascienden los perjuicios 
que le han causado algunos actos administrativos del 
gobierno do dicha provincia ; pero media la circunstan- 
cia de que en un juicio anterior entre las mismas par- 
tes, donde sr discutía la constitución alidad de tales 
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actos, V. E. declaró carecer de jurisdicción para cono- 
cer originariamente (178: 443). 

Puesto que el nuevo litigio tiene por única base la 
presunta invalidez legal de los actos en cuestión, si V, 
E. no puede pronunciarse sobre di olí a invalidez, tam- 
poco podría dictar fallo acerca de la obligación de 
pagar perjuicios derivados de ella. Bajo tal concepto, 
el caso escapa a su conocimiento por esta vía, sin per- 
juicio de lo que proceda, si se lo trajere por recurso 
extraordinario. Salvo una vez más, respetuosamente, 
la opinión en contrario que exterioricé entonces. Bue- 
nos Aires, febrero 17 de 1943. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Ai res," 26* de abril do 1944. 

Y vistos: Los autos de jurisdicción originaria se- 
guidos por D. .losé Sánchez Fernández contra la Pro- 
vincia de San Juan sobre indemnización de daños o in- 
tereses; y 

Resultando : 

Que a fs. í» se presenta D. José Scala, en represen- 
tación de Sáncliez Fernández, y dice que éste tenía del 
Gobierno de San Juan una concesión para instalar 
quioscos, en la Capital y departamentos de la Provin- 
cia, en los sitios que se lijaran con acuerdo do la auto- 
ridad municipal del lugar, para la venta de diarios, 
revistas, cigarrillos, etc., conformo a la ley 331, que 
establecía el requisito previo de la licitación y el pago 
de una patente anual de cien posos por cada instala- 
ción. Que la concesión se escrituró el 23 de julio de 



140 



FALLOS DE LA CORTE BUPREMA 



1928 y en seguida se procedió a la colocación de veinte 
quioscos en la Capital y departamentos, con acuerdo 
de la respectiva autoridad, los cuales funcionaron re- 
gularmente hasta 10í!3 t en que, a cansa de un cambio 
do gobierno, empezaron las hostilidades de la autori- 
dad contra el négoéÍ0| seguramente porque se le creía 
al concesionario vinculado a la situación política que 
había caído. Que de acuerdo con la concesión y que- 
riendo nmpüar los servicios, e T actor propuso a la Mu- 
nicipalidad la instalación de diez quioscos más. La 
Municipalidad, en lugar de proveer a lo pedido, se 
dirigió a! P. K. pidiendo la derogación de la concesión, 
fiste, previo dictamen del Procurador O cu eral, declaró 
que no se podía hacer eso sin faltar a un contrato vá- 
lido y subsistente, y que debía proveerse a lo pedido. 
El dictamen se había producido en diciembre de 1034 
y recién en agosto 20 de 103") se expidió la Municipali- 
dad autorizando las obras, lo que le causó un retardo 
de muchos meses cu su perjuicio. 

Después, la autoridad» por un procedimiento in- 
directo, obstaculizó el desenvolvimiento del negocio. 
Había un quiosco eu la Avenida de Julio haciendo es- 
quina con ta calle Mendoza. Un buen día, cuando quiso 
abrirlo al público, un agente de investigaciones, (Abo- 
cando órdenes superiores, se lo prohibió diciendo que 
estaba a poca distancia del domicilio del Gobernador. 
De ello reclamó sin resultado y acabó por levantar una 
protesta el 1Í7 de diciembre de 1035 ante el escribano 
J>. Máximo X. Cabra I, Que no satisfecha la autoridad 
do la arbitrariedad cometida, buscó un irresponsable, 
que basta entonces era empleado de peluquería, y lo 
hizo que presentara la denuncia de que el actor había 
ejercido el comercio en los ramos de librería, papelería 
y artículos de escritorio, sin pagar la patente corres- 
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pondiente a los años de 1932, 1933 y 1934. Bastó esa 
domínela para que su iniciara el expediento 7908 S.; y 
sin prueba alguna, so le formulara el cargo de $ 1.000 
anuales y la multa del duplo, que liaría en total t 9-000; 
esto, no obstante tener abonados los mismos impues- 
tos por la casa que tenía instalada do los ramos men- 
cionados y de haber exhibido las boletas de pago co- 
rrespondientes al cuarto cuatrimestre de 1928 hasta 
fines de 1932, a razón de $ 300 por año, y de los años 
de Í§#3 y 1934, a rasión de $ f)00. Que practicada la 
liquidación de este cobro, pagó la suma de $ 9.883, 
bajo protesta, e inició juicio ordinario para su devo- 
lución, que aun se tramita. Que fracasada esta tenta- 
tiva, para impedir el curso del negocio del actor, ya 
que fué pasado lo que se le cobraba, se recurrió a otro 
medio no menos ilegal y extorsivo. Se buscó otro suje- 
to insolvente, Aldo César Flores, para que denunciara 
que Sánchez Fernández en 1933, 1933 y 1934 había ejer- 
cido el comercio de mercaderías generales sin pagar 
patente. So atinjo, como prueba, que había vendido al 
Gobierno | S4.914.34 en mercaderías durante el primer 
año v $ 7.932.fi. r ) en el segundo. Por tal concepto se le 
aplicó la patente de $ 500 y un adicional del 8 % c so- 
bre el exeedonte de % 30.000, invocando la ley 219. Ello 
hizo ascender el impuesto a % ÍM% Sobre esta canti- 
dad se aplicó una multa de veinte voces más, con lo 
cual el cargo de 1932 llegó a $ 21.399, En la misma 
forma excesiva so liquidaron los impuestos de los años 
subsiguientes, llegando a ascender lo que se le cobraba 
a $ 2fi.íi49. Por este valor incontinenti se le inició una 
ejecución de apremio 3 se embargaron todas las entra- 
das y existencias de los quioscos, no obstante de haber 
ofrecido el ejecutado en embargo los créditos que el 
gobierno le debía por mayor cantidad. Naturalmente 
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que el negocio no pudo continuar, pues no habían fon- 
dos para reemplazar las existencias que se vendían. 
Relata, después, hechos tendientes a demostrar que 
esta ejecución la hizo extemporáneamente el Procurador 
Fiscal, mereciendo la desaprobación del superior in- 
mediato y dundo lugar a un enérgico dictamen del Pro- 
carador General que termina por proponer el levanta- 
miento del embargo. Que, no obstante, el Ministro de 
Hacienda dió un decreto después aprobando lo hecho 
y ordenando que se lleven adelante los procedimientos 
a lo cual el expolíente no pudo oponer sino una protes- 
ta que se levantó ante el escribano D. Eogolio C. Oro 
y que se notificó al Gobierno. Que encontrándose en 
esta situación aflictiva, convencido ya de la imposibili- 
dad de continuar su negocio, creada por los abusos y 
persecuciones del Gobierno, se le presentó un sujeto 
vinculado til círculo gobernante a proponerle la com- 
pra del negocio y de la concesión. Vio que no tenía más 
remedio que aceptar para salvar algo de sus intereses 
comprometidos, y concertó la transferencia por $ 75.000 
con Alberto Vicente y Mario Patrignani. Estos debían 
requerir el consentimiento del Gobierno; lo obtuvieron 
con una celeridad inusitada. El contrato so firmó el 
11 de febrero de 1S3& Esta forma de liquidar fué, por 
supuesto, desastrosa para sus intereses. Cree que la 
pérdida que tuvo, incluyendo las ganancias que debió 
producir el negocio si hubiera continuado en condicio- 
nes regulares, alcanza a la suma de $ G00.0O0. Consi- 
dera que el Gobierno es responsable de este perjuicio 
y por esta suma lo demanda, o por la que considere 
justa el Tribunal. A continuación hace algunas citas 
legales y trae antecedentes diversos con los cuales 
pretende fundar su derecho. Termina pidiendo se con- 
dene a la Provincia, con intereses y costas. 
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Solicitadas y tomadas las diligencias necesarias 
para fundar el fuero originario, por ser el demandante 
extranjero, y declarado éste, se corrió traslado de la 
demanda, la cual fué contestada por los doctores Car- 
los A. Bcrghmaus y Lucio Machado Doncel a fs. 26, 
en representación de San Juan, en los siguientes tér- 
minos: Piden el rechazo de la demanda, con costas, por 
las consideraciones que pasan a exponer. Dieen que es 
cierto que cuando el concesionario pidió autorización 
para instalar los diez nuevos quioscos, la Municipalidad 
se dirigió al Gobierno pidiendo la derogación de la Or- 
denanza, pero no es menos cierto que, en vista de lo 
dictaminado por la Troca ración General, ni el Gobier- 
no procedió en tal sentido ni la Municipalidad negó 
la autorización. Pero que si el actor cree que puede 
cobrar perjuicios por la demora, puede entablar la ac- 
ción que corresponda contra la Municipalidad, mas no 
contra el Gobierno, que no es responsable de lo que 
haya hecho aquélla o haya dejado de hacer. Niegan que 
empleados del Gobierno le hayan impodido abrir el 
quiosco de la Avenida 9 de Julio esquina Mendoza. No 
se ha identificado la persona que con el título de agen- 
te de investigaciones se dice que cometió el abuso. La 
protesta por sí sola no es suficiente prueba. Y si el 
hecho fuera cierto, debió Sánchez Fernández entablar 
las acciones del caso para hacer respetar sus derechos. 
Que en su propia exposición el actor expresa que tiene 
pendiente ante esta Corte una demanda por devolución 
de los impuestos que dice abusivamente se le cobraron 
y sus multas. De ahí se desprende que no ha debido 
involucrar en este juicio tal demanda, por estar ya so- 
metida al juzgamiento del Tribunal. Que en cuanto a las 
patentes y multas que dice se le impusieron con pos- 
terioridad abusivamente, carece el actor de personería 
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para ningún reclamo, porque, transferida a un tercero 
la concesión, sería éste quien tendría derecho para re- 
clamarlas en el mejor de los casos. Y en lo que hace a 
la afirmación de que transfirió la concesión forzado 
por las circunstancias que le había creado el Gobierno, 
"carece de todo valor a los efectos de este juicio y de 
ningiuia manera puede servir de fundamento a una 
acción por indemnización de daños y perjuicios". En 
seguida dicen que ta demanda que contestan no so avie- 
ne a las disposiciones de los ines. 3*, 4* y 0* del art. 
57 de la ley 5(1, porque no se enuncian los hechos en 
que la funda en forma clara y explícita, pues no precisa 
bien por qué actos o hechos es que reclama los seis- 
cientos mil pesos. En consecuencia, opone la excepción 
de defecto legal en el modo de proponer la demanda. 
Agregan después que, a estar a las manifestaciones del 
actor, los delitos o cuasi delitos en Je habrían incu- 
rrido algunos empleados de la Municipalidad o del 
Gobierno, son loa causantes de los per juicios que el 
reciama y, como estos hechos se habrían producido an- 
tes del mes de junio de 1936, la acción emergente de 
los mismos estaría preseripta a la fecha de la demanda 
entablada el 11 de junio de 1037, de acuerdo a lo dis- 
puesto por el art. 40.17 del Código Civil. Opone, tam- 
bién, la prescripción. 

Do esta última excepción, se corrió traslado a la 
parte actora, la que, ni contostarla a fs. 31, pide su 
rechazo, con costas. 

A fs. 34 vta. se abre la causa a prueba. Solamente el 
actor produce la que corre de fs. 79 a 372, según el 
informe de fs. 374. Después se presentan los alegatos 
sobre su mérito, de una -y otra parte. A fs. 404 so ex- 
pide el señor Procurador General. Y en seguida se lla- 
ma autos para definitiva. 
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Y considerando: 

Que corresponde pronunciarse sobre las excepcio- 
nes de defecto le^al en el modo de proponer la demanda, 
falta de personería del actor y prescripción, opuestas 
en el escrito de respondí 1 , pura luego entrar, si fuera 
procedente, q considerar la cuestión de fondo. 

Eu cuanto u la primera excepción, cabe declarar 
que, sin ser In demanda un modelo de claridad y pre- 
cisión, contiene los elementos necesarios para saber lo 
que en concreto pide el actor, por qué pide y contra 
quién, estando llenados los requisitos esenciales del 
art. do la ley 51). Así la excepción no resulta fundada. 
— (Rodríguez, Comentario al Código de Procedimien- 
tos, t. I, páff. Iti3; De la Colina, Legislación Procesal, 
t. H f pág. 10). . .^ 

La segunda excepción es im proceden t e. La impug- 
nación no se iv fio re a las condiciones personales del 
actor relativas a su capacidad jurídica, m a la natura- 
leza y alcance de la representación de su apoderado, 
como sería del caso. Se refiere única y exclusivamente 
al derecho que pueda tener para ltacer las reclamacio- 
nes que formula, o sea al fondo mismo de la acción 
instaurada. Es elemental que en tales condiciones la 
excepción 110 puede prosperar .{Autores citados, t. I, 
pág. 1CA y t, II, pág. 3Í>, núm. COI, respectivamente; 
Fernández, C órnenla rio al Código de Procedimientos, 
pág. lfiíi, nota 37). 

Que la tercera excepción es también improcedente. 
Xo se trata de una demanda por indemnización contra 
los autores materiales de un delito o cuasi delito, como 
sería el que habrían cometido los empleados del Go- 
bierno y de la Municipalidad si fueron ciertos los he- 
chos imputados por Sánchez Fernández como causas 
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.determinantes del desastre de su negocio. No; él pres- 
cinde de las responsabilidades personales de los auto- 
res, paru dirigir su acción contra el Gobierno de San 
Juan que, como entidad ideal, no puedo incurrir en de- 
litos ni cuasi delitos, pero que lo considera responsable 
de una serie de actos administrativos ilegales y abusi- 
vos realizados sistemáticamente por sus órganos re- 
presentativos en perjuicio de los derechos que le acor- 
daba su concesión, emanada del propio Gobierno, la 
cual, lejos de ser perseguida, debió ser amparada por 
la autoridad. En tales condiciones, esas responsabili- 
dades que son do orden común y que se equiparan al 
incumplimiento del contrato de concesión, so extingui- 
rían por la prescripción decenal del art. 41)23 y no por 
la especial del art. 4037 del Código Civil. Fallos : 190, 

321 
fondo. 

A) Que Sánchez Fernández atribuye el fracaso 
de su negocio a la actitud obstruccionista de la autori- 
dad primero, y después a ln persecución sistemática del 
Gobierno que, por medio tic ejecuciones por impuestos 
injustamente cobrados, lo había llevado a una situación 
de imposibilidad para seguir la explotación de la con- 
cesión. 

Aduce el hecho de que la Municipalidad de. la ciu- 
dad de San Juan, requerida en 1034 para autorizar la 
ubicación de diez quioscos cuya construcción tenía ya 
contratada, además de los que había puesto antes en 
funcionamiento, hubiera intentado obtener que el Go- 
bierno decretara la caducidad de la concesión y des- 
pués, desahuciada por éste, haya incurrido en una de- 
mora de ocho meses para resolver, ya que se trataba de 
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un derecho perfecto y claramente establecido en el con- 
trato. (Comunicaciones transcriptas a fs. 12). 

Las constancias de autos, no rectificadas por la de- 
fensa, hacen creer que el hecho es exacto (Capítulo III 
del escrito de fs. 11 y párrafo C. del escrito de fs. 26). 

Está demás que se diga que este hecho no tiene 
la trascendencia necesaria para ser decisivo de la suer- 
te del negocio. Fué, sin díala, perjudicial por el tiempo 
que privó al concesionario de hacer su comercio en los 
diez quioscos de que se trata. Pudo originar una acción 
por indemnización contra la entidad que lo había obs- 
taculizado, que es ajena al Gobierno. (Por lo menos, 
no se ha sostenido ni demostrado que sea una depen- 
dencia del mismo). Y aunque ajena, debía acatamiento 
a la ley provincial 331 que había autorizado la concesión. 

15) Que el actor ha hecho mérito de que la policía 
en cierto momento hubiera impedido el funcionamiento 
de n n quiosco instalado cu la Avenida 9 de Juiio es- 
quina Mendoza. El hecho ha sido negado por la deman- 
dada. No se ha presentado más prueba que un acta 
levantada ante escribano publico en que consta que en 
presencia del autorizante y de los testigos un sujeto 
que dijo era de la policía, no dejó abrir el negocio. Pero 
no consta que se identificara este sujeto, ni la parto 
entablara rechun ación ante el superior, como corres- 
pondía. (Acta de fs. 4). 

C) Que entre los actos hostiles que dice el actor 
realizó el Gobierno contra la concesión, es una ejecu- 
ción que lo inició por $ 9.883, por impuestos y multas 
correspondientes al negocio de librería y papelería do 
los años 1932, 1933 y 1934, siendo que estos impuestos 
ya los tenía pagados. Que, para evitar el emhargo de 
sus bienes, abonó aquella cantidad bajo protesta y des- 
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pués entabló juicio contra la Provincia para obtener 
su devolución. 

Desdo luego, en este caso no hubo perturbación en 
la niareba del negocio, desde que no llegó a hacerse el 
embargo. Cuando más hubo privación de eso valor con 
que debió fomentarse el negocio, o sea tuvo un efecto 



indirecto cuyo alcance es difícil apreciar. 

Mas, este cargo no pudo ser traído al conocimien- 
to o juicio de este tribunal, pues como después veremos 
es materia prupiu do la justicia local juzgar sobre la 
legalidad y validez de los procedimientos empleados 
en el cobro de los impuestos provinciales, tanto más 
cnanto el caso estaba ya sometido a esa justicia. La sen- 
tencia que en copia se lia agregado a l's. 378, pronun- 
ciada por el Juez en lo Civil de San Juan en 11 de ju- 
nio de 1Í)4'J, comprueba Jo dicho. 

D) Por último, viene el cargo más grave cuando 
dice que contrariando las leyes de impuestos y falsean- 
do Jos hechos se le aplicó una patente de comercio por 
los años de VS¿2 y 1ÍK13 que, con la multa de veinte 
veces sobre su valor, se hizo ascender a $ 2G.C4Í). Es- 
.t udia o impugna los procedimientos seguidos presen- 
tando las contradicciones en que incurrió la autoridad 
local. Y dice que este cobro abusivo se le inició por la 
Receptoría de Tientas en juicio de apremio en el que 
se le embargaron las existencias de los quioscos y to- 
dos sus bienes, a pesar de babor ofrecido a embargo 
los créditos por mayor cantidad que el propio Oobicrno 
le debía. El embargo tuvo el efecto fulminante de para- 
lizar el movimiento comercial en todos los quioscos. No 
quedaba con qué reemplazar la mercadería secuestra- 
da, pues se le habían cortado todos loa recursos. Con- 
sideró que no le quedaba otro temperamento a tornar 
que el de cerrar las puertas de todos loa negocios, y así 
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lo hizo levantando una protesta contra el Gobierno ante 
escribano público, que es la que en testimonio ^orre a 
fs. 273, fecha 27 de diciembre de 1935. En la situación 
de desastre a que había liegado, dice, se le presentó un 
interesado por la concesión, vinculado al círculo gober- 
nante, que le propuso comprársela por $ 75.000. Él se 
avino a ello creyendo que era la única forma de salvar 
algo de sus intereses. El comprador, pese a las garan- 
tías que le dio, cayó después en insolvencia y no llegó 
a pagar los documentos que subscribió, Tal fue, agre- 
ga, el desenlace desgraciado de este negocio que se ini- 
ció prósperamente y que debió producirle ingenies ga- 
nancias, como se desprende del informe del perito con- 
tador don Ciro Correa Jonson corriente a fs. 220. 

Que los hechos enunciados parece que, en substan- 
cia, son exactos. Resultan de los numerosas probanzas 
presentadas por la actora. Empero no bastan para fun- 
dar una acción por indemnización de daños si, además, 
no se demuestra que los procedimientos de la autoridad 
fueron realmente ilegales o arbitrarios; porque, por 
más que fueran ruinosos para el ejecutado, si se ajus- 
taron a la ley, ninguna responsabilidad cabría al Go- 
bierno. Mas, ¿a quién corresponde pronunciarse sobre 
este punto? líe ahí la dificultad. Esta Corto en nume- 
rosos casos, entre otros, en dos promovidos entre las 
mismas partes, lia declarado que la justicia local es la 
única competente para entender y juzgar de los proce- 
dimientos seguidos por las autoridades do nna provin- 
cia en el cobro de sus impuestos y podría agregarse 
quo es también la única competente para fijar las res- 
ponsabilidades que puedan emerger de los errores o 
abusos de las mismas, ya que el juez de lo principal 
es también de lo accesorio; esto, sin perjuicio de que si 
en estos juicios apareciera lesionada una garantía fe- 
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doral, vencía su conocí miento por hi vía del recurso 
extraordinario. —Fallos: 140, 154 y otros. 

En sentencia del 29 de septiembre de líi:í7 —Fallos: 
178, 44,'i — repitió lo que en otros casos dijo que "co- 
rrespondiendo a las provincias darse sus leyes y orde- 
nanzas de impuestos 1 orales, en todo lo eme juzinien 
conducente y necesario a mi bienestar y prosperidad, 
sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 108 
de la Constitución de la Nación, la jurisdicción do los 
tribunales nacionales es incompetente para juzgar de 
Ja validez de esas leyes y de los actos y procedimientos 
do los funcionarios encariñados de su aplicación y cum- 
plimiento, a menos que una disposición constitucional 
expresamente autorizara sn revisión, que se trate de 
una violación de los preceptos del Código Fundamental 
o de las leyes del Congreso'*. (Fallos : 140, 34; 102, 43G; 
154, 250 y otros). 

Esta Corte Suprema no puede, pues, juzgar si la 
ejecución por apremio de que so trata fué ilegal o abu- 
siva. 

Pjti su mérito y do acuerdo con el dictamen del se- 
ñor Procurador (¡eiioral, se declara que este Tribunal 
es incompetente para entender en las cuestiones a que 
se refieren los tíos últimos considerandos C) y D) y, 
no resultando fundados y comprobados los caraos a que 
se refieren los considerandos A) y B), se rechaza en 
esta parle la demanda, sin costas atenta la naturaleza 
del juicio. Hágase saber, repóngase el papel y su 
oportunidad a reí i í ves e. 

Antoxto Saoarna — Luis Lina- 
lks — B. A. NaZAr Axcho- 
kkxa — F. Ramos Mejía. 
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BE NOTO IT UNOS. v. DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

IMPUESTO A LOS REDITOS ; Deducciones. Comercio e industria. 
Es improcedente toda deducción en "nneepto de la aroor- 
timitó por la perdida di* capital proveniente de la baja 
de valorea de casas v terrenos prevista en tos arts. -4, 
i m . ¡ t v 20. ¡nr, el de la lev 11.ÍÚS2, ai el contribuyente 
no lia hecho profesión habitual del comercio de dichos 
bienes ni lia justificado la efectiva desvalorización de 
las mismos. 



Sentencia del Jiros Federal, 

Buenos Aires, mayo 19 de 1941. 

Y vistos- Para resolver estas autos caratulados "Bencich 
Unos, contra Gobierno de la Nación, sobre repetición , de los 

que resulta: „ . . . . 

I Que a fs. 3 se presenta la firma aetora deduciendo 
formal demanda contra el Superior Gobierno de la Nación 
por devolución de la Mima de * : 10:1,084.95 % que le ha exigido 
íinlebidamenle la Dirección del impuesto a los Réditos, en 
mérito do las simientes consideraciones. 

Dice que de la suma reclamada la cantidad de 8 263.ol2.07 
"V proviene de la nefíaltva impuesta por la Dirección a la 
amortización practicada en las liquidaciones eom^pondicntes a 
los añas W32, 193:1, y 34 respecto a los inmuebles de su 
propiedad. Funda la demanda cu las disposiciones categóricas 
de n lev (arts, 21 inn. j) y 22 ine. c). Sastiene que de con- 
formiaad con la regla establecida por la ley los inmuebles, 
cuando como en el presente adquieren la calidad de tncwade- 
ría desde el momento que la compraventa de ellos es el objeto 
principal de la Sociedad, son susceptibles de deducciones por 
pérdidas ordinarias o extraordinarias de ejercicios anteriores 
o perdidas capitales resultantes de la baja de valores (art. ¿I 
ine i). No obstante ello -la claridad del texto— yla moje- 
rada amortización aplicada (3 % %) »* f. J^i 

se ne-ú a aceptar estas deducciones y exigió el pago do la suma 
cuva devolución ahora se reclama judicialmente Que aparte 
de la suma reclamada por el concepto expresado, también se 
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reclama la do $ 39.572.8S % que fm' abonada indebidamente 
de acuerdo a la nota que en su oportunidad se presentó a la 
Dirección (3 de octubre de 1935) y que se transcribe en el 
escrito de demanda (ver fs. 10, apartado VI). Pide en definí- 
tivft que so naga tugar a la demanda con intereses y costas. 

II. Declarada la competencia del Juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda ni Sr. I'rot-urador Fiscal, a* fs, 28 se pro- 
senta contestando y dice; 

Que la demanda es improcedente. Que el redamo refe- 
rente a la Mima de $ 29.572.fcW que corresponde a amortiza- 
ciones en los rubros "materiales de construcción, útiles de 
transporte y muebles útiles", no lia .sido fundado ni en las 
presen taeion es administrativas que precedieron a la dcuianda 
ni en el escrito di* demanda que se contesta. Que ese solo 
rüímcio bastaría como para redi azar def tuitivamente la re- 
petición intentada íart. 10 de la ley 11.683), pero cabe agre- 
gar que los motivos que indujeron a la Dirección para redu- 
cir el porcentaje del 20 ',*■ que pretendían los actores aplicar 
a este rubro es harto justificado como para hacer resaltar la 
sinrazón de los presentantes, Que en cuanto a la amortización 
de los Inmuebles, hncp notar que nimrnna discrepancia de 
orden legal existe cu lo referente a esas deducciones, reducién- 
dose la cuestión planteada a una cuestión do hecho que deberá 
ser probada. Qu* de las actuaciones administrativas no resulta 
acreditado en forma alirnna el valor de los inmuebles, así como 
de que la sociedad presentante se dedique efectivamente a la 
compraventa de éstos haciendo de ello su profesión habitual. 
Que mientras nn se acrediten estos extremos todo reclamo re- 
sulta inoficioso. Hace luefro una serie de consideraciones más 
sobre el particular y pide que en definitiva se rechace la de- 
manda con especia] condenación en costas; y 

Considerando ■ 

I, Que en !u que respecta a la parte de la demanda re- 
lativa a la devolución de la suma de * 39.572. 8fl m/n. en con- 
cepto de amortizaciones correspondientes a! rubro de "mate- 
riales de construcción, útiles de transporte y muebles útiles", 
deducciones previstas por el art, 23 inc. o) de la ley í 1,(182 
(t. 0.), su improcedencia es indiscutible. Aparte de ías anru- 
mentaeiones que hace el Sr. Procurador Fiscal en sn escrito 
de fs. 28. referente al silencio guardado por la interesada en 
cuanto al panto analizado, toda vez que ti i en las presentacio- 
nes administrativas ni en ta demanda de fs. 3 se ha articulado 
argumento a bu no al respecto, salvo la reserva hecha en la 
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nolíi presentada en la Dirección con fecha 3 de octubre de 
19ÍI5, que de por sí autorizaría el rechazo del reclamo en la 
parte analizada, cabe agregar que su improcedencia es tam- 
bién manifiesta ilc conformidad con lo que dispone el último 
apartado del artículo citado (art. 23). La facultad de crear 
las normas relativas a los castigos admitidos por el artículo 
señalado es una función eminentemente administrativa dele- 
gada por la ley a la propia Dirección de Réditos, de manera 
que en el caso ocurrente no cabe reeu ¿o de ninguna natura- 
leza contra la resolución impugnada puesto que ella no ha 
desconocido en modo alguno el derecho que asiste al contri- 
buyente para deducir una suma determinada en concepto de 
amortización, sino que ha objetado la liquidación presentada 
en entinto al monto, o sea. el porcentaje aplicado (20 %>. 
Pero es el caso de que, bajo este aspecto, el Juzgado no puede 
entrar a pronunciare, desde el momento que como se ha se- 
ñalado (interiormente, la resolución cuestionada h;i sido dictada 
por la D'rección dentro de las facultades que le son propias 
y como tal ajenas a toda revisión judicial. 

11. Que en cuanto a la amortización referente a los edi- 
ficios v feméis bienes inmuebles (S¡ 2li:i,f> 12.07 %■) existiendo 
conformidad de partes respecto al derecho a aplicar, lo que 
así resulta de los términos de las escritos de demanda (fs. 3) 
y responde (fs. 28), sólo resta al Juzgado analizar la situa- 
ción de hecho resultante de la prueba rendida y resolver en 
consecuencia de conformidad con los terminas en que ha que- 
dndo traWda la "litis 

Que de acuerdo a lo que dispone la ley la deducción pre- 
tendida por el actor será admitida cuando los bienes de que 
se trata se consideren como mercadería, lo que así regirá siem- 
pre (pie la compraventa de esos bienes constituyn la profesión 
habitual de quien pretende efectuar esas deducciones (ver 
arts. 24 ine. j) y 2f> inc. e), ley 11.682). 

Que del contenido de la ley surge claramente que lo que 
faculta las deducciones cuestionadas cu autos es la habitua- 
lidad o profesión que hace, . 1 contribuyente de la compraven- 
ta de los bienes que se pretende encuadrar dentro del pre- 
cepto legal señalado. 

Que la prueba rendida al efecto, prolijamente analizada 
por el Sr. Procurador Fiscal en su alegato de fs. 120. dista 
mucho de llevar al ánimo del suscrito la convicción de que la 
actora ha hecho un hábito o profesión en la compraventa de 
los bienes que motivan esta "litis". Fuera de la cláusula exis- 
tente en el contrato social en ese sentido, no resulta acreditado 
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en forma alguna, de la prueba rendida, tic «¡ue la firma ánfora 
He haya dedicado a esa actividad durante el período i om pren- 
dido desde el año 11124 en adelante, salvo las intentos de venta 
que residían de los informes de fs, 5!> y fifi, cartas de fs. 64 
y íh. 6f> y declaraciones de fs. 75 a fs, S:í. has hechos dcinurs- 
tran, pues, que no obsiante la intención o finaliilad propuesta 
pnr les componentes do i:t firma actora, no se llevé a la prác- 
tica esa actividad en forma recular rumo pura a< 'ptar razo- 
nablemente que clin lia constituido el hábito o profesión de 
la sociedad, requisito cscni'ial exifrhln pnr ta ley para admitir 
las deducciones pretendidas. La falla de prueba en esc sen- 
tido enerva ta acción por sil base y no admitiendo el .Tu /.ira do 
el argumento que se hace en contra de ello referente al e tado 
de la plaza, el reclamo intentado debe desestimarse y así se 
declara. 

Por las precedentes consideraciones, fallo, rechazando la 
demanda instaurada por ta razón social I'eueieh Hermanos 
contra Gobierno de la Nación, con costas (art. 48 de ta ley 
11.682 t o.), — Eduardo $*tr»iicuh>. 



Sextenvía de i.a CÍmaua Ficderal 

Buenas Aires, noviembre 13 di ÜM'J. 

Y vistos: Estas autos seguidos por Beueieh Hermanos 
contra fiohierno de la Nación, sobre repetición. 

Y considerando: 

Que la cuestión propuesta a decisión judicial, consiste, 
inbstancialraente, en si tas amortizaciones del , f i y$ % que 
sobre el valor de sns propiedades inmuebles, han hecho Jos 
actores parn las ejercicios de \'XV2 a VMl son legales, ya que 
el punto "calidad de comerciantes" en la compra y* venta 
de casas y terrenos que invocan en su favor, quedó fuera de 
la "litis", desde el momento qne en las resoluciones adminis- 
trativas de ti de diciembre de VXVt, dictadas por la Dirección 
General del Impuesto a los lí editas v Transacciones, corrien- 
tes de f.s. 11 a líí de los dos expedientes 9-2474 y 8-2477 am- 
bas del ano citado, en sus considerandos 15 y líí, ko los reco- 
noce como a tales. 

Que las disposiciones legales aplicable* al caso de autos, 
admiten, en síntesis, la deducción de las perdidas capitales 



DE JUSTICIA DE LA NAClÓH 255 

resultantes de la venta o «valuación de los bienes inmuebles 
en comparación con el precio de compra, adquisición, valija- 
ción en el último balance o valor de la propiedad en el día 
del cierre del último ejercicio, cuando cslus bienes se consi- 
deren como mercaderías —arte, 2-i ine. j) y í!.j me. e) de la 
lev ll.fi.S2, t. o. 

Que de estos testos resulta que para que sean procedentes 
tales deducciones debieron los actores justificar la aleada dis- 
minución de mis valores. 

Que del examen de todo lo actuado, no Mirare su compro- 
bación cu manera alguna, l^es no han traído la prueba, no 
va del valor de los Inmuebles castigados, base indispensable 
oue liubiera permilido precisar la invocada desvaloriMcton, 
sino atie ni siquiera h de su valuación. No han demostrado 
et precio de cusid, o de adquisición o de construcción de sus 
propiedades, a pesar de que oportunamente se las estimara 
para ello, espresando, para justificar esa mqiosibilidad ra- 
zies que no m dmlsil,i,s (R W¡. 100. 101, 107 y 113 del 

espediente S-2475, ano líKiíi y escritos tic demanda, fs, .í, álc- 
enlo fs. 102 v apuntes del informe "iu voce") ; ya que no es 
concebible que en una tan cuantiosa suma de valores monc- 
tiirins invertidos, casi veinte millones de pesos, no sepan loa 
costos de cada inmueble, al adqiarirtos» repararlos, modifi- 
carlos y conservarlos o construirlos, y qne no conservaran iu 
los comprobantes de las correspondientes avaluaciones. 

Oue en tales condiciones, no ha sido, ni es posible, deter- 
minar si a sus propiedades les afectó o no la invocada baja 
de los valores himobilmrios a que se refiere parte dé la prue- 
ba. Para que esta fuera tomada en cuenta hubiera sido necc- 
K! irio que ella se refiriera, precisamente, a la de sus inmueble*. 
Afirmaciones peñérales de semejante naturaleza, no pueden 
invocarse en casos particulares como el de auto.., pues que bien 
midieran estar libres de la aludida depreciación, las propie- 
dades de las actores, ya que respecto de los bienes mniueb es, 
influven múltiples circunstancias, a veces de difícil aprecia- 
ción,' por razón cM litfrar y destino de Jos mismos, que no in- 
ciden cu todos los casos. 

Oue finalmente, el procedimiento adoptado de castrar 
todos los inmuebles, sean edificios o terrenos, y de hacerlo 
cT una amortización idéntica para todos los ^ demuestra 
que la solución arbitrada no responde a la realidad do la si- 
tuación. . , 
Por ello y fundamentos de la sentencia apelada, se la 
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confirma, con costas. Pevuólvnse — Carlas dd Campillo — 
B. Vülar Pal W ia. — J. A. González Calderón. — Carlos ¡le- 
m ra. 



FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires, abril 2G de 1ÍM4. 

Y vistos: Los seguidos por Bencich linos, contra 
el Fisco Nacional sobro repetición, relacionados a fs. 
127, venidos ele la Cámara Federal de la Capital, por 
recursos do apelación y nulidad, concedidos a la parto 
acto ra. 

Considerando: 

Que ésta lia desistido del recurso de nulidad (v. 
punto II del memorial de fs, 1(¡4) ; un corresponde, pues, 
pronunciamiento alguno al respecto. 

Que el recurso de apelación se lo limita a sostener 
la procedencia de las amortizaciones de tres y medio 
por ciento anual sobre el valor de las propiedades in- 
muebles do los actores, hechos por ellos en los balances 
impositivos de los ejercicios íft'12, 1Í>;15 y lím fundados 
en el art. 24, inc. j) (T. O.) y 25 inc. e) {T. O.) de la 
ley 11.Ü82, Se pretende amortizar, en el caso en exa- 
men, la pérdida do capital proveniente de la baja de 
valores de las casas y terrenos de los contribuyentes 
de acuerdo al inc. c) del art. 25 (T. O.) fundándose en 
el hecho de que esos bienes deben considerarse, no co- 
mo inversiones de capital, sino como mercadería» por 
la circunstancia de que los ar'ores hacen de la compra- 
venia de dichos bienes su profesión habitual o comer- 
cio, tfo se trata, pues, de las amortizaciones razonables 
paro compensar el agotamiento, desgaste y destrucción 
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de los bienes usados en el imgocio, incluyendo una 
asignación prudente para los que se hubieren hecho 
inservibles, a que se refiero el nrt. 23 hie. c) (T. O.) 
cuya interpretación hizo esta Corte tu re Petróleo de 
Challacó — Xeuqucn Ltda. v. Fisco Nacional (Fallos: 
102, 417) en que la parte apelante apoya su derecho 
en el memoria 1 de fs. 154, 

Los apelantes pretenden que se revoque la senten- 
cia apelada, fundándose en efectivas desvalorizáronos 
de sus bienes inmuebles, las sentencias de primera y 
segunda instancias analizando correctamente la prueba 
producida, ponen de man i tiesto (pie los actores no lian 
justificado la desvalorizucióii de esos bienes. En efecto, 
los apelantes no han probado su valor en 1ÍÍ32 en que 
empezó a regir la ley du impuesto a los réditos, ni ban 
lieclio operaciones de compraventa de esos bienes en 
tos años 1932. 33 y 34 a que refieren su desvaler i zación. 
Hanse limitado, pues, a disfrutar de la renta de esos 
bienes durante los tres años antes citados, y dejado 
do tratarlos como mercadería desde que empezó a regir 
la ley 11.682, sía hacer profesión habitual respecto al 
comercio de dichos bienes requerida por la ley para 
que éstos puedan considerarse como mercaderías y com- 
putarse su desvalorizaeión. 

El expediente administrativo agregado sin acumu- 
larse, número S. 2475-35 pone de manifiesto que la ape- 
lante se ha dedicado, respecto a sus propiedades in- 
muebles, a administrarlas y percibir sus rentas (v. fs. 
39 in fine y vuelta) pues sólo han vendido en 1923 y 
1024 dos propiedades importantes, por $ 000.000 y 
$ 370.000; y luego varas chicas cuyo valor total se es* 
tima en $ 100.000, teniendo ellas un valor aproximado 
de veinte millones de pesos. 

Por estos fundamentos y los concordantes do la 
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sentencia «pelada, se la con firma con cosías. Hágase 
saber y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en 
el juzgado de origen. 

Luis Linares — B. A. Kazak An- 
ouürena — F. Ramos Mejía. 



TIIE FIRST NATIONAL BANK OF BOSTON v. DIREC- 
CION GENERAL DEL IMIM.'ESTO A LOS REDITOS 

COS.iTin-C/OX t XACIO.X AL : Conttituchuatiftod c ínconstitucte- 
nttfiddd. Decretan Nacionales. Impuestas a Iik< rrditos y a Ui* transac- 
ciones. 

EL art. 18 del decreto re- Ementa rio del impuesto a los 
réditos de 2 de enero de líl:tí), en cuanto dispone (pío 
"cuando el deudor posea distintos bienes, aunque parte 
de estos produzcan reniu exenta del impuesto, ln deduc- 
ción de intereses de sus deudos se efectuará de los 
beneficios Imites que produce endn tino de clips, en la 
misma proporción en que so lia lie el valor (le tules bienes 
eon reía -¡óu al total' contraría lo establecido en Ion arts. 
5, inc. 1>> y <í de la ley 1\M2 {T. O.) y es, por ello, in- 
constitucional. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Deducciones. Comercio e Industria. 
Es procedente la devolución del impuesto n los réditos 
que et contribuyante pagó por habérselo computarlo en 
su balance impositivo, en cumplimiento del art. 18 del 
decreto reglamentario del 2 tic enero de l!Kií>, los réditos 
provenientes de Jos intereses de valores que están exentos 

do impuesto, 



Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, marzo 20' de 1ÍM2. 

Y vistos: Pura resolver en definitiva este juicio seguido 
por The First National Bank of Boston contra el Fisco Na- 
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Cional (Dirección General del Imputo a los Réditos) sobre 
demanda contenciosa, ley U.C83 (T, O. ) ; y 

Resultando ; 

Que el «ctor manifiesta que la Dir. de Réditos lo conminó 

Zl r™tnSr«ilH. éih,s los gastos y las intereses que abona. 
1 ('orno no obtuvo que la Dirección dejara s.n efecto su 
«imieiu tuvo q.ic efectuarla y hecha La misma rea izó el 
pa£ ™l* $ % cuya devolución es motivo de esta 

° CCÍÓ ía demandada sostiene que el cobro que ha ^ct^iolo 
hace conforme al art. 18 del de*, rop . del 2 ^ ™ 

Afirma que ninguna uperaeiou de una crnuM >P t^tej» 
PonsitL-rada Homínidamente e independiente; que los intereses 
m^ el conjunto de ix-ulus, gravadas y ^ exentas y 

que el art. W do ta re-d, mentación está de acuerdo al art. 2 

dC ^embtfrgoi él considera que el art. 18 que se aplica 
oin j» h • „ . , y 2a y eones. de 

ü^fJt* 'nc 2. ..o ta «J* 

acuerdo con la ley en su art. 23. me a) üc la rema oruiu 

anual se deducirán los intereses papadas. 

Por el art 2o. se dice exprésamele que en a determina- 
ción de la renta hn,ta "«o se computarán los réditos exentos 

P0F ir r t^ y y C lctnu, por los cuales ha 
están, por las leyes de su creación exentos de un puestos y 
como tiles, comprendidas dentro de las referidos arte. 5 y 6«. 
La Dirección no discute ese extremo. 

Pero la Dirección entiende que esa renta exenta debe ser 
c^puUda en la misma forma que la ™*™J^»Z* 
formar la renta bruta y deducir de ese total los intoiests paga 
dM con lo cual so modifica el beneficio neto 

' Hay una clara disposición de la ley que permite hacer o 
nne la Dirección niega, es decir, que permite separar la renta 
«avada de la no gravada. Hay otra c ara < usposic. «n que 
SSaaáníif los intereses pagado, de ta renta bruta anual, 
entre la cual no entra la renta no gravada. 
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Y eso conjunto Je disposiciones denu^ir* q Ue e ] ar t. 2* 
de la ley cuando habla del remanente neto no puede ser en- 
tendido en un sentido precisamente contrario a oíros artículos 
de la ley como la Dirección lo pretende para sostener Ja validez 
del art. 18 ele su rcglatncntaeión. 

La conclusión matemática a que se lle-ja con Ja aplicación 
que la Dirección hace, se comprende con sólo leer el párrafo 
pertinente de la reglamentación que impugna, cuando dice: 
"Cuando el deudor posea distintos bienes, aunque parto de 
éstos produzcan renta exenta del impuesto, la deducción de los 
intereses de sus deudas efectuará de los beneficios brutos 
que produce cada uno de ellos, en la misma proporción en que 
se ¡talle el valor de tales bienes con relación al total". 

Por el art. H) de la ley se dispone que "el beneficio 
neto'\ se determinará de acuerdo a lo que disponen los arts. 
22 al 2I>. Y ya se ha vhlo que por el art. 25 no entran "en la 
determinaeiún de la reñía bruta**, los réditos exentos, dis- 
poniendo eJ art. 23 que "de la renta bruta' \ en fa cual esos 
réditos exentos no entran, "se deducirán'' los intereses pa- 
gados. 

De acuerdo a lo expuesto resolta que el decreto que 
impugna es inconstitucional por estar también en con Ira de 
las leyes que crearon la exoneración impositiva de los títulos 
y letras que oblan en su poder. 

En efecto, por aplicación de ese decreto, en vez de tener 
exenta de todo impuesto umi renta de $ ÍHo'.fítíJ.U, Ipfc es 
la que esos títulos le producen, sólo tiene una cantidad me- 
nor, pues, sobre la suma de $ 287.-101, de ese producido, se 
Je obliga a tributar impuesto. 

La repetición procede conforme a los arts, 784 y cones. 
del Cód. Civil, con intereses y costas, conforme al art. 783 
del mismo eúdigo. 

Por tanto, solicita w condene al Fisco nneiouni (Dir. 
GrnI. del Impuesto n los Iíéditas) n devolverle la suma do 
$ 14.370.05 5& con intereses y costas. 

Que el Sr. procurador fiscal, después de nepar y deseo- 
nocer todas los hechos que expresamente no reconozca, dice 
que con Ja tesis sustentada por el actor se pretende obtener 
un doble beneficio, a saber: 

a) Exclusión --para determinar el rédito neto snvto a 
impuesto— de la renta proveniente de titulas y letras exen- 
tos; y b) dedueeiúi a los mismos fines expresados en eí punto 
a) — de la renta bruta anual de los ir tereses pasivos abonados 
(sobre los capitales invertidos en títulos y letras exentos del 
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impuesto — en U que no se computa loa rédito» exento»*- en 
virtud de lo dispuesto por el art. 25, ine. d) de la ley 11.682. 

La ley establece (art. 25, ine. d) ley citada), que en la 
determinación de la renta bruta no Be computarán loa réditos 
exentos por loe arta. 5* y de la misma. 

En esta situación, parecen encontrarse lew título* público» 
de propiedad de la actors. 

Pero la ley no dice — y no podría decirlo por razones ob- 
vias — que loa intereses abonado* por el actor sobre capitalei 
con cuya» utilidades se han obtenido los rédito* exentos, pro- 
ducidos por hts títulos mencionados, deban deducirse do ta renta 
bruta, en cuya formación no lian intervenirlo los réditos no 
gravados. 

Lh solución dada por la Dii\ (ira!, del Impuesto a loa 
Réditos es la máa lógica y legal, fcí* 1 prorrateará Ion intereses 
abonados por el demandante, entre toa réditos exentos y gra- 
vadas, en forma proporcional. Esto es lo que establece el art 
18 del (ice. regí, impugnado eu la demanda. 

La interpretación dada por el actor no ch justa ni equi- 
tativa. Está bien que se haya concedido exeueió . ■ del gravamen 
a la renta producida por ciertos y determinados títulos como 
so dice en los arts. 5* y 6* de la ley 11.682 t. o. Pero de allí 
a concluir que los intereses pagados sobre capitales que dieron 
origen a la fuente del rédito exento, dehan deducirse exclusi- 
vamente de Ja renta gravada, media una enorme distancia, como 
fácil es apreciarlo. 

Para la mejor comprensión del caso planteado, deben exa- 
minaran las actividades desarrolladas por el actor para la ob- 
tención de utilidades, que «erán gravadas por el impuesto de 
la ley 11.682. 

En el sub lite se trata de una institución banearia cuyos 
utilidades provienen de los rubros que se señalan en el haber 
de su cuenta de ganancias y pérdidas (ver expediente agre- 
gado). 

Para la adquisición de títulos públicos — exento* o no sus 
réditos del impuesto a la ley 11.082 — ha debido invertir su- 
mas de dinero tomadas de sus utilidades, aun diversas fuentes 
están especificadas a fs. 72 y 128 del expediente administra- 
tivo agregado. 

Los intereses pa-ados por el demandante por deposites en 
Caja de Ahorros y a plazo fijo, afectan, sin lugar a dudas, 
durante un ejercicio determinado, conjuntamente a las rentas 
gravados y a las exentos del pago del impuesto. Sus utilidades 
se determinan por la diferencio entre el tipo de interés co- 



**2 FALLOS DE LA COATE SUPREMA 

brado por los descuentan efectuados y el que abona por Loa 
depósitos en Caja de Aburras y a plazo fijo. 

j Qué se entiende por rédito neto, a los fines del impuesto? 
El art. 2 a ' de Ja ley nos lo dice cuando expresa que a las finen 
mencionados se entiende como rédito el remanente neto, o sea, 
el «obrante de las entradas o beneficios sobre los gastos nece- 
sarios para obtener, mantener y conservar dichos rédito». El 
art. 18 del dee. regí., al establecer cómo se efectuará la deduc- 
ción de los intereses de la-s deudas del contribuyente, no con- 
tradice disposición legal alguna. Aun más: reglamenta lo dis- 
puesto por el art. 2" de la ley 11.682. 

De conformidad con ta disposición legal aludida (art. 18), 
flólo pueden descontarse de los réditos sujetos a impuesto los 
gastos para obtener, esos y no otros réditos. 

De manera, pues, (pie de las utilidades obtenidas por el 
actor sí* han prorrateado, en forma proporcional, Iok intereses 
pagados durante el ejercicio por las deudas de la misma. 

Por todo lo expuesto, solicita se rechace, con costas, la 
demanda. 

Considerando: Que de lo expuesto y planteo por la actora 
de la cuestión discutida, materia de la denegatoria declarada 
en la resolución administrativa de Gerencia, que ha sido traída 
en recurso de repetición, se establece que la traba de la litis 
implica resolver si la suma de pesos 14.370.05 % equivalente 
al 5 % sobre el monto de £ 287.401 % que representa la pro* 
porción de intereses sobre el promedio del importe invertido en 
letras de tesorería y títulos nacional» exentos de gravamen es 
susceptible del gravamen exigido por el art. 17 de la ley 11.682. 

Aun cuando de la demanda no surge con precisión el plan- 
teo de los hechos objeto de la acción deducida, de lo peticio- 
nado y planteado en la instancia administrativa en el escrito 
de la actora de fecha 15 de octubre de 1940, agregado a fs. 1 
del expediente de repetición, con claridad surge que la cuestión 
materia de esta litis, consisto en la repetición pedida de la 
cantidad de $ 14.370,05 % que representa el 5 % del monto 
de $ 287.401 %, perteneciente a la entidad extranjera en con- 
cepto de intereses devengados por '1 capital autorizado a la 
sucursal actora, para invertir en letras de tesorería y títulos 
librea de gravamen. 

Que definida como queda la materia del caso sub júdice, 
con claridad se advierte la necesidad de distinguir las dos si- 
tuaciones de inversión que la actora considera indi visibles y 
atingentes exclusivamente a la percepción de las rentas deven- 
gadas por las letras de tesorería y títulos nacionales, exentos 



DE JUSTICIA PE LA NACIÓN 



263 



de gravamen. Do la dilucidación de ambas situaciones de he- 
cho, depende la solución del caso en litigio. 

De lo en un ciad o bien se advierte que están en juego dos 
operaciones distintas. graduadas en jurisdicciones distintas con 
electos jurídicos y financieros también distintos. 

Dichas operaciones financieras se concretan en ln siguiente 
forma: a) Ln actora ha invertido en la compra de títulos y 
letras nacionales un deteriuiiuidu cu pita 1, que contabiliza en 
sus libras como devengando en beneficio un tipo de hieres, 
equivalente en el caso sub lite a ln suma de $ 287.401, produ- 
cidor durante los ejercíaos cuestionadas. 

b) La referida inversión (ya se haya hecho ésta con ca- 
pital de su propio peculio o lomado de' ex) raña entidad) ha 
sido efectuada como quida expresado, en la adquisición de 
títulos y letras del tesoro nacional, prodm-tores de intereses 
exentos de iodo gravamen. 

e) De esa renta exenta (que en los ejercicios cuestiona- 
dos ascendió a la suma de ft íHü,54íl,14 %\ una vez ingresada 
al patrimonio de la actora. esta d'dujo de dicha renta, la can- 
tidad de S 287.401 % para pagar en concepto del importe 
proporcional de Jos "intereses pasivos'* devengados por los 
originarios ea pítales tomados rn préstamo e invertidos en los 
títulos y letras exentos de impuesto. 

t'orao con claridad meridiana surge de lo expuesto, la ge- 
rencia no ha pretendido cobrar impuesto .sobre los intereses 
exentos producidas por los títulos y leí ras, puesto que bien al 
contrario se establece que los ¡s 1 IJÍTO.OA exigidos cu concepto 
de impuesto, por aplicación dé la fosa del g % prevista por 
la ln> 11,882, son los que corresponden al producido o benefi, 

cn> neto del capital originario invertido en la compra do los 

títulos exenta^. 

Así se confiesa en la demanda, al expresar a fs, 10 vtn. 
que la parte de ¡ntercm^ exentos, fijada en la .Mima de $ 287.401* 
y que se han deducido del lolal producido por los títulos y 
letras exencionadas, equivalen al impuesto proporcional de 
los intereses pasivos sobre los capitales invertidas en los títulos 
y letras. 

De Tos propios términos de la demanda, cabe concluir que 
el gravamen aplicado por gerencia na ha incidido sobre los 
intereses devengados por las til oíos exencionados, sino sobre 
los interese^ del capital que la actora ha comprometido para 
invertir en la adquisición de los títulos referidos. La con Fusión 
y continuidad que quiere encontrarse en amba* operaciones, 
equiparando las utilidades remesadas o acreditadas al titular 
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del capital originario ümrtúln en la especulación de títulos, 
con las utilidades exentas di* gravamen que corresponden n la 
actora como efectos di» una inversión de dinero hecha por ella, 
carece de todo fundamento dentro de la doctrina del derecho 
fiscal y ante la ley ll.tíSL' 

La ley de réditos no discrimina el origen de los dineros 
que se invierten emito fuentes de rédito para decidir su gra- 
vacinu, pues .sabir lo es que, si una renta exenta de gravamen es 
constituida con posterioridad en una nueva fuente productora 
do reata gravahle, mía nueva renta no está cubierta por la 
exención acordada a la fuente de qtie proviene. Así, por ejem- 
plo, si una persona interesada en lograr una renta de 5 %, o 
más. proveniente de renta pública de títulos exencionados de 
impuesto, logra un prestóme* privado de menos interés para 
beneficiarse cotí diferencia rio superiores intereses, justo es de- 
cidir que, el interés obtenido por el prestamista privado, debe 
ser considerado aisladamente como renta gravante, con toda 
independencia d» la nmla exenta que su deudor lia logrado con 
la inversión del préstamo. 

Que de acuerdo a las características q«e configuran el 
caso de autos, resulta indudable la iiiapficabilidad de los arts. 
5*, tí', 2:1 ine. o) y 2"» de la ley 11.682 que el actor invoca como 
fundamento de su acción. 

Kn el supuesto de que el capital invertido por la parte 
actora con fines de especulación, en bi compra de los títulos 
y letras exentos de impuestos, hubiera sido tomado en préstamo 
do tercera persona, los intereses que ud crédito devenga a fa- 
vor de su titular, están expresamente gravadas, de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. 2:1, 111c. a) de la ley 11.6S2. 

ha parte actora al pedir la exención de gravamen sobre 
estos hit'-n^s, devengados por Ja lleuda que se constituyó para 
la adquisición de los títulos y letras, sin duda confunde el ver- 
dadero alcance del texto legal; el ine. a) no exenciona de im- 
puesto los intereses pagados por deudas comerciales, pues bien 
en contrario afirma la obligación fiscal de pagar el impuesto 
en razón do que sólo acuerda al deudor de estos intereses, la 
deducción de los mismos sobre el monto d renta bruta anual, 
y ello, siempre y en los casos que baya cumplido eou la obli- 
gación, que el mismo inciso le impone, de retener c ingresar por 
cuenta del acreedor do los interese-, el impuesto cxigible de 
acuerdo con las disposiciones de la segunda categoría. El ine. 
a) como se advierte, no exenciona de impuesto alguno a los 
intereses pagados, porque éstos son réditos pertenecientes a 
distinto contribuyente. Cosa bien diferente es la autorización 
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que el ¡tic, a) con Cifre al contribuyente deudor pata deducir 
del monto de su rcula i.mla anual, c! monto de estos ¡nterosts, 
que In de íiitliin/iir la exención di- mismas. Y esta misma 
facultad de deducir puede quedar sin efecto, si fl deudor, en 
su carácter de agente de retención, no ingresa por cuenta de 
su titular, que es el acreedor, el impuesto que a dichos intereses 
afecta (urt. 17), lo que evidencia la licitud del grávame ex¡-' 
gido por gerencia sobre dichas intereses. 

Aun en el cuso contrario ni del impuesto precedente, de 
que el capital invertido en Hndos y letras exentas de impuesto 
no constituyeran una deuda con tereert.. sino que se tratara 
do capitales perteneciente a la propia i' e tora, ya facilitados 
por la casa matriz, sita en el extranjero, o tomados de In* fondos 
de la sucursal actora, la exención aléenla tampoco procedería, 
y cu lal caso, ni siquiera su deducción de la renta bruta anual, 
como está autorizado para el caso del ine. a) antes examinado; 
on este caso, en rpie de «m propio haber social (fondos de re- 
serva por ejemplo). SO toman los capitales a invertirse en be- 
neficio de la misma empresa, para lograr, mediante la conta- 
bilizaeinn correspondiente el beneficin tic bitewsef, el art. 24, 
no solamente no autoriza la exención de estos intereses, sino 
que hasta deniega toda deducción al respecto, es decir, que se 
computarán romo rédito imponible o cargo del propio titular 
del capital fuente. 

T,a inversión especulativa que ron mis propios capitales el 
contribuyente efectúa en su empresa, o lo que efectúe en igual 
sentido con capitales tomados en préstamos de terceros, nada 
tiene que tiaceí en cuanto a la nplieabilidad del impuesto sobre 
las nuevas situaciones financieras n creare y que pulían, in- 
dependiente de aquella primera operación, resultar materia 
de la ley de réditos. El capital propio de una empresa, 
como son los fondas de reserva que las soeiedacle : sustraen 
temporariamente de la distribución ordinaria de dividendo^ 
cuando son desafee lados de aquel destino y entran a invertirse 
en nuevos y distintos objetos, para la ley de réditos esas fundos 
entran a constituir una especial fuente de reñía qim debe juz- 
garse en particular, en los casos de réditos logrados. 

Si esos fondos, como en el caso sub lile, se invierten en 
titulas de renta nacional, exencionados de todo gravamen, in- 
dudable es que este producido especial de re.ita. no pngará 
Impuesto alguno; pero muy difomilo es el deslino ulterior 
que se dé a esas utilidades, ya sen en nuevas inversiones, asig- 
nándoseles el rol de capital fnente o para pagar réditos a 
terceros. 
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La exención del inc. a) del art. ñ", invocado por la artnra, 
que como privilegio que es, debe ser interpretado con criterio 
restrie.ivo, en liada autoriza su extensión al caso de los i'iklitoa 
Adeudados a im tercero y que pueden sufragarse con el pro- 
ducido de las títulos exentos de gravamen. 

La invocación que .se baee en la demanda del art. 25 de 
]a ley ll,ÍÍ82. no se advierto de su texto en qué parle pueda, 
ser i le aplicación al caso suh lite. 1*11 iiie, a) refiere a jrananeia.s 
de fuente extranjera, y las de ai i les lian sido deven iradas en 
esta República; el inc. bi alude a la utilización de las reservas 
anteriores tí la implantación en este país del i ai puesto a la 
renta; del inc. ci Jineta ludo comentario por su iuaplicabi- 
lidail absoluta. 

l¿ue de aeuerdo con la interpretación precedente, por elara 
y directa Aplicación de la ley. cu nada puede modificarse como 
lo pretende il actor, por la aplicación (pie en ijrual sentido *e 
hajra del P xt-i del art. 1 s d-l dee. regí de 1« ley ll.o'ttt. de 
enero 2 de lü'!!*. por En que el examen de la eie slión de incons- 
titucional idad q'ie sobre MI texto y aplicación liaee Ja parle 
acfni-a cu su demanda, can ee de fundamento y bu el ira su de- 
cisión. 

l'nr )n expuesto y tlispnestíi por tos textos pertinentes de 
la lev 11.682, fallo: Ótese- 1 ¡mar la demanda cnnieiictcsa de re- 
petieión de impuestos oblados por Tin* Kirst National Bank 
of Ursino, en contra del Khco nacional, declarándole bien in- 
gresada 'a suma reclamada de A 14ei70.0T> m f t . ('oslas en el orden 
causado atento ta naturaleza do ta cuestión planteada. — Emi- 
lio l. íi" tn:ált z. 



Si:nti:n'cia de la OIuaba Fkoeiíal 

Buenos Aires, abril 2 do Ifí 13. 

Y vistes: Cens id erando: Que el impuesto de la lev 11.Í5S2 
recae sobre tos réditos de los contribuyentes (pie la misma de- 
clara irravnblrs. 

Que el autorizar la ley. la deducción de intereses en el 
balance fiscal, confiere una desgravaeíón con el propósito de 
que |os contríbuventes nuedan inanlener y conservar tos rédito» 
que van a tributar el gravamen. 

Que Ion con! riboyote* respond-u con todos sus bienes al 
paco de los intereses de sus deudas y pairan esas intereses para 
mantener y conservar esas bienes y sus réditos consiguientes. 
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Si los bienes están constituid*», n parte, por una fuente pro- 
ductora de réditos pravablos. y cu parto, por una fuente pro- 
ductora ilo réditos exentos, resulta iueuowtionnble que oi papo 
do les internos so Inn'e tanln para mantener y conservar os 
,v li;rs gravablcs, tomo para mantener y con.servar las rcdtlos 

CX011 Oue en esta situación los nrt*. 18 y 1!) del dee. ggL, al 
c\i"ir el prorrateo de los inlewrs papados por los contribuyen- 
tes"pnra aul«»ri*«rles la deducción do ím nV¡A hayan abonado 
con é\ fin de manlener y eoiwerva* los r&bfto «yeta »\ 
puosto v su oorivspmirlichle fuente que es la que a a lev 
ro » y 'procura cuidar, no vulnera las disposiciones de la ley 

11 h Kn su nn-rilo. >v confirma la sont- ucia apelada do fia. -12, 
que dcswtittta la demanda coni-iuWa de msWfo » 
m,e.sln.s oblados por Tbe Piral Natmnal línnh .d Lostc.n o,i 
Smtra del Pisen naeim.al v declara bien iiiprrsiidii la suma re- 
clamada de $ 14*370 05 X La* cosías de ambas instancias en 
rl orden cau-ml». n'ento la nattire cza ile la euestion i I .n- 
^fa, _ Carlos del Campillo. — Wtomfo Sarmunfo. — f ar- 
fo? HtrnnL 

FALLO DE LA roiíTE SITUEMA * 

Hílenos Aires, 2G de abril do 1944. 

Y vistos: Los recursos ordinarios de apelación 
ronro-didos a sendas partes en los autos "The Fifftj 
Nntioiml Bank of Boston v. Kiseo Xaeional (Diromon 
General dol Impuesto n los líéditos), de-uü.da conten- 
¿bsa, venidos do la Cámara Federal do Apelación de 
la Capital, relacionados a i's. 

Considerando: 

Que ú %ém cuya demanda se ha rechazado, sin 
costas, pretende la devolución del impuesto a los ré- 
ditos que se ha visto obligado a pagar por habérsele 
computado en su balance impositivo los réditos provo- 
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Dientes de los intereses de valores, que se hallan eren- 
tos del impuesto, en cumplimiento del art. 10 del decre- 
to reglamentario de 2 de enero de 1930, que impugna 
de inconstitucional por contrariar lo dispuesto en los 
arts. 5, íí, 23 inc. a) y 2.j de ]a ley lUiSl». 

Kl Fisco apela en cuanto a las costas de que se ha 
eximido a la parte actora vencida en el pleito. 

Que el citado artículo reglamentario al disponer: 
M Cuando el deudor posea distintos bienes, aunque parte 
de éstos produzcan renta exenta del impuesto, la de- 
ducción de los intereses de sus deudas se efectuará de 
los beneficios brutos (pie produce cada uno de ellos, en 
la misma proporción en (pie se halle el valor de tales 
bienes con relación al total", contraría lo dispuesto en 
el art. 5° inc h) y ti* de la ley 11,682 (T. O.) que exclu- 
yen del gravamen a los réditos provenientes do los tí- 
tulos públicos que ellos mencionan, concordantes con 
los arts. 2;; y 2.j inc. d) que disponen; El primero, que 
de la renta bruta anual se deducirán los intereses paga- 
dos por las deudas del contribuyente! y el segundo, que 
en la determinación de la renta bruta no se computarán 
los réditos exentos por los arts. 5* y ti*. Si no pueden 
computarse los réditos de los títulos exentos en la renta 
bruta y si sólo de ésta deben deducirse los intereses, es 
patente (pie no pueden afectarse aquéllos para el pago 
de éstos en proporción alguna. 

Que en la aplicación de esos preceptos decidióse, en 
fallo de 18 de abril de 1941, que esta Corte confirmó 
por sus fundamentos por considerarlos ajustados a de- 
recho (v. causa S. A. Pereda Ltda. v. Nación; Fallos: 
t. lili, pág. :ior>) "que si bien el art. 17 de la ley 11.(582 
dispone que los dividendos do las acciones quedan su- 
jetos a gravamen "sin tener en cuenta la fuente de 
donde proceden los réditos de tales personas" o sea, 
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la sociedad anónima que los distribuye, no significa que 
deba tributar el impuesto una renta que está expresa- 
mente exenta de todo tríbulo. Que a tal conclusión se 
llega sin esfuerzo, si se tiene presente que cuando se 
trata de aplicar el impuesto ti la renta a una persona 
de existencia visible, so la exime de hacerlo respecto de 
la que provenga de título de la deuda pública; porque, 
como se lia dicho, la fuente de producción es la que está 
exenta de impuesto; y en esta situación no se alcanza 
a comprender por qué se ha de aplicar distinto criterio 
cuando se trata de efectuar la imposición a una persona 
do ex i s teñe i a ideal. Que tal proceder induciría a las so- 
ciedades anónimas a abstenerse de invertir sus capita- 
les en esta clase de títulos, cuya colocación debe fomen- 
tarse ya que para ello existe un interés social y patrió- 
tico. Y que, por Jo demás, es de advertir la convenien- 
cia de mantener incólume el incentivo de la exención 

podría tener una repercusión adversa a su colocación 
ventajosa, si el Estado, por medio de una de sus repar- 
ticiones, se encargara de demostrar la falacia de esa 
exención impositiva". 

Es cierto que la citada causa de Pereda Ltda., fué 
iniciada y resuelta por la autoridad administrativa con 
anterioridad al decreto reglamentario de Í9Í1Í), pero lo 
es también que continúan vigentes los preceptos lega- 
les, ñutes citado?, que disponen lo contrario. Siendo ello 
así, corresponde declarar la invalidez constitucional del 
art. 18 del decreto de 2 de enero de 1í)39, por bnber 
excedido el Poder Ejecutivo la facultad de reglamentar 
las leyes que le acuerda el art. 86, inc. 2', de la Consti- 
tución Nacional, y mantener la doctrina de aquel fallo, 
sintetizada en el sumario: No procedo computar entre 
las utilidades de una sociedad anónima sujeta al im- 
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puesto a los réditos, las que provienen do títulos de 
renta exentos de ese gravamen. 

En mérito de lo expuesto, se revoca la sentencia 
apelada. En consecuencia, se linee lugar a la demanda 
por repetición de la suma de catorce mil trescientos se- 
tenta pesos con cinco centavos moneda nacional, con 
sus intereses desde la interpelación .indicia! v las costas 
del juicio (nrt. 48, ¡n fine, ley 1IJ83, T. Ó.). Hágase 
saber y des uélvanse, debí' ;ido reponerse el pape] en el 
juzgado de origen. 

Antonio Saoaiísa — Luis Lina- 
i i:s — H. A. Xazar Ancho- 
rena — F. Ramos Mejía. 



DIREf'í'ION* OEXERAL DBI, IMPPESTO A LOS IiE~ 
DITOS v. VICTORIANO (¡AIÍl'IA RODRIGUEZ 

XECrftSO KXTfí.iOFfhtXMlIO: propio),. Cuestión fe- 

derul Cwstimtr* Mvralr* simple*. h,Urpret,uióa de fvfcs f ', fiera- 
tes. Leyes de cardettr federal y h, al 

Es procedente el recurso rxtraord inri rio fondado cu la 
üiterpretaciñii del art. 28 de h ley 11.2:10, aplicado en 
un jnieio cu tramite ante la justicia federal 

LEY DE SELLOS: Ei.minues. 

toa tune iona tíos designados por In Dirección General del 
impuesto a los Rútilos de acuerdo a lo dispuesto en el 
art. B0 de la ley U.üKl <T. O.) se hallan ex.-nins de] aso 
del sello establecido en el «rt. !2S de Ja lev 1I.2!)(J en lus 
juicios en que actúen en aipicl carácter. 
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Dictamen i»kl Píioccradoii General 
Suprema Corte: 

Se discutí en estos ñutos sí, eon arreglo a los arts, 
28 y 4Í), tac, 1, de la ley 11.290, corresponde exigir es- 
tán ipil las de procurador a los en lirado ros fiscales que 
prest ntan escritos actuando como representantes de la 
Dirección General del Impuesto a los Ttéditos. Produ- 
cido el caso en expediente (pie tramita ante la justicia 
federal, resulta admisible el recurso extraordinario 
para ante V. K., concedido a fs. 18, 

El apelante funda sustaiu-ialniente su reclamo en 

blceo distingo entre los cobradores fiscales y los pro- 
curadores fiscales; y puesto que jamás se lia enten- 
dido deban éstos úllinios pagar estampilla cuando ac- 
túan en representación del Fisco, no parece justo exi- 
girlo a aquéllos. 

A mi juicio ese argumento no ha sido contempla- 
do en totlo su alcance por el Sr. Jaez a quo; y desdo 
luego mal pudiera admitirse, como lo insinúa la senten- 
cia de primera instancia (fs. 10 vta.) que el Fisco tome 
a su cargo tal impuesto, esto es, se gravo a sí mismo. 
Más lógico fuera admitir la exoneración. 

A estas razones, lian do agregarse las demás que, 
con acopio de fundamentos, hace valer la parte recu- 
rrente en su escrito de fs. 4 a 8 para demostrar que loa 
cobradores fiscales son funcionarios públicos, regidos 
por leyes especíales, y no simples profesionales en ejer- 
cicio de la procuración. 

Dándolas aquí por reproducidas brevifatis cmisa, 
me inclino a pensar que debe revocarse la resolución 
obrante a fs. lG t en cuanto ordena reponer las eatampU 
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Uas aludidas. — Buenos Aires, octubre 1S de lí>43. — 
Juan Alvares 



FALLO UH LA rOKTE SUPHKMA 

Unenos Aires, 2G de abril do 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto por 
el representante de la Dirección General del Impuesto 
a loa Réditos contra la resolución de la Cámara Fede- 
ral de Apelación de la Capital, que le ordena reponer 
la estampilla fiscal correspondiente eu los escritos pre- 
sentados en el juicio que por vía de apremio signe con- 
tra Victoriano tía nía Rodríguez. 

Considerando: 

Que Flaviano Forte, actuando como cobrador fis- 
cal de la Dirección General del Impuesto a los Háli- 
tos, designado al efecto en virtud de lo dispuesto por 
el art. 60 T, O. de Ja ley 11.ÍÍS3, sostiene no está obliga- 
do a colocar en sus escritos la estampilla de veinte cen- 
tavos establecida por el art. 28 de la ley 11.2Í)0 y como 
la sen (ene i a recurrida lo obliga n su uso, interpone re- 
curso extraordinario que le ha sido concedido. 

Que el recurso interpuesto es procedente por i ra- 
ta irse de la interpretación de la ley de papel sellado 
núm. 11.290, aplicada en un juicio que tramita ante un 
Juzgado del fuero federal —art. 14, inc. 3*, lev 48; doc- 
trina de los Fallos: 120, 37; 133, 278; 154, 224; ISO, 122. 

Que se trata en el caso de un funcionario público 
designado por la Dirección General del Impuesto a los 
Réditos, de acuerdo con la facultad que le da el art. fiO 
T. O. de la ley 11.083, para gestionar judicialmente la 
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percepción del impuesto debido por un contri bu vente, 
gestión ge nimiamente de carácter fiscal, sin interferen- 
cia de actividades de otra naturaleza. 

Que en tales condiciones parece claro que el caso 
está comprendido en la exención de impuesto estable- 
cida por el arr. 4Í), me. 1*, T. O. de la ley 11.290 cuando 
dice: "Quedan exceptuados únicamente del uso del pa- 
pel sellado: 1. Kt liobíorno Nacional y oficinas de su 
dependencia". 1.a Dirección General del Impuesto a 
los líóditos, cualquiera sea hi autarquía que la ley le 
haya dado, es una oficina del (¡nbierno Nacional cucar- 
gada ilo la percepción de un impuesto nacional; es ella 
la que actúa para su percepción y lo hace, cuando se 
présenla ante la justicia, cu la única forma en que pue- 
de actuar, es decir, por ínter medí o del empleado que 
designa al efecto. Su representante es, así, no el pro- 
fesional que ejerce sus actividades propias, sino el fun- 
cionario que ejerce las funciones que el Estado le lia 
encomendado, funciones de na t maleza estrictamente es- 
tatal. La solución contraria importaría o gravar con 
un impuesto al funcionario, lo que no es verosímil entro 
en los propósitos de la ley, o gravar al mismo Estado, 
lo que es absurdo. Es cierto que el nrt. G0 T, O. de la 
ley 11. (¡83 dispone que a 1ales funcionarios se les dis- 
tribuirá las cosías judiciales a cargo del contribuyente, 
pero lal circunstancia no los priva de su carácter oficial 
y sólo es una forma de aumentar su retribución, tan es 
así que el art, 58 de la misma ley les da a los Procura- 
dores Fiscales igual dereebo y en ningún caso so lea 
ha exigido el pago del impuesto. La misma disposición 
que les da derecho a honorarios en casos determinados 
confirma esta interpretación, por su carácter de excep- 
ción a la regla general de no percepción de tales emolu- 
mentos por el empleado público. Esta conclusión con- 
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cnerda, por otra parto, con el espíritu que informan 
otras disposiciones del mismo nrt. 49 pitado, como son 
los toes, 16* y 17 que eximen del gravamen a actos que 
contribuyen a la percepción de los impuestos. Ei minino 
espíritu informa también el nrt. 67 de la ley 11.633, in- 
corporado como iuc. lío al mismo nrt. 49. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo 
dictaminado por el señor Procurador General de la 
Nación, se revoca la resolución apelada de fs. 16 en 
cuanto hn podido ser malcría del recurso extraordina- 
rio. Xotifújiiese y devuélvanse. 

Antonio Rao a r xa — Luis Lina- 
iíks — ]\. A. Xazar A.ntho- 
itENA — F. Ramos Mejia. 



ARTl'RO FIWKS Y OTROS rx m: SOiTEDAD TKRIUTO- 
MAL DE LA PLATA v. .H AN I'ARPAULIOXI Y OTROS 

mmSBWCIOX Y COMPETENCIA: Incidentes y Ctmtiont* cone- 
xa?, ('fintas tt hmiomrios. 

El jtiieio í-j-cHiivrt pnr cohm do honorarios devengados 
en un juicio seguido contra el causante de una .sucesión 
debe tramitar «rite el juca (¡no conoce en óstn v no es 
«traído por el concurso eivil de un de los herederos, 



Dictamen iu:l pRorritAnon General 
Suprema Corte: 

La presente contienda de competencia no ha que- 
dado IoítíJ incide sustanciada. Con razón afirma el Sr. 
Juez en lo Civil de la Capital (fs. 189 vta, de los auíoa 
respectivos) (] ue di^cmun» Jas razones por virtud de las 
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cuales el de igual dase de Mendoza no lia hecho lugar 
al pedido de inhibitoria que le formulara con respecto 
al juicio "Fuuoa Arturo y otros, en ejecución Soc. Te- 
rritorial La Plata v. Juan Parpaglioni, Domingo Mén- 
dez y otros, sobro regulación". 

Como, con esa salvedad, mantiene su competencia 
el Juez de la Capital al elevar los autos a pedido de 
V. E., toda vez que se refiere a un trámite esencial de 
las contiendas, creo que a objeto de no prescindir de él 
corresponde hacerle saber lo resuelto por el Juez ue 
Mendoza. 

Xo obstante ello, por si V. E. entiende que procede 
me expida sobre el fondo del asunto, debo manifestar 
que adhiero a la conclusión a que en defensa de su ju- 
risdicción llega el Juez de Mendoza (fs. 'JuO de los autos 
tramitados en dicha ciudad), toda vez que en estos autos 
se reclü nía el pago de honorarios como incidente de un 
juicio en que fueron devengados, y V. E. tiene doctrina 
reiterada al respecto en el sentido de que correspondo 
al juez de lo principal conocer en los incidentes que en 
tal litigio so susciten. 

No puede modificar dicha solución la circunstancia 
de tramitar ante el Juez de la Capital Federal el con- 
curso civil de uno de los deudores de tales honorarios, 
ya que éste no podría por esa razón sacar a sus co-de- 
mandudos de la jurisdicción que les correspondo, má- 
xime cuando, como en el caso de autos, la acción se si- 
gue contra una sucesión y otras personas, y el concur- 
sado representa en aquélla, entre varios, el derecho de 
un heredero solamente. 

El fuero de atracción del juicio universal de con- 
curro no ejerce en el caso actual influencia alguna para 
sustraer al juez do Mendoza el conocimiento de la cansa 
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sobre cobro de honorarios, motivo de la presente con- 
tienda. — Buenos Aires, marzo 30 de VJU. — Juan 
Alvar cz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de abril de 1ÍÍ44. 

Y vistos: La contienda de competencia, por inhibi- 
toria, entre el Juzgado de F Instancia en lo Civil — niím. 
4— de esta Capital y el Juez de 1' Instancia en lo Civil 
y Minas de Mendoza, para entender en el juicio por eje- 
cución de honorarios, seguido en esta última ciudad 
por los Sres. Funes, Coraminas Segura y otro contra la 
sucesión de Juan Parpaglioni; y 

Considerando : 

. }) Q ue m!tí > el Juzgado de Mendoza se siguió un 
juicio por acción real reivindicatoría de la Sociedad Te- 
rritorial La Plata contra Juan Parpaglioni; en dicho 
juicio devengaron honorarios los Sres. Funes, Corami- 
nas Segura y otros ; Jos aludidos iniciaron ejecución para 
el cobro de dichos honorarios contra la sucesión de Juan 
Parpaglioni, llegando a la venta de un campo "El Que- 
mado' de la sucesión en condominio indiviso con Mén- 
dez y Colomor; pero, antes de aprobarse el remate llegó 
el exhorto del Juez de Buenos Aires pidiendo la inhi- 
bición y remisión de autos por atracción del juicio de 
concurso civil de acreedores contra Juan Carlos Parpa- 
glioni; demanda a la que el juez requerido no hizo 
lugar —ís. 7, 12, 14, 53, 54 vía., 87, 181, lí>6, 207, 
21G, 244, 260 del juicio Funes, Corominas Segura contra 
la sucesión de Juan Parpaglioni en Mendoza; y fs. 147, 
148 y 1SÍ) del juicio Juan Carlos Parpaglioni — su con- 
curso— ante la justicia civil de Buenos Aires. 
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II) Que, como lo sostiene el Juez de Mendoza, la 
ejecución de Funes y Corominas Segura no es contra 
Juan Carlos Parpaglioni, sino contra la sucesión de 
Juan Parpaglioní ¡ que Juan Carlos, concursado y re- 
quirentc de la inhibición, no lia invocado su carácter de 
heredero de Juan Purpaglioni ; que el juicio de Funes 
, >tros es derivado y accesorio del juicio de reivindica- 
ción de la Territorial La Plata, como que so trata de 
cobro de honorarios allí devengados y debe seguir el 
fuero del principal —Corte Suprema, Fallos: 184, 219 j 
18Í), :í3S ; l'MM; que el fuero de atracción del concur- 
sado no tiene acción contra los demás sucesores de Juan 
Parpaglioní cuyo fuero es el de Mendoza al que, por lo 
demás, se conforman — fs. 248. 

En su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
por el Sr. Procurador General, se resuelve que es juez 
competente para seguir entendiendo en loa autos cues- 
tionados, el de 1* Instancia en lo Civil y Minas de Men- 
doza, a quien se remitirán los autos, haciéndose saber 
al Juez de 1* Instancia en lo Civil ele esta Capital en 
la forma de estilo. 

Antonio Saoarna — Luis Lina- 
it es — F. Hamos Mejía. 



DIRECCION DE VIALIDAD DE LA PROVINCIA DE 
CORDOBA v. MARIA SCASSO DE CAMPOMAR 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Com- 
petencia ot i/finaria de ta Corte Suprema. Camas en qaé es part0 
una provincia. Generalidades, 

La circunstancia do que una provincia pueda tener interéa 
en el juicio de expropiación promovido por una reparti- 
ción de la misma, no basta para que proceda la compe- 
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tcneia originaría de la Corte Suprema, mientras no se de- 
muestre que «rabas son susceptibles de snr identificadas por 
carecer la Segunda de autonomía suficiente para estar en 
juicio eomo aetora o demandada y de personalidad legal 
distinta a la del listado ('). ' 



COMPAÑIA DE SÉ0UROS "LA AGRICOLA" 
v. PROVINCIA >E MENDOZA 

ALEGATO. 

Es improcedente la testación de las referencias contenidas 
en el alefato respecto de documentos ciivo desglose y de- 
vo Ilición so ordena. í2s de abril .le 1ÍM4). 



LINEO CIGNOXI V OTRü* v. VICENTE TASCO 

JURlSDírriOX Y COMVETKSCIA: Competencia federal Com- 
petruem origimrít tte la Üófi* Suprema, A !f entes diplomáticos y 
consulares. Cómales ertratijeros. 

Compete a Ja Corte Suprema conocer originariamente en 
la demanda promovida contra tin cónsul extranjero por 
tripulantes ilo buques de ¿ti país detenidos en el puerto 
de la Capital a raíz de la (nu-rra. sobro cobro de .sueldos 
(|ue. mientras no fueran repatriados, debh pairarles con 
fondos que a ese ctVeío le entregaría el líanco Central 

DrCTAMKS DEL PROCURADOR G EN ERAL 

Suprema Corte: . 

Líi presente demanda tiendo a olitenor de D. Vi- 
cente Tasco, (Vmsul General de Italia, el pn.íío de eier- 

11 0, 1íj4 ; 1 1 * , 101, 
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tos jornales cuyo importe, se afirma, ha recibido para 
ser en tremado a los actores y retiene indebidamente. 

La naturaleza de la acción es ajena, como se ve, 
a Ja jurisdicción originaria de la Corte Suprema esta- 
blecida en el art, P, inc. 4 V , de la ley 48 para las causas 
en que "se versen los privilegios y exenciones de los 
Cónsules y vicecónsules extranjeros o en su carácter pú- 
blico". Doy por reproducidas a tal respecto, y en lo 
pertinente, las consideraciones que hice valer en mi dic- 
tamen del caso 178: 433. El inc. 3* del art. 1' citado, 
que invocan los solicitantes, se refiero a Embajadores 
u otros Ministros Diplomáticos, y no a los Cónsules. 

Soy de opinión, cu consecuencia, que V. E. debe 
declararse incompetente para conocer en la misma. — 
Buenos Aires, abril 2"i de 1944. — Juan Alvares. 



FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, i¿8 de abril de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada "Cignoni 
Lineo y otros contra Tasco Vicente, Cónsul General de 
Italia sobre cobro de pesos". 

Y considerando: 

Que la demanda de fs. 2, ha sido interpuesta por 
varias personas que se dicen tripulantes desembarca- 
dos de buques italianos» detenidos a raíz de la guerra 
en el puerto de la Capital, contra el Sr. Cónsul General 
de Italia Vicente Tasco. En ella se reclama el 20 % 
del sueldo de los actores, que se había convenido pagar- 
les mientras no pudieran ser repatriados y permane- 
cieran en esta Capital, con fondos que a ese fin provee 
el Banco Central al demandado. 
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Qiw la causa pone asi en cuestión ta responsabili- 
dad del 8r. Cónsul de Italia por razones no suscepti- 
bles de encuadrarse en el derecho común, y Bin duda 
han de versarse en o) ta los derechos, privilegios y obli- 
gaciones que en su carácter público le incumben — Fa 
Moa: 170, 126; 178, 433; 181, 24; 190, 353 entre otros. 

r. Procurador General, se 
decide: I) Dar curso a la presente demanda, a cuyo 
efecto, y previamente a todo tramito, se librará oficio 
al señor Ministro de Relaciones Exteriores para n,ue se 
Rirva informar al Tribunal si D. Vicente Tasco es Cón- 
sul General de Italia en la República Argentina j II) In- 
timar a los actores concreten la disposición por virtud 
de 1» cual actúan en papel simple. Hágase saber. 

Antonio Saoabna — Luis Lina- 
res — P. Ramos Mejía. 
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PROVINCIA DE TUCTTMAN v. CIA. LA ELECTRICA DEL 
NORTE Y CIA. HIDROELECTRICA DE TUCUMAN 

REMISION DE AUTOS. 

Es improcedente la remisión a la Corte Suprema de loa 
autos en que un tribunal provincial ha hecho lugar a la 
excepción de incompetencia por entender que la causa co- 
rresponde a la jurisdicción originaria de aquélla. 

Dictamen dfx Pbocubador General 
Suprema Corte : 

Acreditado, como lo está en autos, tratarse de causa 
entre vecinos de la Capital Federal y la Provincia de 
Tuco ni án, sobre expropiación, resultaría procedente la 
jurisdicción originaría de esta Corte, con arreglo a la 
reiterada jurisprudencia de V. E., a la que, en su hora, 
opuse respetuosamente reparos. Buenos Aires, abril 21 
de 1944. — Juan Alvares. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de mayo de 1944. 

Autos y Vistos : Considerando : 

Que iniciado por la Provincia de Tucumán juicio de 
ion de los bienes afectados al servicio de tran- 
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vías eléet ricos tic T ueumáu contra la Compañía Eléctrica 
deí Norte (hoy Tranvías Eléctricos de Tucurnún, S. A.) 
y la Compañía Hidroeléctrica do Tucumán, S. A. o con- 
tra los que resulten ser los verdaderos propietarios de 

la expropiación — fs. 15— los representantes de ambas 
compañías opusieron la excepción, de incompetencia de 
Injusticia ordinaria provincial y la procedencia del fue- 
ro federal en instancia originaria de la forte Suprema 
de Justicia de la Nación, por tener domicilio legal en la 
Capital Federal — art. 100 de la Constitución Nacional, 
y art V, iuc. l tf , de la lev 4S; fs. ,'!4 v 4:!—. Allanada la 
expropiante al fuero alegado por las expropiadas — 
fs. 47 — el juzgado proveyó de conformidad disponiendo 
la remisión de los autos a esta ( 'orte Suprema — fs. 4U— 
recibiéndose los mismos en 27 de marzo del año cu curso 
— fs. 55, 

Que, como lo ha declarado el Tribunal — C. S. Fa- 
ltos: 178, 113; lü'J, 375— el Juez que se declara incom- 
petente por ser la causa del conocimiento de la Corte 
Suprema Nacional, no puede remitir a ésta la causa. Las 
partes decidirán la actitud que crean procedente y con- 
forme a sus intereses, presentándose en el tiempo y for- 
ma pertinentes, o desistiendo si ello lo juzgaran de 
mayor conveniencia. 

Qüé las excepciones que a la norma preindieadn 
adoptó la Corte en los casos de \on fallos 1ÍHÍ, 13Í); y 
195, 456, se fundaron en la circunstancia de sobrevenir 
la causa de incompetencia por hacerse contencioso un 
juicio voluntario do mensura; o por la citación de evic- 
ción de una provincia en un juicio de larga data y trá- 
mite entre particulares. Ninguna de esas circunstan- 
cias puede invocarse en estos autos recién iniciados. 

En su mérito y oído el Sr. Procurador General 
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se resuelve devolver la causa al juzgado de su proce- 
dencia para que las partes procedan conforme a dere- 
cho. Ilúdase saber y repóngase el papel en el juzgado 
de origen. 

RoHEKTn RePETTO. — ANTONIO Sa- 
^ GAHNA. — LtJlS LlNAElES. — 

B. A, Nazau Anciiohena. — 

F. IÍAMOS MeJIA. 



JORGE % FRIAS v. CAJA DE JUBILACIONES CIVILES 

JUBILACION DE EMPLEADOS ,V ACION A LES: Jubilaciones. De. 
terminación del monto. 

El beneficio establecido por la ley 12. ó 7 9 es optativo y 
no alcanza a las magistrados judiciales jubi lados con an- 
terioridad a su sanción. 

CONSTITUCION NACIONAL: CoMtiturionalMutl e incatistitucto- 
Titi!i<hnl. Leijcs Nacionales. Administrativas. 

La ley 12.579 íto crea una situación desigual violatoria 
del art. Ifi de la Constitución Nacional en perjuicio del 
magistrado judicial jubilado antes de ¡ni sanción que pre- 
tende obtener el beneficia previsto en el nrt. 1* de aquélla 
sin aceptar la condición impuesta para ello por el art. 2* 
ile la m ¡mu a. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, njrosfo 1!) de 1942. 

Y vistos: para sentencia esta cansa seguida por Jorpc II. 
lü-ías eontra la Caja Nacional tic Jubilaciones y Pensiones Ci- 
viles no tire cubro de peso* y 

Resultando: 

n) Que esta demanda persigne, según lo expresa su es- 
crito inieial, se condene a la demandada a pagar al actor, de 
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Ib jubilación mensual do $ 1.91)5 que le rué concedida pop pl 
Poder Ejecutivo, lu cantidad de $ LUSO que le corresponde 
con i orine n la tey 12.070, «mi lugar lio >; 1 :¡(it] rpic se [,■ íjIjcuiíi 
do acuerdo a lu ley 11.923 y a reintegrarle, con intereses, la 
diferencia de $ 320 mensuales qnc ha dejado do paitarle desdi' 
la promulgación de la expnvada ley; todo nm lan costas del 
juicio. 

Explica el actor que en el año 1024 se retiró como vocal 
do la Kxeititt. Cám. en lo t'rim. y rorree, de la Capital, con la 
jubilación vitalicia ile $. 100."), acordatlit por la ley 4310. Con 
posterioridad se dictó la ley 11.023 eon efecto retroactivo, que 
limitó el monto de las jubilaciones, reduciendo la suya a A 1 .:u;t] 
mensuales. Dice que iin putrnó entonces dicha ley de inconsti- 
tucional, como viola toria de los arts. IR, 17 y 0(1 de In Cons- 
titución Nacional, en demanda que eutab'ó junto con numero* 
sos ex- inng intradós, en ni ra la Caja, pero la forte Suprema, en 
última instancia, desestimó sus pretensiones, Hallándose aun 
en tramito el juicio mencionado, se dictó la ley I2.;"i7í1. cpie mo- 
difica la núm. 11,923 "en el sentido de que* para determinar 
el monto de la jubilación de] cuerpo diplomático y el Poder 
Judicial, se aplicará la disposición del art, 17 de la ley 4340. 
antes de su modificación por la ley 11.023". pero prescribiendo 
que el máximo no podrá exceder del SO r ', del .sueldo devengado 
al momento de operarse el retiro, en limar del 0ó r / r que fija 
la ley 4310. 

Agrega que. como la nueva ley, al referirse a las matiís- 
trados dehe comprender también a los que lo han sido como 
el actor, junto con otras personas en la misma condición, se 
presentó a la Caja reclamando el paso del SO c / f que de! último 
sueldo devengado acuerda esa ley, pero que la Caja no hizo 
hipar a ese podido, obligándolo ¡i formular esta demanda ju- 
dicial. 

Funda sn derecho en la Constitución Xacional. cu las leyes 
citadas y en opiniones jurisprudenciales de la Corte Suprema, 
que comenta "in extenso'*, 

Impugna también la inconstitncionalidad del art. 2' de la 
ley 1*2.070 en cuanto prohibe a bus magistrados jubilados el 
ejercicio de la profesión tío abogado. 

b) tjue la demandada al contestar manifiesta en resumen 
quo de los antecedentes legislativas de la ley 12. "m 9 snnre ca- 
tegóricamente que n i el actor, ni los otros jueces en retiro (pie 
peticiona ron con él. se hallan comprendidos en las disposi ció- 
nos de aquélla; ,il contrario, de esos antecedentes se deduciría 
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preciso mente su exclusión. Desarrolla ese punto de vista; trae 
en su apoyo también jurisprudencia de 1 11 forte Suprema y 
hace mérito de las preocupaciones que I" crean a las autori- 
dades do la Caja, doma tul as romo la prese id e. que atenta» con- 
tra el régimen económico de la faja y renuevan el problema 
no ya de ia crisis sino de la ruina de la institución. Pide el 
rechazo de la acción : con costas. 

fonsidenmdo: (¿ue el caso *tib lite, instaurado ]>or un 
ex-magistrado inamovible de la justicia nacional, «pie l'uera 
jubilado cu el cargo y sueldo d<* cainarist'i en lo criminal, bajo 
el régimett de la ley 4:U?I, al que adhirió voluntariamente con- 
forme reza el art. 2» de esta ley. plantea la cuestión de saber 
si la ley modificatoria ni'nn. Vi..""!*, en en ¡i uto disminuye el 
tnpnto mensual reconocido ni tiempo de acogerse a la jubila- 
ción, i\< vioiatorin del derecho a su inteiHdnd hasta el fin de 
sus día», que los principios, ipie se examinarán, aseguran a los 
magistrados que voluntariamente abandonan sus funciones. 

(Jiu* si si- (v.t udia el régimen de la ley l'AW. di* él surge 
a simple vista, h existencia de un doble sistema en euanto a 
Ja afitiaeión y monto de retiro. Son "forzosamente"' afiliados 
ile )a faja, por propio imperio de la ley. todos los 1'nneinnar'os 
jerarquizada enumerados en los ines. I'". 2". T\ 4* y Tj" del 
art. 2*; son en cambio "volunt ariamente" Bffliaúm, los enun- 
ciados en el ine. ó", o sean, las magistrados judieiales que a 
ella se acojan. 

Este doble régimen implica por derivación de su natu- 
rales», das cuestiones fundamentales, que deben necesariamente 
distinguirse a fin de establecer el criterio institucional con que 
deben resolverse. 

De lo expuesto, se deduce que dentro del régimen de la 
ley, la situación de los afiliados comunes, es la oue en 
forma obligatoria los incluye en «os beneficios sin derecho al- 
guno a impugnar las dis posición es financieras y de forma, tiem- 
po y monto del retiro, se adopten en casos en que las circuns- 
tancias así lo bagan necesario. En todos estos casos, la forte 
Suprema así lo ha establecido, al decir que el derecho reco- 
nocido a los afiliados sobre ios aportes, a su devolución, al 
monto de la jubilación, sólo constituyen un derecho de pro- 
piedad reglamentada, que por efecto de modificaciones de or- 
den financiero o por razón de todas las contingencias que 
pueden justifica r reformas en lo fundamental, los afiliados 
forzosos carecen de derecho para impugnar, y deben confor- 
marse a lo que al respecto se establezca. 
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La Corte al decidirlo, lo lia hecho eon acierto, porque es 
la única fórmula aplicable para la ¡segura «ubsistciieir. de la 
institución. Si bien el fondo de la Caja pertenece al conjunto 
de loa afiliados, en cuanto es una parcela patrimonial tomada 
de sus haberes, no es menas cierto (pie esa propiedad se somete 
a la custodia y administración del Estado en forma regla- 
mentaria, a fin de que les propósitos de asistencia social que 
justifican la jubilación y in pensión, se cumplan ciertamente, 
en beneficio de sus dueños y afiliados. En tales condiciones, 
el derecho de propiedad privada sobre los fondos, se cumple 
dentro del amplio amparo que la Constitución depara a la 
propiedad, como es el sueldo del empleado, pero «iempre gn> 
jeto a las condicionas reglamentarias que c \ legislador esta- 
blezca. El caso es claro y no admite discusión al respecto. 

Que en cuanto a las circunstancias de hecho y de volun- 
tad que roí lean al sejrimdo caso señalado, o *tca, el de la afi- 
liación y pensión de retiro de las magistrados del Poder Ju- 
dicial de la Nación, la razón para su decisión difiere, no so- 
lamente en su forma sino en el fundamento institucional que 
justifica Ja diserecionalidad de dicha afiliación. 

En el caso suh lite conforme lo hemos señalado, no ee 
trata de un simple afiliado, niño del caso de un magistrado 
de la judicatura de la Nación, al (pie por la investidura so- 
berana, neeesaria a sus funciones y como miembro integrante de 
uno de los poderes del Estado, "la Constitución le confiere a 
«u ingreso, una permanencia vitalicia e inamovible, a la vez 
que para el logro de su independencia personal, la inmunidad 
(le su sueldo. 

Es dentro de esta* condiciones de privilegio constitucio- 
nal, que las leyes de retiro han concordado, a fin de qne el 
desempeño independiente de la augusta función de adminis- 
trar justicia se cumpla, aun en contra de la Nación misma. 
Es por ello que cahe reconocer a dicha investidura y al ejer- 
cicio de tan singular dignidad ciudadana, una esencial estruc- 
tura constitucional. 

Estas garantías están dadas contra los otros poderes, 
mientras dure la buena conducta y hasta el fin de los días. 
Es equivalente con estas garantías y esta independencia, la 
compensación que la propia Constitución consagra inviolable, 
con respecto a la vigencia intangible, tamlfién hasta el fin de 
su desempeño, de los emolumentos mensuales con que "1 Es- 
tado retribuye tan ardua labor. Facilitar que esta inmunidad 
patrimonial se prolongue a la vida privada en los casos del 
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retiro voluntario, es propender a que la vida digna llevada 
por un magistrado no se vea disminuida por los quebrantos 
de las leyes jubilatorius, desde que de otra suerte dejan de 
ser así estas leyes verdaderos instrumentos de amparo y 
seguía previsión ; tal inmunidad propendería también a qpufl 
este retiro, asegurado bajo el honor del Estado, con inalie- 
nable retribución, provoque la renovación y mayor actividad 
en la integración de los tribunales. 

Son estas eiren instancias por las que la legislación subs- 
tituye y garantiza el retiro voluntario con derecho a inmuta- 
ble retribueión, a cargo del Tesoro nacional o financiado por 
las contri luiciones jubila lorias. Xo existiría garantía y tam- 
poco podría mediar una espontánea y segura opción al re- 
tiro, si no existiera como base de esta posibilidad, la certeza 
del magistrado, de que el honor de la Nación, garantizaría 
hasta I fin de los días, la i n tangibilidad del sueldo, con qne 
en el retiro, se compensa el sueldo intangible de que volunta- 
riamente se aparta, como así también de la investidura de que 
es titular vitalicio, ya que de otra manera se preferiría sub- 
sistir en el cargo hasta el fin do sus días. Sin esta certeza y 
(seguridad inconmovible, el magistrado puede temer de que 
e» su opción al retiro, pueda ser cercenado su emolumento. 
En cambio, si la certeza en el respeto al honor comprometido 
por la Nación, es plena, en forma que la retribución de retiro 
no ha de ser cercana en tiempo alguno, la opción al retiro 
comporta una doble garantía, que interesa a los altos y per- 
manentes intereses de la justicia en cuanto su renovación se 
produce con nuevos integrantes y 'por lo que asegura también 
al orden social, en el sentido de que los que han servido en 
función tan honrosamente privilegiada, tendrán un derecho 
cierto o una retribueión firme y honorable. 

Cabe asegurar ante tales principios, con el indudable 
fundamento de las razones institucionales consignadas, que el 
sueldo de retiro de los magistrados judiciales de la Nación, 
que voluntariamente se acogen a una pensión de retiro, lleva 
implí"itn la intangibilidnd e integridad del monto originario 
fijado al tiempo de la renuncia al cargo. 

Que el mencionado principia de la intangibilidnd del 
emolumento de los j uceen, aun en la situación de retiro, no es 
una solución intelectual arbitrada por el suscripto, sino el 
mismo principio de amparo que la Nación tiene en vigencia 
en favor de los mismos magistrados de la Nación, desde el 
mío 1HG7 y que fuera ampliado en setiembre del año 1903. 
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Es el misino principio que hasta hoy consagran cu *"orma 
terminante y con elevado espíritu cié resguardo de loa ¿agra- 
dos y permanentes intereses de la justicia y del inalienable 
emolumento rctrihutivn de h« magistrados." las leyes K7Q y 
422b. 

Ambas leyes disponen (pie los ministros de la Corte Nnp. 
de Justicia Federal, e! Procurador General. Jos Vocales de 
las ('¡imai as de Á pélaciones en lo Federal, en lo Civil. Co- 
mercial y i'ñm ¡nal, |ns Fiscales de Cámara y los Jueces Fe- 
llórales, que teñirán 71) años y hayan prif-tado, lo menos, 10 
años de servicios en la magistratura, "podrán dimitir .su em- 
pleo con goce ,le sueldo íntegro hasta el fin desús días". 

La ley 4:í4!) tiene adoptado en forma optativa a su r<'- 
giinen, este mismo privilegio, ('tu* ello im ha hecho sino in- 
corporar el principio de las leven ,s70 y 422f>, con previsiones 
de mayor amparo social y mus secura provisión de recursos 
para la atención de dichos sueldos de retiro y bts pensiones 
do los sucesores. 

Tomo fáejlmeníi- aprecia, frente a ese mismo privi- 
legio, no habría razón ni lógica, ni de justicia social, si so 
pudiera sostener 'pie Ins magM ividos retirados ih> las leyes S70 
y 422f>. a los que la Nación obla sus emolumentos hasta el fin 
de sus días, eon fondas del Tesoro «ene ral (pie todo el pueblo 
contribuyente furnia, son los únicas que disfrutan del privi- 
legio de integridad de sueldo y no así los mismos magistrado?, 
cuando ve in-ogeii ■■ vuhuilariamrute" al régimen de la lev 

v.m. 

La falta de razón y una arbitraria ínter] (relación, serían 
las bases de tal principio. 

Si se aprecian las raimes de previsión social que justifi- 
earou el propósito del legislador de llevar a ks r¡ia ristra dos 
al régimen |ttbilatorio de la ley 4:i!1l, se comprenderá que el 
propósito evidente J'uó e] de amparar y mejorar aún más (pie 
aquéllas leyes, In ramilia de los magistrados. El principio de 
¡i lupa ni al emolumento y a ],i ¡ustil ación judicial, e.s el misino 
en las tres leyes que e.-n! -m plan <•! n-tiro. ya ipie mi habría 
razón de que eii el caso en «pie los magistrados aportan sus 
limpios euiohimenlos para ser pairados con ellos, relevando 
ih su oh litación de pago ni Tesoro de Ja Nación, .-orno ocurre 
en las leves N7H y 42*2*», fuesen sancionado* con posibles sor- 
presas ilc reajuste financiero que disminuyeran sus sueldos. 
El koIo planteo de esta posibilidad, atenta eon t ra una razo- 
nable y justiciera interpretación. 
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Las leyes de retiro privilegiado acordado por las leyes 
870 y 4:226, que tienen el exclusivo fin de amparar al magis- 
trado en sus tiempos de retiro, como un premio a su labor, no 
lian contemplado espíritu de previsión, hoy tan difundido 
en el Estado moderno, la protección de l;i familia de los ma- 
gistrados, qne a la muerte de su autor, de no tener «tras 
reservas de fortuna. f|iit j darían en la mayor de las indigen- 
cias, lo que por un elemental concepto de dignidad humana y 
de gratitud nacional, no puede ni siquiera por hipótesis sil- 
ponerse. 

(¿ne es oportuno recordar en esta litis, cjue en el primer 
caso planteado por leyes que afectaron «>] total del sueldo 
amparado ]H ii las leyes y 4226. «pie el suscripto resolvió 
salvaguardando tan sagrado privilegio, lut quedado decidido 
en forma definitiva, i-nsi en forma declaratoria del principio 
de exención del art. Sifí de la Constitución, que bajo concepto 
ni gt lijo, puede ese emolumento ser disminuido, pues sobre to- 
do, está la garantía moral de la Nación que lo ampara. 

Ku aquei i-jiso la Corte expresó sin mayores fundamentos 
de fondo, eonm las que en los Estados roídos suscitaron de- 
bates notables, que el art. ÜI de ht ley U.jW4. que ordenaba 
dociieuloy no regía para el actor, ya que el privilegio de exen- 
ción del art. V de la ley 4226. la establecía con carácter gene- 
ral para todos los funcionarios de las categorías que indica 
(Corte Kup.. Fallas, t lí>2, p. 30). 

Que como principal consecuencia beneficiosa para la Na- 
ción que resultaría de la unidad de criterio del beneficio de 
la exención a] emolumento acordado a los retirados de la ma- 
gistratura, sería relevar a la Xaeión de pagar dicha obliga dón 
con fondos provenientes de la contribución genera! del pue- 
blo contribuyente, beneficio que sería paralelo y concurrente, 
con el de excluir mediante el goee de! haher de pensión a la 
familia de los magistrados, las posibilidades de una injusta 
pobreza. 

Cria interpretación restrictiva acerca de que el principio 
de la inaltenahilidad del referido emolumento no es uniforme 
y cabe admitirlo dentro del régimen d<- la ley -I-I Jü, implicará 
desvirtuar el general principio do Jas leyes H7f) y 4226, apli- 
cable a todos los magistrados en ella designados,' violentando 
e! concepto ríe liomu- nacional que impera en la fe comprome- 
tida por la Xaeión. 

Los tribunales d>- justicia se hallan en el deber y tienen 
la facultad do examinar las leyes y las decretos del Poder 
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Ejecutivo en los casos concretos traídos a su decisión (Corte 
Suprema, Faltos, t. 115, p 189; t. 151, p. 32, eonsid. 5*)- 

Es debido a estas razones de orden constitucional, que 
cutas levos de previsión, cuando consagran sistemas npeiiiua- 
Jes, con el oiijeto do compensar con el mismo alcance de se- 
guridad, el privilegio de inmunidad en el nucido, amontado 
por el art. :'fi de la Constituí m, configuran con mi carácter 
da vínculo contractual irrevocable, la compensación del emo- 
lumento privilegiado a que se renuncia, pues de otro modn 
la opción carecería do tal configuración pura regir como una 
mera retribución variable al igual que la asonada al afiliado 
común. 

Para no desfigurar este concepto de inmunidad que com- 
porta c] poce d<>] Miclil.» de los ministrados, debe considerara 
también que tal inmunidad en el retiro, resulta igualmente 
protegida jn,r la Constitución como consecuencia de la rela- 
ción contractual derivada de la opción. 

Que aun cuando eí actor no lia invocado los precedentes 
fundn meatos lepa].*, órneos valederos en sustento de la tesis 
que defiende en su demanda, al magistrado incumbe, con 
prescinden c i a de los argu montos y criterio jurídico de las 

que según su ciencia y conciencia sea 

el un ico aplicable. 

Que al exponer y auspiciar la tesis enunciada y decla- 
rarla como única aplicable desde que todas la* leves' sientan 
eí principio de ta "opción", aun cuando difieran en cuanto 
a tiempo de servirlos, desde que nada tiene este detalle repta- 
mentado. Sólo tiene en consideración dichas leyes, que los 
jueces a que se refieren son los mismos, con el mismo régimen 
do amparo y fundados en la misma finalidad. 

No ignora el suscripto que nuestra Corle Suprema por 
aplicación de distintos argumentos, fundados todos en simples 
consideraciones Km les revocables, los sueldos de retiro de los 
magistrados jubilados están a merced de las contingencias 
financieras de la Caja y aun del arbitrio discrecional de los 
legisladores. 

Dijo la Corte, en el caso del ex camarista, confirmando 
la sentencia que el suscripto dictara, la Corte resolvió confir- 
mar lo resuelto en H instancia a mérito de argumentos que 
no tienen nada de común con lo sustentado en esta sentencia 
y que por no fundar aquéllos inconstitucionalidad alguna, 
desde que así se partía del supuesto de los magistrados co- 
munes. En lo argumentado por el suscripto, el fundamento 
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es esencialmente constitucional (Corte Sup., Fallos, t, 88, 
p. 540). 

Por todo lo expuesto preferentemente, fallo : declarar 
contrario a las garantías del principio de i o ni unidad consa- 
grado por el nrt. % de la Constitución y las leyes en amparo 
rio la integridad del emolumento con (pie el masr Letrado deja 
el cargo, y condenar a la Caja Nac. de Jobs, y Pens. Civiles, 
a liquidar .su emolumento mensual de acuerdo con lo dispues- 
to por la ley 22. 570, como así lamhiín la reintegración de 
los descuentos ipie ilícitamente se hayan efectuado y que 
ascienden a la suma mensual de $ 320; con intereses, desde la 
notificación de la demanda; sin costos. — Emilio L. González. 



Y vistOS: 

Considerando: En cuanto al recurso ríe- nulidad: Que la 
omisión 6 indebida aplicación de textos legales, como así también 
de las antecedentes invocados por las parles en que pudiera 
haber incurrido en su sentencia el fir. Juez a nuo t no autoriza 
|ior sí sola la procedencia del recurso de nulidad, desde qne 
cualquier error de fondo — en caso de existir — sería repara- 
ble en esta instancia por vía de apelación, Por ello, se lo des- 
estima. 

En cuanto el recurso tic opclació 1 actor, jubilado 

como vocal de la Cám. en lo Crim. y C m ce. de la Capital, el 
año 1024. con la asignación mensual <V $ 1.005, de acuerdo 
a las prescripciones de la ley 4340, prjmnvió demanda contra 
la misma ('aja de Juba, civiles, cuando t'stu, en virtud de las 
reformas introducidas por la ley 11.ÍI23. "limitó" su haber 
jubilatorio a la suma de S 1.360 mensuales, juieio en el que 
sostuvo Ja inconstitucional i dad de dicha ley, siendo en defi- 
nitiva rechazadas sus pretcnsiones por esta cámara y final- 
mente por la Corte Suprema, en razón de que se trataba de 
la aplicación de leyes de previsión social, que por sus fines, 
los propósitos que las inspiran, etc., reúnen todos los requi- 
sitos para clasificarlas como leyes de orden público (art. 5*, 
Cód. Civil). 

Con el presente juieio persigue, en presencia de las dis- 
posiciones de la ley 12.570. sea modificado su haber jubi lato- 
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rio en ta forma que ella determina, es decir, «e le aumente a 
la cantidad de ¡5 1.680. y se le reintegre con intereses, la di- 
ferencia di* $ :I20 que lia dejado de pagársele desde la promul- 
gación lie íh referida ley. 

Del texto de los arta. 1* y 2* de ia citada ley 12.579, co- 
rno así también de los antecedente* parlamentarios de la mis- 
nía. se infiere que elhi sólo contempla la situación ilel persa- 
naí del cuerpo diplomático y de los inagistradas judiciales en 
actividad o en fundones al tiempo de su sane ion, y no la de 
aquellos que, como el actor, tenían una jubilación ya acorda- 
da, y as encuentra comprendido en la autoridad de la cosa 
jugada en el orden administrativo, sin < jtic dispasición legal 
alguna, atttoriee la retroaetividad. tari. :¡", Cód. Civil). 

El mensaje y pj^yceío del Poder Ejecutivo no le dieron 
o*e efecto, líi-eii'ii en el II, Senado, al .ser discutida la ley, 
se le hizo al art. # el agregado expreso: "Los beneficias 
dé esta ley comprenderán a los magistrados y diplomáticos ya 
jubiladas, stito a partir de la promulgación de la misma" l\a 
Cáim de Diputados suprimió este agregado y vuelto el ,n- 
yeeto a la Cámara originaria. s»« sancionó definitivamente eou 
la exelnsión aKriida. 

Quieta deeir, entonces, que el Poder Ejeenlivo. autor del 
provéelo, y el II. Congreso, soberano en sus decisiones, dieron 
a la ley el alcanee que fluye de su sentido «rama tica!, de re- 
gir para lo hit uro. 

El privilegio de inmunidad en el sueldo, que ampara p| 
art. ÍÍÍ5 de In Constitución Nacional, no va más allá del límite 
que Ja propia cláusula constitucional le ha fijado, esto e¿. 
mientras los magistrados permanezcan en el desempeño del 
eargo, V es sin din la evidente que habiendo cesado el aet ot- 
en pI que desempeñaba para acogerse a la jnbilaHÓN. aquélla 
desapareció y c-n ella la cuestionada segitriilad i Corte Kup 
Fallos, t. 17í>. p. 106). 

Ante la eonelnstóil a que se arriba, carece dé objeto en- 
trar a considerar las diversas cuestiones que promueve el actor 
acerca de la validez e inconstitnrionalidad de la referida lev 
12.Ó7Í*. 

En mérito de 1»* expuesto, se revoca la se nf encía apelada 
de fs. 70. y en consecuencia, lSt . iveba/a la d.'aamtl¡i instaura- 
da; sin costas, atenta la naturaleza del asunto. Repóngase las 
fojas en l* instancia. — Carlos tlrl Campillo. — Ricarda Vi- 
llar Putar io. - Kdtumi» Sarmienta — t'artm Hirrtra. 
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Suprema Corto: 

El recurso extraordinario procede por haberse 
puesto en tela do juicio la interpretación y validez 
constitucional de la ley 12.57Í), y ser la sentencia defi- 
nitiva contraria al derecho invocado. 

En cuanto al fondo del asunto y por lo que res- 
pecte a la interpretación de dicha ley, he aquí el caso. 
El Dr. Jorge íí. Frías tur jubilado en 1U24, como Vo- 
cal de la Cámara en lo Criminal y Correccional de esta 
ciudad, y con arreglo a la legislación vigente entonces 
se fijó su jubilación en § \MiK> mensuales. Posteriormen- 
te, la ley ll.irj;! rebajó a $ L.'ÍÍÍO dicha suma - y habiendo 
acudido Frías a la justicia a fin de que ésta hiciera 
respetar lo que él conceptuaba un derecho irrevocable- 
mente adquirido, sus pretensiones fueron desestimadas 
por fallo de V. E. que lleva fecha del 23 de diciembre de 
1940 < 188:05)). 

Mientras tal litigio seguía su Irámite, el Congreso 
dictó la ley 12.07Í», que en su art. P establece: 

"Modifícase el art. 1" de la ley ll.í)23, en el sentido 
de que para determinar el monto de la jubilación del 
personal del cuerpo diplomático y el Poder Judicial, se 
aplicará la «1 i s posición del art. 17 de la ley 434Í), antes 
do su modificación por la ley 11.923. El máximo del he- 
nefieio no podrá exceder del 80 % del sueldo devengado 
al momento de operarse el retiro". 

Como la 4349 (corregida por ley 6007) fué la apli- 
cada para jubilar a Frías en 11)24, sostiene éste que ha 
desaparecido la rebaja impuesta en la 11.923, y, pol- 
lo tanto, tiene derecho a que se le pague basta un SO % 
del sueldo básico con que se le jubiló, o sean $ 1.680 
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mensuales. En otros términos, pono en tela de juicio, 
si las disposiciones de la ley 12.579 se aplican a las ju- 
bilaciones otorgadas antes. 

Prima facic, parecería justo que a? lo hubiera he- 
cho la nueva ley; pues si toda jubilación queda sujeta 
a las mermas que impongan las circunstancias al teso- 
ro público, no se advierte por qué disminuidas o des- 
aparecidas las causas que motivaron la rebaja, debe 
ésta subsistir íntegramente. Xo se trata, aquí, de 
aumentar la jubilación originaria, acordada en 19:24, 
sino simplemente de hacer menos pesada la rebaja que 
se le impuso por razones circunstanciales en el año 1934. 

Sin embargo, un examen detenido de los debates 
que precedieron a la sanción de la nueva ley, lleva al 
espíritu la convicción de (pie los legisladores entendían 
inequívocamente aplicar el nuevo sistema tan sólo a 
quienes se jubilasen en lo sucesivo. A esc respecto, com- 
parto el criterio sustentado por la Cámara Federal en 
su fallo de fs. 10-. pues concuerda con las palabras ver- 
tida 4 * en la sesión del 18 de enero de 1939 (diputados 
Grisíilía, Gui raides, Fassi y Anastasi, págs. G1T, frll 
y G25, t, 111, año y con la ulterior sanción del 

Senado (enero 20 de 1939). 

No creo pueda reputarse inconstitucional a la ley 
12.579 por el hecho de que establezca beneficios o con- 
diciones distintas ora se trate de quienes se jubilaron 
antes, o de quienes se jubilen eji lo sucesivo. La tesis 
contraria, llevaría a la extraña conclusión de que si la 
ley nueva exige, por ejemplo, más anos de servicios que 
la anterior, ipso fm-to quedarían anuladas todas las ju- 
bilaciones existentes, que se acordaron con menos años. 

Bl recurrente tacha también de inconstitucional a 
la ley 12.579 en cuanto impide el ejercicio de la profe- 
sión de ahogado a los funcionarios judiciales que se 
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jubilen bajo su régimen; puro es claro que si dicha ley 
no lo es aplicable, ningún agravio puede recibir por tal 
concepto. 

Me inclino, pues, a pensar, que debe confirmarse 
por sus fundamentos la sentencia apelada, en cuanto 
pudo ser materia do recurso, Buenos Aires, marzo 2 de 
1943. — Juan Alvar cz. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de mayo de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario interpuesto por 
el Dr. Jorge H. Frías contra la sentencia de la Cámara 
Federal de la Capital que desestima su demanda de acó- 
gimiciito a la ley 12.570; y 

Considerando : 

Que notoriamente la ley 12.579 excluye de sus be- 
neficios a las pe» sonas de la magistratura jubiladas ya 
a la época de su sanción; el fallo en recurso y los me- 
moriales de la demandada lo demuestran acabadamente 
y se dan aquí por reproducidos sus fundamentos en lo 
pertinente. 

Que la hiconstitueionalidad alegada por eí recurren- 
te en base al principio de igualdad preceptuado por el 
art. 16 de la Carta Fundamental y que se sostiene ha- 
berse transgredido al discriminar entre jubilados ante- 
riores y posteriores a dicha ley 12.579, resulta ineficaz 
si se tiene en cuenta que el Dr. Frías sostiene asimis- 
mo la ineonstitucionalidad del art. 2* — fs. 7 t 48, 96 — 
en cuanto prohibe a los acogidos ai nuevo estatuto el 
ejercicio de la profesión de abogado, puesto que esa 
es una condición impuesta rjara optar a los nuevos be- 
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nollcios «mcedidoaj no es muí imposición y quien de- 
seo seguir ejerciendo el ministerio del patrocinio le- 
trado, conserva íntegros los derechos de la anterior ley 
11.¡>2.'1 cuya consütueionalidad fué decidida por esta 
Corte en tos casos registrados en el t. 179, págs. ."304 
y 408. 

Que no existe óbice o impedimento institucional en 
ofrecer a un jubilado, a su elección, una mejora en sn 
haber de retiro y pensión consiguiente para sus deu- 
dos, condicionada por la abstención en el ejercicio 
aclivo de la abogacía — o de otra profesión — o, en 
caso omiso o negativo, percibir el por ciento general 
jubila torio conservando la plenitud de sus facultades 
profesionales. No hay desigualdad porque no son las 
mismas las condiciones para unos y para otros, ni hay 
restricción tomada por motivos personales o en odio 
o favor a determinada clase (Fallos: 182, 355; 184, .W 
y f>92) ; el recurrente no se limita a reclamar equipa- 
ración de haberes con los jubilados posteriormente a 
la ley 12.579, sino que pretende substraerse a la con- 
dición de esa misma ley, que no consta que haya sido 
observada por sus beneficiarios, con lo que, en último 
término, es en este asunto que se plantea un caso de des^ 
igualdad demandando para sí el mayor haber — equi- 
paración — y el libre ejercicio profesional, privilegie) 
diferencial. Xo basta (pie él no reclame para sí solo 
ese doble beneficio, pues la desigualdad nacería de qui- 
los jubilados con posterioridad a la ley 1 2.T»79 deben 
renunciar forzosamente — para gozar del mayor ha- 
ber — al ejercicio profesional, desde que antes de ha- 
cerlo sólo tienen un derecho en expectativa, sometido 
a condición implícita, mientras que los ya jubilados 
no tendrían ninguna opción que hacer, según el re- 
currente. 
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Que el carácter optativo de la nueva ley a que se 
hace referencia preceden teniente surge claro e inter- 
di versa ble de la discusión parlamenta ría en ambas 
Cámaras del Congreso; y así, en el Senado, contes- 
tando a una pregunta del Sr. Sánchez Sorondu sobre 
si la prohibición de ejercer la profesión de abogado 
alcanzaba solamente a los que se jubilasen en el futu- 
ro o también a los ya jubilados, los senadores Palacios 
y Sagnier conlesíaron que a ambas clases, agregando 
éste último —autor del agregado al art. 2 9 sobre pro- 
hibición: "Desde luego puesto que les alcanzan tam- 
bién los beneficios que acallamos de votar; y si no, 
que renuncien esos beneficios" — D, de S. S., año 1Í138, 
t. III ,pág. 5D. 

En la Cámara de Diputados, en la sesión de 18 de 
enero de líKíí» el Dr, Anastasi se expresó en los si- 
guientes términos: 

"La comisión no aceptó el artículo 4* del Senado, 
en su última parte, donde dice que los beneficios de 
esta ley comprende a los magistrados y diplomáticos 
ya jubilados, Entonces, la prohibición del ejercicio de 
la profesión se refiere única mente a los magistrados 
que se "acojan a los beneficios de la ley", y ante una 
contestación afirmativa del diputado Iriondo, continuó 
el Dr. Anastasi: 

"Siendo así, lu sanción no es tan perniciosa por- 
que, sin duda alguna, la mayor parte de tos magistra- 
dos no se van a acoger a los beneficios de la ley" — 
IX de S. S., Í VII, año 1ÍÍ38, pág. 625. 

Como lógica interpretación y cumplimiento, la 
Caja exige y los jubilados manifiestan su opción en 
cada caso. 

En su mérito y concordantes del fallo recurrido, 
se lo confirma en todas sus partes, Hágase saber y de- 
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vuélvase, debiendo reponerse el papel en el juzgado 
de origen. 

Roberto Kepetto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
B. A, Nazar Anchohena. 



PETRONILA E. HERRERA DE TEDLV [JRIBURU v. 
PROVINCIA DE CORDOBA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Com- 
petencia originaria de la Corte Suprema. Camas en que es parte una 
provincia. Catatas que versan sobre cuestiones federales. 

La Corte Suprema carece de competencia para conocer 
originar ¡amenté en una demanda contra una provincia 
pnr repetición de un impuesto fundada, por una parte, 
en que éste lia «ido fijado mediante procedimientos admi- 
nistrativos contrarias a las disposiciones de la respectiva 
ley provincial y. por la otra, en que dicho gravamen es 
confiscatorio y, por lo tanto, violatorio del art. 17 de la 
Constitución Nacional (»). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia federal. Compe- 
tencia oriffinuria de la Corte Suprema. Causas en que H parte ana 
provincia. C a unas que versan sobre cuestiones federales. 

La manifestación formulada por la parte actora después 
del llamamiento de autos para definitiva consentido en 
una causa tramitada originariamente ante la Corte Su- 
prema, en el sentido de que desiste de las cuestiones de 
orden lofal en que fundó la demanda y mantiene tan 
sólo la de orden federal, no basta para modificar los 
términos en que fué trabada la litis, ni obsta a la decla- 
ración de la incompetencia originaria de la Corte Su- 
prema. 



(i) 5 .!« maro tío 19 H. Fallos: 102, 4.1fi; 154, 250; 170, 315; 190, 
253; 18?, 49-1; IDO 499. 
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PISCO NACIONAL % BANCO DE LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 



RECURSO DE QUEJA. 

Corresponde notificar por nota la providencia denega- 
toria del recurso extraordinario de apelación interpuesto 
para ante la Corte Suprema (8 de mayo de 1944). 



PROVINCIA DE TUCUMAN v, S. A. Cía. HIDRO- 
ELECTRICA DE TUCUMAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Juicios de 
apremio y ejecutivos. 

Procede el recurso extraordinario fundado en disposicio- 
nes do la ley 11.110 y de la Constitución Nacional contra 
Ja sentencia que, al ordenar ta prosecución del apremio 
promovido por el fisco provincial por valor de § 170.000 
moneda nacional, ocasiona un gravamen irreparable a la 
recurrente contra la cual sigue, además, el mismo fisco, 
otras ejecuciones similares por cantidades aun mayores 
provenientes de acumulaciones de multas que unitaria- 
mente sólo alcanzan a S 100 m/n. (*). 



LA VICTORIA, SOC. COSI. E IND. RESP. LTDA. v. 
DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A 
LOS REDITOS 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

La ley 12,143, de impuesto a las ventas, no califica téc- 
nicamente a los productos que grava o exime de imposi- 
ción fiscal, aunque los enumera y se refiere a las res- 
pectivas leyes técnicas u orgánicas. 



(1) 8 do mayo do 1944. Fallos: 188, £86; 191, 43- 194, 284; 196, 
254 y 602. 
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IMPUESTO A LAS VEA' TAS. 

Los vinos gemimos que menciona la ley 12.J43, son los 
que las leyes 43011 y 12.372 consideran tules, con pres- 
ofadeacia de lo que ni rcwpeeto disponga la reglamenta^ 
Clon de las leyes de impuestos internos, en la cual se 
tt|ioyti el recurrente para sostener que la sidra debe ser 
considerada un vino premuno exento del impuesto a las 
ventas, 

Sentencia oel Juez Feúeral 

Buenos Aires agosto u de 194:t. 

Vistos y considerando: 

Que la presente demanda se funda en que se ha aplicado 
una sanción penal por no haberse alionado el impuesto de 
la ley 12.143 sohre las venta» de sidra, siendo así que dicho 
producto se encuentra exento de ese gravamen por disposición 
del art. íT. ine. a) de la citada ley. 

Que sostiene (pie eso texto legal al preceptuar que que- 
dan eximidos del impuesto los vi' os genuino», comprende a 
Ja sidra, pues el art. L>3 de la Reglamentación General del 
Impuesto a las Venias, dice que los vinos genuino* a que se 
refiere Ja exención, son los considerados ta lew por la ley y 
reglamentación de impuestos internos y eJ art. fil del tít. Vf[ 
de la Regla mentación <J enera 1 de Impuestos Internos consi- 
dera a la sidra como "vino de fritas"; añade que la resolu- 
ción ministerial de lf) de febrero de HUI que declaró que 
las sidras no están exentas del impuesto a las ventas, en que 
se apoya la resolución recurrida carece de eficacia legal, por- 
que una disposición de esa naturaleza no puede enervar un 
decreto, carácter que tiene la Reglamentación General de Im- 
puestos Internos y que, además, fué publicada con posterio- 
ridad a la resol ución en recurso. 

Que el art, 9» de la ley 12.143 de impuestos a las ventas 
no eatiriea técnicamente a los productos que exime de ímpo' 
«Ción riscal, limitándose a enumerarlos de manera que para 
establecer si determinado producto está o no incluido en di- 
cha enumeración, debe reeurrirse a las lev~s técnicas u orgá- 
nicas que definen ese producto, como lo hizo la Corte Supre- 
ma en el raso registrado en el t. 188, póg. ñfi. 

Que de acuerdo con la ley de vinos la sidra no es un vino 
genuino por no ser producto obtenido por la fermentación 
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la ley 12372-, pues es sabido que se lofrra por la fermenta- 
ción do la manzana y debe estarse a la definición de estas 
oyes tecmcaj u orgánicas para su clasificación, conforme a 
Ja doctrina de la Corte Suprema y no a lo que disponga la 
r^Iamentaeion do lo« impuestos internos, máximo cuando esa 
j.- a.^f.eaeum co.nc.de eon el art. 2.1 de la Koplu mentación de 
la ley 12.143, de cuya aplicación se trata. 

Que no estando entonces comprendida la sidra en la e^en- 
domanda ini,M,tóto a 1a * vcutm corresponde desestimar esta 

Por ello resuelvo rechazar con costas la demanda Ínter- 
pnesía por lu Victoria .Soo. Vom. c Ind. Rc*p, Ltda. m.ien 
en consecupnc.a doliera abonar la multa do cuatrocientos pe- 
sos a que fue condenada. — Ilomch Far. 



FALLO DE LA CORTE SLPKEMA 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1944. 

Y vistos: Los seguidos por La Victoria Soc. Com. 
e Ind. contra el Fisco Nacional (Dirección General del 
Impuesto a los Réditos), venidos del ,) libado Pede- 
ral de ia Capital por recurso extraordinario concedido 
a la parte actora a fs. 70. 

Considerando: 

Que la sentencia apelada es arreglada a derecho 
y se ajusta a la doctrina de esta Corte til re. Viñedos y 
Bodegas Arizn v. Nación (Fallos: 188, 56). 

En su mérito se la confirma en euanto lia podido 
ser materia del recurso. Notifíquese y devuélvanse, re- 
poniéndose oí papel en el juzgado de origen. 

ROBKHTO Rf.PKTTO. — A X TON' 10 Sa- 

OAnxA. — Luis Linares. — 

B. A. NAZAIÍ AXCHOIIENA. — 

F. Ramos Mejía. 
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JESUS A. LUCERO v. NACION ARGENTINA 

PEXStOXES MILITARES: Expedicionaria ai deserto. 

Las leyes 10.315 y 11.293 K j hiou mejoran el beneficio de 
Jos pensionistas a que se refieren, no modifican la escala 
o proporción establecida por la ley eon arreplo n Jn cual 
les fué acordada la pensión que. en el caso do antas es 
la n f 162, art, 21, ¡nc, 1'. 



S UNTEN- CIA DEL ,JVE7. FEDERAL 



Buenos Aires, julio 30 de 1943. 

Y vistos: Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por doña .losús Alejandrina Lucero contra la Nación sobre 
aumento de pensión y cobro de pesos; y 

Resultando: 

Que la netora manifiesta que es bija del estinto Sargento 
Mayor de fíuardias Nacionales Expedicionarios al Desierto 
don Cosme Lucero. 

En virtud de lo estatuido en la ley 11.203 que acuerda 
pensión a 1<« hijos de dichos militares con arreglo al presu- 
puesto vidente en la fecha da su sanción (año 1923). inició 
reclamación para que se le acordaran las beneficios aludidas 

Por decreto del P. E. de fecha 23 de junio de 1937 se 
le reconoció el derecho de pozar de pensión como hija del 
citado es pedición n rio til Desierto, pero fijó como monto de 
la pensión la suma de doscientos pesos moneda nacional equi- 
valentes a la cuarta parte sueldo que hubiera correspon- 
dido en el presupuesto del año 1Í123 y tomando como base el 
numero de irnos de servicios prestados por el causante de 
acuerdo at art, 21. inc. 1* de la ley 162. 

No conforme eon el monto de la pensión que fie le acordó, 
solicitó la modificación del decreto de focha 23 de junio de 
1937 a fin de que se le aumentara la pensión de $ 200 men- 
suales al máximo que establece la ley pnra esos casos, o sea 
$ 400, que es la mitad del aneldo que correspondería a su 
pad re. 

Pero el P. E. por decreto del 16 de enero de 1942, le de- 
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negó el pedido en razón do que considera que es de aplicación 
la ley 162 en su art. 21, inc. l p . 

Sin embargo en la ley 9675 (art. 30, inc. a), se estableció 
que los expedicionarios al desierto revistarían en efectividad 
con el sueldo íntegro de su grado, es decir como si sus servi- 
cios luí hieran alcanzado at máximo del tiempo exigido por las 
leyes 162 y 4707. 

En consecuencia, por dicha ley 0675 se han equiparado 
al máximo Ies servicios militares de los expedicionarios al 
desierto y tal situación de privilegio o ficción privilegiada no 
puede ser negada como de beneficio para las viudas e hijas 
do los mismos que tengan derecho a pensión como en su capo. 

Con respecto a esto último, se refiere a las opiniones 
vertidas dura: te la discusión de la ley y agrega, que confir- 
ma el propósito de las legisladores en favorecer a los descen- 
dientes de dichos militares la sanción de la ley 10.315, que 
estableció que las pensiones que correspondan a las hijas y 
viudas de esos mililares cuyos causantes hubieran fallecido con 
anterioridad a 1916. se liquidarían de acuerdo al presupuesto 
vigente o sea de 1917, no debiendo exceder de la mitad del 
sueldo del causante, o sea de la liquidación establecida en el 
inc. 4', del art. 12, cap. II, tít. IV, de la ley 4707. 

Esa última aclaración o limitación resulta explicada en 
razón de que en la misma ley 4707 se acuerdan pensiones para 
casos especiales que alcanzan basta las dos terceras partes de 
la pensión que hubiera reeshido el causante, situación que 
en ta ley 10.315 no se admitió. 

Siguiendo nuestro Conpreso en el mismo afán de pro- 
teger con más amplitud a las esposas viudas o hijas de dichos 
militares, en el oño 1923 sancionó la ley 11.293, por la ei.,J 
estableció que las que correspondan a las mismas y cuyos 
causantes hubieran fallecido con anterioridad a la sanción 
de la ley Í1675 (niío 19151 deben liquidarse de acuerdo al 
presupuesto de ese año 1923, y más tarde, en el año 1939 
sancionó la ley 12.5A5 que incluía en los beneficios de la ley 
11.293 a los pensionista* cuyos causantes hubieran fallecido 
entre el 5 de octubre do 1915, fecha de la sanción de la ley 
9675 y el 1* de julio de 1920. 

Resulta evidente que h ahondóse establecido la ficción 
de hacer revistar "n efectividad a las expedicionarios al de- 
sierto, con una pensión de retiro igual al sueldo de su grado 
cualquiera hubiera sido el número de años de servicios pres- 
1ados, equiparando sus servicios militares al máximo de tiem- 
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po establecido en el art. 15, inc, 2", de la ley 162 y en el 
art. 1.1, cap. IV, tít. 111 de Ja ley 4707, sus viudas e hijas tie- 
nen derecho a exigir que el monto de la rasión qUe se i es 
acuerde sea tomado en cuenta lo concedido a sus antecesores. 

En consecuencia demanda a la Nación a fin de que se 
aumente «u pensión a $ 400 que es la que le corresponde de 
conformidad a lo x puesto, y se le abonen las diferencias que 
en tal cor septo se le adeudan con anterioridad a lo» cinco 
«ños de iniciada su demanda con intereses y todo con costas. 

Que el representante de la Nación Dr. Víctor ,1. Faulucci 
Cornejo después de negar todos los hechos expuestos en la 
demanda, opone, al contestarla, en primer término la pres- 
cripción decenal, ¡mes según lo estableció el decreto de fecha 
23 de junio de 1937, la actora obtuvo la pensión como suce- 
sora de su señora madre, por traspuso del beneficio acordado 
a esta. 

En esa virtud, la prescripción, en cnanto a pedir modifi- 
cación de dicha pensión, debe contarse desde el 10 de febrero 
de 192ó, fecha en que se concedió la pensión de $ 200 a la 
señora madre de la adora. 

Desde entonces hasta el 30 de abril de 1942. en que se 
inició la demanda, se ha cumplido con exceso ei término ores- 
enpto. 

También opone la prescripción quinquenal rpte establece 
el art. 4Ü27. me. 3", del Cód. Ciw, en cuanto a todas las dife- 
reneias de pensión supuestamente devengadas hasta el 29 de 
abril de 1937. 

Entrando al íondo del asunto dice que la propia actora 
reconoce que su pensión está regida por la lev 162, aunque 
lucero pretende salirse de ella por razones inaceptables. 

Tal ley establece que la pensión causada por fallecimiento 
do militares que tuvieran de diez a veinte años de servicios, 
será igual a la cuarta parte de 8U sueldo. En consec encia^ 
desde que el Sargento don Cosme Lucero sólo tenía diez años 
y diez días de servicios fexp. adm. fe, 14, 17 y 18), claro está 
que la pensión que corresponde a la demandante es igual a 
la cuarta parte del sueldo de aquel, que era de $ rtl)0. o sea, 
igual a ¡| 200, por mes, que es precisamente la que le ha sido 
concedida. 

El resto de las disquisiciones de la demanda, no tiene 
ningún fundamento, desde que se ampara en afirmaciones 
falsas acerca de la ley 9675. 
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Se extiende al respecto en alguna» consideraciones y en 
razón de todo ello, pide el rechazo de ta acción, con costas. 

Y considerando: 

Quo habiéndose opuesto la prescripción extintiva de la 
acción, correspondo que esta defensa sea tratada en primer tér- 
mino, pues según sea lo que sobre ella se resuelva, habrá 
motivo u no para pronunciarse sobre lo demás. 

Que ni bien es cierto, como lo manifiesta la actora en su 
alefato de fs. 31, que el decreto del P, E. de fecha 23 de 
junio de 1937 — fojas 12S del expediente administrativo 
agregado— , le aeordó la pensión de que ¡*e trata como tras- 
paso de la que disfrutaba su señora madre, no lo es menos 
que el derecho al poce de la misma, nació para la actora al 
fallecimiento de aquélla, n título propio y por imperio de la 
ley. Por consiguiente la prescripción opuesta no se ha produ- 
cido, ni tampoco, en consecuencia la del art 4027 y así se 
declara. 

Que entrando al fondo del asunto se observa que en 
autos no se discute el derecho de la actora para gozar de los 
beneficios de pensión en su carácter de hija del Sargento 
Mayor tío Guardias Nacionales Expedieionnrio al Desierto, 
don Cosme Lucero, fallecido en el año 1902 cuando estaba en 
situación de retiro, pues el P. E. por decreto del 23 de junio 
de 1937, como consta en el expediente administrativo agre- 
gado por cuerda floja, así Jo ha reconocido. 

Sólo se discute si a la rnisnm le corresponde una pensión 
equivalente a la mitad del sueldo del causante como esta lo 
pretende, o sólo una cuarta parte como lo entiende el Poder 
Ejecutivo, 

Que la ley 9675 al disponer que los expedicionarias al 
desierto revistaran en efectividad con el sueldo íntegro de 
su grado; y las leyes 1G.315 y 11.293. que los sueldos de los 
mismos se liquidarían de conformidad a las fijados por las le- 
yes de Presupuesto do 1917 y 19L1, respectivamente, han tenido 
el propósito de mejorar la suerte de los titulares y si acuso, tam- 
bién, la de sus derecho-habientes. Por lo menos la ley 12.585 así 
lo establece expresamente al incluir en los beneficios de la 
ley 11.29:1 a las pensionistas cuyos cansantes hubieran falle- 
cido entre el 5 de octubre de 1915 y el 1* de julio de 1920. 

Pero lo quo ninguna de dichas leyes ha dicho, es que el 
quantum do la pensión que correspondía a las bene fie ¡arias 
habría de modificar la escala establecida en la ley en virtud 
de la cual fueron pensionadas. 



BW0 FALLOS DE LA CORTE SUI'REMA 

Por consiguiente, en el caso do la actora, —y aquí cabe 
aplicar Ja jurisprudencia de la Corte Suprema que dice que 
en materia de beneficios debe obrarse con criterio restrictivo — , 
es evidente que, «i la pensión le fué acordada de conformidad' 
al art. 21, ine, F, de la ley 162 y éste disponía que ella Be 
liquidaría en una cuarta parte del sueldo, no liay duda que el 
P. É. ha estado en lo cierto al fijarla en la suma de $ 200 
que es precisa mente la cuarta parte de $ 800 a que llegó el 
sueldo del cansante con las distintas bonificaciones de las le- 
yes de que se ha heeho mérito, teniendo en cuenta que el 
eausanto Sargento Mayor don Cosme Lucero sólo prestó diez 
años y diez días de servicios. 

Por lo expuesto, fallo: rechazando la demanda que doíía 
Jesús Alejandrina Lucero deduce eontra la Nación por aumen- 
to de pensión y cobro de pesca Sin costas. — Alfonso K. 
Poccard. 

SkXTEVUA OE LA CÁMARA FEDERAL 

Buenos Aires, 24 de noviembre de 1943. 

Y Vistos: P nr los fundamentos del dictamen de fs. 208 
a 210 del expediente administrativo agregado y por Jos de la 
sentencia recurrida, se la confirmo. Costil por su orden. — 
R. Villar Palacio. — C del Campillo. — Carlos Herrera, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 do muyo de 1944. 

Y vistos: los autos *' Lucero Jesús Alejandrina v. 
la Nación sobro aumento de pensión mi litar", venidos 
de la Cámara Federal de la Capital por vía de los re- 
cursos ordinarios concedidos a fojas 57 vta., y 

Considerando: que como lo establecen las senten- 
cias de 1' y 2* instancia, las leyes 9675, 10.315, 11.2D3 
y 12.585 invocadas por la actora no han modificado el 
monto proporcional de las pensiones establecidas por 
el art. 21, ine. 1«, de la ley 1G2. 
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Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 56. 
Pagúense asimismo por su orden las costas do esta 
instancia en atención a la naturaleza de las cuestiones 
planteadas. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal de proce- 
dencia, donde se repondrá el papel. 

Roberto Rrpetto. — Antonio Sa- 
garna. — Luis Lis ares. — 
B. A, Nazar Anciiorena. — 
P. Ramos Mejía. 



FILIPPINI UNOS. v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS IXTVfíXOS: Régimen represivo. Poseedores. 

El art. 30 do la ley 3764 no impide la absolución del 
poseedor de efectos en infracción, citando tute demostra- 
re su desconocimiento e inocencia respecto de la maniobra 
tendiente a defraudar el impuesto interno, o las constan- 
cias de autos autorizaren a considerarlo ajeno a la mis- 
ma (*). 



RODOLFO LLANOS v. IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS IX TERSOS: Alhaja». 

I Ta liándose gravado por el art. 145 del texto ordenado 
de las leyes de impuestos internos el tráfieo de Jas joyas 
y objetos que menciona, en las términos del art. 8*. ines. 
1* y 2° del C. de Comercio, y siendo irrevisibles por me- 
dio del recurso extraordinario las conclusiones del tri- 
bunal di la causa respecto de la naturaleza jurídica de 
las negociaciones de pólizas do empeño del Banco Jluni- 



(i) 10 do mayo do JÍM4. Fallo»: 197, 147 y 2G9. 



VMAjys DE La corte suprema 



eipal do Préstamos, procede confirmar la sente^ia que 
declara comprendida en el citado precepto impositivo 
la compraventa de póliza» de empeño, por entender que 
dicha operación equivale a la venta de la alhaja repre- 
sentada por ese documento. 



Sentencia dku Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 21 de 1Ü43. 

Vistos y considerando: 

Que en untos se aplica al sumariado una multa, por en- 
tender la Administración de Impuestos internos que debió 
tributar el impuesto correspondiente, sobre diversas boletas 
do empeño que vendió, ya que con esa operación en realidad 
se enajeno alhajas. 

Que ese criterio no puede aceptarse pues es totalmente 
arbitrario; en efecto, el apelante se dedica a la compraventa 
de pólizas (ver fs. 24). es decir que adquiere de los interesa- 
das, las boletas donde consta el préstamo otorgado por el 
Banco Municipal de Préstamos, sobre un determinado objeto, 
abonando a aquellos cierta cantidad, y teniendo en cuenta lo 
que ya ha adelantado el Banco sobre el valor de eso objeto. SÍ 
posteriormente vende a su vez esas pólizas a otras perconas 
se limitará a resarcirse de lo que pagó por ellas con alguna 
ganancia. 

Es decir, que si (pusiera negociar con la alhaja misma, 
tendría primero que cancelar el préstamo otorgado por el 
Banco y recién entonces aquéllas le serían entregadas. 

A nadie escapa que ambas formas de negociarla, son 
completamente diferentes entre sí e indudablemente esa di- 
ferencia tiene importancia en el mayor valor que se obtenga, 
ya que no es lo mismo, vender u un interesado una alhaja 
que puedo revisar personalmente y con minuciosidad, que 
entregarle una póliza en la eual se haee una relación del 
objeto y que no da ni una lejana idea de como es este en 
realidad. 

El apelante pues se conforma con una pequeña» ganancia 
sobre lo que ha desembolsado y al mismo tiempo el capital que 
expone en menor. 

En ninguna forma puede ser equiparado a un joyero y 
tan es así que sería absurdo exigírsele llevara libros de Stock 
e inventario de alhajas, ya que no las tiene en su negocio. 
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Del solo hecho de que arabos comercien con alhajas, no 
puede equiparárselo* en sus obligaciones. 

Aun en el caso de que esa si mil i tu ti pudiera existir en lo 
que se refiere ni pago del impuesto, no podría aceptarse el 
criterio administrativa de sumar el préstamo y precio de la 
póliza, pues como se ha dicho anterioi mente, el .sumariado 
en nintruim de las operaciones a que se refieren estos autos, 
ha cobrado sino el valor en que adquirió la póliza. 

Tan es exacto lo que se - expresa anteriormente que la 
propia administración en la resolución apelada, estima que no 
debe exigirse el pa«o del impuesto, pues la mercadería fué 
adquirida con posterioridad por comerciantes inscriptos* 

Por ello, resuelvo: alssnlver a Rodolfo Llanos de la de- 
fraudación imputada, quedando revocada así la resolución 
recurrida. — Horario Fox. 

Sentencia de la Í'ámaha Fkdi-:kal 

Buenos Aires, diciembre lü de 1043. 

Considerando i 

Que conforme lo tiene declarado este tribunal en diver- 
sas oportunidad™, la compra ven tn do pólizas de empeño es 
una operación que, por su naturaleza, se halla comprendida 
entre las que grava la ley, toda ve?, que la venta de una póli- 
za equivale a enajenar la alhaja que ella représenla; ( Raneo 
Municipal de Prístanlos v. Impuestos Interin*, marzo 30 de 
1933; ídem, diciembre 2 de 1935- v Horacio Avós. setiembre 
9 do 1936). 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fu. 52; y en 
consecuencia se mantiene la multa de $ 475 m/n. aplicada a 
"Rodolfo Llanos en la resolución administrativa de fe. 37 vta., 
con costas. — R. Tillar Palacio. — J. -i. Gonzáhz Calderón. 
— Carlos Herrera. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenas Aires, 10 do mayo de 1944. 

Y vísta la precedente causa caratulada "Llanos 
Rodolfo V, I. Internos 4625-1-940" en la que se ha con- 
cedido cí recurso extraordinario a fs. 61. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Y considerando: 

Que como lo tiene decidido esta Corte — Fallos: 
175, 392— el art 14 de la ley 11.252 - 145 del T\ O.— 
grava el tráfico de Jas joyas, alhajas y demás objetos 
que menciona, en los términos de los incs. 1» y 2' del 
art. 8' del Código de Comercio. 

Que lo referente a la naturaleza jurídica de las 
negociaciones de pólizas de empeño del Banco Muni- 
cipal de Préstamos —punto a cuyo respecto lo decidi- 
do por la Cámara Federal puede encontrar apoyo en 
la doctrina de los arts. 1174, ]327, 1444, 3238 y concor- 
dantes del Código Civil— es materia propia del dere- 
cho común y ajena a la jurisdicción extraordinaria de 
esta Corte. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. o7 en lo que lia podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Hágase saber; devuélvanse al tribunal de su proce- 
dencia; repóngase el papel en el juzgad» de origen. 

Roberto Kepetto. — Antonio Sa- 
ga r xa. — Litis Linajes. — 
Ti. A. Nazar Axcuorena. — 
F. Ramos Mejía. 



DAVID flKLMAX Y LEON DOCTOROVICH v. 
IMPUESTOS INTERNOS 

IMPUESTOS I.XTERXOS: Mgimrn represivo. Defraudación ;/ sim- 
jilri infraccinne*. 

En presencia do la materialidad de la infracción a las 
leyes y repta méritos do impuestos internos, puede pre- 
sumirse la intención de defraudar, en cuyo caso queda 
a cargo del interesado probar su inocencia. 
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IMPUESTOS INTERNOS: Régimen represivo. Defraudación y sim- 
ples infracciones. 

El expendio de artículos aparentemente comprendidos 
entre los gravados por las leyes de impuestos internos y 
provistos de la denominación que les corresponda como 
tales — así el caso de la venta de sal marina en bolsitas 
con el rótulo "especial para baño"— justifica el cobro 
■ del tributo y la imposición de la multa respectiva por 
omisión de su pago, a menos que el contribuyente pruebe 
acabadamente que no se trata del artí ulo sujeto al gra- 
vamen. 

IMPUESTOS INTERNOS; Artículos de tocador. 

N r o habiéndose probado, según la sentencia apelada por 
recurso extraordinario, que la sal ofrecida en venta al 
público y sujeta como sal marina al tributo establecido 
en el art. 108, ine. 11, ap. b) del texto ordenado de las 
leyes de impuestos internos, no lo sea efectivamente, es 
innecesario resolver «i la venta de sal gema con etiqueta 
que la presenta como sal para baño, está por esa sola 
circunstancia sujeta a gravamen, y corresponde imponer 
a su poseedor la multa prevista en el art. 27 del texto 
ordenado. 

t OXS 77 77 770 .V .Y vi (ION A L : Constit mentalidad c tnconxtit aciona- 
lidad. Resoluciones* administrativas. 

No es violatoria de! art. 18 do la Constitución Nacional 
la resolución condenatoria dictada por el Administrador de 
Impuestos Internos en el sumario administrativo sobre 
infracción a las leyes respectivas, instruido sin interven- 
ción del interesado, que ha ocurrido a la justicia federal 
por la vía contenciosa correspondiente. 



Sententia del Juez Federal 

Mendoza, diciembre 2G de 1042. 

Y vistos: Estos autos caratulados: "David Gelman y León 
Doetorovich v. Impuestos Internos, por recurso contencioso 
administrativo'*, de los que resulta: 

Que con fecha 4 de marzo de 1D40, empleados de Impues- 
tos Internos practicaron una inspección en la farmacia que los 



* 1S FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

actores poseen en la calle San Martín 1100 de esta ciudad 
constatando durante su transcurso, la existencia de 122 boIsK 
ta* conteniendo ''Sal especial para baños" marca Ondina Sa- 
linera Española BaHester y Molina S. A., según la atestación 
que las mismas llevaban, sm Jos valores finales que acreditasen 
el pago del impuesto. 

rfn ,!nr UÍti ° H *" imtio T "Pyndiente y en base al informe 
de la Oficina Química M ue clasificara el producto como "elo* 
ruro de sodio impuro", la Administración, con fecha 15 de 
octubre de 1340 sobreseyó a los sumariados, considerando que 
se trataba de sal eomun y por lo tanto de un exceso de leyenda 

Apelada dielia resolución por uno de los empleados de 
Impuestos Internos, en su carácter de denunciante, el Minis- 
terio de Hacienda do la Xaeión, con fecha 7 de manso de 1ÍHI 
considerando a la mercadería en cuestión en fraude, aplicó a 
os sumariada, la penalidad riel nrt. 27 del texto ordenado de 
las leyes de Impuestos Tntemos, sin perjuicio del pa«*o ri«ri 
gravamen determinado por el art 108, ¡ne. II. minio "h) de 
la misma ordenación. 

Disconformes con la sanción impuesta, se presentaron don 
Pavid (.riman y don León Doctorovieh unte este Juzgado 
deduciendo el presente recurso contencioso administrativo, y 

Considerando: 

I. Que al fundar el recurso expresan que en ningún mo- 
mento se les ha dado oportunidad de defenderse lo oue afir- 
man esta en pugna con disposiciones expresas de la Coustitu- 
cimt Naei.mal y por lo tatito invalida todo lo actuario 

Sostienen, asimismo, que habiéndose demostrado que el 
producto en cuestión, no m otra cosa que sal común, resulta 
improcedente la sanción impuesta, ya que la lev 12.148 grava 
a las sales para baño. Señalan la circunstancia de haberse 
encontrado fu mercadería a la vista del público lo que. entien- 
den, demu^tra la falta de intención de defraudar 

Fina luiente solicitan se tenga presento que hacen expresa 
reserva de todos los derechas para demandar a los señores Ba- 
llestee y Molina —vendedores del producto— por repetición 
de lo ,,ue en esto* antas se les condene a pagar como asi- 
mismo, por indemnización de los dañas que les causaren inte- 
reses y gastos. 

H. Que raipeeto a la imputación de baherse violado la 
garantía establecida por el art. 18 de la Constitución Nacio- 
nal, fundada en el hecho de no haber sido oídos durante la tra- 
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mitación del sumario, cabe advertir que conforme lo ha resuel- 
to la Suprema Corte Nacional "una resolución administrativa 
no es la sentencia a que se refiere la Constitución, puesto 
que, ni ha sitio dictada pnr un Juez ni cierra ningún recurso 
para la defensa'*, equivaliendo dicha resolución a "uno re- 
clamación cuya legitimidad el demandudo discute durante 
el tramite del juicio ante la justicia federal, como lia oeu- 
r " do * «""S'deracioiiea aplicables al presente caso (t. 176 
pag. 233) . 

IIL Que el art 108 del T. O. de las Leves de Impuestos 
Internos establece un impuesto sobre "loa artículos de uso 
higiénico, de tocador, afeites y perfumes. . . » desprendiéndose 
rte ello, como también de la enumeración que el mismo con- 
tiene, qoe a los efectos de la imposición se ha tenido en cuenta, 
pnmord talmente, el uso a que se destinan los productos v en 
ese sentido en el punto 11 tetra B del mismo artículo se incluye 
a las sales para baño en polvo, granuladas o comprimidas y 
sus similares", sin determinar sus componentes. 

Que la mercadería encontrada en la farmacia de los recu- 
rrentes debe considerarse en consecuencia, comprendida en el 
articulo citado y por lo tonto no exenta de impuesto. En efec- 
to, tanto la leyenda impresa en los envases que la definen 
como "sal especial para baño" como el carácter del negocio 
donde se la vendía, imponen tal conclusión a la que no impide 
arribar el dictamen pericial corriente a fs. 42 v siguientes en 
cuyas conclusiones sólo se afirma que el producto en cuestión 
es cloruro de sodio impuro", sin poderse determinar su ori- 
gen (sal de mar o sal gema) pero no que el mismo, por sus 
componentes, no puede estar destinado al uso para el cual se 
lo vendía. 

IV. Que en eonsecuencia y de acuerdo con el art. 20 del 
texto ordenado que establece que "serán responsables de] cum- 
plimiento de las leyes de impuestos internos y de los decretos 
reglamentarios, los que en el momento de iniciarse el sumario 
sean los poseedores de los efectos que se tengan en eontraven- 
«on de las leyes y decretos respectivos", corresponde mante- 
ner la sanción impuesta. 

Por estas consideraciones, resuelvo: No hacer lugar el re- 
curso contencioso interpuesto por los Sres. David Gelman y 
León Doctorovich y, en consecuencia, mantiénese ta multa de 
$ 2.135 m/u. Con costas. — H. Baeza González. 
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* 

Sentencia de lv Cámara Federal 

Mendoza, octubre 23 de 1943 

Y vistas: 

Por sus fundamentos, se confirma Ja sentencia pelada. 
Con castas. — J, Vera VüUejú. — José E. Rodríguez Saa. — 
Ayustin de la Rda. 

FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

■ 

Buenos Aires, 10 de mayo de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada " David 
Gelmau y León Doctoruvieli contra Impuestos Internos 
por recurso contencioso administrativo*' en la eual se 
lia concedido el recurso extraordinario a fs. 7 i). 

Y considerando: 

Que según lo dispone el art. 18 de la ley 12.148 — 
ine. 11 ap. b) — están sujetas a impuesto interno las 
4 'sales para baño en polvo, granuladas o comprimidos 
y sus similares". 

Que la sal marina que se expende en bolsitas rotu- 
ladas como "sal especial para ñaño" está comprendida 
en el artículo arriba transcripto, por su propia natura- 
leza que la liaee adecuada para ese uso, y por el fin 
para el que se la destina. 

prendidos entre los gravados por la ley de impuestos 
internos, provistos además de la denominación que como 
tales les corresponde, justifica el cobro del tributo y 
la imposición de ¡a correspondiente multa en caso de 
omisión de su pago. 

Que el contribuyente que en tales condiciones pre- 
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tonda eximirse tío uno y o ira alegando no tratarse del 
artículo sujeto a contribución, está desde luego, obli- 
gado a probar a en bacín mente esa circunstancia, confor- 
me al criterio adoptado por esta Corte en materia de 
impuestos internos, que en presencia de la materiali- 
dad de la infracción, le impone la prueba de descargo 
—Fallos: 186, 274; 1S7, 267 y G(¡2; 1ÍU, 116; 195, 158, 
19Ú y 396, entre otros. 

Que ese requisito no se ha cumplido en la especie, 
donde según lo deciden las sentencias dictadas a fs. 54.. 
y 71, no se ha justificado que la sal ofrecida en venta 
—y sujeta como sal marina al tributo del in. 11, ap. b), 
del art. 18 de la ley 12.148 (108 del T. O.)— no lo sea 
efectivamente, pues su análisis sólo autoriza a afirmar 
que se trata de cloruro de sodio impuro, sin podei j 
precisar su origen {sal de mar o sal gema). 

Que en esas condiciones no resulta necesario re- 
solver si la venta de sal gema con etiqueta que la pre- 
senta como sales para baño, está por esa sola circuns- 
tancia sujeta a gravamen, porque según queda dicho, 
no está probado (pie lu (pie motiva el juicio, no sea 
sal marina. 

Que el tribunal no encuentra atendible las demás 

lo que hace a la cuestión constitucional resuelta en las 
instancias ordinarias a su doctrina de Fallos: 176, 233, 
En su me rito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 71 en lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario, llágase saber; devuélvanse los autos al tri- 
bunal de su procedencia; repóngase el papel en el 
juzgado de origen. Shuma. _ ^ 

res. — B. A. Nazab Ancho- 
res a. — F. Ramos Mejía. 
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PEDRO IIARVEY SILVA v. Cía. DE SEGUROS 
"LA ESTRELLA" 

TERCERO. 

La intervención en juicio de tercerón afectados, por una 
decisión recaída cu él, debe ser admitida cuando es la úni- 
ca foriua en que pueden defender su derecho vulnerado. 

REtTRSO EXTfíAORIUXAltlO; fí^uisUm, formales. Introducción 
de la CUéstión federal. Quiénes pueden hacerlo. 

Es procedente el recurso extraordinario fundado por la 
Dirección licúen» 1 del Impuesto a los Réditos en el art. 69 
de la ley ll.t¡8:J (t. o.) contra el fallo (pie, por no ser 
aquélla parte en el juicio, le desconoce personería para 
oponerse a dar loa informes (pie se le requieren y le im- 
1 jo iic la obligación de expedirlo*, i rustran do así él dere- 
cho federal invocado por dicha repartición. 

131 Pl' ESTO A LOS REDITOS: Procedimiento y recursos. 

No procede exigir a la Dirección General del Impuesto 
a las Réditos la presentación en un juicio entre otras per- 
sona*, de las copias de las declaraciones juradas de la que 
soli-ita dicha medida, si no resulta que su expedición no 
afecta a t creeros amparados por el secreto establecido por 
el art. 6¡í de la ley 11.683 (t. o.). 



DlCTAMKN DEL PllOCUlUDOH GENERAL 

Suprema Corte : 

En un litigio seguido ante la justicia ordinaria de 
esta Capital por I). Pedro Harvey Silva contra la Cía. 
Argentina de Seguros La Estrella* sobre sobro del se- 
¿ruro concertado sobre una farmacia de Corrientes, el 
actor nidio con fecha 7 de julio de 19+2 se librara oficio 
a !a sección de la Dirección Gene ni l del Impuesto a los 
Réditos i*n liielin provincia, para que remitiese copias 
de lus declaraciones prestadas por Silva Harvey en 
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1938, 1939 y 1940, así como de su balance al 31 de di- 
ciembre de 1939 (fe; 93, foliatura al pie, cuaderno de 
prueba, cxp. 28X139, Juzgado de Comercio a cargo del 
Dr. Quirno Costa, secretaría Benítez Cruz). Consta 
en el mismo cuaderno que, por negativa de Réditos a 
expedir tales copias, se las requirió nuevamente me- 
diante exhorto a un juez de 1* instancia de Corrientes 
(fs, 149, id.). La negativa, heelia saber al Sr. Juez de 
Comercio directamente por la Gerencia del Impuesto 
en setiembre del mismo año 1942, obra a fs. 194 del 
expediente principal. 

Por resolución del 9 de octubre subsiguiente, dos- 
estimó dicho juez la oposición de Réditos; y producida 
incidencia al respecto, llegó ella ante V. E. por vía del 
recurso extraordinario, motivando el fallo 196: 581 (fs. 
359, id.) que declara no estar obligada la Dirección 
, General del Impuesto a los Réditos a remitir las copias 
en cuestión, atento lo dispuesto por el art. 69 de la ley 
11.683 (T. O.). 

Entretanto, se planteaba en el exhorto librado a 
Corrientes la misma cuestión; y allí, los tribunales lo- 
cales, habían resuelto por sentencia do 2* instancia, algo 
anterior al fallo do V. E., que Réditos no tuvo persone- 
ría para oponerse a expedir las copias y además estaba 
obligada a expedirías. Con tal motivo, se trae ahora 
un nuevo recurso extraordinario. 

Puesto que se trata de lo ya fallado, corresponde 
abrir el recurso a objeto de hacer saber a la Cámara 
de Apelaciones de Corrientes que debe atenerse a lo 
que V, E. decidió en 196: 581. Buenos Aires, abril 26 
de 1944. — Juan Alvares. 
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Buenos Aires, 10 de mayo de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada * 'Recurso 
de hecho deducido por la Dirección General del Impues- 
to a los Réditos en los amos Harvey Silva c./ La Es- 
trella Cía. de Seguros" para decidir sobre su proce- 
dencia. 

V considerando : 

Que en causas similares a la que motiva la queja, 
«sta Corte, fundada en el principio de que la interven- 
ción de terceros afectados por una decisión judicial, 
debe admitirse cuando es la única forma en que pueden 
defender su derecho vulnerado —Fallos: 47, 135; 118, 
390; 131, 400; 194, 99 entre otros— ha admitido que lá 
Dirección General del Impuesto a los Réditos puede 
objetar la orden de expedir los informes que conceptúe 
prohibidos por el art. 69 de la ley 11.683, e interponer 
los recursos que las leyes autorizan contra la resolución 
<jue desconoce el derecho que entiende asistirle en la 
emergencia, entre los cuales el extraordinario — Conf , 
Fallos: 191, 253; 193, 109; 196, 575 y 581. 

Que ha resuelto también, en el precedente citado en 
último término, que la información requerida en el ca- 
so de autos, es improcedente y debió denegarse por los 
jueces de la causa, por no resultar que su expedición no 
afecte a terceros a quienes ampara el secreto cuya pro- 
tección procura el texto legal cuestionado. 

Que si bien la resolución apelada de fs. 32 de los 
autos principales, versa principalmente sobre puntos 
procesales, y sólo considera el federal a título de argu- 
mento corroborante, no es menos cierto que impide de 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

manera definitiva a la repartición afectada la defensa 
del privilegio que, fundado en la ley nacional» entiende 
le asiste y es insostenible a la luz de la doctrina de los 
precedentes citados de esta Corte. El tribunal encuen- 
tra que el de autos, es así uno de los casos de frustración 
de un derecho federal que autoriza la concesión del re- 
curso extraordinario aun en presencia de los aspectos 
no federales del fallo apelado — Conf., Fallos: 190, 50 
y 228; 192, 10-t; 193, 135; 194, 220 y otros. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria más sustanciación : 

Que conforme a lo expuesto en los precedentes con- 
siderados, la resolución apelada do fs. 32 debe ser re- 
vocada, declarándose que la Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos no puede ser constreñida en el caso 
a expedir los informes solicitados en el exhorto de fs. 1, 
punto 3*. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se resuelve revo- 
car el fallo apelado de fs. 32, con el alcance del prece- 
dente considerando. Hágase saber y devuélvase al tri- 
bunal de su procedencia reponiéndose el papel en el 
juzgado de origen. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagarna. — Luis Linares. — 
B. A. Nazar Anchorena. — 
F. Ramos Mejía. 
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BASSO, TOXXELIER Y Cía. v. ADUANA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Terrera instancia . Cau- 
ta* crimínale». 

El principio ríe quo la» decisiones de ¡as cámaras fede- 
rales compuestas de cinco miembros causan ejecutoria en 
materia criminal es aplicable en las cansas sobre defrau- 
dación do rentas nacionales — entre ellas, las aduaneras- 
si n distinguir los casos en que el quorum del tribunal ape- 
lado no alcanza efectivamente al máximo legal (*). 

CONSTITUCION NACI OS Al: Constilucionaliúad e «imnafíí «cía* 
nalidad. Let/r* nacionales. Procesales. 

El art. 4 de Ih ley 7055, no es violatorio de los arts. 14 y 
tt¡ do la Constitución Nacional ( a ). 



OSVALDO S. LORO v. INES PAZ DE AL.BARRACIN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Lo- 
i ación dtí cosan. 

A falta de lugar convenido expresamente para el cumpli- 
miento de las obligaciones emergente» de la locación de un 
inmueble, compete al juez del lugar en que éste se halla 
situado y se ha recibido el importe de los alquileres, co- 
nocer en el juicio sobre cobro de pesos por dicho concep- 
to, con prescindencia del domicilio de la parte demanda- 
da. (15 de mayo de 1944). 



(1) ID de maro di» 1344. Fallos; 171). 149; 1S3, 304 ; 183, 383: 185, 
fS y 89; 187, 083: 191, Sííj 196, 179. En disidencia y por la admisión del 
rrciirso votó el Sr. Ministro Dr. Liiíh Li mires, de acuerdo u l:i doctrino 
quo sostuvo en vi cano del t. 170, pag. 149 
Paltoa: 182, 355. 
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HERMENEGILDO RODRIGUEZ B A UREDO Y OTRO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

Es improcedente la cuestión fundada en el nrt. 38 del 
C. de Proc. Criminales, que el juez federal ante quien 
tramita mi a c«usa penal plantea a un juez provincial 
con el objeto do obtener la anulación de la sentencia firme 
dictada por éste en otro juicio contra el mismo procesado, 
por nn delito anterior y sin tener conocimiento de la exis^ 
tencia de aquella causa. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Ante las autoridades de la Provincia de Buenos 
Aires, se inició en junio de 1042 un proceso por robo de 
ruedas y otros accesorios de automóvil; y en setiembre 
del mismo año, fué individualizado como* autor del he- 
cho Valdenmr Marcelo Diessler. Tramitada la causa, 
terminó por fallo de fecha 27 de febrero de 1943, en el 
que se impuso a Diessler la pena de un ano do prisión, 
en suspenso, por !a justicia del crimen de La Plata 
(fs. 78, exp. 43956). 

Entretanto, se había descubierto que el 25 de agos- 
to de 1942, Diessler, en unión de Hermenegildo Rodrí- 
guez Barredo, hurtaron en el puerto de La Plata un 
bote a vela. Este segundo proceso tramitó ante la justi- 
cia federal de dicha ciudad; y por no tenerse noticia 
oportuna de la captura de Diessler en el proceso ante- 
rior, huho un fallo condenatorio contra Rodríguez Ba- 
rredo solamente (mayo 10 de 1943, fs. 57, exp. 1447 B), 
Posteriormente, y arrestado ya Diessler, la causa res- 
pectiva quedó en estado de sentencia (fs. 72 vta.); no 
sin que apareciera antes un tercer proceso, por hurto 
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y defraudación esta vez, ante la justicia ordinaria de la 
Capital, proceso que según resulta de las constancias 
obrantes a fs. 66-67 está suspendido hasta tanto dicte 
fallo el Sr. Juez Federal de La Plata. 

Sin dictarlo, dicho juez plantea ahora una con- 
tienda de jurisdicción con su colega de La Plata que 
sentenció en febrero de 1943 el primer proceso. A su 
juicio, y con arreglo a lo resuelto por V. E. en 171 : 221, 
correspondería anular diclia sentencia, a la espera de 
lo que se resuelva en el proceso seguido contra Diessler 
ante la justicia federal. 

Considero inaplicable al caso sub judice tal doctri- 
na, ya qne : 

a) el juez provincial conoció en un delito de fecha 
anterior, y que caía inequívocamente bajo su 
jurisdicción; 

b) no tuvo noticia alguna de la existencia del pro- 
ceso federal ; 

c) su fallo ha pasado ya en autoridad de co- 
sa juzgada, y el expediente respectivo está 
archivado ; 

d) nada obsta a que el Sr. Juez Federal, para 
graduar la pena, tenga en cuenta ese antece- 
dente relativo a la peligrosidad de Diessler. 

Pienso, pues, que deben devolverse los autos a di- 
cho funcionarle para que dicte la sentencia pendiente 
desde octubre del año pasado. Buenos Aires, abril 18 
de 1944. — Juan Alvarez. 
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Buenos Aires, 15 de mayo de 1944. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr, Procurador General y por no exis- 
tir similitud entre el presente raso y el resuelto p&r 
esta Corte en la sentencia de que instruye el t. 171, 
pág. 221, de la colección de sus fallos, devuélvanse estos 
autos al Sr. Juez Federal de La Plata nú ni. 2 para que 
pronuncie la sentencia pendiente en esta causa. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Sagahna. — Luis Linares, — 
B. A. Nazar Anchorena. — 
P. Ramos Mejía. 



SARA MENDEZ DE DELPINO — su sucesión 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales complejas. Incomtitucionatidad de normas 
y actos provinciales, 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
admite la validez de una ley provincial impugnada como 
víolatoria del C. Civil y de la Constitución Nacional. 

LEGISLACION COMUN. 

Las presunciones legales constituyen un medio de prueba 
acerca del cual incumbe al gobierno nacional, en primer 
término, legislar mediante leyes comunes o administra- 
tivas a las que deben conformarse las normas de derecho 
público provincial. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstitucio- 
nalidad. Impuestos u contribuciones provinciales. Transmisión gra- 
tuita. 

El art. 6» ínc. 6\ ap. a) de la ley 4350 de la Prov. de 
Buenos Airea, interpretado y aplicado en el sentido de 
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que, íi los efectos de establecer ' I activo neto imponible, 
no autoriza n deducir ta deiid". del cateante n favor de 
eierios heredaros, no obsijjjiU- tratarse de una deuda real, 
probada y admitida por todos los herederos, es contrario 
al art. 3604 del C. Civil y viola torio, por lo tanto, de los 
nrtü. 67, mes. 11 y 16, y 31 de la Constitución Nacional. 



Sentencia de Segunda Instancia 

En la ciudad de La Plata, a 23 de junio de 1942, reuni- 
dos en acuerdo ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cáma- 
ra 8» de Apelación, Sala II, Dres. Julio Moreno lluevo y 
Eduardo A, Sánchez Ceschi, para pronunciar sentencia en 
los autos caratulado» "Delfino de Médez Sara, Su sucesión, 
Inscripción de declaratoria de herederos", se procedió a prac- 
ticar el mrteo preseripto por los arts. 156 de la Constitución 
de la Provincia y 300 del Cód. de Procs., rewultandu del mismo 
(pío debía votar en primer termino el Dr. Moreno Huevo, 

La Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes cues- 
tionen ; 

1* ¿Es procedente el recurso de nulidad? 
2» ¿Es juslfi bi resolución apelada? 
3* (Qué decisión corresponde? 

•■* *■■ • *••« • •■« 

A la segunda cuestión el Dr. Moreno Hueyo dijo: 

Se impugna la liquidación de fs. 44 en cuanto "no in- 
cluye entre las oblrpac iones de la cansante el crédito por la 
cantidad de $ 2()3,L*óü de que son titulares las herederas 
Da. loas Muría y Da. María Celia Méndez y Delfino". 

De l.i pericia judicial del contador Germán A. Vispo, 
resulta: «pie la sociedad J. M. Méndez y Cía. "lleva su con- 
tabilidad en forma, con los libros rubricados que exige la 
ley*'; que en ellos consta que la «V cujitx tenía aportada, "en 
calidad de capital en comandita, la suma de 8 250,000 
la cual no sufrió modificaciones y produjo utilidades; que 
del cNauifii de la* cucólas por las que cursa todo el movi- 
miento de fondos de Ja causante, surge que en el año 1930 
las Srtas. Inés y María Celia Méndez Delfino paparon cada 
una a Da. Sara Delfino de Méndez la cantidad de $ 100.000 %; 
que ese préstamo según puede inferirse de los asientos del 
libro Diario, "tiene por objeto facilitar a la Sra. de Méndez 
el efectivo necesario para hacer su aporte de capital a la so- 
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cicdad, pues es en esc nilo de 1930 que se produce el ingreso 
de la cansante como «ocia de la casa"; y que desde esa fecha 
la misma abona regularmente a sus hijas los intereses que 
devengan dichos prestamos, no existe constancia de que aquel 

eñ # I okv> fl -' ,rn ílf,vutlJto > y en íft actualidad la deuda asciende 
a § 203.250 

Dicho testimonio fué legalizado en forma, y no sido im- 
pugnado por-ei representante escolar, y, por tañto, ha queda, 
do demostrada la existencia de una deuda real y efectiva a 
cargo de la sucesión {Arte. 7 de la Constitución Nacional • 
4 do la ley n* 44; 979 y 993 del C. Civil). 

Considero, ello no obstante, que dicha obligación a favor 
de las herederas, no puede deducirse del activo de la causante 
a los efectos del cálculo del tributo, en razón de lo que dis- 
pone el art. tí, ine. 6 g , ap. a) de la ley 43'ifl; el cual, a dife- 
rencia del 7' de In ley francesa del 2;i de febrero de 1901 
sanciona una presunción juris tt de jura. 

Se trata, en efecto, de una disposición imperativa, cuyos 
temimos no dejan resquicio alguno para interpretaciones o 
excepciones, por legítimos que pudieran parecer los argumen- 
tos invocados pura fundarlas (Art, 21 Cód. de Procs). No 
media, en el caso, una simple presunción de que las deudas 
del causante a favor de herederos, legatarios o personas ínter- 
puestas, son simuladas, sino una prohibición absoluta de que 
tales deudas sean descontadas del acervo a los fines de la 
liquidación del^ impuesto, "aun cuando fueran declaradas de 
legítimo abono", es decir, aun cuando se demostrara su exis- 
tencia real. 

Se sostiene que, interpretado en esta forma el precepto 
resulta violatorio de diversas disposiciones constitucionales v 
del dereeho de fondo. La impugnación es a mi inicio infun- 
dada El derecho de defenderse en juicio, ampliamente ejer- 
citado por el recurrente, es totalmente ajeno a la cuestión 
debatida. 

No se ha demostrado, por otra parte, que el aumento re- 
lativo de la escala impositiva afecte al dereeho de propiedad, 
en forma que pueda reputarse substancial o que importe una 
verdadera confiscación. Tampoco hay atentado contra el prin- 
cipio de igualdad, dentro del alcance que la Corte Suprema 
de la Nación ha dado al mismo, desde que la prohibición 
aludida afecta MU *'xeepción a todos los herederas colocados 
en la situación de los recurrentes. Nada tiene que hacer en 
el caso el art. V de la Constitución Nacional, va que no se 
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trata de añadir o quitar fe a los actos consumados en ajena 
jurisdicción, sino de aplicar una ley provincinl cuya in- 
terpretación correspondo exclusivamente a los órganos loca- 
Ies, Y no existe, por último, violación de lo dispuesto en el 
nrt. 67, ínc. 11, del estatuto fundamental, y de los preceptos 
det C, Civil relativos a la legitima, porque la facultad acor- 
dada al Congreso Nacional de dictar los códigos de fondo 
no obsta al derecho de la Provincia para gravar los bienes 
situados dentro de sus limites y el hecho de que la legítima 
debo calcularse sobre "todos los bienes existentes a la muerte 
del testador", no impide tampoco el ejercicio de ese derecho 
en cuanto se lo mantenga dentro de límites razonables. 

Considero, en consecuencia, justa la resolución apelada y 
doy mi voto por la afirmativa. 

El Dr. Sánchez Ceschi, por los mismos fundamentos votó 
pn igual sentido. 



SENTENCIA. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que ha quedado probada la existencia de una deuda 
a cargo de la sucesión; pero, siendo esn obligación a favor 
do las herederas, no puede deducirse del activo de la causante 
a los efectos del cálculo del impuesto a la transmisión gra- 
tuita de bienes ; cuya ley sanciona al respecto una presunción 
juris et de jure, que no es violatoria de disposiciones consti- 
tucionales y del derecho de fondo {Arta, 7* y 67, inc. 11, de 
la Constitución Nacional- 4* de la lev nacional 44: 21 del 
Cód. de Proeds.; 979 y 003 del C. Civil; 6 P inc. 6* apartado 
a) de la lev 4:150; 7* de la lev francesa del 25 de febrero 
do 1901). 

Por olio; se desestima el recurso de nulidad, y se enn fir- 
ma la resolución de fs. 95 que desestima la cuestión planteada 
a fs. 49; sin castas (arts, 291, 259, 260 y 71 del Cód. de 
Proeds.). — J. Moreno Hueyo. — E. A. Sánchez Ceschi. 

Dictamen del Procurador Generaj, 
Suprema Corte: 

La ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires sobre 
impuesto a la trasmisión gratuita de bienes, establece 
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en su art. 6* (inc. 6*, ap. o), que para establecer el acti- 
vo imponible de la sucesión no se deducirán las deudas 
del causante a favor de sus herederos. Aplicado ese 
precepto por la Cámara 2* de Apelación de La Plata, 
se trae contra el respectivo fallo obrante a fs. 110, un 
recurso extraordinario fundado en ser viola torio de la 
Constitución Nacional dicho testo legal. Bajo tal con- 
cepto, el recurso resulta admisible. 

No encuentro, en cambio, demostrada la tacha. El 
recurrente alega que: 

a) una disposición de carácter local no pudo negar 
validez a deudas cuya existencia está fuera 
de cuestión; 

b) aplicando la ley de impuesto a las sucesiones 
vigentes para la Capital Federal, el juez res- 
pectivo, que lo es el de la sucesión, descontó 
el importe de tales deudas, fallo que no ha 
podido desconocerse por la justicia do la Pro- 
vincia ; 

c) importaría romper la norma de igualdad, la 
creación de categorías arbitrarias de deudas, 
colocando a unas en situación más desfavora- 
bles que a otras. 

Respecto de lo primero, paréceme claro que la ley 
4350 no pone en duda la existencia de las deudas: sim- 
plemente ordena no tenerlas en cuenta a los efectos 
del impuesto, si sus titulares son herederos. No apa- 
rece violado, entonces, artículo alguno del Código Ci- 
vil, Ahora, si por ese cimino el monto del impuesto 
resultase confiscatorio, o rompiera normas de igual- 
dad, sería por estos motivos y no por aquél, que podría 
objetárselo. 

Acerca de lo segundo, ha de recordarse que la 
interpretación dada por el juez de la sucesión a dis- 
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posiciones de una ley de impuestos que no rige en la 
Provincia de Buenos Aires, mal pudiera ser obligato- 
ria para los tribunales de diciio territorio. En ningún 
momento la parte boy recurrente ha pretendido que 
debiera someterse al juez de la sucesión el problema 
jurídico que ahora trae ante V. E. Lejos de ello, fué la 
misma parte quien espontáneamente acudió a los tri- 
bunales provinciales, como correspondía. 

Por fin, tampoco encuentro rompa la norma de 
igualdad ante el impuesto establecer que se cobre im- 
puestos, como si no tuviera deudas, a una sucesión que 
las tiene respecto de algunos herederos. Todas las que 
so encuentren en tal caso se bu liarán en un mismo pie 
de igualdad - y como queda dicho, mientras el porcen- 
taje n>t;i! exigido por el Fisco mediante ese precepto 
no exceda de lo que a juicio de V. E. importe confis- 
cación, no habrá lugar a tacha. No encuentro prueba 
suficiente de que semejante confiscación se haya pro- 
ducido. 

Pienso, pues, que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en cuanto pudo ser materia de recurso. 
Buenos Aires, agosto 28 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de mayo de i 044. 

V vistos: Los del recurso extraordinario conce- 
dido a fs. lL'tí i-n los autos Delfino de Méndez Sara 
(su sucesión) sobre inscripción de declaratoria de be- 
rederos, venidos de la Cámara Segunda de Apelación 
—Hala Segunda— de La Plata. 

Considerando en cuanto al recurso: 

Que éste es procedente, como lo sostiene el señor 
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Procurador G cu eral, por haberse impugnado el arí. G\ 
inc. íi*, apart. cí)> de la ley local 4330 de ser repugnante 
a disposiciones del Código Civil y de la Constitución 
Nacional y ser la sentencia favorable a la validez de 
la ley loeal (art. 14, inc. ley 48). 

Y respecto al fondo de la cuestión: 
La apelante impugna la liquidación del impuesto 
sucesorio en cuanto no incluye entre las deudas de la 
causante el crédito por la cantidad de $ 203.250 de que 
son titulares las herederas Inés. María y María Celia 
Méndez Del fino. 

La sentencia apelada reconoce que de la pericia 
,j'idic ; nl del contador Germán A. Vispo resulta: "que 
Ja sociedad .1. M. Méndez y Compañía lleva su conta- 
bilidad en forma, con los libros rubricados que exige 
la ley"; que en ellos consta que la de vujüs tenía apor- 
tada, *'eu calidad de capital en comandita, la suma de 
doscientos cincuenta mil pesos moneda nacional", la 
cual no sufrió modificaciones y produjo utilidades; 
que del examen du las cuentas por las que cursa todo 
el movimiento de fondos de la causante, surge que 
en el año 1 !KJ<) las Srtns. Inés y María Celia Méndez 
Delfiuo pagaron cada una a Da. Sara Delfino de Mén 
dez la cantidad de cien mil pesos m/n.; que ese prés- 
tamo, según puede inferirse de los asientos del Libro 
Diario, "tiene por objeto facilitar a la señora de Mén 
dez el efectivo necesario para hacer su aporte de capi- 
tal a la sociedad, pues es en ese año de 1930 que se 
produce el ingreso do Ja causante como socia do la 
casa"; y que desde esa fecha la misma abona regu- 
larmente a sus lujos los intereses que devengan dichos 
préstamos, no existe constancia de que aquel capital 
fuera devuelto, y un la actualidad la deuda asciende ¡i 
doscientos tres mil doscientos cincuenta pesos m/n.'\ 
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"Dicho testimonio fué legalizado en forma, y no 
ha sido impugnado por el representante escolar; y, por 
tanto, ha quedado demostrada la existencia de una deu- 
da real y efectiva a cargo de la sucesión (arts. 7 de la 
Constitución Nacional; 4 de la lev 44; 979 y del 
C. Civil)" 

"Considero, ello no obstante, que dicha obligación 
a favor de las herederas, no puede deducirse del acti- 
vo de la causante a los efectos del cfilculo del tributo, 
en razón de lo que dispone el art. 0, me. 6 9 , apartado 
a) de la ley 4350; el cual, a diferencia del 7" de la ley 
francesa del ^5 de febrero de 1901, .sanciona una pre- 
sunción jttris et de jure". 

"Se trata, en efecto, de una disposición imperati- 
va, cuyos términos no dejan resquicio alguno para in- 
terpretaciones o excepciones, por legítimos que pudie- 
ran parecer los argumentos invocados para fundarlas 
(art. 21 Cód, de Proceds.). No medía, eti el caso, una 
simple presunción de que las deudas del causante a fa- 
vor de lio rederos, legatarios o personas interpuestas, 
son simuladas, sino una prohibición absoluta de que 
íal' s deudas sean descontadas del acervo a Ins fines de 
la liquidación del impuesto, "aun cuando fueran decla- 
radas de legítimo abono'*, es decir, aun cuando se 
demostrara su existencia real". 

La disposición impugnada establece: "No serán 
deducidos del aetivo del causante: a) Las deudas a fa- 
vor do los herederos, donatarios, legatarios o personas 
interpuestas, aun cuando fueran declaradas de legítimo 
abono, así como los derechos de propiedad que éstos 
alegaren sobre uno o varios de los bienes hereditarios. 
Se reputan personas interpuestas en todos los casos y 
sin excepción alguna respecto al origen que se atribu- 
ya a la tienda, los ascendientes, los descendientes y el 
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cónyuge c lujo de los herederos, donatarios y lega- 
tarios". 

La aplicación de osa disposición, al caso en exa- 
men, importa considerar como simuladas a todas las 
deudas a favor de esos acreedores, considerados como 
pe iso nas ínter puestas, sin aceptarse la prueba de la 
verdad de su existencia, y aun reconociéndoselas, lo que 
implica desconocer lo dispuesto en el Código Civil acer- 
ca de la simulación en los actos jurídicos, que sólo tiene 
lugar "cuando se encubre el carácter jurídico de un 
a< ío bajo la apariencia de otro, o cuando el acto tiene 
cláusulas que 110 son sinceras, o fechas que no son ver- 
daderas, o cuando por el se constituyen o transmiten 
derechos u personas interpuestas, que no son aquéllas 
para quienes en realidad se constituyen o transmiten** 
(art. Í*ü5). 

Bu eí caso en examen, la prueba pericial corriente 
a í's. 7J de los autos sucesorios, a que se refiere el tes- 
timonio legalizado de fs. .'14 de estos autos que conside- 
ra la sentencia apelada, pone de manifiesto que el cré- 
dito de las dos herederas antes citadas importa una 
deuda verdadera do la causante, cuyo origen y el pago 
de los intereses de la misma por parte de la causante 
consta en los libros de la razón social J. M. Méndez 
y Cía., que opera uesde hace m nfms, haMéndose suce- 
dido tres generaciones de la misma familia. Actual- 
mente* agrega el perito, esa sociedad gira con un ca- 
pital de $ 1.400.000, aportado por socios comanditarios 
y colectivos. Lleva su contabilidad en forma, con los 
libros rubricados que exige la ley. Y siendo así, es pa- 
tente que al no permitirse el descuento de esas deudas 
do la causante a favor de dos de sus hijas, se viola el 
deroclio de propiedad de los herederos al cobrárselos a 
todos ellos el impuesto sucesorio sobre una suma do di- 
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ñero que no reciben por herencia. Puesto que, como 
resulta de Jo expuesto, esa suma importa una verda- 
dera deuda de la sucesión y un bien propio de 
dos de los herederos. Así lo ha entendido el represen- 
tante del Consejo Nacional do Educación al formular 
la liquidación del impuesto, sobro los bienes existentes 
en jurisdicción nacional, que lia descontado, del babor 
de la sucesión, el importe de los créditos de las dos hijas 
del causante (v. fs, 8á de los autos sucesorios agrega- 
dos sin acumularse) no obstante lo dispuesto en mía 
disposición semejante, contenida en el art. 7 de la ley 
nacional 11.287, de impuesto a la transmisión gratuita 
de bienes. 

Que las presunciones legales constituyen un me- 
dio de prueba acerca de las cuales corresponde legisla'- 
en primer término al Gobierno Nacional como To ha 
hecho dictando los Códigos Civil, Comercial. Penal v de 
Minería; y cu d dominio del derecho administrativo 
dentro del cual se lia hecho uso do ellas con preferen- 
cia en materia de legislación fiscal. 

Que en derecho público prowneial es posible, sin 
duda, legislar también sobre presunciones pero sin ol- 
vidar eme es indispensable conforma, su contenido a bis 
principios del derecho común que por disposición cons- 
titucional debe prevalecer sobre aquél. Al derecho pú- 
blieo fiscal provincial le estaría vedado regular, alterar 
o modificar de alguna manera til derecho común. Así 
resulta de lo dispuesto por el art. 67, Lucs. 11 y 16* de 
la Constitución que autoriza al Congreso a dictar los 
Códigos Civil, Cot- rcial, Pemil y de Minería y pro- 
veer lo conducente a la prosperidad nacional, y del 
orden de prefación en la aplicación de las leyes que han 
de observar los jueces de acuerdo con el art. ;íl del 
mismo estatuto. 
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Que el Código Civil al ocuparse do la prueba en 
los contratos (art. 1190) ha enunciado las presuncio- 
nes y la doctrina se ha encargado de establecer quo 
ellas pueden ser de dos clases: las de juris et de jure 
y las juris tantutn. Las primeras no admiten prueba 
en contrario, las segundas sí. 

Que de acuerdo con Larombierc, las presunciones 
juris et de jure envuelven uno de estos dos efectos: o 
fulminan con la nulidad total o parcial un acto jurídico 
o niegan acción para lince rio valer en justicia. 

En el caso de la presente causa la presunción de 
la ley de la Provincia núm. 4350 consiste en dar por 
sentado que el acto jurídico celebrado entre la madre 
y dos de sus hijos carece de valor, no obstante tratarse 
de un préstamo real cuya prueba es completa y cuya 
existencia se lia producido con la anuencia de los cohe- 
rederos por el solo hecho de babor concurrido a la 
constitución de la sociedad. El no poder deducir el 
valor del préstamo con el objeto de formar la masa de 
bienes porque se considera propiedad de la madre fa- 
llecida en lugar de una deuda, como en el hecho lo es, 
representa ¿1 efecto de la presunción creada por la ley. 

Debe, ante todo, averiguarse si tal resultado se pro- 
duce como consecuencia de una presunción asentada en 
el Código Civil, art, 3Ü04 o en la ley núm, 4350 (art. 6°, 
inc. O* 9 , ap. a). 

Esta última, como se ha dicho, se encuentra redac- 
tada en términos tales que las deudas declaradas pa- 
gables después de la muerte del autor de la sucesión a 
favor de sus herederos o legatarios o personas ínter- 
puestas, no serán deducidas del activo para la liquida- 
ción del impuesto. 

Que no es posible desconocer que esta presunción 
de la ley local contraría las disposiciones 
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en la ley civil para obtener la partición de la herencia 
y, desde luego, la que prescribe que el partidor debe for- 
mar la masa de los bienes hereditarios reuniendo las 
cosas existentes, los créditos tanto de extraaos como de 
los mismos herederos a favor de la sucesión. El crédito 
de las dos herederas contra ésta, en virtud de ia pre- 
sunción, se omite en el activo sucesorio no obstante tra- 

■A . Jl _ i i » ■ * 



Que un puede sostenerse que la presunción incor- 
porada a la ley local sea la misma contenida en el 
art. ;í(¡04 del Código Civil y, por consiguiente, que sien- 
do repetición de ella resultaría inobjetable bajo d pun- 
to de vista do su validez constitucional. Efectivamente, 
el art. 3004 mencionado tiene como antecedente iiime 
diato el 018 del Código Civil Francés, que sólo com- 
prende las enajenaciones exclusivamente hedías a fon- 
dos perdidos, a cargo de renta vitalicia o bajo reserva 
de usufructo. La presunción de simulación y gratuidud 
existe sólo para tales casos y no respecto de todas las 
otras hipótesis do enajenaciones o de actos jurídicos, 
sociedad, compraventa, partición, condominio, etc., que 
pueden producirse en las relaciones jurídicas entre pa- 
dres e hijos — Auimv y Iíav, § 0*84, ter., pág. 207, t. VII; 
limiLoxi, Anivproitwto, ed. oficial, t. III, pág. 505, 

Que aun en la hipótesis de que la presunción de 
simulación sin admitir prueba contraria atribuida a los 
actos jurídicos entro ascendientes y descendientes, tu- 
viere el carácter general a que obliga el vocablo "aun- 
que" interpolado por el art. 3604 del Código Civil Ar- 
gentino al texto del original francés, aun así la circuns- 
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el efecto de que la presunción creada para proteger el 
sistema de las legítimas dejara de funcionar, con arre- 
glo a lo dispuesto por la segunda parte del propio 
art. 3fi04. La presunción del art. 918 del Código Fran- 
cés, dice la doctrina de sus expositores, no delie ser des- 
truida por la prueba contraria y el heredero adquireute 
sólo puede substraerse a ella obteniendo el runsciiti- 
miento de sus coherederos respecto del acto — Demolobí- 
be, t. 19, núms. 517, 525 y 531 ; Aubry y Rau, 4* edición, 
t. 7, § 684 — . En igual sentido la nota del Tin. Btuiloni 
al art. 3íi04, t. ITT, pág, 505. 

Que el parágrafo segundo del art. 3604 del Código 
Civil dispone que la imputación y la colación aludida en 
el primero no podrá ser demandada por los herederos 
forzosos «pie hubiesen consentido en la enajenación. Y 
no podía ser de otro modo desde que ese consentimien- 
to, por lo menos cuando se da por todos los coherederos, 
sirve para demostrar de un modo concluyente que el 
acto jurídico de enajenación, condominio, sociedad, par- 
tición, etc., etc., hecho por el causante y respecto del cual 
se ha expresado aquél, uo fué un préstamo disfrazado 
sino un acto jurídico real y verdadero como en el caso 
ocurre. 

Expresado ese consentimiento, el sistema de las le- 
gítimas de cuya defensa se trata, no requiere el auxilio 
de presunción especial alguna. Esta ya no tiene razón 
de ser y por eso la legislación de fondo la repudia por 
inútil. Con este punto de partida tampoco ha podido 
mantenerla el art. 6, inc. 6, ap. a) de la ley provincial 
4350 asignándole, así, mayor amplitud que la señalada 
a tal presunción por el Código Civil y alterándolo, por 
consiguiente, 

Que, en suma, sea que la presunción jnris ct de jure, 
ercadn por la ley provincial fulmine con la nulidad el 
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neto jurídico, sen que lo desconozca acción si olla opera 
en el campo del derecho común, la ley provincial 4JÍ50 
que la ha creado, anula, altera o modifica las institu- 
ciones propias del orden nacional con arreglo a las nor- 
mas ronstil animales ya mencionadas, esto es los arts. «7, 
ines. 11 y lfJ, y ::i del Kstatuto Fundamental. 

La presunción juris et de ¡un- creada por la legis- 
lación provincial, habría ido más allá de lo permitido 
por el ai r. .%'í)4 del Código Civil, segunda parle, y, por 
consiguiente, transgredido el principio constitucional 
contenido en los arts, M y G7, ine. 11, de la Carta 
Fundamental. 

En mérito de lo expuesto, y oído el Sr. Procura- 
dor General, se declara la inconstitucionalidad del 
apartado a), ine. 6', art. 6*, do la ley 4330 de la Pro- 
vincia de lineaos Aires, en la forma en que lia sido 
aplicado, y, en consecuencia, se revoca la sentencia ape- 
lada en cuanto lia podido ser materia del recurso. No- 
tifíquese y devuélvanse, debiendo reponerse el papel en 
el juzgado de origen. 

RüBKitTO Refetto — Antonio Na- 
tí auna (En di aere panda de 
fundamentos) - - Luis Lina- 
hes — B. A. Nazar Ancuü- 
kkna — F. Ramos Mejía. 



DlSCURPANTlA PAÍSCLU, DE FUNDAMENTOS 

Considerando: 

El apartado a}, del ine. ü% del art. 6, de la ley 4350 
de la Provincia de Buenos Aires, semejante al art. 7 
de la ley 1 1.287 de la Capital Federal, expresa, en tér- 
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minos categóricos y sin excepción: "Xo serán dedu- 
cidos del activo del caucante; a) Las deudas a favor 

lerpucstas, aun cuando fueran declaradas de legítimo 
abono, así como los derechos tic propiedad qjifl éstos 
alegaren sobre uno o varios de los bienes hereditarios. 
Se reputan personas interpuestas en todos los casos 
y sin excepción alguna respecto al origen que se atri- 
buye a la deuda, Jos ascendientes, los descendientes y 
el cónyuge e hijo de los herederos, donatarios y lega- 
tarios", Xo hay duda posible sobre el significado y 
alcance de ese precepto; establece una prohibición ab- 
soluta, a los efectos fiscales, de la deducción del activo 
del en usa ale —en este easo Da. Sara Del filio de Mén- 
dez— del crédito invocado por las señoritas Inés María 
y María Celia Méndez Del fino, hijas de dicha señora. 

La disposición local no solamente no está en con- 
tradicción con el Código Civil, como arguye el recu- 
rrente — l's. 4 ( J, mili). 4'', letra a), citando el art. ;í46!í 
de dicha ley nacional — sino que se concierta expresa- 
mente con ella, pues en la nota al art. iit)()4 dice: "Mu- 
chos padres con el fin de eludir las leyes fingen para 
preferir un hijo, contratos onerosos que no son sino do- 
naciones disfrazadas. La ley debe suponer que estos 
contratos son sinmlad6s. Esta presunción es juris el 
tic jure contra la cual no se admite prueba". 

No está en juego el art. 34íifl del Código Civil, pues 
al decir que se han de incluir en la masa hereditaria los 
créditos "tanto de extraños como de los mismos here- 
deros", no presume que estos últimos lian tic provenir 
necesariamente de contratos celebrados cutre el cau- 
sante y los herederos, como los del art. :í(Í04, por ejem- 
plo, o los que alude la nota al art, 3fi<)4, los cuales deben 
reducirse a la porción disponible. 
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Si nadie puede tener derechos irrevocablemente 
adquiridos contra una ley de orden público — art. 5 del 
Código Civil— y si esta ley prohibe expresamente cier- 
tos contratos entre padres, hermanos, hijas, etc., no 
resulta que la invalidez establecida para ellos por el 
art. 18 viole ningún principio, derecho o garantía de la 
Constitución, pues ésta no ha consagrado la absoluta 
libertad de contratar, ni de propiedad, etc., sino con- 
forme a las leyes que reglamenten su ejercicio — fa- 
llos: 17», 113; 188, 105. 

La claridad y precisión de los términos de la ley 
—art. 3(104 y nota del Codificador— han sido recono- 
cidas en el debate y sanción parlamentaria, en fallos 
judiciales y en respetable doctrina de los autores. En 
efecto, en la discusión en el Senado Xacional, en 1879, 
de la "Fe de erratas y correcciones al Código Civil'' 
el senador Dr. Jerónimo Cortés sostuvo que "la dis- 
posición del Código (art. Mm) es absoluta. Toda vez 
que un padre entregue bienes a uno de sus hijos por 
mi contrato, cualquiera que sea el contrato, se* manda 
que el valor de esa propiedad se tenga presente en Ja 
partición y que se impute en la parte disponible del 
enajenante'*; y demostró plenamente que la cláusula 
aunque sea con cargo de renta vitalicia es ampliativa y 
no restrictiva del urt. 018 del Código Civil Francés, 
por lo cual y tenida en cuenta la nota del Codificador, 
la presunción de simulnción y la consecuencia de inva- 
lidez hasta el reintegro do la legítima, son insuscep- 
tibles de prueba en contrario. 

El ilustrado contradictor del Dr. Cortés fué el 
Dr. Benjamín Paz pero no consiguió conmover la opi- 
nión del Senado y el Dr. Torrcnt, único que manifestó 
conformidad con el Dr. Paz, se limitó a enunciar esa 
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adhesión {Cámara de Senadores de la Nación, año 1879, 
págs. 533 y siguientes, sesión del 29 de julio).. 

Esa conclusión fué la misma de la Cámara de Ape- 
laciones en lo Civil de la Capital Federal en el fallo 
registrado en el tomo 1°, pág. 474 de julio 18 de 1882 
y que subscriben los Dres. Federico Ibarguren, File- 
món Possc, Abel Bazán, Salustiano J. Za valía y Jorge 
Dainianovich. También está expuesta esa doctrina en 
el fallo de la misma Cámara registrado en el tomo 81, 
página 5. 

Finalmente Llercna la patrocina en el comentario 
al art 3G04 (Concordancias y Comentarios al Código 



Civil Argentina, tomo IX, pág. 552). 

Que, como se expresa en el voto de la mayoría, en 
el caso de autos media consentimiento expreso de la 
totalidad de ¡os herederos de Da. Sara Del fino de Mén- 
dez, respecto del crédito de sus bijas Inés María y 
Hilaría Celia Méndez Del fino y, por lo tanto, dentro 
mismo de la economía y del pensamiento del art. 3604, 
la conclusión del Tribunal, es decir, la revocatoria del 
fallo apelado, es la que corresponde por resultar in- 
constitucional el apartado a), del inciso 6', del artícu- 
lo G de la ley 4350 de la Provincia de Buenos Aires 
en la forma que ha sido aplicado. 



Antonio Saga una. 
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JORtiE FKU'EROA ALCORTA Y OTROS v. DIRECCION 
GENERAL DEL IMIMEKTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Rédito» propios. Catión f* 
&ra!. Cuestione* federal,* simples. Interpretación de la Constitución 
Auiionn/. 

Es procedente el recurso extraordinario contra la senten- 
■ iii definitiva que desconoce el derecho a la exención del 
impuesto a los réditos fundada por el rmirreníe en Ion 
arts, 4ri. 51, 52 y f»6 de I Constitución Nacional. 

IXMCXIDADES. 

Las finales do l„ fi cámaras de apelación de la instiga 
ordinaria de la Capital Federal no están amparado* pol- 
la mtaninbilidnd de Ion sueldos o'ie establece el art !)6 
de la Constitución Nacional para Jos jueces de f a Corte 
Suprema y de Iris tribu nales inferiores de la Nación. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Exencionen. 

Los fiscales de las cámaras de apelación de la justicia 
ordinaria do la Capital 'Federal no están exentos del paco 
del impuesto a los réditos sobre sus aneldos. 

Sentencia del Juez Federal 

Buenos Aires, julio 14 de 1Ü42. 

tando - VÍSÍ0S: r " F,i rW *° ,Ver Vli defil,itiv * ef)t<? juicio, y resul- 

Quo el Dr. Luis Lamas por los Dres. Jorjrp Fipueroa Al- 
corta y Matías Maekinlay Zapiola, fiscales de fon Cámaras 
de Apelaciones en lo Civil; Carlos M. Martínez v Enrique 
J. Raeedo, fícenles de la Cámara en lo Criminal v 'Correccio- 
nal; y Juan José Finios, fiscal de la Cámara de 'Apelaciones 
en lo ( omercial, se presenta y expone: 

Que en nombro do sus n-presentados v cumpliendo con 
sus instrucciones, viene a entablar demanda contenciosa con- 
tra el Fisco Nacional con motivo del recurso presentado por 
sus mandantes a Ja Dirección fíe ñera 1 del Impuesto a los Ré- 
ditos, sobre oposición al pago de dicho impuesto en cuanto 
grave la remuneración que ellos perciben en su carácter de 
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fiscales inamovibles de las Cámaras de Apelaciones de la 
Justicia Ordinaria de esta Capital. 

Los antecedentes del caso son los «¡guíente*;: 

Que por decreto del P. E. de focha 15 de octubre de 
1ÍU0, .se resolvió que las remuneraciones de los fiscales do 
Cámaras de Apelaciones en las jurisdicciones federal y ordi- 
naria de la Capital y Provincias se hallau sujetas al gravamen 
que determina la ley 1L682 (t. o.). 

Que anteriormente al citado decreto, esas remuneraciones 
estaban exentas de esos descuentos, 

Los actores» en desacuerdo eon lo i ^suelto por el P. E. 
se presentaron a la Dirección General del Impuesto a bis Ri- 
el itas considerando que el decreto cuestionado afectaba la jrn- 
rantía de ¡na movilidad de que (rozan en virtud de las dispo- 
siciones del art. 123 de la ley 1893, y por analogía, del art 
96 de la Constitución Nacional, considerando por tanto no 
sólo un derecho fiino un deber ineludible defender ese privi- 
legio como está obligado a hacerlo torio magistrado o funcio- 
nario que cree menoscabados esos privilegios por netas de otro 
poder. 

Transcribe los argumentos expresados en e] reclamo ad- 
ministrativo y atenta la resolución recaída a dicha presenta- 
ción — lh ¡lie también transcribe — , manifiesta que ha que- 
dado expedita, conforme al art. 42 de la ley 11.683 (t. o.), 
In vía judicial. 

Luego de un detenido análisis de bis disposiciones lépales 
citadas, cita el fallo contenido en el t. 152, páí;. 123 de la 
Corte Suprema, y en mérito de todo ello demanda al Fisco 
Nacional para que se declare que las remuneraciones de que 
gozan en el carácter de fiscales de Cámara están exentas de 
impuesto a los réditos resolviéndose así en definitiva el re- 
curso de opasición que han deducido. 

Que el Sr. Procurador Fiscal, al contestar la demanda 
díee que la cuestión que plantean los actores no es nueva* la 
justicia ha tenido ocasión de pronunciarse en contienda que 
íruarda cieña analogía con la presente, en autos: "Jáurcgui 
Pedro R. contra Fisco Nacional (D. G, 1. R.)". 

La disposición constitucional invocada por los actores — art. 
96— es suficientemente clara y explícita para que pueda ser 
aplicada, por extensión, a ta situación planteada en !a de- 
manda. 

Se refiere el artículo citado a "los jueces de la Corte Su- 
prema de Justicia y demás tribunales inferiores de la Na- 
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ción" determinando expresamente que solo los Jujees gozarán 
de las prerrogativa» establecidas por esa disposición, esto os, 
la inamovilidad mientras dure su buena conducta y la in- 
tangibilidad de los sueldos que perciben, ft>s que no podrán 
sor disminuidos ou manera alguna. 

í*>ii in ni unidad eonstStücional so refiere a los Jurera. Aque- 
llos magistrados que desempeñan Ja misión do administrar jus- 
ticia y tengan la potestad do ju wtr, señalados on la disposición 
constitucional analizada, gozarán de las prerrogativas enun- 
ciadas. 

Los fiscales fie ( 'Amara — que forman parto inlegranle 
del Ministerio Público pi.r expresa disposición de Ion nrts 11G 
y 121. Tít. VII, Cap. I y IV de la ley Iflllí— no ponan do 
las atribuciones o do las facultades a.signadas a los jueces, pues 
su misión no m /<i oV administrar justicia, ni timen autoridad 
< f púU&lad /Htm ju:*/nr t limitándose .día. ante el tribunal del 
cual forman parto, a asmamr al mismo, emitiendo di tfiffienfS 

8 *rü el i tn respecto del ennl ha sido requerida su Opinión, 

.'•rm'-n do las otras fum-imies que ¡a lev exprrsamonle los asigna 
(arta. 117 y 120 do la ley IgftS). 

F.as dispas i emites lepóles citadas determinan la flTltCÍÓIl 
que djMWmpenaii los aetores en la organización judicial y de 
ellas, sin lugar a dudas, se infiere que no p ¡en ser consi- 
derados como los Juw* a que alude el art. íifi .le la Coushtu- 
emn Nacional. 

El argumento eflgrimido de Ja inamovilidad de los misinos 
y su remoción en iirual forma que los vocales d'* los tribunales 
do segunda instancia (art. VSA de la ley IWKÍK no les confiere 
el carador de Jtuccs. 

líeafinnaiido lo expuesto hace suyas las opiniones de un 
gran maestro argentino, ol Dr. Joa^i'ív V. Cdn/ái,^ ("fu- 
rác/er Vonxíifurintnd ,ht Ministerio Público" Obras completas, 
tnmo VI í. pág. HH y sigtes.). Transcribe a coniinuaeión di- 
chas opiniones y agrega, qim aun cuando ellas fueron emití- 
ibis en un caso que so promovió contra un agente fiscal de 
primera instancia, ellas encierran conceptos inconmovibles 
sobre el carácter atribuido al Ministerio Públu ■o de t (ii la.s las 
instancias y cr un argumento eficaz para esgrimir en apoyo 
de lu expresado en este escrito. 

Sin necesidad de reeditar las argumentaciones que en su 
hora se adujeron, basta olwervar, que el principal antecedente 
que se invocó era el precedente favorable son ta do por la ¡Su- 
prema Corte de Estados Unidos al estudiar v resolver una 
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situación análoga, con Ja bien fundada disidencia del Juez 
Oliver Wcndell Ilolmes. 

La Corte Americana ha reaccionado y hoy predomina la 
opinión de aquel ilustrado juez, habiendo llcsriido a decidirse 
en Ja causa "O'Malley, Colíecíor Infernal Iíevcnno v. Woo- 
drongh", (U. S. 307: )de fecha 22 de mayo de tflííO, que 
m< registra en .1. t. 1*7 . pág. 14, Jurisprudencia extra tijera, 
que el hecho (Je .someter a los jueces al pililo de un impuesto 
fio carácter general, como el que recae sobre los réditos, no 
tiene más alcance que el de un reconocimiento de que tg$ ////ves 
iamhn'n mn rimlatlanox. sin que la función que desempeñan 
cu el Gobierno, los invista de una inmunidad que Ion excluya 
de participar con sus conciudadanos en la carga material e.vi- 
inda por el sostenimiento del Gobierno, cuya constitución y 
leyes están encargados de aplicar. 

Con este falto la Suprema Corte Americana rectificó la 
doctrina -culada cu J:i e:nisa Miles v. ( i rali.im '1", S, i'iH : .",01 i, 

T)e mudo, pues, que, si conforme a la tesis que sostiene, el ■ 
privilegio de la exención del impuesto a bis réditos no puede 
!■ m parar a los Sros. jueces, porque tal inlerpret ación - a su 
criterio—, no se ajusta al verdadero espíritu de Ta disposición 
del art f)G de la Constitución Nacional, con imial y mayor 
rasión debe considerar que Jos Sre.s. fiscales de Cámara ta [ano- 
to pueden alegar fa existencia de tal privilegio, máxime si se 
considera que el invocado precepto constitucional de excepción, 
<!"!!*• ser interpretado rost i*5 el i vamenfe. 

Ku mé rilo de lo ex | mes lo, solicita que en definitiva se 
desestime la demanda. 

Y considerando: 

tjne los actores, como miembros del l'uder Judicial de 
esta Capí lid, invocando los cargos de fiscales de las Cámaras 
do Apelaciones en lo Civil, de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional y Apelaciones en lo Comercial, alepnn enrrespon- 
derleu, el privilegio de exención de pavamen que el arf. tiíi de 
la Cnnsl it lición Nacional, acuerda a las jueces de la Corte Su- 
prema y de los tribunales inferiores de ta Nación. 

El desempeño invocado por las adores, ejercitando fun- 
ciones de miembros del Ministerio Público, demuestra ante la 
sola acepción gramatical de la institución, que el pretendido 
privilegio constitucional de intangihilidnd de los emolumentos 
acontados a los magistrados que desempeñan empleo de juez, 
no les es ostensible bajo concepto alguno. 
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Concurrí* a definir este concepto, no «lamente la cal i f i- 
«ación expresa institucional y gramatical, «¡no el sentido res- 
trictivo con t|in« deben interpretarse todas las normas que 
acuerden pri vi lejíos y exencionen públicas. 

Los easo« ya resueltos por la Corte Suprema, al examinar 
la nit nación de un juez federal como miembro de la .íuMiria 
di- la Nación y de un fiscal de la justicia ordinaria de cata 
Capital, ha precisado en forma que no admite duda, que la 
exención constitucional solo está acordada a los jueces con ex- 
clusión del Ministerio Público, por no formar parte éstos de 
Ja Magistratura que ejercita función de juzgar. 

ha diferencia (pie se pretende bailar en las diferentes je- 
rarquías en que se divide el .Ministerio Público, en cuanto es- 
leu creados para funcione* de primera instancia y de segunda, 
es argumento carente de todo valor doctrinario y legal. 

Corresponde en hu consecuencia declarar aplicable a los 
ca-sfiK planteados en la demanda de autos, la doctrina sentada 
por ía ('«ríe Suprema, ni los casus registrados en los is. 17K~ 
l!»l, pags. 7:Mir> ríe sil cnlceción. 

(¿ue el contenido del art. 12:1 de la ley n* 18ÍW, de organi- 
zación de los tribunales de la Capital, que se invoca para fun- 
damentar la aplicación de la exención del art. ¡Ni de la Cons. 
tilueión, 110 puede, por su simple alcance legal y su distinto 
Mentido institucional, ser aplicable como se pretende, para lo- 
grar la inmunidad impositiva ib- los gravámenes de la ley 
ll.tjSlí. 

Bl art, 0C ile la Constitución, Cuando acuerda la exención, 
no lo baee en miras a la iuamovilidad y al acuerdo del Se' 
iiiido, instituido en beneficio de Ion ¿ necea «le la Constitución, 
sino en miras a consagrar intangible y libre de lodo intento 
de sojuzga miento, la augusta misión de juzgar. 

Mu el caso del Ministerio Público en que no media en 
forma algún» aquel principio y que ni .siquiera m- ha aceptado 
«■o bis casos en que desempeñan supletoriamente función ju- 
dicial, no es [osible admitir que por el simple hecho de gozar 
de ¡namovüi:íad legal y depender del acuerdo del Senado el 
nombramiento, puedan eonsidonuwe incluidos en el privilegio 
que el art, !Jti de la Constitución, ha reservado exclusivamente 
par n los jueces de la Nación, 

l>e la misma garantía del acuerdo del Senado y la con* 
Siguiente iuamovilidad, que a las f mental les acuerda el art. 
I— : * citado, gozan también innumerables miembro» de la Ad- 
mitid ración y sin embargo no podría deducirse «Je ello, que 
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por la sola inmunidad de remoción, les sea aplicable la exen- 
ción del impuesto que en esta liti« se cuestiona. 

Lo establecí ti o precedentemente demuestra con evidencia 
que la exención invocada por los actores, es improcedente. 

Por tanto y Jo expuesto, fallo desestimar la demanda, siu 
costas, atento la naturaleza de la cuestión planteada. — Emi- 
lio L, González. 

Sentencia de la CXhaka Federal 

Buenos Aires, 5 de mayo de 1943. 

Y considerando: 

De conformidad con lo resuelto por este tribunal en el 
cuso de Pedro K. J&urepui v. Fisco Nacional, fallado el 3 de 
julio de 1940, confirmado por la Corte Suprema en fecho 17 
de octubre de 1941, se confirma la sentencia apelada en cuanto 
no tiaee hipar a la demanda deducida. Sin costas, atenta la 
naturaleza de la cuestión debatida. — Ricardo Villar Pala- 
cio. — J. A. González Calderón. — Eduardo Sarmiento. — 
Carlos Sel Campillo. 

FALLO DI, LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 tío mayo de 1044. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do a los actores en los autos Fijrueroa A Ico ría Jorge 
y otros contra el Fisco Nacional ( Dirección General del 
Impuesto a los Réditos) venidos de la Cámara Fede- 
ral de la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente por Imhurse alegado 
por los recurren los qnc su derecho a la exención del 
impur-sfo a los réditos so lmllnha amparada por los 
arts. í>0, 45, 51 y 52 de la Constitución Nacional y ser 
la sentencia definitiva y contraria al derecho federal 
invocado (arts. 14, inc. 3*, ley 48 y G 9 de la ley 4055). 

Y en cuanto al fondo de la cuestión; 
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Que ésta consisto en decidir si los fiscales de las 
Cámaras cíe Apelación en lo Civil, Criminal y Correc- 
cional, y Comercial, de la justicia ordinaria de la Ca- 
pital que desempeñan los actores, se hallan amparados 
po 1- la intaugibilidad de sus sueldos que establece el 
art *Mi de la Constitución Nacional para los jueces de 
la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la 
Nación, los cuales "no podrán ser disminuidos en ma- 
nera alguna mientras p- rmaneciesen en sus funciones". 

(¿ue e.sla Corte ya lia tenido ocasión do estudiar 
esta cuestión en las sentencias que so registran en los 
fallos publicados en los tomos 17b", pág. 73; 187* 087 y 
191, b5 en las que se decidió "que el privilegio que la 
Constitución establece se refiere sólo a los jueces", es- 
to es "a los funcionarios que tienen autoridad y potes- 
tad para juzgar y sentenciar; o de conocer y decidir, 
como diee el art 100 de la Constitución" al referirse a 
la Corte Suprema y a los tribunales inferiores de la 
Nación. 

Los fiscales de tas Cámaras, ana Cuando desempe- 
ñan funciones de grande importancia y responsabilidad 
eí los juicios que refiere el art. VJO de la ley ISfí.'i, no 
son jueces en el eoneepto que la Constitución establece. 

Establecida la i n tangibilidad del sueldo para los jue- 
ces y constituyendo ella un privilegio, no puede exten- 
derse éste por analogía a otros funcionarios judiciales, 
puesto que todo privilegio debe ser interpretado ros- 
trietivunieiite, como lo ha decidido de antiguo esfa (Jor- 
fe (Fallos: tS;i, 51; 187, 200; 1M, 470). Con el mismo 
criterio se lia interpretado que la i n tangibilidad del 
sueldo del juez desaparece cuando éste se acoge al be- 
nofieio de la jubilación, puesto que el privilegio lia sido 
limitado al tiempo en que el juez permanezca en sus fun- 
ciones (Fallos: 17íí, 5; 17í>, 'MU y 408; 188, 52§), 
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La circunstancia invocada en el memoria] de fs. í)8, 
de que los fiscales de Cámara sean inamovibles confor- 
mo al texto de la ley 1893 de organización de la justicia 
de la Capital, importa reconocerles un privilegio aná- 
logo «1 de los jueces de que carecen los agentes fiscales 
de primera instancia, Pero de este privilegio no puede 
inferirse otro privilegio, cual es el de la intnngiliilidad 
del sueldo que, como antes se dice, la Constitución Na- 
cional sólo acuerda a los jueces de la Corte Suprema y 
de los tribunales inferiores de Ja Nación. La ley 1893 
no lo acuerda tampoco. Si lo hubiese hecho, habría lie- 
yudo el cuso de decidir si la ley nacional posterior, de 
impuesto a los réditos, pudo modificar tal privilegio, sin 
violar la Constitución Nacional. 

El argumento (pie aducen los apelantes, de que la 
i na movilidad de los fiscales envuelve, por necesaria im- 
plica acia, la intangibilidnd del sueldo, no es valedero, 
puesto que si así fuese habría (pie extender este último 
privilegio a todos los funcionarios de la administración 
que gozan de esa misma inamovilidnii; o sea, a todos 
aquellos cuya remoción no corresponda hacer, por la ley, 
al P. E. 

Por estos fundamentos, los concordantes aducidos 
en primera y segunda instancias, y de acuerdo a 4o pe- 
dido por el S?, Procurador Fiscal de turno que ha reem- 
plazado al Si". Procurador General en virtud de lo re- 
suelto a fs, Íí7 vta, ('), se confirma la sentencia de fs. 91 
en cuanto lia podido ser materia .del recurso. Notifí- 
quese y devuélvanse, reponiéndose el papel en el juzga- 
do de origen. A » T , 

Antonio Saoaiena — Luis Lina- 

hrs — B. A. Nazab Ancho- 
hkna — P, Ramos Mkjía. 



(I) Por ejHMtsru'kin dA Mr. Procurador Gcntrul. 
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SATURNINO GARCIA v. NACION ARGENTINA 

ACCION CIVIL. 

Si bien el principio establecido por ol arf. 110ÍÍ fie! C. 
Civil no es api ir a h!^ en materia aduanera y de impuestos 
internos, el fisco no puede sostener en lo ¿vil la existencia 
de tris hechos «obre los cuales hubiera r. ¿aído resolución 
Absolutoria, sin justificarla con elementas probatorios dis- 
tintos de los allegados al juicio criminal. 

ACCION CIVIL, 

A falta de otras pruebas que las acumuladas en el expe- 
diente administrativo y en la causa criminal instituida pa- 
ra la aplicación de ta multa, ya consideradas en el fallo 
que en esta última absolvió a! acusado por considerar 
inexistente el hecho imponible que originaría la obligación 
de satisfacer el tributo y la pena — existencia en más de 
cigarrillos y tabacos que la importada por el contribu- 
yente — proc le la repetición del impuesto interno que 
resulta, así, indebidamente cobrado. 

IMPUESTOS INTERNOS: Procedimiento. Percepción del impuesto, 

El juicio ordinario de repetición es el procedimiento ade- 
cuado para decidir judicialmente lo relativo n la proce- 
dencia del pago de los impuestos internos liquidados por 
la administración» y no comprendidos en la demanda con- 
tenciosa autorizada por el art. 17 del texto ordenado. 

INTERESES: Liquidación. Tipo de los intereses. 

Los intereses correspondientes a la suma que se manda 
devolver en un juicio sobre repetición deben ser liquidados 
a estilo de los que cobra el Banco de ta Nación Argen- 
tina; pero si la sentencia fué consentida por el actor, 
dicho tipo sólo se aplicará si fuese inferior al señalado 
en ella. 

Sentencia dki. Juez Feokkal 

Buenos Aires, abril 9 de 1ÍH3. 

Y vistos: estos autos seguidos por Saturnino García con- 
tra la Nación sobre devolución de una Huma de dinero abonada 
en concepto de impuestos; y resultando: 
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Quo a fs. 10 se presenta el actor, por intermedio de apo- 
derado deduciendo formal demanda contra la Nación por 
repetición de le suma de S 18,195,99 Vi» centavos %. que dice 
le ha sido exigida indebidamente por la Administración Ge- 
neral de Impuestos Internos en concepto de impuestos «obre 
toba coa. 

Expresa la demanda que como In justicia federal en lo 
criminal y correccional de la Capital absolvió al actor del 
hecho imputado y que da origen a la presente causa por repe- 
tición de impuestos, modificando la condena administrativa 
la que fué reducida a la suma de $ 5.683, 75 %. por haberse 
comprobado la venta de cigarrillos a mayor precio que el fi- 
jado en la marquilla. eti de aplicación en el coso la regla 
contenida en el art. 1103 del C, Civil, de conformidad eon la 
jurisprudencia sentada al respecto por nuestra Corte Suprema 
do Justicia v Cámara Federal de la Capital (C. 8. J. t t. 183: 
288. X t* 66: 63 y 71: 696) 

Formula diversa* consideraciones en apoyo de su derecho 
y termina solicitando se haga lugar a la demanda interpuesta 
con sus intereses y las costas del juicio. 

Que el Sr. representante de la Nación contesta la acción 
deducida expresando que no es de aplicación la disposición 
contenida en los arts. 1102 y 1103 del C. Civil, por cuanto 
la sentencia dictada en el juicio criminal no resolvió el punto 
principal, ya que la absolución pronunciada fttW por único 
motivo la insuficiencia de la prueba de cargo, por lo que 
debió favorecer al sumariado conforme el precepto del art. 
13 del C. de Proca. Criminales. 

Agrega que la ley 3764 contiene preceptos expresos que 
resuelven la litis, como ser el art. 17 (art, 4, t. o.) y el 2» 
apartado del mismo art., disposiciones que están corroboradas 
por la del art. 44 (art. 46, t. o). 

Dice que en el caso es de aplicación la disposición del art. 
63 del C. de Comercio, por lo que no habiendo probado en 
juicio en ln forma establecida por dicha disposición legal, 
corresponde el rechazo de la acción intentada. Pide costas. 

Y considerando: 

Que la justieia federal en lo criminal y correccional de 
la capital, al resolver la apelación deducida en el sumario 
815-1 *-l 936, modificando la resolución administrativa, *óto 
impuso al actor la obligación de satisfacer una mutta de $ 
5.683.75 por haberse comprobado el expendio de cigarrillo» 
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a mayor precio que el autorizarlo en su marquilla (fs. 196 y 
205 del expediente administrativo agrefinde\ expresando, ade- 
más, que carece de todo fundamento la acusación formularla 
respecto a la venta de más cantidad de oigan-illa* y tabaco 
que la importada por García, ya que se ha probado las com- 
pras efectuada** por este a diversos comerciantes, por lo cual 
tío puede considerarse que tal hecho sea punible. 

Entiende el suscripto (pie ta] decisión de la justicia crimi- 
nal, absolviendo ni demandante en autos del hecho imputado 
— el que acaba de mencionarse en la, última parte del conside- 
rando precedente—-, reviste carácter de irre visible en el caso, 
atento la jurisprudencia registrada en el t. 1S3: 288 de la 
colección de fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, de aplicación indudable en el presente litigio, por lo cual 
no es posible volver sobre el particular, máxime cuando la 
prueba ofrecida por la demandada consiste en las actuaciones 
agregad as sin acumularse donde, precisa mente¿ se absolvió ai 
actor de la sanción penal por la existencia en más de ci garrí - 
tíos y tabacos que la importada por éste. Es así de estricta 
aplicación la regla contenida en el art. llíKl del C. Civil. 

Si ahsuelto el actor de la sanción penal correspondiente 
por haberse comprobado en el respectivo juicio criminal que 
aparte ríe lo importado ha comprado diversas partidas de 
mercaderías a las personas que deponen en el aludido juicio, 
mercaderías que figuran como "importadas", y como no se 
ha probado por partí 1 del Fisco que tales efectos no hubiesen 
tributado el impuesto correspondiente, debe hacerse lugar al 
redamo d"l actor y así se declara. 

Que el pago del impuesto cuya repetición «e intenta so 
encuentra acreditado erm la constancia existente a fs, 256 de] 
expediente administrativo agregado sin acumularse, así como 
también que el mismo se encuentra amparado por la protesta 
do que da cuenta el instrumento cuyo testimonio obra a fs. 
2 y 3 de estos autos, lu que se encuentra debidamente funda- 
da, conforme a la jurisprudencia existente sobre el particular. 

Que en la forma en que se resuelve esta litis, sólo resta 
determinar el monte» a devolver al actor. Pero como las senten- 
cias de primera y segunda instancias dictadas en el juicio cri- 
minal al que se ha hecho referencia, n » establecen que la con- 
dena impuesta a (Jarcia sea el decir do de la suma debida en 
concepto de impuesto, no obstante lo expresado en el escrito 
do demanda — f». U vta. t punto fr - corresponde que por in- 
termedio de la Administración General de Impuestos Internos 
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se practique la respectiva liquidación, conforme al detalle que 
obra a fs. 107 del expediente administrativo agrepado. 

Por cstas.eonsidcraeiones, falle ; declarando que \n Nación 
debe devolver al actor don Saturnino García la suma que re- 
sulte de la liquidación a practicarse en la forma expuesta en 
el último considerando, con mis intereses del 6 % anual, desde 
la notificación de la demanda, de acuerdo con la jurispruden- 
cia sentada al respecto. Sin costas, átenlo los íiuteeedentcs que 
motivaron la resolución administrativa y el resultado del jui- 
cio criminal a que se ha hecho referencia. — Emilio O. /Vr- 

«fííírfCS. 

Sentencia de la CAmakjv Federal 

Buenos Aires, 29 de octubre de 1043. 

Y vistos; Por sus fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 41, de este juicio promovido por Saturnino 
García contra la Nación, sobre devolución de impuestos. Las 
costas de esta instancia en el orden causado, por no encontrar 
mérito el tribunal para su imposición. — Carlos del Campillo. 
— Juan A. González Calderón. — Eduardo Sarmiento. 
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Buenos Aires, 15 de mayo de 1044. 

Y vista la precedente causa seguida por don Sa- 
turnino García contra la Nación por devolución de im- 
puestos, en la que so ha concedido ni recurso ordina- 
rio a fs. 53. 

Y considerando : 

Que esta Corte en los precedentes de Fallos 139, 
393 ; 1S:í, *¿H8; 188, 91 y 540 ha establecido como prin- 
cipio general, que lo dispuesto en el art. 1103 del Có- 
digo Civil —según el que "después de la absolución del 
acusado, no se podrá tampoco alegar en el juicio civil 
la existencia del hecho principal sobro el cual hubiese 
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recaído la absolución "— no es aplicable en materia 
aduanera y de impuestos internos — v. también la doc- 
trina de Fallos 186, 45; 187, 249; 190, 444; 191, 514 
entro otros. 

Que, sin embargo, el Tribunal ha admitido también 
(en ios precedentes eitados en primer termino) que 
dictada resolución absolutoria, el Fisco no puedo soste- 
ner en lo civil, la existencia de los hechos sobre los cua- 
les hubiera recaído aquélla, sin justificarla con ele- 
mentos probatorios distintos de los allegados al juicio 
criminal. 

Que así, si bien en la causa referente a la proceden- 
cia del pago del impuesto, ios jueces no están constre- 
ñidos a condenar al Fisco, por la sola razón de que en 
el proceso instruido para la aplicación de la multa, el 
hecho imponible —que originaría la obligación de 'sa- 
tisfacer el tributo y Ja pena— se baya declarado no 
existir (como sucede en la especio; v, sentencia de fs, 
196, eonsid. 6» in fine, confirmada por sus funda- 
mentos a fs. 205) deben, sin embargo, hacerlo si el re- 
presentante fiscal no aduce otras pruebas que las acu- 
muladas en el expediento administrativo y en el juicio 
criminal, ya consideradas en la sentencia dictada m 
este último — Conf., especialmente Fallos 188, 91 y 540. 

Que de conformidad con Ja doctrina de esta Corte 
expuesta en Fallos 190, 444 y en los precedentes que 
allí se citan, el presente juicio de repetición es el pro- 
cedimiento adecuado para el conocimiento judicial en 
lo referente a la procedencia del pago de los impues- 
tos internos, liquidados por la administración, y no 
comprendidos en la demanda contenciosa que autoriza 
el art. 27 de la ley 3764 —17 del T. O. 

Que lo dicho hasta para confirmar en lo principal 
la sentencia apelada de fs. 52, la que debo modificarse 
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en cuanto al tipo de loa intereses, que se pagarán a 
estilo de los que cobra el Banco de la Nación Argentina 
—Fallos : 1D7, 340— si fueren inferiores a los señala- 
dos en el fallo recurrido, que no lia sido apelado por 
el actor. 

En su mérito so decide: Confirmar en lo principal 
el fallo de fs. 52, modificándolo en cuanto al tipo de 
los intereses que se pagarán a estilo de los cobrados 
por el Banco de la Nación Argentina para las opera- 
ciones ordinarias de descuento, en el término compren- 
dido en la liquidación. Las costas de esta instancia tam- 
bién por su orden. Hágase saber; devuélvanse al tri- 
bunal de su procedencia; repóngase el papel en el juz- 
gado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorrna — F. 
Ramos MejÍa. 



JOSE ROBLEDO GOMEZ Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia fotrral. C Visas 
penales. De-lUos contra ct orden público, la seguridad de la Nación, 
to» poderes públicos y et ordrn constitucional 

No compete a la justicia federal sino n la ordinaria, cono» 
cor en el Huinario -..¡atraillo contra varias personan a quie- 
nes se imputa haber cometido el delito de sedición por 
hnber, unas, incitado a varios vecinos a denunciar ante el 
gobierno provincial procederes agraviantes de las autori- 
dades policiales, y otras, omitido concurrir a una reunión 
de comerciantes convocada por un sub-comisario. 
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Sentí;:,- cía del Jitek Federal 

Córdoba, febrero de 1942. 

t i » yí sí ? : « a cm,sa se P l ' i<la (íí,títr a lt» Miipuc^to» sediciosos 
Jos» Robledo , Gome*, Domingo del Carmen Díaz, Anselmo Anas 
Ledusma y Bautista Herrera, para resolver «obre la compe- 
t encía; y ' 

Considerando : 

Que se imputa a Robledo Clómez y n Díaz haber incitado 
a algunos vecinos del departamento Minas, de esta Provincia 
a mmfttt ante el Gobierno Provincial, procederes de la* 
autoridades policiales del misino que a éstos habrían agra- 
viado. A su vez. Ledesma. nno de los denunciantes, aparece 
implicado por no haber concurrido a una reunión de eonicr- 
eiantes a fine ciaba un suh-eomisarto; y Herrera, porque ba- 
tiría formulado una de aquellas denuncias. Desde tueco Ira 
denunciante* ejercían un derecho y quienes Ira aconsejaban no 
un delito. Ahora bien ¡ si los hechos denunciados eran inexac- 
tos h;ihna«c cometido calumnia o desacato contra funcionarios 
pubhcos o alguna de las especies de la falsedad a ¡orarse en 
cada caso. 

Que, sin embarco, la autoridad policial y a la par el juez 
ordinario ¡,;m visto en tal actividad la comisión del delito de 
Kedicmn; pero aquí no obran - para con fijjura rio— anteceden- 
tes de que I >s procesados formaran parte de una fuerza armada 
o de una reunión d" personan que se atribuyeran los dcrrelios 
del pile! iln v peticionaran a nombre de éste, tú que .se hubiesen 
alzarlo púb! reamente ? (m „ s ¡ n Jirm , IK nnr(l hupedir l n eieeución 
de alguna ley o resolución superior (C. Penal, art. 2:if)V Xo 
encuadra, pues, aquella calificación, ya que las denuncias de 
la referencia no tenrh-ían sufieiente virtualidad para "derro- 
car ' a las autoridades locales —como éstas Kuspicazmente Jo 
presumen al formular sumario. 

Que, en punto a la competencia, y admitiendo la «edición 
invocada, como ésta importa sólo el alzamiento contra una auto- 
ridad provincial, el conocimiento del delito correspondería a 
los jueces ordinarios del respectivo territorio (Cod. Penal, art. 
229) ¡ no tratándose, de consiguiente, de una rebelión —alza- 
miento contra el orden nacional—, la justicia federal carecería 
d« jurisdicción (Id. Art. 226). Habiéndose establecido empero 
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que los hechos en cuestión, por las inexactitudes de las denun- 
cias configurarían la calumnia, e. desacato o alguna de las 
especies de la falsedad criminal, es propio concluir que tampoco 
deben conocerse por la jurisdicción federal, pues no están com- 
prendidos en ninguno de sus supuesto** de excepción (ley 4ti, 

y 4 V ). La competencia penal federal no es, pues, la que 
corresponde; y sin que empezca a esto el que este juagado se 
hubiere abocado ya que le era preciso indagar para mejor apre- 
ciarla y que por ser de orden público en cualquier estado de* 
ta causa podía descebarla. 

Por lo expuesto, resuelvo: declarar la inemnpetencia del 
Juzgado y devolver los obrados al de su procedencia, de Ins- 
trucción de Villa Dolores, invitándolo a otrurrir directamente 
al Superior en caso de disconformidad. — R. liar rato Mármol, 

Dictamen del Procurados General 
Suprema Corie: 

Con motivo de haber llevado (pie jas auto el Mi- 
nisterio de (Jobierno de Córdoba varios vecinos del 
Departamento Minas de aquella provincia contra auto- 
ridades policiales locales, se levantó un sumario que a 
juicio del Sr. Jefe Político de diclio Departamento, 
revela importar dichas quejas, el delito de sedición. 

Empero, el Sr. Juez de Instrucción de Villa Dolo- 
res (Córdoba) conceptúa que el conocimiento del asun- 
to compete al Si*. Juez Federal de Córdoba, y este últi- 
mo se ha declarado incompetente; por lo cual, viene a 
V. E., como cuestión previa a dirimirse, la contienda 
negativa de jurisdicción resultante. 

A mi juicio, el Sr. Juez Federal de Córdoba está 
en lo cierto: conforme lo demuestra en su fallo de fs. 
07, de configurar algún delito los hechos denunciados, 
sería la justicia ordinaria la llamada a reprimirlo. Co- 
rresponde que así lo declare la Corto. Buenos Aires, 
abril 17 de 1944. — Juan Alvarce. 
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FALLO PE LA COIÍTE SUPREMA 

Buenos Aires» 15 do mayo de 1944. 

Autos y Vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del 
señor Procurador General se declara que, en el caso do 
revestir carácter de delito alguno do los hechos denun- 
ciados en esto sumario, su juzgamiento correspondería 
a Ja justicia ordinaria de la Provincia de Córdoba. En 
consecuencia, remítanse las presentes actuaciones se- 
guidas contra Robledo Gómez José y otros sobro acu- 
sación de sedición, al señor Juez de 1* Instancia en lo 
Civil, Comercial y de Instrucción do Villa Dolores, 
Provincia de Córdoba, avisándose en la forma de estilo 
al señor Juez Federal de Córdoba, Secretaría en lo 
Criminal y Correccional. 

Rouerto Repetto — Anton io Sa- 
car:? a — Luis Linares — B. 
A. Xazah Anciiorena — F, 
Ramos Mejía. 



CORNELTO RIOS Y OTROS v. NACION ARGENTINA 
JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Personas com* 

La ley 43-10 y sux concordan tos no han i ti el nulo entre los 
beneficiarios tic tu Cuja de Jubilaciones Civiles a los prac- 
ticáis y baqueanos de río; por lo que cor responde resti- 
tuirles los descuentos que le fueron hechos por aplicación 
del decreto $* 125.571 (»). 



(>} Kn ln misma forha y ta i puní smlido fué fallado t\ juicio au- 
{H:ido por Antonio Santaiia y otros u. la Nación. 



HE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



357 



Sentencia del Juez Fedehae 

Buenos Aires, mayo 18 de 1943. 

Y vistos: Para resolver estos autos caratulados: "Ríos, 
Cornelio y otras o. Gob, de la Nación", s. repetición de los que 
resulta: 

1* Qnc a £s, 1 se presentan los actores por apoderado 
dedueieudo formal demanda contra el Superior Gobierno de 
la Nación, por devolución do la suma de $ 100.000 o la que 
en definitiva resulte, en mérito de las siguientes considera- 
ciones: 

Dicen que la suma reclamada proviene de los descuentos 
efectuados sobre los honorarios que perciben en su carácter de 
prácticos del Río Paraná con el objeto de afiliarlos a la Caja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles «-(ley 4349). Se 
sostiene, en primer lugar, que la situación de los prácticos no 
se halla contemplada ni comprendida dentro del régimen de 
la referida Caja y que, por lo tanto, ningún aporte ha podido 
cxigírseles en ese concepto. He agrega que las retenciones he- 
chas, no obstante lo man i Testado precedentemente, en base al 
decreto W 125.571 (arts. 604, 807. 808, 809 y otros) son arbi- 
trarias por cuanto el decreto que así lo dispuso es ilegal v nulo 
ya que ninguna ley !o ha autorizado. Se afirma que el reclamo 
intentado se justifica por la circunstancia de que la sanción 
de la ley 12.fi 12, que creó la Caja do Jubilaciones de los Marí- 
timos, no previo para nada esos descuentos, lo que implica de 
por sí una falta de ratificación tendiente a subsanar lu situa- 
ción de hecho producida. Se hace luego una relación de los 
reclamos administrativos que precedieron a esta acción, así 
como los dictámenes favorables que merecieron por parte de 
los funcionarios encargados de ello. Se hace referencia tam- 
bién a la circunstancia de que los prácticos no revisten el ca- 
rácter de empleados ni funcionarios públicas y se pide en 
definitiva la devolución de la suma que resulte adeudarse por 
el concepto anteriormente señalado, con intereses y costas. 

2» Declarada la competencia del juzgado y corrido tras- 
lado de la demanda al P. E„ por intermedio del ministerio del 
ramo, a jk fi7 se presenta el procurador fiscal, Dr. Emilio G. 
Fernández, contestando y dice: 

Que. la demanda es improcedente. Se sostiene en primer 
hipar que los actores carecen de acción para reclamar la suma 
pretendida, afirmando que en el mejor de los casos ella deberá 
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ser rostí ti itili» ii 1,1 persona encargada de percibirla para sor 
restituida a quimil corresponda. Se atrrega a continuación que 
p| decreto N* I'J.k.'jTI del uño IDíiT no ha hecho más- que oficia- 
lizar *"1 servicio de practicaje ordenando asimismo la afiliación 
de esos funcionarais n la Caja de la ley 4:i4!) ; que esc es mi 
acto válido emanado del P. E. P desde el momento que ninguna 
ley sp lo prohibía y que por lr> tunta tuncuna razón loga] asiste 
¡; los n presentante para exigir la devolución de los aportes 
ivn nidus i-íi bii.se a i*c decreto. Hace luego alguna* otras con- 
sideraciones más sobro ol particular y pido en definitiva el 
rechazo de ta acción ron costas.. 

Gonaiderando : 

1"' Que la defensa de falta do acción (pie en primer limar 
opone la demandada en su escrito (te respondo, debe desesti- 
marse por carecer de todo asidero legH. 

KMa se funda. SCgón sp desprenda de sus propios términos, 
en el dictamen del Sr. Procurador General de la Nación, I>r. 

Joan A (vare*, fjtitcii .se inclina precisamente por la devolución 
de los aportes cueatioiládos. V en lo (pie respecta a quién deben 
ser reclamadas, en iv ln de que es la Cuja de Jubilaciones y 
Pensión, s Civiles que en la actualidad es la depositaría de 
j, s sumas cuestionadas, os indudable, (pío de ser viable la ac- 
ción cor respondería a la demanda da de conformidad con lo re- 
suelto por la Kxi'iua. Cámara Feib-ral a fs. ."ft al resol vr !a 
excepción previa de personería, 

2" ' t hie en lo ipie hace al fondo de la cuestión flebatida, 
es poco dudoso a estar a las constancias y antecedentes admi- 
nistrativos obrantes en ñutos, el hecho dé que la retención de 
los aportes cuya devolución se reclama cu el juicio fue im- 
puesta por decreto del P. K.. sin que hy al ¿runa lo autorizara 
a tal «tóa 'ver dictamen del Sr. Procurador General de la 
X.K'tón fs. íis vía). 

I.a falta de toda disposición ex [irosa contenida en la lev 
VM'* t-videnria la en rene ¡a de atrihución legal [ior parte del 
P. K.. para afiliar al régimen creado por esta ley al personal 
encargado de prestar el servicio de practicaje. Kilo no neee 
siia mayores fundamentos ni consideraciones para admitir la 
nulidad del referido decreto ya que lo contrario implicaría re- 
conocer a esta rama del Retado facultades legislativas que le 
son expresamente vedadas, ejercer funciones legislativas que, 
por su naturaleza escapan a su ministerio (art.s. fi7. i no 2$ y 
SC. in< . '2\ ile la C. Nacional). 
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Por lo demás conviene también «cñalar que lu ley 12,612 
que creó un régimen WhI de jubilación al personal de la Ma- 
rina Mareante incluyendo dentro de él a las prácticas v Iia- 
queanos (airt, 2* íne, §t* dejó bien achirado ípii' tus dej-cuentos 
y con trihue iones nuawíírius para el funciona miento de la nueva 
institución, comenzará a ser exi^thle a los empleados, obreros 
y entidades patronales, desde «a prmnul tinción, (arfc 10 de la 
ley cir. Ello descarta de por sí toda posihilidad de pretender 
sostener que tva ley implicó una ratificación al acto del P. E., 
en cnanto dispuso las retenciones que motivan esta lilis. 

íí* Que ante l,,s consideraciones expresadas, la repetición 
intentada debe ¡leeptarse de aeuerdo con lo dispuesto por el 
art. 7í)2 del C. Civil. V en fo que respecta al monto de lo que 
corresponde volver, estése a lo que en definitiva resulte tic las 
Jinuidacinues qne oportunamente se practicarán de aeuerdo con 
las constancias de autos. 

Por las precedentes consideraciones, fallo: Declarando qne 
el Gobierno de la Nación deberá devolver a lus actores. la suma 
(pie resulte de la liquidación a practicarse en la forma señalada 
en el tercer considerando de cuta sentencia, más sus intereses 
al estilo de los que percibe el JSanco de la Nación Argentina 
(6 '"'-)- desde la india de ta nulificación de la demanda. Costas 
por su orden atenía hi naturaleza de la causa y a que la fina- 
lidad perseguida por el P. E.. con las descuentos, cuya devolu- 
ción se dispone, fué en definitiva euufinnada al sancionarse la 
ley 12.012. — Alfonso K. Porcrmi. 



Si:n*tenxía m: r. A Cám.uía Federal 

Buenos Aires, 17 de diciembre de 1Í143. 

Considerando: 

Que aun en el caso ríe que el P. E. haya estado debida- 
mente facultadn para crear, sin autorización del Congreso, el 
Ker vicio de practicaje y reglamentar su funcionamiento, lo 
cierto es que fué el propio Congreso quien dictó la ley 12.012, 
de creación de la Caja de Jubilaciones, Tensión es y Retiros de 
la Marina Mercante Nacional, en cuyo régimen incluyó expre- 
samente a los prácticos. Rilo demuestra que no existe vinculación 
al ¡runa entre los prácticos y la Caja Civil, y por lo tanto (pie 
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no tenían razón de «er, máxime cuando al üiincíomir la nueva 
ley, el Poder Legislativo nada dijo sobre la aplicación o des- 
tino de loa mismos. 

Que es de tener en cuenta, también, que la ley orgánica 
de la Caja Civil, 4:149, lia querido que cuando se pretendiere 
incorporar a «us beneficios a personal que hasta entonces no 
revestía el carácter de empleado o funcionario, debía dictarse 
una ley especial por el Congreso, como lo demuestra el art. 2\ 
ine. 0*, referente a los miembros del cuerpo consular. 

Por ello y por sus fundamentos, se confirma, sin castas, 
la sentencio apelada, modificándosela en cunnto fija un tipo 
de interés determinado, que deberá ser el que eobra el Banco 
de la Nación Argén Hija. — Ricardo Villar Palacio, — Carlos 
(Jel Cantpii lo. — Carlos Herrera. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bueno* Aires, 17 de mayo de 1!>44. 

Y vistos: los untos: "Ríos Cornclio y otros v./ 
Pisco Nacional, sobre cobro de pesos" venidos de l;i 
Cámara Federal de la Capital por vía del recurso or- 
dinario de apelación, y 

Considerando: que la sanción de la ley X p 12.6V2 
que eroó la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros 
ele la Marina Mercante Nacional y la inclusión de los 
prácticos y baqueanos en sus beneficios (art. 2*, ine. G.) 
sin alusión alguna a su dependencia do la Caja Civil 
dispuesta por decreto n fl 10!h'2G7 de julio de 1**37, de- 
muestra que el Congreso Nacional no legitimó tal si- 
tuación por lo que Jos descuentos realizados carecen 
de razón legal. 

Por ello y sus fundamentos, se confirma la senten- 
cia apelada de fojas 124. Sin costas asimismo en esla 
instancia dada la naturaleza de las 
tea das. 
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llágase saber y devuélvanse al tribunal de procc- 
deneia, donde se repondrá el papel. 



EUGENIO ©ARTAS EG NA — su sucesión: 

JURISDICCION Y CüUPETKXCiA: S«ct*iún. Domicilio del can- 
Mtttc. 

\.n jurisdicción territorial que establece, el art. 3284 del 
C. Civil no m pro miquillo por votan lad de las partes. 

JVlaSDIt'aoX Y COMPETEXCiA: Sneemín. Domicilio del can- 



iie.su (tando de las constancias de ,mtos que con el fin de 
atender la enfermedad quo le produjo el fallecimiento, el 
caúsame había trasladado definitivamente su domicilio a 



pectivo juicio sucesorio. 

Dictamen' de i. PnocuJADoa (íeneiíal 
Suprema Corte: 

Entre un juez de 1* instancia en lo civil de esta 
Capital y otro de ¡jíual ¿mulo de La Plata, se ha tra- 
bado contienda de competencia por conceptuar ambos 
corresponde! les entender en el juicio sucesorio de 
]), Kngenio Felipe Cartase*rna, Los hijos y un lega- 
tario del extinto, snstieneu que éste tuvo su último do 
mícilio en la ciudad de Buenos Aires, donde falleció; 
en tanto que una le/ratnria. por su parte, defiende la 




kisto Bepetto — Luis L. ¡ña- 
ues — B. A. Xazar Anciio- 
iíj;xa — F. Ramos Mkjía. 



sanie. 
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tesis de que Caríasegna lo tuvo en A drogué al tiempo 
de morir, habiéndose trasladado a la Capital acciden- 
talmente y al solo efecto de atender a su curación. Tal 
contienda viene ahora a V. E. para srr dirimida. 

Los el ciñen tos de criterio disponibles resultan con- 
tradictorios, pues mías veces (.'arta sepia aparece ex- 
presando tener su domicilio en Adrogué y otras en Bue- 
nos Aires, ciudad donde están situados sus bienes in- 
muebles más importantes, y adonde aseguran sus hijos 
se traslado con carácter permanente; Pe poco valen, 
sin duda, afirmaciones encontradas de los testigos de 
una y olra parte; pero puede destacarse el hecho de 
que cu la última afirmación escrita que se atribuye a 
Cartasegua (contrato de fs. 78, exp. 77(>) aparece como 
domicilio del mismo la casa Sánchez '21(17 de esta Capi- 
tal, o sea, el mismo que expresa la partida de defun- 
ción. Los recibos de fs. !'•> a 7<S, correspondientes a los 
meses de agosto y septiembre de 1ÍÍ42, están fechados 
en líueii-ts Aires; y también resulta (pie, para la Direc- 
ción General del Impuesto a los Kéditos, en Buenos Ai- 
res tenía su domicilio Cartnsegnn ( fs. id.). 

Contempladas debidamente tales circunstancias, y 
dentro de las dudas a que el caso se presta, me inclino 
a pensar que la contienda debe decidirse a favor del 
Sr. Juez de la Capital. Buenos Aires, abril 27 de 1!>44 — 
Juan Al vare z. 

FALLO, DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 17 de mayo de 1944. 

Autos y Vistos: Considerando: 

Que el disponer el art. :í'JS4 del C. Civil que la 
jurisdicción sobre ia sucesión cor responde a los jueces 
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del tugar áel último domicilio dol difunto, establece una 
norma jurídica improrrogable por voluntad de Jas par- 
tes, mmo Lo ha establecido reiteradamente la jurispru- 
dencia de esta Corte. — T. 156, &2-> 181, 273; 182, 190; 
186, 270; 188, 15?. 

Que el causante de la sucesión Eugenio Cartascg- 
tin talleció en esta Capí t id, donde hacía tiempo se ha- 
hía trasladado de un modo definitivo \ fin de atenderse 
de la enfermedad que produjo su fallecimiento. Las 
declaraciones de fa. So', 87 y 87 v. y el contrato de fs. 78 
demuestran claramente que promedió un cambio de do- 
micilio de Adroguó, donde tuvo su domicilio el causante, 
hacia esta Capital Federal. 

Que por consiguiente, el juez del domicilio del cau- 
sante era el de la Capital Federal, con arreado a lo dis- 
puesto por el recordado arh 31*84= del C. Civil y no el de 
La Plata. 

Fu su mérito y de conformidad con lo dictaminado 
y pedido por el Sr, Procurador General así se dcelnra. 

En consecuencia, remítanse las presentes actua- 
ciones al Sr. Juez de Primera Instancia en lo Civil de 
la Capital N* 8 haciéndose saber en la forma de estilo 
al Juzgado X* 4 en lo Civil y Comercial di- la Ciudad 
de La Plata. 

Roberto Rkpktto — Luis Lina- 
res — B. A. Xazaií Ancho- 
res a — F, Ramos Mejía, 



364 



F Ai, LOS HE LA COí:Ttt SUPREMA 



CARLOS ALFREDO t'ANAY 



JCRlSMCCtOX Y COMI'KTKXriA: Cumfamu de competencia, 
ínhifiíturiii ; l'UmU tímü nt» y tramite. 

Kh improcedente la cuestión de competencia por inhibito- 
rin promovida por u» insano declarado tai por sentencia 
firme. 

DlCTAMKX HEL BaOCUltADÜH G EX ERAL. 

Suprema forte: 

El juicio de insania debe tramitarse ante el juez 
del domicilio real del presunto incapaz (S. C. N.: 1S7 : 
<>45; 1SS: 131). 

Al iniciarse ante el .íuez de l u Instancia en lo Civil 
de la Capital las afinaciones referibles a fallos Al- 
fredo Cauay, no acreditó el padre de éste en ningún 
momento la prenulicadu circunstancia para demostrar 
que la causa correspondía a la jurisdicción del expre- 
sado juez. Lo único que al respecto existe (escrito tle 
fs. 4) es ta constitución de un domicilio legal; y aun 
así, ritíura emno la 1 VlVn^uríu de Pobres X* '2. 

Considero en cambio que Canay, mayor de edad, 
tuvo su domicilio real en Bául'ield, Provincia de Bue- 
nos Aires (doeuinent ación agregada .,1 expediente so 
hre incompetencia que inició en La Plata "ñ3, L. 7, 
año 1943; .Invado Civil X» ó"). Bate Locho, por lo 
demás, fio ha sido desconocido por el padre de aquél 
(39 40 expediente de )a Capital Federal). 

La eircunstaucía anotada a fs. 42 de dicho expe- 
diente por r] juez de diclia Capital, referible a la im- 
procedencia de la contienda de competencia que al res- 
pecte te plantea el de La Piala, por considerar aquél 
que el presunto insano consintió su jurisdicción no 
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constituyo una razón valedera ya 411c lo concerniente 
a jurisdicción en juicios de la naturaleza del presente 
es cuestión de orden público, acerca de lo cual no pue- 
den pactar válidamente los interesados, 

Corresponde, pues, atento lo precedentemente ex- 
puesto que la contienda trabada en estos autos para 
conocer en la insania de Carlos Alfredo Canay, sea re- 
suelta en favor de la competencia del Juez de La Pla- 
ta. Buenos Aires, abril l!í> de 1ÍH4. — Juan Alvarez. 



PALLO DE LA CORTE SITKT.MA 

Hucnos Aires, 17 de muyo de 1!>44. 

Autos y vistos: Considerando: 

Que ante la justicia de la Capital fué declarado en 
. estado de insania D. Carlos Alfredo Canay el 1 1 de agos- 
to de discerniéndose la cúratela a su señor padre 
tíos días después. 

Que pasada en autoridad de cosa juzgada la senten- 
cia respectiva, presentóse el enfermo él 4 de noviembre 
de 1043 ante la justicia civil de la ciudad de La Plata, 
con carta de pobreza, 1 incidid o cuestión de competencia 
por cnanto el conocimiento del juicio de insania corres- 
pondía a las autoridades judiciales de aquella ciudad, 
por razón de su domicilio. 

Que como aparece de la simple confrontación de las 
fechas, entre la sentencia de insania y la de la deduc- 
ción de la cuestión de competencia, cuando ésta se dedu- 
jo el enfermo carecía de capacidad para estar en juicio 
por sí mismo. Así lo dispone el nrt. 4T5 del Código 
Civil al establecer que los declarados incapaces son con- 
siderados como los menores de edad. 
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Quo la circunstancia de haberse ordenado uu nuevo 
examen medico tlol insano, dentro de la misma causa 
que tramita en esta Capital, de t uyo examen resulta mía 
mejoría, con la declaración de que delic mantenerse to- 
davía su interdicción civil viene a eonfirmar su falta 
de aptitud para Utiirar en justicia sin asistencia del cu- 
rador, que, en el caso, es el propio padre. 

Kn su mérito se declara que es competente para 
conocer en el juicio de insania de D. Carlos Alfredo 
Cana y, el Sr. Juez de V ínstaneia en lo Civil de la Ca- 
pital X* 7, secretaría 20, a quien se remitirán los autos, 
ttneicndosc saber en la forma de estilo al Si*. Juez de 
La Plata X* 5, 

IÍOttERTO TÍF.rETTO — B. A. Xazar 
A sen ore xa — F. Ramos 
Mejja. 



ANTONIO SCIIIVARDI — su sucesión* 

jrnrSDJCClOX Y COMETESCIA: S«««Kb. Domicilio del cau- 
taníe. 

El juez del lu<r;ir en que el causan te tenía establecida su 
familia, y no el del Intrar en que ejercía sus actividades 
y falleeio. es el competente para conocer en el respectivo 
juicio siu'eworio. 



Dictamen- mi. PitocrRAhou (Jexkral 
Suprema Corte ¡ 

Kn febrero de 1ÍH0 fué iniciada ante un juez de 
1* instancia de Jíaliía Blanca, el juicio sucesorio de 
D. Antonio Schívardi, fallecido semanas antes en San 
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Carlos de Bariloche. A tal efecto, se acreditó con las 
deelaracionL's obrantes ¡i f s . 7 y 8, que Sel i i va ni i tuvo 
su domicilio real en Bahía Blanca; y previo los trámites 
de p láctica, dictóse declaratoria de herederos el 24 de 
mayo subsiguiente. Poco después, el Sr. Juez Letrado 
del Río Negro, diligenciando un exhorto que le fuera 
dirigido por el de la sucesión, informó existir en la su- 
cursal del Banco de la Nación de Bariloche, un saldo de 
cuenta corriente, a nombre del extinto, por la suma de 
$ 1.315,49 ( junio 12, i's. 77). Posteriormente, fué apro- 
bada la partición de los bienes (fs. 155, marzo 12 
de 1941). 

Días más tarde, tuvo entrada en el Juzgado de] Río 
Negro otro exhorto en el que se solicitaba transferir al 
juez de la sucesión, et dinero y valores allí existentes a 
nombro de Schivardi; y esta vez, el Sr. juez exhortado 
se niega a proveer favorablemente, porque el represen- 
tante local del Consejo Nacional do Educación sostiene 
haber tenido Schivardi su verdadero domicilio en San 
Carlos de Bariloche, por lo cual la sucesión no debió ini- 
ciar so ante los tribu na les de Bahía Blanca, Con tal mo- 
tivo se ha trabado contienda de jurisdicción entre ambos 
jueces, y viene ello ahora a resolución de V. E. conforme 
a la norma del art. 9, inc. 6 t de la ley 4055. 

Como las constancias de autos revelan tratarse de 
un caso de domicilio múltiple, y además, el juicio suce- 
sorio está prácticamente terminado, pienso que rorros- 
pon de dirimir tal contienda ordenando al Sr. Juez de 
Río Xegro dé curso al exhorto de su colega de Bahía 
Blanca, acreditado que sea el pago de las sumas que por 
concepto de transferencia de los bienes situados en ju~ 
risdicción de dicho territorio resulten adeudarse al Con- 
sejo de Educación, único reclamante. Buenos Aires, 
abril 20 do 1ÍH4. — Juan Alvar es. 
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FALLO DE LA COIíTE SUl'JiEMA 

Buenos Aires, 17 do mayo de 1944. 
Autos y viwttís : Considerando; 

Que cu usía sucesión lia quedado demostrado que 
el causante Antonio Sehivardi tenía domicilio múltiple; 
uno en San Carlos de Barí loche donde falleció y ejer- 
cía sus actividades y otro en la Ciudad de Bahía Blanca 
donde convivía con su familia. 

Que el principio general establecido por el art. 3284 
del Código Civil, de que la jurisdicción sobra la suce- 
sión corresponde a los jueces del último domicilio del 
.-misante, debe ser aplicado en los casos de habitación 
uli Altiva previstos por los arta. 93 y ÍÍ4 del mismo 
cu* ip ¡- leyes, dando preferencia para constituir do- 
ini i' ,j el lugar donde se cneneutra la familia sobre 
a« ni t (pie sea el asiento de los negocios. 

íjue tal es el criterio que decide el caso do autos 
desde que, según resulta de la prueba, el causante si 
bien ejercía sus actividades donde murió, tenía su fa- 
milia en Bahía Blanca donde, por consiguiente, se ha- 
bría iniciado legítimamente la sucesión. 

Por ello, y de conformidad con lo peí I i do por el 
Hi\ Procu ido* ene ral, se declara que el Sr. Juez de 
Río N'cgro debe dar curso al exhorto que le fué dirigido 
por t-1 Sr. .1 uez de 1" instancia en lo Civil y Comercial 
ir' 1 de la Ciudad de Bahía Blanca, quien resulta así 
eí competente pa/a conocer en la sucesión del nombrado 
Antonio Schivardi. Ka consecuencia, remítanse estas 
actuaciones a este último haciéndose saber en la forma 
de ostiln al señor Juez Letrado de Río Xegro, Viedma. 

.:<n Tirro Benítto — B. A. Xazar 
AxenortE^A — F. Ramos 
Mr.JÍA. 
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JOSE A. PAOLETTI v. PROVINCIA DE SAN ¿TAN 

OfíUdACIOXES DE DAR SUMAS DE DINERO- 

La aceptación en silencio durante muchos años, antes y 
después ti el cierre de la Caja de Conversión, del papo de 
los servicios de un empréstito emitido a pesíbs oro o fran- 
cos por una provincia, en papel moneda al tipo de pe- 
sos 2,2727 fijado por la ley 3871, debe interp retarse en 
el sentido de <iue esc ha sido el tipo pactado por las 
partes. 

Dictamen del Pitorra Anón Gkxeiul 
Suprema Corto: 

Conforme se estableció en la providencia de fs. 22, 
procedo en este naso la jurisdicción originaria de V. K 
por Ira tarso do causa civil en que es parte demandada 
una provincia y el actor, de nacionalidad extranjera, 
tiene su domicilio cu esta Capital. 

En cuanto al fondo del asunto, so reduce a esta- 
blecer si ios servicios de un empréstito externo omitido 
por la Provincia do San Juan en el año 1910, a pt-sos 
oro o francos, deben hacerse prescidiendo del valor ac- 
tual del franco, y también de la cqtiiv; delicia 1 :-,2727 
establecida para el peso oro por la ley 3871. Sostiene 
el acreedor que derogada tal ley, debe entregársele por 
cada peso oro la cantidad de pesos papel necesaria para 
adquirir en plaza dicha cantidad de oro. Para apreciar 
la justicia de esa pretensión media la muy importante 
circunstancia de que el mismo acreedor, con posteriori- 
dad al cierre do la Caja de Conversión, consintió rei- 
teradamente en dar por cumplidas las obligaciones de 
su deudor, mediante la entrega de $ 2,1727 papel por 
cada peso oro, aun cuando las cotizaciones de plaza 
fuesen distintas. 
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A mi juicio, tal circunstancia decide por ai sola el 
pleito, pues no so trata de determinar qué nuevo sen- 
tido pudiera atribuir el juez a Jo pactado en VJIO por 
Uto mrtéBi sino del que realmente le dieron ésta, v 
resalía de su actitud al cumplir el contrato. La acep- 
ncion durante muchos años sin protesta ni redamo del 
tipo de cambio 1^2727 cuando ya era muv inferior al 
comente en plaza, unida al hecho de que' no se hava 
aleado, en autos ser inconstitucionales las leves que 
autorizaban esa equivalencia, significa que ta] tipo fué 
admitido voluntariamente por el acreedor, eomo co- 
rrespondiente a lo pactado. F umlo m[ 0pilllón en , fts 
siguientes razones, admitidas todas por V E en el caá* 
del fallo 188, 303. ' fcn,MBao 

a) Con arrezo al nrt 218 ine. 4 del Cód. de Co- 
mercio, los hechos de los contrayentes, subsiguientes al 
contrato, constituyen la mejor interpretación de cual 
iue ta intención de las partes al tiempo do celebrarlo. 

1>) La ley ÍH78, previno en su art. 2 que las oblí- 
paciones de cumplimiento a oro quedarían prorrogadas 

al tipo de 1:2,2727. ' pafco en papel moneda 

e) Con arreglo al art. 4, r» fine de la lev 12 1G0 
vísente, las ohliiraeiones estipuladas en posos* oro se- 
Jlado que hasta el 21 de marzo de 1935 podían pagarse 
a razón de $ 2.27 papel por cada peso oro, deben con- 
tinuar pasándose en igual forma. Xo es dudoso que a 
tal tipo pudo liquidarse, y se liquidó en la fecha indi- 
cada con la conformidad del acreedor, la misma obliga- 
ción de cuyo cumplimiento se trata ahora. 

d) Concuerda con tal doctrina la sentada por V 
K. en 1£)3 : Ito, y los allí citados, 
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Corresponde, entonces, hacer lugar a las defensas 
de la parle do ni andad a. Buenos Aires, febrero l.'i de 
1943. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 39 do mayo de 1044. 

Y vistos los autos de jurisdicción originaría segui- 
dos por don José Andrés Paoletti contra la Provincia 
do San Juan sobre cobro do posos, y resultando: 

Que a fs. 7 se presenta don Pedro Sauz, en repre- 
sentación de Paolctti, entablando demanda ordinaria 
contra el estado nombrado por la suma de ocho mil ocho- 
cientos cincuenta y cinco pesos oro sellado o su equi- 
valente en moneda nacional, al tipo do cambio corriente 
en el día y lugar del vencimiento, con más los intereses 
y costas del juicio, de la obligación que surge del hecho 
de ser tenedor de 844 títulos al portador de la deuda 
externa de dicha Provincia, omitida el 22 de setiembre 
do 1909, de un valor de % 300 oro sellado cada uno, los 
que llevan adheridos, por estar impagos, los cupones 
núm. 99, vencido el 1* de octubre de 1934, y subsiguien- 
tes. Que el valor de los cupones es de $ 1,25 oro sellado 
cada uno. Dichos títulos, dice, Jos tiene su mandante 
depositados en el Banco Francés del Río de la Plata, 
como se acredita por el recibo de resguardo que acom- 
paña, menos uno que lo presenta con este escrito; ofre- 
ciendo presentar todos en caso fuera necesario. Que 
los títulos se hallan depositados en cí Banco menciona- 
do desde el año 1927, y el vencimiento de sus cupones 
ha dado origen a juicios que anteriormente ha tenido 
que seguir para obtener su pago y así habrá que con- 
tinuar en lo sucesivo hasta que la Provincia normalice 
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su situación financiera. Que el derecho que asisto a su 
inundante para promover esta acción surge claramente 
de los arts. íil*>, 1197, 119^, 2240, 2250 y 2252 del Código 
Civil. En efecto; se trata de un préstamo hecho a "pe- 
sos oro" o "francos" que en la época en que se efectuó 
eran francos oro con una equivalencia exacta con el 
peso argentino a razón de cinco francos oro por cada 
peso oro. Que debiendo hacerse los pngos en la Hopú- 
tilica, éstos deben ser en "pesos oro" conforme con la 
cláusula 12 del bono general y lo resuelto por este Tri- 
bunal en otros casos análogos contra la Provincia de- 
mandada (Fallos: 14í>, 243 y 249). Que el peso oro pac- 
tado en este empréstito es la verdadera unidad mone- 
taria del país, según lo dispuestr por el art. l g de la 
ley 1130 de noviembre 5 de 1881. Sancionada la ley 
3871 de 1S9Í), se creó el .mecanismo de la Caja de Con- 
versión por el cual el peso billete podía cambiarse por 
el peso oro o viceversa, en la proporción do un peso 
billete por 0,44 oro. Vigente éste, las obligaciones a oro 
se pagaban en la misma moneda o en papel, porque la 
equivalencia de una a otra era absoluta. Pero ela usu- 
rada la Caja, primero provisionalmente y después defi- 
niiivameiile p 0r la ley UMb'O, de creación del Banco 
Central, esa equivalencia desapareció. Volvimos a la 
situación de antes de la ley 3871, o sea la señalada por 
el art. (¡1!> del Código Civil. De acuerdo con éste, las 
obligaciones a oro deben pagarse en la especie desig- 
nad i, u olra moneda al cambio que corra en el lugar 
y fecha del vencimiento. Es en esto que funda su de- 
manda. Se refiero después a los antecedentes que pre- 
cedieron a la ley de conversión y a las opiniones vertidas 
por el miembro informante del Senado, doctor Pelle- 
grini, así como las de otros legisladores que terciaron 
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fallos tic la justicia que en aquel entonces se tuvieron 
en cuenta y que coinciden con su afirmación anterior. 
Y sintetizando, concluye con las palabras de Pello^rini 
cuando dijo: "La moneda de papel mientras la Nación 
no la convierta por oro, tiene que regirse por el valor 
de plaza". El papel moneda, mientras no haya quien 
lo cambie corrientemente a tipo fijo, ni exista el curso 
forzoso que le dé fuerza chance] atoria, tiene que regirse 
por el cambio corriente en plaza. Que no puede soste- 
nerse que el urt. 4 de la ley 12.160 baya establecido el 
curso forzoso y a ese efecto recuerda las palabras pro- 
nunciadas en el Senado por el Ministro de Hacienda y 
algunos senadores al sancionarse dicha ley, con las cua- 
les so aclaró el concepto de que tal disposición no tenía 
aplicación sino cuando se hubieran contraído obligacio- 
nes a oro sin tener en vista otra circunstancia que la 
equivalencia de un poso oro por $ 2,27 papel. Kn el 
caso actual se había tenido en cuenta la relación del 
peso om con la del franco oro, que entonces tenía una 
equivalencia exacta de cinco francos con un peso. 

Termina fundando la competencia del Tribunal en 
los arts. 100 y J01 de la Constitución y sus correlativos 
el art. 1», inc. 1", de la ley 48 y ley 14G7, por tratarse 
de una causa civil entre un extranjero y un estado fe- 
deral. Que esta condición la tiene acreditada en juicios 
anteriores de su mandante contra esta Provincia y para 
mayor abundamiento acompaña la partida tic nacimien- 
to del mismo. 

Acreditado el fuero, a fs. 18 vía. se emplaza a San 
Juan. A fs. 22 so presenta en su representación el doc- 
tor Garlos A. Be relima ns y dice: 

Que reconoce que el actor es poseedor de 7.0S4 cu- 
pones, correspondientes a títulos de la deuda externa 
de U)0!>. emitidos en París en 1910, pero niega que San 
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Juan esté obligada a pagárselos en la forma que él 
pretendo. Hace notar que, como consta de los espedien- 
tes P. lltí-VI-año 192$; P. 18 VII año 192S y R 129 
Vil año 1933 seguidos por el actor contra su mandante 
por cobro de cupones de los mismos títulos, bu aceptado 
sin reserva el pairo en moneda nacional a rasión de $ 
2,2727 por peso oro. Ahora ha cambiado do criterio, y 
pretende que se le pague las mismas obligaciones en 
una forma mucho más onerosa. Si se refiere al último 
pairo de 1ÍKÍ3, se ve que la situación no ha variado por 
la sanción de las leyes 12.155 y 12.160; pues, según lo 
dice el mismo demandante, dichas leyes no podrían 
aplicarse a su caso. Y si se encuentra en la misma situa- 
ción i por qué ha cambiado de criterio! En el año 1910, 
dice, circulaban indistintamente en Francia el oro, la 
plato y el papel. El Napoleón, moneda de oro t valía 
cien sous, corriendo también la moneda de plata de cin- 
co francos, y al bulo de éstas la moneda de papel de 
cincuenta francos, cien francos, ote Del hecho de que 
en el tiempo en que se contrajo el empréstito existiera 
!,i ron vertibilidad en tYaacia, " sen de que eüM '■i' , n 
francos papel se podía obtener diez monedas de oro de 
diez francos cada una, no se deduce que, si el papel 
aquí se ha desvalorizado, necesariamente ha de pagarse 
la obligación en francos oro y no en francos papel car- 
gando el deudor exclusivamente con el peso de la dos- 
valorizacióii. Que la demanda admito que el caso que 
plantea podía haberse resuelto con la aplicación de las 
disposiciones de ];i ley .'ÍK71, pero al mismo tiempo sos- 
tiene que dicha ley ha sido derogada. Así no existe, 
dice, ley alguna que autorice el cambio de 0,44 por cada 
peso papel, n¡ disposición que lia ya establecido otro. 
En primer lugar, ninguna ley ha derogado a aquélla. 
En segundo, exisleu disposiciones que hacen obligato- 
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rio el cambio do 0,44 por peso papo], tal como o] art. 
4 '> j* /'«<-*, de la ley 12.KÍÜ y arts. 41 y 58 ile la ley 
12.155, Sabiendo que el peso oro argentino contiene 1 
gramo ü'12í) diez milésimos de oro al ííOO de fino, según 
el art 1' de la ley 1130, y que el poso papel representa 
0,44 oro sellado, según el art. 1' de la ley 3871, fuerza 
es reconocer que, en este momento, el peso oro sellado 
equivale a $ 2,27 papel. En este orden de ideas continúa 
argumentando para demostrar que el actor confunde 
el "cambio o paridad legal" con el estado de ineonver- 
sión. La paridad legal se limita a establecer la relación 
entre oí papel moneda y el patrón oro; en cambio, la 
eo aversión o i neón versión se refieren a la posibilidad 
de obtener cierta cantidad de oro por cada peso papel, 
sin que pueda sostenerse que un período de inconver- 
sión forzosa abierto por el cierre de la Caja haga des- 
aparecer o derogue, ipso jure, la paridad de la ley, 
tanto más cuando esa situación es pasajera —art. 58, 
¡ey 12.1155, 

A fs. 2Í) vta. se recibe la causa a prueba. A fs. 78 se 
lia ce la certificación de la producida, que lo es única- 
mente por la parto acto ra. Luego so presentan los ale- 
gatos por una y oirá parte. A fs. 114 se oye al Rr. Pro- 
curador General e incontinente se llama autos para de- 
finitiva ¿ y 

Considerando: 

Que los hechos en que so funda la acción han sido 
reconocidos en la contestación de la demanda, quedando 
a dilucidar únicamente una cuestión de derecho, cuál 
la de sabor si, dados los términos en que fué lanzado 
el empréstito de 15 do enero de 1ÍÍ10 por la Provincia 
de San Juan, cuando dicen sus títulos emitidos que la 
obligación contraída por el Gobierno es por quinientos 
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francos o cien puños oro, debo abonarse al cambio de 
$ 2,2727 por un peso oro, conforme lo dispone la ley 
3871 do conversión, o debe pagarse con pesos naciona- 
les en la cantidad suficiente para adquirir en el día y 
linrar del pujyo los cien pesos oro al cambio de plaza, 
conforme a lo dispuesto por el art. 61 í) del Código Civil. 

Que un caso exactamente igual lia sido resuelto por 
esta forte Suprema en la causa V ictoriano Vilhimil v. 
(¡ubierno «le Ja Xaeión (Fallos; 188, 303) al demandarse 
el pago de los servicios del Empréstito Interior do 
Obras Públicas áél 3 de junio de 1911, cuyos títulos 
establéela u que -os pají<»s se luirían en Hílenos Aires 
en peses oro sellado o en París y Bruselas en fraíleos, 
etc. 

ti ue f en uno y otro caso, los tenedores de títulos 
(pie se presentaron demandando habían aceptado el pu- 
gi> de servicios anteriores en papel moneda al cambio 
establecido por la ley 3871, antes y después del cierre 
de la faja de Conversión, cuando el billete nacional es- 
taba a la par como cuando había sufrido una deprecia- 
ción en su valor, 

Que en el presente caso el hecho de haberse acep- 
tado antes el cambio legal está probado por el recono- 
cimiento expreso del demandante en su escrito de fs. 
101. 

(¿no, como lo lia dicho la Corte en el caso citado, 
dada la forma en que las partes han interpretado rei- 
teradamente el contrato, no es necesario decidir si las 
expresiones "pesos oro" se refieren a moneda especial 
metálica de oro efectivo de la ley li:m, o si sólo signifi- 
can una simple expresión monetaria o moneda de cuen- 
ta, eon la equivalencia de la ley :iS7t, pues tanto el Go- 
bierno (pie contrajo el empréstito como los i, Hedores 
de los títulos lo han interpretado eu el último sentido. 
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Y después abroga: no puede inferirse otra interpreta- 
ción que la puesta de manifiesto eu tantos años; y ella 
constituye la norma más segura para interpretar las 
cláusulas de un contrato, pues, como ti ice el art. IÍ1S, 
inc. 4", del Código de Comercio, "los hechos de los con- 
trayentes, subsiguientes al contrato, que tengan rela- 
ción con lo que se discute, serán la mejor explicación 
de la intención de las partes al tiempo de celebrar el 
contrato" (Considerandos 2' v 4 g de la sentencia de 
Fallos: 188, 303). 

Que con igual criterio se resolvió la cuestión en el 
juicio seguido por el Banco Francés del Río de la Plata 
contra el Gobierno do Corrientes, por el pago del em- 
préstito contratado por esa Provincia con dicho Banco 
por dos millones de pesos oro, cuya equivalencia en IU 
bras esterlinas, francos y marcos determinó el contrato 
(Fallos: 193, £fó|. 

Que el fallo citado por la parte actora del t. 14!», 
págs. 243 y 24!> para afirmar su derecho, no tiene rela- 
ción alguna con Jo que en este juicio se discuto; pues lo 
resuelto en él se refiere únicamente al derecho del te- 
nedor de un título para cobrarlo directamente al Go- 
bierno que lo emitió, prescindiendo del Banco que con- 
trató el empréstito. 

Por estas consideraciones, reproduciendo las que 
se han hecho en los dos pronunciamientos precedente- 
mente citados, y de acuerdo con ol dictamen del Sr. 
Procurador (ícneral, se resuelve que la Provincia de 
San Juan debe pagar al actor, dentro del plazo de se- 
senta días, el importe de los cupones reclamados, al 
tipo de cambio de la ley mím. 3871, o sea a pesos 2,2727 
% por cada poso oro. Sin costas por no encontrar mé- 
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rito pura imponerlas. Notifíquose y archívese, previa 



EATSTINO ALVAKEZ v . DIRECCION GENERAL DEL 
IMPUESTO A LOS REDITOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propio*. Cuestión fe- 
deral. ReUw<m directa. Sentencia con fundamentos no federales o 
federales tonnentidos. Fundamentos de hecho. 

Es im procedente el recurso extraordinario fundado por 
el representante fiscal, en que la Dirección General del 
Impuesto a los Réditos aplicó al actor la mulla prevista 
cu el arr. lfi de la ley 11.G83 (t. o.) y la decisión judicial 
revocatoria es eontrariii a la validez de ese precepto, si 
la resolución administrativa .se ha fundado en las arta, 
lfi y 1H de dicha ley y la sentemua no se pronuncia sobre 
la invalidez de los mismas sino que revoca dicha resolu- 
dón por una razón de hecho, como hi de que no se haya 
demostrado p teñamente la exactitud de que se lm eva- 
dido dolosamente el pago del impuesto. 



Que la Dirección General del Impuesto a las Réditos im- 
puso una multa al aetor. por liaher omitido consignar en sus 
declarar iones juradas, los beneficios que correspondían, no 
ingresando por lo tanto el impuesto real dentro de los plazos 
legales. 

Que según consta en antas a fs. .10, la estimación de ofi- 



reposieión del papel. 



Roberto Rkpetto — Antonio Sa- 
car na — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchores a — F. 
Ramos Mejía. 




Buenos Aires, junio 7 de 1943. 
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ció de loa réditos del contribuyente se efectuó siguiendo la 
norma a que ahí so hace referencia. 

Que como t»o ha resuelto reiteradamente el procedimiento 
hábil para la fijación del impuesto, utilizando tablas de coe- 
ficientes u oíros medios establecidos por la ley o los regla- 
meutos,' no es suficiente para aplicar sanciones penales para 
lo cual es indispensable que se haya demostrado plenamente 
Ja exactitud de que se ha evadido dolosamente el pago del 
impuesto. 

Por ello resuelvo dejar sin efecto la multa impuesta a 
Faustino Airara. — Miguel L. Jantus. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de muyo de 1ÍH4. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedido 
a la parte demandada u fs. 41 vta. en los autos Alvarcz 
Faustino v. Fisco Nacional (Dirección General del Im- 
puesto a los Réditos) venidos del Juzgado Federal de 
la Capital. 

V considerando: en cuanto a la procedencia del 
recurso. 

Que éste se lo funda en la circunstancia de que la 
Dirección General del Impuesto a los Réditos 4 4 aplicó 
al actor la multa prevista en el art. H> de la ley 11.683 
(t. o.) y la decisión iH Juzgado lo ha sido contra la 
validez de dicha disposición (art. 14, iucs. 1° y .'i*, ley 
48)" (v. fs. 41). 

Que la resolución administrativa que aplicó la mul- 
ta de $ ÍM 13,ól (v. fs. 8 vta.) —que luego se redujo a $ 
'290,85 (v. fs. 14)— so la fundó en los arts. 16 y 18 de 
la ley ll.KS.'J (T. O.). La primera de esas disposiciones 
legales prevé infracciones distintas a las que se refiere 
la seiíunda, la que supone el dolo, como lo tiene resuelto 
esta Corle en Fallos: 193, 2(¡; 194, 371 ; lí)6, 473. 
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Que do los términos cíe la sentencia apelada de fs. 
3Í) no resulta que el Juez se liaya pronunciado acerca 
de la invalidez del art. lf> de la lev II. 6*83, ni de ninguna 
otra disposición de esa ley federal. La revocación de 
la rcsoI"r'ión administrativa que contiene dicha senten- 
cia, se la tunda < i n una cuestión de hecho ¡previsible por 
esta Corte en función det recurso extraordinario, como 
lo es la de que no "se haya demostrado plenamente la 
exactitud de que se ha evadido dolosamente el pago del 
impuesto". 

Kn su mérito, se declara improcedente el recurso. 
Notifiquen y devuélvanse, debiendo reponerse el papel 
en el juzgado de origen. 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
a auna — Luis Linares — Tí. 
A. Nazar Anchor ena — F. 
Ramos Mejía. 



VICTOR D. ROSST, ROO. DE RESP. LTDA. v. IMPUES- 
TOS INTERNOS 

PliESCItlPriOX: FTwri t >ri,¡n cñ nuil ría penal. Interrupción, 
La ley 11.585 no hn modificado I art. 67, 2 9 apartado del 
C. Penal que es, así, aplicable a las causas sobre infrac- 
ción a las leyes de impuestos internos. 

IMPUESTOS IX TE It SOS: Itttfimen represivo. Poseedores. 

La circunstancia de que la infracción al art. 145 del texto 
ordenado de las leyes de impuestos internos haya sido 
cometido por los empinados del contribuyente no exime 
a óste de responsabilidad en cuanto a la pena de multa 
aplicable. 
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Dicta ii en del Departamento en lo Contencioso 

Sr. Administrador: 

El de marzo de 1941 se realizó en el comercio del joyero 
inscripto en esta administración bajo el N" 170, el proce- 
dimiento de (jiie informa el acta de fs« 19 y siguientes. 

Quedú comprobado el desdoblamiento de las ventas deta- 
lladas a fs. 29/31, efectuado con el fin de eludir el pago de la 
tasa establecida por el art, 145 del texto ordenado. Tatito en 
el acta inicial como en ta defensa, el acusado reconoce la irre- 
gularidad cometida, alegando tan sólo que es ohra exclusiva 
do su personal. Tal descargo es inadmisible; porque el suma- 
riado es responsable ante la Administraci''n de los actos oe 
míh dependientes, según lo estipula claram-nte el nrt. 21 del 
texto ordenado. Corresponde, por todo elio, exigir el im- 
puesto omitido, que asciende a $ 442,50 y aplicar al co- 
merciante la penalidad del art. 27 del texto ordenado por 
dicha omisión. 

Corro agregada a fs, 17 una factura probatoria de la 
compra a León Michel de brillantes y brillantitos, que no apa- 
recen ingresados en la contabilidad del acusado. Afirma éste 
que fueron utilizados en la confección de anillos y como tales 
registrados en los libros, Para robustecer esta declaración, acom- 
paña una hoja de su libro stock (fs. 36), indicando las piezas 
que ostentaban los brillantes cuestionados, la mayoría de las 
cuales fueron expendidas. La circunstancia de que los mencio- 
nados anillos figuren como adquiridos al mismo Micbel en una 
fecba posterior aproximada a la de 1p "tura investigada, 
robustecida a fs. 26 vta. y 27 con el monio del vendedor, 
demostrativo de que únicamente vcnd : ó las piedras, inducen 
a admitir que las manifestaciones del comerciante se ajustan 
a la verdad. 

Corresponde así declararlo, levantando el cargo formu- 
lado. Octubre r de 1942. — Oscar de las Carreras. 



Resolución del Administrador General 

Buenos Airea, octubre 5 de 1942. 

Visto este sumario seguido contra la Sucesión de Víctor 
D. Bossi ; atento el precedente dictamen y lo dispuesto en los 
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aria. 26 y 27 del texto ordenado de las leyes de impuestos Ín- 
terin ia .se resuelve: 1») Imponerle la obligación di 1 abonar en 
concepto de impuesto interno sobre alhajas, la cantidad de 
$ 442.50 *%• 2 r ) Aplicarle una multa de $ 4.425 3 9 ) Los 
referidos importes deberán depositarse dentro de los eineo días 
de notificada la prescrito en el Bnneo de la Nación Argentina, 
remitiendo a esta Administración los comprobantes de pago, 
bajo apercibimiento de disponer su cobro por la vía judicial. 
— Carlos Acuña. 



S EXTESfiA ijel Juez Federal 

Buenos Aires, agosto 7 de 1043. 

Vistos y considerando: Que la Administración de Impues- 
tos Internos impuso una multa al apelante, por las infracciones 
constatadlas y de que da cuenta el acta de fs. 1. 

tjue alegando el interesado que se ha operado la pr ri li- 
ción en este expediente, esa defensa debe ser considerada en 
primer término. 

Que al respecto cabe hacer notar, que la ley 11.585. con- 
trariamente a lo (pie Sostiene el sumariado, sólo ha modificado 
las disposiciones del C. Penal en lo que se refiere a los térmi- 
nos de prescripción y a que no procede a dejar en suspenso la 
condena que se imponga, agregando además una causal de in- 
terrupción que no fifi ura en este texto legal, pero de ello no 
puede deducirse que Íbr demás disposiciones del mismo hayan 
queda do*~Sin efecto en esta clase de infracciones. 

La ley do referencia ha querido asegurar con mayor ri- 
gor la efectividad de las multas en que incurren los que in- 
fringen las leyes imposil ivas, lo que se deduce de las dispo- 
siciones estatuidas en la misma que agravan las contenidas 
en el V. Penal, por lo que puede afirmarse que con lo que se 
establece en el art. '.V f de aquélla ha agregado una nueva causal 
do interrupción de la prescripción, a la que ee menciona en 
el art. fii del t\ Penal. 

(,)m* esa interpretación está de acuerdo con la regla sus- 
tentada en «d art. 4° del citado código. 

Que por lo tanto debe considerarse que las sucesivas in- 
f race iones de que da cuenta la planilla de fs. 21) vía., han 
interrumpido el término de prescripción, el que nuevamente 
ha comenzado a correr a partir de la última cometida, desde 
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cuya fecha hasta el presente no ha transcurrido el plazo de 
cinco años, necesario para que esa prescripción se opere, (art. 
V, ley 11.585), lo que así se declara. 

Que cu cuanto a lo que sostiene Bossi, que esas infrac- 
ciones fueron cometidas por empleados de su casa de comercio, 
ello no lo exime de responsabilidad, pues al respecto debe 
tenerse presente lo que en forma terminante dispone el art. 
21 del texto ordenado. 

Por ello, .se confirma con costas, la resolución apelarla, 
que condena ¡i la sucesión de Víctor D, Bossi. al pupo de una 
multa de $ % — Horacio Fox, 



Sentencia de la Cámara Federal 

Buenos Aires, diciembre 6 de 1043, 
Vistos y considerando: 

Que desde el 2 de enero de 1041 — en que se efectuó la 
última venta en infracción — hasta el 20 de ni^rzo de 1943, 
fecha de la contestación del ministerio público a la demanda 
contenciosa prevista por ei art. "7 de la ley (T. 0.) t la que 
conforme a lo resuelto por la Corte Suprema en el caso de 
Gutiérrez (noviembre 22 de 1ÍÍ43) constituye de acuerdo con 
el art. 3' de la ley 11.585 un acto le procedimiento mtcrnip- 
tivo de la prescripción, no ha transcurrido el lapso requerido 
por el art. 1* de la citada ley para que aquélla se opere. 

Por ello, y por sus fundamentos, se confirma, con castas, 
la sentencia apelada de fs. 71. — íi. Villar Palacio. — J. A. 
González Calderón. — Vario» Herrera. 

FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

* 

Buenos Aires, 22 de mayo de 1944. 

Y vista la precedente causa caratulada " Bossi 
Víctor D., Soe. Resp. Ltda., I. Internos 658 1-941" en 
la que se ha concedido el recurso extraordinario a fs. 83. 
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Y considerando: 

Que en Fallos: lí>7, 276, esta Corte haciendo refe- 
rencia a una causa de naturaleza simi' -r a la presente, 
expresó que se trataba "de una infracción de carácter 
penal, sometida a los principios del Código Penal en 
defecto de disposiciones exprosas do la ley especial 
—Fallos: 183, 21Ü; 186, 389". Y añadió que con la san- 
ción de la ley 11.585, se volvió en materia de interrup- 
ción de la prescripción, ai sistema anterior a la ley 
11.221, llamada de Fe do Erratas, de manera que aqué- 
lla se produce por los actos de procedimiento directos 
contra la persona del infractor o para la represión de 
la infracción. 

Que después de la sanción de la ley 11.221, no cabe 
duda du que la interrupción de la prescripción se pro- 
duce por la comisión de un nuevo delito, y no existe 
razón fundada para pensar que la ley 11.585 que per- 
siguió el definido propósito do asegurar la percepción 
de los impuestos y las multas a que se refiere, intro- 
dujera modificación alguna tácita al respecto. Son, 
además, aplicabl s por analogía de fundamentos las 
consideraciones formuladas por esta Corte en Fallos: 
184, 417, eonsid. 5*, donde se dijo "que resulta incom- 
patible con los principios que informan la extinción de 
las acciones penales por prescripción —olvido de la so- 
ciedad, reforma del acusado, etc.— declarar cumplidos 
esos extremos cuando el roo, o presunto reo reitera sus 
actividades delictivas antes de corrido el plazo que, 
desde su primera infracción, había comenzado a correr 
en su beneficio'*. 

Que la aplicación realizada en la especie del art 31 
de la ley 3764 —21 del T, O.— es correcta. 

En su mérito se confirma la sentencia apelada de 
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fs. 77 on lo que ha podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. Hágase sabor; devuélvanse los autos al tri- 
bunal de su procedencia ; repóngase el papel en el juz- 
gado do origen. 

Antonio Sagabna. — Luis Lina- 
res. — B. A. Nazar Ancho- 
rena, — P. Ramos Mejía. 



CENTRO UNION DEPENDIENTES v. 
NACION ARGENTINA 

RECURSO EX'l RAORDÍ NARIO; Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral Relación directa. Sentencias con fundamentos no federales o 
federales consentidos. Fundamentos de hecho 

Es improcedente el recurso extraordinario f un rindo en la 
interpretación del art. 18 de la ley 11.252 (130, t. o.) 
contra la sentencia que, en atención a la naturaleza de 
los .subsidios acordadas por una entidad, declara que no 
se hallan comprendidos entre las operaciones de seguro 
gravadas por dicho precepto t 1 ). 



AMADOR MANSILLA VIDAL 

ADUANA: Jurisdicción y competencia. 

La autoridad administrativa carece de competencia para 
imponer penas por contrabando cuando Jas mercaderías 
han salido del recinto de las aduanas o de los puertos 
en que ellos funcionan ( 2 ). 



(1) 22 do moyo do 1ÍH4. Palios: 187, 655; 107, 39. 

(2) 28 de mayo do 1944. Fullosr; 174, 271; 182, MO; 185, 273, 
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DIRECCION 1 GENEliAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. MANUEL DE LA OlíDEN 

RECURSO EX TRA Ü RDI XA RI O : Requisito* propio*. Sentencia de- 
f imtira. Resohtriones antenorea a ta ventearía definitiva. Juicios de 
apremio y ejevntivos. 

Tiene fuerza tío definitiva y es susceptible ríe recurso 
extraordinario In sentencia tlretadfi en juicio de fi premio 
que declara prescripta la acción del Fiweo por interpre- 
t ación de una ley nacional e impide que ésta puede ser 
ntilmenic disentida en el juicio ordinario 

PRESCRIPCION ; Comienzo. 

El plazo de la prescripción de ta acción del Fisco para 
un pupna r las declaraciones juradas del impuesto a loa 
redi tos presentadas por el contribuyente antea del ven- 
cimiento del termino fijado para su presentación, co- 
mienza a correr desde que aquél Ins presentó ( 2 J. 



DIRECCION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS 
REDITOS v. MANUEL DE LA ORDEN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio». Cuestión fe- 
deral. Relación directa. Sentencia con fundamento* no federales o 
fedérale» tomtniidot. Fundamentos de orden común. 

Es improcedente el recurso extraordinario f lindado en la 
interpretación del art. 23 de Ja ley 11.633 (t. o.) contra 
la sentencia que, por aplicación del art, 3Í>87 del C, Civil 
y por haber desistido el fisco de su demanda anterior, 
tiene por no sucedida la interrupción de la prescripción 
de la acción establecida en el eitado art. 23 y declara 
operada dicha prescripción por el transcurso del período 
leiral. (26 de mayo de 1!>44). 



seguida 



(1) 2S de Ngnt'dt 1944. Fallos: 187, 6.17; 19», 4«0; I9."> ( 26. 
<*) Fililí» : m, l'Ü; 137, 144. I«ual rrsnlnc i.'m fceutf en 1 A 
contra Pablo Metpto, fallada t<n la misma fedial 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



387 



PEDHO N. VALEXZUELA v. PROVINCIA DE MENDOZA 

JURISDICCION r COMPETE}; VIA: Competencia federal. Com- 
peteneia originaria <U la Corte Suprema, Causa» en tptc en parte 
una provincia. Causas vi rilen, faunas rctjidas por el derecho común. 

Compete a la Corte Suprema conocer originar ¡amenté en 
la causa civil promovida contra una provincia por un 
vecino de otra, sobre restitución de títulos y valores se- 
cuestrados por la justicia del crimen de aquélla, que ex- 
presamente omitió pronunciarse acerca de eso cuestión 
por entender que carecía de competencia para ello. 

COSA JUZGADA. 

La .sentencia de la justicia del crimen que se limito a 
mantener el secuestro de valores en una causa sobre fal- 
sificación de los mismos, sin pronunciarse aceren de la 
procedencia de su restitución por considerar que ello debe 
ser decidido por la justicia civil, no produce ante esta 
efecto de cosa juzgada. 

RE1VMD1C ACION, 

Es procedente la acción de restitución, con sus intereses, 
de los valores secuestrados en una causa criminal y en- 
tregados a la provincia demandada, deducida por quien 
era tenedor de aquellos, a cuyo favor se dictó sobresei- 
miento por haber p rescripto la acción penal, sin que haya 
contra el mismo sentencia que declarase su participación 
en el delito, ni demanda ni reconvención. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Pedro N. Valenzuela demanda a la Provincia de 
Mendoza por devolución de valores que le fueron se- 
cuestrados en causa criminal que, conjuntamente con 
otros, se le siguió sobre falsificación de letras de teso- 
rería de dicha provincia ante la justicia local del cri- 
men de la misma. 
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Comprobado con la información sumaria de fs. 7 
vta. /10 el domicilio del actor fuera de la expresada 
provincia por decreto de la Presidencia (fs. 10 vta.) 
se tuvo por acreditada, en cuanto hubiere lugar por 
derecho, la jurisdicción originaria de la Corte Supre- 
ma para conocer en la cansa. 

La parte demandada opuso, al ser citada a juicio, 
entre otras defensas la de incompetencia sosteniendo 
que el asunto quedó definitivamente resuelto ante los 
tribunales locales que denegaron lo que hoy motiva es- 
ta demanda ; y que violaría la cosa juzgada cualquier 
intento de modificar lo resuelto en dicha jurisdicción. 

Las razones dadas al respecto por la Provincia de 
Mendoza a fs, 20/21 del escrito de contestación a la 
demanda no son suficientes para modificar lo resuelto 
al respecto por V. E. en caso similar (174: 14ti) pro- 
ducido justamente con respecto a las mismas actua- 
ciones del juicio criminal, pero con relación a otros de 
los procesados, Dijo entonces la Corte Suprema para 
acreditar su jurisdicción originaria, que ésta no so de- 
termina por lo que el tribunal puede o no resolver al 
fallar la cuestión de fondo planteada, sino por la cali- 
dad ile las partes y la naturaleza de la acción resultan- 
te de la exposición de las mismas. Lo que en el caso 
de autos se discute es materia similar a la decidida en 
el caso precitado; y en cuanto a la calidad de las par- 
tas luí quedado acreditado tratarse de un vecino de 
San .fuá n que acciona en causa civil contra la Provin- 
cia de Mendoza. 

Reunidos así los elementos exigidos por los arts. 
100 de la Constitución Nacional y 1* inc. 1°, de la 
ley 48, corresponde a V. E. decidir originariamente la 
presente causa. 
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En ciumtu a las mistiones do fondo debatidas en 
la misma son ajenas, por su naturaleza a mi dictamen. 
Buenos Aires, diciembre 26 de 1942. — Juan Alvarcz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2G de mayo de 1944. 

Y vi^íns: El juicio de jurisdicción originaria se- 
guido por Pedro N. Valen zucla contra la Provincia de 
Mendoza sobre restitución de valores. 

Resultando: 

Que a fs. 3 se presenta Alejandro J. Segura» por 
Pedro X. Yalenzuela, demandando a la Provincia de 
Mendoza por restitución de los títulos y valores si- 
guientes; a) einco títulos de $ 1.000 •% c/uno.,' de la 
ley 948, núms. 3749, 3750, 3751, 3752 y 3754 con los 
cupones núms. líi y siguientes; b) un certificado de 
la ley 947, de $ 40 '%; c) $ 999 importe de la venta 
del título núm. 3753 de la ley 948; d) $ 1.351,90 % 
en concepto de intereses correspondientes a los cupones 
nííms, 3 al 15 de los seis títulos de mil pesos cada uno 
de la ley 948. Dice: que su mandante fué procesado, 
junto con otras personas, ante el Primer Juzgado del 
Crimen de la ciudad de Mendoza por falsificación de 
letras de tesorería, recayendo a su favor sobreseí mien- 
to definitivo por prescripción de la acción; que una 
vez firme el sobreseimiento, su mandante solicitó la 
entrega de los valores de su propiedad que el juzgado 
había embargado y tenía a su disposición y, ante la 
oposición del Fiscal de Estado de la Provincia, le fué 
negada la entrega por resolución del Juez confirmada 
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por la Esterna. Cámara de Apelaciones en lo Comercia] 
y Criminal, no prosperando el recurso extraordinario 
que interpuso para ante esta Corte; que, en consecuen- 
cia de estos hechos, la justicia ordenó se hiciera entre- 
& ^ to* valores en cuestión al Gobierno cíe la Pro- 
víncia, valores cuya propiedad no se discute a su 
mandante; que en esa forma so lia producido el dos- 
pojo y no le que.ia a an mandante otro recurso que la 
presente demanda para obtener la reparación de sus 
derechos lesionados; que no existe sentencia judicial 
que condene a su mandante a la pérdida de esos valo- 
rea, ni acto administrativo que decreto la apropiación, 
y la justicia, alegando una supuesta situación provi- 
soria, consecuencia de simple aplicación de normas 
procesales, desplaza la obligación de entregar valores 
judicialmente depositados, traspasándolos a] tesoro 
provincial, sin adjudicárselos en propiedad, de modo 
que os al Pisco a quien toca ahora hacer entrega de esos 
valores bajo la forma de restitución; que funda su 
demanda en el art. 17 de la Constitución Nacional y 
LTill del Códijro Civil y, como Ka Provincia no ha des- 
conocido en niiiinut momento que los valores pertene- 
cieran a sn mandante, toda la enes ti ón se reduce a re- 
solver si éste ha perdido su derecho a esos valores em 
barbados o secuestrados en el juicio criminal que fué 
sobreseído a su respecto y, caso afirmativo, si la Pro- 
vincia ha adquirido esos derechos en virtud de una 
cansa legal suficiente; qne la Exorna. Cámara Criminal 
de Mendoza, al eon firmar la negativa de la en tic ira, di- 
jo que cualquier cuestión tendiente a modificar la sitúa, 
eión jurídica de los valores escapaba a la competencia 
de la justicia <H crimen y su solución debía plantearse 
ante la justicia civil; que la propiedad de esos valorea 
le da a su mandante el derecho de reivindicación, reco- 
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uocido por los arts. 2513 y 27(32 del Código Civil y 478 
y siguientes del Código de Comercio. Invoca también 
los arts. 2779 y 2439 del Código Civil y termina pidien- 
do se condene- a la Provincia en la forma solicitada, con 
intereses y costas. 

Que corrido traslado de la demanda ésta fué con- 
testada a í's. 18 por Kafael F. Aguirre, eu representa- 
ción de la Provincia de Mendoza, pidiendo su rechazo, 
con costas. Diee: que es efectivamente cierta la tramita- 
ción de la causa criminal invocada, que tuvo origen en 
uno de los hechos delictuosos de mayor publicidad, co- 
mo fué la falsificación de letras de tesorería; que, de 
todos los procesados, la Policía no alcanzó a detener 
sino a algunos, que fueron condenados el 5 de junio de 
1930 a diversas penas, estableciéndose que se suspen- 
día el curso de la causa para los prófugos, y se conde- 
naba accesoriamente a la restitución de todos los dine- 
ros y bienes embargados y secuestrados a los autores 
procesad- >s; que oí autor eludió la justicia permanecien- 
do prófugo hasta que se prescribió la acción penal, ob- 
teniendo su sobreseimiento el ."¡0 de marzo de 1938; que 
de inmediato pidió la devolución de los títulos y dinero, 
que provenían de las letras de tesorería que el actor, en 
su carácter de cireulador de la falsificación, bahía can- 
jeado en el Crédito Público del cual era empleado, entre- 
ga que le fuó negada en prime ni y segunda instancia, en 
virtud de que el sobreseimiento había sido parcial y no 
era aplicable el art. 325 del Código de Procedimientos 
Criminales, que se refiere al sobreseimiento total de la 
causa ; que la sentencia definitiva dictada en la causa 
criminal estableció que los dineros y depósitos que los 
diferentes procesados tenían en los Bancos, secuestra- 
dos por el Juez, carácter que tenían los valorea que 
reclama el actor, debían ser restituidos al Fisco Pro- 
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vineinl, damnificado cu el hecho; que la denegatoria 
que la justu-ia de Mendoza ha hecho de las pretensio- 
nes del actor fué dictada por la justicia provincial con- 
forme con el art. 7 de la Constitución Nacional y leyes 
44 y 5133, y tiene el valor de cosa juzgada y la Corte, 
por consiguiente, carece de jurisdicción para conocer en 
el presente juicio, pues no puede modificar la resolu- 
ción de la justicia provincial sino en virtud del recurso 
del art 14 de la ley 48; que la acción reivindicatoría 
no procede por cuanto el actor había sido despojado 
por sentencia judicial, el Fisco do Mendoza no habría 
consumado el despojo sino la justicia del crimen; que la 
interpretación del actor de que puede ejercer la acción 
subsidiaria del art 2779 del Código Civil es antojadiza, 
porque no procediendo la acción reivindicatoría, tam- 
poco procede la subsidiaria: que, por otra parte, la 
Provincia no tiene la posesión del dinero y títulos se- 
cuestrados at actor; que los valores secuestrados son 
el cuerpo del delito y, como el sobreseimiento sólo ha 
sido por prescripción de la acción y no por "falta de 
imputabilidnd", el actor no puede desvirtuar ese 
hecho, porque no probó su inocencia, prefiriendo per- 
manecer prófugo y rebelde, la acción no puede ponerse 
en movimiento pero el hecho criminal existe con los de- 
más efectos jurídicos que produce; que la Corte ya re- 
solvió un caso análogo, el 12 de noviembre de 1935, en 
el juicio Grinstein Isaac y Holzeker de Grinstein Rosa, 
su concurso, contra la Provincia de Mendoza, sobre res- 
titución de una suma de dinero. Termina pidiendo se 
declare la incompetencia de la Corte o se rechaco la 
demanda como lo ha pedido en el exordio. 

Que abierto el juicio a prueba se produjo la que 
indica el certificado de fs. 46, las partes alegaron a 
fs. 49 y 56, a fs. 64 se expide el Sr. Procurador General 
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líe la Nación solero la competencia originaria do la Cor- 
te y a fe. 6o se llama autos para sentencia. 

Considerando: 

(¿uü conviene para la unidad de la sentencia sinte- 
tizar los hechos fundamentales, que no han sido nega- 
dos por la demandada y constan, por otra parte, en el 
espediente criminal agregado como prueba a fs. 'tf. El 
14 de enero de 1D2G el Presidente y el Secretario del 
Crédito Público de la Provincia de Mendoza denuncian 
una falsificación de letras de tesorería y durante la 
instrucción del sumario se ordena la detención del 
actor, se le cita por edictos, pero ni es detenido, ni se 
presenta. El ó de junio de 19130 se dicta sentencia en 
segunda instancia, confirmando o modificando en parte 
la de primera, condenando a otros procesados a diver- 
sas ponas, "a quienes se los eondona a la restitución de 
fodos los dineros y bienes embargados y secuestrados 

a los distintos procesados, etc M ; se ordena también 

suspender el curso de la causa respecto de los procesa- 
dos prófugos, entre los que figura el actor. Durante la 
secuela del juicio se han secuestrado, como de propic- 
.dad de Valenznela, títulos y dinero, cuya cantidad se 
verá después, los que el 14 de julio de 1936 se ordena 
yean entregados al Gobierno de la Provincia. El 11 de 
febrero de 1938 se presenta el actor por segunda vez 
oponiendo la prescripción de la acción y en 30 de marzo 
siguiente se hace lugar a la prescripción, sobreseyén- 
dose definitivamente a su favor. En mérito de eso so- 
breseimiento Valcnzuela se presenta, por medio de 
apoderado, solicitando la devolución de lo que le había 
sido secuestrado y, ante la oposición del señor Fiscal 
de Estado, le es negada la devolución en primera ins- 
tancia, resolución confirmada por el tribunal de según 
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da instancia "con el alcance señalado en el punto V", 
que dice cu lo pertinente: "cualquier cuestión qnú se 
suscítase tendiente a modificar la situación jurídica de 
los valoren, como lo es discutirle la restitución al Fisco 
de la Provincia, escapa a la competencia de la justicia 
del crimen y su solución debe plantearse ante la justicia 
civil'*. Véase expediente agregado: fs. 1 y 87 cuerpo .1»; 
106, 187, 188, cuerpo L*; 111, cuerpo :!('(), cuerpo 4*; 
431, 5,36, GOÜ, G07, 670, «80, fiítt, 697, 703, 717, cuerpo U 

Que de esta última sentencia resulta con claridad 
que no hay cosa juzgada, pues se limita a mantener el 
secuestro diferiendo la cuestión de la restitución al 
correspondiente juicio civil. Tan es así, que el mismo 
tribunal denegó el recurso extraordinario interpuesto 
por Valcnzuela, entre otras razones, porque la senten- 
cia no era definitiva. Expediente agregado fs. 7-íi, 
cuerpo 5'. En este mismo fundamento se apoyó la Corte 
para desestimar el recurso de queja correspondiente el 
íi de mayo de 1940, según resulta del expediente que se 
tiene a la vista. Aquel juicio civil no es otro que el 
actual, el que por ser el actor vecino de San Juan, se- 
gún resulta de la información sumaria de autos que no 
lia sido contradicha, y la demandada la Provincia de 
Mendoza, corresponde a la jurisdicción originaria de la 
Corte. Arts. 100 y 101 de la Constitución Náeioaál. 
Art. 1», inc. 1% ley 48. Art. 2» ley 4055. Fallos: 19'J, 15l\ 

Que la prescripción de la acción penal declarada en 
et juicio criminal produce el efecto de extinguir la 
acción — art. 51) Código Penal — desapodera al Juez de 
la facultad de juzgar y la justicia no puede pronunciar- 
se ya sobre la existencia del hecho, ni sobre la partici- 
pación del acusado. Kl sobreseimiento definitivo dicta- 
do en consecuencia por la justicia de la Provincia de 
M«md<>zu importa, con relación a Valcnzuela, cerrar el 
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juicio definitiva e irrevocablemente. Arls. 284 y 320 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal de la deman- 
dada, 

(¿no los bienes secuestrados al actor, cuya entrega 
al Gobierno de la Provincia demandada ha sido orde- 
nada en el juicio criminal y mandada cumplir a fs. 728 
vía. del mismo, son bienes del actor y éste no puedo ser 
privado de ellos sin semencia fundada en ley. Art, 17 
de ta Constitución Nacional. Tal sentencia no se lia pro- 
nunciado, el actor lia quedado fuera del juicio criminal, 
a su respecto no se lia dictado sentencia estableciendo 
su participación en el delito, ni podrá ser dictada en lo 
sucesivo. Tampoco se le lia demandado civilmente, ni se 
le reconviene en este juicio. La sentencia del juicio cri- 
minal que ordena la restitución de todos los dineros y 
Henea embarcados no puede referirse sino a los pro- 
cesados cuya condena se pronunciaba vn | a misma; no 
puede referirse al actor, prófugo, respecto de quien se 
ordenaba paralizar el juicio, sin violar el art. 1S de la 
Constitución Nacional, pues Va leu zuda no había sido 
o ido en el juicio en forma alguna. 

Que, en consecuencia. In demanda debe prosperar. 
Los títulos propiedad de Va lo zuda SP encuentran de- 
positados on el Banco de Mendoza y ban sido pueblos a 
disposición de la demandada, Valeiizuela no ha perdi- 
do su derecho de propiedad en ninguna de las formas 
establecidas por los arts. 1ÍÜ04 y siguientes del Código 
Civil. Puede, en consecuencia, reividícarlos por cnanto, 
depositados en el B aneo con indicación do sus números, 
pueden ser individualizados. Doctrina de los arts. 27f>0 
y 27G2 del Código Civil. "La dificultad en el caso de 
reivindicación", dice la nota del codificador al inc. 6* 
del art. 731 del código citado, "se presenta para la 
prueba de la propiedad. El demandante debo acreditar 
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todas las indicaciones que puedan concurrir a demos- 
trar que los títulos dep jsitados o robados son los mis- 
mos que pretende reivindicar". Es la misma doctrina 
de los arts. 2188, inc. 2*, y 2189 del mismo código. Las 
sumas de dinero provenientes del cobro de intereses es 
indudable que le son debidas al actor. Los títulos lian 
estado depositados y el depositario debe restituir la 
cosa con todos sus accesorios y frutos. Arts. 600 y 2210 
del Código Civil. Kn cuanto a la suma do dinero secues- 
trada, la obligación de restituirla surge de la falta de 
derecho para su apropiación por la demandada y de los 
principios del en riqueci miento sin cauta aplicados en 
numerosos casos por la Corte. Fallos: lí>2, 152. 

Que el caso de Griustein Isaac y otra, citado por la 
demandada y publicado en la pág. 146* del t. 174 de los 
fallos de Ja Corte Suprema, carece de valor para fun- 
dar sus protensiones. Cuando la Corte lo dictó, Orins- 
tein había sido condenado a quince años de reclusión 
por falsificación y circulación de letras de tesorería, en 
el mismo juicio en que Valenzueln fué posteriormente 
sobreseído. Por eso pudo decir, en el considerando IV 
de la sentencia de la mayoría, que el juzgamiento de 
un asunto o causa criminal con sus accesorios naturales 
y necesarios es de la competencia exclusiva de la justi- 
cia del crimen, y sus decisiones definitivas tienen la 
autoridad de la cosa j liberada. Respecto de lo secuestra- 
do a Valonzuela la misma justicia del crimen ha decla- 
rado su incompetencia. 

Que el depósito de los títulos secuestrados ha su- 
frido modificaciones en razón de sorteos y canjes de los 
títulos primitivos, por lo que la sentencia condenatoria 
debe referirse al último informe del Banco de Mendoza 
corriente a fs. 737 de los autos criminales agregados 
sin acumular, informe que lleva fecha 9 de agosto de 
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lí'41, no ha sido observado por las partos y es posterior 
ü la iniciación del presente juicio. 

Por estos tadamentos se declara que la Provincia 
de Mendoza está obligada a devolver al actor Podro N. 
Valcnzuola, dentro del término de diez días lo siguien- 
te: a) El título del Crédito Argentino Interno 4 % % t 
iiiiin. 4408, valor nominal de cinco mil posos moneda 
nacional; b) El título del mismo Empréstito, núm. 
107.054, valor nominal de quinientos pesos; c) La can- 
tidad de tres mil setecientos setenta y ocho posos con 
cuarenta y dos centavos moneda nacional correspon- 
diente a dinero secuestrado y cobro de cupones ; fí) Los 
intereses desde la notificación de la demanda, a estilo 
do los que cobra el Banco de la Xación Argentina, sobre 
!a última suma mencionada. Sin costas dada la natura- 
leza del juicio. Xoüfíquese, repóngase el papel y opor- 
tunamente archívese. 

Roberto Repetto. — Antonio 
Saga&na. — Luis Linares. — 
B. A. Mazar Anchorena. 
— F. Ramos Mejía. 



PEDRO BRAVO v. CAJA DE JUBILACIONES DE 
EMPLEADOS FERROVIARIOS 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Fondos de la 
Caja. 

El afiliado n la Cajo. Ferroviaria que, en cumplimiento 
de lo dispuesto en el art. 48 de la ley 10.650 modificado 
por la ley 12.825, solicita la formación del cargo corres- 
pondiente a los aportes no ingresados, no tiene derecho 
para ser eximido de los respectivos intereses aun cuando, 
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ton Hiitrritiriilati u la reformo, hubími solicitado l;i for- 
mación del earjzo *in Imbcrlu nuteiiido en razón tle lo 
inif en tunees disponía la ley. 

Dictamen del PnocntAnou (Íeseieal 
ÍSupremu t 'orte : 

Con f celia octubre 17 de lUií.) D. Pedro Bravo so- 
licitó n l:i Caja Ferroviaria k' reconociera los servicios 
prestados entro los años 1ÍHU y 1SH 1 debiendo formu- 
lársele el cargo correspondiente por los «portes ao he- 
chos entonces; pero la Caja no hizo lugar a ello por 
entender que el pago de lo adeudado en concepto de 
aportes no efectuados, debería hacerse* conforme a lo 
dispuesto en el art. 48 de la ley 10.050, al tiempo de 
gozar del beneficio correspondiente (expte. 25.036, fs. 
20 y vta.). 

La ley 1I2.8J,") promulgada el 14 de octubre de 1Í*4J 
modificó, entre otros, el mencionado art. 48 en la si- 
guiente forma : 

M Kn ningún caso se computarán servicios posterio- 
res a la promulgación tle la presente ley por los que no 
se hubiese efectuado los aportes correspondientes en 
la oportunidad del cobro de sus haberes, ni se admitirá 
la formación de car iros al solicitar algún beneficio. 

"Los empicados y obreros que no hubieran sufrido 
descuentos ti arante el tota! o parto de su prestación 
de servicios o de sus sueldos tendrán el plazo de un año 
desde la promulgación de la presente ley, para solici- 
tar de la caja la formación del car 70 respectivo. Kste 
cargo se hará a razón del 8 r /c de los sueldos percibidos, 
con más el interés del 4 '/< capitalizado trimestralmen- 
te. El cargo total se abonará dentro tle un plazo no mu- 
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fot de cinco años y servicios se computarán en pro- 
porción a la santa amortizada". 

Cumpliendo dicha disposición, Bravo se presentó 
dentro del término fijado solicitando nuevamente se le 
formulase cargo por los aportes no ingresados "de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 48 de Ja le)* IO.ímO, 
modificado por la li\82f>" (fs ( 5). Hecha la liquidación, 
resultó que, con arreglo al criterio de la Caja, a lo 
adeudado por aportes so agregaba una partida en con- 
cepto de intereses. Disconforme Bravo apeló para ante 
la Cámara Federal; y ésta, eu sentencia del 22 de mar- 
zo ppdo. (fs. 18) lia revocado ío resuelto sobre pago 
do intereses fundándose en que Bravo solicitó en 193o 
se le cobrasen los aportes, y la Caja se negó a hacerlo. 
Dicha Caja trae ahora un recurso extraordinario, por 
vía de queja, contra el fallo de la Cámara. 

Considero admisible el recurso pues se ha puesto 
en tela de juicio la interpretación y aplicación del art. 
48 de la ley IO.íSóO, modificado por la 12.825, y la sen- 
tencia definitiva es contraria al derecho que oportuna- 
mente invocara la parte hoy recurrente. 

En cuanto al fondo del asunto, pienso que la Caja 
está en lo cierto. Su negativa a formular el cargo en 
1935 se ajustó estrictamente a lo que disponía entonces 
el primitivo art, 48: 

"Los empicados y obreros con derecho a jubilación, 
pero que, por haber prestado servicios con anteriori- 
dad a la fecha en que se ordenó el descuento forzoso, a 
que se refiere el inc. 1' del art. £) p de esta ley o por cual- 
quier otro motivo, no hayan concurrido a la formación 
del fondo de la Caja con el ó % de todos los sueldos 
percibidos durante el número de años acreditado para 
acogerse a sus beneficios, sufrirán un (Irse nenio tlet 
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10 % en sus jubilaciones, hasta reintegrar al i>ndo de 
la Caja una suma igual al 5 % de los sueldos percibidos. 

"A este efecto, el directorio, al acordar las jubila- 
ciones, formulará el cargo respectivo; en la misma for- 
ma se procederá con las pensiones". 

Vigente tal disposición V. E. confirmó* una senten- 
cia de la Cámara Federal que ordenaba pagar intereses 
sobre los aportes no ingresados en su oportunidad 
(Cantero v. Caja, sentencia de noviembre 8 de 1!>37. 
concordante con 17(¡; 288). Si bajo el rcV'men de la ley 
10.650, Bravo debía intereses por los aportes atrasa- 
dos, y el pago de tales intereses no era cxigiblo antes 
de concederse beneficios, modificado dicho régimen pol- 
la ley 12.285 lia de aplicarse esta última, conforme a lo 
que establece su art, 2» y a lo decidido por V. E. en 
lí>7: 00 y Daparma v. Caja (marzo 31 ppdo.). El pro- 
pio interesado así lo solicitó, como queda dicho. 

Corresponde, en consecuencia, declarar mal dene- 
gado el recurso a fs, 20, y revocar el fallo apelado en 
cuanto pudo ser materia de dicho recurso. Buenos Ai- 
res, mayo 22 de 1ÍU4. — Juan Álrarez. 
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Buenos Aires, 29 de mayo de 1044. 

Autos y vistos: La presente queja que por denega- 
ción del recurso extraordinario deduce la Caja Nacio- 
nal de Jubilaciones y Pensiones de Empleados Ferro- 
viarios en juicio con Pedro Bravo, contra la sentencia 
dictada por la Cámara Federal de la Capital, y 
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Con yule raudo: 

En cuanto a la procedencia del recurso: Que en el 
sub-lile aparece controvertida la inteligencia a atribuir- 
se a determinadas disposicioues contenidas en una ley 
nacional, Inteligencia en la que el recurrente funda su 
derecho. 

Que en tales condiciones se lia planteado la situa- 
ción que prevé el art. 14, inc. 3 P , de la ley 48, por lo que 
c! remedio federal intentado procede y así se declara. 

En cuanto al fondo del asunto, por 3er innecesaria 
mayor sustanciaeión : 

Que los antecedentes del caso informan que Pedro 
Bravo solicitó de la Caja Ferroviaria en el año 1935, se 
le reconocieran servicios prestados entre los años 1904 
y 1911, a cuyo efecto se le debía formular el correspon- 
diente cargo por los aportes no efectuados. 

Que la Caja Ferroviaria por resolución de octubre 
de 1935 denegó tal pedido por considerar, de acuerdo 
con lo que disponía el primitivo art. 48 do la ley 10.650 
vigente en ese entonces, que los cargos por ese concep- 
to debían formularse en la oportunidad de acordarse 
el beneficio jubilatorio. 

Que con posterioridad el art. 1* de la ley 12.825 
modificó el mencionado art, 48 estableciendo, con rela- 
ción a la situación expuesta, que "los empleados y 
obreros que no hubieran sufrido descuentos durante el 
total o parte de su prestación de servicios o de sus suel- 
dos tendrán el plazo de un año desde la promulgación 
de la presente ley para solicitar de la Caja la formación 
del cargo respectivo. Este cargo se hará a razón del 
8 % de los sueldos percibidos con más el interés del 
4 Ye capitalizado trimestralmente. El cargo total se 
abonará dentro de un plazo no mayor de cinco años 
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y los servicios ae computarán en proporción a la suma 
amortizada '\ 

Que en presencia de esta nueva disposición el in- 
teresado solicitó a la Caja en agosto de 1**43 se 1c J'or- 
muíase el correspondiente cargo por los aportes no 
ingresados oportunamente. Liquidado ¿«te con los inte- 
reses capitalizados trimestralmente, e-orno lo dispone 
aquella, i» Cámara Federal revocó tul resolución invo- 
eando la presentación de Bravo en el año 1935 para 
eximirlo del pago de dichos intereses. ' 

Que no cabe atribuir ese alcance a la aludida pre- 
sentación, porque el primitivo art. 48 de la ley 10.(50 
no autorizaba a la Caja en el año 1035 a formular el 
cargo que se le solicitaba sin mediar una jubilación 
acordada. 

Que modificado dicho régimen por la ley 12.N25, 
surge la aplicación de sus disposiciones, de acuerdo con 
lo que dispone el art. 2* y la doctrina sustentada por 
esta Corte ttl re O. 8. lí>7 ( CO entre otros. 

Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
del Sr, Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada do fs. 18 en cuanto pndo ser materia de recurso. 
ITúgnso saber y devuélvanse al tribunal de procedencia. 

ROBEIÍTO RePETTO. ANTONIO 

Sagarxa. — Luis Linares. — 
B. A. Xaüar Axciiouexa. 
— F. Ramos Mejja. 
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SIIt'LMAN HERMANOS v. PROVINCIA DE 
BUENOS AIRES 

PRUEBA ; Apreciación, 

La circunstancia de que, a juicio de una de las partes, 
los puntos propuestos por la otra a los efectos de una 
pericia do contabilidad consistan en cuestiones de enrác- 
ter legal, no hasta para exclo irlos de aquélla, sin per- 
juicio de lo qtie oportunamente sí» resuelva sobre su 
procedew-in (')- 



ANGELA XI. 8ANZ DE CAN A VERIS v. PROVINCIA 

DE JU.IUY 

ACTOS PUBLICOS Y PROCEDI M IESTOS JUDICIALES. 

La valide* y eficacia de la declaratoria de herederos dic- 
tada por jueis competente sólo puede ser desconocida por 
parte legítima ante el mismo y, mientras tanto, merecerá 
ante todos los tribunales del país 3a misma fe y crédito 
que según las leyes le corresponda ante el tribunal que 
ta dictó. 

PRESCRIPCION : Prescripción adquisitiva. 

No habiéndose completado hasta el día de la demanda 
sobre división de condominio eí plazo establecido en el 
art. 4015 del C. Civil, por la suspensión correspondiente 
a la minoridad de la actora. corresponde rechazar la de- 
fensa de prescripción treintañal opuesta por la demandada. 

PRESCRIPCION : Prescripción tuiffninitiva. 

Resol tan do de la enunciación de los límites contenida 
en la escritura de adquisición del inmueble y de la cir- 
cunstancia de que la renuncia a favor de la demandada sólo 
tiene por objeto derechos y acciones que no se concretan 
sobre inmuebles cuyas medidas y linderos se determinen 
en forma precisa, que aquélla no ha podido tener la creen- 
cia sin duda alguna de que el renunciante fuera el ver- 
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(ladero señor ríe la cosa, debe rechazarse la defensa de 
prescripción adquisitiva fundada en el art. n!)E)í> del C 
Civil. 

FIiE$Cfl¡I*CiOX: Principios generales. 

Es improcedente la defensa de prescripción de la acción 
g yitoGion de una escritura de cesión do dereehos efec- 
tuada por el actor » un tercero, opuesta por el demandado 
en «n juicio en que no es parte el tercero. 

Desconocido por el demandado el condominio invocado 
por el actor que ejerce la acción de división del mismo 
<*ta se trueca en una acción reivindicatoría. 

CESION DE DERECHOS. 

La cesión de aec iones y dereehos sobre un inmueble no 
requiero | a tradición de este para su validez. 

CESION DE DERECHOS. 

La escritura pública de cesión de derechos y acciones so- 
bre Jn parte indivisa de un inmueble es oponible al ce- 
dente mientra* no se baya declarado su invalide/ en jui- 
cio con el cesionario; cuestión que es previa a la demanda 
«obre la división de condominio promovida por el cedento 
contra un tercero con posterioridad a la cesión. 

COXDO}ftxlO. 

Es improcedente la demanda sobre división del condomi- 
nio promovida contra una provincia por quien ha cedido 
en furnia valida las acciones y der cebos de que era titular 
eon respecto al inmueble, aunque sostenga que fué simu- 
lada la transferencia hecba al cesionario, a quien no se 
dio intervención en el juicio. 



Dictamen del Procurador General 
(orto Su pronta: 

La jurisdicción originaria de V. E. para conocer en 
este caso resulta acreditarla por tratarse de un litigio 
sobre división de condominio, promovido por un vecino 
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tic la Provincia do Buenos A i rus, contra la Provincia 
de Jujuy (información de fs. 42 y 48, admitida como 
suficiente por el proveído do fs. 49). Me permito hacer 
notar a V. E. que si en el escrito de demanda aparece 
dirigidu a 1 mismo tiempo la acción contra otro presun- 
to condomino, el otro sí obrante a fs. 40, y el escrito de 
fs. 73 han eliminado ese motivo de duda y ahora queda 
como única parte demandada la Provincia de Jujuy. 

En cuanto a las cuestiones controvertidas en autos, 
lo son de derecho común y ajenas a mi dictamen. Bue- 
nos Aires, octubre 22 de 1942. — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 29 de mayo de 1944. 

V vistos: Esta causa seguida por Angela María 
Sauz de Canaveris contra la Provincia de Jujuy sobre 
división de condominio, de la cual resulta : 

Que a fs. 22 comparece Carlos Gesino, en represen- 
tación do la actora, promoviendo demanda de división 
de condominio contra aquella provincia y Da. Felisa 
Torres de AI varado sobre los inmuebles que se deslin- 
darán, con costas, en caso de oposición. Exprosa que 
las tierras motivo do la acción están comprendidas den- 
tro de la merced real que el Gobernador y Capitán de 
la Provincia de Tucumán D. Joaquín Espinosa y Dá- 
valos hizo el 9 de mayo de 1760, en nombre del Roy de 
España, al Comandante D. Francisco Javier de Ro- 
bles, que comprendía parto de las tierras del Puerto 
de Santa Bárbara, que después han sido conocidas e 
individualizadas como tierras do Santa Barbara y Maíz 
Gordo. A través de tranferencias operadas a favor de 
D. Mariano Oordaliza y de D. Martín Cordaliza el do- 
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minio pasa por faftrencia a D. José Rosario o Rosalío 
Lozano. En virtud de convenios con los titulares de la 
merced lindera hecha al general B. Diego Tomás Martí- 
pez de Iriarte en 1 7üT>, también en las tierras de Sania 
Bárbara, Ja confesión Robles, se delimita y abiea ron 
linderos precisos. En el juicio seguido por D. Tomás 
R. Al varado contra la Provincia tío Jujuy ante la Cor- 
te Suprema, este tribunal, en sentencia del lo' de mayo 
de lííll, analizó los antecedentes de las tierras enun- 
ciadas, reconociendo el dominio de D. José 11. Lozano, 
antecesor inmediato de los derechos declarados de I). 
Tomás R. Alvarado y de los de .José María Sauz que 
ejercita su mandante. Sobre tal punto se atiene pues, 
a lo expuesto, probado y faUado en aquel juicio cuyas 
constancias ofrece como prueba. 

Que a partir de José R. Lozano se produce una 
serie de actos, transferencias dobles y triples, rescisio- 
nes de escrituras, actos posesorios, oposición de dere- 
chos, que por ser o aparecer a veces contradictorios 
han concluido por oscurecer y confundir los derechos 
de los distintos titulares del dominio de las tierras en 
cuestión. A continuación enumera, por riguroso orden 
cronológico, todos los actos y documentos (pie tienen 
importancia, conocidos por su mandante, basta el mo- 
mento actual. Ksa enumeración comienza *on la refe- 
rencia de la escritura de 2'A de noviembre de 1888, 
según la cual I>. José R. Ozano vende a D. Tomás 
R. Alvarado los derechos y acciones a las tierras de 
Santa líárbara y Maíz Gordo por la cantidad de cien mil 
pesos moneda nacional, a un año de plazo, sin interés, 
constituyéndose hipoteca sobre la misma finca. El ven- 
dedor hace algunas reservas y no se obliga por la evie- 
eióu y saneamiento. V continúa con las siguientes: 
a) escritura del V ríe mayo de 188°, por la eual el mis- 
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1110 Lozano vende ti D. José Mari» Sanz y éste adquie- 
re para sí y 1). Francisco Aliaga la estancia denomi- 
nada Santa Bárbara y Maíz (i o ido, con una extensión 
de doce teguas de frente por veinticinco de fondo, cu- 
yos límites indica, por la cantidad de ciento veinte mil 
pesos moneda nacional que declara recibidos; //) el 10 
de julio de 1889 otra vez el mismo D. José R. Lozano 
vende a los señores Martín G. Uüemos, Angel M. Ove- 
jero y José María Sauz la finca denominada Santa 
Bárbara y Maíz Gordo, con la extensión ya señalada, 
por el precio de treinta mil pesos moneda nacional ya 
recibidos de los compradores. Declara Lozano que ia 
vnnta anterior al señor A I varado, por incumplimiento 
de éste, no tiene efecto alguno y lo mismo respecto de 
la venta a Sanz y Aliaga, lo cual el primero acepta; 
que los compradores toman posesión de la finca; y 
también declara que tiene por de ningún valor nquellns 
compras y ventas referidas en los boletos y sólo la 
presente es eficaz por estar consumada la tradición y 
recibido el precio de los actuales compradores. 

Que por escritura del 10 de julio de 18SÍJ los doc- 
tores Angel M. Ovejero y Martín G. Güemes dieron 
poder a D. José María Sanz para qne, en su nombre 
y en común ion intereses del mismo poderdante, con- 
trate la mensura de la finca que tienen en sociedad 
denominada Santa Bárbara y Maíz Gordo, por el precio 
de veinte pesos la legua cuadrada libre de gastos, con 
el ingeniero Carlos R. Scheerer o con otro; simultánea- 
mente y ante el mismo escribano, D. José liaría Sanz 
da poder al doctor Angel M. Ovejero para que en su 
nombre arregle con D. Tomás Ii. Alvarado ya sea 
comprando, transando, desi atiendo o de la manera que 
crea más conveniente los derecbos que le pudieren co- 
rresponder en la susodicha finca. Once días después. 
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IX Adolfo Raveu, en representación do Bi Tomás H. 
Alvarado, y el doctor Angel M. Ovejero protocolizan 
el boleto privado do feeiia ll> de julio de 188í> suscripto 
por el mismo Alvarado y el doctor Ovejero, por el 
cual el primero eede al segundo todos los deu.hos que? 
le corresponden en la finca de Santa Bárbara y Maíz 
Gordo adquirida el '23 de noviembre a D. José R. Lo- 
zano. Agrega que dicha cesión la hace por el precio de 
treinta mil pesos moneda nacional en atención a que el 
doctor Ovejero era su socio en aquellas propiedades y, 
por lo tanto, dueño de la mitad de ellas, cuyo valor lia 
recibido a su satisfacción. 

Que pocos días después, siempre el año 1889 y en 
el ?nes de julio, D. José María Sauz y D. David Apa- 
tié protocolizan el documento privado de fecha 2íf, por 
el cual el primero cede al segundo todos los derechos 
y acciones que le corresponden en la finca Santa Bár- 
bara y Maíz Gordo por la sama de veinticinco mil pe- 
sos moneda nacional, cuyo importe ha recibido de dicho 
señor según documento firmado con la misma fecha. 

Que eí 9 de octubre de 1889 D. Tomás R. Alvara- 
do y D. Anarel M, Ovejero protocolizan un documento 
privado del 17 de julio, por el cual el primero cede al 
secundo todos sus derechos y acciones a la finca de 
Santa Bárbara y Maíz Gordo por la compra hecha a 
Lozano ct 23 de noviembre de 1888, y, además, mi ¡pu- 
lan que el doctor Ovejero constituirá una sociedad para 
la adquisición, explotación o venta de aquella finca, la 
que se formará por tres socios, uno de ellos el señor 
Ovejero, quedando el señor Alvarado socio, por la mi- 
tad on la acción de aquél, y tal escritura es la que sirvió 
de base a la sentencia dictada por esta Corte el 16 de 
mayo de 1911. Continúa relacionando otras escrituras 
pn ra extraer la conclusión de que ellas demuestran, en 
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forma incuestionable, los derechos del señor José Ma- 
ría Sauz como condomino por una tercera parte de las 
tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo que pertene- 
cían al señor José R. Lozano, 

Que la compra del señor Sanz a éste, en sociedad 
con el señor Francisco Aliaga del 1" de mayo de 1880 
— aunque fué después dejada sin efecto — tiene impor- 
tancia indudable dado que en ese acto el señor Sanz 
pagó la suma de ciento veinte mil pesos que, al rescin- 
dirse la escritura, no le fueron devueltos, quedando co- 
mo precio real, aunque no figure en la escritura de 
venta del 10 do julio hecha a Sauz, Ovejero y-Güemes. 
El condominio entre estos señores, dice, quedó consti- 
tuido por la venta perfecta, seguida de tradición que 
les hiciera Lozano en aquella fecha. La venta anterior 
a Alvarado (23 de noviembre de 1888) no le había tras- 
mitido el dominio ni podía prevalecer sobre la venta, 
aunque posterior, seguida de tradición. 

Aquí la serie de actos jurídicos producidos después 
de la escritura de 10 de julio de 1889, que enumera, 
no tuvieron, dice, otro propósito que eliminar la ame- 
naza constituida para los compradores por las ventas 
anteriores, perfeccionando el título. La compra que 
los tres condominos hicieron al P. E. de la Provincia 
tuvo la misma finalidad. Sea, dioe t por la compra di- 
recta a Lozano, sea por la indirecta hecha a Alvarado, 
está fuera de duda, que existió un condominio por ter- 
ceras partes entre los señores Sanz t Ovejero y Gao- 
mes sobre las tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo; 
no menciona como antecedente del condominio que in- 
voca la compra realizada al Gobierno de .Tujuy el 17 de 
noviembre de 1800, por cuanto niega que éste tuviera 
nunca derecho alguno sobre esas tierras. 

Que aunque la escritura del 23 de noviembre de 
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1888 fuera un ucto formal y serio, el dominio no se 
fiabría trasmitido al señor Al varado desde que al títu- 
lo debe unirse la tradición representada por la posesión 
efectiva; Lozano no dió ésta a Alvarado en ninguna 
circunstancia y, al contrario, probará que le fue entre- 
gada a Sanz, Ovejero y Güemes, quienes hicieron prac- 
ticar la mensura por el Ing. Schcerer. 

Que no ignora que la Corte Suprema, en el juicio 
ya aludido reconoció los derechos de Alvarado deri- 
vados de la compra a Lozano y, como consecuencia, los 
de la reserva de una sexta parte hecha en la escritura 
del í) de octubre de 1889, pero hace notar: a) que en 
el juicio de los herederos Alvarado contra la Provincia 
de .Tujny no se presentaron las escrituras del 10 de 
julio de 1889 ni las otras que determinan los derccltos 
de los señores Sauz, Ovejero y Güemes; y b) la validez 
do la transferencia de Lozano a los señores Sanz, Ove- 
jero y G nemes, y la consiguiente ineficacia do la trans- 
ferencia de aquél a Alvarado no hubiera perjudicado 
los derechos de este último y de sus sucesores, desde 
el momento que el doctor Ovejero venía a ser condó- 
mino en virtud de aquélla y, por consiguiente, pudo 
realizar con Alvarado el convenio del í) de octubre y 
reconocerle o trasmitirle válidamente el derecho a la 
mitad de su pnrte en el condominio. 

Que en cuanto al condominio entre Sanz y el Go- 
bierno de la Provincia de Jujuy expresa que sus dere- 
chos dimanan de la escritura del 31 de enero de 1892, 
por la cual se convino entre aquélla y los doctores Ove- 
jero - Güemes: l* rescindir el contrato do compraventa 
de los derechos y acciones del Gobierno de la Provincia 
sobre los terrenos de Santa Bárbara, Maíz Gordo y 
Este de la Tot orilla celebrado con fecha 17 de noviem- 
bre de 1890: 2* Ovejero renuncia a favor del Gobierno 
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de J tijuy a todos los derechos y acciones que tiene o 
puiiiora tener por la compra hecha a Tomás Jí. Alva- 
rado sobro los terrenos do Santa Bárbara, Maíz Gordo 
y Este de la Totorilla ubicados fuera de los límites que 
expresa; 3* el P. E. de la Provincia renuncia a fuvor 
de Ovejero todos los derechos y acciones que tenga o 
pudiera tener a cualquier fracción de terreno compren- 
dida dentro de las líneas mareadas en el artículo ante- 
rior; 4' estas renuncias se entienden hechas en favor 
de los beneficiados respectivamente o do quien sus de- 
rechos representen; 5* los doctores Ovejero y Quemes 
y el señor Apatió se hacen personalmente responsables 
de los reclamos que el señor José María Sauz pudiera 
hacer al Gobierno de Jujuy en virtud de la rescisión del 
contrato del 17 de noviembre de 1890, en caso de que 
este señor o su apoderado no pudieran o no quisieran 
firmar este contrato. 

Que, por consiguiente, la susodicha escritura del 
:íl de enero de 1892, tuvo este sólo efecto logal, según 
afirma la actora: facultó a los doctores Ovejero y Güe- 
mes para disponer de su parte en condominio sobre las 
dos terceras partes de las tierras de Santa Bárbara 
y Maíz Gordo, asignando una parte de ellas al pri- 
mero y cediendo el resto sólo hasta completar las dos 
terceras partes de las tierras al Gobierno de Jujuy. Los 
se lores Ovejero y Güemes podían realizar cualquier 
acto de disposición de sus derechos; pero no podían 
disponer de los del señor Sauz ni de los del señor Alva- 
rado. Ubicado el doctor Ovejero en una parte de la 
tierra, el resto quedó en condominio entre el Gobierno, 
Sauz y Al varado cuyos derechos ha reconocido la Corte 
en favor de In señora del último. 

Que no sabe si ol doctor Ovejero recibió la tercera 
parte exacta, o más o menos, porque su mandante des- 
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conoce la existencia do una mensura total de la parte 
recibida por él. En cualquier hipótesis los derechos del 
señor Sauz y los de la señora de Alvarado no se pueden 
modificar como tampoco los del Gobierno de Jujuy. 

Que su representada no quiere causar más pertur- 
baciones que las estrictamente necesarias para la de- 
fensa de sus derechos, por lo cual, lia resuelto admitir 
la situación creada por el convenio entre el Gobierno 
de Jujuy y Ovejero, acerca de la ubicación material de 
éste en el terreno, aceptando por lo tanto la división 
del condominio siempre que no afecte sus derechos. 

Que anticipándose a contestar una observación de 
apariencia fundada, susceptible de oponerse a los dere- 
chos de su mandnnte, arguye lo siguiente: "Entre las 
escrituras que he relacionado al principio, figura bajo 
la letra G., una del 29 do. julio do 1SSÍ), por la cual 
D. José M. Sanz aparece cediendo sus derechos y ac- 
ciones a las tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo 
a D. David Apatié, por la süma de $ 25.000, "cuyo 
importe, diee el otorgante, ha recibido de dicho señor, 
según el documento firmado con esta fecha". 

Que su mandante no poseo, dice, el "documento 
firmado con esta fecha" cuya existencia serviría para 
aclarar la naturaleza real do la operación, que fué la 
de un préstamo de $ 25.000 garantido con la transfe- 
rencia de derechos y acciones. No puedo T pues, probar 
la simulación por medio de contradocumeuto, pero* otros 
actos no menos eficaces conducirán al mismo resultado 
desdi- el punto de vista legal. 

Que la mensa »a del Ing. Scheerer, mandada prac- 
tica r por Sanz, Ovejero y Giiemes, aceptada por la 
Provincia demandada, precisó los límites do la propie- 
dad total. Los señores Sanz, Ovejero y Gnomos eran 
condóminos. Kn virtud de arreglos y cesiones real i- 
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zudas por los doctores Ovejero y Giicnies, el señor Al- 
va nulo y el Gobierno de la Provincia, el primero reci- 
bió una parte material del terreno, liquidando el con- 
dominio a su respecto y quedando como comuneros en 
eí resto: el señor Sauz por una tercera parte del total; 
el señor AI varado por una sexta parte o por la que 
resulte de acuerdo con la sentencia de la Corte Supre- 
ma, y el Gobierno de Jujuy por el remanente, quien ha 
continuado poseyendo para sí y sus condominos — art. 
2353 y sigtcs. de] Código Civil. 

Que su mandante, Angela María Sauz do Cana ve- 
ris, ha sucedido en los derechos do José María Sanz en 
su carácter de hija natural, de acuerdo con la sentencia 
dictada por el señor Juez de Primera Instancia en lo 
Civil de la Capital Doctor Klappcmbach en el respec- 
tivo juicio sucesorio, la cual fui inscripta en el Ttcgis- 
tro Civil de la Capital. Funda la acción en lo dis- 
puesto por el art. 2692 del Código Civil y la deduce, 
inieialmentc, eontra la Provincia de Jujuy y Da. Felisa 
Torres de Alvarado — fs. 38 vta.— sobre la división 
de condominio existente en las tierras denominadas 
de Santa Bárbara y Maíz Gordo cuyos límites genera- 
les lia consignado. 

Que a punto de presentar el escrito de demanda 
ha conocido las actuaciones realizadas entre la Provin- 
cia do Jujuy y los herederos de Alvarado para ejecutar 
la sentencia aludida del 16 de mayo de 1911. Do ellas 
resulta que a fs. 745 se celebró un arreglo adjudicando 
a los sucesores de Alvarado el lote V del plano tra- 
zado por el agrimensor Leonardi Cattolica en pago de 
la sexta parte que les corresponde. Practicada la par- 
tición por el Dr. Carlos F. Meló y después de varias 
incidencias derivadas de la dificultad de ubicar el te- 
rreno, se produce la pericia del Ing. Mario L. Romano 
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y Jti resolución de fs. 1289 por la cual se declara que 
ios ile ruchos de los herederos de Al varado se extienden 
"a la tercera parte de las tierras fiscales". 

Que su mandante podría alegar la nulidad del acto, 
pero no desea causar perjuicios ni perturbaciones in- 
útiles, por lo tanto acepta y ratifica tanto la liquidación 
y adjudicación hecha al doctor Ovejero el año 1892, 
como la practicada en favor de los herederos Al vara- 
do. Expresa que, por consiguiente, el condominio con 
los herederos Alvarado hallase disuelto y esta acción 
debe ser dirigida exclusivamente contra la Provincia 
tte Jujuy, en cuyo sentido deja modificado el encabe- 
zamiento y el petitorio de este escrito. Termina solici- 
tando se disponga la disolución de la comunidad de 
acuerdo con lo que dictaminen peritos, con costas en 
caso de oposición. 

Acreditada la jurisdicción originaria de la Corte 
a fs. 49, corrióse traslado de la demanda, el que fué 
contestado a fs. !S5 por Don Jaime Malamud en repre- 
sentación de la Provincia de Jujuy pidiendo su rechazo 
con costas, espresando : 

Que niega formal y categóricamente todos los he- 
chos invocados por la contraria (pie no fueren expre- 
samente reconocidos en este acto. Ignora si la deman- 
dante es, como se ti fula, hija del señor José M. Sanz 
y niega el hecho a los efectos del mtns probmidi, reser- 
vándose el derecho de impugnar la declaratoria de he- 
rederos presentada. 

Que lo resuelto por esta Corte, dice, en el juicio 
que por reivindicación de tierras situadas en el Depar- 
tamento de Santa Bárbara siguieran contra su man- 
dante Dr. Felisa T. de Alvarado y otros, limita en cier- 
to modo su defensa. En esc fallo se reconoció el dere- 
cho de Lozano, del que deriva el título del señor Tomás 
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B. Alvarado y el que la señora de Caiiaveris invoca en 
el sub-tite. Su mandante no puede sino acatar aquella 
sení encía en cuanto a las cuestiones a que acaba de 
referirse. 

Que es asombroso que cincuenta y dos años des- 
pués que el propio Sanz, antecesor de la actora, según 
sus afirinaeionees, cedió por escritura del 29 de julio 
de 1889 a Don David Apatié todos los derechos y ac- 
ciones que pudieran corresponderá en las fincas Santa 
Bárbara y Maíz Gordo, por la suma de veinticinco mil 
pesos moneda nacional cuyo importe había recibido an- 
tes, venga a impugnar su validez. 

Que la demandante ha aducido la nulidad de esa 
venta expresando que se trata, en realidad, de un acto 
simulado, y ése sería el fundamento único de la deman- 
da : si la venta efectuada al señor Apatié fué real nada 
se podría objetar a los actos jurídicos que después de 
ella hubiera aquél efectuado como dueño; en cambio, 
la simulación invocada, dice, le permite alegar a la ac- 
tora la nulidad del arreglo celebrado por la Provincia 
de Jujuy con los doctores Anpel M. Ovejero, Martín G. 
Güemes y David Apatié en 31 de enero de 1892. La in- 
existencia de esa nulidad acabaría, afirma, de una vez 
por todas con las pretcnsiones de la actora. 

Que aun en el caso hipotético de admitirse la si- 
mulación y consiguiente nulidad invocada, la situación 
do la actora no habría mejorado por los siguientes mo- 
tivos: a) la simulación no puede hacerse valer contra 
terceros sino en las condiciones que determina la ley, 
no cumplidas en el snb-litc; h) la acción de nulidad 
emergente de la misma es previa a la de división de 
condominio y debió substanciarse con los herederos del 
señor David Apatié; c) la adquisición de derechos por 
la Provincia merced al arreglo hecho en 1892 con los 
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doctores Ovejero y Güemes y señor Apatié, está a cu- 
bierto de toda nulidad emergente de la referida simu- 
lación; d) la acción que tendría la actora para alegar 
la nulidad de la venta realizada a Ap^ié se encontra- 
ría proscripta. 

Invoca en su favor los arts. 99-4. 995, 996, 1051, 
3277, 970 del Código Civil y expresa que la prescripción 
de la acción de simulación se opera a los dos años, se- 
gún el art. 4030 del mismo Código. 

Que, por último, opone al progreso de la acción la 
prescripción de diez y de treinta años. Funda la pri- 
mera en el justo título y buena fe que derivan para su 
parte del acto jurídico realizado el año 1892 entre aqué- 
lla , y los doctores Güemes, Ovejero y Apatié; la trein- 
tañal ha empezado a correr desde esa misma fecha a 
causa do haber sido Sanz privado do la posesión del 
inmueble. 

Que corrido traslado de las tres prescripciones 
opuestas — fs. 61 vta.— contestóse a fs. G2 pidiendo la 
actora su rechazo con costas. 

Abierta la causa a prueba — fs. 67 vta.— se pro- 
dujo por ambas partes la que expresa el certificado del 
actuario — fs, 164 — alegándose sobre el mérito de la 
misma a fs, 166 y fs. 184; y 

Considerando: 

Que la Provincia de Jujuy. sin desconocer di recta- 
mente la declaratoria de herederos hecha oii favor de 
la actora Da. Angela María Sanz se ha reservado, al 
contestar la demanda, el derecho de impugnarla en 
atención a que se trataría de una declaratoria obtenida 
por vía de incidente, sin intervención de su parte. 

Que la Provincia no ha usado durante el curso de 
la instancia del derecho que entendió reservarse y, ade- 
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más, con el juicio ab intcstato de Don José María Sauz 
agregado como prueba al presente, ha sido demostrado 
que la actora Da. Angela María Sanz (ahora de Cana- 
veris) fué declarada única y universal heredera de su 
padre. 

Que la validez y eficacia de la aludida declarato- 
ria, hecha por un funcionario do la justicia local con 
jurisdicción indiscutida en el caso, sólo puede ser des- 
conocida por parte legítima ante la autoridad que la 
dictó. Entretanto, esa declaratoria de herederos deíjo 
producir ante todos los tribunales de la República la 
misma fe y crédito que le corresponde, según las levo*, 
ante los tribunales que procedieron a dictarla con arre- 
glo a lo dispuesto por el art. 7 de la Constitución Na- 
cional y do la ley núm. 44, dictada en consonancia 
con 61. 

Que la Provincia de Jujuy ha invocado la prescrip- 
ción para fundar el rechazo de la demanda y tal defen- 
sa, por su naturaleza, debe ser estudiada y resuelta en 
primer término, toda vez que si ella correspondiera 
sería inútil examinar gran número de cuestiones co- 
nexas con la acción principal de división de condo- 
minio. 

Que en homenaje a la mayor claridad de la exposi- 
ción conviene recordar que la demandada lia opuesto 
tres especies de prescripción; a) la de la acción de si- 
mulación de la escritura de cesión de derechos de 
D. José María Sanz a D. David Apatié; b) la adqui- 
sitiva de diez o veinte años y la del art. 4015 del Código 
Civil. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el art. 4003 
del Código Civil, se presume que el poseedor actual que 
presente en apoyo de su posesión un título traslativo 
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do propiedad, ha poseído desde la feelm del título, si 
no se probase lo contrarío. 

La feclia de la escritura de 31 do enero de 18Í12, 
título traslativo de dominio invocado por la Provincia, 
sería así oí punto de partida para contar el tiempo de 
la prescripción de treinta años. La demanda se inició 
el 26 de abril de 1040; la escritura desde cuya fecha 
corro la prescripción es del 31 de enero de ¿892; 
lí>40-1892: 48 años. 

Para complotur el cálculo do la prescripción es ne- 
cesario deducir de ese tiempo los veintidós años corres- 
pondientes a la minoría de edad de Da, Angela y subs- 
traer dos años y sesenta y siete días, partiendo de la 
base de que el padre falleció después de los dos años 
y sesenta y siete días de nacida aquélla. O sea 48 
anos — 22: 2G años. Si se agregan a éstos los dos 
años señalados durante los cuales no promedió sus- 
pensión do prescripción, se obtiene un total de 28 años, 
sin contar fracciones de días. Es decir que no alcanzó 
a operarse la prescripción treintañal, 

Que en cuanto a la prescripción del art. 3999 se la 
funda por la Provincia de Jujuy en que ella adquirió 
el inmueble con justo título y buena fe, agregando que 
tales condiciones fluyen del acto jurídico realizado el 
año 18!rj v ,n los doctores Güemes, Ovejero y el señor 
Apatié. 

Que es, desde Iucíío, cierto que la escritura invoca- 
da significa para la Provincia un título de adquisición 
cu cuanto a tas tierras que le resultan trasmitidas me- 
diante la renuncia hedía en su favor por el señor Ove- 
jero, comprensiva de todos los derechos y acciones que 
tiene o pudiere tener por la compra hecha a D. Tomás 
lí. A Iva ra do sobre los terrenos de Santa Barbara, Maíz 
«ordo y Este de la Totorilla ubicados fuera de las lí- 
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neas siguientes : por el Oeste las cumbres de las sierras 
de Santa Bárbara; por el Norte una línea recta do Este 
a Oeste astronómico que corre de la sierra de Santa 
Bárbara a la desembocadura del Arroyo de Agua Ne- 
gra en el Santa Rita; por el Este otra línea que par- 
tiendo de la desembocadura del Arroyo de Agua Ne- 
gra en el Santa Rita corre basta el extremo Norte de 
la Loma Gorda; al Sud la línea de las cumbres de la 
Loma Gorda, la divisoria fijada por la transacción en- 
tre los herederos de Robles e Iriarte, salvando los de- 
rechos de propiedad de Da. María B. de Tello, según 
sus títulos de propiedad otorgados originariamente por 
el Gobierno de la Provincia que dicen textualmente: 
"Por el Sud las alturas que separan dicho potrero de 
la Estancia Nueva del Rey, hoy propiedad de los here- 
deros de Don Tclésforo Cornejo; por el Norte, la sen- 
da oculta que pasa al Sud del Cello de la Centinela, 
donde linda con Santa Bárbara; por el Naciente y Po- 
niente las aguas que caen de las serranías altas al Ca- 
ñón de Cachipunco, lindando al primer rumbo con los 
potreros del Puesto Orando o Maíz Gordo, y en el se- 
gundo con los terrenos de Don José María Zamora y 
Santa Clara en alguna parte". 

Que la sola enunciación de los límites más allá de 
los cuales se extiende la propiedad trasmitida, como 
también la circunstancia de que la renuncia a favor de 
la Provincia tenga por objeto sólo derechos y acciones 
que no se concretan sobre inmueble cuyas medidas y 
linderos se determinen en forma más precisa, permite 
por sí sola llegar a la conclusión de que la Provincia 
no ha podido tener la creencia sin duda alguna de que 
el renunciante fuera el verdadero señor de la cosa, co- 
mo lo requiere el art. 4006 del Código Civil y la doc- 
trina que ilustra su nota. 
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La ley provincial de diciembre 13 de 1883, por la 
cual se declaran fiscales Jos terrenos del Este de la 
Totorilla y los existentes en Santa Bárbara y Maíz Gor- 
do comprendidos dentro de los límites do In Provin- 
cia, representa un índice de la ineertidumbro existente 
acerca de los verdaderos propietarios de esas tierras 
que ordinariamente pertenecieron a D. Francisco 
Javier de Robles y cuyos numerosos sucesores, disper- 
sos e n tan dilatado territorio despoblado, sin capital 
y sin estimulo para el trabajo, poco so ocuparían de 
tener al día la documentación y la posesión que de 
padres a hijos los mantuviera en la propiedad Por 
consiguiente» esta especie de prescripción tampoco pue- 
de prosperar. 

Que en cuanto a la prescripción de la acción de si- 
mulación de la escritura de cesión de derechos que 
aparece realizada por José María Sanz a David Apatié 
y que el demandado basa en el art. 4030 del Código 
Civil, debe también ser desestimada desde que el últi- 
mo, Apatié, no es parte en este juicio. La defensa de 
prescripción sólo ha podido oponerse por D. David 
Apatié o sus sucesores a título universal o particular, 
contra la afirmación hecha por los actores do que la 
escritura pública de venta de acciones v derechos fué 
en realidad un acto jurídico de préstamo. El deman- 
dado en este juicio, sin tener la representación de Apa- 
tié, que es extraño al mismo, no ha podido oponer tal 
prescripción. Y así cumplo declararlo. 

Considerando en cuanto a la cuestión principal: 
Que la Provincia de Jujuy desconoce de modo ter- 
minante el carácter de copropietaria que la actora se 
atribuye. Esta afirma, en cambio, que su derecho emer- 
ge de la venta seguida de tradición hecha en favor de 
su padre conjuntamente con los señores Ovejero y 
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Güemos por el señor Lozano el 10 de julio de 188<) r , 
ac ora entiende así ser coadímfc. con la t,t 

SS*^ Seflor ®m i:'» tierra dé 

Maíz Gordo y Santa Bárbara. 

La Provincia admite la existencia de tal escritor» 
pero sostiene que el visible derecho conferido pó ",™,' 
m trámenla „ Sauz fué enajenado por éste el "o de 
jubo de 1889 „ 1). David Apntié. La esc i n™ d c o 
de jubo do 1889 babrfa dejado así de producir efe " 

os respec o de Sanz y, por consiguiente, de sn I c . 
dora Da. Angola. La actora, reconociendo la exi ten- 

ta da la segunda escritura, a f¡ nna qnc elia (n6 g£ 

™ dcmo'«t, qU i 'T MreCe * """"•-lamento pa- 
ra demostrarlo, cue.Ua con actos o Lechos que, dado 

su carácter, fenen tanta elocuencia para demostrara 
eomo aquel requisito. «usuaria 

Presentada de este modo la cuestión, hav dos púa- 
h!S de carácter previo que examinar, a saber: a ) si la 
«^".Promovida, de división de condominio, se la 
.echo .mpos.ble a causa de haberse negado por la de- 
mandada la cop.op.edad que presupone indispensable- 
mente la accon de división; b) si en tal situación la 
accon se trocaría por la dc reivindicación 

Que el condominio conforme a la definición del art. 
-073, es escucalmento el derecho de propiedad que per- 
tenece a vanos por una parte indivisa sobre una cosa 
muebh, o .amueble. La acción, procesa Imente dobTe! 
otorgada por el art. 2692 para pedir la división dé 
aquel, presupone necesariamente la existencia de uno 
o vanos .«muebles comunes. Si esta última condición 
-1. dc In comunidad- prima fncie no concurre v las 
partes entre qu.enes se ha trabado la contienda mZ 
h*m sus respectivos puntos de vista es, sin duda, "l 
de la accon rc.v.ndicatoria el camino más Indicado 
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para arribar a una solución que procure la de la causa. 
En apoyo de esta solución debe recordarse que el de- 
mandado mantiene en su poder la posesión de la cosa 
sobre la cual se niega la existencia del condominio. La 
calificación errónea que las partes hubiesen hecho de 
la acción, ha declarado esta Corte, en múltiples ocasio- 
nes, no impide a Jos jueces acordarle su verdadero ca- 
rácter, —v. Fallos, t. 182, pág. 67 ; t. 183, púg. 395. 

Que mediante la prueba rendida o por acuerdo de 
partes, debe tenerse por acreditados Jos siguientes he- 
chos de capital importancia en el litigio: a) que esta 
Corte ha establecido en la causa anterior fallada por 
ella (?l Ib" de mayo de 1911, Alvarado Felisa T, de v. 
Jujuy, la Prov.), que D. José R, Lozano tuvo dominio 
Sbbre las tierras de Santa Bar Vara y Maíz Gordo; b) 
que D, José María Sanz, en condominio por terceras 
partes con los señores Ovejero y Güemes, adquirieron 
esas tierras directamente ai nombrado José R. Lozano; 
c) que con el fin fie perfeccionar sus títulos los tres co- 
propietarios de acciones y derechos, Ovejero, Güemes 
y Sauz, adquirieron de la Provincia de Jujuy por la 
suma de cien mil pesos moneda nacional los derechos 
y acciones que pudieran corresponder a la Provincia 
p(»r escritura do 17 de noviembre de 1800; d) dos años 
después y como consecuencia de un armenio entre la 
Provincia de Jujuy y los señores Giir.nes, Ovejero y 
Apatié, rescindióse aquélla sustituyéndola por una re- 
nuncia recíproca que dio término al condominio entre 
Ovejero, Güemes y Sauz en la forma que luego se dirá, 
en una escritura pública de transacción que es el título 
de adquisición invocado por la demandada para negar 
la existencia de todo conoominio con la acto ra «obre las 
tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo, que le fueron 
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Que conviene acentuar que la escritura de compra 
otorgada por los condóminos el año 1890 a la Provincia 
de Jujuy, lo fué por los tres condominos Ovejero, Güe- 
mes y Sauz. La escritura posterior de 1892 lo fíié en 
cambio, por los señores Ovejero, Oüeines y Apatié quie- 
nes para el caso de que el señor Sauz su apoderado se 
negaran a firmaría se responsabilizaban por los recla- 
mos que este tuviera contra el Gobierno de Jujuy. 

Que no se lia demostrado que el seño/ Sanz haya 
conservado algún dereelio sobre las tierras de que se 
trata, después de la escritura de venta de las acciones 
y derechos que otorgó el 29 de julio de 188í> a favor del 
señor David Apatié. 

Que en la aludida escritura pública expresa D, José 
banz 3 llc ven <*e a D. David Apatié todos los derechos 
y acciones que le corresponden en Ja finca Santa Bár- 
bara y Maíz Gordo í que dicha venta la hace por la 
suma d e veinticinco mil pesos nacionales de curso legal 
cuyo importe ha recibido según el documento firmado 
ou esta fecha. 

Que si bien Ja actora ha sostenido que ful transfe- 
rencia no fué real sino una garantía del préstamo que 
61 señor Apatié hizo en ese acto al señor Sanz, es lo 
cierto que tal prueba no ha sido traída a los autos. En 
efecto, se aduce la invalidez de un documento redac- 
tado en escritura pública que tiene por ohjeto la com- 
praventa de acciones y derechos referentes a bienes 
inmuebles. La prueba de tal invalidez ha de hacerse 
dentro y con arreglo a las prescripciones especiales del 
Código Civil sobre el punto. 

Que es inadmisible que alguien, e n presencia de 
un documento del cual nacen obligaciones a su cargo, 
afirmo la invalidez de las mismas, para que deba sor 
creído, dando por inexistente la relación jurídica. Es 



* ¿ * FALLOS DE LA CORTE SUI'KEMa 

indispensable Ja prueba de la nulidad del acto por al- 
líuno de los medios señalados a ese efeeto por la ley. 
La simulación sólo puedo demostrarse mediante algu- 
na de las formas especialmente establecidas para las 
relaciones de las pai tes entre sí y con terceros. 

Que a evitar esas consecuencias imposibles en un 
país jurídicamente evolucionado responden los urts. 
993 a 996 dei Código Civil. El instrumento público hace 
fe no sólo entre las partes sino respecto de terceros en 
cuanto al heclio de haberse ejecutado el acto, de las 
convenciones, pa^os, reconocimientos, etc., contenidos 
en él, y sí bien puede ser modificado o quedar sin efec- 
to por un contrainslm mentó público o privado que los 
interesados otorguen, ello no será así si su contenido 
no est;i anotado en la escritura matriz y en la copia 
por la cual hubiera obrado el tercero. Los derechos y 
acciones que la actora se atribuye como descendiente 
de Sanz son los mismos que este aparece vendiendo el 
ano 1SS9 al señor Apatié, según lo dice aquél en una 
escritura pública cuya forma es inobjetable. La bija, 
acto ra, sostiene medio siglo después que no existió en 
realidad venta sino un mero préstamo por una suma 
iírual al precio soñábalo a la iperación de compra. lam- 
pero, la demostración de la simulación alegada no exis- 
te y lo único cierto, a falta de la prueba de la doble 
anotación a que se refiero la última parte del art. 906 
del Oódtiro Civil, es que el acto en examen reviste el 
carácter de una compraventa de acciones y derechos 
como en él se dice — arts. 995 y 996 del Código Civil.—. 

Explícase que la actora base su reclamo en la si- 
mulación, por cuanto sólo en la hipótesis de subsistir 
los derechos de Sanz cabría la posibilidad de que su 
heredera llegase a tener la calidad que invoca, de eon- 
dómina con el Gobierno de la Provincia de .Tujuy, den- 
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tro de los términos y hechos traídos a colación en esta 
causa. 

Que toda la suerte de la contienda depende de que 
a escritura de compraventa otorgada por Sauz a Apa- 
tié sea o no simulada o, en su caso, de que el acto ju- 
rídico no se haya perfeccionado por alguna omisión legal 
indispensable para producir la adquisición del derecho. 

Que si la escritura fuera real, el vendedor Sanz 
no tendría ningún derecho sobre las tierras de Santa 
groara y Maíz Gordo, pues voluntariamente se ha- 
bría separado del condominio. En tal hipótesis, la do- 
b o renuncia contenida en la escritura rescisoria del 
31 de enero de 1892 no habría podido referirse a Sanz, 
puesto que ya no era propietario de las acciones y de- 
rechos en cuestión. La Provincia ha reconocido que la 
renuncm en cuanto a la parte del condominio de Sanz 
lúe formulada por Apatié en el carácter de sucesor de 
aquel. Esto significa que en ese momento fué dividido el 
condominio entre Ovejero, Güemes y Apatié. 

en la hipótesis de ser simulada 
la aludida escritura, el señor Apatié, que sería sólo un 
prestamista, no hubiera podido renunciar por sí accio- 
nes y derechos qne nunca 1c correspondieron a título 
(le dueño. Y, sm embargo, parece haberlo hecho por las 
razones que luego se dirán. 

Que la parte actora, sin duda, ante la dificultad de 
demostrar la simulación do la escritura de venta de 
las acciones y derechos realizada por Sanz a Apatié. 
sostiene qne, sea real o simulada la compra, Ja situación 
jurídica de las partes no varía y se funda, para eso, en 
creer que la adquisición de los derechos y acciones no 
se consumó en ningún momento, porque Sanz no le hi- 
zo entrega a Apatié de la posesión de los bienes a que 
se refenan las acciones y derechos objeto de la venta 



4?4 



KAtJJOS DE LA CORTE SUPREMA 



Que es verdad que el dominio y otros derechos rea- 
lea sólo se adquieren mediante la concurrencia del co- 
rrespondiente título con la tradición de la cosa a ia 
cual se aplica. En el caso de este litigio lo transmitido 
por Lozano a Ovejero, Gíiemes y Sauz consistió sólo en 
derechos y acciones a las tierras de Santa Bárbara y 
Maíz Gordo, y lo vendido por este último a Apatié no 
aludió a las tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo 
sino a acciones y derechos sobre ellas con la sola excep- 
ción de la finca correspondiente a Maíz Gordo y Santa 
Bárbara. 

Las acciones y derechos están en el come re' o y se 
compran y trasmiten por el simple consentimiento, con 
la sola excepción de las fundadas sobre derechos inhe- 
rentes a las personas — arts. 1444 y 1445, y nota del 
Código Civil a este último — . Su propiedad se adquiere 
por el solo efecto de la cesión con arreglo al art. 1457 
y a la reiterada jurisprudencia que lo ha interpretado.. 
Cuando en la venta promedia escriturn pública, como 
es el caso, su firma es suficiente para producir la ad- 
quisición del derecho. Sería por demás inadmisible, por 
contradictorio, que los modos de enajenación que resul- 
taran eficaces en la compraventa entre Lozano y Sunz 
no lo fueran asimismo entre Snnz y Apatié. 

Que la cuestión está, en realidad, mal planteada. 
Xo se trata todavía de la adquisición del dominio en 
todu su plenitud; pura llegar basta él tanto puede ser 
indispensable la posesión como alguno de los otros fac- 
tores jurídicos que concurren a la formación de los 
derechos reales. Es por demás dudoso que Sauz tu- 
viera la posesión de toda la enorme extensión de tie- 
rras, aguas y montañas despobladas a que se referían 
sus acciones y derechos, y lo más probable era que gran 
parte de ella se hallare ocupada por terceros y también 
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en manos del Fisco provincial, como lo muestra la ley 
dictada el año 1883 declarando del dominio público las 
mismas tierras de Maíz Gordo y Santa Bárbara a que 
aluden las acciones y derechos de que se trata. Y tanto 
Sauz como Apatié adquirieron, según las escrituras 
citadas de los años 1890 y 1892, tierras declaradas fis- 
cales, las mismas a las cuales sin duda se referirán sus 
acciones y derechos. 

Que, por lo demás, de la propia redacción de las 
escrituras A, B y C, agregadas en copia por la actora, 
se induce que en todos los casos las acciones y derechos 
objeto de v en t a estaban representados por títulos o 
esenturns perdidos en los archivo., y sólo la estancia 
o finca habitada por José R, Lozano y poblada con ha- 
cienda se encontraba en posesión de él, pero sin tener 
titulo o por lo menos claro. En la copia de escritura 
A, se dice por Lozano que faculta al comprador "para 
que desde luego practique cuantas diligencias y gestio- 
nes judiciales se requieran hasta obtener la posesión real 
de todos los derechos que le transfiero y hago tradi- 
eión^i es decir, reconocía que carecía de la posesión 
efectiva úe los derechos que trasmitía v, el vocablo " tra- 
dición" aludía visiblemente a los derechos que le ena- 
jenaba y no al hecho de la posesión misma. En la suso- 
dicha escritura Lozano no so obliga expresamente a 
la evtccion y saneamiento. Lo único cierto es que tiene 
una estancia poblada, y que sólo se obliga a la evicción 
respeclo de algunos lugares que nombra. Sería difícil 
determinar cuál era la superficie de la "finca" respec- 
to de las 312 leguas despobladas a que las acciones ha- 
cían referenem. La prueba de que Lozano sólo tuvo 
la posesión real de una parte de la finca o estancia 
fluye de esta declaración: "que la evicción se entende- 
rá que es por la estancia que le transfiere todos sus 
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derechos y acciones (lo único de que sin duda tiene pose- 
sión) y no por las cuestiones que pudiera suscitar el 
comprador para reivindicar el resto del terreno que 
le pertenece según los títulos que encuentre en los ar- 
chivos" (copia B), La conclusión os que de la finca 
tiene "el hecho" de la posesión y del resto sólo tiene 
"título" inseguro e ineierto. Se vende "la finca con 
la posesión actual que ahora tiene como propio dueño". 
Y aquella conclusión se hace más patente cuando se 
recuerda que se obliga a la evicción en la parte que 
actualmente posee y no por las cuestiones que en ade- 
lante se susciten para "adquirir el resto del terreno 
detentado". Se transfieren los títulos y se da un poder 
especial para reclamarlos. Las declaraciones formali- 
zadas por Lozano en esta escritura tienen su valor en 
cuanto a los hechos, aunque la escritura quedara sin 
efecto por la de julio de 1889. Es de observar, también, 
que Sanz intervino en esta última, menos de tres me- 
ses después y ante él se repitieron iguales manifesta- 
ciones que conocía por su intervención en la anterior. 

Insístese en que el señor Apatié no adquirió nun- 
ca el dominio porque no obtuvo la posesión de la cosa 
y, también, en que Sauz, a su vez, no perdió nunca el 
dominio porque no hizo tradición del inmueble. Aun- 
que esta observación fuera exacta debe tenerse presente 
que existe, también, tradición de los inmuebles desis- 
tiendo el poseedor do la posesión que tenía y ejerciendo 
el adqui rente actos posesorios en el inmueble en pre- 
sencia de él y sin oposición alguna — art. 2380 del Có- 
digo Civil — . 

Que la importnncia atribuida por la acto ra al bo- 
cho de que Sanz, después de la venta de acciones y de- 
rechos, lia ya comparecido al otorgamiento de Ja escri- 
tura de 18 de octubre de 1889 (fs. 83) — nombramiento 
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del agrimensor— atribuyéndose el carácter de copro- 
pietario (por sí), no prueba que Apotié haya tenido 
noticia del hecho, desde luego, porque no concurrió a 
el y, ademas, porque las declaraciones formuladas por 
el señor Sanz después de firmada la escritura de venta 
de los derechos y acciones que le pertenecían sobre las 
tierras de Maíz Gordo y Santa Bárbara al señor Apatié 
o su conducta, que signifiquen negar la validez del 
aelo jurídico realizado entre ellos, carecen de valor 
probatorio, sea que hayan tenido lugar en presencia 
o en ausencia del señor Apatié, mientras no pueden 
considerarse como una confesión judicial o extrajudi- 
cial. V, eso debe ser así, mientras no se demuestre la 
simulación o falsedad del instrumento que sirve de 
prueba a la cesión de acciones y derechos en la forma 
señalada por la ley. 

Que os previa a la acción de reivindicación la cues- 
tión relativa a ta validez o nulidad de los actos jurídicos 
en cuya virtud se ha adquirido el dominio o el condo- 
minio. En el caso del presente litigio tal adquisición 
se ha producido en virtud de una venta de acciones y 
derechos. Alegada la simulación de ese acto, ha debido 
probarse, como cuestión previa, aquella circunstancia, 
que lo reduciría a sus términos verdaderos. En efecto, 
si el señor Apatié no hubiera adquirido en realidad las 
acciones y derechos de que informa la escritura, mal 
habría podido trasmitirlos al Gobierno de la Provincia 
en calidad de propietario. Si, a la inversa, la escritura 
es real o siendo simulada no existe la clase de prueba 
requerida por la ley para demostrarlo así, Apatié lo 
habría trasmitido legítimamente a la Provincia, que 
lo habría incorporado a su patrimonio mediante la re- 
nuncia que contiene la escritura del año 1892. 

Que, por consiguiente, cuando Sanz transfirió a 
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Apatié todos los derechos y accionas que pudiera te- 
ner sobre las tierras de Santa Bárbara y Maíz Gordo, 
se desprendió do todas las acciones que le correspon- 
dieren sobre tales tierras, tanto de la reivindicatoría 
como do la de división de condominio o de cualquier 
otra posible sobre ellas. 

Que la acción reivindicatoría no puede, por con- 
siguiente, iniciarse en el caso, sin pedir previamente 
la nulidad de la venta lieelia por Sana a Apatié. Como 
se lia visto, lo que Sanz compró a Lozano el 10 de julio 
de 1881), conjuntamente con Ovejero y Gnomos, lo ven- 
dió a D. David Apatié diecinueve días después. Así lo 
dice una escritura pública cuyo valor probatorio no 
ha sido destruido en forma legal, pues se reconoce que 
no existe el contradecimiento. El condominio resultaría 
desconocido y, por consiguiente, la única acción que 
correspondería sería la reivindicación para justificar 
la propiedad del inmueble, cuya entrega se reclama, de- 
mostrando: la falsedad o nulidad de la escritura de 
enajenación» nulidad que en este caso debe ser previa 
a la reivindicación. Así lo resuelve el art. 10. r >l del Có- 
digo Civil al decir, todos los derechos reales trasmitidos 
a terceros sobre un inmueble por una persona que lia 
llegado a ser propietaria en virtud del acto anulado 
quedan sin ningún valor y pueden ser reclamados di- 
rectamente del poseedor actual. Por consiguiente, po- 
drían ser reclamados de la Provincia de Jujuy que es, 
sin duda, el poseedor actual, pero se ha omitido hacer- 
lo así. Al contrario, la demanda se funda en la existen- 
cia de un condominio desconocido por el tenedor de la 
cosa, quien la tendría en su posesión por haberla ad- 
quirido de Apatié, comprador de Sanz, y no de éste, 
como sería necesario para que la actora tuviera el de- 
recho do condominio en que basa su acción. 
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Que por propia confesión de la actora resulta que 
no ha deducido la acción previa a la reivindicatoría, 
que es Ja única viable —Jurisprudencia de la Gorte y 
de la justicia ordinaria; v, Salvat, Derechos Reales, 
t. IT f págs, 322 y 323, núm. 2085; C. S. Fallos: 115, 44; 
Cámara Civil, t. 65, pág, 403; t. 189, pág. 73—, 

No habiéndose iniciado acción de nulidad por simu- 
lación, como la actora lo reconoce, de la venta hecha 
por Sanz a Apatié, la escritura correspondiente es vá- 
lida y la trasmisión, por consiguiente. —Código Civil, 
arts. 993, 994, 996, 1046, 1454, 2363; C. S. Fallos: 53, 
101—, 

Que la aproximación y análisis de las escrituras 
de 11 de agosto de 1890, 17 de noviembre de 1890 y 31 
de enero de 1892, demuestra la conexión existente en- 
tre ellas y la ley provincial de 13 de diciembre de 1883, 
que declara tierras fiscales las referentes a la zona de 
Santa Bárbara y Maíz Gordo. Por la primera el Go- 
bierno de Jujuy transfirió al señor Apatié los derechos 
y acciones que, según esta última ley, le pertenecen a 
la Provincia sobre las tierras denominadas Maíz Gor- 
do y Santa Bárbara. Medíante la segunda la misma 
Provincia transfiere a las señores Ovejero, Sanz y 
Güemes todos los derechos contenidos en la merced de 
D. Francisco Javier de Robles, cuyos límites están 
determinados en el plano del Tng. Carlos JR. Scheerer, 
que se adjunta firmado por las partes en la fecha. Por 
fin, la última otorgada por Ovejero, Apatié y Güemes, 
los cunles mediante nna recíproca renuncia hecha por 
Ovejero en favor de la Provincia y por ésta en favor 
de aquél en forma condicional, ponen fin al contrato. 
Los doctores Ange! M. Ovejero, David Apatié y D. 
Martín Güemes se hacen personalmente responsables 
de los reclamos que el señor José María Sanz pudiera 
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hacer al Gobierno en virtud de la rescisión del contrato 
anterior, en caso de que este señor o su apoderado no 
pudieran o no quisieran firmar este contrato. 

Que, desde luego, debe hacerse la observación de que 
todas las acciones y derechos invocados por vendedo- 
res y compradores corresponden a las mismas tierras 
de Santa Bárbara y Maíz Gordo y que éstas son las 
comprendidas en el plano de Schcerer, donde Sanz y f 
por consiguiente, su cesionario, tenían derechos y ac- 
ciones que acá han de convertirse en una propiedad me- 
diante la renuncia de la Provincia en favor de Ovejero 
sin perjuicio de los convenios que hayan realizado en- 
tre ellos. 

Que Jas tres escrituras se hallan enlazadas entre 
sí; por el objeto de la compra, pues tanto Apatié, por 
su parte, como Ovejero y Güemcs y Sanz compran los 
derechos y acciones a las tierras fiscales de Santa Bár- 
bara, Maíz Gordo y Este de la Totorilhu Apatié declara, 
de conformidad con el P. E,, que una vez que se eleve 
a escritura publica su contrato de adquisición de accio- 
nes y derechos, qnc son los mismos comprados a Sanz, 
• luedará sin efecto el contrato anterior. Dehe sacarse 
la consecuencia de que hecha la compra por su cedente 
ya no necesita hacerlo solo y por eso desiste concurrien- 
do al acto. Entretanto, resultaría que en la compra de 
que desiste y en la escritura original existe la constan- 
cia de que en garantía del precio se ha constituido so- 
bre un inmueble una hipoteca que (v. fs. 15) habría 
sido inscripta en el registro correspondiente, lo que 
demostraría que Apatié tuvo la posesión del inmueble 
tan pronto como se reunieron en una sola mano los de- 
rechos y acciones de que era cesionario con los que el 
Gobierno le trasmitía en una venta de pago a crédito. 

Que con la rescisión de !a compra hecha al Gobier- 
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no por los condominos se ha obtenido, mediante la do- 
ble renuncia, evitarse eí pago de alrededor de cien mil 
pesos a que ascendía el precio de compra. La renuncia 
heclia por Ovejero en favor de la Provincia do los dere- 
chos y acciones adquiridos por él de Alvarado y la re- 
nuncia de derechos y acciones hechas por la Provincia 
en favor de Ovejero, todo con arreglo al criterio adop- 
tado en la escritura y a los indudables arreglos o con- 
venios ulteriores, que ella no trasunta, importa en el 
fondo una doble enajenación. 

Que para hacer frente a consecuencias ulteriores 
fué «invenido entre Quemes, Ovejero y Apatié hacerse 
responsables ante el Gobierno de la Provincia de los 
reclamos que pudiera hacer Sanz en virtud de la resci- 
sión del contrato de noviembre de 1890, en caso de que 
este señor no pndiera o no quisiera firmar. 

Tal escritura, que puso fin a la comunidad do accio- 
nes y derechos entre Ovejero, Sanz y Güemes, liquidando 
también lo que resulta del documento exhibido por Apa- 
tié y la de la Provincia, no ha sido subscripta por Sauz, 
pero es indudable que tuvo conocimiento de ella y no 
concurrió a la firma ni hizo uso de la opción que so le 
dió para mantener la escritura anterior de compra 
pagando el precio. La Provincia ha reconocido que las 
acciones y derechos de Sanz entraron en las renuncias 
pero on beneficio de Apatié, a quien se le reconoció 
como titular de las correspondientes acciones y dere- 
chos cedidos por aquél. 

El actor ha adquirido acciones y derechos, los ha 
vendido, con lo cual so han traducido en inmuebles, por 
su fusión con las acciones y derechos de la Provincia, 
y cuando ya no tiene ni derecho ni acción intenta reco- 
brar, mediante este litigio, aquello de que definitivamen- 
te se desprendió. 



434 FALLOS DE LA CORTK SUPREMA 

Que, en suma, es un hecho admitido por la actora 
que la Provincia de Jujuy se encuentra en posesión de 
las tierras objeto de la reivindicación o del condominio 
cuya división pide. Y, por consiguiente, de acuerdo con 
el art. 2363 del Código Civil posee porque posee y no 
tiene necesidad de producir otro título para demostrar- 
lo. La actora, a cuyo cargo está la prueba de su derecho, 
no presenta otro título par* oponerlo a aquél que la 
compra de acciones y derechos sobre las tierras de Maíz 
Gordo y Santa Bárbara hecha por su padre mediante 
escritura pública al señor Lozano, título del cual defi- 
nitivamente consta haberse desprendido por otra es- 
critura pública de venta en beneficio del señor Apatié. 

Tal escritura habría dejado sin efecto la anterior 
desde que la objeción de sor simulada, a falta de con- 
tradocumento, no ha sido demostrada en la i'miea forma 
señalada por el art. 996 del Código Civil. Si la actora 
se ha desprendido voluntariamente de sus derechos, 
enajenándolos, de nada ha sido privada y tanto la ac- 
ción de división de condominio como la de reivindica- 
ción no pueden prosperar. 

Que Sauz carece, en realidad, de todo título sobre 
las tierras de Santa Bárbara y de Maíz Gordo; como 
comprador de los derechos y acciones de Lozano por- 
que los enajenó a Apalié; como comprador de derechos 
sobre esas mismas tierras a la Provincia de Jujuy con- 
juntamente con Güemes y Ovejero porque la compra 
fué rescindida respecto de Sanz a cansa de no haber 
pagado el precio, de acuerdo con lo declarado por esta 
Corte en la causa seguida por Sanz Angela María y 
León Ricardo contra la misma Provincia de Jujuy so- 
bre rescisión de contrato resuelta el 11 de febrero de 
1925 y donde se dijo que era efectiva la intención de 
Sanz de no realizar la adquisición de las acciones y 
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derechos y, por tanto, su voluntad de ratificar la res- 
cisión estipulada por Güemcs y por Ovejero por la. 
escritura de 1892, 

Por estos fundamentos y atento lo dictaminado 
por el señor Procurador General acerea de la jurisdic- 
ción originaria de esta Corte, se desestima la prescrip- 
ción opuesta por la Provincia de Jujuy, y entrando al 
fondo del litigio se declara que no precede la acción de 
división de condominio, sin costas atenta la naturaleza 
do las cuestiones debatidas. Hágase saber, repóngase 
el papel y en su oportuniuad archívese. 

ROBERTO ReFETTO ANTONIO 

Sagajwa — Luis Linares — 
B. A. Nazar Ancuorena 
— F. Ramos Mejía. 



ANGELINA D ALMA O Y OTROS v. CECILIO ESCOBAR 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Par las 
personas. Distinta nacionalidad. 

Corresponde a la justicia fedenl conocer en In demanda 
sobro ¡hdercniK.'ifión de daños y perjuirion fundada en 
la ley 9688. promovida por actores argentinos contra el 
extranjero concesionario del servicio públieo de transpor- 
te de pasajeros do una ciudad de provincia, circunstancia 
teta ultima que no influye sobre la nacionalidad del de- 
mandado. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Procede el recurso extraordinario por haberse de- 
negado a la parte hoy recurrente, el fuero federal a 
que oportuna mente se acogiera» 
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El litigio versa sobre indemnización por acciden- 
te del trabajo. Los actores son argentinos, el doman- 
dado extranjero, circunstancia que sirve de base a la 
excepción do incompetencia do jurisdicción hecha va- 
lor ante os tribunales ordinarios de Corrientes. 

* undoso esta, para conceptuarse competente, en 
que el demandado, Sr. Cecilio Escobnr, es concesiona- 
rio de una empresa local de transportes do donde .o 
deducirm, a su juicio, babor incurrido en las respon- 
sabilidades de ta ley DGS8, no ya a nomin e propio, sino 
como cestón» no de la Municipalidad de Corrientes 

No encuentro demostrada en autos tal cesión pues 
ninguna responsabilidad, originaria, directa o indirec- 
ta so atnbuye en el pleito a dicha Municipalidad, ni 
esta en tola de interpretación o de juicio cláusula algu- 
na de la ordenanza de concesión. 

V. E. tiene reiteradamente resuelto, contra mí dic- 
tamen < lUe tratándose de personas jurídicas exclusiva- 
mente formadas para la explotación de un servicio fe- 
rroviario nacional argentino, la concesión respectiva 
no hasta para conferir necesaria y obligadamente la 
nacionalidad argentina a las empresas respectivas. En 
oí sttihwdm, ni siquiera se trata de personas jurídi- 
cas, s,no de una persona física, cuya nacionalidad ex- 
tranjera emerge del hecho del nacimiento fuera do nues- 
tro pms, y no de autorización del gobierno argentino. 

Atentos tales antecedentes, pienso que correspon- 
do declarar procedente el fuero federal que niega a su 
favor el demandado. Buenos Aires, mayo 16 de 1944 
— Juan Alvares, 
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Buenos Aires, 31 de mayo de lí>44. 

Y vistos: Los autos "Angelina Dalniao y odas en 
represen tación de los menores Juan R. Rolón y otros v. 
Empresa de Transportes de pasajeros de O. Escobar, 
sobre indemnización'*, venidos por vía del recurso ex- 
traordinario, y 

Considerando : 

Que de autos resulta que los hijos menores de Do* 
mingo Rolón demandan ante los tribunales ordinarios 
de la Provincia de Corrientes a Cecilio Escobar, con- 
cesionario de la empresa de transportes de pasajeros 
de esa ciudad por indemnizaciones provenientes de la 
ley 9(i38. 

Que el demandado Escobar invoca el fuero federal 
haciendo valer su condición de extranjero —nrt. 100 
Constitución Nacional y 2» inc. 2° de la ley 48 — , pero 
su procedencia le es desconocida por la justicia local 
en razón del carácter de "concesionario de un servicio 
público local" que inviste. (Ver fs. 40). 

Que esta Corte, contemplando la situación de cier- 
tas empresas ferroviarias ba sostenido que las socie- 
dades anón i mas constituidas en el extranjero para ejer- 
cer su principal comercio en )a República Argentina, 
que no se hallen en alguno de los dos supuestos previs- 
tos en el nrt. del Código de Comercio, son extran- 
jeras a los efectos del fuero federal — C. S. 190— 517 
entre otros. 

Que si así se ha resuelto con respecto a las perso- 
nas jurídicas constituidas en el extranjero, con mayor 
razón se impone esa solución en el snb-Utc en que se 
truta do una persona física nacida fuera del país. 
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Por ello y de acuerdo con el precedente dictamen 
de! Sr. Procurador General, se revoca la sentencia ape- 
lada de fs. 40 en cuanto pudo ser materia de recurso. 

Hágase saber y devuélvanse al tribunal do origen, 
donde se repondrá el papel. 

Ron ruto Repetto — Antonio 
Sagarna — Luis Linares — 
B. A. Xazar AsreiioiiENA 
— F. Raptos Mejía. 



ADOLFO R. BALBI 

JVRlSDICCtON Y COMPETENCIA: Competencia federal. Por /n 
mtttrriti. ( avtBS Mfftd&B p»r tittrnntH fcclrrahs. 

En atención íi la naturaleza del hecho denunciado, y con 
preveindeneia de las cuestiones referentes a su existencia, 
calificación y disposición penal api ¡cable, dehe deel ararse 
competente a la justicia federal para conocer en una de- 
nuncia formulada por el abonado a un aparato de una 
compañía telefónica sujeta a la jurisdicción nacional, con 
motivo de Ihmndos reiterados efectuados por personas dcs- 
eonocídas cpie luego dejan cortada la comunicación por 
largo tiempo ('). 

SexTEN-ctA de t. v Cámara Federa i. 

Rosario, marro 24 do 1044. 

Vistos, pii acuerdo, los autos "Balín Adolfo R. —formula 
denuncia telefónica". 

Y considerando que: 

V Como lo recuerda el a (pío, esta Cámara tiene decla- 
rado en casas anteriores, la incompetencia de la justicio fc- 



P > Kn i:i niiitii!! fi>«hn fm- rmtu-ltii rn ii^im] salida ta nllIMi iniciada 
con motivo do )¡t rii'iiunriii t]o José J, Kunchi. 
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doral para conocer Jas denuncias de la mismo naturaleza que 
la presente. Loa motivos que dan fundamento a la opinión 
del Tribunal, pueden sintetizarse así: 

a) el art. 197 del C. Penal contempla la interrupción 
o entorpecimiento de la eomuniención telegráfica o telefónica, 
con el sentido de una acción tendiente a afectar el servicio 
público prestado por esos medios, mediante hechos directos y 
materiales en las instalaciones o equipos que determinen aquel 
resultado; 

1») tal surge del enunciado general del título en que di- 
cho precepto está incluido: "delitos contra la seguridad pú- 
blica'*, definidor del propósito tenido en vista de asegurar la 
integridad de las comunicaciones, como del interés público 
qtie se intenta proteger; 

c) el estudio de los nntccedcntea de dicha disposición 
en nuestra legislación represiva, no deja lugar a dudas acerca 
del verdadero contenido (pie corresponde asignarle, endere- 
zado siempre a evitar y castigar la inutilización o destrucción 
de las líneas de la red telefónica; 

eh) los actos que se denuncian, si bien comportan mo- 
lestias efectivas a los usuarios del servicio, censurables moral 
y socialmente, no encuadran en las previsiones del precepto 
comentado, euya finalidad concreta —según se ha dicho—, 
enfoca otros supuestos; 

d) refuerza esta interpretación ta circunstancia corro- 
borante de que en la época de la sanción de I» norma penal 
de referencia, el servicio automático de Mélonos no bahía sido 
implantado en forma efectiva y completa, por lo menos en la 
Capital Federal, y que tales actos sólo son posibles dentro de 
dicho sistema, el cual no bahía podido aún experimenta rae 
en nuestro medio, en toda su amplitud de ventajas e incon- 
venientes; 

e) sobre este punto, cabe agrecrar (pie Ea incomunicación 
subsiguiente a los llamados de esa índole, se lia sostenido y 
parece ser técnicamente susceptible de subsanarse desde las 
centrales respectivas, restableciendo el uso normal del teléfono. 

2* Los conceptos expuestos, han sido <1 esa r rol lados en 
forma convincente, en el estudio publicado en Gaceta dfl 
Poro — T. 148, pág, 201—. En su mérito piensa el Tribunal 
(pie las molestias telefónicas carecen de entidad delictiva, o 
por lo menos de la que se invoca. Constituyen generalmente 
otras figuras no enjuiciables criminalmente ante el fuero fede- 
ral o simples faltas de convivencia, cuyo remedio puede buscarse 
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por medios más expeditivos que la intervención de la justicia 
nacional en causas del carácter penal que, previa! blemente, se- 
ria llamada a conocer en infinidad de denuncias v a intervenir 
aparatos particulares por motivos triviales, sin "trascendencia 
hociíu alguna, y sin posibilidad de apreciar de antemano el 
grado de seriedad de tas mismas. En definitiva, es convicción 
de la Cámara que la exégesia racional de la ley penal en el 
punto tratado, no permite adjudicarle otro sentido concreto 
que el conminado precedentemente. La materia prohibe por 
lo demás, desplazarlo hacia interpretaciones ampliatorias o 
analógicas; debiendo, en su caso, repararse la deficiencia y 
los inconvenientes que suscita, por vía legislativa y no judicial. 
Oído el Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve confirmar la 
resolución apelada, obrante a fs. 7, que declara la incompe- 
tencia de la justicia federal para entender en la presente de- 
nuncia. — Julio Mure, — Sanios J. Sacconc. — Juan Carlos 
Lnbanj, (En disidencia). 

Disidencia-, 

Considerando que: 

1*) La debida interpretación de los términos "Ínter ni li- 
ción o "entorpecimiento* 1 de la.s comunicaciones telefónicas, 
determinará euámln procede aplicar la disposición tic] ttrt. lí»7 
del C. Penal y por consiguiente m competencia de los tribu- 
nales federales. 

2*) Para algunos, los vocablos mencionados, no tienen 
otro sentido que el de los hechos materiales tendientes a la 
destrucción o ni impedimento del curso normal de las comu- 
nicaciones, como el corte «le alambres, destrozos de postes, etc. 
Fundan ese razonamiento, en el principal motivo de que el ci- 
tado art. T97 e.,tá incluido en el Título de "Los delitos contra la 
seguridad de los medios de transporte" v por ende, compren- 
dido en los delitos llamados públicos, entre cuyas principales 
características, está la de que su comisión debe afectar no, a 
determinada persona, sino a un número indeterminado de 
ellas, y debe constituir un peligro o una molestia, de carácter 
común y de interés general. 

fr') Sin embargo, nos inclinamos por la tesis contraria. 
Si se dice que el teJÓfono en los casos como el de sitb-t>.r tintine 
no es otra cosn, que un simple vehículo, para proferir injurias, 
ocasionar molestias y ofrecer bromas, parecería que efectiva- 
mente estos hechos, no encuadrarían en el texto legal citado; 
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mente u Violación tM n W „ T . ' J1 ? ,0 mueve septira- 
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lorpietar la |,. v , "n l vZ "ZL ',-T '"" , t '"'" h ," , to P*»tiva in- 

ley del 7 do octubre de m- . „«, V - 7 • ' r>0 íIe ia 
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cas hacía mención a la destrucción material de las instalacio- 
nes, para luego en las arts. 233 del Proyecto tiel Código Pena! 
del año 1891, referirse en forma extensiva "a cualquier acto 
tendiente a interrumpir, etc." lo mismo que el urf. Üf)9 del Pro- 
yecto del año 1906 y el art pertinente del oidí'-'o anlcrior, con 
el agregado en todos del teléfono. 

9 V ) El mencionado art. 197 expresa: "el que "interrum- 
piere'' o ** entorpeciere" la comunicación telegráfica o tele- 
fónica o resistiere violentamente el restablecimiento de la co- 
mmiieación interrumpida''. Quiere decir que contempla do» 
situaciones ¡ ta l* 1 la "interrupción" y su oposición al restable- 
cimiento normal (acto material de cualquier naturaleza) y el 
" entorpecimiento M (cualquier clase de obstando id normal 
funcionamiento de la¿s comunicaciones). **Qu¡zú apurando e] 
consonante podría incluirle a los pr i fueros en cuanto a su fun- 
einnainiento no fuera interrumpido, sino simplemente entor- 
pecido, según la fórmula más amplia del presente artículo" 
asevera el Dr. í.\ Malaoakrjoa en el t. III, pág. 33 de su libr** 
Código ptmú arija Uno. 

W) El argumento de que el teléfono automático es pos- 
terior al año 1921, fecha de la sanción del Código, no modifica 
la tesis sustentada, puesto que, dicha innovación en los servi- 
cios, era ya de todos conocida y cu algunas ciudades ya tenían 
funcionamiento efectivo (Rosario, desde 191f>, y Buenos Aires, 
desde 1918. aunque limitadamente), y porque, no es indispen- 
sable que baya tenido necesidad de referirse expresamente a él, 
siendo suficiente la represión genérica, a todo acto que viole 
su normal funcionamiento. Si con los teléfonos antiguos no po- 
dían cometerse idénticos actos, que .son boy posibles con los 
nuevos, rio si' .siirue por eso. que ambos no constituyan "entor- 
pecimiento" a las comunicaciones. 

11") Xo puede nunca la norma alustrada contení piar to- 
das las posibilidades, lo que queda librado a la mano judicial 
hacerlas efectivas en cada caso concreto y no es que se pre- 
tenda llenar lagunas de lo ley que en Derecho Penal están 
dentro del radio de lo lícito jurídico, ya que todo lo que ella no 
contempla, es permitido en esta materia; sino que se busca, 
solamente, el propósito substancial de obedecer los designios 
del legislador, y en esc terreno, se considera que la denuncia 
formulada cae, por lo menos, dentro de la esfera de lo que 
"entm-peei-** la.s normales comunicaciones telefónicas y por lo 
tanto tal situación es comprensiva de los beebos que prevé f 
reprime el precepto legal aludido. 
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12') Consideramos, pues, que mal pudo el Código Pena] 
referirse .solamente a determinados actos, para castigar la in- 
Cracción, niño que ha querido comprender a todo aquello que 
afecte, que lesione, que ''entorpezca" o que "interrumpa" el 
normal funcionamiento de los medios de comunicación. 

Por dio, de acuerdo a lo dictaminado por el ¡ir. Fiscal de 
Cáimmi, so resuelve reveenr la sentencia apelada, obrante a 
fs. 7, y declarar que la justicia federal es competente para 
entender en la presente denuncia. — Juan Cario* Lubary, 

Dictamen del Puucurador Geneiial 
Suprema Corte: 

Mantengo el recurso de apelación interpuesto por 
el Sr. Procurador Fiscal de Cámara contra la sen- 
tencia de fs. 10 que declara ajeno a la jurisdicción fe- 
deral el conocimiento de la presente causa donde se 
denuncian interrupciones y entorpecimientos en el uso 
de un aparato telefónico, en perjuicio de una casa de 
comercio. 

La naturaleza del caso autoriza dcsñV luego la in- 
tervención de V. E. en instancia extraordinaria, como 
ha sitio resuelto a fs. 17 (art. 14, ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto adhiero a las razo- 
nes, que reproduzco, dadas en el voto cu disidencia del 
Sr. Vocal do la Cámara Federal de Rosario Dr. Juan 
Carlos Lubary, concordante con la tesis sostenida por 
el Ministerio Fiscal. 

No encuentro, en efecto, la diferencia anotada en 
el fallo apelado, a los fines de la represión establecida 
en el art. lí)7 del Código Penal contra los que impiden 
el libre uso del referido medio de comunicaciones pro- 
tegido por las leyes 4408 y 750 y 2% entre el que destruye 
los elementos materiales propios del aludido servicio 
o el que deliberadamente hace imposible su utilización 
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por procedimientos de cualquier otra naturaleza. La 
finalidad en ambos casos es la misma e idénticos los 
perjuicios que para los abonados importa la supresión, 
aunque sea momentánea, de ese servicio público. 

Se trata de una situación similar a la prevista en 
el art. líH del mismo código con respecto a los que em- 
plearen cualquier medio para detener o entorpecer la 
marcha de un tren, sin recurrir a la destrucción o in- 
utilización de materiales ferroviarios a que se refiere 
el art. li)f> del código citado. La competencia en amhos 
casos de la justicia federal me parece indiscutible pa- 
ra reprimir tales delitos. 

Corresponde, pues, revocar en ese sentido la sen- 
tencia apelada, liuenos Aires, abril 28 de 1944. — Juan 
Almirez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de mayo de 1944. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Ministerio Público contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Rosario, que declara la incompetencia de 
la justicia federal para conocer on la denuncia formu- 
lada por Adolfo R. Balbi, en representación de la su- 
cesión Agustín Balbi, sobre interrupciones de comuni- 
caciones telefónicas. 

Considerando: 

Que Balbi denuncia que por los dos aparatos tele- 
fónicos a que está abonado, su mandante es llamado 
reiteradamente por persona o personas desconocidas, 
quienes dejan luego cortada la comunicación por largo 
tiempo, y el fallo apelado, por mayoría, declara la in- 
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competencia de la justicia federal para conocer en ese 
hecho fundado cuque no encuitó™ en las previsiones del 
art. lí)7 del Código Penal. 

Quq la Compañía Unión Telefónica del Río de la 
Plata está sometida a la jurisdicción nacional en virtud 
de lo establecido por las leyes 750 \U y 4408, dictadas en 
razón de las facultades otorgadas por el art. G7, ines. 12 
y 13, de la Constitución Nacional, como lo estableció 
!a Corte en el raso de la S. A. Laboratorios Suarry 
—Fallos: W2 t 350— y, por consiguiente, todo hecho 
tendiente a obstruir u obstaculizar las comunicaciones 
cae bajo Ja jurisdicción de la justicia federal, ríe acuer- 
do con lo establecido por el art 3', inc. 3% de la ley 48. 

Que la existencia del hecho, su calificación" legal, 
la disposición penal aplicable, su interpretación, son 
cuestiones de fondo a resolver en la sentencia defini- 
tiva para condenar o absolver, pero inconducentes pa- 
ra fundar la incompetencia de jurisdicción, jurisdicción 
que nace de la naturaleza del hecho denunciado —Fa- 
llos: 194, 25G — . 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo dicta- 
minado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
se revoca la sentencia apelada en cuanto ha podido ser 
materia del recurso y se declara que compete a la jus- 
ticia federal conocer en la presente causa, Notifíquese 
y devuélvanse. 

Roberto Recetto — Antonio 
Saga una — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anchorena 
— F. Ramos Mejía. 



446 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

É 

DIRECCION ÜKXERAL UKL IMPUESTO A LOS REDI- 
TOS v. CESAR ST CULI NI 

l$pP83p EXTRAORDINARIO: Requisito? propio». Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteríóm a ta nenUnna definitiva. Juicios de 
apremio .1/ ejecutivo. 

Tiene fuerza de definí! '.a y e*> susceptible de recurso ex- 
traordinaria hi sentencia dictada en juicio de apremio que 
rechaza la prescripción fundada en una ley nacional e 
impide <pie pueda ser discutida en el juicio ordinario de 
repetición. 

PSBSt 'B1PCION; Comienzo. 

El plazo de la prescripción de Ja acción del Fisco para 
exigir Ja presentación de declaración»* juradas y el pairo 
del impuesto a ios réditos comienza a correr desde el ven- 
cimiento del plazo fijado por la Dirección para cumplir 
man obligaciones. 

PRESVRUH ¡OS : < 'o miemo. 

El plazo de la prescripción de la acción del Fisco para im- 
pugnar las declaraciones j, iradas del impuesto a los ré- 
ditos presentada* por el contribuyente antea del venci- 
miento del termino fijado para su presentación y exieir el 
pego de la diferencia, comienza ti correr desde la fecha 
de presentación de aquéllos. 

IMPUESTO A IOS REDITOS: Principios generales. Contrihunentes. 

A los efectos del impuesto a l<* réditos, las sociedades no 
son contriluiyentes; mas ai bis socios que deberán presen- 
tar su d re Ni ración individual referente a su renta anual 
en la furnia y plazo fijados por la Dirección. 

IMPUESTO .1 I.OS RE i UTOS: proeedimimUi rj recurva. 

La obligación de tina sociedad do presentar la declaración 
jurada fio mis réditos correspondiente a su ejercicio anual, 
coincida éste o no con el año calendario, . s de carácter in- 
formativo y no altera el término dentro del cual Jos socios 
deberán presentar la declaración individual de sus ré- 
ditos, en la que deberán figurar en la categoría correspon. 
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diente, tanto los qn e huyan obtenido en una o más socie- 
dad™, cuanto loa demás réditos, cualquiera sea la fuente 
do donde provengan, con todos (as cuales se fijará la renta 
íflobal y anual imponible (»). J 

Sentencia del Juez Federal 

Rosario, julio ,3 de 1943. 

ei i isco .Nacional (Dirección Genera del Impuesto a los Ró 
ditas) contra (*sar Sturlini, del que re.sulta: 

a) Iniciada la acción tendiente a obtener el cobro de 
la «urna de § 9.703,34 adeudada por el .lemanda lo en con 
ce,> to de impuesto a las -editas por loa años 1937. l£¿ S 
y 1941, al requerido de papo expresó que había eonsií? 
nado la cantidad de ft 2.316,26% correspondiente k¡ £ I* 
timos periodos foséales, aegúii boleta de depósito que entregó 
al oficia de justicia en el momento de realizarse la llSS 
Citado de remate, el Sr. Sturlini opuso la excepción de" ^ 

o^SÍ^y«ft¡i? e 5 a ?® e ? del año 1937 > ateniendo 
que los réditos que hab,an dado oripen al mismo, provenían de 

su participación como socio activo de la razón social "Pieei- 

nini y C,a. y «e referían al ejercicio comercial cerrado el 28 

de febrero de 1937 ¡ en virtud de ello, afirma que, de acuerdo 

E£ iÍST' \Tr£ ATt ' 80 11(11 (lccrPto rPffl-meiitario de las 
leyes 11 .682 y 11.G83, textos ordenadas, que obligan a los 
comerciantes, raines sociales y entidades comerciales o civi- 
les, « Pintar una declaración jurada dentro del término de 
sesenta días hábiles o contar de la fecha del cierre del ejér- 
celo anua!, la Dirección tuvo el derecho de exigir el cumpli- 
miento de cata obtención desde el día 8 de mayo do 1937 pero 
como no lo hizo hebía r rescripto la acción para impugnar la 
doolarncuin jurada y» consiguientemente, para perseguir el co- 
bro judicial do la diferencia de impuesto que se reclama, pues 
la demanda se inició el 13 de marzo del año actual ; pide, en 
definitiva, se haga lugar a la excepción opuesta, con castas 

Sin V VT ad ^. tn ^ W*** ñ Ui "«Ciencia que establece el 
art. 318 de la ley 50, el ejecutado reprodujo los fundamentos 
de s„ defenaí! y el representante del Fisco solicitó el rechazo 
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tío la misma, con costón, sosteniendo que Ja ley lt.682 no había 
establecido un sistema "eedular" de impuesto a los réditos sino 
que gravaba el conjunto de la renta, por cuyo motivo todo con- 
tribuyente como el demandado se hallaba obligado a incluir en 
su declaración jurada anual la participación obtenida como 
tocio activo, haciendo referencia al resultado de la explota- 
ción comercial, que debía ser determinado por la sociedad, for- 
mulando la declaración prevista por el art. 80 del decreto re- 
glamentario, siempre que practicara batanees anuales; expresó 
también, quo en el caso de autos la razón social "Pieeinini 
y fía.", de la cual forma parte el demandado, cerró el 28 
de lebrero de 11137 un ejercicio que comprendía casi quince 
meses, con lo que no se cumplía el requisito de la anualidad 
eu la determinación del rédito, razón por la cual el contribu- 
yente debió haber establecido Ja renta de la tercera categoría 
en la forma dispuesta por el art. 10, in fine, de la reglamen- 
tación, quo prevé Jos casos en que las sociedades practiquen 
baluuces en períodos irregulares; cuino consecuencia de lo 
expuesto, se afirma que el ejecutado no estaba obligado a pre- 
sentar deelaración jurada dentro de Jos sesenta días fie ce- 
rrado el ejercicio de la razón social, eu primer lugar, porgue 
esa exigencia es ajena al contribuyente v eu segundo lugar 
porque no so trataba de cumplir con el art. 80 mencionado! 
ya que el ejercicio comercial de la sociedad no bahía sido de 
doce meses; en esta situación, el término de la prescripción 
de la acción del Fisco, recién podía empezar a correr desde 
la fecha fijada por la Dirección del Impuesto a los líéditos 
para el vencimiento del gravamen correspondiente al año 
133 í. que fué el quince de marzo de lí):í8, el que se interrum- 
pió con Ir inieiacíón de Ja presente demanda, el 18 de marzo 
del comente año. En lo que respecta al impuesto de los años 
1938. lítlííl y 1941, cuyo importo fué consignado en pago por 
el contribuyente al practicarse el requerimiento judicial, sos- 
tiene el representante del Fisco que importando un allana- 
miento parcial a la demanda, lo aceptaba, con la salvedad que 
correspondía imponer las costas por esa parte del juicio, en 
razón de que el deudor se hallaba en mora desde que no había 
cancelado la deuda al intimársele extra judicialmente el pago 
do la misma. 

Y considerando que: 

P Para resolver la cuestión principal planteada en autos, 
relativa a la prescripción de Ja acción para perseguir el co- 
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bro de impuesto a los réditos resultante de una rectificación 
efe (tecla rae iones juradas, es de interés hacer un análisis pre- 
vio del sistema impositivo adoptado por las leyes 11.6S2 y 
11.683, textos ordenados y su reglamentación. Dentro de los 
métodos directos de aplicación del impuesto a Jos réditos, nues- 
tro país ha evolucionado del sistema analítico o "cedular", 
que se earactema por la división en alegorías autónomas de* 
íls distintas fuentes de renta llanta el sÍKtenia sintético o "glo- 
bal", que considera el conjunto do los réditos de una persona. 
hi primer procedí:, liento, adoptado de la legislación francesa 
(A. Dkll' (tito Maixt, El impuesto sobre la renta, pág 201) 
fue establecido en el decreto del Gobierno Provisional de fecha 
19 de enero fie 1932, que implantó el tributo en la República, 

ÍZ-o^í^ 11 ™ <!0 " mlIy pocas Vürmiltps al sancionarse la ley 
11.580. Esto sistema impositivo gravaba independientemente 
las fuentes de renta, discriminándolas según su untura loza 
y fijaba tasas diferentes para cada una, no permitiendo la 
enuipetisacíún de quebrantos do una categoría con réditos de 
otra. 

La ley 1 1 .682 — saneionada el 30 de diciembre de 1932— 
modificó el régimen anterior introduciendo como principales 
reformas la unidad en la imposición y la compensación de 
réditos y quebrantos entre las distintas categorías; con ello, 
desapareció el carácter independiente de las * 'cédulas", que 
se mantuvieron solamente como medios para determinar el 
conjunto de la renta gravable, Al discutirse la ley en la Cá- 
mara de Diputados, el miembro informante Dr. de la Vega 
refiriéndose a ese respecto, dijo: "En el proyecto que con- 
sidera la ('amara y que propone la comisión, desaparece la 
división (le las categorías de renta que actualmente existe; es 
dren-, que el contribuyente no tendrá que formular declara- 
ciones individuales en cada categoría, sino que unificará sus 
distintos réditos en una sola declaración que, unida a un ba- 
lance impositivo, determinará el remanente neto, o sea el ré- 
dito real sohre el cual deberá fijarse el impuesto" (Diario de 
Sesiones, Cámara de Diputados, 28 de diciembre de 1932 
póg. 4847). 

Lo expuesto significa que las categorías de réditos es- 
tablecidas en la ley —renta del suelo; de los capitales mobi- 
liarios; del comercio, la industria, profi piones, oficios y ocu- 
paciones lucrativas por cuenta propia, y réditos del trabajo 
persona! en relación de dependencia— tienden a un solo fin : 
determinar la capacidad tributaria del contribuyente sobre 
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la base del conjunto de los réditos netos obtenidos en el año. 
Esta conclusión, permito . ¡i motorizar ol impuesto vigente en 
el país como un sistema del tipo sintético, de naturaleza per- 
sonal, fpie se trilmla anualmente, en )a medida de Ja renta, 
al finalizar el período impositivo, 

2' Precisados estas conceptos genéralos, como el caso 
sub liff so relaciona particularmente con réditos incluidos 
dentro de 1; tercera categoría, se hnee necesario estudiar tam- 
bién el régimen legal y reglamentario vinculado con las obli- 
gaciones tributarias de las sociedades comerciales y sus ¡Le- 
grantes. 

En nuestra doctrina, tiende el punto de vista del derecho 
comercial, prevalece el criterio según el cual las sociedades 
colectivas y comanditarias constituyen una persona jurídica 
distinta de la de los socios (Simntn. Cñdiqn rh mmcrcin ar- 
gentina, t. 4. pág. 244). Este principio, sin embargo, no lia 
Nido seguido en materia de impuesto sobre la renta, donde el 
gravamen se api ion individualmente a los socios, pues se con- 
sidera que Tos beneficios de la sociedad son en realidad bene- 
ficios do ellos. Esta forma de imposición resulta perfectamente 
lógica dentro del sistema sintético o 1( global", por la carac- 
terística personal del tributo, ya que el contribuyente tiene 
derecho a compensar los beneficios o quebrantos de esta ca- 
tegoría con los de otras y deducir del total así delerminado la 
cantidad fijada por la ley como mínimo no imponible y las 
cargas de familia. Es interesante destacar, que las lesisiaeio- 
7ie.s del tipo de la nuestra, reconozcan o no personalidad ju- 
rídica a las sociedades colectivas y comanditarias, han renun- 
ciado a la tributación especial de esta clase de sociedades, 
aplicando o' gravamen «obre el conjunto de los réditos de 
cada socio, con lo que se produce una asimilación legal de 
éstas a las personas físicas (M. Laltkxhi*rokh. El impu&ato 
sohtr, ln n ntn a hts x<>ei< tbuírx conn refales, págs. 31 y ÍHM. 

Los conceptos expuestos se bailan concretadas cu diversas 
disposiciones de la ley 11.682, t. o„ y su decreto reglamen- 
tario. En primer lugar, el art. 20 de la ley establece entre 
Jos réditos de la terebra categoría "loa que provienen de una 
participación como dueño, socio colectivo o de otro carácter 
que implique responsabilidad personal ilimitada, en el co- 
mercio, cu la industria, en la minería, etc.". Las entradas que 
se obtengan de las actividades comercia Jes de cuta naturaleza 
serán incluidas de acuerdo con el art. 22 — '*en la ganancia 
bruta del año en que eJlas sean percibidas por o devengadas 
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a favor del contribuyente, ti menos que la Dirección autor iré 
(|iio dichas sumas deban wr imputarlas a un período diverso". 
Establece después, la misma disposición, (pío "para determi- 
nar él beneficio neto se entregará a la Dirección, además de 
la ffOpla del balance comercial, de la memoria ai existe, y de 
la cuenta paitaneias y p<* rd idas, las declaraciones juradas en 
la forma y plazos que fijará, la misma". A este respecto, el 
decreto reirlamentario do fecha 2 de enero de 1ÍJ3Í) lia esta- 
blecido en el art. 80 que "los comerciantes, razones sociales y 
entidades (jamérdales o civiles, con excepción de bis entidades 
con personería jurídica y fie responsabilidad limitada, pre- 
sentarán una declaración jurada dentro del término de se- 
senta días hábiles a contar de la fecha ch'l cierre del ejercicio 
anual, n ios finos de determinar uniformemente para todos 
sus socios y como base para la declaración jurada dol con- 
junto de ésto*, su beneficio neto imponible o quebranto, fie 
acuerdo con las disposiciones de los arls. 22 a 2i\ de la ley 
11.f>S2. t. o.'', Erta norma obliga, pues, a las sociedades n for- 
mular una declaración jurada sobro el resultado de la explo- 
tación anual del negocio, que debe ajustarse a los principies 
establecidas por la ley para la determinación del rédito neto 
de la tercera categoría. Presentada por la sociedad esta de- 
claración jurada, como el tributo recae exclusivamente sobre 
la renta de los socios, son éstos quienes están obligados, a su 
vez, a manifestar "los réditos o quebrantos" que hubiesen ob- 
tenido de esta categoría, haciendo referencia a la decía rae ión 
de] beneficio neto imponible o quebranto presentada por la 
razón social" (art. K'>, decreto reglamentario). De acuerdo con 
el sistema sequillo por la ley c| resultado impositivo de la ex- 
plotación comercial o industrial debe incluirse en la decla- 
ración jurada individual del año en que termina el ejercicio; 
en cuanto al momento en que los socios de una sociedad co- 
lectiva o comanditaria tienen que presentar esa declaración 
para el conjunta de sus réditos, es o] mismo que rifro para 
los ttemás crin tribuyen íes. que lo fija el Consejo de la Di- 
rección de Impuestos a los Réditos, «le acuerdo con la facultad 
míe le confieren los arts. 2 y 15 de la ley 11.583. t. o,; pero la 
fecha siempre ha de ser posterior a la terminación del período 
impositivo, porque, como se ha visto, el tributo se caracteriza 
por ser anual y prava r el conjunto de los réditos obtenidos 
en ese término, 

S* La acumulación de todas los recursos imponibles obte- 
nidos por un contribuyente se realiza — seyún se ha expresado — 
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por mn i id de una deOlwracióu jurada de "conjunto", que sirvo 
de Iiitfio para determinar el gra va m en. No interesa, en conse- 
cuencia, deuíro del .sistema de la ley, hacer tributar indepen- 
dientemente a ¡ida fuente de renta, como ocurre con los im- 
pUCRÍOS "eedulares". Este prtneipto de la unidad en la i»- 
puMcmn. además de señalar una de las características esenciales 
dé la ley, permite preeisí-r también e] momento en que em- 
pieza a correr el término de la proscripción «le la acción par." 
exigir deel a raei mws juradas, impugnar las efectuadas v re- 
querir el pago del impuesto. 

La forte Suprema de Justicia luí interpretado el art. 23 
de la ley 11.683. t. o., (pie se refiere n ese ; auto, sosteniendo 
rfuc debe aplicara- cu distinta forma según se trate de exigir 
la presen tai- iún de declaraciones juradas y el pago del grava- 
men correspondiente, o el derecho de la Dirección para im- 
pugna!? las presentadas y cobrar la diferencia. En el primer 
caso, deb f . (ornarse emao punto de partida do la prescripción 
de la acción, el veuciinieulo del plazo fijado por el Consejo 
de la Dirección para cumplir con esas obligaciones impositivas 
(Fallos, t. 1-7. pág 837) ; en el segtudój en cambio, el lér- 
mino empieza a correr do ie la fecha de presentación de las 
declaraciones juradas i Fallos, f. lf»ó, pág. 2(D. 

Ei t-nso de autos encuadra, evidentemente, a juicio del sus- 
cripto, dentro de este último. En efecto, la razón social "l'icei- 
n nu y Cía. '. de la cual el demandado es socio activo, presentó 
la declaración jurada que exige el art, 80 del decreto regla- 
mentario, relativa al año VXÍT, con fecha 1!) de agosto del 
Ittismo. según resulta del .sello de cargo. Esa declaración ju- 
rada fué rectificada espontáneamente por la sociedad, sustitu- 
yéndola por la nue lleva fecha de cargo del 22 de marzo de 
lH'íS, De acuerdo con el resultado impositivo de esta última, 
el demandado presentó el formulario individual para el con- 
junto do sus réditos, haciendo referencia en el "rubro'' 4 del 

mismo— como lo establece el art. 8"> del decretó reglamentario 

a su participación en las utilidades de la razón social, (pie va- 
finita fundamentalmente con respecto a la primera, en la que 
denunció un beneficio de $ lí>.ófM % contra § 28.814.22 % 
declarado en la segunda. Posteriormente la Dirección de Im- 
puesto a los Réditos procedió a verificar las declaraciones ju- 
radas presentadas por la sociedad y el contribuyente, que tie- 
nen fecluis de recepción del 22 de marzo y 4 de abril, respecti- 
vamente, rectificándolas en la forma que indican las liquida- 
ciones de fs. 2 y 14, estableciéndose un beneficio correspou- 
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diento a í;t tercera categoría — como participación del Sr. Stur- 
ti ni-- de $ 10&32Q,I5 % y determinándose la diferencia de 
gravamen cuyo cobro se demanda id ijjeütttado* 

Como se luí dicho, la Dirección del impuesto ¡\ los He- 
dí ton. rectificó hts i led a rae iones jnradiis de fecha '¿2 de marzo 
y 4 de abril do lí)3N ; prescindió, en cambio, de las presentadas 
por la sociedad él 1!) de aposto de 1937. La razón do ser de 
elfo se meuentrn en ol art. 1(1. in fiitc, de la ley Í14BÍ, t. 0., 
sejrún el eiuil "han declar eiones juradas en trémulas n "la Di- 
rección se tendrán por firmes de parto del declarante, pero 
so admitirán rectificaciones en casos de evidente errores do 
cálculo o de concepto, siempre que no se prndu/.c; ( n a raíz ilc 
una inspección efectuada o ¡nminenti*. u observación de parte 
de la Dirección o denuncia presentada". Es decir, qu-, en prin- 
cipio, toda declaración jurada se ta considera firme una vez 
que lia sido presentida a la Dirección del Impuesto a las lió- 
ditos, pero el contribuyente puede rcétHSoÉria, siempre que 
so trate de un acto espontáneo; en ese caso, la nueva deeln- 
raeióü jurada reemplaza a anterior, que se la considera in- 
existente, a todos los efectos letra les, Es I <» que ha ocurrido eon 
ln razó?, social "Pieeínini y Cía." que presentó nueva decía- 
rueióii jurada por ejercicio cerrado el 2S de febrero de VXM, 
la que quedó firme. 

Siendo esta última y la correspondiente al Sr, StuWini las 
que fu ero n i mpi inundas por ta Dirección dando motivo a la 
diferencia de impuesto por el año 11)37 que se reclama a éste, 
debe concluirse que el t ermiuo de la prescripción de la acción 
no se ha operado, pues ni las declaraciones juradas de ese pe- 
ríodo impositivo tienen fecha de cargo del 4 de abril de 
al tiempo que se dedujo el apremio — 13 de marzo de 1ÍM3 — 
aun np habían transcurrido los cinco años a rjue .se refiere ct 
art. 23 de la ley 11.683, t. o. 

4* El ejecutado, funda especialmente, la excepción de 
prescripción opuesta, en lo resuelto por la Corte Suprema en 
el caso registrado en el t. 103, pá>, 4(iO, de su repertorio. La 
cuestión planteada en antas es esencialmente distinta. Allí no 
so trataba de fas réditos de un socio de una sociedad, como 
ocurre en el ¡tub-litr, sino de un comerciante que siendo único 
dueño del licencio había cerrado un ejercicio anual, sin pre- 
sentar dentro dél término establecido por el art. 80 del decreto 
refría m en tn rio, la declaración jurada correspondiente. Además, 
et Alto Tribunal aclaró en un fallo posterior (t IfKS. pá- 2fi). 
que en ese caso "las partes no hicieron mérito di- la fecha de 
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presentación de la declaración jurada; Ja cuestión se limitó 
a resolver si regía el término ton relación a Ja fecha del cierre 
del ejercicio anual o del año calendario 1 -*. No es posible, por 
otra parte conciliar, el carácter "global'* (pie, como se ha 
viam. distingue al impuesto a los réditos de nuestro país, con 
la prescripción en particular para cada fuente dé renta, como 
resultaría de aceptar la tesis que Místenla el demandado; si el 
gravamen se aplica al conjunto de los réditos, que se totaliza 
al i'ina tizar el periodo impositivo, la pre.se r i pción de la acción 
para impugnar la determinación del tributo hecha por el con- 
tri huyen te, debe forzosamente referirse a esa suma total y no 
a la integración parcial de la misma, porque, de lo contrario, 
lie daría el caso de que existirían distintos términos para pres- 
cripción — según fuera el momento de percibir el rédito — " a 
pesar de ser ja renta y el impuesto que la grava uno solo. Por 
Último, de acuerdo con el .sistema establecido por la reglamen- 
tación de la ley U.682, t. o. —expuesto en el considerando 
2* — . la obligación de presentar declaración jurada, que exige 
el art. 81) de la misma, ¡ncnmlie exclusivamente a la sociedad, 
ya que tiene por objeto "determinar uniformemente para todos 
sus soeios, y como base para la declaración junóla de éstos, sa 
beneficio neto imponible o quebranto''; por eso es que el art. 
8.'» expresa que "en la declaración individual del conjunto de 
los réditos a (pie se refiere el art. 1" de este reglamento, bis 
socios colectivos, etc.. manifestarán los réditos o quebrantos que 
hubiesen obtenido Cñ esta categoría (tercera) haciendo refe- 
rencia a la declaración de! beneficio imponible o quebranto pre- 
sentada por la razón social o entidad". Si en el caso de autos 
ao discute la diferencia de impuesto determinada al ejecutado 
por ta rectificación de sus tice la rae iones juradas, el término de 
la prescripción debe empezar a correr desde la fecha en que 
fueren presentadas y quedaron firmes, y no desde el momento 
en qne la sociedad de la cual forma parte debió formular la de- 
claración relacionada con el ejercicio comercial fenecido, por- 
que se trata de dos obligaciones tributarias distintas: una a 
cargo del contribuyente y la otra de la razón social. 

ó* Kn cuanto al impuesto relativo a los ;iños l!):íS, lOSÍ) 
y T!' 11, debe tenerse presente que, si bien es cierto que aparece 
Consignado su importe con fecha l(i de marzo del corriente año, 
recién fué dado en pago por el deudor al ser requerido por el 
<)ficial de .Justicia dos días después; es decir, que, el actor 
pudo conocer la consignación efectuarla solamente después de 
realizada esta diligencia, lo que significa que hasta entonces 
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11» había tenido oportunidad para pronunciarse sobro su acep- 
tación o impugnación y mucho meóos todavía, disponer de lo 
consignado. Como no se ha opuesto ningún re puro a la eonsig. 
nación, debe ser tenida por W ida, produciendo ios efectos del 
pago desde el momento en que fué formalizada judicialmente 
(Cód. Civ., arte. 7ÜÜ y 70U). De ahí, surge como consecuencia, 
ipie las costas de esta parte del juicio debe ser a cargo del eje- 
cutado, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 483 del Cód. 
de Procedimientos de la Capital, aplicable supletoriamente al 
filero federal (art. 374 de la ley 50), atonto la oportuniilad en 
que la consignación cu pago fué hecha (fallo del suscripto 
n* 1241 y Gaceta <hl Foro, t. 71, pág. 220; t. 88, pág. 147; 
T- 97, pág. 154). 

Por las razones expuestas, fallo : a) Desestimando la ex- 
cepción de prescripción opuesta de fs !) a 12 y ordenando llevar 
adelante la presente ejecución seguida contra D. César Stur- 
Jini, hasta hacerse íntegro pago al Fisco Nacional (Dirección 
(i enera l del impuesto a los Réditos) de la cantidad de pesos 
7.4:17,08 l X más sus intereses, adeudada en concepto de im- 
puesto a los réditos por el año l!Ki7; b) declarando válida la 
consignación en pago de la suma .le $ 2.317.2o' x % orrespou- 
dientes al gravamen de los años, PJ38, 193» y Jí)41. Con eos" as. 
— Manuel (Ira nados, 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de mayo de 1944. 

Y vistos: Los del recurso extraordinario concedi- 
do al don mudado en los autos Pisco Nacional (Direc- 
ción General del Impuesto a los Réditos) contra Stur- 
lini Cesar, Honre apremio, venidos del Juzgado Fede- 
ral de Rosario. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente, do acuerdo al art. 
14, inc. 3», de la ley 48, por tratarse en estos autos do 
la interpretación del art. 23 de la ley 11.683 (T. O.) re- 
ferente a la prescripción, la que no podría discutirse 
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útilmente en el juicio ordinario correspondiente a que 
so refiero el art. 320 de la ley 5ü (Fallos: 187, 0*37; 103, 
4ti0 y 195, 2íi entre otros). 

V en cuanto al fondo de la cuestión: 

Que la sentencia interpreta el eitado art. 23 en la 
forma en que lo ha hecho esta Corte Suprema en los 
fallos <jue cita el n qrm (187, 637 y 105, 2ti) y en varios 
oíros (l!l" t 144 y nota 2) por lo que se dan aquí por 
reproducidas las eons i der aciones hedías en aquéllos y 
en la sentencia referentes al mismo. 

Que el fallo de esta Corte del t. 193, pág. 460, en 
el caso Schnoor no sea de aplicación al sub-lite por las 
razones de hecho referidas en la sentencia en su tercer 
considerando in fine, no constituye una cuestión fede- 
ral que pueda ser revisada en el recurso extraordinario. 

Que la obligación do una sociedad de presentar la 
declaración jurada de sus réditos com. -pon diente a 
su ejercicio anual, coincida ésta o no con el año calen- 
dario, es de carácter informativo y no puede tener el 
efecto de alterar el término dentro del cual los socios 
deban presentar la declaración individual do sus rédi- 
tos sujetos al impuesto. En esta declaración deberán 
figurar, en la categoría correspondiente, tanto los que 
haya obtenido en una o más sociedades, cuanto los de- 
más réditos, cualquiera sea la fuente de donde proven* 
gan. Con todos ellos se fijará la renta global y amií ,l 
imponible. Así una sociedad colectiva, cuyo ejercicio 
se cien-,, m una fecha que no coincida con el año calen- 
dario, tendrá sesenta días de plazo para presentar su 
dechi ración informativa {art. Si) de la reglamentación). 
Empero, cada uno de sus socios deberá presentar su 
declaración individual referente a su renta anual, pues- 
to que el impuesto ha de relacionarse necesariamente 
a un ejercicio anual. Las sociedades no son contríbu- 
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ycntes; sí, los socios; y éstos deberán hacerlo en la 
forma y dentro del plazo fijado por la Dirección (art. 
2 in fine y 15, t. o. de la ley 11.683) a partir de cuyo 
vencimiento, o do la fecha de presentación de la decla- 
racií'm individual, si ésta se presentara antes del ven- 
cimiento, empezará a correr el término de la pres- 
cripción. (Fallos: 195, 26). 

En su mérito y fundamentos concordantes de ]f 
sentencia de fs. .'í!i, se la confirma en cuanto lia podido 
ser mu t cria del recurso. Hádase saher y devuélvanse, 
debiendo reponerse el psipel en el j uzgado de origen . 

Roberto Repetto — Antonio 
Saoarna — Luis Linares — 
B. A. Nazar Anciiorexa 
— F. Ramos Jífjía. 



CIA. TXTROnrCTOIÍA DE BUENOS AIRES v. DIREC- 
CION GENERAL DEL IMPUESTO A LOS REDITOS 

FALTA DE ACCION. 

Es improcedente la falta de acción opuesta por el Fisco 
respecto de la demanda ele repetícién promovida por ta 
sociedad que satisfizo el impuesto a los réditos cor respon- 
dientes a dividendos pasradns después de 1Í1Ü2 mediante 
acciones integradas con utilidades obtenidas antes de esa 
fecha (M- 

PltESCRIPCiOS; Tiempo de la prrsrriprmn. ¿ri/cj espccialen. Im- 
puesto n ha réditos. 

Prescribe a los diez anos la acción tendiente a ohtener Ta 
devolución del impuesto indebidamente cnbrndo sobre ré- 
ditos producidos con anterioridad al 1* de enero de 1932 y 
distribuidos con posterioridad a esta fecba ( 3 ). 

(1) 31 ele mnyo ,1,» IÍM-1. F:il!o»: 1S6, 170. 

(2) F.iltos; 133, 81. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Exenciones. 

Los réditos producirlos con anterioridad ni 1* dé enero de 
1!»32 no están sujetos al impuesto establecido en la ley 
11.682, aunque w* distribuyan entre los accionistas des- 
pués de aquella fecha ('). 



URBANO RC1Z Y JUANA M. BARGAS v. MUNICIPALI- 
DAD DE CASCELAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación di- 
recta, .'armas extrañas at juicio. Arts. ÍS >f de tu Constitución. 

No resultando de los autos que haya mediado privación 
efectiva o restricción substancial de la defensa en perjui- 
cio de !<>s iiviirrenn-s. no prnn .le el recurso extraordina- 
rio fundado en el art. 18 de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia. Cuestiones no 
fetUralc*. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

La cuestión referente a la existencia de cosa juzgada no 
reviste carácter federal. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y aaraníias. Derecho di 
propiedad. 

La reducción de un embargo trabado sobre rentas muni- 
cipales en cumplimiento de resoluciones anteriores a las que 
el tribunal de la causa no atribuye fuerza de cosa juz- 
gada, a un porciento compatible con la necesidad de prestar 
servicios públicos impostergables y la liberación en dicha 
medida de las sumas depositadas en autos por aquel con- 
cepto, uo es violatoria de los arts. H y 17 de la Consti- 
tución Nacional. 

EMI1A fiUt); Bienes rmbargables. 

Los embargos de las rentas provinciales o municipales de- 
ben limitarse a las que no resulten necesarias para la sub- 
sistencia y normal desarrolla do la entidad deudora y para 
la correcta atención de los servicios públicos. 

(i » Fallón: 194, U'S. 
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DICTAMEN J> EL PBOCUIWDOU GENERAL 

Suprema Corte; 

d,JZZ\-T M T atc eo, " p,ej0 ' 01 • 

«cosió Jo \ h en la presente queja es sencillo. 

MmSbS^ U ° S "" t0S " r¡nCÍpl " CS "Sisados por 
„ Ja S" 8 * W ™™> consecuencia de un X. 

li a h I 7?, 1 < " v ! mti "" ¡ú ». «osuWo contra „ Mu- 

o k , H Ca "" 0jas (Prov - de B «°»<» Aires) se 

obtuvo en dichos autos principales ],, t r „>,, ,1 ' 

preventivo l, as „ ^brir',,! e ntlda de tm Z 

moneda naconal el que se hizo efectivo sobre la tota 

SS n* eTs J ;,, la oi,,, ' csa(la c — ■ 

^ , >. . JU4tIU y solicito en renrpvniiWH.íi 

ttf-SK '- . ' ** - — >sbrí 

Fiscal I * l!m ""Panado la personería del 

*.scal de instado; y n la sentencia prce tada se dése, 

rec io local, procesal, y por interpretación del Códi™ 

n añ da' TT S rCfÍCrC 01 ™' nr d ° ' a *£«B 
Bnt „ „ .""i 86 '* abrra P™«ucido en autos 
ser SSI* 1 ? ** «I**» indicado, p„„de 
fe- £ ? P K Ia se,líonci a apelada como inten- 
tan los actores en el recurso extraordinario que i, te 
Pmmm a f s . 692. No se trata, en efecto, de SIS 
«obre derecho federal (art. 14, ley 48) c,lestloncs 
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Tampoco cabría dicha revisión respecto de la apre- 
ciación que en la causa se ha hecho sobre la naturaleza 
y necesidad de los servicios públicos para declarar que 
las rentas embargadas deben afectarse a la prestación 
de los mismos, tui la proporción que lo hace la sentencia 
apelada. Se trataría de fundamentos de hecho y prueba 
igualmente ir re vi sables; aparte de que la doctrina apli- 
cada sería la que V. E. tiene establecida en asuntos de 
similar naturaleza. 

En la presente queja se afirma haberse violado la 
libertad de defensa en juicio al no autorizarse ésta en 
la extensión que los recurrentes la reclaman ; pero, apar- 
te de que la sentencia apelada demuestra que no fué así, 
se trataría de una cuestión de carácter procesal referi- 
ble a la oportunidad en que tal defensa debió ejercitar- 
se. Estas voluminosas actuaciones evidencian, por lo 
demás, que tal impugnación no se ajusta a la verdad, 

Cabe, por fin, una áltirriu > decisiva consideración : 
si V. E. tiene resuello que no constituyen sentencias de- 
finitivas las decisiones que, por razones exclusivas de* 
rivadas de la causa, ordenan trabas o levantamientos de 
embargos, con mayor razón deberá aplicarse esa doctri- 
na en el caso de autos en que solamente se dispone la 
reducción del monto de un embargo, cuya practicabili- 
dad se discute por simples motivos de hecho (!-!>: 1G0; 
143: 263; 158i 59}. Se trata aquí, simplemente, de la 
interpretación, no de la eonstitucionalidad de disposi- 
ciones locales, caso distinto del contemplado en 175 : 332. 

Por lo expuesto soy de opinión qne corresponde 
declarar bien denegado el recurso extraordinario y re- 
chazar la presente queja. Buenos Aires, mayo 20 de 
1944. — Juan Alvares, 
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Buenos Aires, 31 de mayo de 1944. 

Y vista ] a precedente queja caratulada "Recurso 
deí hecho deducido por el actor en los autos Kuiz Urba- 
no y Bargas Juana María contra Municipalidad de 
Cañuelas", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que una jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
con fundamento en la necesidad de limitar a su justo 
alen neo el recurso extraordinario, ha establecido que 
para su otorgamiento, sobre la base de la invocación 
dol art. 18 de la Constitución Nacional, se requiere que 
los autos acredite]! que h ;i mediado la privación efec- 
tiva de la defensa, o por lo menos la restricción substan- 
cial de la misma -Fallos: t. ÍM, pág. 220; t. 195, pág. 
1ü9 entre otros — . 

Que conforme lo pone de manifiesto el precedente 
dictamen del Sr. Procurador General, tal restricción 
no ha existido en la especie, como por lo demás tam- 
Mj resulta del abundante trámite de las voluminosas 
actuaciones de los autos principales. 

Que las garantías de los arta. 14 y 17 de la Consti- 
tución .Nacional en que igualmente se funda el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 692 del referido expe- 
diente, no aparecen violados por la resolución do fs. 
071 del mismo, que desconoce fuerza de cosa juzgada a 
as decrsiones anteriores referentes al embargo cuva 
mutación ordena el tribunal de la causa. Desde luego 
la cuestión que hace a la inexistencia de cosa juzgada 
no reviste carácter federal, según así se lo ha decidido 
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también do manera reiterada —Fallos: 1SÍ), 124; 193, 
524 entre otros — , 

l t 'ue estas consideraciones y las que contiene el 
preceden fe d Mamen del Sr. Procurador General bastan 
para el rechazo del presente recurso directo. En aten- 
ción sin embargo, a las modalidades del pleito, el Tri- 
bunal cree del caso agregar que su jurisprudencia no 
es contradictoria eon lo decidido en los autos principa- 
les. En efecto y de acuerdo con la doctrina sustentada 
en Fallos: 171, 4.Í1 ; 172, 11; 17r>. 305; 181, 320; 18,1, 
220; los embargos de las rentas provinciales deben li- 
mitarse a las que no resulten indispensables o necesa- 
rias para la nnbsisl' ;"ía y normal desarrollo del Estado 
o municipio deudor, / | ara la correcta atención por los 
mismos de los serv ei j públicos. Fundada esta Corte 
en ese género de con deraciones redujo asi a un 2íí %, 
como se lia hecho en autos con el embargo trabado so- 
bre todas las rentas de la Municipalidad do Cañuelas, 
el que afectaba parto de las de una provincia, en causa 
(le jurisdicción originaria —Fallos: 176, 231—, 

En su mérito se decide desestimar la precedente 
queja. Hádase saber; devuélvanse los autos al tribu- 
nal de su procedencia con copia del presente pronun- 
ciamiento y del precodent" dictamen del Sr. Procura- 
dor fi-en eral. Repóngase el papel y archívese. 
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C. O. I. N. O. R., dA. INDUSTRIAL NORTEÑA S. A. 

RECURSO ÉXTSAOIWJNARIO: Requi$fhB propios. Cuestión fede- 
ra!. Interpretación <te las leyes federales. Leyes federales de carácter 
procesal. 

La regla general según la cual la interpretación de las 
leves (Siderales do carácter procesal no basta para susten- 
tar d recurso extraordinario porque sólo atañe al orde- 
namiento del jimio, admite excepción cuando lo resuelto 
afecta t a supremacía constitucional y las instituciones fun- 
damentales que dicha apelación esln destinada a -'aran- 
tizar. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fedv- 
rnl Interpretación de las leyes federales. Lene* federales de earáeter 

procesal 

Procede el recurso extraordinario contra la resolm-ión del 
juez federal que, interpretando el art. 9 de la ley 12.50], 
declara que e* requisito previo al conocimiento" judicial* 
por vía de la a polución prevista en dicho artículo el pa^o 
de una multa cuantiosa — $ 100.000 %— impuesta al re- 
currente no olistante la inteligencia contraria sustentada 
por el mismo, que se funda, además, en el art 18 de la 
Constitución Nocional y en la imposibilidad admisible de 
satisfacer de inmediato Ja suma exigida. 

PRECIOS 31 A XIMOS. 

La apelación "al sólo efecto devolutivo" que establece el 
art. 9 de la ley 12.591 permite la inmediata ejecución for- 
zada do la resolución recurrida, pero la concesión de] re- 
curso no requiere el previo cumplimiento de la condena 
impuesta; inteligencia que, además, concuerda mejor con 
la garantía de la defensa en juicio cuando se trata de 
multas cuantiases de imponible satisfacción inmediata. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa cu 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

Si bien la exigencia del popo de la multa previa a la ape- 
lación no es violatoria de la defensa en juicio euando el 
monto de aquélla permite atribuir la privación de la de- 
fensa a la actitud discrecional del I i tifian te, no ocurre lo 
mismo en los ensos en que el monto de la penalidad hace 
admisible la imposibilidad del papo inmediato 
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Dictamen 1 del Pkocukadoil General 
Suprema Corte: 

Como lo haré notar el Sr, Juez Federal a fs. 42 de 
los autos principales, la improcedencia del recurro ex- 
traordinario de apelación interpuesto en esta causa pa- 
ra ante V. E. lia sido ya resuelta en caso similar por 
la Corte Suprema (196:402). 

Aplicando esa jurisprudencia al caso actual, corres- 
ponde, pues, desestimar la queja. Buenos Aires, mayo 
lo* de 11)44. — Jmm Alvares. 



FALLí» DE LA CnitTE SUPREMA 

Huenos Aires, 31 do mayo de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada t "Recurso 
de hecho deducido por la recurrente en los autos 
"C. 0, í. X. O. R, " Compañía Industrial Norteña S. A., 
sobre multa'*, para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

(¡fue esta Corte, conociendo en casos que versaban 
sobre el art. de la ley V2M1 —Fallos: 193,490; 196, 
402 — ha ten i ilo oportunidad de admitir que las cuestio- 
nes que suscita el re fe ritió texto, son generalmente pro- 
cesales, o i nsn ti cíenles en ese carácter (según jurispru- 
dencia de que se hace especialmente mención en el pri- 
mero de los casos citados; v. también Fallos: 193,123; 
196,354) de sustentar el recurso extraordinario. 

Que. desde luego, la denegación del mencionado re- 
curso en razón de ser la tratada una euestión procesal, 
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se basa en la consideración de que la tlecisión apelada 
a lañe sólo al ordenamiento del juicio, y reconoce excep- 
ción en los supuestos en que lo resuelto, pose a su ca- 
rácter formal, afecta la supremacía constitucional y las 
instituciones fundamentales qno la apelación del art. 14 
de la ley 48 está desfinada a garantir — v, en cuanto a 

10 primero. Fallos: 95, 133 y 134; 99,158; 104, 284; 115, 

11 ; 177, 99; 192, ](H; 193, 2¡¡3 y 4!)0; y respecto de lo se- 
gundo, Fallos: 151, 45; 152, ¿2; 173, 30; 192, 213; 193, 
50, 81 y 417; 194, 242, entre otros. 

(¡fue el caso de mitos encuadra en el segundo de los 
supuestos que menciona el procedente considerando, 
pues por vía de la decisión del punto referente a los ex- 
tremos necesarios para el otorgamiento de la apelación 
prevista en el art. 9' do la ley 12.591, se ha exigido el 
pago de una multa cuantiosa — $ 100*000 % — previo 
al conocimiento judicial en las actuaciones, pese a la 
inteligencia contraria sustentada por el apelante, del 
artículo cuestionado, fundada entro otras razones en la 
interpretación que linee del art. 18 de la Constitución 
Nacional y en la imposibilidad admisible de la satisfac- 
ción inmediata de la suma expresada. En condicionen 
semejantes el recurso extraordinario lia sido declarado 
procedente por esta Corte — Fallos: 155,96; 1(>2, 363; 
195, 22— a lo que cabe muid ir que de no hacérselo en la 
especie, la sanción aplicada sería insusceptible do toda 
consideración judicial ulterior — Fallos: 197,54. 

En sn mérito se declara nial denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 40 do los autos prin- 
cipales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto, por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que el art. 9 do la ley 12.591 dispone que: "Toda 
infracción a los precios máximos que fije el Poder Eje- 
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cutivo a los productos o mercaderías, o todo acto que 
comporte destruirlos o iliterarios, ya sea acaparando, 
restriñir! endo, ocultando, negándose a transportar o 
vender, y cualquier otro hecho que concurra a producir 
una elevación artificiosa de aquellos precios, será repri- 
mido con inulta de doscientos a cien mil pesos moneda 
nacional la que será aplicada por el Poder Ejecutivo 
con apelación, al solo efecto devolutivo, por ante el juez 
q u e CO r re s pon d a ' *, 

Que la apelación "al solo efecto devolutivo" que la 
ley establece para ante el Juez Federal —Fallos: 192, 
213— permite desde luego, la inmediata ejecución for- 
zada de la resolución recurrida. Tues la conservación 
de Ja jurisdicción del juez apelado a ese fin, es la carac- 
terística de las apelaciones concedidas a un solo efecto 
que contemplan los arts. 212 y siguientes de la ley 50 y 
232 y sí -alientos del Código supletorio — v. en el mismo 
sentido Calvantes, t. 4, págs. 23 y sietes,; Manursa, 

páz rT' 182 y sigt ° s " y m y í ' 5gk ' s * í Reus ' *" % ' 

Que, en cambio, no cabe concluir que para la conce- 
sión del recurso y el conocimiento en el caso del tribu- 
nal de alzada, sea indispensable y obligatorio el previo 
cumplimiento de la condena impuesta! Semejante con- 
clusión estaría contradicha por el fin de la institución, 
que no es constreñir al apelado a ejecutar una resolu- 
ción en fonna transitoria, y por los términos mismos 
de las leyes procesales que admiten expresamente el 
otorgamiento de la apelación antes del cumplimiento, 
y prevén las medidas necesarias para que la interven- 
ción del tribunal de apelación pueda tener lugar con 
prescindencia de las providencias que requiera la ejecu- 
ción que se pueda seguir, y en la especie efectivamente 
se sigue. 



Que, por otra parte, esta inteligencia del art. 9 de 
}y 12.f>91, condico on Ja especie mejor eon la garan- 
tía de la defensa en juicio consagrada por el art. 18 
de la Constitución Nacional y en atención a la cual fué 
instituida la apelación de que se trata — v. Diario de Se- 
siones de la K. Cámara de Diputados, año 1939, vol. 3, 
pfigi 1002 y sietes. 

Pues si bien es exacto que esta Corte lia admitido 
que el pago previo de la multa, a la apelación, no viola 
la garantía citada —Fallos: 15á,9fi; lt¡2,3(13; 19.1,22— 
ello lia sucedido en supuestos en que el monto de la mis- 
ma permitió atribuir a actitud discrecional del litigante, 
la privación de su defensa — conf., doctrina de Fallos: 
125, 10; 132, 300; 188, 120; 193, 3S~. En el caso de autos 
es en cambio admisible, por el monto de la penalidad 
aplicada, la imposibilidad que se alega de su pago, lo 
que conduciría por vía indirecta a la privación de la 
defensa, que la ley ha querido otorgar en supuestos se- 
mejantes al de autos — v. doctrina Fallos: 193,135. 

En su mérito so revoca el auto apelado de fs. 37. 
Hágase saber y devuélvanse al tribunal de su proce- 

dellPÍít - T> TI 

Kobk uto Kkpetto — Antonio Sa- 
oarna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Ancitorena — F. 

IÍAMOS MeJÍA. 



SILVIO A. GODOY 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecha* ij garantías. Dcfema en 
juicio. Principitm nmrraien. 

La defensa en juicio requiere indispensablemente, aun en 
juicios especiales, como los de faltas, que se nig-a al acu- 
sado y se le dé alguna oportunidad para producir eu 
prueba de descargo. 
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COSSTÍTVCIOS XACIOXAL: Derecho* >/ iraruutia». Defcma en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La. npheadón ile multa o arresto por escándalo, ebriedad 
y portación tío anuas, hecha en la sentencia inapelable d<¡ 
juez de paz de un territorio nacional sin haber oído al 
encausado cuya i-miiparemieia fué ordenada y considerada 
después innecesaria ante las ciuieluMoues a que se arribo 
en la información .sumaria a >j rejrada, autoriza a fundar 
el nx-urst) extraordinario en el art. 18 de Ja ('onriitiiL-iún 
Nacional e impone la revocación de la sentencia cuudcna- 
tona por viol avión de la defensa en juicio. 



¡Dictamen del Paocuruiw: Gf.xehal 
Suprema Corte : 

Las copias que obran de fs. 35-40 del proceso incoa- 
do a Guillermo O. Cueto, comandante del escuadrón Clo- 
nada ile la Gendarmería Nacional, y a Máximo Victori- 
no Avala, subayudaiite del mismo cuerpo, acreditan 
que el Juez de Paz de diclia localidad impuso a Silvio 
Argentino Godoy una mu Ha do cincuenta pesos, o diez 
días de arresto en su defecto, por promover escándalo 
en la vía pública, ebriedad y uso de armas. Resulta asi- 
mismo que esa pena se impuso a Godoy sin recibirle de- 
claración, ni oírlo, ni permitirle defensa alguna, y sin 
otro antecedente que la nota de fs. 35, donde el hoy pro- 
cesado Cueto denunciaba al juez la infracción. Se 
imputa ahora a Cueto haber arrestado ilegal mente a 
Godoy, y tras golpearlo, haberle hecho inferir bebidas a 
la fuerza para dar cariz tic legalidad al atropello. 

Como con arre-rio a lo dispuesto en los arts. 239, 
y 2Ó4 de la ley 3088 (Código Rural), se trataría de 
infracción que el Sr. Juez de Paz pudo reprimir dic- 
tando fallo no apelable para ante el Sr. Juez Letrado 
de Fo riñosa, corresponde abrir el t» -- rsu extraordina- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



169 



rio atenta la jurisprudencia sentada por V. E, en 
191:85. 

En cuanto al fondo del asunto, y sea cual fuere el 
resultado del proceso que se sigue a Cueto y Ayala, apa- 
rece claro .jue la multa y el arresto a Godoy han sido 
impuestos con notoria violación de las más elementales 
formas procesales. Corresponde, entonces, anular lo 
actuado por el Sr. Juez de Paz. Solicito que así lo re- 
suelva V. E. Buenos Aires, setiembre 2S de 1943. — 
Juan Alvarez. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de mayo de 1944. 

Y vista la precedente queja caratulada: "Recurso 
de hecho deducido por el procesado en los autos Godoy 
Silvio Argentino, s u proceso", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que esta Corte ha tenido oportunidad reciente de 
reiterar que la garantía de la defensa en juicio que con- 
sagra el art, 18 de la Constitución Nacional requiere 
indispensablemente —aun en juicios especiales, como 
los de faltas— que se oiga al acusado, y además que se 
le dé alguna oportunidad para producir la prueba de 
descargo de que quiera valerse —Fallos: 193,408: 198, 
78 y los allí citados. 

Que de ambos requisitos, el de la audiencia es, des- 
de luego, siempre fundamental para la administración 
de justicia, cuya organización conforme a la recta razón 
y al principio constitucional recordado es imposible si, 
como precisamente lo expresaba Daniel Webrthc, no 
se "escucha antes de condenar". 287 U. S. 45, 68. 
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Como se desprende de loa autos elevados a requeri- 
miento del Tribunal y del informe de fs. 21 de esta que- 
ja, el Juez de Paz que ba aplicado la sanción apelada 
ha omitido oír a los encausados, cuya comparecencia, or- 
denada a fs. 4 vta. del procoso, declara luego innecesa- 
ria ante "las conclusiones a que se ha arribado en la 
información sumaría agregada'* — fs. 7—. Es de obser- 
var que las "conclusiones" mencionadas se reducen al 
oficio del comandante del escuadrón Clorinda de la Gen- 
darmería Nacional, por el cual pone a Godoy y García 
a disposición del Juez de Paz y relnta la infracción que 
se le imputa —escándalo, ebriedad, portación de armas, 
fs. 1 — al informe del médico del escuadrón — fs. 3 y 4 — 
y ni oficio de fs. 5 y telegrama de fs. 6 —también de ta 
Gendarmería— que acreditan la imposibilidad de la com- 
parecencia de los anisados por hallarse, el primero, de- 
tenido a raíz de otros procesos que se le siguen, y el 
segundo por embriaguez y enfermedad, Y que en la pre- 
sente queja y en los espedientes a que la misma hace 
referencia, Silvio Argentino Godoy sostiene no haber 
incurrido en la falta que se le acrimina, y, por lo con- 
trarío, afirma que durante una "jira periodística" fué 
víctima de un incalificable procedimiento policial — se 
le habría .forzado a ingerir el alcohol causa de su em- 
briaguez y golpeado despiadadamente— de todo lo que 
el juez de la causa, dado el trámite impreso a la misma, 
no ha podido tomar conocimiento. 

Que es evidente así la restricción fundamental que, 
en perjuicio de Godoy, ha sufrido en la especie la ga- 
rantía de la defensa en juicio, que, conforme a la doctri- 
na de esta Corte, autoriza a fundar en el art. 18 de la 
Constitución Nacional el recurso extraordinario — Pa- 
lios: 184,220; 185,159 entre otros — el que procede en 
la especie, pese al pago de la multa realizado por el ape- 
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lante, por no haber sido el mismo espontáneo, de acuer- 
do también con lo decidido en casos análogos —Fallos : 
193,408. 

En su mérito y atento lo dictaminado por el señor 
Procurador General, se declara procedente el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 9 de los autos princi- 
pales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación : 

Que las razones expuestas en los precedentes con- 
siderandos fundamentan acabadamente la conclusión 
a que llega el dictamen del Sr. Procurador General de 
fs. 26, en el sentido de «ue la multa y arresto impuestos 
a Godoy, lo han sido con notoria violación de las más 
elementales normas procesales, y, desde luego, de la ga- 
rantía de la defensa en juicio invocada por el encausado. 

En su mérito se decide revocar el pronunciamiento 
apelado de fs. 7, y devolver los autos al tribunal de su 
procedencia, para que se tramite nuevamente la causa 
y se dicte sentencia conforme a derecho. Hágase saber, 

Roberto Repetto — Antonio Sa- 
garna — Luis Linares — B. 
A. Nazar Anchorena — P. 
Ramos Mejía. 



